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España, en su periodo llamado Moderno, abarca algo más de tres si- 
glos. No se trata, ciertamente, de un cálculo exacto, que, en términos 
históricos y cronológicos, no es posible hacer. Lo impide la fluidez 
ininterrumpida, casi imperceptible del tiempo, pero también la pro- 
pia continuidad de la vida humana, sin apenas rupturas, máxime en 
el tiempo que aquí nos ocupa. En nuestro caso, a diferencia de otras 
épocas históricas, se trata de un periodo denso —y me atrevería a decir 
que apasionante— pero abarcable, si bien en él las fuentes y, por tan- 
to, los testimonios al alcance del historiador (entramos en dicho 
tiempo en la galaxia Gutenberg) se multiplican exponencialmente. 
Un tiempo marcado por tres dinastías: una residual y de duración 
breve, la de los Trastámaras, representada por los Reyes Católicos, y 
otras dos mucho más largas: la de los Austrias y los Borbones, cuya 
estirpe regia llega hasta nuestros días, después de cortos periodos de 
interrupción, el más importante de los cuales, 44 años, entre 1931 y 
1975: 

A la muerte de Isabel la Católica en 1504, y tras un breve periodo 
de regencias, advienen los monarcas de la Casa de Austria: Carlos 1 el 
Emperador (1516-1558), Felipe II (1556-1598), los llamados en al- 
gunos textos Austrias Mayores, y Felipe III (1598-1621), Felipe IV 
(1621-1665) y Carlos II (1665-1700) o Austrias Menores. La Dinas- 
tía de los Habsburgo española se agota con este rey y, justo al comen- 
zar el siglo, después de una cruenta guerra civil, se entronizan los 
Borbones, cuyo primer monarca, Felipe V, reina entre 1700 y 1746, 
después de un brevísimo interregno de unos pocos meses protagoni- 
zado por su hijo Luis I (1724). Le siguen Fernando VI (1746-1759), 
Carlos MI (1759-1788) y, finalmente, Carlos IV (1788-1808), con 
quien se termina tradicionalmente el tiempo de la llamada Edad Mo- 
derna española. 


El número de historias de España consagrado a este periodo cro- 
nológico, como se verá en la bibliografía orientativa, es importante. 
El lector interesado cuenta, pues, con un elenco de obras suficiente, 
de diferente formato, contenido y precio, donde elegir. Uno y otra 
son fruto de muchas jornadas de estudio, explicaciones a los alumnos 
e investigación sobre la época, cuyos resultados se necesita transmitir 
a Otros por escrito, para que compartan sus conocimientos e inquie- 
tudes con él, de una forma más duradera que la conseguida a través 
de la palabra en las clases y seminarios. Así nació el deseo de escribir 
esta obra, recogiendo a la vez la iniciativa de la editorial de publicar 
una Historia de España, dentro de la cual se insertaría el periodo que 
aquí nos ocupa. 


Conviene ahora que exprese cómo me he planteado esta tarea. 
Ciertamente, es difícil ser original: a las alturas del tiempo presente 
pocas cosas deben de quedar aún que no hayan sido descubiertas, al 
menos en lo que se refiere al método y los contenidos de una Historia 
de España de la Edad Moderna. “Todos somos, de una u otra forma, 
deudores de nuestro pasado, sobre todo del más inmediato. Y esto 
vale también para los aspectos que interesan al historiador y para la 
forma de presentarlos en un relato. Por otro lado, es obvio que, desde 
el punto de vista del saber, un trabajo como el presente se alimenta 
de estudios monográficos de otros autores que le han precedido. Toca 
al autor de la síntesis la tarea de seleccionar contenidos hasta donde 
sus capacidades y conocimientos llegan, de esclarecerlos e insertarlos 
en un todo coherente y trabado que defina un periodo en sus rasgos 
fundamentales. Tal ha sido el propósito que ha presidido mi queha- 
cer en este libro, más difícil de llevar a cabo de lo que en un principio 
pensé. 

He preferido organizar los contenidos según criterios poco habi- 
tuales en este tipo de obras. Me parece que ya existen muchas, por no 
decir la mayoría, algunas sin duda de una gran calidad, que siguen el 
criterio cronológico o de reinados y dinastías (Austrias de un lado, 
Borbones de otro). Las hay también, que combinan ese criterio con 
el estructural, concentrando preferentemente los aspectos demográfi- 
cos, sociales y económicos en capítulos separados que sirven de mar- 
co a los contenidos, fundamentalmente políticos, en un sentido am- 
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plio, agrupados a su vez según reinados o dinastías. He optado mejor 
por el criterio de reducción a grandes bloques, al parecerme más pe- 
dagógico y sencillo para obtener una visión, de conjunto a la par que 
comprensiva, desde diferentes ángulos complementarios, acerca del 
periodo moderno. Por eso he articulado los contenidos en función de 
grandes áreas temáticas, unas de dimensiones más amplias, abarcando 
en un todo los tres siglos; otras de marco más reducido cronológica- 
mente hablando (una centuria). Dentro de las primeras se hallan 
aquéllas, siguiendo la terminología de Braudel, más específicamente 
estructurales y, por tanto, más resistentes al cambio (organización po- 
lítico-administrativa, sociedad, economía), y otras (política interior y 
exterior) que recogen los aspectos más “nerviosos”, más coyunturales, 
en que se resuelven en el tiempo las estructuras, por medio de even- 
tos, tensiones, cambios, transformaciones, contradicciones, etc. De 
esta característica participan también los capítulos consagrados a cada 
uno de los siglos de la Edad Moderna, en concreto a la cultura, la re- 
ligión y la sociedad en un sentido amplio, que guardan en ellos sus 
características propias. 


La secuencia seguida en el libro es la siguiente: un Estado, cual- 
quiera que sea, se construye sobre una base física, sobre un territorio; 
de este aspecto básico, móvil en el tiempo, nos ocupamos en el pri- 
mer capítulo de la obra. No se trata aquí tanto de describirlo, cuanto 
de explicar cómo se fue formando. A continuación es preciso conocer 
ese Estado en tanto que articulador de dicho territorio. Lo primero es 
analizar la estructura de gobierno del mismo, a través de la considera- 
ción de sus órganos. Á este apartado corresponde el capítulo 2. Mas, 
junto a los órganos de administración y gobierno del Estado, se halla 
una pieza fundamental del mismo, que le da soporte económico: la 
Hacienda, y, por tanto, sus organismos, rentas, impuestos y, en gene- 
ral, las formas de recabar fondos utilizadas por el Gobierno para lo- 
grar sus fines, que analizamos conjuntamente en el capítulo 3. Pero, 
en la Edad Moderna, lejos de tratarse de un Estado todopoderoso, 
encontramos otras instancias de poder social que comparten con él 
dominio, gobierno y administración en sus respectivos territorios. 
Por ello he querido acercarme a esta realidad en el capítulo 4, a través 
del estudio de las dos más importantes, el señorío y el municipio. En 
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última instancia, el sistema de poder en el territorio se establece sobre 
la base de aquellos que dimanan de los propios súbditos (normal- 
mente representado en las Cortes) de una parte, y de la cúspide, del 
propio rey, en tanto que encarnación del Estado, de otra. Entre los 
dos se generan, matizados por la peculiaridad hispana, a lo largo del 
periodo aquí contemplado, tensiones, a veces virulentas, que son es- 
tudiadas en el capítulo 5. Finalmente, el Estado diseña o se ve obliga- 
do a asumir una política de cara a las potencias vecinas, en función 
de sus propios compromisos e intereses. O lo que es lo mismo, una 
política exterior que, aún manteniendo unas constantes fijas durante 
largo tiempo, experimenta modificaciones significativas. Al servicio 
de la misma están el Ejército y la Armada. Ambas cuestiones se anali- 
zan en el capítulo sexto. 


A partir de este capítulo abordamos al estudio de la sociedad, pri- 
mero de manera global (imagen y realidad) en el capítulo 7, a conti- 
nuación a través de varios capítulos sectoriales (7.1, 7.2, 7.3 y 7.4), 
consagrados a cada uno de los principales estamentos y grupos que la 
componen. Se remata con un capítulo (el 7.5) dedicado a la célula 
social básica, la familia, haciendo especial hincapié dentro de ella en 
la mujer. 


Siguen a continuación tres capítulos ( 8, 9 y 10), que abordan por 
separado los tres siglos de la Edad Moderna desde el ángulo de la cul- 
tura en un sentido amplio, asociada y penetrada en este tiempo por 
los caracteres propios de la sociedad hispana en cada una de las cen- 
turias y el profundo sustrato religioso cristiano como constante, que 
aporta permanentemente cosmovisiones, códigos y temas a la misma. 


Analizadas la sociedad y el Estado, se dedica un largo capítulo ( 
12) al estudio de la demografía y, sobre todo, de la economía españo- 
la en la Edad Moderna, viendo las constantes y diferencias existentes 
entre una y otra centuria en los campos agrícola, industrial y comer- 
cial. Culmina el recorrido histórico con un capítulo 13, a manera de 
epílogo, donde se abordan, en diferentes planos, los aspectos más im- 
portantes y decisivos de los años finales del xviii y la primera década 
del xix, el periodo que se denomina tradicionalmente como la “crisis 
del Antiguo Régimen”, preparación para la llegada de los tiempos 


contemporáneos. Una bibliografía somera al final del libro, permite 
al lector orientarse, si desea una mayor profundización en los temas 


abordados. 


Evidentemente, no pienso haber solucionado los mil y un proble- 
mas que, en torno a estos aspectos de método, se nos plantean con 
frecuencia a los historiadores. Se adopte el que se adopte, y eso lo sa- 
bemos bien quienes hemos pasado por las oposiciones, el sistema ele- 
gido siempre será vulnerable y, por ende, criticable. No soy, así pues, 
tan insensato o utópico como para creer que mi libro no lo sea, in- 
cluso, en el peor de los casos, que pueda ser pulverizado por algún 
que otro colega. No es a ellos, ciertamente, a quienes va dirigido, sino 
al estudiante universitario y al lector interesado por los temas históri- 
cos. Si les ayuda a comprender mejor y de una manera más coherente 
nuestro pasado común, tan tergiversado por intereses políticos y es- 
purios, en una época tan importante como es la que discurre entre 
los siglos xv al xix, y, a través de ello, a hacerles más conscientes del 
presente, la tarea, a pesar de las críticas que pudiera recibir en sus re- 
sultados, se daría por cumplida con creces. 


Capítulo primero 
El escenario: el marco territorial de la Monar- 
quía Hispánica 


La vida de los hombres discurre siempre en las coordenadas del es- 
pacio y el tiempo. Este último lo hemos fijado en un periodo que 
una convención antigua, generalmente bien aceptada por los historia- 
dores, denomina Edad Moderna o Época Moderna; o lo que es igual, 
ese hilo temporal o cronológico que discurre, grosso modo, entre las 
últimas décadas del siglo xv y las primeras del xix. A su lado, el espa- 
cio propiamente dicho, espacio de tierra, geográfico que, en el desli- 
zarse implacable del devenir humano, se agranda o disminuye según 
avatares, a partir, generalmente, de uno o varios núcleos centrales 
fundantes, los cuales, a su vez, sirven de eje articulando y posibilitan- 
do el “argumento”, en el sentido orteguiano del término. Argumento 
basado en una política compartida y en una cultura común que im- 
plica comunidad de lengua, costumbre, normas y creencias. Sobre es- 
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te espacio se desarrolla, volviendo nuevamente a Ortega, el “drama” 
de la vida humana, en nuestro caso el de los españoles durante dicho 
periodo concreto de tiempo. 


Acostumbrados como estamos a identificar España con una parte 
sustancial de la Península Ibérica, nos resulta difícil concebir que 
aquélla perteneciera durante siglos a un conjunto más amplio y com- 
plejo de ámbito intercontinental. Sin embargo, es así: durante los tres 
siglos largos que duró el periodo que denominamos tradicionalmente 
Edad Moderna, lo que hoy llamamos España se ensamblaba en un te- 
rritorio extensísimo, formado por tradiciones, lenguas e instituciones 
diferenciadas, a pesar del avance uniformizador, bajo la denomina- 
ción política de Monarquía Católica o Monarquía Hispánica. Dentro 
de ella, eso sí, España ocupó un lugar preeminente. Desde aquí se go- 
bernó un inmenso espacio que se extendía a lo largo y ancho de los 
dos hemisferios (recordemos la famosa frase, referida a Felipe Il, de 
que, en sus dominios —es decir, en su reino—, no se ponía el sol). 


Esta configuración hizo que el territorio de la Península Ibérica 
perteneciente a la Monarquía Hispánica, o más concretamente, lo 
que denominamos España, se viese influido y determinado, a lo largo 
del periodo aquí contemplado, por su inserción imperial. Y ello se 
tradujo en términos de política exterior, pero también de organiza- 
ción administrativa, de gobierno, de presión fiscal y de efectos demo- 
gráficos y económicos, entre otros. De ahí que, aun cuando sea Espa- 
ña el objeto fundamental de nuestro estudio, debamos comenzar ex- 
plicando cómo se articuló en un conjunto espacial bastante más am- 
plio y cómo éste fue evolucionando con el paso del tiempo, afectán- 
dola. Dos fueron, en esencia, los caminos utilizados en su construc- 
ción: los matrimonios, con su correlato hereditario, y la conquista, 
ambos íntimamente conectados y entrelazados en la práctica. Mues- 
tra de lo primero es la unión entre Isabel 1 de Castilla y Fernando ll 
de Aragón. En 1469, cuando ninguno de los dos estaba asegurado 
aún en sus respectivos tronos, contrajeron matrimonio en Valladolid. 
La esposa no fue reconocida oficialmente como reina hasta la Con- 
cordia de Segovia de 1474, después de no pocas luchas, controversias 
y vicisitudes, que la enfrentaron a su sobrina Juana, a su hermano 
Enrique y a los partidarios de ambos. En 1479, Fernando resulta por 
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fin nombrado rey de Aragón, a la muerte de su padre Juan II. Hasta 
entonces no se puede afirmar, por tanto, que existiera unión entre es- 
tos dos grandes reinos de la Península Ibérica. 


El matrimonio de los Reyes Católicos tiene un carácter fundante, 
porque, en efecto, de él se derivará todo lo que viene luego en orden 
a ampliación y consolidación de territorios. A través de la Corona de 
Aragón, que en 1493 había logrado recuperar el Rosellón y la Cerda- 
ña, la unión se engrandecía con los territorios mediterráneos. Desde 
el siglo xiv, producto de la expansión y las conquistas de los catalano- 
aragoneses por el Mare Nostrum, estos correspondían a dicha Coro- 
na, básicamente el llamado Reino de Nápoles y Sicilia. Vinieron lue- 
go las incorporaciones de aquellos que, unidos ya los dos reinos, per- 
tenecían en puridad a Castilla: el Reino de Granada, último bastión 
musulmán en la Península, conquistado en 1492, que permitirá aña- 
dir una pequeña granada al escudo de los reyes; los recién descubier- 
tos territorios americanos a partir de esta misma simbólica fecha, las 
Islas Canarias desde 1479 y varias plazas norteafricanas (Alhucemas 
en 1490; Melilla en 1497; Orán, Trípoli y Bugía durante la regencia 
de Fernando el Católico en 1509-1510; Peñón de la Gomera, Mazal- 
quivir y Argel), conseguidos todos ellos mediante conquista. 

Muerta ya la reina ( 1504), Fernando incorpora en 1515 otro de 
los reinos peninsulares al patrimonio común, el pequeño Reino de 
Navarra, tras un rápido golpe de mano que combina la política con la 
acción armada. Sin embargo, la unión estuvo a punto de romperse, 
después del matrimonio en segundas nupcias de Fernando con Ger- 
mana de Foix; pero la muerte temprana de ésta, así como la de su hi- 
jo apenas nacido, recondujo las aguas a su cauce. 


Antes del fallecimiento de Isabel, los Reyes Católicos, título que 
otorgará a ella y a su marido el papa en 1496, con el que serán cono- 
cidos en la posteridad, diseñan una política matrimonial para sus vás- 
tagos de claro contenido político y trascendentales consecuencias 
posteriores. Tuvieron a la sazón cuatro hijas y un hijo, el heredero, 
llamado a reinar sobre el conjunto de la monarquía a la muerte de 
sus padres. 
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A Isabel, la primogénita, la casaron con Alfonso, infante de Portu- 
gal, y, más tarde, como éste falleciera tempranamente, con Manuel, 
futuro rey de dicho país, que la sobrevivió. El objetivo no era sino es- 
trechar los vínculos, que ya existían con 
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Mapa de la Península Ibérica poco antes del matrimonio de Isabel de 
Castilla y Fernando de Aragón 

anterioridad (la madre de Isabel era portuguesa, así como la segun- 
da mujer de su hermano Enrique), aunque mediatizados por los en- 
frentamientos, con la que sin duda era entonces la primera potencia 
marítima europea y, por su extensión territorial, uno de los tres gran- 
des reinos de la Península Ibérica. Como el interés de Isabel y Fer- 
nando sobre Portugal era grande, negociaron el matrimonio de Ma- 
nuel, una vez enviudado, con su otra hija, de nombre María. La boda 
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tuvo lugar en 1498. En cuanto a Catalina, tercera en orden de edad, 
dispusieron que se casara con Arturo de Inglaterra y, más tarde, tras 
la muerte de éste, renovaron el compromiso uniéndola a su hermano, 
el rey Enrique VIII, que la haría enormemente desgraciada. Quedaba 
aún su hija Juana, a través de la cual buscaron el vínculo con la rica 
Casa de Borgoña. El designado para ello no era otro que Felipe, lue- 
go llamado el Hermoso, futuro archiduque de Austria, que tampoco 
mantendría unas relaciones sosegadas con su esposa. Por último, para 
el príncipe Juan, a quienes los Reyes educaran esmeradamente, ha- 
bían buscado esposa dentro de la misma Casa de Borgoña, en la per- 
sona de Margarita. Pero, un accidente desgraciado segaría la vida del 
heredero siendo todavía muy joven, en 1497. 


El reinado de los Reyes Católicos fue, tanto en los resultados de la 
política matrimonial, como en otras cosas importantes, una mezcla 
de decisión personal, de azar o de acción de la Providencia, que con- 
dujo, finalmente, a unos resultados muy diferentes de los deseados 
por ellos. En efecto, como cualesquiera padres de la época pertene- 
cientes a la realeza, y de la misma manera que había venido ocurrien- 
do entre sus antepasados, Isabel y Fernando sacrificaron también a 
los intereses del reino la vida afectiva y personal de sus hijos. En oca- 
siones, ésta y aquellos podían coincidir; no así en otras, que se salda- 
ban generalmente con unas frías relaciones entre los esposos, tensio- 
nes y, a veces, incluso, rupturas. Tal aconteció con Catalina y Juana, 
la Reina Loca, cuyas vidas matrimoniales fueron muy difíciles y ter- 
minaron con el divorcio en el caso de la primera y la práctica separa- 
ción de su esposo en la segunda. 

Pero, con independencia de estas circunstancias, lo que a nosotros 
nos interesa ver aquí es el sentido y los efectos de esta estrategia ma- 
trimonial. ¿Qué buscaron Isabel y Fernando con ella? Su propio ma- 
trimonio fue prueba de una conciencia dirigida a la unión de sus res- 
pectivos reinos. Sabedores de la correlación de fuerzas existente en 
esos momentos en Europa, quisieron establecer vínculos que permi- 
tiesen el entendimiento y la paz, así como el ensanchamiento del pa- 
trimonio familiar, por medio de los lazos de sangre con algunos de 
los Estados más importantes del momento. Inglaterra despuntaba en- 
tonces como potencia, ocupando un puesto estratégico de primera fI- 
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la en la ruta marítima peninsular hacia el Mar del Norte y el Báltico. 
Pero los vínculos tradicionales de Castilla eran, sobre todo, con Por- 
tugal y Flandes. En el primer caso se podía incidir de nuevo en la 
unión con España, tantas veces perseguida desde el siglo xiv. En 
cuanto a Flandes, una de las zonas más prósperas de la Europa de co- 
mienzos de la Edad Moderna, las relaciones comerciales con la Penín- 
sula eran estrechas y existía una comunicación cultural importante y 
sostenida en el tiempo. Las bodas, según hemos dicho, constituían 
un instrumento válido para alcanzar los objetivos pretendidos de cara 
al interés de estos reinos. Quedaba excluida Francia, cuya pugna sos- 
tenida con Aragón por el Mediterráneo impidió a los Reyes Católicos 
el acuerdo. 


Las bodas inglesas no dieron a la postre los resultados apetecidos, 
pues tras el divorcio de Enrique VIII de Catalina y su enfrentamiento 
con el papa por no haber aceptado su casamiento con Ana Bolena, 
las relaciones con España se ensombrecieron. Mejor resultado dieron, 
a medio plazo, las bodas portuguesas, según veremos más adelante. 
En cuanto a Flandes, región muy unida al Ducado de Borgoña, el 
fruto no fue el esperado por los Reyes Católicos. La archiduquesa 
Margarita, hija de Maximiliano de Austria y hermana de Felipe el 
Hermoso, quedó viuda muy pronto y sin descendencia alguna del 
príncipe Juan. Por lo que hace a Juana, tras un turbulento matrimo- 
nio, perdió a su esposo tempranamente, en 1506. Así, la muerte sin 
descendencia del heredero Juan y la de Miguel —hijo de Isabel y Ma- 
nuel el Afortunado, en quien podrían haber recaído las tres grandes 
coronas peninsulares— en 1500, puso en manos de la viuda Juana la 
Loca el extenso territorio acumulado por sus padres. Pero ésta fue de- 
clarada incapaz para el gobierno, tras una decisión tan discutida co- 
mo, tal vez, necesaria. La herencia recayó, pues, inesperadamente, so- 
bre su hijo primogénito Carlos (1516-1558). 
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Pintor anónimo, La Virgen de los Reyes Católicos, Madrid, Museo del 
Prado 


Éste era flamenco. Había nacido en la hermosa ciudad de Gante 
en el año 1500. Sobre él vendría a recaer una triple herencia: la de las 
Casas de Borgoña y de Austria a través de Felipe el Hermoso, su pa- 
dre, hijo de María de Borgoña y del emperador Maximiliano l; la de 
España (Castilla, Aragón y Navarra) por parte de su madre doña Jua- 
na, hija de los Reyes Católicos. Un inmenso territorio, pues, que en- 
globaba, de una parte, la Península Ibérica, a excepción de Portugal, 
además de las islas Baleares y las Canarias; las plazas ya referidas del 
norte de África, las tierras de reciente exploración de América (gran 
parte de las Antillas y algunos puntos en Tierra Firme) y la zona me- 
ridional de Italia (Nápoles, Sicilia y Cerdeña); de otra, los Países Ba- 
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jos del Norte y del Sur, Luxemburgo, Charolais y el Franco Conda- 
do. Como herencia de su abuelo Maximiliano de Habsburgo, una vez 
llegado Carlos a España, se añadirían otros territorios en el centro y 
este de Europa: Austria, Tirol, Estiria, Carniola, Carintia, Moravia, 
Bohemia, parte de Hungria y Sundgau, a la muerte, en 1519, del em- 
perador (desde 1526 se unirá también Silesia); así como los consegui- 
dos durante su reinado: los territorios de América notablemente am- 
pliados y, en 1556 (Paz de Vaucelles), tras la guerra con Francia, el 
Ducado de Milán junto a algunos presidios en la Toscana (Italia). 


El título de emperador, conseguido en disputa con otros reyes eu- 
ropeos, entre ellos Francisco 1 de Francia, dio oportunidad política a 
Carlos sobre el Sacro Imperio Germánico, todo un símbolo de la vie- 
ja grandeza del Imperio Romano, pero también, una vez obtenido el 
nombramiento, fue motivo de continuas y graves preocupaciones. En 
todo caso, era el rey de España quien recibía el titulo imperial. Sin 
embargo, éste no le duró mucho. Precisamente, la triste experiencia 
de las luchas en el interior de dicho territorio a causa del levanta- 
miento protestante, llevó al emperador Carlos a la postre a la abdica- 
ción en 1556 y a la entrega de sus dominios a su hijo Felipe, desga- 
jándolos de la herencia de los Habsburgos (los territorios austriacos), 
que junto con el título imperial, pasarán a su hermano Fernando, rey 
de Bohemia y Hungría. De esta forma, el título oficial abandonó 
pronto a la realeza española; pero quedaba el Imperio de facto, es de- 
cir, el que no se fundamentaba en la venerable tradición proveniente 
del viejo Imperio Romano, sino en la posesión de importantes domi- 
nios repartidos por el mundo. Si los monarcas hispanos podían ser 
considerados emperadores y la Monarquía Católica un Imperio era, 
pues, gracias a estas posesiones, aunque el título fuese finalmente a 
parar a manos de la rama familiar de los Habsburgos austriacos du- 
rante mucho tiempo. Sin embargo, como se irá viendo, a diferencia 
de otros imperios europeos de la misma época, caracterizados por un 
control bastante eficaz de los territorios coloniales en beneficio eco- 
nómico de la metrópolis, el español no conseguirá ese mismo grado 
de aprovechamiento característico de los imperios mercantiles, por el 
que E. Wallerstein les atribuye carácter de modernidad. 
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Así, tan significativa reducción de dominio en Europa tras la deci- 
sión tomada por Carlos, quedó compensada con creces en la práctica 
durante el gobierno de su hijo Felipe II (1556-1598). En él dieron 
fruto al fin las tentativas de fusión con el Reino de Portugal que em- 
prendieran sus abuelos y su padre Carlos al casarse con Isabel, hija de 
Manuel el Afortunado y de María, de quien Felipe era hijo, y éste 
mismo ratificara después contrayendo matrimonio en primeras nup- 
cias con María Manuela, hija de Juan Il, rey de Portugal. No obstan- 
te, a pesar de los innegables derechos de Felipe al trono de este país, 
la reacción de sectores importantes de él, oponiéndole candidatos co- 
mo Antonio, prior de Crato, hizo que el Rey Prudente decidiese aña- 
dir a la política la fuerza de las armas para hacerlos valer, siendo final- 
mente reconocido como rey en las Cortes de Ihomar del año 1581. 


Con Portugal entraban a formar parte de la Monarquía Católica 
las extensas tierras del imperio colonial luso, repartidas por América, 
Asia y África. Paralelamente, en ese mismo 1581, año de la funda- 
ción de Manila en la isla de Luzón, se añadían al Imperio las Filipinas 
(nombre derivado del propio del rey), descubiertas por López de Le- 
gazpi y Andrés de Urdaneta. A ellas se unen poco después las islas 
Salomón y Marquesas. Se alcanza entonces el máximo espacio geo- 
gráfico puesto bajo dominio de la Monarquía Hispánica. El escenario 
se ha ampliado enormemente en un relativo corto espacio de tiempo, 
con todas las consecuencias, sin duda trascendentales, implícitas en 
ello. 


Pero como si de una ley inexorable se tratara, los imperios, tras al- 
canzar su momento de auge, suelen iniciar su caída, que, al menos en 
el caso hispano, fue gradual. “Todo comenzó en el siglo xvii y se tra- 
dujo, entre otras cosas, en términos territoriales. La fuerza de Francia 
en esta centuria, tras la grave crisis que experimentara en la segunda 
mitad del Quinientos, así como la espectacular emergencia de las po- 
tencias europeas del Norte, terminaron imponiéndose a la hegemonía 
de los Habsburgo españoles, reduciendo el escenario de la monarquía 
a unos territorios, que siendo aún enormes, no llegaban ya a alcanzar 
la medida de los acumulados en tiempos de Felipe II. El hecho se tra- 
ducía, en términos políticos y europeos, en el abandono del univer- 
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salismo católico en beneficio de los particularismos representados por 
los Estados-nación. 


De la derrota española en las guerras de Flandes ( 1568-1648) y de 
los Treinta Años (1618-1648) resultó la pérdida de una parte consi- 
derable de aquel territorio de la herencia borgoñona del emperador 
Carlos, así como de tres plazas minúsculas pero estratégicamente im- 
portantes (Metz, Toul y Verdún, en la zona fronteriza entre Francia y 
Alemania). Si esto acontecía a la firma del Tratado de Westfalia de 
1648, en la de la Paz de los Pirineos de 1659, en tiempos también de 
Felipe IV, consecuencia de la prolongación de la guerra contra Eran- 
cia, se añadió la pérdida de la Cataluña francesa (el Rosellón y la Cer- 
daña), de Artois (noroeste de Francia) y de algunos otros territorios 
más reducidos de los Países Bajos meridionales, así como, temporal- 
mente, de la isla de Cerdeña. Y, por si fuera poco, la guerra de inde- 
pendencia de Portugal, iniciada en 1640, culminó con la separación 
de este reino peninsular con sus vastos territorios ultramarinos en 
1668 (Tratado de Lisboa), a excepción de la ciudad de Ceuta que se- 
guirá en manos españolas. Como remate, antes de acabar la centuria, 
la Monarquía Católica perdía en favor de la Francia de Luis XIV el 
Franco Condado, otro de los territorios “míticos” de la vieja herencia 
borgoñona, tras la firma de los acuerdos de Nimega de 1678. 

Fuera del ámbito europeo, sin llegar a tales extremos, las cosas 
tampoco habían ido demasiado bien en el siglo xvii. La acción de In- 
glaterra, Holanda y Francia contra los territorios de la Monarquía en 
Indias no cesó a lo largo de la centuria, a pesar de las treguas y acuer- 
dos de paz establecidos entre las potencias. De esta forma, 


(1668) Provincias Unidas (1648) Países Bajos (1713) 


(1678 


' Luxemburgo (1659) aso (1659) 
Franco Condado (1678) 
Milanesado (1713) Portugal 
(1668) Rosellón Cerdeña (1659) 
Cerdeña Nápoles(1713) WISMAR MEDITERRÁNEO 
Sicilia (1713) 
Pérdidas territoriales en Europa ( 1648-1713) 
1648, Provincias Unidas (Paz de Múnster); 1659, Rosellón, Cerdaña, 
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Artois, Luxemburgo (Paz de los Pirineos); 1668, Portugal; 1668, 
Charleroi, Binch, Ath, Douai, Tournai, Oudernarde, Lille, Armentié- 
res, Courtrai, Bergues, Furnes (Paz de Aquisgrán); 1678, Franco 
Condado, Aire, Saint Omer, Cassell, Bailleul, Poperinghe, Warme- 
ton, Iprés, Cambrai, Bouchain, Valenciennes, Condé, Maubege (Paz 
de Nimega); 1713, Países Bajos, Milanesado, Cerdeña, Sicilia, Nápo- 
les (Paz de Utrecht) 


España hubo de ceder varias islas, pertenecientes en su mayoría al 
arco antillano (Barbuda, Antigua, Guadalupe, Martinica, Jamaica, 
Curagao, etc.), además de algunos espacios en Tierra Firme (Belice, 
Costa de los Mosquitos, etc.). En comparación con lo que quedaba 
en manos españolas, lo transferido no pasaba de ser una pura anécdo- 
ta. Sin embargo, la posesión de estos pequeños territorios permitirá a 
los enemigos de la Monarquía establecer bases sólidas desde las cuales 
fustigarla, violar el monopolio de España con sus Indias y atacar las 
flotas. 


Después del desastroso siglo xvii, la nueva centuria se inicia con 
otras importantes menguas territoriales. Resultado de la Guerra de 
Sucesión al trono de España entre el archiduque Carlos y Felipe de 
Anjou, la firma del Tratado de Utrecht en 1713 que pone término a 
la misma, supone para la monarquía la pérdida del Reino de Nápoles 
y Sicilia, más la isla de Cerdeña; es decir, de una parte significativa 
del viejo patrimonio aragonés heredado por la Corona, además del 
Ducado de Milán, los Países Bajos del Sur, y ya en territorio peninsu- 
lar, la isla de Menorca, de forma temporal (hasta 1783), y el Peñón 
de Gibraltar. 


La ocupación extranjera de algunos espacios en la América hispana 
durante el Seiscientos se refuerza en el xviii con la francesa de una 
parte de la isla de La Española (la correspondiente al Haití actual), 
tras el acuerdo de Basilea entre la Francia revolucionaria y España en 
1795. Ya con anterioridad, la firma del Tratado de Límites en Madrid 
entre España y Portugal (1750), supuso la pérdida, en un terreno dis- 
putado, de las reducciones jesuíticas de la llamada Banda Oriental, en 
compensación por haberse recuperado la colonia del Sacramento, al 
norte del Río de la Plata, que estaba en manos portuguesas desde la 
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paz de Utrecht. Más adelante, a resultas de la intervención española 
en la Guerra de los Siete Años, deberá entregarse a la Gran Bretaña 
temporalmente la península de La Florida, en los actuales Estados 
Unidos (si bien se recibe a cambio La Lousiana, en la zona suroeste 
de este mismo país, que mantendrá sólo de forma temporal). Tam- 
bién obtiene España, por el Tratado de San Ildefonso, dos pequeños 
territorios en África (Fernando Poo y Anobón), que constituyen, has- 
ta el siglo xx, parte de su limitada presencia en ese continente. Sin 
embargo, la reducción contundente de España en América tiene lu- 
gar entre los años 1810 y 1826, cuando, tras la guerra de emancipa- 
ción, se separan los territorios que conformaban el viejo dominio co- 
lonial hispano. De hecho, después de esta crisis, sólo quedarán inclui- 
das en él las islas de Cuba y de Puerto Rico en el Atlántico y las islas 
Filipinas, Carolinas y Marianas en el Pacífico. 


En resumidas cuentas, el escenario geográfico imperial en el que se 
insertará España fue acrecentándose casi ininterrumpidamente, y con 
escasas pérdidas, hasta mediados del siglo xvii. La mayor o menor 
amplitud del espacio de la Monarquía Hispánica, según se ha dicho, 
no es algo baladí; como tampoco lo son las coordenadas geográficas 
en que se sitúa el mismo: repercute en la vida de los españoles, a tra- 
vés de los compromisos políticos que adquieren sus gobernantes, de 
la orientación que estos dan a la política y de la diversidad cultural de 
los territorios que lo componen. 


A partir de los años centrales del Seiscientos, comienza un lento 
goteo de pérdidas, un repliegue por tanto del escenario, que reduce el 
ámbito jurisdiccional del Imperio, dentro siempre de unas dimensio- 
nes gigantescas para las posibilidades vertebradoras propias de la épo- 
ca. Paralelamente, los compromisos políticos van menguando. En el 
xviii, los territorios extrapeninsulares de la monarquía quedan prácti- 
camente reducidos a los dominios americanos; mas se trata todavía 
de un escenario inmenso, y éste viene a adquirir a partir de entonces 
un protagonismo inusual. 


Establecida por los Reyes Católicos la unión de los dos grandes rei- 
nos peninsulares y asimilados posteriormente a ella los otros dos 
(Granada y Navarra), la política que llevaron a cabo Fernando e Is- 
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abel a comienzos de la Edad Moderna propició la ampliación del es- 
pacio, que, en su desarrollo, experimenta dos fuertes estirones: el pri- 
mero, tras la llegada al trono del emperador Carlos; el segundo con 
su hijo Felipe II. De igual manera, el retroceso tiene sus tiempos cla- 
ve, tres en este caso: mediados del siglo xvii, bajo el gobierno de Feli- 
pe IV; reinado de Felipe V, tras la firma de la paz en Utrecht; por úl- 
timo, la época de Fernando VII, cuando la pérdida de la gran mayo- 
ría de los territorios americanos. El sesgo europeo y americanista de 
la Monarquía quedó prácticamente cercenado a principios del siglo 
xviii y las primeras décadas del siglo xix respectivamente, y así, Espa- 
ña se transformará dentro del escenario internacional, en esta última 
centuria, época, paradójicamente, de grandes imperios coloniales, en 
un país de tipo medio en el extremo occidental de Europa, con una 
pérdida notable de influencia en dicho contexto. 

Casa de Austria 
Fernando de Aragón (1474-1516) 
Isabel de Castilla Maximiliano 1 (1474-1504) emperador de Austria 
Isabel Juan de Aragón y Catalina Juana 1 de Castilla 

Castilla (m. 1497) Felipe 1 el Hermoso (1504-1506) 

(1) Alfonso de Portugal (11) Manuel de Portugal Leonor Carlos 1 
(V) Isabel (1498-1558) (1516-1556) (1501-1526) 

Juan Il de Isabel de Portugal Portugal 
Fernando 1 María de Catalina (1503-564) Hungría (1507-1578) em- 
perador (1505-1558) 
de Austria 

Juan Manuel de Portugal María de” Portugal 

Carlos (m. 1568) Felipe II Juana de María Juan de Austria Marga- 
rita de Parma (1516-1556) Austria (,,, 
Portugal 
María Tudor (111) Isabel de Valois 
ay Catalina Micaela Isabel Clara Eugenia 
Ana de Austria 
Manuel I de Alberto Saboya archiduque de Austria 


EPM! Margarita de Austria¡5os.1621) 


, Maximiliano ll de 


Juan Manue 
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Ana de Austria 
Luis XIII de Francia 

Luis XIV (m. 1715) Felipe IV Carlos Fernando María (1621- 
1665) (1607-1632) cardenal infante 

(1609-1641) Fernando II (1) (11) Juan José de Austria“"Perador Ts- 
abel de Borbón Mariana de Austria 
María Teresa Baltasar Carlos 

(m. 1646) Luis Delfín de 

Francia 
Carlos II 


Antonia, y, 


Margarita de Austria (1) Leopoldo I (1665-1700) emperador María 
Luis 
duque de Borgoña 

Felipe V (1700-1746) duque de Anjou (Casa de Borbón) (1) Ma- 
ría Luisa de Orleáns 

(11) Mariana de Neoburg 
Leonor de Neoburg Maximiliano 
de Bavierayose ; 
José Fernando“"Peador 
de Baviera 

Carlos archiduque y emperador 

1691-1699) 
Casa de Borbón 
Felipe V (1700-1746) (1) María Luisa G. de Saboya 
Isabel de Farnesio” Luis 1 

(1724) Fernando VI (1746-1759) 

María Amalia de Sajonia Carlos IM (1759-1788) 


Bárbara de Braganza Carlos IV (1788-1808) 
Capítulo segundo 


El Gobierno y la Administración de la Monar- 
quía Hispánica: la representación del reino 
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El gobierno de estos territorios inmensos era, y de hecho fue, una 
tarea ardua y difícil. A su extensión se unía la diversidad de situacio- 
nes que existía en cada uno de ellos; la homogeneidad era inexistente. 
A mayor abundamiento, los medios para lograr su articulación eran 
precarios: particularismos de toda índole, difíciles comunicaciones, 
tiempos alargados por las distancias, técnicas de información rudi- 
mentarias, etc. No era esto, ciertamente, algo novedoso para la época, 
ya que, durante la Edad Moderna, la pluralidad era la norma. 


Tal variedad comenzaba en la propia España, cuyo estudio nos in- 
teresa preferentemente aquí, desde el mismo momento de su consti- 
tución como Estado. El concepto de éste como omnipresente, con- 
trolador y centralizado era ajeno a la tradición europea surgida del 
Medioevo. Se trata más bien de una obra del siglo xx. Isabel y Fer- 
nando no se plantearon que la unión de sus respectivos reinos con- 
formara un todo monolítico y opuesto a las “libertades” tradicionales 
y los particularismos. Buscaron y cultivaron, como no, el acuerdo y la 
unidad de acción (el eslogan asimilado al reinado “Tanto monta, 
monta tanto”, al igual que el yugo y las flechas de su escudo y la fir- 
ma compartida en los documentos, son testimonio de ello), pero en 
ningún momento se propusieron acabar con las peculiariedades de 
los territorios que conformaban la monarquía, a comenzar por los de 
sus propios reinos de origen, en aras de la unidad nacional. Buscaron 
la comunión en la fe católica y la acción política, tanto de cara al in- 
terior como al exterior. En ambos aspectos se mostraron particular- 
mente decididos, por encima de las diferentes tradiciones. 


Lo primero les llevó a ocuparse directamente de los asuntos ecle- 
siásticos, así como a poner término a la diversidad religiosa, que, no 
sin tensiones, se había mantenido a lo largo de buena parte de la 
Edad Media. Esto se tradujo en la prohibición de las dos religiones 
minoritarias de la Península, la judía y la musulmana; la instauración 
de la Inquisición y la consiguiente persecución de los falsos conver- 
sos. La tolerancia y la pluralidad —valores hoy muy extendidos entre 
nosotros—, lejos de verse entonces como algo positivo, parecieron a 
ojos de los reyes un elemento perturbador, susceptible de extender el 
error entre los cristianos, poner en riesgo la unidad recién lograda y 
los frutos de la Reconquista que ellos mismos habían concluido, y, en 
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general, la propia paz interior del reino. El respeto a la ley, donde lo 
religioso y lo secular se confunden, exigía la integración de las mino- 
rías o la expulsión de sus miembros. Por todo ello, en dos tiempos di- 
ferentes próximos entre sí, 1492 y 1502, los Reyes Católicos optaron 
por hacer salir a judíos y musulmanes (estos últimos, por el momen- 
to, sólo de Granada) si no se convertían. 


Sobre el sustrato preexistente del cristianismo, la aceptación de la 
religión católica como la propia del Estado y el hecho de que los re- 
yes y sus sucesores se considerasen a si mismos como hijos de la Igle- 
sia condujeron a una colaboración mutua entre ambas instancias, 
mantenida en el transcurso del tiempo, en defensa de la fe y de la or- 
todoxia religiosa, persiguiendo por ello el error y, en definitiva, confi- 
gurando la sociedad española según el modelo de la fe católica mayo- 
ritaria. 


En relación con el segundo aspecto arriba referido, el de la política 
exterior, ya hemos visto la estrategia planteada por los Reyes Católi- 
cos a través de los matrimonios de sus hijos, y la estrecha vinculación 
de una y otra. Las políticas de las Coronas de Castilla y de Aragón, 
dirigidas con carácter prioritario hacia el Atlántico y el Mediterráneo 
respectivamente, se combinaron en una sola, aunque, tras el descu- 
brimiento de América, se inclinara la balanza más hacia el primero 
que hacia el segundo. 


Sin embargo, la variedad subyacente de los reinos que configura- 
ron España persistió durante largo tiempo. Además de lo concernien- 
te a la situación demográfica y económica, favorable inicialmente a la 
Corona de Castilla, se mantuvieron diferencias lingitísticas, jurídicas, 
monetarias, institucionales y de extensión de los territorios, que ter- 
minaron afectando a la larga a la estabilidad de la unión (1591 y, so- 
bre todo, 1640 y 1702), en especial en momentos de crisis general. 
El hombre de la época se sentía por lo general súbdito de su rey, pero 
a la vez estrechamente vinculado a su tierra o comarca de origen, an- 
tes que a una unidad política superior. Muy lejos aún de la cultura 
globalizada de nuestro tiempo, los particularismos eran considerables, 
y ponían obstáculos, a veces insalvables, a las pretensiones centraliza- 
doras de la monarquía, introduciendo a la par un elemento impor- 
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tante de tensión. En todo caso, el peso del poder central se hacía sen- 
tir con mayor fuerza, para lo bueno y para lo malo, en Castilla que en 
Aragón. 

Las diferencias se concretaban (y se defendían cuando interesaba) 
en el campo jurídico e institucional. La legislación sobre un mismo 
aspecto (así, por ejemplo, la herencia) divergía de un territorio al 
otro, las obligaciones contributivas también. De la misma forma su- 
cedía con las instituciones. Conozcamos sucintamente este marco. 


El órgano por antonomasia que defendía los “usos, costumbres y 
libertades” del reino y, por lo tanto, de sus súbditos correspondientes 
era las Cortes. Así, cualquier ataque de la parte del poder real a las 
disposiciones dimanadas de éstas, era interpretada como un agravio 
contra sus derechos. 


Las Cortes eran propias de la mayor parte de los territorios penin- 
sulares, a excepción del País Vasco, incorporado desde el siglo xiii a la 
Corona de Castilla, donde su papel correspondía a las llamadas Jun- 
tas Generales. Existían, sin embargo, diferencias entre las de un terri- 
torio y otro. 

Las Cortes castellanas tenían jurisdicción sobre todo el territorio 
de la antigua Corona de Castilla, a excepción del referido País Vasco. 
En ellas, la representación se hacía por ciudades, en realidad veintidós 
de ellas, algunas de las cuales hoy no alcanzarían probablemente la 
categoría de tales; otras, al no gozar del privilegio de presencia en 
Cortes concedido por el rey, estaban, pues, excluidas. Ese derecho no 
se consideraba como universal, sino como una graciosa concesión de 
los monarcas a las ciudades que, por su fidelidad, heroísmo u otros 
servicios a la Corona, habían merecido poseerlo. 


Pero con independencia de la procedencia geográfica de los procu- 
radores representados en ellas, aquello que les permitía participar era 
su pertenencia a uno de los tres grandes estamentos en que se dividía 
en la época la sociedad de órdenes o estamental: la nobleza, el clero y 
el estado llano (en realidad el patriciado urbano en un sentido am- 
plio). La representación de cada ciudad quedaba, pues, tamizada por 
la adscripción de sus titulares a alguno de estos grupos. Ni que decir 
tiene que los sectores mayoritarios de la población de la época (cam- 
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pesinos, artesanos y comerciantes en sus diferentes variedades), así 
como otros numéricamente menos importantes aunque influyentes 
(profesiones liberales, miembros de la Administración, etc.), tenían 
en cuanto tales una representación más reducida en Cortes que la no- 
bleza y el clero, en proporción a su peso demográfico. Paradójica- 
mente, a estos dos grupos que no contribuían al erario público o que 
lo hacían en mucha menor cuantía que el resto de la población, co- 
rrespondía teóricamente intervenir, junto a los miembros del estado 
llano, que era a quienes interesaba en realidad, en una de las funcio- 
nes más importantes de las sesiones de Cortes, cual era la de aprobar 
el aumento de los impuestos ya existentes o la creación de otros nue- 
vos a instancias del rey. Sin embargo, en la práctica, habida cuenta de 
lo poco que les concernían estos asuntos, tuvieron una comparecen- 
cia por lo general exigua. Al menos hasta 1538, el modo de participa- 
ción de la nobleza y del clero se mantuvo en una especie de nebulosa. 


Además de entender en temas de impuestos, las Cortes de Castilla 
debían jurar al heredero al trono, así como presentar al monarca, en 
nombre de sus conciudadanos, la lista de agravios y quejas que se su- 
ponía debía atender. En todo caso, y a pesar del golpe que les fuera 
infringido a las ciudades tras la derrota de las Comunidades en 1521, 
las Cortes castellanas desarrollaron una importante actividad de rega- 
teo frente a las pretensiones, comprensibles pero con frecuencia abu- 
sivas, de la Corona, consiguiendo generalmente rebajar su cuantía 
económica e intensidad. 

La potestad de convocarlas correspondía al propio rey y éste, cier- 
tamente, lo hacía cuando era estrictamente necesario (caso de la jura 
referida) o le convenía. Por eso podía pasar un largo periodo de tiem- 
po sin que se reunieran las Cortes. En las celebradas en Madrid en 
1419, los procuradores habían solicitado del monarca que las convo- 
case siempre que fuera preciso establecer asuntos de gobierno de difí- 
cil solución. Pero, tras la experiencia de 1520, el tiempo entre una y 
otra reunión se dilataba cada vez más. De ahí que las Cortes castella- 
nas no siempre pudiesen desarrollar todas las potencialidades laten- 
tes, reduciéndose de esta forma su capacidad moderadora o templa- 
dora del poder real. Las sesiones se celebraban en lugares diferentes 
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(Madrid, Toledo, Madrigal de las Altas Torres, etc.), aunque la ten- 


dencia fue a concentrarse en unos cuantos fijos. 


Mayor eficacia en este sentido parecen haber desarrollado las Cor- 
tes en la Corona de Aragón, a la vista de los frenazos, a veces casi en 
seco, impuestos a los proyectos del monarca que las implicaban, así 
como de las tensiones y enfrentamientos que, en algunos momentos, 
se produjeron entre ambas partes. 


Sin embargo, a diferencia de sus homónimas castellanas, no for- 
maban un cuerpo único; al contrario, se dividían según los tres terri- 
torios clásicos que conformaron la Corona de Aragón: Valencia, Ca- 
taluña y Aragón, constituyendo, por tanto, tres Cortes diferenciadas 
y autónomas. Además, en lugar de estar presentes en cada una de 
ellas el conjunto o una parte importante de sus ciudades, sólo lo esta- 
ban las capitales; es decir, Zaragoza, Valencia y Barcelona, cuyo pre- 
dominio en el conjunto es, por tanto, incontestable. Y aunque las 
reuniones pueden tener lugar en diferentes ciudades, con el tiempo 
tenderán a celebrarse en las tres referidas. Pero, al igual que las caste- 
llanas, a veces, pasaban largos periodos sin convocarse: las de Valen- 
cia, por ejemplo, entre 1510 y 1528 y 1586 y 1604; las de Cataluña 
de 1653 a 1702. 


Entre las Cortes de Aragón, Valencia y Cataluña existían igual- 
mente diferencias en su composición. En las primeras, a diferencia 
del resto, había cuatro brazos u órdenes: dos por la nobleza, uno por 
el clero y otro por el estado llano. En las catalanas, el papel del patri- 
ciado urbano fue de una gran importancia y decisivo a la hora de re- 
ducir las pretensiones de la Corona o de proponer recurso de contra- 
fuero. En todo caso, las Cortes debían estar presididas por el rey. En- 
tretanto se convoca pleno de las Cortes, será una Diputación de las 
mismas quien se encargue de vigilar el cumplimiento de las decisio- 
nes tomadas en el pleno. 

Esta Diputación, General de Catalunya o Diputación del General, 
hunde sus raíces en la Plena Edad Media. En 1413 la Corona otorgó 
a los diputados elegidos por las Cortes, para formar parte de dicha 
institución, la facultad de nombrar a sus sucesores al término de su 
mandato, es decir, cada tres años; asimismo, ratificó por tiempo inde- 
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finido su derecho a la percepción de los impuestos, algunos impor- 
tantes como luego veremos, que le correspondían para su sosteni- 
miento y misión. Al dotarse de un espacio fiscal propio, la Diputa- 
ción se convirtió en un eficaz poder político del Principado, vincula- 
do estrechamente a sus Cortes, frente a las pretensiones impositivas 
de la Corona. No sucederá de la misma manera con la Generalitat va- 
lenciana, con una capacidad menor de autofinanciación debido a sus 
escasos recursos propios, bien por la falta de impuestos específicos, o 
por pertenecer su cobro a la Corona. 


En el Reino de Aragón existía, además, una figura tan original co- 
mo importante, desde finales del siglo xii a principios del xiii. Nos re- 
ferimos al Justicia, cuya función de moderador entre el rey y la no- 
bleza se transformará con el paso del tiempo en la de juez encargado 
de dirimir los conflictos entre aquél y sus súbditos en territorio ara- 
gonés y, más tarde, en velador del ordenamiento foral y, por tanto, 
intérprete de sus normas. 


Por lo que se refiere a las Cortes de Navarra, en ellas estaban repre- 
sentados básicamente dos estamentos, la nobleza y el clero. Se reunie- 
ron con regularidad para reparar agravios, contenido del comienzo de 
todas las sesiones; además de acordar nuevas leyes, mejorar las exis- 
tentes y votar los servicios equivalentes al impuesto. El virrey, repre- 
sentante del monarca en el territorio, tenía autoridad para convocar- 
las, a semejanza de lo que ocurría con las de otras zonas de la Monar- 
quía Hispánica, tales como Cerdeña, Sicilia o Nápoles. Después de 
1576, al igual que las Cortes catalanas, las de Navarra contaban con 
una diputación permanente. Su participación en los servicios que se 
aprobaba entregar a la Corona a demanda de ésta (el denominado 
vínculo) otorgó a la Diputación del Reino una cierta autonomía, 
aunque menor que la catalana, con relación al poder central. 


En el País Vasco, el lugar de las Cortes lo ocupaban las Juntas Ge- 
nerales Provinciales, donde estaban representados los miembros de 
los consejos municipales, según fórmulas diferentes para cada uno de 
los tres territorios que lo componían, asegurándose de esta forma la 
participación popular. De ellas dependía la concesión del llamado pa- 
se foral, que el rey de Castilla les había concedido en diferentes oca- 
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siones a lo largo del siglo xv (en 1417 a Álava, en 1452 a Vizcaya y 
en 1473 a Guipúzcoa), a fin de garantizar la autonomía de la consti- 
tución foral. Mediante el mismo, pues, ninguna ley, decreto real o ju- 
dicial podía aplicarse o ejecutarse sin previa autorización de las Jun- 
tas. Así, este régimen foral daba importantes garantías de libertad y 
protección frente a leyes arbitrarias o consideradas lesivas (servicio 
militar obligatorio, uso de la tortura o detención arbitraria). 


Este esquema de la representación del reino estuvo en vigor hasta 
los decretos de Nueva Planta iniciados en 1707, con los que el rey 
Felipe V decidió castigar a sus súbditos rebeldes (sic) de la Corona de 
Aragón por haberse negado a considerarle como su rey, tras la muerte 
sin descendencia de Carlos II de Habsburgo. Muy influido en estos 
momentos por el rey de Francia, no hacía sino llevar a la práctica el 
consejo que le diera a su embajador el propio Luis XIV, cuando le de- 
cía que “el exceso de clemencia en esta ocasión sería considerado co- 
mo debilidad, y el restablecimiento de estos privilegios (...) daría lu- 
gar a revueltas más peligrosas que la primera”. A partir de entonces, 
las tres Cortes aragonesas desaparecieron, quedando asimiladas en 
unas Cortes de carácter general para todo el reino. Tanto Navarra co- 
mo el País Vasco, que se le habían mantenido fieles, conservarán sus 
propias instituciones representativas. 

Aunque las Cortes y las Juntas, a diferencia de lo que sucede en 
nuestros días, no hacían las leyes, si podían en cambio proponerlas. 
Al rey tocaba luego rechazarlas, enmendarlas o sancionarlas si así lo 
consideraba oportuno, reservándose de este modo la última palabra. 
A él, en definitiva, corresponde la capacidad legislativa. Con todo, a 
pesar del derecho a esta potestad, las representaciones de los territo- 
rios tenían cierto margen de maniobra. Les correspondía, por tanto, 
la queja o el rechazo ante aquellos intentos del monarca o sus minis- 
tros que consideraran lesivos para sus intereses, sobre todo en lo que 
se refiere a impuestos (los temidos servicios) y a la recluta de hombres 
para las armas. La relación rey-reino fue unas veces de colaboración, 
otras de enfrentamiento y, en la mayoría de las ocasiones, de negocia- 
ción tras el pertinente regateo. 
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Dicha relación, obviamente, contaba con sus apoyos jurídico-teó- 
ricos, variables en el tiempo y dependientes de los autores que inten- 
taron razonarla. En general, la idea de que la aceptación de la autori- 
dad del rey sobre sus súbditos requería previamente el consentimien- 
to de estos estaba muy extendida en la España Moderna. Se remataba 
con la necesidad consiguiente de formalizar un pacto o acuerdo (de 
ahí el nombre de pactismo que recibía) entre rey y reino, sin el cual el 
monarca no tenía legitimidad para actuar como tal sobre este último. 
Ambas partes debían cumplir los compromisos acordados en el pacto 
y, como cualquier otro contrato, en el caso de que alguna de ellas no 
lo hiciese, la otra podía reclamárselo y, en caso de no obtenerse la re- 
posición, romper el compromiso pactado. 


Esta relación se expresaba públicamente mediante diversos signos. 
En Vizcaya, por ejemplo, se juraba y luego se confirmaba el acuerdo 
delante del árbol de los fueros de Guernica; la frase que se utilizada es 
significativa al respecto: 


“Nos, que valemos tanto como Vos, os hacemos nuestro rey y se- 
ñor, con tal que nos guardeis nuestros fueros y libertades, de lo con- 
trario no”. 


El origen medieval de esta teoría política no le había impedido eri- 
girse como argumento en plena Edad Moderna, bien es verdad que 
en los antiguos territorios de la Corona de Aragón más que en los de 
Castilla, frente a la tendencia centralizadora y absolutista del poder 
real. Ésta, por otro lado, al igual que su contraria, venía avalada por 
teóricos de renombre, quienes veían en ella una exigencia de la efica- 
cia, la justicia y, en definitiva, de los nuevos tiempos. 

En la práctica, los monarcas españoles concentraron en sus manos 
los tres poderes clásicos (ejecutivo, judicial y legislativo), pero esto no 
significaba que su comportamiento fuese arbitrario y exclusivamente 
personal. La monarquía se articulaba en torno a un cuerpo adminis- 
trativo, formado por una diversidad de instituciones por las que dis- 
curría tanto la defensa jurídica de los individuos, como la participa- 
ción en la toma de decisiones del rey. 


En lo más alto de este entramado se hallaban los Consejos, que 
analizaban y debatían acerca de los temas de su competencia que el 
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monarca les sometía, en general casi todos los asuntos importantes, a 
instancias de ellos mismos la mayoría de las veces (vía de Consejo). 
Componían lo que se denominaba el gobierno por Consejos o, más 
modernamente, sistema polisinodial, que pervivió con altibajos a lo 
largo de toda la Edad Moderna, aunque, en el siglo xviii, menguara 
notablemente su fuerza. De su función básica de consejo, es decir, la 
de aconsejar, iluminar la toma de decisiones que, en última instancia, 
sólo correspondía al monarca, procede el nombre con que se le cono- 
ce. 


Los fundamentos del referido sistema se establecen en el reinado 
de los Reyes Católicos. En 1476 surgía a la sazón el Consejo de la 
Santa Hermandad, encargado de la vigilancia de los caminos y del 
medio rural, así como de la protección de los caminantes, pero que, 
una vez conseguida la pacificación de los reinos por los monarcas, no 
tardará mucho en desaparecer (1498). Años después de su ini- 
cio(1483) se crea el Consejo Supremo de la Inquisición y, sobre todo, 
se reorganiza el Consejo Real o Consejo Real de Castilla (pieza clave 
del gobierno de los reinos), surgido en 1385, en cinco salas o cáma- 
ras: Justicia, Santa Hermandad, Hacienda, Estado y Cámara de Cas- 
tilla, especie de miniconsejo, con potestad para la propuesta de ofi- 
cios, privilegios y beneficios, que se vinculaba ordinariamente al mo- 
narca. Llegaría a contar ésta con dos secretarías, a las que se sumó 
otra en el xviii para los asuntos de Aragón, tras perder este reino su 
propio Consejo. 

El de la Inquisición se configura como una jurisdicción especial 
sobre el conjunto de la monarquía, excepción hecha de los territorios 
napolitanos y de los Países Bajos donde no llegó a establecerse. Con 
todo, la extensión de su poder era enorme, y ante él cedían todas las 
demás jurisdicciones en delitos de su competencia, es decir, aquellos 
que se referían a la religión y la moral. Con el paso del tiempo creció 
su capacidad de intervención en asuntos políticos en detrimento de 
los iniciales, aunque estos continuasen siendo esgrimidos como justi- 
ficante de su acción. Presidido por el Inquisidor General, su nombra- 
miento correspondía al papa a propuesta del rey, en tanto que el de 
consejeros tocaba a este último a propuesta del Inquisidor General. 
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En cuanto al Consejo Real de Castilla, su jurisdicción se extendía a 
todo el territorio de la vieja Corona de Castilla. A él correspondían 
las tareas legislativas dentro de ella. Dada su importancia, su presi- 
dente o gobernador, hasta la creación de los Secretarios de Estado y 
Despacho al menos, hablaba en solitario con el propio rey tras la jor- 
nada de sesión de los viernes. No obstante, el Consejo careció de una 
plantilla fija (el número de miembros dependía del rey) y, al menos 
en teoría, no funcionó como un cuerpo consultivo de carácter per- 
manente hasta que Enrique IV, en 1459, estableció su número en do- 
ce miembros: ocho letrados, dos caballeros y dos prelados. Sin em- 
bargo, no es seguro que, en medio de las grandes turbulencias de la 
época, la medida llegara a cumplirse. En todo caso, una parte de sus 
miembros constituía la referida Cámara incluida en él. Su tarea prin- 
cipal era la de proponer al monarca para su aprobación los oficios, 
beneficios y privilegios del reino. 


En el Consejo de Castilla se creó más tarde la Sala de Alcaldes de 
Casa y Corte, cuyo poder llegaría a ser muy importante en Madrid. 
Sus funciones eran muy variadas: tribunal de causas criminales (sus 
sentencias en este caso eran inapelables); de policía, con ayuda del 
mayordomo, los bailíos y agentes del corregidor; de vigilancia del 
cumplimiento de las ordenanzas gremiales y de intervención en los 
abastos. En algunos momentos, así a mediados del xviii, llegaría a 
convertirse en un auténtico servicio secreto de información al Conse- 
jo y a la propia Corona. Para entonces constaba de un gobernador a 
la cabeza, miembro a su vez del Consejo de Castilla, cuyo gobernador 
lo nombraba, además de doce alcaldes, figuras también de gran pres- 
tigio social, cuya promoción podía llevarles hasta los mismos conse- 
jos. 

En 1493 hacía su aparición el Consejo de Aragón, que, en los pri- 
meros tiempos, permite a Fernando, presente de forma casi continua- 
da en Castilla, el gobierno de sus reinos patrimoniales sin necesidad 
de estar presente en ellos. Lo componen seis regentes representativos 
de los tres territorios aragoneses, presididos por un Vicecanciller. 


Dos años después aparece el Consejo de Ordenes Militares, encar- 
gado de todos los asuntos que antes concernieran a las cuatro órdenes 
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militares clásicas (Santiago, Montesa, Calatrava y Alcántara), inclui- 
dos los relativos a la defensa de los intereses y privilegios de sus caba- 
lleros y a la administración de sus bienes, una vez que estos fueron 
incorporados a la Corona. En 1509 se creó el de Consejo Cruzada, 
consagrado a la gestión de las rentas cedidas por la Iglesia a la Corona 
y a la administración del impuesto de Bula de la Santa Cruzada para 
la lucha contra el infiel, y, en 1515, el de Navarra, cuyos asuntos se 
habían visto hasta entonces en la Cámara de Castilla. Sus miembros 
eran tanto de origen navarro como castellano. 


En 1523-1524 ó 1526 se erige el Consejo de Estado, organismo 
supremo de la monarquía, con potestad sobre todos los reinos de la 
misma, encargado a la sazón de la política exterior (de ahí que hasta 
él llegara la correspondencia de los embajadores españoles), pero tam- 
bién de asuntos de relevancia que concernían a la política interna 
(así, por ejemplo, la expulsión de los moriscos de 1609). Según una 
importante nota informativa del siglo xvii: 

“Grandes y soberanos, son en gobierno político los demás conse- 
jos, cada uno en el manejo, negocios y territorio para que fue insti- 
tuido, pero el de Estado comprende todos en su instituto, ciencia 
real, prudencia política, tratar lo que será mejor que se haga en cual- 
quier materia grave, quándo convenga la paz, quándo la guerrra. Con 
qué príncipes avrá amistad, o si moverán las armas, en qué ocasión y 
con qué medios. Qué casamientos serán más convenientes para los 
reyes, examinar las actiones de los extraños, sean amigos o enemigos, 
y mirar por la conservación y aumento del Estado, en el todo y sus 
partes”. 


Procede así, el de Estado, del antiguo Consejo Privado o Secreto 
de que usaban los monarcas. En teoría debía de presidirlo el propio 
rey, cosa que no sucedía habitualmente en los demás, a excepción del 
de guerra: 

“Sólo el de Estado y el de guerra —expresa el mismo texto— no tie- 
nen presidente, porque destos especialmente lo es Su Magestad, y 
aunque también lo es de los otros, asisten en su lugar los presiden- 

» 
tes”. 
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Pero esta práctica falló de forma ostensible en época de Felipe II y 
de sus sucesores. A este Consejo, finalmente, pertenecían miembros 
de la más alta jerarquía de la nobleza y del clero, algunos con notable 
experiencia en puestos de responsabilidad en la Administración. 


Después de algunos antecedentes confusos, se constituyó también 
el Consejo de Guerra. Lo hace a partir del de Estado, como una espe- 
cialización del mismo en asuntos militares, incluidos los de justicia, 
nombramientos y ascensos en el seno de la milicia. Su autonomía 
plena no parece haberle llegado hasta finales del reinado de Felipe II, 
como consecuencia de la envergadura que tomó ese tipo de temas, en 
especial con motivo de la campaña de la Armada Invencible. Sus 
competencias, no obstante, se veían a veces recortadas por el recurso 
a juntas específicas y por el intervensionismo del Consejo Real en sus 
asuntos, a través de dos miembros que pertenecían a ambas institu- 
ciones 


En 1524 nacía también el Consejo Real y Supremo de las Indias. 
Durante la época de los Reyes Católicos, los asuntos de América se 
habían estudiado a través de una junta, de la que vinieron a partici- 
par algunos miembros del Consejo de Castilla. Gradualmente, este 
grupo llegó a tener autonomía propia y, a comienzos del reinado de 

arlos 1, entró a formar parte con plenitud de derechos en el sistema 
Carlos I, entró a f part plenitud de derech l sist 
polisinodial. 


A diferencia del resto de las grandes instituciones indianas (Casa 
de la Contratación y Consulado de Indias), el Consejo tenía su sede 
en Madrid. Se consideraba tribunal supremo de justicia, en asuntos 
de lo civil y criminal, relacionados con América; pero al cabo se con- 
virtió en órgano con capacidad legislativa sobre asuntos de su juris- 
dicción, eso sí, como era obligado, con la ratificación del rey. De esta 
forma, al tiempo que el Consejo de Indias renovaba sus ordenanzas 
para acoplarse a los cambios (las primeras datan de 1542), realizaba 
una amplia labor legislativa, de la que da buena prueba la publica- 
ción de la Recopilación de las leyes de Indias en 1681. Pero también in- 
tervendrá en otros asuntos, en solitario o en reuniones mixtas con 
otros Consejos. Así sucederá con la política de defensa de América en 
unión con el Consejo de Guerra. 
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Al igual que la mayoría de los restantes consejos, el de Indias al- 
canza su madurez en la época de Felipe II. Para entonces contaba con 
un presidente, varios vocales o miembros letrados, no pocos de ellos 
eclesiásticos; un fiscal o procurador, además de sendos cargos de ca- 
rácter técnico, como son el cosmógrafo y el cronista. Durante el siglo 
xvii continuó teniendo un protagonismo importante, a pesar de los 
roces inevitables con el resto de los organismos indianos, especial- 
mente la Casa de la Contratación; pero, durante el Setecientos, la 
convivencia con la Secretaría de Marina e Indias se hizo particular- 
mente difícil, al compartir con ella funciones y competencias. 


El de Hacienda surge oficialmente en 1525. Aunque en el decreto 
fundacional se expresa que “han de entender en el dicho Consejo en 
todas las cosas que tocare a nuestra Hacienda para proveer lo que al 
buen recaudo de ella convenga”, en realidad comienza entendiendo 
solamente en el gasto público. Más adelante incorpora competencias 
de otras instituciones hacendísticas (así las contadurías), encargándo- 
se de la gestión de las rentas reales de la Corona de Castilla (único es- 
pacio al que extiende su jurisdicción) y de recibir el estado de cuentas 
de manos de los encargados del mismo. Llegará, incluso, a tener su 
propia sala de justicia. 

Por último, aparecen los Consejos más tardíos, los tres de carácter 
fundamentalmente geográfico: el de Italia (1556), Portugal (1582), 
cuando la incorporación de este reino a la monarquía de los Habs- 
burgos, y Flandes y Borgoña (1588). El primero se ocupaba del go- 
bierno de Nápoles, Sicilia y el Ducado de Milán. Con su aparición el 
Consejo de Aragón pierde poder, al desgajarse los referidos Estados, a 
excepción de Cerdeña, aunque en su formación siguiera su modelo. 
Se componía de un presidente, dos regentes por cada territorio y un 
tesorero. Por lo que respecta al de Portugal, formaban parte de él, en 
origen: 

“um prelado, ou pessoa eclesiástica, um vedor da fazenda, um se- 
cretário, um chamceler-mor e dois desembargadores do pago, natu- 
rais do país”. 

A ellos se añadirían “dos escriváes da fazenda e dois da cámara”. 
Este organismo experimentó a lo largo de su historia diversas vicisitu- 
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des. En 1631 se formaron en su seno tres secretarías, correspondien- 
tes en general a los temas que eran de su responsabilidad: de las Mer- 
cedes, Órdenes y Padrones; de Estado, Hacienda y Justicia, y del Es- 
tado de la India y Conquistas. Por último, el de Flandes se vinculó al 
Consejo de Estado flamenco, que a la postre terminará dependiendo 
de él. Velaba por los intereses del monarca en Flandes y se ocupaba 
de la administración del patrimonio real en esos territorios. Sus con- 
sultas tenían una naturaleza muy diversa: provisión de cargos, merce- 
des, Orden del Toisón de Oro, correspondencia con los gobernadores 
generales, supervisión del Erario y la Justicia, etc. Desaparece tempo- 
ralmente entre 1598 y 1627, durante el periodo de regencia del ar- 
chiduque Alberto. 


Así pues, el impulso mayor al sistema polisinodial provino de los 
reinados de Isabel y Fernando y de su nieto Carlos; en el de Felipe II 
había quedado prácticamente cerrado, con la división del Consejo de 
Estado, en 1567, en dos Secretarías, una para Italia y otra para el res- 
to de los países, y la creación de los consejos ya citados de Portugal y 


de Flandes. 


Si nos fijamos en el nombre, podremos apreciar dos tipos diferen- 
tes de Consejos: los territoriales, que entendían en los asuntos diver- 
sos relativos a la zona que les era asignada, y los de carácter adminis- 
trativo o temático, ocupados en determinadas parcelas de la Adminis- 
tración consideradas importantes. Los primeros expresan, entre otras 
cosas, la variedad y peculiaridad tantas veces citada que caracteriza al 
conjunto de la monarquía y sus territorios. La mayoría, sin embargo, 
residiría en la Corte y, cuando ésta quedó radicada en Madrid, próxi- 
mos a los aposentos reales; otros se reunían normalmente en la ciu- 
dad principal del territorio que atendían (el de Navarra en Pamplo- 
na). A veces seguían al rey en sus desplazamientos. 


Todavía se discute acerca del origen del sistema polisinodial. Pare- 
ce claro que no es el producto de un proyecto pensado y meditado de 
los monarcas de una sola vez. Más bien responde a la necesidad, sur- 
gida en un relativo corto espacio de tiempo, de gobernar y adminis- 
trar un Imperio, cuyas dimensiones y complejidad se han puesto de 
manifiesto, echando mano de una tradición que venía de lejos, con- 
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cretamente de la Edad Media. En este sentido, algunos historiadores 
han querido ver el influjo de la Corona de Aragón, obligada por efec- 
to de su expansión mediterránea en los siglos xiii y xiv a crear un sis- 
tema parecido, si bien en una escala menor. Otros lo vinculan al 
Consejo Real y sus cinco cámaras; es decir, al más próximo al monar- 
ca. De ellas habrían surgido, casi por derivación natural, los consejos 
más significativos (Inquisición, Órdenes, Cruzada, Estado, Guerra y 
Hacienda), al hacerse imprescindible la especialización por la com- 
plejidad adquirida por el gobierno del Estado y la importancia de los 
asuntos a tratar. La integración de la España de los Reyes Católicos 
en el conjunto imperial habría dado origen, de manera lógica tam- 
bién, a la creación de los consejos pertenecientes a los territorios más 
significativos de la Monarquía Hispánica. 


El sistema era flexible y se iba adaptando progresivamente a las ne- 
cesidades administrativas y de gobierno que surgían. Sobre el papel, 
los consejos eran autónomos entre sí. Sin embargo, en la práctica, no 
era del todo de esta manera; en parte, porque adolecían de capacidad 
para delimitar las funciones y competencias de cada uno. Pero esto 
ocurre hasta hoy mismo con los ministerios. Los roces entre los con- 
sejos administrativos y territoriales no fueron infrecuentes. Así suce- 
dió, por ejemplo, con el Consejo de Navarra. Intervenían, además, 
otros elementos. A veces los temas a tratar incumbían a varios conse- 
jos a la vez y era preciso convocar sesiones conjuntas; otras bastaba 
con que uno o más miembros del consejo afectado de forma colateral 
estuviese presente en la reunión del consejo principal. También un 
consejero podía serlo al mismo tiempo de más de uno. Esto sucedió 
con los miembros del de Estado, ausentes muy frecuentemente de sus 
reuniones, por serlo también de otros consejos. El propio rey, a través 
de su secretario, actuaba en ocasiones como coordinador entre estos. 
En términos generales puede decirse que el Gobierno por Consejos 
funcionó bastante bien a lo largo del xvi, aunque, a finales de esta 
centuria, diese ya muestras de agotamiento. 

El ámbito de jurisdicción de cada una de las piezas del sistema po- 
lisinodial variaba. Sobre la totalidad de la monarquía ejercían su tute- 
la los consejos de Estado, Inquisición y Guerra, éste con algunas res- 
tricciones derivadas de los derechos de ciertos territorios. Los dos úl- 
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timos tenían, además, competencias de carácter judicial. Los de Ór- 
denes, Cruzada y Hacienda entendían solamente en asuntos de la an- 
tigua Corona de Castilla, aunque a veces intervinieran también en la 
administración general de la monarquía. Por último, el resto, referi- 
dos a territorios concretos (Castilla, Aragón, Indias, Italia, Flandes y 
Portugal), asesoraban al rey, sobre todo, en aspectos administrativos 
referidos a ellos; en su respectiva zona actuaban además como tribu- 
nales supremos. 


El acceso como miembro a uno de los consejos de la monarquía 
suponía el reconocimiento del monarca y la culminación de una ca- 
rrera. Unos eran magistrados, letrados; en tanto que otros, los prela- 
dos y los llamados de “capa y espada” y, por tanto, no juristas, llega- 
ban como premio a los servicios prestados al monarca y entendían en 
asuntos específicos. 


El sistema polisinodial fue perdiendo fuerza a lo largo del siglo 
xvii. La dispersión de los temas abordados provocaba no pocas inco- 
herencias administrativas y dilaciones que crearon auténticas monta- 
ñas de papeles. Además, la difícil delimitación de los asuntos asigna- 
dos a cada uno de los consejos, alargaba la tramitación de los asuntos 
y diluía las responsabilidades en momentos críticos para la monar- 
quía. El sistema era, a estas alturas, tan complejo como lento; tan en- 
marañado como confuso. Los monarcas españoles recurrieron con 
frecuencia a personas de su confianza para que se entendiesen con los 
Consejos (así, a los secretarios y validos, de los que más tarde nos 
ocuparemos) y aquéllas, a su vez, buscaron fórmulas más cómodas y 
eficaces desde su punto de vista para sacar adelante los asuntos, a ve- 
ces urgentes, del Estado. Hay abundantes pruebas de un empeora- 
miento de la situación en el xvii: amontonamiento de asuntos para 
resolver, disputas entre consejos por cuestiones de preeminencia, in- 
cumplimiento de las demandas del rey en favor del restablecimiento 
del orden, lentitud a la hora de despachar y ejecutar las órdenes del 
monarca, indolencia, a veces, de los consejeros, etc. Así pues, durante 
el reinado de Felipe IV, fueron frecuentes las juntas formadas por un 
número reducido de miembros de la confianza del valido para tratar 
asuntos concretos que él mismo deseaba resolver con mayor rapidez y 
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eficacia, y a su conveniencia. En 1634, la Junta de Ejecución sustitu- 
yó prácticamente al Consejo de Estado como órgano consultivo. 


Aunque la figura del valido se añada habitualmente al repertorio 
del siglo xvii, su presencia junto a los reyes fue habitual también en 
tiempos anteriores. Recordemos, aunque antiguos, los casos de Álva- 
ro de Luna o del marqués de Villena en los de Enrique IV. El mismo 
Felipe II contó a su lado con personas de plena confianza, que, sin 
llegar a los extremos de sus antecesores, gozaron de su especial favor. 
Es verdad, sin embargo, que, con los reyes del Seiscientos, esta figura 
alcanza un apogeo similar al de la segunda mitad del siglo xv. Es la 
época de las grandes personalidades del valimiento: Lerma y su hijo, 
el duque de Uceda, durante el reinado de Felipe III; el conde duque 
de Olivares y el duque de Haro en el de Felipe IV; el padre Nithard y 
Francisco Valenzuela durante la regencia y el reinado de Carlos II. El 
fenómeno, lejos de ser exclusivo de España, se extendió a otros países 
de Europa (recordemos las figuras de Richelieu, Mazarino o Stra- 
fford). En el xviii pierde fuerza, tal vez por la aparición de las Secreta- 
rías de Despacho, que, a veces, se concentran en un solo ministro 
(por ejemplo, en los casos de Patiño, Campillo o Ensenada), así co- 
mo de los favoritos (Alberoni, Ripperdá, etc.), hasta que a finales de 
la centuria surja la poderosa figura de Godoy. A pesar de todo, la 
frontera entre valido, favorito o secretario no siempre es clara. 


Las causas del auge del valimiento en el siglo xvii se han debatido 
largamente, sobre todo desde que “Tomás y Valiente planteara la cues- 
tión en un libro de gran difusión (Los validos en la monarquía españo- 
la del siglo XVID), allá por los años sesenta y setenta. La tesis tradicio- 
nal los consideraba producto de una época de reyes débiles o poco in- 
clinados a ejercer su responsabilidad de tales. Más recientemente se 
han tomado en consideración otros factores para explicar este fenó- 
meno de alcance europeo. Entre ellos debemos considerar, en parti- 
cular en el caso español, el papel desempeñado por un Estado de di- 
mensiones universales, cuyo peso se hacía sentir de manera agobiante 
sobre los hombros del rey, en quien en última instancia recaía la res- 
ponsabilidad de la buena gestión de los asuntos relativos a la monar- 
quía y de la toma de decisiones. Por otro lado, el valido podía servir 
de parapeto, de chivo expiatorio incluso, frente a las críticas de una 
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opinión pública cada vez más influyente en la sociedad y, por otro la- 
do, muy descontenta con la política llevada a cabo. Eso sí, en ningún 
momento se institucionalizó plenamente esta figura, a pesar de que 
su titular contase con la confianza y la amistad del rey, gracias a la 
cual había llegado a ocupar tan alto lugar de proximidad al monarca. 
Las intenciones al respecto, entre otros, de Gaspar de Guzmán, el 
conde duque de Olivares, buscando convertirse en una especie de 
primer ministro de la Corona, no llegaron a cuajar. Prácticamente to- 
dos los validos cayeron al final en desgracia, después de conocer días 
de gloria y de ver situados en los aledaños del poder a sus respectivos 
familiares y clientelas. 


Con valido o sin valido, a través de la instauración de juntas de go- 
bierno de carácter temporal, el sistema polisinodial continuó su curso 
a lo largo de la Edad Moderna. Sin embargo, con la llegada de los 
Borbones a principios del xviii se produjo una profunda crisis en él. 
El instrumento sustitutorio serán las Secretarías de Despacho. Vea- 
mos sus antecedentes. 


La figura del secretario personal del monarca era habitual en el pai- 
saje de la Corte. Se trataba de un cargo de confianza del mismo, sin 
facultades, ni jurisdicción precisa, pero, en ningún caso, un alter ego 
del monarca. Hasta el establecimiento del Consejo de Estado, a él to- 
caba poner en relación a los componentes del sistema polisinodial, es 
decir a los Consejos, con el rey. Por esto, los secretarios de cada uno 
de ellos (excepción hecha de algún Consejo que, como el de Castilla, 
no lo tenía) dependían del secretario real. Más tarde se convertiría en 
una pieza fundamental del Consejo de Estado, situándose, como se- 
cretario del mismo, por encima de los consejeros. Sin embargo, la 
acumulación de asuntos que tenían que ver con este órgano, obligó, 
por un lado, a repartir los trabajos en dos secretarías desde la misma 
época de Carlos V y, por otro, tras la muerte de éste en 1558, al esta- 
blecimiento oficial de dos secretarios de Estado, según se refiriesen a 
España o al exterior. La primera se sacrificaría apenas unos años des- 
pués; en cambio, la de asuntos exteriores se dividió a su vez en dos, 
según tocase tratar temas relativos al Norte o a Italia. A su cargo se 
pusieron sendos personajes de relevancia: Gabriel de Zayas y Antonio 
Pérez respectivamente. Entre los años treinta al sesenta del siglo xvii 
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reaparecería la nacional como una tercera, para después añadirse a la 


del Norte. 


Al lado de los secretarios de Estado surge, en fecha indeterminada 

del Seiscientos, la figura del secretario universal del Despacho, cuyo 
cargo suele confundirse con el de aquellos (de hecho, ambos recaen 
con frecuencia en la misma persona). Su creación parece deberse a la 
aparición de la figura del valido, personaje de confianza del monarca, 
que desplaza en la proximidad al rey al secretario personal, pero que, 
ignorante de los asuntos burocráticos de la monarquía, no puede ha- 
cerse cargo de los numerosos papeles que esta genera. Por eso, la Se- 
cretaría se convierte en una verdadera oficina que, al margen de los 
consejos, integra y coordina asuntos e información y agiliza trámites. 
Ocuparse, pues, de todo ello será el cometido que corresponda al Se- 
cretario de Despacho, hombre también de confianza del monarca. 
De esta manera, debe considerarse como un secretario privado, al que 
corresponde la resolución de consultas y manejo de papeles. Con el 
paso del tiempo, su protagonismo crece, particularmente en el con- 
vulso periodo del reinado de Carlos II. 
Los Borbones, según hemos dicho, introducen un giro fundamental 
en la institución e, indirectamente, en el conjunto de la alta adminis- 
tración. En efecto, en 1705, la Secretaría del Despacho Universal se 
divide en dos, la Secretaría de Hacienda y Guerra de una parte, a cu- 
yo frente se coloca a Grimaldo (José Gutiérrez Solórzano), y otra, a la 
que se adscriben asuntos muy diversos (“todo lo demás de cualquier 
materia que sea”), de la que se encarga al marqués de Mejorada. Casi 
al mismo tiempo, las dos secretarías de Estado referidas (Norte e Ita- 
lia) se reducen a una sola. 


Al término de la guerra, en 1714, se hace una nueva reestructura- 
ción por influjo del ministro Orry, que acelera un proceso ya iniciado 
tiempo atrás. Los secretarios de Estado y del Despacho van a dejar de 
ser piezas de mediación entre el rey y la Administración del reino, pa- 
ra convertirse en eje y centro de control de la misma. A partir de en- 
tonces, las secretarías utilizan la doble denominación de Estado y del 
Despacho y se reparten entre ellas distintas competencias, hasta en- 
tonces correspondientes básicamente a los consejos. En concreto, se 
crean cuatro: Estado, encargada de la política exterior y de la casa real 


40 


y, por lo tanto, la más prestigiosa; Guerra, Marina e Indias y Gracia y 
Justicia, encargada esta última de los asuntos eclesiásticos, regalías de 
la Corona, administración en general y, en menor medida, de la Ad- 
ministración judicial. A ellas se añade Hacienda como una Intenden- 
cia General, cuyo titular, que actúa a la vez como veedor, se asesora 
de los miembros de un miniconsejo. Los titulares de estas secretarías, 
sin tener un puesto específico dentro de los consejos homónimos, 
mantienen relación con ellos, excepción hecha del de Castilla. El mo- 
narca opta de esta manera, en sustitución de la vía de Consejos, por 
la llamada vía reservada, es decir, por la toma de decisiones, una vez 
escuchados sus ministros, nombrados y depuestos por él, mediante el 
Despacho personal con ellos. 


En 1717 las secretarías se reducen a tres; en 1720 y 1721 respecti- 
vamente, Hacienda se convierte en secretaría autónoma y Guerra, al 
menos sobre el papel, se independiza. En 1724 se vuelve de nuevo al 
número de cuatro, aunque no queden plenamente perfiladas hasta 
principios de los cincuenta. En tiempos ya de Carlos III, se reparten 
los asuntos relativos a Indias entre las diferentes secretarías y, sobre 
todo, se erige un órgano de coordinación entre todas ellas, una junta 
de secretarios denominada Junta Suprema de Estado, que cumple la 
tarea, antes desempeñada en parte por la Junta del Despacho Univer- 
sal. A tal efecto, el Secretario de Estado adquiere un papel de agluti- 
nador, reforzado por el estrecho vínculo que mantiene con el rey. Si 
en él se cree ver un antecedente del futuro Presidente de Gobierno, 
en las Secretarías está el de los ministerios de la Época Contemporá- 
nea. 


Las Secretarías de Estado y del Despacho contaban para su tarea 
ministerial con la ayuda de sus propios secretarios, así como de una 
pléyade de oficiales de origen hidalgo, pero pertenecientes a la carrera 
administrativa, que terminaban por especializarse en los diferentes 
asuntos de competencia de la Secretaría que les encargaba el titular 
correspondiente. 


Paralelamente a la creación de las Secretarías, la Guerra de Suce- 
sión al trono de España y la firma consiguiente de los tratados de 
Utrecht y Rastadt en 1713 y 1714 respectivamente, provoca pérdida 
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de territorios para la Monarquía Hispánica y, por tanto, hace innece- 
saria la existencia de algunos consejos territoriales. Desaparecen así 
los de Italia (al perderse prácticamente los Reinos de Nápoles y Sici- 
lia) y de Flandes, éste último tras la ocupación por Luis XIV de la 
mayor parte de sus dominios. Y puesto que, casi al mismo tiempo, 
por los Decretos de Nueva Planta, los territorios de la antigua Coro- 
na de Aragón pierden su secular autonomía, desaparece también el 
Consejo del mismo nombre. 


A la vez se reforman los antiguos consejos, concretamente los de 
Indias, Estado y Castilla. El primero deja una parte importante de 
sus antiguas prerrogativas, que pasan ahora a la Secretaría homónima; 
en cuanto al segundo sucede otro tanto, al haberse reducido el terri- 
torio del Imperio. El de Guerra no sale mejor parado. Tampoco el de 
Estado. En contraposición, el de Castilla se convertirá en un consejo 
influyente, ampliando su jurisdicción a toda la España peninsular, si 
bien no alcanza su momento cumbre hasta el reinado de Carlos III, 
tras convertirse en motor de las reformas ilustradas. La reforma que 
se acomete en su seno al comienzo de la centuria prepara las bases pa- 
ra ello. El monarca nombra el presidente o gobernador de la institu- 
ción. Una de las tareas más importantes que le toca a éste es la de 
presidir las sesiones, que normalmente tienen lugar los viernes. Junto 
a él componen el Consejo veintidós ministros (a veces, se aumenta 
este número), más dos o tres abogados letrados y siete notarios. Ya se 
verá más adelante el protagonismo que tiene este organismo en tiem- 
pos de auge de las reformas. Su autonomía, aunque grande, quedaba 
de alguna manera limitada por la dependencia que mantenía con res- 
pecto a las Secretarías de Estado y del Despacho, en aquellos asuntos 
de su competencia en los que éstas también entendían. Ello explica 
las tensiones y roces que existieron entre ambas instituciones. 


Con todo, las Secretarías venían a asestar un fuerte golpe al sistema 
polisinodial, aunque no acabaran del todo con él. No se debía tan só- 
lo a la pérdida de algunos consejos importantes y al control que ejer- 
cían sobre otros, sino también a la asignación de tareas parecidas a las 
de los consejos. 
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A pesar de la concentración de poderes en manos del rey, la Mo- 
narquía Hispánica estaba lejos de ser un sistema arbitrario y sin ga- 
rantías jurídicas para los súbditos. El ejercicio de la justicia era tarea 
reservada al rey, última instancia y, por lo tanto, suprema. Sin embar- 
go, el monarca delegaba en otras instituciones de facto dicha función. 
Las más importantes a este respecto eran las audiencias y chancille- 
rías. En pleno reinado de los Reyes Católicos (1494) se crearía la Au- 
diencia y Chancillería de Ciudad Real, origen de la de Granada, que 
se fundó con posterioridad, en 1505. Ella y la de Valladolid, ésta últi- 
ma considerada de más prestigio, se dividieron la Península en dos 
sectores: el territorio al norte del río Tajo quedó bajo la jurisdicción 
de la chancillería castellana y el del Sur bajo la granadina. En el reina- 
do de Carlos V se estableció su plantilla de personal, al igual que sus 
funciones. 


Se organizaban en torno a varias salas especializadas, en concreto 
tres comunes: de lo Civil, de lo Criminal —desdoblada a su vez en 
dos, a finales del xvii, en Granada— y de Hijosdalgo para los pleitos 
concernientes a hidalguía, si bien, desde 1771, se convirtió en una se- 
gunda sala de lo Criminal. Dentro de la de Valladolid se creó una es- 
pecífica para Vizcaya. 


Las chancillerías estaban dirigidas por un presidente nombrado 
por el rey entre letrados, antiguos miembros de los colegios universi- 
tarios e, incluso, profesores universitarios, con carácter preferente, así 
como eclesiásticos de alto rango. Formaban parte de cada una de ellas 
dieciséis oidores (a finales del xviii se nombró como tales a los corre- 
gidores de Vizcaya y Guipúzcoa), cuatro alcaldes (tres en un primer 
momento, destinados a la Sala de lo Criminal, autorizados a ver tam- 
bién causas civiles dentro de su ciudad y alrededores), dos alcaldes de 
hijosdalgo y dos fiscales, uno de lo civil y otro de lo criminal. A ellos 
se añadiría, en el caso de Valladolid, un juez mayor de Vizcaya, al que 
llegaban las apelaciones procedentes de este Señorío. Entre estos car- 
gos cabía promoción interna, al igual que, desde los altos rangos, el 
salto hacia alguno de los consejos. Aunque los cargos de oidores y al- 
caldes eran en realidad perpetuos, podían ser suspendidos por la Co- 
rona si así lo creía oportuno. 
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Al considerarse órganos supremos de justicia, presididos teórica- 
mente por el propio rey, no cabía recurso fuera de ellos. El coste del 
pleito determinaba en última instancia su consideración, en orden a 
verse por la justicia ordinaria o por la chancillería. En principio, sólo 
los superiores a 3.000 maravedíes tenían posibilidad de entrar en és- 
ta. Como también, únicamente podían preverse las causas cuyo coste 
fuese igual o superior a los 6.000 ducados, previo depósito de fianza. 
No obstante, muchos pleitos sentenciados por la justicia de primera 
instancia fueron recurridos después ante la chancillería correspon- 
diente. 


A partir de 1800 ambas chancillerías tomarían un cierto cariz mili- 
tar, que recordaba la transformación realizada en las audiencias de la 
Corona de Aragón después de la Guerra de Sucesión. Así, los presi- 
dentes de las mismas pasaron a ser capitanes generales, el de Castilla 
la Vieja para la de Valladolid, el de la Costa para la de Granada. Asi- 
mismo, a la cabeza de los asuntos judiciales se situaba la figura de un 
Regente. 


Acompañando a las dos chancillerías, la justicia contaba en Castilla 
con cuatro audiencias de ámbitos territoriales más restringidos y de 
extensión desigual. Nos referimos a las de Galicia, la más antigua, 
también de tiempos de los Reyes Católicos; así como las de Extrema- 
dura, Sevilla y Asturias. Ello permitía llevar la justicia hasta zonas 
más concretas de la antigua Corona de Castilla, pero también signifi- 
caba un recorte de poderes para sus respectivas chancillerías. 


Su funcionamiento era muy similar al de éstas. La de Galicia en- 
tendía en lo Civil y Criminal. Se ocupaba tanto de los pleitos plan- 
teados en primera instancia en su ciudad de residencia, cuanto de los 
recursos a decisiones de tribunales ordinarios y a las propias resolu- 
ciones de la Audiencia provenientes del ámbito de su jurisdicción. Si 
el caso era importante (más de 10.000 maravedís en lo civil; penas de 
muerte, destierros largos o mutilaciones en lo criminal), los interesa- 
dos podían recurrir como solución a su pleito ante la Chancillería de 
Valladolid. La Presidencia de la Audiencia correspondió con mucha 
frecuencia al Capitán General del Reino de Galicia. Junto a él, quie- 
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nes se ocupaban realmente de los pleitos eran los alcaldes mayores, 
cuyo número fue en aumento con el paso del tiempo. 


La Audiencia de Sevilla se creó en 1525, aunque, con anterioridad, 
en la ciudad existían algunas prerrogativas judiciales importantes. Li- 
mitada su jurisdicción a la populosa ciudad hispalense y su término, 
consiguió del rey Carlos IV que se ampliase a todo el Reino de su 
nombre. Con todo, sus competencias fueron en general mucho me- 
nores que las de la gallega. El regente, que ostentaba la presidencia; 
los oidores y los alcaldes mayores (primero tres, más tarde cuatro) 
constituían lo fundamental de la institución en cuanto a personal se 
refiere. Una sección de la Audiencia, llamada de Grados, entendía en 
las apelaciones contra decisiones tomadas por la Audiencia de Cana- 
rias. Sin embargo, hasta fechas más avanzadas (1566), no pudo hacer 
lo mismo en casos correspondientes a su jurisdicción inicial de pri- 
mera Instancia. 

Tras la incorporación plena de las Islas Canarias a la Corona de 
Castilla en tiempos de los Reyes Católicos, la justicia en el archipiéla- 
go quedó a cargo de los concejos y de la Chancillería de Ciudad 
Real-Granada. Sin embargo, la lejanía de la misma, llevó a Carlos V a 
crear con posterioridad (1526) una audiencia similar a las de la Pe- 
nínsula, con competencia en materias civiles y criminales y residencia 
ordinaria en la isla de Gran Canaria. Como su homónima de Sevilla, 
sus potestades se fueron progresivamente ampliando hasta cubrir los 
pleitos en primera instancia y los pertenecientes a su jurisdicción te- 
rritorial más cercana. Contra sus resoluciones podía apelarse a la 
Chancillería de Granada con las condiciones monetarias y de penas 
ya vistas, y más tarde (1566), ante la Audiencia de Sevilla. Estas limi- 
taciones permitieron que su personal no fuese numeroso: tres jueces 
sin presidente en un principio; desde esa última fecha, al aumentar 
sus prerrogativas, se añadió un regente y dos jueces de apelación. 


Las dos últimas audiencias que se crearon lo fueron en dos regio- 
nes bastante distantes entre sí, Asturias y Extremadura. El modelo ga- 
llego se aplicó, a la primera, a la hora de constituirse, en la tardía fe- 
cha de 1717, en la ciudad de Oviedo. Razones históricas, tanto como 
de dificultad en las comunicaciones, avalaron esta iniciativa. Con ella 
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se aprovechó para suprimir el cargo de Gobernador, cuyas prerrogati- 
vas pasaron a la Audiencia. De forma parecida a las demás, el perso- 
nal estaba compuesto por un regente/presidente y cuatro oidores/al- 
caldes mayores. A ellos se añadía la figura de un fiscal. 


Finalmente, en fecha aún más tardía (1790), se creó una audiencia 
para Extremadura, en Cáceres, a impulsos —probablemente— del tan 
moderno ministro Godoy, hijo de la región, aunque se invocaran pa- 
ra justificarlo las consabidas razones de lejanía con respecto a Valla- 
dolid y Granada. Repartido por las dos salas habituales, su personal, 
algo numeroso, se componía de regente, ocho ministros y fiscal. Lo 
avanzado de la fecha consiguió darle un carácter que difería de las de- 
más, añadiendo a los pleitos y apelaciones propios de lo judicial, fun- 
ciones de gobierno y fomento. 


En Navarra, debido a su régimen especial, la justicia se repartía en- 
tre el Consejo de Navarra, supremo órgano de justicia y de gobierno 
en sus territorios, y el Tribunal de la Corte Mayor para las causas ci- 
viles y criminales en primera instancia. No obstante, ambos se enten- 
dían como partes diferenciadas de un mismo tribunal. El primero 
atendía los suplicatorios presentados contra las resoluciones de la se- 
gunda. Para desarrollar su labor, la Corte contaba con cuatro alcaldes 
mayores, en tanto que el Consejo, con funciones más amplias, estuvo 
presidido por un regente y seis consejeros. 


Los antiguos territorios de la Corona de Aragón contaron también 
con sus respectivas audiencias (Aragón y Cataluña en 1493; Valencia 
en 1507, aprovechando la presencia de Fernando el Católico en el 
Reino; más tarde, Cerdeña en 1564 y Mallorca en 1571). Las dispo- 
siciones más importantes que les concernían emanaron de las Cortes, 
sobre todo en la segunda mitad del siglo xvi: creación de nuevas au- 
diencias para Mallorca y Cerdeña y de las correspondientes salas de lo 
criminal; apertura de una tercera sala en Barcelona para asuntos de 
carácter político, ampliación de las salas de lo civil, etc. Las tres au- 
diencias más antiguas tenían un doble carácter: político, es decir, el 
de Consejos del rey en sus respectivos territorios, y, al igual que las 
castellanas, el de tribunales de justicia. La autoridad suprema corres- 
pondía al Consejo de Aragón, a quien estaban sometidos los letrados 
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que las componían; durante el xvi, las dos audiencias auxiliares, a si- 
militud también de Castilla, contaron con la figura del regente. En 
1707 se vieron sometidas a importantes cambios las de Valencia y 
Zaragoza, y, en 1716, las de Barcelona y Mallorca. 


Derivaron de los Decretos de Nueva Planta. La Audiencia de Bar- 
celona cambió de naturaleza y se puso al frente de la misma el Capi- 
tán General del reino, a similitud de lo que había ocurrido en las de 
Galicia y Canarias. Entre ése y la institución quedó establecido el lla- 
mado Real Acuerdo, es decir, el gobierno del principado (“gobierno 
político, económico y gubernativo del reino”, según el texto). Similar 
transformación se efectuó en la de Valencia en 1716, siguiendo el 
modelo aragonés. 


A pesar de los esfuerzos porque se mantuviera el entendimiento 
entre la autoridad militar y las civiles de la Audiencia, representadas a 
la sazón por los magistrados, las tensiones afloraban a veces entre 
ellas. La autoridad del militar se imponía, si bien esos últimos conta- 
ban con cierta tutela del rey en el conflicto. Ello fue especialmente 
notorio entre los años 1715 y 1734, cuando la Audiencia estuvo a 
punto de convertirse en un mero Consejo privado del capitán gene- 
ral. De esta forma, la catalana asumió los poderes que antes tuviera el 
virrey, transformándose en el representante directo del monarca en el 
principado, además de ser tribunal supremo de justicia en el territo- 
rio. 


El panorama del gobierno y la Administración del reino por parte 
del monarca se completa con la existencia de órganos de carácter uni- 
personal; es decir, con la presencia de corregidores, gobernadores, in- 
tendentes y virreyes. 

Los primeros existían en Castilla desde el siglo xiv. En sus orígenes 
eran jueces de carácter extraordinario que se nombraban eventual- 
mente por el rey para resolver problemas concretos. En territorios de 
la antigua Corona de Castilla, la figura del corregidor se sometió a 
una profunda renovación, en tanto que Aragón conservó sus tipolo- 
gías medievales. Aquí, por tanto, hasta las reformas acometidas en el 
siglo xviii, subsisten los zalmedinas o alcaldes en el Reino de Aragón, 
los justicias en el de Valencia y los vegueres en el de Aragón, Mallorca 
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y el Principado (así, las circunscripciones se llamaban veguerías). En 
la capital estos impartían justicia, asesorados por una curia o Consejo 
municipal, que, a veces, entraba en conflicto con el batlle local. 


Con el tiempo, en Castilla, los corregidores pasaron a intervenir en 
la vida municipal en nombre del monarca, quien les elegía por medio 
de la Cámara de Castilla del Consejo homónimo, situándose por en- 
cima de los regidores y demás componentes del ayuntamiento. Se 
comprende que quienes dominaban este organismo mostraran oposi- 
ción a su presencia. El cabildo municipal proveía a su pago. Los titu- 
lares de los corregimientos mayores llegaron a percibir sueldos altos 
(400.000 y 300.000 maravedíes respectivamente los de Sevilla y Tole- 
do). 

Su paso fugaz por el municipio, un año, se alargó hasta tres e, in- 
cluso, tras la reforma de 1783, a seis, aunque en la práctica pudiese 
llegar hasta los diez. Esta circunstancia y el hecho de su origen dife- 
rente de la ciudad donde habían de ocupar el cargo eran esenciales a 
la hora de asegurar su independencia con respecto a las oligarquías 
urbanas e, incluso, en relación a los propios vecinos y sus presiones. 
Con todo, en principio, antes de abandonar el cargo se les sometía a 
un juicio de residencia para valorar su comportamiento en él. Los co- 
rregidores podían rotar por varias ciudades antes de abandonarlo. A 
diferencia de los miembros de los Consejos, eran por lo general hom- 
bres jóvenes. Para ser nombrados, a excepción de las ciudades impor- 
tantes (nobleza media, patriciado urbano), no era preciso un origen 
familiar relevante. Por ello, no pocos corregidores pertenecían a la hi- 
dalguía o eran “caballeros de media talla”, y otros ni siquiera tenían 
antepasados nobles (algunos eran letrados y, por consiguiente, cono- 
cían mejor las leyes). En zonas estratégicamente delicadas, solía po- 
nerse al frente del cargo un militar (por ejemplo, en Ciudad Rodrigo, 
Gibraltar, Sanlúcar, Tenerife, etc.). Tras la Guerra de Sucesión al 
trono de España, el número de corregidores castrenses aumentó, es- 
pecialmente en los territorios rebeldes de la antigua Corona de Ara- 
gón. Vanos resultaron los esfuerzos institucionales para lograr que la 
nobleza se hiciese cargo de los corregimientos con vistas a que sus ti- 
tulares ganasen un mayor respeto, tuvieran una mayor independencia 
económica y una mejor instrucción, aunque sí se lograra clasificar los 
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corregimientos según categorías y, por tanto, designar a quienes de- 
bían ocuparlos, en 1783. 


¿Cuáles eran sus cometidos? El principal, ya lo hemos adelantado, 
era el de la defensa de los derechos reales (incluidos los cobros de ren- 
tas). Presidían las reuniones de cabildo, aunque no tenían derecho de 
voto. Sin embargo, durante la toma de decisiones, si se producía em- 
pate, el suyo decidía. Tenían, además, una función judicial, tanto en 
lo civil como en lo criminal. En este sentido, el corregidor imparte 
justicia en la cabecera de su distrito, directamente o a través de un te- 
niente letrado. También podía recibir apelaciones contra causas falla- 
das en primera instancia por los alcaldes de su término. A su cuidado 
quedaba igualmente el pósito, donde se almacenaba el grano que 
abastecía a la ciudad, así como tareas de fomento de obras públicas, 
ecológicas (conservación de montes) y de policía. 


El número de corregimientos no fue siempre el mismo. Por el con- 
trario, aumentó, pasando de los sesenta que aproximadamente exis- 
tían en el siglo xvi, a los más de ochenta de finales del xviii. No pocos 
de ellos se crearon al sur de la Península, Castilla-La Mancha y Anda- 
lucía particularmente. Por otro lado, corregimientos que estaban uni- 
dos en un principio se separaron después. En consecuencia, el reparto 
de los mismos en suelo español se presenta muy desigual. La mayor 
densidad correspondió a la cuenca del Duero, la zona realenga más 
importante de Castilla, y al Reino de Granada por el interés que en 
un principio tuviera para los monarcas el control de la población mu- 
sulmana allí residente. Las zonas con menor presencia fueron, sobre 
todo, Galicia, por la menor pujanza de su vida urbana; así como los 
territorios propios de las Órdenes Militares, es decir, La Mancha y 
Extremadura. 


Existían, con todo, corregimientos de diferente categoría. Los lla- 
mados mayores eran dieciocho. La ciudad principal del corregimien- 
to era, además, sede de él. Alguno, como en el caso de Galicia o As- 
turias, coincidía con la región. Los correspondientes a las ciudades 
con voto en Cortes adquirieron una gran importancia, puesto que to- 
caba a sus corregidores conseguir de ellas la conformidad con lo pedi- 
do por el rey en sesión parlamentaria. 
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La otra figura importante de la administración española en la Edad 
Moderna se creó mucho más tardíamente. Se trata del intendente, 
que siguiendo el modelo francés importan los Borbones. Su tarea ini- 
cial era el cobro de impuestos para cubrir los gastos que motivara la 
Guerra de Sucesión. Se implanta luego en los territorios que se mos- 
traron opuestos a la causa de Felipe de Anjou, pertenecientes a la Co- 
rona de Aragón (1711). De ahí su carácter marcadamente militar, 
que conservan más allá de los años veinte. No obstante, sosegados los 
ánimos al término del conflicto (1718), se rodea al intendente de 
prerrogativas mucho más amplias: judiciales (a partir del viejo regla- 
mento de corregidores de 1648 renovado), de policía y guerra, ade- 
más de la hacendística ya citada. Sin embargo, serán estas dos últimas 
las que definan con mayor claridad su figura. En el terreno fiscal, so- 
bre todo, pasa a desempeñar un papel fundamental en la nueva polí- 
tica borbónica, siendo su veredicto sólo apelable ante el Consejo de 
Hacienda. La red de corregimientos llega a ponerse a su servicio en 
este ámbito en calidad de subdelegaciones de rentas. Las intenden- 
cias, en todo caso, intentaban llenar el vacío existente entre el Conse- 
jo de Castilla y los poderes locales. Su función se resumía por ello, en 
un texto marco, en la de “avisar cuanto pasa en las provincias”. 


De Aragón la institución se extiende a Castilla y, de ahí, a los terri- 
torios americanos. La creación de las intendencias, coincidentes gene- 
ralmente con los corregimientos, no podía por menos sino crear pro- 
blemas de competencia con cargos que compartían similares prerro- 
gativas. El Consejo de Castilla llega por ello a pedir su supresión en 
1720, consiguiendo tan sólo que perdieran sus responsabilidades ju- 
diciales y su reducción de veintinueve corregimientos en actividad, en 
el año 1718, a nueve. La conservación de los intendentes supuso, sin 
embargo, optar por la vía administrativa, también llamada secreta, 
sobre la vía judicial, a la sazón controlada por el Consejo Real. Al fi- 
nal, durante el reinado de Carlos IM, se hubo de aplicar una fórmula 
salomónica, repartiendo las funciones entre los corregidores, a los que 
se entregaba las de justicia y policía, y los intendentes, quienes, fieles 
a sus funciones iniciales, guardaron las de guerra y hacienda. Paralela- 
mente, lo gubernativo se subordinaría a la vía reservada, en tanto que 
lo contencioso se vería en los tribunales correspondientes. 
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En algunos territorios, en lugar de corregidor o intendente, el rey 
se hacía representar por un gobernador, figura todavía mal conocida 
por la historiografía. Su jurisdicción, sobre todo en los orígenes de la 
institución, se ejerce normalmente sobre espacios fronterizos, alejados 
del centro de poder, expuestos con frecuencia a ataques enemigos. Tal 
sucedió, durante la Reconquista, con las tierras pertenecientes a las 
Órdenes Militares o próximas al Reino de Granada. El cargo tomaba 
por ello un marcado carácter castrense. Le asistían habitualmente las 
audiencias correspondientes. En la antigua Corona de Aragón, hasta 
la reforma del siglo xviii, se vinculaba a determinadas familias nobles 
como los Requeséns, Cabanilles, Ferrer, etc. En el Reino de Valencia 
existían dos gobernadores, uno en la capital y otro en Orihuela. Del 
primero dependían, además, dos subgobernaciones: una en Castellón 
y la otra en Játiva. Las Baleares tenían, como corresponde a su posi- 
ción geográfica, un gobernador por cada isla. 


En el sentido lato del término, el virrey era el alter ego del rey, su 
representación en aquellas zonas (el virreinato) donde se establecía. 
Por lo que se refiere a los criterios para su instalación en unas u otras, 
no se siguen unas pautas iguales; antes bien, obedecen a situaciones 
coyunturales planteadas en el tiempo. Así, su presencia abarca igual- 
mente territorios de la Península que de fuera de ella, incluso lejanos. 


Los primeros cargos de virrey se establecieron en la vieja Corona 
de Aragón y su imperio durante el siglo xv (Valencia en 1401, Sicilia 
en 1415, Cerdeña en 1458 y Cataluña en 1479). En puridad, el pri- 
mer virreinato castellano, aunque referido al Nuevo Mundo, es el 
pactado entre los Reyes Católicos y Colón en Santa Fé, que sólo duró 
hasta 1536. El de Nápoles, otorgado a Gonzalo Fernández de Córdo- 
ba por sus grandes éxitos militares, data de los primeros años del siglo 
xvi y el de Navarra, en manos del marqués de Comares, es de 1512. 
Por tanto, tras la unión de los dos grandes reinos peninsulares, esta f- 
gura no sólo continuó existiendo, sino que se exportó, como ya he- 
mos dicho, a los territorios americanos. Aquí surgieron los dos virrei- 
natos más importantes del Continente: Nueva España en 1535 y Pe- 
rú en 1543, que abarcaban un amplísimo territorio, en el segundo 
caso mucho mayor que el del país actual del mismo nombre. Tiempo 
más tarde se crearon los virreinatos de Nueva Granada (1717) y del 
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Río de la Plata (1776), este último en una zona estratégica, tanto en 
lo comercial como militar. La parte europea del Imperio incrementó 
además el número de virreinatos con la agregación del de Portugal en 
1583. Sin embargo, los Países Bajos y el Milanesado se mantuvieron 
como gobernaciones; lo que también se aplicó a Galicia, Mallorca 
(hasta 1576) y las Canarias en territorio español, y las Islas Filipinas y 
las islas Marianas, Carolinas y Molucas en el exterior. La Guerra de 
Sucesión puso fin a los virreinatos de la Corona de Aragón y otros 
acontecimientos políticos a los del resto (así, la independencia de 
Portugal al virreinato homónimo). 


El cargo, de gran atractivo para sus posibles candidatos, se otorga- 
ba por el rey casi siempre a personajes de la nobleza y del alto clero, 
puesto que representaba nada menos que al propio monarca, aunque 
lógicamente los hubiera de mayor y menor prestigio. En las zonas de- 
signadas al efecto, generalmente en la capital, podían vivir como au- 
ténticos reyes a escala reducida, teniendo su corte y personal propios 
durante la duración de su mandato, sea de por vida o, según legisla- 
ción posterior, de los tres a cinco años que solían estar en el cargo. 

Su potestad era amplia, como correspondía a un alto personaje: 
entendía en asuntos civiles y militares, se encargaba del fisco real (cu- 
yos ingresos, a ser posible, debía aumentar) y de la justicia, razón por 
la que solía presidir la audiencia correspondiente a su territorio, que, 
a su vez, le ayudaba en las tareas de gobierno como si se tratara de los 
propios consejos; podía, incluso, promulgar leyes, chocando en oca- 
siones con el órgano del sistema polisinodial correspondiente. El car- 
go llegaba, en ocasiones particulares, a ser de riesgo, como cuando te- 
nía que adoptar medidas antipopulares o cuando las inquinas de los 
rebeldes se dirigían contra él en tanto que representante del poder 


real (así sucedió con el virrey Santa Coloma en los tristes sucesos de 
1640 en Cataluña). 


Capítulo tercero 
El erario público, “nervio de la monarquía” 


La implicación de la Monarquía Hispánica en la política exterior 
en calidad de gran potencia mundial, así como el paralelo crecimien- 
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to de la burocracia estatal, sin olvidar los fastos propios de una mo- 
narquía de Antiguo Régimen, exigían recursos importantes, y no sólo 
humanos, también económicos. La formación y desarrollo del llama- 
do Estado moderno dependerán en gran medida de ellos. Sin embar- 
go, salvo cortos espacios de tiempo, la Monarquía Hispánica no con- 
seguirá una Hacienda saneada; por el contrario, el déficit, con fre- 
cuencia exacerbado, será moneda corriente. 


Thompson ( Guerra y decadencia, 1981, pp. 354-355) estima que 
los gastos de Administración y Corte pasaron de los 800.000 ducados 
al término del reinado de Felipe II (1598) a 1.090.000 al comienzo 
del de Felipe IV en 1621. La cuenta de derramas de la monarquía pa- 
ra el periodo crítico de 1621-1640 ascendía a cerca de 250 millones 
de ducados, de los que la defensa se llevaba, con diferencia, la mayor 
parte: el diez por ciento, casi las dos armadas que sostenía España en 
el Mediterráneo y el Atlántico respectivamente; el tres por ciento el 
Ejército en la Península, cerca del cuatro por ciento el mantenimien- 
to de los presidios y fronteras, y algo más del setenta por ciento el pa- 
go de asientos y banqueros, con cuyo dinero se atendían los gastos 
militares y las deudas. Mucho más reducido, el porcentaje consumido 
por la Administración y la Casa Real se situaba en el 7,5 por ciento 
(el 5,4 por ciento restante correspondía a gastos varios). En la segun- 
da mitad del siglo xviii los gastos casi se duplicaron, pasando de los 
407.860 millones de reales de 1753 a los cerca de 800 millones de 
1780, fecha de la emisión de los denominados vales reales. Los gastos 
de defensa constituían, con diferencia, la mayor partida: alrededor de 
dos terceras partes del presupuesto, siendo los correspondientes al 
Ejército el doble que los de la Marina, a la sazón reorganizada con 
anterioridad. El resto se repartía entre la Administración y la Casa 
Real (cerca de un tercio entre ambos), los pagos por transferencia 
(pensiones, gratificaciones y subvenciones fundamentalmente) entre 
el dos y el tres por ciento, y, por último, la amortización de la deuda. 
Ésta se incrementó notablemente durante los primeros años del rei- 
nado de Carlos III, así como, en el cenit del mismo, a principios y fi- 


nales de los setenta (R. Pieper, La Real Hacienda, pp. 161 y ss.). 


La captación de recursos para atender tanto gasto resultó una labor 
imprescindible, a la par que difícil. Además de los problemas técnicos 
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derivados de la falta de una contabilidad moderna, de las carencias en 
orden a reducir las pérdidas y “distracciones” de rentas y de la escasez 
de empleados profesionalizados al servicio de la Corona, hay que te- 
ner en cuenta las cualidades propias de la sociedad en este tiempo. 
Caracterizada por distinguir entre miembros exentos (de pago, se en- 
tiende) y contribuyentes o pecheros, la pérdida para el erario que re- 
presentaban aquellos (nobleza y clero), reducidos en número, pero, 
en general, más poderosos, y cuyas filas, por otro lado, se acrecenta- 
ban por la propia atracción que ejercían sobre el resto de la sociedad, 
supone sin duda para el fisco una mengua sensible de sus posibilida- 
des recaudatorias. De la misma manera que también las reduce la 
exención o el blindaje ante la contribución fiscal de algunos territo- 
rios de la monarquía (provincias exentas, antiguos reinos de la Coro- 
na de Aragón). Además, por si fuera poco, algunas rentas reales ha- 
bían sido privatizadas, es decir, conferido su importe a particulares en 
pago de sus préstamos, donativos y servicios a la Corona. A todo ello 
debe también añadirse el predominio de la fiscalidad indirecta, es de- 
cir, basada en el consumo de productos, que, aparte de castigar a los 
económicamente más débiles, debió de suponer una mengua notable 
en la cuantía de las rentas percibidas por el erario. Para completar es- 
te panorama, debemos añadir los efectos derivados de una inflación, 
por lo general omnipresente, que reduce drásticamente el valor de lo 
recaudado y hace menos atractiva para los compradores la deuda pú- 
blica; sin olvidar los incesantes estragos de la deuda en general, con- 
vertida a la sazón en consolidada, y las consecuencias de una deficien- 
te gestión hacendística, sobre la que concurre toda suerte de corrup- 
telas. 


La Hacienda pública exigía un mínimo funcionamiento adminis- 
trativo. El sistema recaudatorio castellano se basaba tradicionalmente 
en las llamadas Contadurías Mayores, divididas a su vez en Contadu- 
ría de cuentas y resultas, que interviene en todas las cuentas, y la de 
Hacienda propiamente dicha, encargada de la administración de las 
rentas, así como de gestionar la recaudación, directamente o en 
arriendo, mediante personas interpuestas. 


Al frente de las mismas figuraban cuatro contadores, dos mayores 
y dos menores. Estos últimos, asistidos por letrados, irán ganando te- 
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rreno en detrimento de los contadores mayores. Junto a unos y otros 
se erige, para atender los litigios que se produzcan, el Tribunal de 
Contaduría, formado por tres oidores y un fiscal. Este esquema, sin 
embargo, será retocado por los Reyes Católicos en las Cortes de Ma- 
drigal de 1476, con la transformación de las dos contadurías citadas 
en contaduría de valores, para la administración y contabilidad de las 
rentas, y de distribución, encargada a la sazón de aplicar los recursos 
hacendísticos. 


Con el aumento de los gastos derivados de la inserción imperial de 
España, el rey Carlos I se ve compelido a crear el ya referido Consejo 
de Hacienda en 1525. Este organismo se constituye en depositario 
central de los ingresos del Estado y coordinador de la labor de las 
contadurías. Alcanza su madurez durante el reinado de Felipe Il, 
quien lo reorganiza a costa de las contadurías mayores, escogiendo 
para ellas a personas de su plena confianza, cuyo cargo refuerza. In- 
troduce asimismo en él a dos ricos mercaderes, en calidad de factores 
generales, uno para los Estados de Flandes y un segundo para Espa- 
ña. Fija también sus funciones: administrativas (averiguación del nú- 
mero de vecinos de las diferentes localidades y de sus recursos, pro- 
puesta de medios y arbitrios para el aumento de las recaudaciones, 
arrendamiento y vigilancia de rentas, emisión de libranzas u órdenes 
de pago contra diversas tesorerías, atención a los acreedores, estableci- 
miento de la prelación para los cobros, nombramiento de jueces es- 
peciales, etc.) y judiciales (conocimiento de casos originados por ór- 
denes de pago contra la Tesorería General, por operaciones de crédito 
u otros acuerdos del Consejo). Entretanto, se mantiene el tribunal 
propio de la Contaduría Mayor de Hacienda. 

Más tarde, en 1658, a consecuencia de la importancia adquirida 
por el impuesto de “millones”, se incorporará y abrirá en el Consejo 
una Secretaría o Sala del mismo nombre, encargada a la sazón de su 
administración, que, en 1770, al intentar la Corona introducir un 
nuevo impuesto en sustitución de otros considerados dañinos (entre 
ellos el propio de millones), se convierte en Sala de Única Contribu- 
ción. En tiempos también de los Borbones (1721), se había erigido la 
correspondiente Secretaría de Hacienda en la forma ya vista. Un po- 
co antes se creó también la figura del intendente, con las competen- 
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cias fiscales arriba referidas, fijadas en 1718. No obstante, desde 1687 
actúa paralelamente la figura de un Superintendente General de Ha- 
cienda, que asume todos los asuntos relacionados con la administra- 
ción financiera. Más tarde se le añadirán delegaciones provinciales. 


Pero este entramado hacendístico carecía en realidad de un núme- 
ro suficiente de funcionarios a su servicio para la recaudación de los 
impuestos y rentas reales. Esta es la razón por la que se hubo de recu- 
rrir a los particulares. Para ello, al menos hasta mediados del siglo 
xviii, se sacaba el puesto a subasta pública. Pero, por la misma debili- 
dad del sistema y la susodicha dificultad de cobro, el método hacen- 
dístico más habitual para recabar el importe era el recurso a los enca- 
bezamientos y repartimientos de los diferentes impuestos. Los prime- 
ros se referían a un lugar determinado. Dentro de él se fijaba una 
cantidad concreta, que se acordaba entre los vecinos, representados a 
la sazón por los procuradores en las Cortes, y la Hacienda, por un pe- 
riodo determinado de tiempo. Los segundos permitían repartir la 
cantidad asignada entre los vecinos de forma proporcional a su rique- 
za. Los municipios jugaban en ello, como luego veremos, un papel 
esencial. 


Los impuestos eran numerosos y tanto su número como sus tipo- 
logías se acrecentaron con el paso del tiempo; algunos eran específi- 
cos de determinadas zonas. La mayoría se asimilaba a los de tipo in- 
directo; es decir, se obtenían a través de la compra-venta de produc- 
tos previamente gravados al efecto. Al adquirirlos, el sujeto pagaba 
una parte, cuyo beneficiario no era otro sino el propio erario. 


Un bloque muy importante de impuestos era el representado por 
las llamadas rentas provinciales. Su pago correspondía exclusivamente 
a los súbditos de la antigua Corona de Castilla. A ellas pertenecían las 
alcabalas, renta de origen medieval, equivalente al diez por ciento del 
precio de los productos, pagado mediante encabezamiento. Abarcan 
igualmente los “servicios”, impuesto de carácter parlamentario (debía 
obtener la aprobación previa de las Cortes), cobrado mediante repar- 
timiento y pagadero cada tres años. Se impuso, como tantos otros, 
con carácter extraordinario, pero más tarde se convirtió en ordinario. 
Durante el reinado del emperador Carlos su percepción creció en un 
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cincuenta por ciento. De la misma forma, de los particulares pasó a 
gravar el consumo de productos alimenticios, obteniéndose el im- 
puesto mediante la sisa, o lo que es igual, a través de una reducción 
de aproximadamente 1/8 por ciento que los comerciantes aplicaban 
en sus tiendas a los pesos y medidas de los productos alimenticios bá- 
sicos a favor del erario. Su monto varió hasta 1591, año en que fue 
congelado. 


Un tercer impuesto perteneciente a dicho bloque era el de millo- 
nes o servicio de millones, parlamentario también en su origen, crea- 
do en 1590 para hacer frente a la crítica situación hacendística tras la 
derrota, en 1588, de la Armada Invencible, aunque a la larga sirviese 
para compensar la referida congelación del servicio en una época per- 
manentemente inflacionista. En principio se estableció con un valor 
de ocho millones de ducados por un periodo de seis años, pero con el 
tiempo fue aumentando su importe. A la firma de la segunda tanda 
se estipuló en 1,3 millones por año, mas las quejas recibidas termina- 
ron situándolo en torno a los dos millones durante bastante tiempo. 
De esta forma se convertiría en un impuesto de carácter perpetuo, 
hasta el punto, como vimos, de crearse una sala específica para el 
mismo dentro del Consejo de Hacienda. Se repartía por medio del 
encabezamiento, cobrándose como el anterior a través de la sisa. 


El cuarto impuesto del bloque recibe el nombre de cientos o cua- 
tro unos. Se establece para pagar con él los gravosos millones. En rea- 
lidad consiste en un simple aumento de la alcabala, en principio 
(1629) del uno por ciento; más tarde, de una porción más elevada de 
este impuesto, hasta llegar finalmente al catorce por ciento del mis- 
mo. Productos sobre los que, en un primer momento, no se pagaba 
alcabala, se añadirán a él, para poder hacer frente así a las obligacio- 
nes relativas a los cientos. La peculiaridad de su origen no impide la 
transformación posterior del impuesto en un gravamen con persona- 
lidad propia, cuya recaudación se une a la de los millones. Las refor- 
mas de Carlos II le afectan con una rebaja, si bien a costa del paralelo 
recargo de la alcabala. 


El segundo grupo de impuestos lo forman las llamadas rentas ge- 
nerales, que, a diferencia de las provinciales, circunscritas a la antigua 
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Corona de Castilla, debían pagarse en todo el territorio de la monar- 
quía. Se trataba en realidad de dos tipos diferentes de impuestos: los 
estancos y los derechos aduaneros. Dentro de los primeros hay toda 
una serie de productos que grava la Corona, por lo general a partir de 
los años treinta del siglo xvii: naipes, lana de las ovejas de la Mesta, 
papel sellado de los documentos oficiales, tabaco, azogue, chocolate, 
etc., de los que el más extendido es la sal. Por lo que respecta a los se- 
gundos, destaca el impuesto de almojarifazgo, que grava con una ren- 
ta las mercancías importadas y exportadas, aunque, a veces, se añada 
también a él la alcabala. A este impuesto debemos sumar los diezmos 
de la mar y el derivado del paso de los productos a través de los lla- 
mados puertos secos. Los tres citados comportaban la existencia de 
un importante cinturón aduanero. 


En el xvi existían en realidad cuatro almojarifazgos distintos: de 
Sevilla o Mayor, de Indias, de Berbería, cobrado en Cádiz, y de Cór- 
doba. El primero estaba formado por toda una serie de tablas o con- 
troles litorales, algunos (Jerez, Sevilla) situados en el interior, desi- 
gualmente distribuidos en 39 localidades (1620), que se encargaban 
de su cobro. Éste variaba de unos a otros, ya que podían añadírsele 
gravámenes propios. En todo caso, su cálculo se hacía según el valor 
de las mercancías proporcionado por el comerciante y verificado des- 
pués por el almojarife. 

Por su parte, el almojarifazgo de Indias, erigido como impuesto in- 
dependiente desde 1624, era cobrado en principio sólo en Sevilla se- 
gún el peso de las mercancías (en el caso de las más valiosas y frágiles) 
o el volumen (en el de las más grandes y baratas). Generalmente se 
establecía una tasa uniforme cualquiera que fuese su contenido. En 
1720 se cambiará por disposición gubernamental este sistema, que 
será sustituido por el de palmeo; pero no se tardará mucho en ver 
también sus deficiencias (1. Pulido, Almojarifazgo y comercio exterior 


en Andalucía, pp. 97, 100). 


Otro de los grupos de impuestos correspondía a rentas de origen 
eclesiástico, es decir, las procedentes de los mayorazgos de las órdenes 
militares, de las sedes episcopales vacantes o temporalmente sin obis- 
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po; así como las llamadas tercias reales y las llamadas “tres gracias”: el 
subsidio, la cruzada y el excusado. 


Las primeras habían sido obtenidas por la Corona tras la incorpo- 
ración por los Reyes Católicos de dichas órdenes, lo que implicaba el 
desmantelamiento de las mesas maestrales de las mismas. Sin embar- 
go, los apuros económicos llevaron posteriormente al emperador 
Carlos a asignarlas a particulares, en pago de las deudas que con ellos 
había contraído. Los beneficiarios fueron los banqueros, concreta- 
mente la saga de los Fiigger, y su secretario particular Francisco de los 


Cobos. 


En cuanto a las tercias, tuvieron su origen en la Reconquista, 
cuando Fernando III el Santo pidió al papa autorización para cobrar- 
las con vistas a lograr la conquista de Sevilla a los musulmanes. Con- 
sistían en detraer la tercera parte del diezmo percibido por la Iglesia. 
Desde 1534 se utilizó para su recaudación el método del encabeza- 
miento. Se ceñía exclusivamente a la Corona de Castilla y en Indias 
recibía el nombre de noveno real. 


El fsubsidio” recaía también sobre las rentas e ingresos eclesiásti- 
cos. Comenzó a cobrarse en 1514 y se convertiría en un impuesto re- 
gular desde la época de Felipe II, después de llegar el rey a un acuer- 
do con el Papa, quedando establecido en 420.000 ducados anuales. A 
su vez, el excusado equivalía al pago a la Corona del diezmo corres- 
pondiente a las rentas de la casa principal de cada parroquia. Por últi- 
mo, la cruzada, predicada en las iglesias, era una reliquia de la lucha 
contra los infieles musulmanes en la Reconquista y contra la herejía 
en general. Las “tres gracias” abarcaban todos los reinos sin excep- 
ción, aunque en algunos territorios se conociera con otro nombre 
(así, el subsidio era la “quarta” en Cataluña). 

Junto a estos tres grandes grupos de impuestos, el resto de las car- 
gas recayó sobre los metales preciosos americanos, a través del llama- 
do quinto real. A él se añadían otros impuestos de tipo vario y difícil 
clasificación, así como las regalías; aparte de los ingresos relativos al 
patrimonio real, los ingresos extraordinarios procedentes de los terri- 
torios forales (Navarra y Corona de Aragón fundamentalmente), los 
préstamos de particulares, la deuda pública y las ventas de lugares, 
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tierras, cargos y oficios. A veces, la Corona recurrirá paralelamente a 
manipulaciones monetarias con el fin de reducir el monto de sus 


deudas. 


Los metales preciosos, el oro y la plata americanos, constituyeron 
una fuente de ingresos para la Corona tan importante como deseada, 
en especial en aquellos momentos en que, como ocurrirá en los años 
treinta del siglo xvii, las deudas y compromisos de la monarquía ame- 
nazaban con ahogarla. Como es obvio, dependían de las extracciones 
procedentes de las minas americanas, que se enviaban más tarde a la 
Península como pago de impuestos a la Corona y de las ventas reali- 
zadas por los particulares en el Nuevo Mundo. Las fluctuaciones de 
tales remesas hacen que los ingresos varíen de un periodo a otro. La 
contabilidad de las mismas topaba con el abundante contrabando 
existente, según veremos más adelante. 


En todo caso, tales ingresos se aplicaban habitualmente para asegu- 
rar los préstamos contraídos por el erario. Se gravaba la producción 
de dichos metales con una tasa que variaba entre el diez y el veinte 
por ciento, lo que se conocía habitualmente como el quinto. El pro- 
blema era su extraordinaria vulnerabilidad a los acontecimientos béli- 
cos, cuando los bloqueos y las amenazas impedían el recorrido habi- 
tual de las flotas y navíos sueltos de la Carrera de Indias. Estrecha- 
mente vinculados al buen arribo de ambos a puerto, los ingresos ba- 
jaban notablemente en periodo de guerra (un tres por ciento entre 
1779 y 1783). A ello se debe añadir el aumento progresivo de la par- 
te que se quedaba en las cajas americanas, a medida que sus respecti- 
vos territorios retenían mayor cantidad de recursos. 


A lo largo del Setecientos se hicieron esfuerzos por mejorar la per- 
cepción de las rentas americanas. Entre 1753 y 1759, últimos años 
del reinado de Fernando VI, las remesas indianas contribuyeron en 
un veintiún por ciento a las finanzas globales de la Corona. De esta 
forma se colocaron por encima de todos los demás ingresos, incluso 
de los proporcionados por las “rentas provinciales” en ese mismo pe- 
riodo. En tiempos de Carlos III, sin embargo, su aportación descen- 
dió al catorce por ciento entre 1762 y 1779 y al 8,5 por ciento entre 
1783 y 1788. En la época de Carlos IV, a pesar de los reveses, las re- 
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mesas aumentaron su participación en los fondos del Erario, situán- 
dose entre el veinte y el veintitrés por ciento (Renata Pieper, La apor- 
tación, p. 72). 

Volviendo a la gama de impuestos, ahora de tipo vario, recibidos 
por la Corona, conviene recordar la media anata, que, desde 1631, 
retenía la mitad del sueldo del funcionario recién nombrado, corres- 
pondiente al primer año de ejercicio. También se computaba el servi- 
cio de lanzas, impuesto sustitutivo del servicio de armas que la noble- 
za estaba obligada ordinariamente a prestar al rey, en el caso de que 
éste lo requiriera. O el fiel medidor, pequeño tributo sobre el aforo, 
medición y pesaje del vino, vinagre y aceite; la moneda forera, im- 
puesto antiguo que permitía cobrar al rey cada determinado número 
de años una renta compensatoria por la quiebra de la moneda, o, lo 
que es igual, por la caída de su valor a consecuencia de la deflación; la 
regalía de aposento, que gravaba con la mitad de su precio todos los 
alquileres de Madrid, como compensación a su capitalidad; etc. 


El patrimonio real proporcionaba también algunos ingresos a las 
arcas del erario. Se trataba por lo general de las rentas producidas por 
los sitios reales donde se ubicaban los palacios (y estos fueron crecien- 
do en número con el paso del tiempo), así como las devengadas por 
los derechos de concesión de tierras y agua en la antigua Corona de 
Aragón. 

Los territorios forales contribuían al Erario con derramas de dife- 
rente índole. En el Reino de Aragón, las rentas de la Corona eran po- 
bres por lo general: al escaso patrimonio en la zona se unía lo reduci- 
do de los impuestos que se cobraban en él. Tras la unión con Castilla, 
desaparecieron prácticamente algunas de origen medieval. El cobro 
de otras era arrendado a particulares a cambio del pago de un “cen- 
sal” o “treudo”; pero su valor, al igual que las anteriores, fue progresi- 
vamente disminuyendo a lo largo del xvii. Impuestos más modernos, 
como el cobrado por el aprovechamiento de la acequia imperial, no 
proporcionaban tampoco ingresos de consideración. Las urgencias de 
la época de Felipe IV, animaron a este rey a recabar diversos servicios 
con autorización de las cortes aragonesas. 
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Algunas instituciones, como la Junta de Real Patrimonio aragone- 
sa, asumía la gestión de los bienes de la Corona (salinas, montes, uso 
de aguas, etc.) y de un reducido número de empleados que iban, des- 
de el maestre responsable de controlar al resto, al bayle general que se 
ocupa de la gestión de los impuestos, pasando por los bayles, recepto- 
res, tesoreros, etc. 


La situación de Cataluña no era mucho mejor para la Corona. Un 
baile general, ayudado por varios subalternos, se encargaba de la per- 
cepción de las rentas e impuestos correspondientes al rey. Las prime- 
ras provienen de bienes inmuebles (tierras, casas, molinos, etc.), que 
con frecuencia se ceden a particulares a cambio de un canon. Su nú- 
mero disminuye, no obstante, con el tiempo, a causa de las enajena- 
ciones. En cuanto a los impuestos propiamente dichos, algunos con- 
ciernen al tráfico comercial (“lleuda”) o a la tierra labrada (“quistia”). 
La exigúidad de tales ingresos obligará a la Corona, al igual que en el 
caso aragonés, a la petición de servicios y donativos aprobados por las 
Cortes y, a veces, avalados por la Generalitat. 


Por lo que respecta al Reino de Valencia, su contribución a la Co- 
rona fue mayor que la de Aragón y Cataluña; de ahí también que los 
servicios aprobados fueran en reciprocidad de menor cuantía, aun 
cuando no solieran estar vinculados a impuestos propios (“generali- 
dades”). No pocos de los gravámenes que habían desaparecido o no 
se habían dado en el principado, formaban aquí parte del sistema im- 
positivo estatal y, por lo tanto, se sustraían al propio del reino. Las 
rentas e impuestos del monarca se recaudan a través de las bailías, de 
extensión territorial desigual. De hecho, este nombre coincidía con el 
que se daba a algunos que se percibían por diferentes conceptos. Así, 
la pecha real o impuesto directo que pagaban los campesinos por el 
uso de la tierra, entre ellos no pocos moriscos hasta su expulsión, y 
otros súbditos por el comercio, la pesca o los derechos de pasto para 
sus ganados (estos llamados también yerbas, berbaje o montazgos). 
Añadamos otros vinculados igualmente al comercio marítimo, como 
el *barcaje” sobre los ingresos percibidos por el traslado de las mer- 
cancías desde el barco fondeado a tierra; el “tiraje”, por llevarlas des- 
pués a lomos de bestias desde el puerto a la ciudad; los entregados 
por la importación de granos a través de Valencia; el vedado o pago 
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para obtener autorización de introducir ciertos productos clandesti- 
nos; etc. Pero, sin duda, los más importantes eran, sobre todo, las ter- 
cias reales o tercera parte de los diezmos (aquí llamadas ters delme); 
los impuestos sobre la sal o gabela y otro, de nuevo sobre el tránsito 
de mercaderías, esta vez en su paso a Castilla o a su ingreso en las lo- 
calidades del reino, llamado peaje o quema, que pagaban al rey los 
arrendatarios del derecho de dicho cobro. 


Como en otros reinos, la Corona contaba también en Navarra con 
sus propias rentas patrimoniales, producto de los palacios (Pamplona 
—que servía de residencia al virrey—, Olite y Tafalla), casas, montes, 
bosques, etc., casi siempre exiguas, y producto de los arrendamientos, 
multas o subrogación de los mismos a particulares. Mención aparte 
merecen las aduanas interiores del reino, entre Castilla y Navarra, ori- 
gen del derecho de tablas cobrado por la Corona. Su monto se man- 
tiene por lo general estable desde principios hasta mediados del siglo 
xvii, para después descender. Los navarros pagaban por él un canon 
por la exportación de sus mercancías, en tanto quedaban libres del 
mismo las que se importaban. 


El reducido valor económico de las rentas e impuestos navarros 
(inferiores a los de Aragón) obligaban a la Corona, una vez más, por 
lo general a través del Virrey, a recurrir a las Cortes para la obtención 
de servicios. Su recaudación se realizaba a través de los ingresos obte- 
nidos por la alcabala o mediante repartimiento entre los vecinos que 
podían pagarlos en cuatro veces (de ahí el nombre de cuarteles que 
servía para designarlos). Una pequeña porción de este impuesto, en 
virtud del vínculo, se quedaba en el reino, constituyendo una fuente 
creciente de ingresos para las Cortes y, particularmente, para su Di- 
putación. 

Por último, Guipúzcoa y Álava, junto al Señorío de Vizcaya, cons- 
tituían las provincias exentas. Los derechos patrimoniales de la Coro- 
na aparecen citados en los fueros. Abarcaban como es habitual un 
conjunto de gravámenes, con frecuencia confusamente explicitados, 
sobre el hierro, el comercio (prebostados), las penas de cámara, etc. 
Insuficientes como en los casos ya referidos anteriormente, fue preci- 
so recurrir a los servicios, al igual que a aportaciones de hombres y 
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barcos para la guerra, cobrados mediante impuestos indirectos sobre 
productos y contribuciones personales. 


Así pues, la participación de los diferentes territorios forales en la 
Hacienda Real no fue, salvo excepciones, demasiado significativa si 
tomamos en consideración el cómputo global de las rentas e impues- 
tos de la Corona. Para paliarlo en parte, ésta recurrió, según se ha di- 
cho, a los préstamos y “servicios”, que necesitaban ser aprobados por 
las Cortes respectivas. Aún así, el monto de los mismos y la irregula- 
ridad en el tiempo de su demanda, no permitieron al Estado por lo 
general satisfacer sus expectativas sobre lo que dichos territorios de- 
bían aportar (Poco más del uno por ciento significaban las derramas 
aprobadas por las Cortes de la antigua Corona de Aragón en el reina- 
do de Felipe IID. Los intentos de establecer impuestos nuevos de for- 
ma unilateral por parte de la Corona y sus ministros fueron conside- 
rados por los representantes de dichos territorios como una violación 
del pacto y por ello contestados, si bien de forma diferente según los 
tiempos. La reforma fiscal acometida por el primer Borbón en la an- 
tigua Corona de Aragón no obedece, pues, a un mero deseo de casti- 
go y represalia contra los austracistas por haber apoyado la causa del 
archiduque Carlos frente a la de Felipe de Borbón, cuanto al deseo, 
ya viejo, de equilibrar la aportación tributaria de ambas coronas entre 
sí. 

Los dominios forales tenían a su vez su propio sistema hacendísti- 
co y sus propios impuestos. En Cataluña, las recaudaciones se hacían 
a través del maestre nacional, de la batllia general y de la tesorería. 
Los impuestos procedían, de una parte, de los ingresos ordinarios; es 
decir, de los lleudes, los censos sobre los establecimientos públicos, el 
censal del rey Alfonso y el sopar reial d'abséncia. De otra, existían im- 
puestos de procedencia eclesiástica (las “tres gracias”), compartidos 
con la antigua Corona de Castilla. Por último, había que añadir los 
de carácter extraordinario. La Generalitat o General de Catalunya co- 
braba los suyos propios, sobre todo, el dret del general o generalidades 
y la bolla. El primero equivale al almojarifazgo castellano sobre las 
importaciones y exportaciones de mercancías, e iba destinado en un 
principio al pago de los “servicios” y los censals con que se enjugaba la 
deuda generada por los anteriores. Por lo que respecta al segundo, era 
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pagado también por los comerciantes y gravaba la fabricación y co- 
mercio de tejidos. Ambos impuestos, sustraídos a la Corona, alcanza- 
rán un gran valor. A ellos se deben de añadir otros, como el dret de 
galeras, pero de mucha menor importancia. En situaciones de emer- 
gencia se cobraban, además, algunos extraordinarios. Así sucede con 
el dret de guerra, entre 1640 y 1662, para hacer frente a las fuerzas 
enviadas por Olivares. El Concell de Cent tenía también sus propios 
impuestos. 


En el caso de Navarra se contaba también con ingresos fiscales pro- 
pios. Una parte correspondía a varios impuestos, no siempre eviden- 
tes en su carácter de tales, agrupados bajo el término de receptas, en 
donde se incluían los ingresos ordinarios y patrimoniales, las penas 
de cámara y los gastos de justicia. Los primeros contienen a su vez va- 
rios ingresos de diferente origen: el más importante, a pesar de hallar- 
se disminuido en su cuantía, son los pechos, una especie de canon 
comercial o lezda sobre productos de consumo, entre ellos la sal, pa- 
gado en dinero o especie por la capital, otras localidades y particula- 
res; siguen multas diversas, el pontazgo en Sangúesa, etc. Los patri- 
moniales se refieren, en cambio, a pagos por el uso de la tierra y de 
ciertos capitales otorgados a censo. Los dos últimos deben referirse al 
pago de algunas multas exigido por los tribunales mediante senten- 
cia, cuyo destino final era el fisco. Aunque su cuantía se acreciente 
con el paso del tiempo, su importancia económica será siempre res- 
tringida. 

A pesar de su variedad, insistimos, las rentas percibidas por la Co- 
rona a través de los impuestos no permitían satisfacer las demandas 
de numerario de un Estado con grandes compromisos internaciona- 
les y permanentemente al borde de la quiebra, cuando no en la quie- 
bra misma. Afectada por la situación (problemas económicos, agota- 
miento de la capacidad contributiva de los súbditos, limitaciones im- 
puestas por la constitución de la monarquía), la Corona hizo suya 
muy pronto la práctica de recurrir a quienes podían proporcionar di- 
nero y quisieran adelantarlo a cambio de un interés y, a veces tam- 
bién, de una posible promoción social para ellos o sus familiares por 
haber ayudado al rey en tiempos de apuros. 


65 


Así encontramos tres modalidades de préstamos a la Corona: los 
proporcionados mediante asiento o, lo que es igual, a través de una 
especie de contrato, donde se estipula con una persona —banquero 
poderoso generalmente— la cuantía del préstamo y los intereses, ade- 
más de las condiciones y plazos de devolución. A ellos se añaden los 
procedentes de los llamados donativos, de carácter más esporádico y 
general, así como los ingresos conseguidos a través de la deuda públi- 
ca, que los suscriptores de la misma resarcen por el cobro de ciertas 
rentas que el Estado les cede temporalmente. 


Los asientos o títulos fueron un recurso frecuente. La ausencia de 
un banco estatal que sustituyera a los particulares en los préstamos, 
hizo más necesario recurrir a ellos. Era, sin duda, la medida más rápi- 
da que había para obtener dinero contante y sonante en el tiempo y 
lugar requeridos. El asentista o banquero daba así una orden de pago 
y el numerario llegaba, en un periodo de tiempo relativamente corto, 
a manos del rey. El reintegro del mismo con sus réditos corridos (cer- 
ca del dieciocho por ciento a comienzos del reinado de Carlos V, y 
próximo al 49 por ciento a finales del mismo), lo que se conoce en el 
cómputo del erario con el nombre de deuda flotante, debía de resar- 
cirse en un periodo breve. Generalmente, el Estado recurría para ello 
a enajenar determinadas rentas de su pertenencia. Pero como los gas- 
tos del Erario aumentaban por encima de los ingresos, los reyes se 
veían obligados a suscribir nuevos asientos, sin que los anteriores se 
hubieran satisfecho aún; con lo que la deuda crecía todavía más, pa- 
sando a convertirse en parte en deuda fija o consolidada. Si en 1566 
se habían negociado veintiuno, al año siguiente ascendían ya a cin- 
cuenta. Además, tratándose de asentistas extranjeros en su mayoría, 
los banqueros de ese origen adquirieron un importante dominio so- 
bre los recursos de la monarquía. 


En los primeros años del reinado de Carlos V, los asientos aparecen 
dominados por los grandes banqueros alemanes (Fúgger, Welser), pe- 
ro a partir de los treinta, adquieren mayor importancia los genoveses, 
en tanto los españoles (hombres como Rodrigo de Dueñas) vienen a 
ocupar un lugar secundario. Las sucesivas bancarrotas de 1557, 1560 
y 1575, y sus correspondientes suspensiones de pago, así pues, perju- 
dican seriamente a los italianos, que deben ser temporalmente susti- 
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tuidos por los españoles. A finales de los setenta regresan de nuevo los 
genoveses, a los que, poco después, se intenta vanamente sustituir por 
asentistas portugueses, por lo tanto súbditos en aquella época del rey 
de España. La inviabilidad de este reemplazo, unido a la escasa cuan- 
tía de los capitales destinados a préstamos acumulados por los espa- 
ñoles y la caída de las ferias de Medina del Campo y de Amberes, a la 
sazón importantes plazas financieras, dependiente esta última de Es- 
paña, supuso un golpe irreversible a las perspectivas de nacionaliza- 
ción de una parte sustanciosa del crédito otorgado a la Corona. El úl- 
timo fracaso al respecto corresponde al conde duque de Olivares, des- 
pués de habérselo confiado a los marranos portugueses, judeoconver- 
sos en su mayor parte, cuyo protagonismo será importante a este res- 
pecto entre los años 1627 y 1647. La mayor cuantía de los asientos 
negociados con los banqueros de este origen corresponde, según Bo- 
yajian, al año 1641 y, sobre todo, a 1642 (Portuguese Bankiers, p. 
205). A finales del siglo xvii, el protagonismo de los extranjeros se- 
guía siendo fundamental. 


Pero, a principios del siglo xviii, contra lo que era de prever debido 
al origen francés de la dinastía, las tornas parecen ir cambiando pro- 
gresivamente, y así, los hombres de negocio españoles comienzan a 
asumir, cada vez con una mayor fuerza, la tarea de asistir a la Corona 
en sus necesidades monetarias y en los asientos (Rafael Torres, E 
Mendinueta, pp. 102 y 103). Algunas zonas, como sucede en Nava- 
rra, adquieren una importancia grande en la provisión de este tipo de 
financieros. 

Los donativos tuvieron, como dijimos, un carácter más participati- 
vo, puesto que no eran necesarias tan grandes derramas de dinero por 
una sola persona, sino que podía repartirse entre muchas. Consti- 
tuían una manera de implicar a los particulares de cierto nivel econó- 
mico, mediante reparto, en las necesidades hacendísticas, sin ampliar 
la siempre molesta carga fiscal general. Así se hizo, expresamente, en 
1677, con los hombres de negocios residentes en Madrid; al año si- 
guiente le tocó a la nobleza y a los miembros de los Consejos. La de 
1684 volvió a recaer sobre los hombres de negocio, a los que se aña- 
den ahora los titulares de oficios públicos. En 1689, por su parte, el 
papa permitió participar en un donativo al clero, que no será ésta la 
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única vez que lo haga. Los comerciantes de Indias lo realizaron a la 
manera de un préstamo o como compensación del fraude y de los in- 
dultos correspondientes (J.A. Sánchez Belén, La política fiscal en Cas- 
tilla, pp. 257 y ss.). En el fondo no eran sino préstamos a la Corona 
escondidos detrás de tan piadoso nombre. Sin embargo, no evitaron 
las continuas protestas y regateos de los cabildos municipales, con 
frecuencia mediadores en la recaudación. De hecho, fue preciso en 
ocasiones rebajar la cantidad solicitada, ante la reacción que habían 
provocado, y, en otras, ni siquiera se llegó a cubrir la cantidad de- 
mandada. 


En mayor grado, el recurso a la deuda pública determinó la parti- 
cipación de un amplio elenco de pequeños ahorradores. Los títulos 
emitidos se denominaron juros. Se basaban igualmente en el com- 
promiso del erario con los particulares de resarcirles por haber contri- 
buido, con un interés añadido generalmente bajo, a sufragar la deuda 
del Estado. Para hacer efectiva la devolución, el “juro” se situaba so- 
bre una renta de un lugar determinado perteneciente a la Corona, 
cuyo aprovechamiento transfería ésta a su acreedor por un periodo 
variable de tiempo. A veces se realizaba la mudanza del juro en cues- 
tión de una renta a otra, si la primera no satisfacía plenamente el 
compromiso adquirido o si así convenía al Erario. 


Los juros podían ser de diferentes tipos: vitalicios, al quitar y per- 
petuos, según la renta enajenada de la Corona para resarcir al particu- 
lar por la compra de la deuda pública pudiera ser recuperada por ella 
o no. En todo caso, la tendencia se dirigió a reducir los dos primeros 
tipos al tercero, ante las dificultades para saldar la deuda por parte del 
erario. A principios del siglo xviii, la Corona intentó vanamente la re- 
cuperación de las rentas reales enajenadas en manos de particulares. 


Aunque su origen es medieval, el juro se utilizó en la Época Mo- 
derna con profusión. Inauguraron este proceso los Reyes Católicos, 
que debían hacer frente a importantes gastos motivados por la guerra 
de Granada y la política italiana y americana. En 1498 comenzó a 
amortizarse la deuda a un diez por ciento de interés (por tanto, sensi- 
blemente menor al que percibirán los asentistas). Ello supuso un no- 
table incremento de gastos para la Real Hacienda. Los 112 millones 
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de maravedíes a amortizar en 1504, año de la muerte de la Reina Ca- 
tólica, se transformaron en 131 en 1516; pero, al término del reinado 
de Felipe Il, el situado, es decir, la suma de intereses de la deuda por 
dicho concepto (convertida ya la deuda a la sazón en consolidada), 
ascendía a 1.737 millones. Sólo en 1565, los intereses de la misma 
absorbían el 84 por ciento de los ingresos del erario. 


Aunque devaluados con el paso del tiempo, los juros se utilizaron, 
al igual que sucederá más tarde con los vales reales, para efectuar pa- 
gos. La primera en hacerlo de esta manera fue la propia Corona, que 
los transfirió a sus banqueros para intentar con ello resarcirles de sus 
préstamos. Es lo que, en época del Rey Prudente, se llamó el medio 
general, nombre aplicado, en 1570, a la satisfacción mediante juros 
de las deudas pendientes con los asentistas que el monarca realizó en 
aquel año. Sin embargo, debido a la depreciación de la deuda públi- 
ca, la tarea de colocarlos no fue nada fácil. Felipe II había intentado 
en vano hacer un pago de estas características, en 1560, con juros al 
cinco por ciento sobre la Casa de la Contratación. 


Así, la deuda correspondiente a este tipo de fórmula fue aumen- 
tando desde los 36 millones de ducados de 1557 a los 85 de 1598. 
Debe de haber una relación directa entre esta situación al término del 
reinado de Felipe II y la firma por su hijo de la Tregua de los Doce 
Años con las potencias enemigas. Pero, situaciones coyunturales al 
margen, además del endeudamiento crónico del Estado y de la para- 
lela mengua de sus rentas, la deuda pública generó en la sociedad es- 
pañola la formación de una extensa clase rentista y dio asimismo im- 
pulso a tendencias inflacionistas. En última instancia inhibiría de al- 
guna forma las iniciativas empresariales, siempre más arriesgadas, al 
sustituirlas por la búsqueda de unos ingresos más seguros, como 
aquellos que podían proporcionar los juros, entre otros. 


Con motivo de la guerra que España emprende ( 1779), en favor 
de los insurgentes norteamericanos, contra Gran Bretaña, los gastos 
del Estado se disparan. La Corona, una vez más, se ve obligada a bus- 
car el apoyo de los particulares por medio de la emisión de deuda pú- 
blica. Para atraérselos recurre a una nueva fórmula que sustituye la de 
los juros: los vales reales, papel moneda que comienza a emitirse a 
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partir de 1780, con una rentabilidad del cuatro por ciento. Sin em- 
bargo, al poco de su aparición, como sucediera a la larga con sus an- 
tecesores, se inicia su pérdida de valor (el sesenta por ciento del mis- 
mo, nada menos, a finales del reinado de Carlos IV), dando origen, 
paralelamente, a la consiguiente presión de los beneficiarios para ob- 
tener alguna compensación. La guerra con Francia y Gran Bretaña 
obliga, entre 1794 y el 1799, a sucesivas emisiones por valor de algo 
más de 1,7 millones reales de vellón. Pero la acumulación de intereses 
hacía prácticamente inviable su resarcimiento. De poco sirvió al res- 
pecto que se crease, en 1798, la llamada Caja de Amortización para 
sostener la cotización. 


Ante la dimensión que alcanzó el problema, Francisco de Cabarrús 
había planteado tempranamente la idea de crear un banco, que, ade- 
más de resolverlo, 
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permitiera hacer descuentos en las letras de cambio, proveer a las 
necesidades de la Marina y el Ejército y afrontar el pago de las obliga- 
ciones de giro en el extranjero. El 2 de junio de 1782 se publica la 
Real Cédula que lo funda con el nombre de Banco Nacional de San 
Carlos. En el texto inicial se alude a su objetivo de la siguiente forma: 

“formar una caja de pagos y reducciones para satisfacer, anticipar y 
reducir a dinero efectivo todas las letras de cambio, vales de tesorería 
y pagarés que voluntariamente se llevarán a él”. 

El capital inicial del Banco se estableció en trescientos millones de 
reales. El número de acciones ascendía a 150.000. Pero, ante la difícil 
coyuntura económica, los posibles interesados se resistieron a suscri- 
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birlas, debiendo animar a la postre la iniciativa la propia familia real 
(el monarca con 1.000 acciones y el heredero con quinientos), así co- 
mo los ayuntamientos. En noviembre de 1782, la Junta General de 
Accionistas decidía emitir billetes transferibles y convertibles en dine- 
ro a la vista, a 
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razón de entre doscientos y mil reales cada uno. A los accionistas 
se les otorgaba la potestad de poder abrir sucursales o cajas fuera de 
Madrid, en ciudades donde pudieran existir inversores. Estos accio- 
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nistas elegirían entre ellos, alternativamente, al director, cargo que no 
podía ser remunerado. 


El Banco, en medio de todo tipo de dificultades, con algunas cajas 
en crisis (como sucediera en el caso gaditano), sobrevivirá hasta su 
transformación, ya en pleno siglo xix. Eso sí, su actividad se reducirá 
en Madrid a los descuentos de letras y pagarés, así como a la negocia- 
ción de efectos sobre otras plazas y los servicios financieros al Go- 
bierno. 


Al igual que los impuestos, la emisión de deuda pública resultó in- 
suficiente y las capacidades contributivas limitadas. Los monarcas es- 
pañoles y sus asesores se vieron, pues, obligados en la Época Moderna 
a aguzar su imaginación, con frecuencia grandiosa, para buscar otras 
fuentes y medios que permitiesen sufragar los gastos crecientes del 
Estado. Así, al aumento de la cuantía de viejos impuestos y a la crea- 
ción de nuevas figuras impositivas, se unió la venta de lugares, títulos, 
cargos y oficios, cuyo dominio o potestad correspondía a la Corona. 
Los monarcas hispanos se dolieron muchas veces de estas enajenacio- 
nes del patrimonio real, pero pocos de ellos lograron vencer la tenta- 
ción de recurrir a ellas. Así, Felipe II reconocía (1559) ante las Cortes 
de Castilla reunidas en Toledo esta crónica debilidad: 


“Veis dice a los procuradores— cuánto se ha menoscabado mi Real 
patrimonio con ventas y empeños forzosos, continuados desde mi se- 
ñor rey Fernando, mi abuelo, por todo el reinado del Emperador, mi 
señor, y por le mío, a quien como sucedí legítimamente, heredé las 
cargas, obligaciones, enemigos. “También se unió, desde otro punto 
de vista, la manipulación de la moneda”. 

Otras acciones jalonan los reinados de los Austrias, quienes, cada 
vez con una asiduidad mayor, recurrieron a esa posibilidad de inter- 
vencionismo monetario que tenían en sus manos, habida cuenta de la 
potestad que adquirieron sobre la acuñación de moneda. A pesar de 
lo impopular de la práctica, ante la situación heredada de su padre, 
Felipe HI usó de dicha posibilidad en 1599, con el objetivo de pro- 
ducir una moneda de vellón de cobre puro y ahorrar así la porción de 
plata que habitualmente traía ligada. Antes de la firma de la paz anti- 
gua, revaluó la moneda de vellón mediante la emisión de monedas de 
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baja calidad, de las que había desaparecido la parte de plata corres- 
pondiente. Por si fuese poco, tan sólo unos pocos años antes (1603), 
se había atrevido a resellar aquel tipo de monedas, asignándoles el do- 
ble de su valor nominal. La práctica no cesará hasta 1607, cuando la 
detenga la protesta airada de las Cortes, ante los perniciosos efectos 
sociales que producía. Sin embargo, necesidad obliga, en 1617, Feli- 
pe III se permitirá otra vez ordenar nuevas acuñaciones del mismo te- 
nor, hasta que la situación se haga insostenible y su sucesor se vea 
obligado a declarar la bancarrota y devaluar la moneda de vellón, lo 
que llegará en 1627 y 1628. Será entonces cuando la plata, sobrevalo- 
rada tras la reevaluación oficial del vellón, remita en parte, sin que la 
deflación deje de provocar por ello pérdidas y, sobre todo, la paraliza- 
ción momentánea del comercio. El balance de este periodo de unos 
28 años no podía ser más negativo: inflación, pérdida de confianza en 
la moneda, doble sistema de valores (oficial de una parte, fáctico de 
otra), dislocación de los precios de mercado, impopularidad de las 
medidas, etc. 


Luego, la caótica situación del erario condujo a acciones muy simi- 
lares a lo largo del reinado de Felipe IV. Hasta la llegada al trono de 
su hijo Carlos II no tendremos propósitos firmes de poner fin a la si- 
tuación. Las dos devaluaciones de la moneda de plata de 1680 y 
1686, al devolverla un valor más ajustado, confieren cierta estabilidad 
al sistema monetario. A ellas acompañan algunas medidas de carácter 
administrativo: la asignación de recursos para los gastos básicos, así 
como algunos alivios en la carga contributiva, incluso los preparati- 
vos para un nuevo censo de carácter fiscal; sin olvidar una mejora de 
la situación general en algunas zonas de España como telón de fondo. 
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Es hora de hacer algún tipo de balance. La parte de cada uno de 
los ingresos analizados en el conjunto de los hacendísticos varió a lo 
largo del tiempo. Por otro lado, la diversidad de formas que adoptó la 
contabilidad fiscal, hace difícil el estudio de su evolución. Se pueden 
aportar, sin embargo, algunos datos parciales que nos den alguna una 
idea al respecto. 


A principios del xvi, las alcabalas supusieron entre un ochenta y un 
noventa por ciento de los ingresos. Más tarde, en el reinado de Felipe 
TI, unidas a las tercias reales, descendieron en una parte importante 
de las regiones de la antigua Corona de Castilla (Vascongadas, Casti- 
lla-La Mancha, Extremadura y Murcia), en otras se mantuvieron 
prácticamente estancadas (Galicia) o con un crecimiento leve (Casti- 
lla la Vieja y Andalucía), y sólo en el caso de León subirán significati- 
vamente (del 11,4 por ciento a cerca del dieciséis por ciento, (Artola, 
Hacienda, p. 143). Unas y otras solían pagarse juntas, con parte de 
los ingresos de los cabildos municipales y mediante reparto entre los 
vecinos. Sin embargo, la alcabala irá perdiendo importancia en favor 
de otras rentas creadas en la época de Felipe II y de otros ingresos. 
Así, en las décadas de los años veinte y treinta del siglo xvii, según los 
datos proporcionados por la Contaduría, los servicios otorgados por 
las Cortes de Castilla suponían ya el 38 por ciento del total; seguían 
las “tres gracias” con el 15,6 por ciento, el quinto de los metales pre- 
ciosos con el 9,5 por ciento y los juros con el nueve por ciento. Por 
su lado, las reacuñaciones dispensaban el 7,5 por ciento (quinto lu- 
gar) de los ingresos. 

Durante el periodo de los Austrias la estructura hacendística de la 
monarquía no cambió. Hubo, eso sí, proyectos y retoques, a veces 
importantes, motivados por las crecientes necesidades de la Corona, 
pero que no afectaron sustancialmente al sistema. La política fiscal 
fue esquilmadora y especialmente dura con los sectores más débiles 
de la sociedad. Al no ser universales los impuestos, haberse aumenta- 
do las cargas en general y, al menos a partir de la crisis de finales del 
xvi, descender en contraposición el número de los pecheros con la 
pérdida de población en Castilla, los contribuyentes vieron, con una 
mezcla de rabia y resignación, cómo se acrecentaba el peso fiscal que 
les tocaba asumir. En tierras de Sepúlveda, las cargas correspondien- 
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tes a tercias y alcabalas aumentaron en un 259 por ciento entre 1561 
y 1584, en tanto que el número de vecinos sólo lo hizo en el 95 por 
ciento, lo que traducido al fisco implicaba un aumento del 654 por 
ciento de la carga por vecino en ese mismo periodo de tiempo (Histo- 


ria de Castilla y León, Ámbito, VÍ, p. 73). 


Otro hecho importante: durante el reinado de Felipe II el peso fis- 
cal del contribuyente castellano en general aumentó en un 430 por 
ciento, frente a sólo un ochenta por ciento de crecimiento salarial. La 
situación del pechero se hizo especialmente calamitosa a partir de 
1580. Apenas diez años después, la economía castellana se hallaba al 
borde del colapso, mientras la Hacienda estaba esquilmada y las deu- 
das se habían incrementado enormemente; la capacidad contributiva 
del súbdito de Castilla se encontraba entonces al límite. De ahí los 
intentos de Felipe II, por otra parte frustrados, de reducir sus com- 
promisos internacionales. En los años veinte y treinta del siglo xvii, 
justo cuando el número de contribuyentes más disminuía, los im- 
puestos per cápita se duplicaban. 


En definitiva, estos excesos impositivos redujeron cuando no aho- 
garon las iniciativas emprendedoras, obstaculizando de esta forma la 
creación de riqueza y, consecuentemente, el desarrollo económico 
hispano. Los intereses castellanos en particular fueron sacrificados a 
los del Imperio en su conjunto. A los particulares resultó mucho más 
rentable dirigir sus ahorros hacia la compra de bienes raíces y títulos 
que redujesen el volumen de impuestos a pagar, que hacia actividades 
susceptibles de proporcionarle una mayor vulnerabilidad fiscal. 


Los territorios de la antigua Corona de Aragón, así como los deno- 
minados forales, se vieron mucho menos afectados por la fiscalidad 
del Estado. Sus Cortes se negaron con frecuencia a aprobar las derra- 
mas solicitadas por la monarquía, invocando su situación económica, 
en general tampoco muy boyante, al igual que sus privilegios. 
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Discurso IV de la obra del arbitrista Sancho de Moncada Restaura- 
ción política de España (1619) a favor de la mejora del erario público 
La Guerra de Sucesión española interrumpió temporalmente las 
reformas iniciadas en tiempos de Carlos II. Sin embargo, al cabo de 
la misma, se introdujeron importantes novedades. En castigo de la 
“rebelión” protagonizada por los súbditos de la antigua Corona de 
Aragón, Felipe V dispondrá la eliminación de las peculiariedades fis- 
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cales de estos territorios de la Corona. En su lugar introducirá, de f- 
nales de 1715 a 1718, una novedosa figura impositiva, consistente en 
el pago al erario del diez por ciento de cada renta personal. El nom- 
bre del nuevo impuesto variaba de un territorio al otro: catastro se 
llamará en Cataluña, equivalente en el Reino de Valencia, única con- 
tribución o contribución real en el de Aragón y talla en Mallorca. El 
balance de lo así recaudado, sin ser excesivo, si fue positivo, gracias 
en parte al despunte paralelo de la economía de la zona. Además de 
incidir sobre la relación entre el poder central y los antiguos reinos, 
dicho gravamen servirá de modelo para la magna empresa de la Úni- 
ca Contribución, esta vez acometida en territorios de la antigua Co- 
rona de Castilla, con excepción de los territorios forales de ésta, don- 
de seguirán manteniéndose las exenciones tradicionales. 


Asentada en el trono español la Casa de Borbón, se inician algunas 
reformas importantes. Ya nos hemos referido a la creación de la figura 
del intendente y a la tarea que a éste le fue confiada, a partir de 1718, 
dentro del ámbito fiscal. Tres años antes, Felipe V había dispuesto 
que las rentas generales se administrasen directamente por la Corona 
en lugar de arrendarse a particulares. A tal efecto se creaba una junta 
ad hoc en Madrid, presidida por el marqués de Campoflorido, que 
dependía directamente del rey. Esta aprovecharía de paso para poner 
orden en la confusa amalgama de derechos aduaneros que se cobra- 
ban y acabar con el contrabando. Pero a finales de 1725 se dio cerro- 
jazo a la junta. En ese mismo orden de cosas, por los años cuarenta se 
arrendarían las rentas provinciales a un único sujeto, buscando evitar 
de esta forma los gastos superfluos y las desviaciones de dinero. Con 
anterioridad (1714) ya se había dispuesto que dichas rentas se arren- 
daran dentro de la propia provincia. Pero, sin lugar a dudas, la gran 
empresa hacendística de la centuria y la más ambiciosa del Antiguo 
Régimen es la llamada Única Contribución. 

Con precedente en la Francia del xviii y en algunos proyectos del 
xvii hispano, se puso en marcha de la mano del marqués de la En- 
senada, ministro de Fernando VI, el año de 1749. Previamente a esta 
fecha (1732), Miguel de Zavala expuso la idea al rey, se promulgaron 
los decretos solicitando la información correspondiente al impuesto 
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en su versión aragonesa (1736) y se aplicó el “catastro” en el Reino de 
Murcia y Guadalajara (1745 y 1746) como experiencia piloto. 


La introducción de la Única, según se decía, evitaba los abusos co- 
metidos en la recaudación de las “rentas provinciales”, racionalizando 
el Erario y aumentando los ingresos, que sufragarían los gastos oca- 
sionados por la política española en Italia. Se ahorraba también en 
personal. Cada año se pagaría una determinada cantidad mediante 
reparto entre todos los contribuyentes. Lo que tocaba per cápita venía 
referido a las rentas personales de los bienes inmuebles (real), rentas 
industriales y salariales (industrial) y utilidades comerciales (comer- 
cial). Para conocer su cuantía era preciso confeccionar un catastro, 
que finalmente llevó a cabo, recibiendo, por ello, el nombre de su 
promotor, el marqués de la Ensenada. Las tareas para su realización 
no llegaron propiamente hasta 1753 y se extendieron durante varios 
años. 


La Única no venía a sustituir la amalgama de impuestos que he- 
mos venido analizando, sino solamente el bloque de las llamadas ren- 
tas provinciales; el resto continuaría como estaba. Este hecho limita- 
ba sin duda el alcance de la reforma: el grueso de los impuestos, así 
como los fundamentos sobre los que se asentaba el sistema fiscal, se 
mantenían. No obstante, eran incorporados al proyecto elementos 
novedosos. De un lado, su carácter de impuesto directo individuali- 
zado; es decir, sobre las rentas percibidas por cada uno de los súbdi- 
tos. En segundo lugar, su carácter progresivo, al depender su monto 
de la evolución de los ingresos personales. Por último, su universali- 
dad: ningún estamento quedaba exento de contribución. Para que 
pagasen los eclesiásticos, previamente se había pedido permiso a la 
Santa Sede. Pero, justo en estos tres caracteres estribaban las dificulta- 
des para su implantación. 


Desde el primer momento surgieron problemas. El sustrato para 
conocer las bases sobre las que establecer el cómputo se realizó por lo 
general bastante bien. En 1756, el catastro de la práctica totalidad de 
las distintas localidades castellanas (lugares, pueblos y ciudades) esta- 
ba prácticamente concluido. Los datos aportados, aunque desiguales 
en sus resultados, permitían por vez primera captar la realidad demo- 
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gráfica y socioeconómica de la parte mayoritaria del reino de manera 
muy completa (Respuestas particulares). Se realizó a este respecto un 
esfuerzo considerable de parte de los responsables implicados en ha- 
cer cumplir adecuadamente las exigencias del catastro. Pero hubo asi- 
mismo importantes limitaciones de orden práctico, al igual que críti- 
cas provenientes de diferentes sectores, unidos ahora ante el enemigo 
común del impuesto. 


Uno de los principales problemas, sino el más importante de to- 
dos, era la dificultad, con los métodos y medios propios de la época, 
para conocer una realidad tan mudable en el tiempo como era la de 
los ingresos personales. A ello hemos de añadir el fraude característi- 
co de toda empresa relacionada con las pesquisas fiscales, tendente a 
gravar a los ciudadanos, por mucho que, en compensación, se les li- 
brase del pago de las “rentas provinciales”. Pero, por encima, estaban 
las protestas que llegaron de los grupos más acomodados, al conside- 
rar que se cometía con ellos un atropello. Ante todo era preciso respe- 
tar las inmunidades. ¿Podía atreverse la Corona a solicitar el pago del 
impuesto a quienes, por naturaleza (nobles y eclesiásticos), quedaban 
por lo general excluidos del mismo, igualándoles a los pecheros? No 
debemos olvidar que la Única venía en sustitución de impuestos, de 
cuya contribución estaban prácticamente exentos ambos estados. ¿Y 
qué decir de los comerciantes? Para ayudarles en sus negocios, la Co- 
rona había venido librándoles de algunas cargas; ahora, en cambio, 
no sólo les gravaba sin tomar en consideración sus servicios a la “feli- 
cidad” del país, sino que, además, se les obligaba a declarar sus ingre- 
sos y, por lo tanto, el verdadero estado de sus negocios. ¿Era opor- 
tuno sacarlo a relucir cuando se sabía que el éxito o fracaso de los 
mismos dependía en buena parte de las garantías y solvencia econó- 
mica, reales o fingidas, que ofrecieran a quienes deseasen contratar 
sus servicios, les tomaran como socios o correspondientes, o, simple- 
mente, quisiesen otorgarles un crédito? 

El catastro salió adelante en buenas condiciones y hoy constituye 
todo un monumento documental de primer orden para el historia- 
dor. Sin embargo, al poco, los datos aportados se habían quedado ya 
obsoletos. A principios de los sesenta fue preciso plantear una revi- 
sión del mismo, con vistas a ajustarlo a los cambios que se venían 
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produciendo en las economías domésticas. Pero los obstáculos fueron 
igualmente fuertes y, al final, el proyecto quedó aplazado hasta 1770, 
fecha en que se reinició el proceso. Cinco años después, casi todos los 
repartimientos por provincias habían quedado concluidos, a excep- 
ción del correspondiente a Madrid. Con los datos obtenidos se reali- 
zó un Plan General. En él se distinguían los fondos que tocaban a ca- 
da provincia y las contribuciones correspondientes a legos y eclesiásti- 
cos. Sin embargo, pasaron los años y la Única no se aplicaba. Las au- 
toridades tranquilizaron a sus conciudadanos, recordándoles que: 


“el único fin del establecimiento es que los contribuyentes no pa- 
guen ni más ni menos de lo que pueden y deben según sus fondos y 
utilidades, averiguados por las reglas, que dicta la experiencia huma- 
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na. 


Los algo más de 138,5 millones de reales que se esperaba reunir se 
repartirían, con igualdad y a prorrata, entre las veintidós provincias 
de la antigua Corona de Castilla, atendiendo a sus respectivos fon- 
dos. Para facilitar las operaciones, la Secretaría de Hacienda proponía 
que tanto estos últimos como las utilidades averiguadas que marcaba 
la ley de 1770, se redujesen a una suma o masa común, y que se pro- 
rratearan entre ellos los 138 millones. Los problemas continuaban 
siendo básicamente parecidos: exceso/defecto de cuota con respecto a 
las rentas personales, baja de las mismas en relación al momento de 
efectuarse las operaciones de repartimiento, quejas de sujetos exentos, 
etc. Por ello, la aplicación de la Única volvió a quedar parada, convir- 
tiéndose en una especie de tema crónico propio de la centuria. Un 
año antes de morir el rey Carlos III, Floridablanca confesaba al mo- 
narca su fracaso: 


“después de inmensos gastos, juntas de hombres afectos a este sis- 
tema, exámenes y reglas de exacción, ya impresas y comunicadas, que 
han arredrado y atemorizado a la sala de única contribución, formada 
de mi orden en el Consejo de Hacienda, sin poder pasar adelante 
Caja 

Sin embargo, el proyecto siguió siendo un punto de referencia 
obligado de las reformas hacendísticas liberales emprendidas en el si- 
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glo xix, en lo que Joseph Fontana ha denominado “la asombrosa su- 
pervivencia de un mito” (La supervivencia del mito, p. 113). 


Capítulo cuarto 
El dominio señorial y los cabildos municipales 


A pesar del reforzamiento del poder del monarca que hemos visto, 
de su desarrollo a lo largo de la Edad Moderna, así como de su capa- 
cidad para recabar impuestos, no podemos pensar para esta época en 
un Estado omnipresente con las formas actuales. Al contrario, el rey 
debía de compartir el suyo con otras instancias de poder. Entre ellas 
estaban los señores y los municipios, aunque sus prerrogativas dima- 
nasen en última instancia del propio monarca, que decía habérselas 
concedido previamente. Desde este punto de vista, se puede hablar 
en este sentido de merced regia, y aunque pudieran llegar a producir- 
se tensiones entre las diferentes instancias actuantes, se establecían 
también acuerdos mutuos, y no pocas concesiones nuevas llegaron a 
constituir un instrumento útil en manos de los reyes, no sólo para 
obtener dinero, sino para granjearse o asegurarse fidelidades. El seño- 
río es uno de ellos. 


Era éste el resultado de la transferencia de funciones de carácter ju- 
risdiccional (de justicia y gobierno fundamentalmente) por parte de 
la Corona a un particular o particulares (laicos o eclesiásticos) sobre 
un territorio determinado y sus habitantes. Se trataba de una juris- 
dicción y sus prerrogativas correspondientes, no de una propiedad so- 
bre el mismo. Esto resulta evidente en los señoríos antiguos, también 
llamados solariegos. Sin embargo, en la práctica, no pocos señores ju- 
risdiccionales eran reconocidos como el mayor o único propietario. 
Con frecuencia, esta situación era el resultado de un proceso de con- 
centración de la propiedad en manos del señor. Tal posesión se tradu- 
cía en el derecho a cobrar una serie de rentas en especie. Además, el 
señor era semejante en su dominio al corregidor, en cuanto represen- 
tante del único poder que dimanaba del rey y colaborador con éste 
en el gobierno y administración de la monarquía. La dudosa adquisi- 
ción de algunos señoríos, asimilable a una usurpación, no prejuzga el 
poder real y su derecho último sobre el señorío en cuestión. 
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La jurisdicción señorial confiere a su titular también el derecho al 
nombramiento de los alcaldes ordinarios y, a veces, de los alcaldes 
mayores; de igual forma, los poderes del señor se alargaron hacia lo 
que se llamaba el “gobierno político y económico” de la villa. La su- 
pervisión de los regidores, a la sazón miembros de los cabildos muni- 
cipales, a través de juicios de residencia, permitió al señor el control 
de los mismos. Igualmente a él correspondió también el derecho al 
cobro de determinadas rentas, previamente enajenadas a la Corona 
(las alcabalas fueron sin duda una de las más interesantes), así como 
de ciertos monopolios y derechos sobre la tierra (pechas, censos, etc.). 
Un ejemplo entre muchos es el de los vecinos de Gálvez, en Toledo, 
que, próximos a 1580, informan a Felipe II acerca de las prerrogati- 
vas del titular del pueblo: 


“el señor de esta villa tiene la jurisdicción de ella, y pone la justicia, 
y que el aprovechamiento y renta que tiene en la dicha villa son co- 
mo cuatrocientas gallinas poco más o menos, que los vecinos de la di- 
cha villa le pagan de tributo por aquellas tierras (...) y tiene más cua- 
trocientas y cincuenta fanegas de cebada y ciento y setenta fanegas de 
trigo poco más o menos en lo uno y en lo otro de tributo que le pa- 
gan los vecinos de tributo por las tierras en que labran, y tiene más 
como doce mil maravedís poco más o menos de aloxores (que equi- 
vale a la décima parte de las cosechas) que tiene sobre las viñas y casas 
de la dicha villa, porque la villa es solariega”. 

Estos derechos fueron a veces motivo de tensiones entre el señor y 
los vecinos. Los pleitos por éstas y otras causas se amontonaban en las 
chancillerías correspondientes, formando gruesos expedientes, cuya 
resolución se alargaba sine die. Sin embargo, los cobros del titular no 
solían ser desmedidos. Por el contrario, con frecuencia se reducían a 
unos pocos impuestos de origen medieval (la martiniega, los yantares, 
la hueste, la luctuosa, etc.). Y por lo que se refiere a las prestaciones 
de trabajo personal de los súbditos en favor del señor, eran escasas. A 
veces, por tanto, se compraba únicamente el honor, sin ningún dere- 
cho añadido; quizás con vistas a un posterior ennoblecimiento. 


Durante el siglo xviii los pleitos entre la Corona y los señores de- 
bieron ser más frecuentes, a causa de los abusos de los segundos y, so- 
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bre todo, del mayor celo que la primera manifestaba ahora acerca de 
sus prerrogativas. Los nombramientos de los miembros del cabildo 
municipal y la justicia fueron objeto de controversia entre ambos po- 
deres. De la misma forma, las tensiones entre los señores y sus vasa- 
llos dimanaron, precisamente, no tanto del deseo de estos de pasar a 
jurisdicción realenga, cuanto de un mal uso de la justicia, del cobro 
de impuestos y del intervencionismo señorial en los municipios. A 
veces, los vecinos abandonaban el lugar por estas razones y marcha- 
ban a dominio realengo o de otro señor más acogedor que el suyo. 
Frente a lo que pudiera creerse, en tiempos de revalorización de la 
tierra o de alza de los productos agrícolas, aumentaban las presiones 
de parte del señor para que sus vasallos abandonasen la población, 
permitiéndole de esta forma redondear las tierras propias o arrendar- 
las a labriegos de las zonas limítrofes a precio más elevado. Muchas 
quejas de las autoridades locales pertenecientes a zonas de señorío 
acerca del despoblamiento de su territorio, tenían que ver con esta 
actitud de los señores, aunque no siempre lo dijesen expresamente. 
Por otro lado, en poblaciones con un importante número de habitan- 
tes, el señor —sobre todo si era de origen plebeyo— solía encontrar 
oposición entre sus súbditos más ricos y poderosos, a la sazón conver- 
tidos en sus competidores. 


La venta de villas y lugares a particulares para la constitución de 
señoríos por parte de la Corona pasó por diferentes etapas. Afectaron 
fundamentalmente a la antigua Corona de Castilla, en tanto que la 
de Aragón y Navarra se vieron mucho menos afectadas. Inició la cos- 
tumbre el siempre apurado Carlos V, pero, durante el siglo xvi, más 
que los bienes pertenecientes a realengo (es decir, a la propia Coro- 
na), fueron enajenados aquellos cuya propiedad fuera de origen ecle- 
siástico o de las órdenes militares y, por lo general, al margen del ám- 
bito jurisdiccional de las urbes importantes. De esta forma, lo que en 
realidad se producía en la mayor parte de los casos era un traslado del 
señorío eclesiástico al secular. Es decir, se trataba de algo parecido a 
una desamortización eclesiástica, aunque en realidad fuese más bien 
un cambio de propietario. Con todo, algunos obispados y cabildos se 
vieron así desprovistos de las tierras que habían constituido una base 
importante de ingresos. 
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En los años ochenta se desarrolla también la venta de villas, lugares 
y baldíos, iniciativa que se convierte después en práctica regular. Con 
todo, Felipe III se mostró parco en ella, aunque hiciera algunos rega- 
los de pueblos, particularmente a sus allegados (así, el duque de Ler- 
ma). Su hijo, Felipe IV, fue mucho más lejos y, con autorización de 
las Cortes, recurrió a las posesiones de realengo de una forma inu- 
sual. De este modo, cambiaron de dueño unos 40.000 vecinos (equi- 
valente a las familias). Se estima, por tanto, que durante su reinado se 
crearon 169 nuevos señoríos. Al llegar la regencia de Mariana de Aus- 
tria, los vecinos vendidos debían de acercarse a los 60.000. Su hijo 
Carlos continuó el proceso, pero ya con mucha menor fuerza que su 
antecesor. Con la llegada de los Borbones, la costumbre cayó en de- 
Suso. 


La presencia del régimen señorial se reforzaba a medida que dismi- 
nuía el tamaño de la población. En otras palabras, era más habitual 
en las aldeas, lugares y pequeñas villas, que en las ciudades, sobre to- 
do si eran de tamaño considerable. Allí también, su poder era gene- 
ralmente más incontestado. Según el censo de 1797, sólo veintidós 
ciudades, de las 148 a las que podía aplicarse este calificativo, perte- 
necían al señor en sus diferentes modalidades (secular, eclesiástica o 
de abadengo y de Órdenes Militares). La política real de asegurarse 
las plazas importantes de la Península había dado su fruto. 


No pocos municipios, sobre todo un buen número de urbes im- 
portantes del interior castellano, se vieron debilitados con estas medi- 
das, al sustraérselas un importante número de lugares pertenecientes 
a su término, y amplias zonas de Castilla, además, perdieron su con- 
dición de realengas. La situación se mantuvo, grosso modo, hasta las 
reformas liberales de principios del xix. 


A pesar del desembolso, generalmente fuerte, a la hora de comprar 
un lugar, los particulares obtenían importantes compensaciones. Así, 
por ejemplo, podían apoderarse de los bienes de Propios municipales, 
intervenir en su favor los cabildos municipales, 
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La fuerza del régimen señorial: el ejemplo de la provincia de Soria en 
el siglo xviii 

forjar clientelas, o, sencillamente, aumentar el prestigio social y re- 
dondear Estados ya poseídos. A las ventas, pues, concurrieron gentes 
procedentes de diferentes estratos, pero, sobre todo, de los constitui- 
dos por la baja y mediana nobleza y la burguesía enriquecida (nego- 
ciantes, asentistas, etc.), miembros de las oligarquías urbanas, milita- 
res o altos funcionarios (letrados), que buscaban así convertirse en se- 
ñores de vasallos. Con frecuencia ya poseían tierras en el término 
donde adquirían las nuevas o formaban ya parte del regimiento mu- 
nicipal del lugar. Esta realidad permite comprender la protesta, silen- 
ciosa a veces, de los vecinos afectados por la venta. 


Durante la Época Moderna, la Corona no renunciaría, a la recupe- 
ración, generalmente sin demasiado éxito, de las rentas enajenadas 
por los señores, y, de igual manera haría con respecto a los oficios. 
Sin embargo, a comienzos del xix, según Domínguez Ortiz, una par- 
te sustancial de dichas rentas continuaba en manos de ellos. A pesar 
de leyes como la de enero de 1760 tendentes al cambio de situación, 
la Corona casi nunca se empleó a fondo en este tema y cedió ante la 
reacción de los señores, tanto seculares como eclesiásticos. A finales 
del xviii se ha experimentado algún progreso, pero la recuperación de 
rentas es todavía limitada. 


El sentido de las ventas de villas, lugares y tierras a particulares por 
parte de la Corona es aún objeto de debate entre los historiadores. La 
idea de un refuerzo del feudalismo con nuevos instrumentos (refeu- 
dalización, reacción señorial o neofeudalismo) ha quedado en desuso. 
Las consecuencias de las ventas no se ven con claridad ni en el ámbi- 
to general social ni estatal. Las miras de los compradores no parece 
que fueran más allá del ascenso social y de los beneficios económicos. 
La alta nobleza permaneció generalmente al margen del proceso; los 
protagonistas son, más bien, los grupos sociales emergentes arriba re- 
feridos, con frecuencia vinculados a una Administración en creci- 
miento. El Estado fue el promotor y controlador del sistema. La ju- 
risdicción señorial no anula la real en la instancia correspondiente. 
Los elementos vinculados al dominio (rentas enajenadas y nombra- 
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mientos) son separados de la venta del lugar o villa correspondiente, 
debiendo, por lo general, ser comprados aparte. 


En definitiva, más que de un proceso que altera las relaciones entre 
la Corona y la nobleza con las consiguientes secuelas de cambio en la 
correlación de fuerzas dentro de la monarquía, se trata de un vehícu- 
lo que sirve al ascenso social de los grupos que pujan por mejorar su 
estatus y encontrar un lugar más aventajado bajo el sol. Ya nos hemos 
referido en capítulo aparte a la influencia que sobre las compras tuvo 
la agobiante presión fiscal. Todo ello supuso una renovación o, al me- 
nos, una ampliación de las bases sociales que fundamentan la Monar- 
quía Hispánica (Enrique Soria, La venta, pp. 27-35). En todo caso, 
esta derrama de rentas a costa de la Corona provocó a ésta un serio 
problema, justo a la hora que más necesarios le eran tales recursos. 
Para solventar la crisis, agudizada a finales del xviii, el Estado recu- 
rrió, como había venido haciendo, a la imposición de nuevas cargas 
fiscales, lo cual ahondó todavía más el problema. 


En diferentes periodos, los monarcas se valieron, pues, de los seño- 
ríos para conseguir adhesiones y recursos, aunque su existencia 
contradijera el espíritu centralizador que, cada vez con mayor fuerza, 
presidía su política interior. Cuando, en tiempos de los Borbones, se 
evidenció la importancia de las regalías que por tal causa se habían 
perdido, se puso en marcha una política revisionista al respecto. En 
este sentido apunta ya la temprana Junta de Incorporación, creada 
por Felipe V en tiempos de guerra, cuando se hallaba acuciado por la 
necesidad de ganarla. Pasado el susto, se impuso la realidad, como 
también lo haría en los siguientes periodos, incluso con Carlos III, en 
el momento álgido de las reformas. A la postre, los resultados se con- 
cretaron en la incorporación o reversión a la Corona de algunos seño- 
ríos (El Puerto de Santa María en 1729, El Ferrol y La Graña en 
1733; Oropesa, Piedrahita, Lucena de Córdoba a lo largo del Sete- 
cientos) y en la aplicación de ciertos recortes y controles al régimen 
señorial (así la sustracción de la justicia criminal a los señoríos de la 
antigua Corona de Aragón con motivo de la Guerra de Sucesión). 
Un cálculo grosero estima en unos cincuenta los señoríos que pasa- 
ron a realengo a lo largo de la centuria (A. Domínguez Ortiz, Socie- 
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La maraña de problemas jurídicos y los problemas sociales que po- 
dían acarrear medidas más drásticas, disuadieron sin duda a reformis- 
tas como Campomanes de llevar más al extremo su “política antise- 
ñorial”. Será preciso, por tanto, esperar hasta las Cortes de Cádiz y su 
famosa sesión de agosto de 1811 para que, desde el punto de vista le- 
gal y teórico, los señoríos quedaran disueltos. 


La administración y gobierno en el ámbito local correspondió a los 
cabildos municipales. Con éstos se redondeaba o completaba la gene- 
ral del reino. Ellos, además, compartían con las Cortes la representa- 
ción del mismo ante el rey. Según fuese de señorío o de realengo el 
territorio al que pertenecían, así variaba también su carácter, aunque, 
en la práctica, hubiese una coincidencia de comportamientos. De he- 
cho, tanto en unos como en otros la potestad dimanaba del propio 
rey, en tanto que fuente y origen de todo poder, si bien luego la de- 
fensa de la misma se concretaba en la figura de los corregidores o de 
los señores según los casos. En ambos, quienes actuaban en el cabildo 
eran fundamentalmente los regidores y los jurados, a través de las 
reuniones y diputaciones del mismo. Junto a ellos trabajaban en los 
aspectos técnicos y burocráticos una pléyade de hombres de leyes, es- 
cribanos, contadores, mayordomos y porteros, situándose estos últi- 
mos al final de la escala. Las reuniones de cabildo, variables en su nú- 
mero, que normalmente recogen las actas, venían con frecuencia pre- 
paradas por el trabajo previo de comisiones y diputaciones, integra- 
das con mayor frecuencia por jurados que por regidores. 

Los municipios de las tres capitales de la antigua Corona de Ara- 
gón, para lograr una mayor operatividad, funcionarán con pequeños 
órganos ejecutivos formados por cinco o seis miembros, cuya deno- 
minación variaba según el lugar: en Barcelona se les llamaba conce- 
llers y, en Zaragoza y Valencia, jurados. Contaban a su vez con la 
ayuda de órganos consultivos: el Concell de Cent en Barcelona, el 
Consejo Municipal en Zaragoza, constituido por veinticuatro miem- 
bros, y el Consejo General en Valencia por 142. En todos ellos hay 
una amplia representación del patriciado urbano de la ciudad, así co- 
mo de la población activa de la misma en general. 
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Sin embargo, los caracteres que hemos visto referidos a los señores 
en los territorios de señorío, afectaron, como no podía ser menos, al 
funcionamiento de sus correspondientes municipios. Así, el ejercicio 
de la justicia, que corresponde al señor o a los alcaldes mayores desig- 
nados por él; la potestad legislativa, que él mismo ostenta o sanciona; 
la confirmación o nombramiento de los miembros del cabildo de for- 
ma directa o indirecta (a través de ternas), y la difusa frontera entre 
sus propiedades y las concejiles, mantenida con frecuencia, interesa- 
damente, por el propio señor. 


Los oficios del cabildo exigían el nombramiento real o del propio 
cabildo, según su categoría, en el caso de los municipios de realengo. 
Para llegar a ellos se podían utilizar varias vías: la compra, la elección, 
la herencia, la donación y la permuta. El carácter perpetuo de la ma- 
yoría de los cargos y, en consecuencia, las posibilidades de transmitir- 
los en herencia reforzaban el carácter oligárquico y endogámico de la 
mayoría de los ayuntamientos. A veces, frente a lo que suele creerse, 
la generalización de la venta de oficios municipales por los apuros 
económicos de la Corona, abrió el cabildo a nuevas familias, aunque 
también sirvió para ampliación y reforzamiento de la presencia de las 
viejas. 

La práctica de la venta de los cargos y oficios, al igual que la de vi- 
llas y lugares, comienza en general en tiempos de Carlos I, consoli- 
dándose y alcanzando su apogeo a la vez en los de Felipe 11. Como 
no podía ser menos, la administración local será la más afectada por 
ella. Sólo en los primeros meses del año 1557 se vendieron 123 regi- 
durías y doce juradurías. Las ventas de cargos municipales —creados 
muchas veces de forma específica para ello— continuaron en las dos 
centurias siguientes, devaluándose con ello su aprecio. En algunos pe- 
riodos, así entre 1523-1543 y 1623-1634, las ventas retrocedieron y, 
prácticamente, cesaron; pero los apremios permitían al cabo volver a 
las andadas, dejando al margen cualquier criterio racionalizador de 
otra índole. 


Los cabildos municipales contaban con sus propias rentas: los lla- 
mados bienes de Propios y Arbitrios, más los pósitos. Cada una de 
ellas exigía su propia administración y gestión, o lo que es igual, su 
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propia hacienda. Ésta, generalmente, corría a cargo de una comisión 
o diputación de regidores y, cuando se crearon las figuras de los Pro- 
curadores Síndicos Personeros y Diputados del Común en 1767, in- 
tervino junto a estos en las cuentas del cabildo. Dicha participación 
era lo que permitía a los regidores el acceso a una serie de rentas y, 
por lo tanto, lo que hacía atractiva la adquisición del cargo, por enci- 
ma de los escasos o nulos salarios percibidos, a los presuntos compra- 
dores. 


Los Propios estaban constituidos por bienes y derechos de propie- 
dad municipal, cuya cesión a particulares generaba al ayuntamiento 
unos ingresos. Covarrubias, en su Diccionario (1610), los define co- 
mo las rentas de las ciudades y villas y el común. Se trataba por lo ge- 
neral de tierras de labor y de pasto, inmuebles urbanos y derechos de 
diferente naturaleza (intereses de las casas o almacenes arrendados, 
rentas impositivas, etc.), dependiendo de las características del muni- 
cipio. Son, por tanto, posesión del municipio, que los tiene. 


Al frente de los Propios se hallaba un mayordomo. Sus rentas y de- 
rechos se arrendaban a veces a los mismos regidores del ayuntamiento 
o a sus “amigos”, tras complejas pujas y regateos de parte de los inte- 
resados en ellos, a cambio de ingresar una determinada cantidad en 
las arcas municipales. Por este medio, determinadas familias y sus 
clientes pudieron beneficiarse de las rentas municipales, convirtiendo 
al cabildo en cuestión en su patrimonio. 


Junto a los procedentes de Propios, los ayuntamientos poseían en 
los Arbitrios otra importante fuente de ingresos. ¿De qué bienes se 
trataba? Eran impuestos que la Corona les autorizaba a cobrar sobre 
productos, por lo general de primera necesidad, previa justificación 
por parte del ayuntamiento del destino del gasto y cuantía de los mis- 
mos. Esta operación se hacía mediante el método llamado de sisa, es 
decir, detrayendo una pequeña cantidad del producto objeto de com- 
pra/venta, o bien gravando la entrada de ciertos bienes de consumo 
en la ciudad, tales como la carne, el vino, el aceite y otros. Los ingre- 
sos por estos conceptos se destinaban básicamente a atender las car- 
gas fiscales que la Corona demandaba a la ciudad. De ahí que el pro- 
pio monarca fuese el primer interesado en conceder la autorización 
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para crear el arbitrio o aumentarlo en el caso de que ya existiese. El 
Diccionario de Autoridades (1726-1739) lo define como: 


“ el medio que se propone extraordinariamente, y no regular para 
conseguir algún fin: como los medios que se discurren para socorrer 
las necesidades del Príncipe, por lo general gravosos a los pueblos. Se 
dice, pues, en este caso, que se usa de él”. 


Por último, el pósito, regulado básicamente en 1584, servía al ca- 
bildo municipal para hacer frente con las rentas que generaba al pago 
de los préstamos adeudados. De esta forma, lo que fuera concebido 
como ayuda a labradores y panaderos en periodos de escasez, a fin de 
que no faltara el grano necesario para la sementera ni la harina para 
hacer el pan que abastecía a la localidad, y que ambos se obtuvieran a 
precios ajustados, se convirtió, tergiversando su fin originario, en re- 
curso para enjugar el déficit en otras partidas presupuestarias munici- 
pales (así, las derramas a la Corona), sin que su devolución estuviese 
siempre asegurada. De ahí la penosa situación por la que pasan mu- 
chos pósitos a medida que nos acercamos al siglo xviii. 


La presión fiscal de la monarquía, unida a la corrupción y la mala 
administración municipal, lograron que, con más frecuencia de la de- 
seada, los gastos superaran a los ingresos y, por tanto, que los ayunta- 
mientos hubieran de hipotecarse. A tal efecto, además del pósito, se 
demandaban de particulares e instituciones préstamos que recaían so- 
bre los bienes de Propios: es lo que se conoce con el nombre de cen- 
sos. El déficit era, pues, una constante en la vida de la mayor parte de 
los ayuntamientos españoles. 


La situación se agravaba todavía más por la pérdida de valor de las 
rentas, consecuencia de la inflación frecuente, así como por la dismi- 
nución de ingresos que la enajenación o privatización de tierras e in- 
muebles pertenecientes a los bienes de Propios, producía en las arcas 
municipales. A pesar de todo ello, los gobiernos de los ayuntamientos 
cumplieron funciones importantes. 


Entre ellas se encontraban: el cuidado de la ciudad, es decir, la lim- 
pieza y arreglo de las calles y mobiliario urbano; el pago de los sala- 
rios y premios a los miembros de la burocracia municipal y de las nu- 
merosas festividades que se celebraban en la localidad (fiestas patro- 
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nales, eventos políticos, fiestas religiosas en general, etc.). A estos gas- 
tos, que podemos considerar ordinarios, se unían otros derivados de 
acontecimientos de carácter extraordinario: reclutas de hombres a 
cargo del ayuntamiento a instancias de la Corona, nacimientos o de- 
funciones de miembros de la familia real, control de epidemias, etc. 


También se incluía todo lo concerniente al abastecimiento, princi- 
palmente de alimentos de primera necesidad, de cuya falta podían 
derivarse no escasos problemas (epidemias, hambres, motines, etc.) 
para los habitantes del municipio y de su tierra. De la misma forma, 
su potestad alcanzaba también la autorización de gremios y, a veces, 
la propia producción manufacturera. En las actividades de compra- 
venta era preciso vigilar las “posturas”, los precios, las medidas y pe- 
sos, para evitar fraudes. Colaboraban igualmente en el ejercicio de la 
justicia. A su cargo, o mejor, al de sus corregidores, alcaldes mayores 
y, a veces, también de los alcaldes ordinarios correspondían, como 
una emanación de la justicia regia, los casos que habían de juzgarse 
en primera instancia y, sólo excepcionalmente, los de segunda. De la 
misma manera que la vigilancia y mantenimiento del orden público 
era competencia de los alguaciles municipales. La cárcel, a cargo del 
presupuesto del ayuntamiento, cumplía a este efecto su papel de lu- 
gar de reclusión para el delincuente. 


Las catástrofes (epidemias de diversa índole, efectos fuertes de una 
climatología adversa, incendios devastadores, etc.), así como su pre- 
vención (vigilancia de entradas y puertos, cuarentenas, enterramien- 
tos masivos, desinfección, etc.) entraban a formar parte de las obliga- 
ciones que el cabildo y sus miembros debían atender con cargo a sus 
fondos de Propios o con arbitrios extraordinarios. Y lo mismo la de- 
fensa, cuando la población era atacada o en prevención de un posible 
ataque. En esta partida iba incorporada, tanto la recluta, manuten- 
ción y avituallamiento de las milicias urbanas, cuanto la conservación 
y reparación de las murallas y defensas en general. Sin duda, las loca- 
lidades fronterizas, próximas al frente y, en general, situadas en pun- 
tos estratégicos importantes (por ejemplo, los puertos) estaban obli- 
gadas a dedicar a este capítulo una partida mayor de sus fondos. Con 
frecuencia se añadían también las cargas correspondientes a la provi- 
sión de soldados para el Ejército real, cuando el monarca así lo reque- 
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ría. A efectos de responsabilidad en el tema, la figura del corregidor 
(o señor si era un cabildo de señorío) era clave. Mucho más liviana en 
comparación con la de defensa era la obligación del cabildo munici- 
pal de proveer las necesidades en orden a la enseñanza de las primeras 
letras. 


Mención aparte merece el protagonismo que los cabildos munici- 
pales tuvieron en la fiscalidad. En efecto, como indicábamos más 
arriba, a ellos correspondía el reparto y cobro de toda una serie de 
impuestos (servicios, millones, cientos, alcabalas, Única Contribu- 
ción, etc.), cuyo destinatario último no era el ayuntamiento, sino el 
erario público. De esta forma, éste se valía de una tupida red de mu- 
nicipios para recabar dichas rentas. Así, ahorraba funcionarios y utili- 
zaba un medio generalmente eficaz para el cobro de impuestos. 


A lo largo de la Época Moderna cambió, según vimos, la jurisdic- 
ción de un número importante de cabildos. Ello se dio en un doble 
sentido: municipios de jurisdicción real, es decir, de realengo que pa- 
saron a señorío al enajenarlos el monarca con vistas a aumentar los 
ingresos del erario; en menor medida, municipios que pasan desde el 
dominio señorial a realengo (Cádiz, Sanlúcar de Barrameda, etc.). El 
cambio no afectaba únicamente a la titularidad de la población, sino 
también a sus habitantes, que, sin dejar en ningún caso de ser súbdi- 
tos del rey, pasaban a serlo al mismo tiempo del señor, nuevo titular 
del lugar, que había adquirido dicha jurisdicción. De ahí se derivaron 
no pocos problemas que han dejado huella en los documentos. En el 
ámbito castellano, el Consejo de Castilla, así como las chancillerías y 
audiencias, defendieron, incluso tras la enajenación de los munici- 
pios, los derechos del rey. 


El ámbito municipal fue el escenario desde donde las oligarquías y 
patriciados urbanos ejercieron su poder a escala local, mediante el 
control de las actividades que se desarrollaban en su jurisdicción y la 
formación de clientelas en las que se apoyaban; pero también lo fue 
de la negociación y el regateo entre el cabildo, en tanto que represen- 
tante de los vecinos, y el poder central; por último, fue también mar- 
co de las tensiones sociales que tuvieron a dichos vecinos como pro- 
tagonistas, en momentos en que la corrupción, la presión fiscal, las 
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reclutas o la falta de alimentos se convertían en cargas difícilmente 
soportables. 


A lo largo de los siglos xvi y xvii concurren en los municipios tres 
procesos diferentes. El primero se refiere a la progresiva pérdida de 
autonomía de los mismos a causa de la creciente intervención estatal. 
Acompañándole, la patrimonialización de los oficios municipales y el 
consiguiente retroceso de la representatividad popular (de hecho, en 
la Baja Edad Media, se ha instituido ya el concejo cerrado en sustitu- 
ción del abierto). Por último, la asunción de múltiples competencias 
y funciones, a pesar de su pérdida de peso político. 


La institucionalización de la figura del corregidor en el cabildo 
municipal como representante del monarca supone un primer paso, 
importante, hacia la referida pérdida de autonomía. Se debe a Alfon- 
so XI la transformación, en 1348, del juez real en dicha figura, y a los 
Reyes Católicos su plena implantación y un importante ordenamien- 
to relativo al cargo. Hasta fecha tardía, en 1648, no tendrá lugar su 
adaptación a los nuevos tiempos. A la entrada del corregidor debe- 
mos agregar la pérdida de influencia política de los representantes de 
las ciudades a través de las Cortes, al favorecer el rey la desvincula- 
ción de esos de sus cabildos correspondientes a la hora de la toma de 
decisiones, así como por la reducción del número de convocatorias a 
Cortes. Resultado parecido, es decir, la pérdida de fuerza, se logrará 
con el apoyo de la Corona a la emancipación de pequeños munici- 
pios con respecto a otros mayores en los que venían integrándose, a 
través del llamado privilegio de villazgo. Otras medidas, esta vez de 
carácter económico, que más adelante estudiaremos, se adoptarán en 
el siglo xviii por parte de los Borbones, que a la postre apuntan en la 
misma dirección. 


La patrimonialización de los cargos y oficios concejiles sigue un 
proceso paralelo al descrito anteriormente. Ya nos hemos referido a la 
transformación del concejo abierto en cerrado, con su consiguiente 
proclividad a obstaculizar el acceso a los vecinos “libres”. Alfonso XI 
y luego sus sucesores se atribuirán la prerrogativa de nombrar a los 
miembros del cabildo, quedando la representación popular reducida, 
residualmente, al procurador general del Común, en tanto los jura- 
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dos, a quienes competía tradicionalmente dicha misión, dependerán, 
de la misma manera que los regidores, de la voluntad real. Ésta, a su 
vez, viene dictada, tanto por el deseo del monarca de premiar favores 
a determinadas personas, cuanto por necesidades económicas. De es- 
ta manera, tales cargos se pueden obtener mediante compra, aunque 
venga encubierta como merced real, del sujeto interesado, que puede, 
a su vez, legarlo a sus herederos u otros sujetos, o venderlo de nuevo. 
Por su parte, el rey se creaba un cuerpo de personas fieles, que, sobre 
todo, en tiempos convulsos de la transición de la Edad Media a la 
Moderna, constituiría una pieza clave para el afianzamiento del poder 
del Estado, y, más tarde, en tiempos más bonancibles, un importante 
pilar de presencia del mismo en los territorios fuera de la Corte; si 
bien, la gradual oligarquización de los cabildos municipales termina 
convirtiéndo a éstos en una fuerza dotada de cierta autonomía, con 
cierta capacidad de contestación del poder real. 


Por lo que se refiere a las numerosas funciones asumidas por los ca- 
bildos, producto, en parte, de la propia debilidad del Estado, ya nos 
hemos referido a ellas. Los recursos económicos que exigía su cumpli- 
miento permitieron a los compradores del cargo de regidor, con fre- 
cuencia, la prevaricación, ingresos añadidos a los Propios e influencia 
social. 


A lo largo del siglo xviii se introducen importantes reformas en los 
municipios. La primera, consecuencia de la Guerra de Sucesión y de 
los Decretos de Nueva Planta, consiste en la adaptación de los ayun- 
tamientos de la antigua Corona de Aragón al modelo castellano, aun- 
que los resultados no sean los de una asimilación completa. De esta 
forma, los corregidores entran a formar parte de los cabildos en las 
ciudades cabeza de partido, en representación del rey, sustituyendo 
con ello a los vegueres. Dan origen así a circunscripciones similares a 
las de Castilla (corregimientos) en lugar de las veguerías. Paralela- 
mente, los regidores sustituyen a losconcellers y paheres (en Mallorca 
mantuvieron el nombre de fjurados” hasta 1718). Su número queda- 
rá ajustado a veinticuatro en los casos de Zaragoza y Barcelona y 32 
para Valencia (veinticuatro también desde 1736). En las localidades 
más pequeñas el número de regidores será menor: entre seis y doce en 
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Aragón, dos y ocho en Cataluña, veinte en Palma, etc. El Concell pa- 
sa, como en Castilla, a denominarse ayuntamiento. 


No se trata sólo de un cambio de nombres, sino que afecta tam- 
bién a la independencia de los oficios. Dejando de lado el tradicional 
sistema de insaculación para la proveer los cargos municipales, los re- 
gidores son ahora nombrados por el rey (en las grandes ciudades) o la 
Audiencia, primero directamente, más tarde mediante sistema de ter- 
nas, excepción hecha de las cabeceras de corregimiento. Anuladas en 
un principio las ventas de estos oficios, en evitación de los abusos ya 
existentes en los municipios castellanos, la decisión fue revocada al 
cabo de algunas décadas, a final de los treinta y principios de los cua- 
renta, cuando las necesidades hacendísticas presionaron a favor de 
ello. Desde tales prácticas, la Corona podrá conformar los cabildos a 
su conveniencia. Para ello se vale también de la nobleza y de aquellos 
que, durante la Guerra de Sucesión, han demostrado su fidelidad a la 
causa borbónica. Según J. Torras, el 90 por ciento de los corregidores 
catalanes entre 1717 y 1808 fueron de origen militar. El protagonis- 
mo que tuviera el Consejo de Castilla, a través de la Cámara, queda- 
rá, pues, prácticamente anulado; será preciso esperar hasta mediados 
de la centuria para que haya un mayor protagonismo del cuerpo civil 
en este cargo. A partir de 1749, el corregidor elige a su vez al alcalde 
mayor, que aumenta su poder en el interior del cabildo. A él corres- 
ponde presidir, cuando el corregidor no está presente o no existe, las 
reuniones del cabildo. 


Fuera de las ciudades cabecera de partido es a los antiguos bayles 
aragoneses a quienes sigue correspondiendo las tareas de justicia que 
cumplen en aquellas los corregidores. Pero tales cargos son nombra- 
dos también por la Audiencia cada dos años. 


Tras esta importante reforma en territorios de la antigua Corona 
de Aragón, el Gobierno se propone la de los municipios castellanos. 
Para inciarla era necesario sanear las haciendas municipales, además 
de procurar su control. Ensenada regula, en 1745, los arbitrios muni- 
cipales, separando la administración de la intervención en ellos. De 
lo primero se ocuparía una Junta de Arbitrios, constituida a la sazón 
por el superintendente y dos regidores del cabildo en cuestión. En 
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cambio, la segunda correspondería al contador, que se sitúa en la ca- 
pital de la provincia. La medida se completa con otra de 1749 por la 
que se encarga al intendente que supervise los Propios. 


En tiempos de Carlos III se llevan a cabo las intervenciones más 
atrevidas. En 1760, el marqués de Esquilache añade al conocimiento 
de los arbitrios municipales el de los Propios. Para ello se crea en la 
Corte la Contaduría General de Propios y Arbitrios del reino, soste- 
nida con el dos por ciento de los ingresos procedentes de Propios y 
Arbitrios. A ella corresponde informar de los rendimientos anuales de 
estos bienes, la aplicación de sus excedentes a la reducción de los cen- 
sos que gravan, por lo general pesadamente, las haciendas municipa- 
les, así como la compra de fincas para dotar y reforzar con ello los 
Propios. El trabajo de la Contaduría en lo referente a la información, 
a través de los contadores y oficiales situados en las provincias, fue 
muy eficaz; de esta forma, la Corona pudo conocer la situación real 
de muchos municipios. “Todo ello proveyó al erario de un eficaz ins- 
trumento relativo a la recaudación de impuestos vinculados a los in- 
gresos municipales. Una Instrucción adjunta concedía también a los 
intendentes la potestad de conocer el estado de los ingresos munici- 
pales y ordenar las providencias necesarias, con vistas al cumplimien- 
to de los objetivos del rey. 

Con ser esta reforma importante, la más llamativa consistió sin du- 
da en la creación de las figuras del procurador síndico personero y de 
los diputados del Común y su introducción en el seno de los cabildos 
municipales, según Auto Acordado de 5 de mayo de 1766. Aquí, co- 
mo en el caso del Catastro de Ensenada, se realizaría previamente una 
experiencia piloto, que correspondió en esta ocasión a Palencia. 


Con anterioridad existían cargos destinados a llevar la voz y la de- 
fensa del Común a los ayuntamientos (jurados electos, personeros, 
síndicos procuradores, etc.), pero su función había quedado práctica- 
mente anulada con el paso del tiempo, según hemos visto, debido al 
control ejercido por las oligarquías municipales y a su asimilación a 
éstas. Ahora, aprovechando la importante crisis originada en casi toda 
España por los motines de Esquilache de 1766, se instituían las figu- 
ras de estos nuevos cargos no venales, responsables en última instan- 
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cia de contrarrestar la influencia de las citadas oligarquías. Su cometi- 
do se dirigía a la intervención en los abastos, foco de gran corrup- 
ción, y, en definitiva, a facilitar la libre concurrencia de los productos 
básicos. 


“La necesidad de desengañar a la plebe, para que no cayga en exce- 
sos tan sediciosos, fiada en indultos y perdones, que nada le aprove- 
chan =se dice en el preámbulo del Auto Acordado recordando los pa- 
sados motines—; declararon por nulas, e inválidas las Bajas hechas, o 
que se hicieren por los magistrados y ayuntamientos de los Pueblos 
compelidos por fuerza y violencia, por carecer de potestad para per- 
mitir, que los Abastos se vendan a menos precio, que el de su coste y 
costas (...)”. 


Y, más adelante se justifica la medida tomada: 


“A fin de evitar a los pueblos las vejaciones, que por mala adminis- 
tración o régimen de los concejales padezcan en los Abastos, y que 
todo el vecindario sepa como se manejan, y pueda discurrir en el mo- 
do más útil del surtimiento común, que siempre debe aspirar a favo- 
recer la libertad de comercio de los abastos, para facilitar la concu- 
rrencia de los vendedores, y a libertarles de imposiciones y arbitrios 
en la forma posible (...)”. 

El número de los diputados dependía del tamaño de la localidad 
donde se realizara la elección. Las que alcanzasen los 2.000 vecinos 
tendrían derecho a cuatro; las de menor número de habitantes a sólo 
dos. En cuanto al personero, únicamente se elegiría uno. Con la en- 
trada de estos representantes, la composición de los cabildos quedaba 
modificada. La renovación de ambos oficios se realizaba en principio 
cada fin de año y, más tarde, de forma parcial, cada dos. 


Lo novedoso era que dichos cargos eran escogidos por los vecinos 
seculares indirectamente, es decir, a través de electores sin distinción 
de estamento ni grupo social, distribuidos por barrios o parroquias. 
Cualquier vecino podía ser candidato, excepción hecha de los ecle- 
siásticos, los deudores del erario municipal, quienes tuvieran cargo u 
oficio en el ayuntamiento, estuvieran emparentados con sus titulares, 
o lo hubiesen ocupado como máximo dos o más años antes. Poco 
después se ampliarán las incompatibilidades. Una vez elegido para el 
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cargo, el representante del Común entraría en el ayuntamiento, to- 
mando asiento junto a los regidores perpetuos e interviniendo, con 
voz —a veces también con voto— en los temas de su incumbencia. 


Los decretos e instrucciones del Consejo de Castilla que regulaban 
las elecciones estaban llenos de lagunas que los respectivos cabildos 
hubieron de interpretar a su manera. Algunas quedaron subsanadas 
en todo o en parte al hilo de los acontecimientos, dando lugar a recti- 
ficaciones, a veces sobre la marcha, cuando no a una cierta confusión. 
Pero el Consejo, que recibió a la sazón un importante número de 
consultas, estaba dispuesto a sacar la reforma adelante, así como a 
apoyar las iniciativas tomadas por los representantes del Común. 


En la práctica cotidiana los hechos siguieron una línea zigzaguean- 

te, contrastando frecuentemente con el espíritu de la ley. En la mayo- 
ría de los casos estudiados hubo manipulaciones en los comicios, así 
como grandes reticencias a presentarse como candidato: unos por 
considerar que su condición social no les permitía rebajarse al punto 
de ser elegidos por quienes no eran de su mismo o superior nivel; 
otros por entender que un plebeyo, a pesar de haber sido elegido, no 
podía codearse con un regidor noble. La participación fue general- 
mente reducida, por desinterés, falta de costumbre y/o temor. Eso sí, 
quienes accedieron al puesto (no pocos de origen plebeyo) lograron 
por lo general, al cabo, ampliar sus prerrogativas, llevándolas hacia 
otros temas diferentes de los abastos, cuando no llegaron hasta inter- 
venir directamente en las diputaciones y comisiones anuales forma- 
das por miembros del cabildo, que era donde realmente se controlaba 
la economía municipal. 
Los regidores perpetuos, por su parte, miraron con reticencia, cuando 
no animadversión, a quienes aparecían a sus ojos como osados com- 
petidores. No pocos pleitos al respecto hubieron de resolverse en las 
audiencias y chancillerías o en el seno del propio Consejo de Castilla. 
Con el paso del tiempo, los “advenedizos” consiguieron asimilar su 
puesto al de los regidores perpetuos, mediante establecimiento de la- 
zos con ellos en unos casos, o la creación de un nuevo grupo de po- 
der en el seno del mismo ayuntamiento en otros. 


100 


En todo caso, la reforma no se puede tildar de fracaso, sino, más 
bien, de logro limitado. Los representantes del Común mantuvieron 
su presencia en los ayuntamientos hasta el término de la Época Mo- 
derna, animaron durante casi todo ese tiempo el debate y la discusión 
en el seno de unos cabildos con frecuencia anquilosados, participaron 
a través de las juntas respectivas en el control de las haciendas muni- 
cipales y de sus rentas, y promovieron iniciativas beneficiosas a favor 
del Común en diferentes ámbitos. Pero la atonía de los cabildos no 
desapareció a medio plazo. 


Preparado por la legislación, el control del Estado sobre las hacien- 
das municipales no se redujo a los bienes de Propios y Arbitrios, sino 
a permitir asimismo un aumento de la presión fiscal cuando los acon- 
tecimientos lo exigieran. Los años finales del siglo xviii fueron espe- 
cialmente duros. En 1779 y 1792-1800, la Corona se incautó de los 
ingresos extra de los Propios para hacer frente a los gastos de la gue- 
rra. En el año de 1794, de la misma manera, se impone una tasa del 
diez por ciento sobre las tierras de Propios de los ayuntamientos, y ya 
en plena vorágine de la guerra contra la Gran Bretaña (1806), se verá 
obligada a recabar y forzar un préstamo por valor de 24 millones de 
reales sobre la propiedad municipal. 

Menos éxito tendrán en cambio los esfuerzos de la Corona por re- 
cuperar los oficios largo tiempo enajenados, entre ellos muchas regi- 
durías. La falta de numerario para las indemnizaciones obliga a dete- 
ner este proceso en 1799, exigiendo en compensación a los ostenta- 
dores de los cargos y oficios un tercio aproximado del valor a que fue- 
ron tasados en el momento de su venta. Por tanto, la reforma a fondo 
de los municipios, quedará postergada hasta la época liberal. 
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Capítulo quinto 
Tensiones y conflictos políticos en el seno de la 
Monarquía Hispánica 


La organización de la monarquía, en la manera que fuera plantea- 
da por los Reyes Católicos, perduró y funcionó aceptablemente hasta 
la llegada al trono de los Borbones en el siglo xviii. Ya hemos dicho 
antes que tal forma de concebir el Estado y las relaciones entre el rey 
y sus reinos obedecía en términos generales al esquema medieval de 
pluralidad de poderes, donde el ejercido por el monarca, uno más en- 
tre ellos, si bien de creciente importancia, se ve limitado en la prácti- 
ca por estamentos poderosos (nobleza, clero), así como por fueros, 
exenciones, usos, costumbres y privilegios de diferente índole, corres- 
pondientes a cada uno de los territorios incorporados a la monarquía. 
Y esto no sólo es válido con respecto a los que se sitúan fuera de la 
Península, sino también para los que radican en ella. Se constatan, 
eso sí, los esfuerzos de los Habsburgos españoles, en grado diverso se- 
gún el rey correspondiente, por reducir en su favor tales particularis- 
mos. Pero tampoco es menos cierto que los avances en este campo, 
cuando los hubo, se vieron constreñidos por limitaciones estructura- 
les, propias de la constitución de la monarquía. En todo caso, la rela- 
ción habitual entre lo que podemos denominar el poder central y los 
poderes representados por los estamentos y los reinos no fue tanto de 
confrontación, cuanto de transacción y de pacto. Esa, sin embargo, 
existió, a veces con graves consecuencias. 


Los Reyes Católicos habían establecido una fórmula, que sin me- 
noscabar la autoridad directa de cada uno de los cónyuges sobre sus 
territorios de origen, y permitiendo a la vez la autonomía de los dife- 
rentes territorios, procuraba su articulación en un gobierno común y 
en una soberanía compartida, conscientemente buscada por ambos. 

Para hacerla efectiva, era preciso poner coto a la nobleza, dividida 
en banderías, que, en tiempos de los Trastámara, habían conseguido 
tener una notable influencia sobre las decisiones de la Corona. Me- 
diante una mezcla de mano dura combinada con acuerdos, los Reyes 
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Católicos lograron finalmente pacificar sus reinos, si bien los nobles 
no renunciaban del todo a obtener de nuevo el protagonismo que 
pensaban les correspondía. El momento llegó con la crisis política 
que se produjo a la muerte de Isabel en 1504 y que se prolongó hasta 
la derrota del movimiento comunero en 1521. 


Aconsejada por las Cortes, la reina había previsto que, cuando lle- 
gase ese momento, se ocupara su esposo del gobierno de Castilla en 
ausencia de su hija Juana; mas como ésta diese ya muestras de desave- 
nencias matrimoniales y de un estado mental incierto, la misma pre- 
caución de Isabel contemplaba el derecho de Fernando a continuar 
en el puesto en el caso de que Juana no pudiera entender en la gober- 
nación de los reinos, es decir, de sus propios estados. Pero cuando su 
esposo quiso hacer uso de esta prerrogativa, se encontró enfrentado a 
su yerno Felipe y a un sector importante de la nobleza castellana, que 
vio en el acercamiento al nuevo rey la posibilidad de recuperar su pa- 
pel de árbitro del poder. Será entonces cuando Fernando decida, me- 
diante un acuerdo con el rey de Francia, el enemigo tradicional de 
Aragón, su matrimonio con Germana de Foix, sobrina de ése. Pero 
Felipe el Hermoso apenas sí pudo reinar unos meses, al fallecer en 
1504, el mismo año que Isabel. Y en cuanto a la descendencia de Fer- 
nando con su nueva esposa, el hijo de ambos falleció enseguida. De 
esta forma quedaba a salvo la unión de las dos Coronas. 


La tarea de concordia, sin embargo, no fue fácil. Era preciso llegar 
a una negociación entre los partidarios de Fernando y quienes esta- 
ban dispuestos a revisar la decisión de Isabel. De esta forma, y a la 
vista de la precaria situación personal de Juana, la reina viuda, se con- 
vino entregar la regencia de los reinos al cardenal Cisneros, arzobispo 
de Toledo, hasta que no se hiciese cargo de la misma Fernando, a la 
sazón ausente de la Península en su Reino de Nápoles. A su regreso, 
el monarca logró acuerdos con los nobles que apoyaron a su yerno (y 
luego a Carlos, hijo de éste) e impuso a otros (así al marqués de Prie- 
go) su autoridad, recordando a todos ellos cuál debía ser su papel. Su 
gobierno en Castilla continuaría hasta que su nieto Carlos no alcan- 
zase la mayoría de edad. Así lo habían aceptado las Cortes en 1510. 
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Unos años después, en 1516, moría Fernando, quedando la regen- 
cia de nuevo en manos de Cisneros, en tanto no se hiciese cargo de la 
gobernación de los reinos el príncipe Carlos de Gante (en Aragón co- 
rrespondería mientras a Alonso, hijo natural del rey), ya que el infan- 
te Fernando, su hermano y preferido de El Católico, quedaba descar- 
tado, a pesar de contar con un número importante de partidarios. 
Precisamente por esto, se precipitó la proclamación de Carlos como 
rey de España en la catedral de Santa Gúdula de Bruselas en 1516, a 
pesar de que la situación en Castilla estaba lejos de pacificarse por los 
enfrentamientos entre partidos y las injerencias flamencas en la polí- 
tica interior de la monarquía. El cardenal hubo de apoyarse durante 
algún tiempo en una especie de milicia, la “gente de ordenanza”, para 
mantener el orden. Aislado políticamente, moría en Roa en 1517, 
antes de haber podido hacer entrega personalmente del reino a Car- 
los, quien ese mismo año había desembarcado en España para hacer- 
se cargo del mismo. Su madre, Juana, todavía viva, aunque considera- 
da incapaz del gobierno, seguía siendo reconocida como reina. 


La unidad de la monarquía, así pues, había logrado salvarse, a pe- 
sar de las convulsiones acaecidas. La llegada de Carlos, un rey extran- 
jero, al trono, y su posterior coronación como emperador, suponen 
no sólo un cambio en el grupo dirigente de la monarquía, sino tam- 
bién la participación de esta última en inesperados compromisos po- 
líticos, imprevistos en el momento de la unión. De ambos hechos y 
de la propia circunstancia socioeconómica surge un malestar profun- 
do que se expresa en la guerra de las Comunidades de Castilla (1520- 
1521), 

La historiografía española ha estudiado a fondo este fenómeno. 
Gracias a ello conocemos las diferentes facetas que presenta. Una de 
las más importantes es, sin lugar a dudas, la política. Desde ella anali- 
zamos aquí su sentido. Las reuniones de las Cortes en Valladolid y 
Zaragoza de los años 1517 y 1518 mostraron bien a las claras, de for- 
ma temprana, las prevenciones con que era recibido el nuevo rey. La 
reacción de los procuradores iba dirigida primeramente contra los ex- 
tranjeros que lo acompañaban y ayudaban, o que podían venir a ocu- 
par cargos en Castilla. Se temía también por las leyes, fueros y orde- 
namientos de los reinos, en particular los privilegios, usos y costum- 
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bres de los que iban a quedar bajo su cetro, aunque la tradición here- 
dada por el monarca no fuese contraria a ellos. Por último, un pro- 
blema de legalidad, aunque su sentido fuese más profundo: ¿se podía 
jurar, y si hubiera lugar, alzar a Carlos como rey estando viva su ma- 
dre? 

A la postre, ambas reuniones se deciden por una línea intermedia: 
se jura a Carlos, todavía soltero, y a su madre como correinantes; 
mas, al mismo tiempo, se pide que sean respetados los derechos refe- 
ridos. Pero los cuadernos de peticiones de las Cortes contienen, ade- 
más, otros aspectos: la concesión de donativos para la guerra contra el 
infiel, el deseo de que el rey aprenda pronto el castellano, el estableci- 
miento de un consejo asesor del Justicia aragonés, etc. Por su parte, 
las Cortes celebradas poco después (1519) en Barcelona, que presidi- 
rá el regente Alfonso, aprueban su propio donativo a favor de Carlos, 
así como la extensión a Cataluña, el Rosellón y la Cerdaña del privi- 
legio de exención del cuatro por ciento, ya existente en el Reino de 


Nápoles. 


A pesar de las buenas palabras, el ambiente, ya previamente caldea- 
do, comienza a agitarse en el reino. La chispa no será otra que la deci- 
sión de Carlos de recabar ayuda económica de las Cortes, después de 
haber abandonado precipitadamente las de Barcelona, y de no cele- 
brarse las de Valencia, para hacerse coronar emperador, tras la muerte 
de su titular Maximiano de Austria y de haber obtenido ese título en 
disputa con Francisco 1 de Francia. Con el dinero que se le otorgase 
podría pagar no sólo el viaje, sino también los créditos que los ban- 
queros le habían ofrecido para sufragar los gastos. Mas ello implicaba 
también el tener que ausentarse, a poco de haber llegado a España. 
La noticia sentó muy mal en Castilla, cuyo territorio prácticamente 
aún no había visitado. 


La reunión de las Cortes castellanas se celebraría en Santiago de 
Compostela, ciudad periférica y que no tenía derecho de voto, en 
1520. Desde La Coruña, Carlos partiría al término con rumbo a Ale- 
mania. Pero las cosas no le fueron fáciles. Entre los procuradores exis- 
tía Oposición a sus pretensiones de que se aprobara una nueva carga 
impositiva. Finalmente, la suerte se decidió a favor de ello, pero for- 


105 


zando mucho las cosas y sobornando a algunos procuradores. Tras la 
disolución de las Cortes, las ciudades de Castilla —donde a la sazón se 
habían establecido alianzas entre los cabildos municipal y eclesiásti- 
co— estaban muy alteradas. Carlos había salido de España, dejando 
como regente a un extranjero, el cardenal Adriano de Utrecht, que ya 
sirviera como embajador en los tiempos inmediatos a su llegada a la 
Península, lo que no contribuía ciertamente a apaciguar los ánimos. 
Tampoco lo hacía la evolución de precios de los productos básicos, 
sometidos a fuertes oscilaciones por esos años, que culminaron en el 
alza de 1521. La mecha se encendió, extendiéndose el fuego como un 
reguero de pólvora por las ciudades castellanas. 


Toledo y Segovia tomaron la iniciativa, encabezadas por Juan Padi- 
lla y Juan Bravo respectivamente. Ambas enviaron a Carlos diversos 
memoriales informándole del malestar de sus ciudades y de sus peti- 
ciones, no muy diferentes de las expresadas con anterioridad en las 
Cortes. Sin embargo, el rey no estaba en condiciones de atenderlas, y 
ello encrespó todavía más los ánimos. Otras localidades se sumaron a 
la protesta: Madrid, Medina del Campo, Valladolid, Salamanca, etc. 


La mayoría pujantes ciudades de la llamada Castilla la Vieja. 


Un hecho sin duda importante para nuestro propósito es la crea- 
ción de la Junta Santa en Ávila el 29 de julio de 1520, a iniciativa de 
Toledo. Concentró a quince ciudades decididas a hacer frente, con 
Padilla a la cabeza, a las tropas realistas. Sus demandas aparecen refle- 
jadas en un manifiesto, donde se pide, entre otras cosas, el regreso a 
la situación fiscal de 1494, año en que se había llevado a cabo enca- 
bezamiento, así como el mantenimiento perpetuo de ella; la revoca- 
ción del servicio concedido en Santiago y la conservación de los usos 
propios de cada cabildo municipal en lo que respecta a nombramien- 
to de sus procuradores. Estos se elegirían y nombrarían en el ayunta- 
miento, entre los miembros de sus correspondientes estados (nobleza 
y comunidad) con cargo a los Propios, a excepción de los represen- 
tantes de la Iglesia que lo serían a cuenta del cabildo eclesiástico. Los 
reyes no debían inmiscuirse en estas elecciones y, en las sesiones de 
Cortes, se dejaría a los procuradores que pudiesen actuar con libertad 
y sin ser coaccionados. 
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La estrategia de los leales al emperador pasaba por impedir que la 
nobleza se sumase a la revuelta. Para ello, Carlos nombró corregentes 
a dos aristócratas de prosapia, Enríquez, almirante y condestable de 
Castilla, e Iñigo de Velasco, comprometiéndose, como se le había pe- 
dido, a nombrar españoles para los cargos, lo que podría suponer a 
los nobles un regreso a puestos de influencia, de los que habían que- 
dado apartados en los reinados anteriores. Finalmente se consiguió lo 
pretendido por el rey. 


En zonas donde la nobleza era poderosa, como Andalucía, se puso 
a las órdenes del emperador (Liga de La Rambla). Y lo mismo pasó 
en algunas zonas de la propia Corona de Castilla, como el viejo 
Reino de Galicia, donde la nobleza, con la colaboración del clero y 
de las escasas ciudades realengas, se unieron en contra de los comune- 
ros. En Extremadura y Asturias la unión se realizó entre nobles y fun- 
cionarios reales. Tan sólo Cáceres se mostró débilmente comunera y 
Plasencia dio su apoyo a los rebeldes, pero de una forma ambigua. En 
el País Vasco, Vizcaya se mantuvo tranquila y Guipúzcoa, entretenida 
con su propio conflicto interno, también; mientras que Álava, arras- 
trada por Pedro de Ayala, conde de Salvatierra, participó en el movi- 
miento. De la misma forma que Murcia, con el marqués de los Vélez 
a la cabeza. Otro noble, Pedro Girón actuó en un sentido parecido, 
pero, en esta ocasión, prácticamente a título personal. En resumidas 
cuentas, la nobleza en general se aprestó a ayudar con sus fuerzas a la 
causa realista. 


El movimiento, pues, había fracasado en su intento de atraerse a la 
nobleza. Por otro lado, algunas ciudades castellanas importantes, co- 
mo Burgos, tampoco se sumaron a él, y otras (Soria, Cuenca, Guada- 
lajara, Úbeda, etc.) mantuvieron más bien una actitud tibia. Las me- 
didas tomadas por el rey, así como la derogación del servicio, dividie- 
ron a los comuneros. 


Estos obtuvieron al principio algunas victorias resonantes en Tor- 
desillas, a donde se trasladó a la sazón la Junta Santa, y Torrelobatón. 
En la primera visitaron a la reina Juana, encerrada en un convento- 
palacio desde que fuese declarada inhábil para el gobierno. Le pidie- 
ron que encabezase la revuelta contra su hijo, pero se negó. Después, 
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la guerra cambió de signo. En 1520, Medina del Campo fue incen- 
diada por los realistas, al haberse negado los sublevados a entregarles 
la artillería. Y ese mismo año, Tordesillas era recuperada por los parti- 
darios del emperador, puesta la Reina bajo su custodia y la Junta 
obligada a trasladarse, tras haber hecho presos a varios miembros de 
ella. Al final surgió la división entre los comuneros y vino la derrota 
en la batalla de Villalar del año 1521. Toledo fue la última ciudad en 
rendirse. Los principales cabecillas de la revuelta fueron ajusticiados. 


Los hechos son como son, pero el significado de las Comunidades 
es objeto de diferentes interpretaciones. Hubo en ellas, sin duda, un 
fuerte componente social. La ruptura con el movimiento, consumada 
por la nobleza tras la caída de Tordesillas, tuvo que ver con el compo- 
nente antiseñorial que tomó el mismo y las medidas adoptadas por la 
Corona, ya referidas, para asociársela (J.I. Gutiérrez Nieto). A pesar 
de su carácter urbano, las comunidades requerían el apoyo del medio 
rural para obtener hombres, dinero y peso político. A cambio, los 
campesinos vislumbraban la posibilidad de conseguir lo que los seño- 
res les negaban y se enaltecían con los aires de libertad que los comu- 
neros les traían. Sin embargo, esta participación, limitada y reprimida 
por los señores, no alteró el carácter esencialmente urbano del movi- 
miento. 

El sector medio ciudadano, en unión de los grupos populares, 
constituyó el núcleo articulador de las Comunidades, particularmen- 
te la burguesía manufacturera de dos ciudades clave del movimiento: 
Toledo y Segovia. Los estrechos lazos de Burgos con Flandes alrede- 
dor del negocio de la lana, parecen ser la causa de que esta importan- 
te urbe castellana no se incorporase al movimiento (Joseph Pérez). 
Algunos eclesiásticos señalados colaboraron también de manera acti- 
va. El caso más llamativo es el del obispo de Zamora, Antonio de 
Acuña. También intervinieron miembros de la baja nobleza urbana 
con el apoyo de algunos eclesiásticos no tan cualificados. Sin embar- 
go, y a pesar de los componentes antiseñoriales aludidos, las Comu- 
nidades no tuvieron ni una dirección común ni un proyecto social 
claro. 
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Muy importante fue en ellas el elemento político. Las peticiones 
de la Junta Santa de Ávila así lo ponen de manifiesto. No se trataba 
solamente de parar los excesos de la fiscalidad. Los comuneros pro- 
pugnaban también una monarquía fuerte de carácter nacional, apo- 
yada en una base burguesa. En el fondo no querían verse obligados a 
tener que mantener a su costa la pesada carga de un Estado “suprana- 
cional”, tal como se manifestaba en la Monarquía Hispánica bajo el 
cetro del emperador Carlos. Sin embargo, los comuneros no aboga- 
ban por un sistema alternativo a ésta, similar al de las pequeñas repú- 
blicas europeas, aunque el análisis de la expresión “comunidad” pue- 
da relacionarse con un modelo parecido al de ellas (Gutiérrez Nieto). 
Por el contrario, se identificaba más bien con el de una Castilla tradi- 
cional idealizada. 


Los efectos del movimiento se sintieron a largo plazo. Un poder, 
una fuerza, la de las pujantes ciudades de Castilla y su burguesía, 
quedaron seriamente tocados y amortiguados tras la derrota de las 
Comunidades. Si bien la Corona tomó nota de la experiencia y acep- 
tó corregir algunas de las causas que habían dado origen a la revuelta, 
salió en general reforzada de su victoria. Otro tanto sucedería con la 
alta nobleza, en cuanto que había abrazado finalmente la causa del 
emperador. 


¿En qué medida, pues, la correlación de fuerzas resultante de la 
guerra reforzó el modelo de Estado imperial o supranacional repre- 
sentado por Carlos, desde entonces preponderante, en detrimento de 
otro nacional, es decir, más comprometido con la defensa de los inte- 
reses hispanos más perentorios? De la misma manera cabe también 
preguntarse si la derrota comunera implicó de cara al futuro la impo- 
sibilidad de un Estado más descentralizado y, por lo tanto, de poder 
compartido. ¿Salió reforzado el binomio Corona-nobleza a costa del 
binomio Coronaburguesía y, por lo tanto, el modelo de sociedad aris- 
tocrática sobre el burgués? Estas preguntas, formuladas por los histo- 
riadores a lo largo del tiempo, quizás vayan mucho más allá de las 
pretensiones de los protagonistas de los eventos. Así ocurre, por 
ejemplo, cuando se pretende trasplantar principios propios del cons- 
titucionalismo decimonónico a las Comunidades. Sin embargo, aun- 
que la derrota de los comuneros no supuso la muerte de las Cortes de 
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Castilla como se ha dicho con frecuencia, si que debió de limitar sus 
posibilidades, es decir, su capacidad de contrarrestar las prioridades 
internacionales de la Corona, cuyo peso descargaba mayormente so- 


7 po . 


Francisco Pradilla y Ortiz, Doña Juana la Loca, Madrid, Museo del 
Prado 


tras el descubrimiento de América y la inserción de España en el 
Imperio a través de la persona del emperador Carlos, resulta difícil de 
concebir que la política internacional no figurase entre las prioridades 
fundamentales de la monarquía. De hecho, aún sin los compromisos 
europeos, quedaba América, objeto de rivalidades entre España y las 
potencias enemigas. En todo caso, hubiera sido necesario buscar otro 
monarca sustitutorio; tal vez el infante Fernando, hermano del rey y 
nacido en España, preferido sobre el Emperador por un sector influ- 
yente de Castilla o, incluso, Juana, en quien los comuneros habían 
puesto los ojos, si su salud mental lo hubiera permitido. Eso sí, el es- 
píritu estamental, partidario de limitar las intenciones autoritarias del 
monarca, existía en las Comunidades, y a él pretendieron responder 
los rebeldes al reforzar el protagonismo de las Cortes. En cualquier 
caso, la visión de lo nacional manifestada por los comuneros se refiere 
a Castilla y tiene mucho más que ver con sus propios intereses que 
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con los del conjunto del reino; es, en este sentido, insistimos, un 
punto de vista estamental, compartido por cada uno de los tres bra- 
zos u Órdenes. En este sentido deben entenderse también las manifes- 
taciones de las comunidades de poner límites a las prerrogativas de 
los grandes y señores en general, en el disfrute de algunos cargos y 
posesiones (Hacienda, patrimonio real, fortalezas). 


Entre los muchos textos elaborados por la Junta comunera de Tor- 
desillas, el Proyecto de Ley Perpetua, que, en 1520, enviaron al em- 
perador, recoge de manera bastante clara su modelo de Estado. Sus 
propuestas se presentan como un reforzamiento de las leyes del reino, 
acomodándolas a las peticiones que se habían ido manifestando a tra- 
vés de las Cortes, que ahora se desea convertir en ley perpetua. Aun- 
que se recabe, por tanto, la autoridad real —cuya potestad legislativa 
se acepta— para que las sancione, se trata en puridad de medidas que 
los comuneros quieren imponer al rey y cuya defensa, una vez con- 
vertidas en norma, se comprometen a asegurar. Se reconoce el “pode- 
río absoluto” del monarca, pero se aboga en el fondo por el pacto. 
Así, los capítulos de la Junta deben ser aprobarlos por el rey por vía 
de contrato. Sin embargo, esta posición, así como la fórmula que la 
avala, poseen una fuerte raigambre medieval y remiten al carácter 
subsidiario del Estado y al reconocimiento de otros poderes diferen- 
tes al de éste propio de esa época. 


Se trata, pues, de una concepción de la monarquía, es decir, una 
monarquía estamental. 


“limitada por el escrupuloso cumplimiento del Derecho, por las 
prerrogativas y privilegios de los grupos sociales y por la participación 
de los estamentos en el gobierno del reino”. 


(González Alonso, Las comunidades de Castilla, pp. 23-26). 


Las comunidades aceptan la posibilidad de que las Cortes puedan 
reunirse al margen del monarca y en un periodo señalado de antema- 
no (cada tres años). Del texto de la Junta se deduce la consideración 
del estado llano como el más genuino de las Cortes y, en consecuen- 
cia, el que ha de llevar la voz cantante en ellas. En evitación de pre- 
siones y para que los representantes del mismo puedan ejercer su fun- 
ción con eficacia, se desarrollan varios capítulos dedicados a los pro- 
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curadores, cuya existencia se vincula estrechamente con la ciudad y, 
en particular, con su cabildo. El papel de las Cortes se centra en la la- 
bor tutelar (proveer al servicio de la Corona y al bien del reino) y de 
control (cumplimiento de las propuestas de la Junta); su papel en el 
ordenamiento político de la monarquía es, pues, fundamental. Sin 
embargo, no se especifican mecanismos que hagan posible la inter- 
vención de los procuradores en los asuntos del gobierno diario, ni 
que aseguren la ejecución de los acuerdos tomados en ellas. Detrás de 
las peticiones de los comuneros —expresa González Alonso-—: 


“no se esconde el alumbramiento de concepciones políticas nuevas, 
sino el conjunto de aspiraciones y frustraciones seculares que esmal- 
taron la historia del tercer estado en la baja Edad Media”. 


Se trata de recabar del rey: 


“el derecho a participar en las decisiones, a contribuir en la forma- 
ción de la voluntad que dirige el gobierno y crea las leyes. De neutra- 
lizar la propensión al absolutismo y de asentar una monarquía en la 
que el príncipe esté a legibus alligatus” 

(González Alonso, ibídem, pp. 33-34). 


La derrota de las Comunidades no ocurrió, pues, sin importantes 
consecuencias políticas para las relaciones de Castilla con su rey y pa- 
ra la monarquía en su conjunto. 

Cuando el movimiento comunero se había apagado, aún se hallaban 
las espadas en alto en el Levante peninsular con motivo de la revuelta 
de las germanías. Partícipes del mismo clima de crisis que preside los 
primeros años del reinado de Carlos Í, su naturaleza es, sin embargo, 
muy diferente de las Comunidades. La iniciativa la llevaron los me- 
nestrales agrupados en gremios, que, en 1519, habían obtenido auto- 
rización real para constituir una junta de trece síndicos con derecho a 
portar armas y organizarse en milicias. Con ellas se pretendía, aparen- 
temente, la defensa de la costa frente a la permanente amenaza berbe- 
risca. No obstante, dicho cuerpo servía también para aumentar el po- 
der de los gremios en el cabildo municipal; de hecho, habían logrado 
introducir en él a dos de sus miembros en calidad de jurados. La no- 
bleza, celosa por las prerrogativas alcanzadas por los menestrales y su 
influencia, adoptó ante el hecho una actitud de oposición. Uno de 
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sus más conspicuos miembros, Diego Hurtado de Mendoza, conde 
de Melito, elevado por Carlos a la categoría de virrey del Reino de 
Valencia, se puso al frente de la misma. El choque no tardaría mucho 
en producirse. 

Entre 1520 y 1521, el movimiento agermanado se fue radicalizando. 
Su avance en el control del cabildo a través de la introducción en él 
de nuevos miembros a costa de la representación nobiliaria, así como 
las decisiones que tomaron acerca de la deuda municipal, terminó 
desatando las iras de los afectados, entre ellos la propia ciudad y la 
propia Generalidad. También se enfrentaron a los moriscos, estrecha- 
mente vinculados a sus señores nobles que les protegían, a quienes 
fustigaron asaltando sus casas y obligándoles al bautismo. Opuestos 
también al virrey, fueron perdiendo el respaldo que les había venido 
prestando la Corona. Ante tal cúmulo de enemigos, los agermanados 
intentaron compensar, sumando fuerzas de simpatizantes procedentes 
del interior del reino, pero terminaron fracasando tras las derrotas 
militares del verano de 1521. Finalmente, en Valencia, se recondujo 
la situación, la nobleza recuperó su poder y, tras la entrada en la ciu- 
dad del virrey, el cabecilla de la revuelta Vicente Peris fue apresado y 
ajusticiado, poniéndose así fin al movimiento. 

Desde Valencia, se había trasladado a las Islas. En 1521, el virrey fue 
expulsado de Mallorca por los agermanados y se refugió en Ibiza. Es- 
tos, a imitación de lo ocurrido en tierra firme, crearon una junta de 
trece miembros que asumió el gobierno de la isla y suspendió el pago 
de la deuda municipal en la capital. Las medidas paralelas tomadas de 
redistribución de las cargas fiscales suscitaron en un primer momento 
las simpatías de amplios sectores sociales hacia el movimiento, que, 
después de las tensiones surgidas para llevarlas a cabo, se tornaron en 
una ampliación del número de opositores al mismo. Así, en 1522, los 
agermanados fracasaron en su intento de ocupar Ibiza y, al año si- 
guiente, perdieron la ciudad de Mallorca, que fue reconquistada por 
las tropas leales al emperador. La represión final fue muy dura, espe- 
cialmente en la isla de Mallorca, pagando con la vida un buen núme- 
ro de cabecillas. 

Las germanías no tuvieron la misma trascendencia política que las co- 
munidades. Aunque también hubiese elementos políticos en ellas, es- 
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tos apenas rebasaron el ámbito regional en que se desarrollaron los 
acontecimientos (zonas realengas de la franja litoral situada aproxi- 
madamente entre Castellón y Orihuela, además de las islas). Su con- 
tenido fue esencialmente social. El descontento se arrastraba, al me- 
nos desde tiempos de la regencia. Fernando el Católico había dejado 
al margen de las reformas municipales y fiscales que emprendiera, 
precisamente, las zonas donde tuvieron lugar los enfrentamientos, 
por entonces más apaciguadas que el resto de sus reinos aragoneses. 
Por si fuera poco, exprimió fiscalmente a Valencia. En cuanto a Car- 
los, en su rápido recorrido inicial por sus territorios peninsulares, se 
marchó a toda prisa en busca de la corona imperial, sin haber siquie- 
ra tenido Cortes en Valencia, al contrario de lo que hiciera en Casti- 
lla, Cataluña y Aragón. Quiso celebrarlas por persona interpuesta, 
pero la nobleza se negó a ello, en tanto que los menestrales de Valen- 
cia optaron por apoyar la propuesta real a cambio de concesiones por 
parte de la Corona (entre ellas la constitución de la junta arriba refe- 
rida). “Todo, pues, se hallaba preparado para que saltase la chispa en la 
forma ya vista. 

Tras la derrota de las comunidades y de las germanías, las cosas se 
serenaron en el interior de la Península. A pesar de las quejas de las 
Cortes y de la propia emperatriz Isabel, regente en España, por las 
ausencias prolongadas de su esposo Carlos, las aguas, insistimos, vol- 
vieron a su cauce. La nobleza asumió el papel que le había tocado en 
el nuevo organigrama del Estado y las viejas luchas entre familias o 
de éstas con las Corona por influir en la marcha del Estado y conse- 
guir mercedes de los reyes quedaron prácticamente en el recuerdo. 
Pero la constitución de la monarquía, tal y como había quedado se- 
llada, podía dar origen a tensiones entre las tendencias intervencio- 
nistas y autoritarias de la Corona, en vías de consolidar y ampliar sus 
poderes, y sus reinos, protegidos por sus instituciones y usos. Así su- 
cedería, con repercusiones más limitadas que en los dos movimientos 
analizados, durante el reinado Felipe II. Nos referimos al asunto ocu- 
rrido en él, que se conoce con el nombre del caso Antonio Pérez. 

Los conflictos en torno de 1520 habían tenido lugar en un periodo 
de cambio, de reconfiguración de la monarquía. Un tiempo también 
de crisis política, con un rey extranjero recién llegado al trono, la rei- 


114 


na Juana, legítima heredera, encerrada e inhabilitada para el gobierno 
y nuevos compromisos internacionales coincidentes con una Europa 
en periodo de reajustes. 

El acontecimiento que ahora nos interesa va a tener lugar, como diji- 
mos, en una época posterior, concretamente en el año 1591, cuando 
la monarquía alcanza su máxima extensión territorial y el poder de la 
misma aparece sólidamente asentado en la Península. Kamen consi- 
dera este hecho como“la mayor crisis constitucional del reinado” 
(Una sociedad conflictiva, p. 228), independientemente de la relevan- 
cia política de sus protagonistas principales: Felipe II de un lado, su 
secretario personal Antonio Pérez de otro. Su naturaleza es, por tan- 
to, de un orden bien diferente, aunque su contenido, como el de las 
Comunidades antes, nos pueda servir de observatorio para analizar, 
por encima del conflicto entre personas, las dificultades y tensiones 
entre el poder central, sedentarizado desde 1561 en Madrid, y los po- 
deres “periféricos”, en este caso representados por el Reino de Ara- 
gón. 

Antonio Pérez, hasta entonces fiel secretario personal del rey y perte- 
neciente a su vez a una importante saga de secretarios, cayó en des- 
gracia tras haberse descubierto su participación en la conjura para 
asesinar a Juan de Escobedo, secretario del hermanastro del rey, Juan 
de Austria y conocerse su pertenencia al bando de éste, y de la Prin- 
cesa de Éboli, partidarios a la sazón de llevar a cabo en los Países Ba- 
jos, territorio perteneciente al viejo patrimonio borgoñón de la Coro- 
na, una política más flexible o contemporizadora con los rebeldes de 
la que hasta entonces se había llevado a cabo oficialmente. El enfren- 
tamiento, iniciado en 1567, era resultado de un conjunto de compo- 
nentes interrelacionados que más adelante estudiaremos. El rey había 
enviado al duque de Alba para atajar la rebeldía, misión que éste llevó 
a cabo con mano dura, causando a la postre una reacción todavía más 
fuerte. Á nosotros no nos interesan ahora los términos de esta guerra, 
duradera en el tiempo y muy importante para el futuro de la monar- 
quía, sino las tensiones políticas que se van a plantear a raíz de ese he- 
cho en la Península y las consecuencias que de él se derivan. 
Encarcelado por orden del rey, Antonio Pérez había logrado escaparse 
de la prisión en que estaba recluido y huir hacia Aragón, donde sabe 
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que los fueros del viejo reino pueden ampararle frente a sus persegui- 
dores, a comenzar por el propio Felipe [Il que ha ordenado su bús- 
queda y captura. 

La situación allí es complicada, con anterioridad, incluso, al asunto 
Pérez. En 1556 se han reunido urgentemente las Cortes del reino pa- 
ra tratar de la acusación de incurrir en contrafuero que se había he- 
cho al virrey. La Corona tuvo que ceder y la crisis pasó momentánea- 
mente. Sin embargo, al poco iban a producirse nuevos incidentes, 
motivados esta vez por otros temas, si bien con un trasfondo parecido 
(preocupación de las Cortes por la vulneración de sus fueros). Uno 
cercano en el tiempo tuvo lugar al querer enviar el Rey Prudente sol- 
dados a Valencia para defender las costas contra las incursiones ber- 
beriscas, evitar así las devastaciones que estos producían y el peligro 
que podía suponer si llegaban a establecer contacto con los moriscos, 
cuya presencia era fuerte en Aragón y en todo el litoral levantino. En 
una tumultuosa sesión de Cortes en 1585 se escucharon muchas pro- 
testas al respecto. Unos tres años más tarde (1588) se reavivará el 
asunto de los virreyes, cuando Felipe nombre al conde de Almenara, 
castellano de origen, para dicho cargo. Se decreta de nuevo contra- 
fuero, por considerar que tales puestos habían de recaer en naturales 
del Reino. El tema pasa al Justicia aragonés que aprueba la queja. El 
asunto queda temporalmente parado, pero, al cabo de dos años apro- 
ximadamente, vuelve a reavivarse, ante la posibilidad de que se le 
proponga de nuevo como virrey. 

En medio de este ambiente de temor y desconfianza, enturbiado por 
la amenaza permanente del bandolerismo endémico de la zona, la lu- 
cha de bandos para la obtención de cargos y la fuerte presencia mo- 
risca (en 1588 tuvo lugar una fuerte represión contra ellos en la loca- 
lidad de Pina, condado de Ribagorza), se enmarca el problema que 
provoca la llegada de Antonio Pérez a Aragón. 

Conocedor de las leyes de ese reino, el exsecretario real buscará exi- 
mirse de la jurisdicción del monarca, pidiendo sea vista su causa por 
el tribunal del Justicia aragonés. En éste, Pérez acusa al rey de estar 
implicado en el asesinato de Escobedo y denuncia que el propósito 
del monarca al nombrar a Almenara como virrey, no es otro que el de 
conculcar los fueros aragoneses. Con gran astucia logra, pues, identi- 
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ficar su causa con la de las “libertades” de Aragón en peligro. 

La respuesta de Felipe II no será menos enrevesada que la de Pérez. 
Para eludir los “privilegios” aragoneses invoca la jurisdicción inquisi- 
torial, que tantas reticencias había suscitado al extenderse a la Corona 
de Aragón, pero que, como hemos visto, abarcaba el conjunto de la 
monarquía. Para ello, fue preciso simular un delito de herejía sobre el 
que el Tribunal interviniera. Así pues, el Santo Oficio pidió al Justicia 
la entrega del acusado y, en mayo de 1591, el reo es conducido a las 
dependencias inquisitoriales. Es entonces cuando estalla el motín. El 
Justicia es atacado por dicha acción y Almenara asesinado en repre- 
salia; Antonio Pérez es devuelto a la jurisdicción del Justicia, pero la 
Inquisición vuelve a la carga, provocando un nuevo motín. 

Felipe II considera que las circunstancias aconsejan una intervención 
por la fuerza para reestablecer de nuevo el orden. Previamente advier- 
te a los aragoneses de que lo hará mediante el envío de un ejército. La 
revuelta se extiende entonces y los acontecimientos se precipitan. Se 
toman las armerías de Zaragoza y se distribuyen armas; se convence a 
la Diputación de las Cortes para que apoye la resistencia y al Justicia 
de que declare contrafuero contra lo que consideran una invasión. 
Salen cartas por todo el reino para preparar la resistencia y se pide 
ayuda a Cataluña y Valencia. Se llega, incluso, a crear un Consejo de 
guerra que coordine las acciones. Al igual que sucediera en el conflic- 
to de los comuneros, la nobleza, con algunas excepciones, no acepta 
colaborar. 

Por fin, el rey y su ejército deciden atacar. Para apaciguar los ánimos, 
al poco de cruzar la frontera entre los dos reinos, Felipe II afirma que, 
si deponen la resistencia, perdonará a los cabecillas y preservará los 
fueros aragoneses. La Diputación catalana intercede. La resistencia es 
al final escasa y las ciudades aragonesas, salvo la de Teruel, no se soli- 
darizan con los rebeldes. La entrada en la capital del reino tiene lugar 
en noviembre, justo un mes después de que Antonio Pérez huyera a 
Francia. Desde aquí, el ex secretario intentará en vano una invasión. 
Las tropas del monarca salieron, por tanto, fácilmente victoriosas y 
era llegada la hora de afrontar la represión: el Justicia es decapitado, 
sin que hubiese servido para evitarlo una propuesta de canje por Pé- 
rez; el resto de los rebeldes obtiene el indulto, a excepción de veinti- 
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dós de ellos, los cabecillas principales, además de los nobles de Vi- 
llahermosa y Aranda que les habían apoyado. Culminado todo, se ce- 
lebra un magno auto de fe y se publica una orden de desarme que 
afecta, principalmente, a los moriscos. 

Pero las decisiones que más nos interesan, se refieren al ámbito de las 
relaciones rey-reino. En 1592 el monarca ha reunido las Cortes en 
Tarazona para introducir algunos cambios importantes: el rey podrá 
cambiar al Justicia cuando lo crea necesario, así como designar virre- 
yes que no sean naturales de Aragón; además, a excepción de los te- 
mas fiscales, en los demás bastaría con el voto mayoritario de cada 
brazo o estamento, en lugar de la unanimidad hasta entonces requeri- 
da para la aprobación de propuestas que le conciernan. El monarca 
lograba un moderado avance de su poder. 

El caso de Antonio Pérez había vuelto, pues, a remover levemente los 
cimientos sobre los que se erigía la constitución de la monarquía. És- 
ta, a pesar de todo, se mantuvo en general dentro del mismo orden 
que se había establecido al comenzar la Edad Moderna. Los tardíos 
acontecimientos de 1640, nueva crisis del sistema,, fueron mucho 
más graves y pusieron a prueba, como nunca había ocurrido hasta 
entonces, la solidez del mismo. Pasemos ahora revista a estos hechos 
y sus consecuencias. 

Tras los reajustes aragoneses analizados, la monarquía permaneció sin 
grandes sobresaltos a lo largo de la difícil coyuntura de fin de siglo 
(derrota de la Invencible, epidemias y hambrunas en Castilla, guerras 
sin término contra Inglaterra y los rebeldes holandeses, etc.), del inte- 
rregno pacífico de la mayor parte del reinado de Felipe III en las pri- 
meras décadas del siglo xvii y, finalmente, cuando la reapertura de las 
guerras, al comienzo del gobierno de su hijo Felipe IV. En esta época, 
sin embargo, las tornas cambiaron. 

El profesor Geoffrey Parker ha señalado con acierto que el problema 
de los Estados, más concretamente del de Felipe IV, su valido el con- 
de duque de Olivares y los gobernantes de su generación, no estuvo 
tanto en la crisis y los desafíos paralelos que les tocó sufrir, sino en la 
incorrecta estrategia que utilizaron para responder a ellos. En efecto, 
durante los años que precedieron a los cuarenta del Seiscientos, la si- 
tuación económica española era desastrosa; pero, en lugar de adop- 
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tarse una política más flexible como respuesta, evitando hasta donde 
fuera posible compromisos no asumibles, el conde-duque optó en ge- 
neral por la rigidez y el autoritarismo. Ello se tradujo, entre otras co- 
sas que iremos analizando sucesivamente, en una grave crisis “consti- 
tucional” y una guerra civil, que estuvieron más cerca que nunca de 
echar abajo el edificio costosamente erigido de la Monarquía Hispá- 
nica. 

En su Gran Memorial de 1624, Gaspar de Guzmán, conde duque de 
Olivares, esbozó un programa de gobierno. Su deseo estribaba en que 
los súbditos de cada reino sin exclusión pudieran gozar en cualquiera 
de ellos de los mismos honores, oficios y confianzas que en el propio, 
como debía corresponder a vasallos que eran todos de un mismo rey. 
Estableciendo contraste entre España como conjunto y los territorios 
que la componen, Olivares abogaba también por hacer de su señor 
verdadero rey de España, en lugar de serlo: 


“de Portugal, de Aragón, de Valencia, conde de Barcelona. En defi- 
nitiva, por intentar reducir estos reinos de que se compone España al 
estilo y leyes de Castilla (...) conociendo que la división presente de 
leyes y fueros enflaquece el poder”. 


Para favorecer su cumplimiento, Olivares propugnaba los matri- 
monios mixtos (castellano/a con aragonés/a, catalán/a o valen- 
ciano/a). Sin embargo, dadas las circunstancias impuestas por la 
“constitución” de la monarquía, tal reducción sólo podía hacerse, se- 
gún él mismo proponía, de dos maneras: mediante negociación apo- 
yada en el Ejército o, incluso, 


“ir en persona (el rey) como a visitar aquel reino donde se hubiere 
de hacer el efecto y hacer que se ocasione algún tumulto popular 
grande y con este pretexto meter la gente (es decir, el Ejército) y con 
ocasión de sosiego general y con prevención de adelante, como por 
nueva conquista, asentar y disponer las leyes en la conformidad de las 


de Castilla”. 

Podemos imaginar los efectos que las palabras escritas en este in- 
forme secreto podían tener, de llegar a conocerse de las autoridades y 
representantes de los reinos afectados. Se verá más tarde, cuando el 
valido intente llevar a efecto su propuesta. 
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El texto se completaba con un proyecto concreto: la Unión de Ar- 
mas. Olivares consideraba que no existía correspondencia, a la hora 
de aportar soldados y armas, entre unos reinos y otros. Los de Casti- 
lla lo hacían en mayor medida que el resto, y esto no sólo creaba desi- 
gualdad entre los súbditos del mismo rey, sino que debilita 


Diego de Velázquez, El conde duque de Olivares a caballo, Museo del 
Prado, Madrid 
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ba la fuerza con que debía enfrentarse a sus numerosos enemigos la 
Monarquía Hispánica. El argumento parecía razonable, aunque fuera 
poco acorde con la realidad plural de la misma: 


“¿Qué razón hay para que vasallos todos de un mismo rey, que es 
tanto mayor vínculo, no se junten y correspondan en la defensa pro- 
pia, a la seguridad de nuestros reinos y al castigo de los enemigos que 
nos infestaren?” 


Este vínculo natural que debía existir entre los súbditos de los dife- 
rentes reinos de la monarquía, se expresa para Olivares en la petición 
de que cada uno acudiese “al sustento de su rey y a la defensa propia 
de sus términos”. Ello se concretaba en la aportación de soldados. El 
proyecto fijaba la proporción: Castilla y las Indias, 44.000; Cataluña, 
Portugal y Nápoles, 16.000 cada uno; Flandes, 12.000; Aragón, 
10.000; Milán, 8.000; por último, Sicilia, las islas mediterráneas y 
del mar Océano y Valencia, 6.000 cada uno de los tres territorios. Se 
trataría de fuerzas de infantería, puesto que la caballería se considera- 
ba aparte, sin que se fijara proporción (“se sacará de las partes donde 
la hubiere mejor en todas estas provincias de Su Majestad”). Tal 
ejército (140.000 hombres en total) debería estar preparado para lle- 
var 20.000 infantes y 4.000 caballos, pagados por todos los reinos, a 
donde fuesen requeridos. En época de paz esta milicia se mantendría 
desmovilizada y latente, aunque lista para entrar en acción cuando 
fuere preciso. Si el propio territorio se viera atacado, la tropa que ha- 
bía tocado reclutar en el mismo se reservaría para la propia defensa. 


No sabemos en qué cálculos se basó el reparto de Olivares. En to- 
do caso, a no mucho tardar se pondría a prueba a los reinos sobre su 
disposición a colaborar en la forma prevista por el valido. La pro- 
puesta, con independencia de la parte asignada a cada territorio, in- 
sistimos, parecía sensata. Sin embargo, las Cortes de los tres reinos de 
la antigua Corona de Aragón (1626) no lo vieron así. Desde mucho 
antes, existía allí una tradición arraigada (Álamos) que consideraba 
incompatibles los compromisos internacionales de la monarquía con 
los intereses de cada uno de sus reinos. Aragón y Valencia presenta- 
ron serias objeciones a la propuesta; por su parte, Cataluña, descon- 
tenta con la gestión que sus virreyes hacían de los problemas del prin- 
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cipado, mantuvo también una actitud renuente. Molestos, el rey y su 
valido abandonaron Cataluña, dejando las Cortes antes de que las se- 
siones hubiesen concluido. Al final, éstas se negaron a aportar hom- 
bres y dinero; valencianos y aragoneses optaron en cambio por una 
fórmula intermedia, es decir, rechazaron la recluta de soldados, pero 
se comprometieron a dar un subsidio de más de 1.080.000 ducados 
los primeros y el doble de esta cantidad los segundos. 


En 1621, tras varios años de tregua, se habían reanudado las hosti- 
lidades con los holandeses, que dieran lugar al comentado proyecto 
olivarista. La guerra, complicada con la de los Treinta Años y la pos- 
terior intervención de Francia en ella (1635), requería duplicar es- 
fuerzos para defender la integridad territorial de la monarquía y ase- 
gurar la victoria, pues las noticias que llegaban de Flandes e Italia no 
eran nada halagieñas para los españoles. Sin embargo, los recursos 
del Erario eran a todas luces insuficientes. Se crearon nuevos impues- 
tos (media anata, papel sellado, etc.) y se aumentaron otros ya exis- 
tentes, sin que se lograra enjugar las deudas. Las anomalías en una de 
las fuentes de ingreso más importantes, los metales americanos, con 
motivo de las dificultades crecientes de los barcos para atravesar el 
océano, para nada ayudaban. La flota de 1628 cayó en poder de los 
holandeses y la de 1640 no llegó a puerto. Tampoco favorecía la casi 
permanente situación de quiebra en que se hallaba la Hacienda, ni el 
paralelo agotamiento de los súbditos contribuyentes, sobre todo cas- 
tellanos, víctimas directas de los excesos impositivos de la Corona. 
Los años más críticos de la crisis general del siglo coincidieron con 
los de necesidad de aumento de las exigencias militares. Los vecinos 
del Norte, los franceses, podían comenzar la invasión de la Península 
en cualquier momento. Una de las zonas más vulnerables era la de 
Cataluña, territorio fronterizo con Francia, que comprendía entonces 
la zona del Rosellón y de la Cerdaña. También Italia, desde la entrada 
de Francia en la guerra, estaba amenazada. 


Era preciso actuar con diligencia si se quería hacer frente al proble- 
ma, sin claudicar ante los enemigos. Y para ello, dada la situación de 
las arcas públicas y de la depauperada Castilla, se necesitaba echar 
mano de los recursos que, en hombres y dinero, pudieran aportar los 
demás territorios de la monarquía, incluidos los forales. Pero ya sabe- 
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mos de las dificultades encontradas en las Cortes de los reinos de la 
antigua Corona de Aragón. Por otro lado, ni sus habitantes estaban 
contentos con la política del Gobierno, ni pasaban por buen momen- 
to. Por España circulaba la sátira siguiente: 


“A cien reyes juntos nunca han tributado España las sumas que a 
vuestro reinado (el de Felipe IV), y el pueblo doliente llega a recelar 
no le echen gabela sobre el respirar”. 


En Portugal, la clase dirigente estaba dividida en dos bandos, uno 
a favor de seguir unidos a España, otro partidario de la separación, 
ofreciendo la Corona del Imperio al linaje de los Braganza. Además, 
cundía la insatisfacción ante lo que se consideraba una deficiente 
preocupación de los españoles por los intereses lusos: ni los territorios 
de las Indias, especialmente los de Brasil, se consideraba que estaban 
siendo bien defendidos, a pesar de las reiteradas llamadas de atención 
de los portugueses; ni se les otorgaba tampoco las mismas oportuni- 
dades que a los castellanos en la América hispana. 


En cuanto a la antigua Corona de Aragón, el descontento mayor 
estaba en el principado de Cataluña, donde a los problemas generales 
se unían otros específicos. Los franceses habían puesto cerco, en 
1639, a la localidad de Salses, en la Cataluña francesa. A la situación 
bélica se unían las dificultades de orden económico (malas cosechas, 
hambre, elevación de precios agrícolas), que pusieron a muchos cam- 
pesinos al borde de la desesperación. 

En el resto de España, el conde-duque era por lo general una per- 
sona odiada, en especial entre la nobleza. Desde muy atrás se sentían 
despreciados por el valido y su presencia en los Consejos anulada por 
las juntas; las expectativas clientelares de no pocos, frustradas. 


Cualquier medida política de cierta envergadura que llegara a to- 
mar Olivares sería, pues, considerada casi como una declaración de 
guerra. En este contexto tan poco apacible para proponer nuevas pre- 
tensiones o hacer reformas, se produce la crisis de 1640, consecuencia 
directa de la Guerra de los Treinta Años y de las exigencias de la 
Unión de Armas, cuyo escenario será, sobre todo, Cataluña y Portu- 
gal y, en menor medida, Aragón y Andalucía; más tarde también se 
incluirán los territorios españoles en Italia. 
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Para liberar Salses, el virrey de Cataluña Santa Coloma ordena mo- 
vilizar las tropas del principado para que acudan a reforzar el ejército 
enviado por Olivares al Rosellón. La ciudad fue recuperada, pero el 
comportamiento de los catalanes ante una situación de emergencia 
como ésta, estuvo lejos de ser el esperado por el conde duque. Tarda- 
ron en responder y, ante la prolongación del asedio, desertó una parte 
de los soldados; años atrás se les había pedido colaborar en la libera- 
ción de Fuenterrabía y se habían negado. Olivares estaba dispuesto a 
hacer caso omiso de los fueros si la situación bélica lo requería. El 
odio hacia el valido se afianzó y la oposición al mismo encontró 
pronto cabecillas: Pau Claris, canónigo de la catedral de Urgell, sobre 
todo. 


Como la guerra con Francia pasaba a tener un lugar preeminente 
en las preocupaciones de la monarquía, era preciso dotarse de un po- 
tente ejército capaz de resistir y de conseguir éxitos en la lucha. El es- 
fuerzo mancomunado de todos, a la manera ya propuesta en la 
Unión de Armas, era un instrumento fundamental para ello. Olivares 
estaba decidido: a los catalanes tocaría hacerse cargo de dos frentes, el 
propio fronterizo, de donde provenían los peligros de invasión desde 
el país vecino, y territorio al fin mediterráneo, el frente de Italia, don- 
de la amenaza gala era también patente. Si las constituciones catala- 
nas impedían esta colaboración, habría que hacer caso omiso de ellas. 
Para apoyar esta acción podía valerse de las tropas realistas, cuando, 
camino de la frontera, se hallaran acantonadas en el principado. Se 
podía pensar, incluso, en una derogación de los “privilegios” más per- 
judiciales a dicho propósito. Con estos objetivos, Olivares preparó la 
reunión de las Cortes catalanas. 

En lugar de celebrarse las sesiones, lo que se produjo fue una re- 
vuelta, cuya onda se fue extendiendo progresivamente por el princi- 
pado. Olivares se vio sorprendido por sus dimensiones, justo cuando 
la situación internacional se agravaba. En el invierno de 1640 tuvie- 
ron lugar enfrentamientos en Cataluña entre soldados y población ci- 
vil. En algunas comarcas los campesinos se habían levantado con el 
apoyo de algunos clérigos y, en la primavera, fiesta del Corpus Chris- 
ti, se produjo la significativa revuelta de los segadores llegados a Bar- 
celona para ser contratados. Producto de los graves disturbios que tu- 
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vieron lugar fue el asesinato del virrey Santa Coloma y la creación de 
un gobierno insurgente formado por miembros de la Diputación de 
las Cortes (uno de los cuales, Francesc Tamarit, había sido detenido 
y, más tarde, liberado por los rebeldes), consellers y la aristocracia de la 
Ciudad Condal. Las autoridades estaban desbordadas. Entretanto, el 
fogoso Claris había iniciado contactos con Francia para llegar a un 
acuerdo con Richelieu. 


Paralelamente, en Portugal había estallado también la revuelta. La 
chispa que la hizo saltar fue muy parecida a la catalana: los intentos 
de formación de un ejército, encabezado por la nobleza del país, para 
enviarlo a Cataluña a reprimir la rebelión. A finales de 1640 fue ata- 
cado el Palacio Real de Lisboa, asesinado el hombre de confianza de 
Olivares en Portugal, Miguel de Vasconcellos, y expulsada la gober- 
nadora del reino, la princesa Margarita. El duque de Braganza —a pe- 
sar de sus titubeos iniciales— será proclamado finalmente rey con el 
nombre de Juan IV. En opinión de su hermano Duarte, el duque no 
era “hombre para emprender ni gobernar cosa grande, ni jamás le co- 
nocí ambicioso, porque aún con el gobierno de su Casa se embaraza- 
ba”. Sin embargo, consiguió convertirse en el líder indiscutible de la 
rebelión. Así, las Cortes portuguesas se reunieron, decididas a apro- 
bar el presupuesto necesario para la formación de un ejército que hi- 
ciera frente a las tropas de Felipe IV. Mientras, el movimiento se ex- 
tiende por el pueblo bajo, en tanto que la nobleza y el clero se hallan 
divididos y el estado llano en general adopta ante los acontecimientos 
una actitud expectante. 


En el verano del 41 se produjo una nueva sublevación en otra par- 
te del país, Andalucía, de carácter minoritario. Sus protagonistas son, 
de una parte, el duque de Medina-Sidonia, a la sazón emparentado 
con el propio Olivares y cuñado del duque de Braganza, y de otra, el 
marqués de Ayamonte. Revuelta todavía mal conocida, con posible 
apoyo lusitano, sus pretensiones parecen dirigirse hacia la destitución 
de Olivares, la restauración del brazo aristocrático en las Cortes caste- 
llanas y la creación de un Estado independiente a la manera portu- 
guesa. 
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La propaganda antiolivarista creció en toda la monarquía. El vali- 
do, aunque desbordado por la magnitud de los acontecimientos, in- 
tentó un plan: firmar la paz con Holanda y llegar a un acuerdo con 
los catalanes. Ninguna de las dos cosas será posible. Al contrario, en 
el principado, Claris anuncia la creación de una república catalana 
independiente bajo protección francesa y, poco después, el someti- 
miento de Cataluña a Francia a cambio de que ésta se comprometa a 
salvaguardar las “constituciones” catalanas; de hecho, las tropas galas 
se habían movilizado ya para ayudar a la defensa de Barcelona. Las 
cosas así, el enfrentamiento entre los dos ejércitos parecía inevitable. 
Al fin se encontraron en Montjuich, con victoria para las fuerzas 
franco-catalanas. Más tarde se producirá una nueva derrota de las tro- 
pas del rey al mando del marqués de Leganés ante Lérida. 


La revuelta andaluza se disolvió como un azucarillo en el agua y no 
llegó a prosperar. La conjura fue descubierta y los dos nobles cabeci- 
llas de la misma apresados y luego condenados, uno de ellos, Aya- 
monte, a la pena capital. En Andalucía no existía como en Cataluña 
o Portugal ambiente separatista, ni tampoco cuadros e instituciones 
propias. Posteriores revueltas campesinas en la región tuvieron que 
ver con las pesadas cargas impositivas sobre los productos básicos y el 
reparto del grano y no con atisbo emancipador alguno (Domínguez 
Ortiz, Las alteraciones, pp. 392-393). Mucho más complicadas fueron 
las cosas en Cataluña y Portugal. Ambas revueltas, iniciadas en tiem- 
pos de Olivares, desbordaron los años de la permanencia del valido 
en el poder (en 1643 el rey le había retirado la confianza y, en 1645, 
fallecía) y tuvo que concluirlas su sucesor, Luis de Haro, sobrino de 
Olivares, y sustituto. 


Mientras en Cataluña el enfrentamiento entre el poder central y 
los sublevados fue evidente, en Aragón y Valencia, a pesar de la crisis, 
las cosas no llegaron a mayores. La presión fiscal, el descontento de 
los súbditos ante la situación y las pretendidas obligaciones de la 
Unión de Armas pesaron también sobre ambos territorios. Hubo, sin 
duda, tensiones, pero la comunicación entre el monarca y los súbdi- 
tos de ambos reinos no se interrumpió del todo. Los pasquines y las 
incitaciones a la sublevación, a imitación de otros territorios de la 
monarquía, no llegaron a surtir el efecto pretendido. En este contex- 
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to, la conspiración aragonesa de Rodrigo Sarmiento de Silva, duque 
de Híjar y enemigo declarado de Olivares, en 1648, fallecido por tan- 
to el valido, no pasa de ser una excepción que confirma la regla. Sus 
vínculos con el viejo reino eran débiles, y hasta el propio título le ha- 
bía llegado por vía de esposo consorte. Sus pretensiones estaban más 
bien alejadas de la zona, centradas sobre todo en labrarse una buena 
carrera personal cerca de la Corte. El referido intento no tuvo, pues, 
sino un cariz meramente palaciego de objetivos oscuros, sin apoyos 
clientelares sólidos ni un número suficiente de seguidores (X. Gil Pu- 
yol, La Monarquía Hispánica, pp. 87 y 88, 1640 ). Sin embargo, las 
acusaciones contra su persona —no sabemos hasta qué punto ciertas— 
se dirigieron a responsabilizarle del intento de convertirse en rey en 
sustitución del propio Felipe IV, o de crear un Reino de Aragón inde- 
pendiente con apoyo francés, aspecto éste último que no resultaba 
del todo inverosímil, habida cuenta de los comportamientos políticos 
del país vecino con respecto a España por este tiempo. El asunto ter- 
minó con el encarcelamiento de Rodrigo y el asalto e incendio de su 
casa en Zaragoza por parte de los propios habitantes de la ciudad. 


Un año antes, en 1647, estalla un movimiento de rebelión contra 
la Corona en el Reino de Nápoles, mucho más amplio e importante 
que el aragonés. El origen se halla en la presión fiscal, más concreta- 
mente en el temido impuesto sobre la sal. Lo dirige un personaje del 
pueblo, el pescador Masaniello, aconsejado por Genoino, un sacerdo- 
te. Los inicios de la rebelión son muy virulentos, con incendio de las 
casas de los arrendatarios del impuesto y ejecución de enemigos de la 
sublevación, entre ellos, como en el caso catalán, del propio virrey. 
Desde la ciudad, la revuelta se extiende luego por el Mezzoiorno (Ca- 
labria, Apulia; ciudades como Salerno o Bari) y, más al Norte, por los 
Abruzos. Una flota enviada desde España intenta recuperar la ciudad 
de Nápoles sin lograrlo, lo cual será aprovechado por los rebeldes pa- 
ra proclamar la república. Sin embargo, faltos de apoyo internacional 
(Francia los dejó en la estacada), hubieron de rendirse casi un año 
después a las tropas realistas. 


Mientras tanto, para cerrar la guerra de Cataluña, Luis de Haro, el 
nuevo valido, aprovecharía la temporal debilidad de los franceses, 
ocupados en la crisis interna provocada por la Fronda y en los proble- 
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mas de Italia; así como la división interna de la sociedad catalana an- 
te el desarrollo del conflicto. De esta forma, el ejército realista bajo 
mando del marqués de Montara y de Juan José de Austria logrará la 
victoria en 1652, tras poner un férreo asedio a Barcelona. En la de- 
rrota final de los catalanes, además de las causas propiamente milita- 
res, debió de pesar la falta de unos objetivos claros por parte de estos, 
al igual que la pervivencia de las divisiones sociales por encima del 
concierto político. El éxito de las tropas de Felipe IV' no será aprove- 
chado, sin embargo, para introducir cambios significativos en la 
constitución de la Monarquía Hispana y favorecer con ello la tenden- 
cia absolutista. Al contrario, el rey no sólo concedería la amnistía a 
los rebeldes, sino que se comprometió a guardar las leyes y fueros del 
principado. 

La guerra de Portugal se prolongaría mucho más, hasta 1668, 
muerto ya Felipe IV, fecha en que se reconoció su independencia. Pa- 
ra ello fue preciso que concurrieran diversas causas: la bancarrota del 
propio Estado, la derrota de los ejércitos realistas, esta vez mal pertre- 
chados y dirigidos, y el apoyo de Inglaterra y de Francia a la causa re- 
belde. A diferencia de Cataluña, los portugueses encontraron en el 
duque de Braganza un rey a su medida y, en su lejanía con respecto a 
las demás potencias europeas, una seguridad para su autonomía. 
Contaron con el apoyo económico de sus territorios ultramarinos, es- 
pecialmente de Brasil, cuya recuperación comenzara a mediados de 
los cincuenta. 


En resumidas cuentas, como afirma Elliott, Olivares no podía 
comprender más lealtad que la debida al rey. Su posición, por otro la- 
do, demostró un gran desconocimiento de la psicología de los pue- 
blos. Así, chocó contra los sentimientos “particularistas”, que menos- 
preciaba, considerándolos signo de inmadurez, pero que, sin embar- 
go, estaban fuertemente arraigados y dispuestos a florecer en cual- 
quier momento en algunos territorios de la monarquía. El precio que 
se pagó por todo ello fue muy alto: la caída del valido y largos años 
de guerra para el conjunto de la monarquía. El riesgo de fragmenta- 
ción de la misma fue evidente. 
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Los acontecimientos de los cuarenta representaron para la Monar- 
quía Hispana una de las más graves crisis de su historia. Al margen de 
la derrota internacional que culmina con pérdidas territoriales en las 
paces de Westfalia (1648) y los Pirineos (1659), el entramado de la 
monarquía estuvo a punto de derrumbarse. Parecía como si, en pocos 
años, todo fuese a saltar en pedazos, arrastrando tras de si la unidad 
forjada por los Reyes Católicos hacía ya algo más de siglo y medio. 
Portugal, que no estaba entonces incluido en ella, rompió, no obstan- 
te, sus vínculos políticos con el resto de la Península. Las lógicas ten- 
siones entre el poder central y los poderes periféricos, a veces con sus 
respectivas instituciones a la cabeza, se resolvieron en enfrentamiento 
y guerra abierta, y a punto estuvieron de ser mayores las desgracias 
para la Corona, si las rebeliones de Andalucía, Aragón y Nápoles hu- 
biesen prosperado como pretendían sus promotores. No fue así, y 
ello limitó el alcance devastador del conflicto. Con todo, éste dejó 
una triste secuela de odios y destrucción. Pero, ya hemos visto como 
la Corona amortiguó estos efectos, no aprovechando tras la victoria 
para introducir modificaciones sustanciales en su concepción de la 
monarquía, tal y como había venido funcionando hasta entonces. 
Tanto los territorios forales, que al igual que Navarra y el País Vasco 
no habían participado directamente en las revueltas, como los territo- 
rios rebeldes, continuaron con sus “usos y costumbres” y sus órganos 
representativos, aún cuando hubiesen salido derrotados en la guerra. 
El monarca no aprovechó la ocasión para girar siquiera una vuelta de 
tuerca firme en favor del absolutismo. Ni siquiera en el tema fiscal. 
Tras la caída de Barcelona en 1652, al año siguiente, el rey convocó 
las Cortes del principado, que aprobaron conceder un servicio de 
500.000 escudos por tres años a la Corona. Pero, una vez clausuradas 
ésas, no habría una nueva convocatoria, ni, al parecer, aprobación de 
nuevos “servicios”, hasta principios del siglo xviii. Precisamente, por 
este tiempo, todo volvía a ponerse a prueba, pero esta vez con dife- 
rentes resultados. 


Con anterioridad, las tensiones volvieron a recrudecerse durante la 
minoría de edad de Carlos II (regencia de Mariana Austria) y su rei- 
nado, coincidiendo con crisis episódicas de diferente naturaleza. En 


medio de ellas emerge la figura del hijo bastardo de Felipe IV, a quien 
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el monarca había reconocido y rodeado de los honores que corres- 
pondían a quien llevaba en sus venas sangre real. Militar en varios 
frentes (Portugal, Nápoles, Cataluña), virrey en algunos territorios 
conflictivos (así, en Nápoles), en ambos oficios se pudo reconocer su 
eficiciencia. Sin embargo, su mayor protagonismo e influencia políti- 
ca llegaría por los años 1677 a 1679, cuando, junto a su hermanas- 
tro, comparta responsabilidades en el gobierno de la monarquía. 


Después de participar en las banderías de la Corte, en donde a la 
sazón se movían toda suerte de intrigas y enfrentamientos, lo que le 
costaría, entre otras cosas, el tener que huir y refugiarse durante algu- 
nos años en Zaragoza, su nombre concitó en amplios sectores de la 
sociedad, tanto de Aragón como de Castilla, múltiples esperanzas. Su 
delicadeza y consideración en el trato con los aragoneses, le propor- 
cionaron en aquel territorio un alto grado de apoyo y reconocimien- 
to. Desde su destierro inició, pues, una marcha, con la protección de 
amplios sectores, nobleza incluida, hacia la capital, obligando a la re- 
gente a entregarle el poder, en lo que algunos han denominado el pri- 
mer golpe de Estado en la historia de España. Pero, para lo que aquí 
nos interesa, conviene resaltar el intento por parte de Juan José de 
Austria de reconfigurar las relaciones entre el poder central y la Coro- 
na de Aragón con sus instituciones, dañadas por tantos recelos y dis- 
cordias. Para ello se preocupó de que el joven rey prestase juramento 
ante sus Cortes y las visitase periódicamente, lo que hizo en 1677, 
con no escaso éxito. De forma paralela se ocupó de reemplazar a la 
madre en la guía de su hijo Carlos (así, en el tema de la boda del rey). 
Además, creó la Junta de Comercio y combatió hasta donde le fue 
posible la corrupción; pero fracasó en su propósito de sanear la Ha- 
cienda mediante la reforma monetaria. 

C. Rodrigo Santander 
Bilbo FRANCIA 
Salamanca Burgos'* Gerona 
Almenara Barcelona Zaragoza 
Brihuega Tarragona Tortosa 
Lisbor Badajoz MADRID Villaviciosa 
Toledo VALENCIA Mahón Almenarap.1. 
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Ciudad Real Almansa San Felipe Deniay,;,, 

Cádiz Sevilla Cartagena Granada Málaga 

Marbella Gibraltar Principales batallas 

Principales asedios 

Ofensivas aliadas 

Ofensivas borbónicas 

La Guerra de Sucesión: grandes líneas de acción de las fuerzas con- 
tendientes 


Esta otra gran fisura que se produjo en la Monarquía Hispana a 
través de la Guerra de Sucesión, algunos de cuyos resultados han sido 
ya estudiados. Antes expresábamos que este conflicto presentaba en 
realidad dos ámbitos: uno internacional, que ya veremos en su mo- 
mento, y otro nacional, artífice de la importante crisis que experi- 
mentó el Estado. La concurrencia de dos candidatos al trono español 
(Felipe de Anjou, nieto Rey Sol de Francia Luis XIV y Carlos de Aus- 
tria) produjo de nuevo la división de la sociedad española en dos 
bandos enfrentados: el de los partidarios del primero, identificados 
territorialmente con los territorios de la vieja Corona de Castilla, y el 
de los seguidores de Carlos, concentrados mayoritariamente en los de 
la antigua Corona de Aragón, aunque se dieron importantes excep- 
ciones en ciudades como Jaca, Tarazona, Borja, Morella y buena par- 
te de Calatayud y la zona de Cariñena, así como en la mayoría de la 
provincia de Alicante. En Cataluña contrasta también el fuerte apoyo 
prestado por la ciudad de Barcelona al candidato austriaco y la tibieza 
que manifestó en su favor el resto del principado. 


También hubo división entre los distintos estamentos de la socie- 
dad. El clero en general se identificó con sus convecinos en uno y 
otro lado. De ahí que los del bando perdedor sufrieran en su propia 
carne las consecuencias de la derrota; por ejemplo, los obispos de Vi- 
ch, Valencia y Solsona fueron expulsados de sus respectivas diócesis, 
al igual que lo fuera de la suya el arzobispo de Tarragona. Por el con- 
trario, clérigos colaboradores con Felipe, victorioso finalmente en la 
guerra, fueron promocionados a cargos de importancia: el dominico 
valenciano Tomás Martín pasó a ser obispo de Siracusa y el jesuita 
Álvaro Cienfuegos llegó a cardenal. Algunas órdenes fueron en gene- 
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ral más proclives a uno que a otro candidato: las mendicantes se in- 
clinaron mayoritariamente por Carlos y entre los jesuitas sucedió en 
cambio al contrario. En Castilla contrasta el fervor que puso el pue- 
blo bajo en la defensa de la causa del candidato francés con la tibieza, 
cuando no la hostilidad, creciente con el ascenso de grado, que mani- 
festó hacia ella la nobleza. Por el contrario, en la Corona de Aragón 
sucede casi al revés. 


La explicación de las causas por las que los territorios se inclinaron 
mayoritariamente a uno u otro candidato es aún hoy objeto de deba- 
te. Antes de que se realizaran investigaciones parciales sobre el com- 
portamiento de las ciudades y comarcas, la esquematización del mapa 
de la guerra, unida a presupuestos ideológicos, condujo a entender el 
conflicto como la respuesta de los territorios forales de la antigua Co- 
rona de Aragón al absolutismo, encarnado esta vez en la persona de 
Felipe de Anjou. De esta forma, el conflicto se incardinaría, si bien 
con consecuencias muy graves, en la secular lucha de la periferia pen- 
insular por su autonomía y el respeto a sus privilegios y libertades, 
contra los esfuerzos de carácter autoritario protagonizados por el po- 
der central, que el candidato francés parecía querer reforzar. El mapa 
geográfico y social que hemos trazado aquí nos impide hoy en día 
mantener esta visión tan simplista. En ello abundan también las in- 
vestigaciones llevadas a cabo en las últimas décadas, las cuales de- 
muestran que no existió un único sentido en el movimiento, sino va- 
rios entrecruzados. En el Reino de Valencia tomó un marcado tinte 
social: cansados de un régimen señorial agobiante, los campesinos 
combatieron el poder de los señores y, con ello, al candidato que és- 
tos habían elegido. En el de Aragón se juntó el odio a los franceses 
con la defensa de los fueros. En el de Valencia, dicha aversión jugaría 
también, junto al problema social, un papel importante. Más proble- 
mático resulta el comportamiento barcelonés (resistencia final inclui- 
da), sobre el que recayó lo más duradero y nuclear del apoyo a Carlos 
de Austria. Domínguez Ortiz subraya un aspecto interesante: que, a 
diferencia de lo que ocurriera en los cuarenta del siglo xvii, en ningún 
momento se planteará la separación del resto de España, ni por parte 
de Cataluña ni del resto de la Corona de Aragón (El combate era, 


pues, en beneficio del conjunto de España). De hecho, Felipe de An- 
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jou, al poco de heredar el trono, se había apresurado a jurar los fueros 
de Navarra y el País Vasco, e intentó frustradamente, en 1701-1702, 
tranquilizar a los aragoneses en las Cortes prometiéndoles concesio- 
nes. 


Las operaciones propiamente dichas no se inauguraron en la Pe- 
nínsula hasta 1702, en tanto la conclusión de la guerra se retrasaría 
hasta la tardía fecha de 1715, cuando tenga lugar la caída de Mallor- 
ca. Entre medias, 1707, año de la batalla de Almansa, señala el cam- 
bio de tendencia en el desarrollo del conflicto. Durante el primer pe- 
riodo, la iniciativa queda mayoritariamente en manos de los austra- 
cistas, que, en una doble operación iniciada cerca de la frontera por- 
tuguesa y en Zaragoza, consiguen entrar en Madrid en 1706. Des- 
pués de un frustrado intento de asalto a las localidades de la bahía de 
Cádiz, logran, además, la conquista de Gibraltar en 1704, aguantan- 
do después un asedio al Peñón de varios meses. Resultan también exi- 
tosos los apoyos por mar a Barcelona, ciudad en manos de los parti- 
darios de Carlos, así como el desembarco en 1705 junto a Denia y el 
posterior avance hacia el Norte, más allá de la de Valencia. 


Por lo que se refiere a los felipistas, la mayoría de sus operaciones 
tienen como campo de batalla la frontera lusitana (Monsanto, Caste- 
lo Branco, Castro Marim), donde se enfrentan a las tropas portugue- 
sas apoyadas por los ingleses; Gibraltar, con el intento de recuperar la 
plaza, y Cataluña (Barcelona en especial) a partir de Aragón. Hacia 
1706 parece que la causa del Borbón está perdida, tras las victorias de 
sus enemigos y los intentos de deserción del aliado francés. Pero el 
apoyo castellano, el control de la Carrera de Indias y las divisiones 
que pronto empiezan a surgir en el bando austracista harán cambiar 
las tornas. 


En efecto, desde Francia, por Burgos, se inicia una contraofensiva 
que culmina con la reconquista de Madrid. A partir de la capital se 
lanza a posteriori una ofensiva contra Valencia, saldada con la victo- 
ria de Cuenca en octubre de 1706 y la ya referida de Almansa en 
abril del siguiente año. Poco después (1707), se inaugura una segun- 
da desde Aragón hacia Cataluña, culminándose igualmente con éxito 
notable en Lérida y, posteriormente, en el asedio de Barcelona, que se 
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prolongará entre 1713 y 1714, ante el rechazo por parte de los diri- 
gentes catalanes de la oferta de rendición. La defensa de la ciudad se 
hace a la desesperada, hasta que, finalmente, el general Villarroel or- 
dena la capitulación. La caída de Palma de Mallorca tendrá que espe- 
rar hasta julio de 1715, cuando ya los acuerdos generales de paz ha- 
yan sido hace tiempo concertados. 


Para lo que a nosotros interesa, importa recordar uno de los resul- 
tados más importantes de la Guerra y de la pérdida de la misma por 
parte del candidato Habsburgo: los Decretos de Nueva Planta. Ya vi- 
mos más arriba en qué medida éstos modificaron, a partir de 1707, 
año de la referida batalla de Almansa, la constitución de la Monar- 
quía Hispánica. Los resultados más significativos: la introducción de 
las leyes castellanas en los territorios de la antigua Corona de Aragón 
y la pérdida de los organismos que salvaguardaban la autonomía de 
los reinos, principalmente las Cortes, aunque de la uniformidad obli- 
gada salieran también notables beneficios para ellos, sobre todo eco- 
nómicos. 


El siglo xviii se manifestará, tras la dura experiencia inicial, tran- 
quilo y sosegado en relación con otros periodos anteriores en el tiem- 
po. Las diferencias, ciertamente, no habían desaparecido del todo, 
pero la Monarquía Hispánica funcionaba articuladamente y, lo que es 
todavía más importante, parecía compartir en todas sus partes un 
mismo destino. Algunos consideran que es a partir de la Nueva Plan- 
ta cuando puede hablarse verdaderamente de España como nación. 
El crecimiento económico, según se verá más adelante, acompañará 
esta nueva fase. Sin embargo, la política reformista, particularmente 
en su época álgida, no iba a pasar sin controversias, algunas tensiones 
y enfrentamientos, a veces agudos, aunque de otra índole diferente a 
los precedentes. Así sucedió en torno a la llevada a cabo por el mar- 
qués de Esquilache, súper ministro de Carlos II, por los años sesen- 
ta. 


A pesar de su brevedad cronológica (Semana Santa de 1766), los 
llamados motines contra Esquilache han dado origen a un abundan- 
tísimo número de publicaciones y han llamado la atención de los his- 
toriadores, a nuestro juicio por varias razones fundamentales. En pri- 
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mer lugar, por su excepcionalidad. Efectivamente, el Antiguo Régi- 
men nos tiene poco acostumbrados a convulsiones sociales internas, 
aunque no le fueran extrañas. Sin embargo, los motines de 1766 
rompieron la calma después de varios lustros de relativo sosiego, po- 
niendo en la picota, durante los días de su discurso, la paz social, que 
los gobernantes estaban habitualmente tan preocupados de guardar. 
No sólo eso; la agitación fue tan fuerte que la Corte tembló y el pro- 
pio rey dejó la capital con su familia y allegados en busca de un refu- 
gio seguro, el cual encontró en el palacio de Aranjuez. Y otro tanto 
hicieron algunos altos cargos de la Administración, comenzando por 
el propio marqués de Esquilache y su familia, preocupados por las 
consecuencias que pudieran derivarse para sus personas y haciendas, 
al abandonar precipitadamente la capital. Los amotinados fueron 
dueños de las calles de Madrid durante varios días, tomaron las armas 
y se enfrentaron a la guardia valona. Se gritaron varias consignas y 
hubo, incluso, algunos muertos. 


En la capital, el motivo inmediato fue la promulgación de una ley 
que obligaba al recorte de las capas y sombreros tradicionales: 


“que ninguna persona, de qualquier estado, grado, o distinción 
que fuesse, desde la publicación del bando no fuesse ni concurriesse a 
pie ni en coche, embozado con capa larga, montera o sombrero o go- 
rro calado, ni otro género de embozo que le cubriesse el rostro, para 
no ser reconocido, en los sitios y parages públicos de esta corte (...)”. 


Esta medida, unida al descontento por el alza de los precios de los 
productos básicos, entre ellos el sebo para el alumbrado doméstico, y 
al malestar por las iniciativas reformistas del ministro, provocó el le- 
vantamiento de las masas que, desde Antón Martín, se dirigieron ha- 
cia la Plaza Mayor, la casa del gobernador del Consejo de Castilla, 
que sospechosamente se puso de su lado, y, finalmente, al propio pa- 
lacio real. Aquí entregaron sus peticiones al monarca (salida de Es- 
quilache y bajada de los precios), quien no dudará en aprobarlas pú- 
blicamente, aunque revocase más tarde las concesiones hechas sobre 
indultos y rebaja de precios por parte de los magistrados y autorida- 
des municipales. Entretanto, las tropas se preparaban para reprimir el 
motín y se producían enfrentamientos parciales. 
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Por otro lado, no debemos de olvidar la extensión geográfica del 
movimiento, capaz de afectar a un número importante de ciudades 
españolas y, en algunos casos (Zaragoza por ejemplo), con gran viru- 
lencia. ¿Qué es lo que había pasado? Dilucidar esta cuestión ha sido 
uno de los principales objetivos de las investigaciones sobre los moti- 
nes. Ya los contemporáneos se asombraron de la capacidad organiza- 
tiva de los sublevados, así como de la nitidez y energía de sus reivin- 
dicaciones. ¿Existió un plan preparado de antemano para utilizar a las 
masas en contra de Esquilache y de su discutida política reformista? 
En tal caso, ¿quién o quiénes fueron los instigadores? ¿El gobernador 
del Consejo de Castilla Diego de Rojas, de quien dependía, a través 
de la Sala de Alcaldes, el orden público en Madrid? ¿El grupo de los 
golillas, a la sazón enemistados con Esquilache? ¿Los miembros del 
Consulado de Indias, contrarios al ministro por sus ideas liberaliza- 
doras? Los intereses dañados por la política del italiano eran muchos 
y, por lo tanto, también muchas las personas y grupos interesados en 
su caída. En última instancia, podía haber sido una combinación de 
varios ¿Fue simple fruto de circunstancias meramente coyunturales? 
Sea como sea, anima también mucho las pesquisas sobre el tema la 
repercusión de los hechos, más allá del momento en que se produje- 
ron, sobre todo en los años inmediatamente posteriores. 


No es aquí lugar de presentar una panorámica completa de las di- 
ferentes causas que se apuntan para explicar el acontecimiento y que 
van, desde la pura y llana conspiración de un elemento o de varios 
combinados (retomada hoy en día con nuevo vigor), hasta el típico 
motín de subsistencia, grave en esta ocasión, pero no extraño al Anti- 
guo Régimen. En general, la política reformista salió a la postre refor- 
zada, elevándose hasta cargos importantes a personajes clave de la 
Ilustración carolina y promoviendo a la vez medidas de impacto, co- 
mo la expulsión de los jesuitas del año 1767 (seguida de su posterior 
disolución por mandato papal) o la creación de los procuradores sín- 
dicos personeros y diputados del Común para su inserción en los 
ayuntamientos. Junto a estos hechos, están, además, las investigacio- 
nes del propio Gobierno en la época, llevadas a cabo por Campoma- 
nes dentro de la más absoluta opacidad. Actitud que conducirá a la 
postre a inculpar injustificadamente a los miembros de la Compañía 
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de Jesús como instigadores y beneficiarios del motín. El dictamen fis- 
cal,, donde se contienen los argumentos al respecto fue presentado 
por el ministro un día antes de que concluyera el año 1766. 


Hoy se está de acuerdo en que hay una diferencia notoria entre el 
motín de Madrid y los de provincia, pues si bien ambos tuvieron un 
parecido encuadre cronológico, variaron en lo que se refiere a los as- 
pectos dominantes que influyeron en su desencadenamiento: los pre- 
cios y el abastecimiento, sobre todo, en los segundos; estos factores, 
acompañados de los políticos, en el primero. 


La política reformista se consolidó en la segunda parte del reinado 
de Carlos II. Pero, un año después de la muerte del monarca, estalla- 
ría la Revolución Francesa, introduciendo un potentísimo elemento 
distorsionador. Unido a la difícil situación política interna y a los 
conflictos bélicos de finales de la centuria y principios del siglo xix, 
provocará lo que se ha dado en llamar la crisis del Antiguo Régimen, 
de la que más adelante nos ocuparemos. 


Capítulo sexto 
La política internacional y el Ejército 


La manifestación más evidente de la existencia de un nuevo Estado 
en el contexto europeo, a pesar de las tensiones habidas, es la política 
exterior que la Monarquía Hispánica llevará a cabo desde tiempos de 
los Reyes Católicos. En efecto, es a partir de la unión de dos de los 
grandes reinos peninsulares cuando se puede hablar de una acción 
común en el exterior bajo patrocinio de los monarcas, producto de la 
vertebración de ambos territorios. Pero, ¿cuáles eran antes de la 
unión las zonas de interés de Castilla y de Aragón respectivamente? 
Para la primera existía un viejo contencioso que era preciso cerrar. 
Nos referimos a la presencia musulmana en la Andalucía Oriental, 
concretamente en el Reino de Granada. Existía, además, otro centro 
de interés: Portugal. La historia de sus relaciones con Castilla estuvo 
llena de encuentros y desencuentros. Por último, buena parte del sep- 
tentrión castellano miraba hacia la Europa noroccidental: Inglaterra, 
Flandes e, incluso, el Báltico. 
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Por el contrario, las miras aragonesas estaban puestas en dos flan- 
cos: el Mediterráneo (Italia fundamentalmente), sin duda el más im- 
portante, y el Norte, en su frontera con el vecino Reino de Navarra y 
con Francia, sobre todo los territorios del Rosellón y de la Cerdaña, 
que los reyes de Aragón consideraban de su pertenencia. Isabel y Fer- 
nando debieron de conjugar todas las exigencias heredadas y hacer 
frente con el mismo ímpetu, mancomunadamente, a ellas. Pero tam- 
bién se añade a partir de ahora algo nuevo: América, con sus exigen- 
cias propias. El resultado de este triple requerimiento es, pues, lo que 
define la política internacional de los Monarcas Católicos, que tiene, 
además, dos modus operandi: el diplomático (embajadores —cinco 
permanentes, con un importantísimo papel, entre 1480 y 1500-—, 
matrimonios y acuerdos) y el militar (esto es, la confrontación abierta 
armada). 


Durante los años ochenta y principios de los noventa, Isabel logró 
atraer a su marido hacia el frente andaluz, donde los musulmanes 
mantenían, en zona montañosa y abrigada, el importante bastión 
granadino, repartido en realidad entre las actuales provincias de 
Cádiz, Málaga, Granada y Almería. El golpe de mano de los moros 
contra Zahara en 1481, recordaría a los Reyes Católicos la existencia 
de un flanco débil en esa zona andaluza, así como la necesidad de 
concluir con la gran empresa, iniciada hacía tantos siglos, denomina- 
da Reconquista. Los largos años de la guerra en esa parte exigieron 
derramas importantes de dinero y hombres que fue preciso reclutar, 
trayéndolos incluso de lejos (Cantabria, Vascongadas, Cataluña y, el 
extranjero), aunque en su mayoría provinieran de los municipios ale- 
daños o de los relativamente próximos al escenario bélico (Sevilla tu- 
vo un lugar destacado). Los hitos más importantes, que no son del 
caso analizar aquí, tuvieron que ver con el asedio, asalto y rendición 
de las plazas fuertes que los ejércitos de los reyes fueron encontrando 
en su camino hacia Granada, la capital del Reino Nazarí: Alhama 
(1482), Ronda, Loja, Málaga y Vélez Málaga (1487), Coín, Guadix, 
etc. Y aunque el camino hacia la victoria no estuviera exento de difi- 
cultades, incluso de algunos fracasos (ante la villa de Loja en un pri- 
mer momento), por fin llegarían a ver Isabel y Fernando el término 
de la empresa, tras la caída de Granada en enero de 1492. 
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Como táctica, los golpes de mano, el abundante uso de la artillería 
—esencial para rendir las importantes atalayas y ciudades fortificadas 
que encontraron en el camino—, además de las divisiones internas en 
la familia de Muley Hacén y Boabdil y, en general, la moral alta de 
las tropas (que se sabían respaldados por la cristiandad e inmersos en 
una cruzada) fueron decisivos para conseguir el éxito deseado. La 
conquista de la capital del Reino Nazarí supuso un acontecimiento 
de índole internacional, con repercusiones por toda Europa, justo 
cuando el enfrentamiento entre ésta y el Islam había comenzado a 
avivarse con el avance otomano (caída de Otranto, localidad situada 
en el talón de la bota italiana). Después de 1492, los Reyes Católicos 
podían añadir a su escudo la pequeña granada que simboliza la incor- 
poración de la ciudad musulmana, una de las más pobladas, sin du- 
da, del Reino, al águila de San Juan, el yugo y las flechas, los leones, 
castillos y barras catalanas. 


La política norteafricana, aunque más tardía, se enlaza con este 
proyecto de expulsar al islam de la Península, sin olvidar el propósito 
de otorgar una misión a la inquieta nobleza. Pretende asegurar unas 
cuantas plazas fuertes en dicho ámbito, que a manera de cabezas de 
puente, impidan un nuevo asalto musulmán por el Sur. Tiene como 
protagonista al Cardenal Cisneros, quien será regente de Castilla a la 
muerte de Fernando (1516-1517). Con anterioridad, después de fa- 
llecida la reina Isabel, se había lanzado a la conquista del peñón de 
Vélez (1508), de Orán (1509); además de Bugía, Argel, Túnez, La 
Goleta y Trípoli (1510). No fueron conquistas duraderas. Al poco, 
por ejemplo, caería Argel en manos de Barbarroja, a pesar de los es- 
fuerzos del cardenal por defenderla. 

Política también castellana en esencia, pero asumida por los mo- 
narcas conjuntamente, es la relativa al vecino Reino de Portugal. Des- 
de que se produjera, allá por los años ochenta del siglo xiv, el afianza- 
miento de la independencia portuguesa con respecto a Castilla, tras 
la derrota de Aljubarrota y la entronización en el país vecino de la 
Casa de Avis, la política de ambos reinos pasaría por momentos de 
tensión, pero también de mutuo acercamiento, que no logró tradu- 
cirse, como en el caso de Aragón y de Castilla, a pesar de los intentos 
en este sentido, en la unión de ambas monarquías en una sola. Juan 
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IL, padre de Isabel la Católica, había casado con portuguesa y Enri- 
que IV, hermanastro de Isabel, con el que deberá combatir para ase- 
gurarse el trono, tuvo igualmente esposa del mismo origen. Por si 
fuera poco, Juana la Beltraneja, rival de Isabel en la sucesión castella- 
na, casó con el rey de Portugal, Alfonso V, tras el fracasado intento de 
esposarlo con Isabel. De la mano del rey luso, las tropas que apoya- 
ban a la Beltraneja entraron en Castilla y combatieron el tándem for- 
mado por Fernando e Isabel, hasta que éste se impusiera tras ganar la 
batalla de Toro-Zamora en 1474-1475. Resuelto el problema suceso- 
rio, sosegados ya los ánimos, los Reyes Católicos no cejaron en su 
empeño de atar lazos con la monarquía vecina. Isabel, la hija primo- 
génita, es casada con el infante Alfonso y luego, muerto éste tempra- 
namente, con Manuel l. Pero como el rey luso sobreviviera a su mu- 
jer, podrá contraer nuevo matrimonio con María, cuarto de los hijos 
de los monarcas españoles. 


El fruto de esta política hispano-portuguesa no será de momento 
la unidad peninsular. Ésta debe esperar hasta 1580, en tiempos de 
Felipe II, para lograrse. Pero sí se consigue, en cambio, un efecto de 
largo alcance: el reparto del mundo, o mejor, el acotamiento de las 
áreas de expansión para cada una de las potencias peninsulares. El 
primer acuerdo se logra en las localidades de Alcacovas y Toledo, 
donde se pacta en 1479, entre otras cosas, el referido matrimonio de 
la infanta Isabel con el príncipe Alfonso, y, sobre todo, el reconoci- 
miento de los derechos de Castilla a la posesión de las Islas Canarias, 
y el de Portugal a Guinea (nombre que denomina un área más am- 
plia que el actualmente significado con este nombre). El segundo 
acuerdo, mucho más importante que el anterior, se logra en Tordesi- 
llas en 1494. Allí se crea una línea imaginaria de Norte a Sur, que, si- 
tuándose 370 leguas a Occidente de las islas de Cabo Verde, divide el 
planeta en dos zonas: la situada al este de la misma corresponde al te- 
rreno —amplísimo— que se reservan los portugueses para su expansión 
ultramarina; la situada al oeste, igualmente muy extensa, que toca a 
los españoles para la suya. Si nos fijamos bien en un mapa nos perca- 
tamos de hasta qué punto se corresponden con los territorios que to- 
can en la práctica a una y otra potencia peninsular. Así, la expansión 
portuguesa, a excepción de la punta brasileña de PernambucoParaiba, 
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tiene un marcado carácter africano y asiático, mientras la española se 
extiende hacia Occidente, abarcando prácticamente el inmenso con- 
tinente americano. Esta división corregía la que, basada en la media- 
ción papal, se había trazado en 1493, más favorable a los intereses 
hispanos, puesto que situaba la línea imaginaria a tan sólo cien leguas 
de las islas Azores y Cabo Verde, dejando a los lusitanos fuera de la 
presencia americana. 


Herencia aragonesa es, en cambio, la política exterior en el Medi- 
terráneo. La conservación de los territorios que allí se añadieran en su 
día a la Corona de Aragón exigía, entre otras cosas, mantener a raya a 
Erancia, con quien compartía también deseos de dominio sobre la zo- 
na. Al término de las operaciones granadinas, los Reyes Católicos 
tendrán que vérselas con este problema. 


El punto de arranque del conflicto se suele situar en la gran cabal- 
gada que el rey de Francia, Carlos VIII, aliado de Leudovico Sforza, 
hace desde el Norte de Italia, a lo largo de la Península, hasta apode- 
rarse de Nápoles. En 1494 logra su conquista y arroja de él a su rey, 
emparentado con los monarcas españoles. Éstos deciden entonces in- 
tervenir y, para ello, Fernando abandona temporalmente sus preten- 
siones sobre Navarra. El encargado de las tropas españolas es un pres- 
tigioso militar, Gonzalo Fernández de Córdoba, a quien los Reyes 
Católicos han conocido años atrás, durante su estancia en la ciudad 
andaluza. El Gran Capitán, apodo con el que se le conoce, desembar- 
ca en la zona ocupada por los franceses, obligándoles a marchar. 


Los rumbos que toma la guerra, complicada con el reavivamiento 
de otros frentes, obliga a Gonzalo a firmar una tregua en 1494 con 
los franceses, que han iniciado a su vez un ataque por el Rosellón, te- 
rritorio reincorporado, junto a la Cerdaña, al patrimonio aragonés 
desde el año anterior. Producto de la negociación es el reconocimien- 
to mutuo de derechos sobre Italia, el consiguiente reparto de su terri- 
torio, fragmentado y dividido en pequeños Estados, y el proyecto de 
un plan común que frene el avance de los turcos. 

Pero se trata de un acuerdo frágil que no satisface a las partes. La 
guerra se reanuda de nuevo, tomando otra vez como escenario el 
Reino de Nápoles. Es entonces cuando tienen lugar varias victorias 
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míticas del Gran Capitán: Gaeta, Seminara, Ceriñola y Garellano, 
donde, aparte del triunfo español en sí, se pone de manifiesto el po- 
der de la infantería profesionalizada, origen de los futuros tercios de 


Flandes. 


Tras el conflicto entra en juego la diplomacia. Fernando ve recono- 
cido su derecho sobre Nápoles (Tratado de Lyón de 1504), y, de esta 
forma, se uniría a los territorios de Sicilia y Cerdeña que había here- 
dado. A su vez, Francia consigue alguna de sus viejas pretensiones: te- 
ner las manos libres sobre el Milanesado, región próspera del norte de 
Italia. 


Muerta ya la reina Isabel, el heredero al trono, Felipe el Hermoso, 
fuerza a su suegro Fernando, con quien mantiene relaciones poco 
amistosas, a un acercamiento a Francia. Para sellarlo se acuerda el 
matrimonio de éste con la sobrina de su rey, Germana de Foix. La 
unión entre Castilla y Aragón, que estableciera el propio Fernando 
con Isabel, peligra; pero la nueva esposa muere sin haber logrado que 
el hijo de ambos sobreviviera más que un breve periodo y, en cuanto 
a Felipe, fallecerá pronto. La vía hacia un nuevo acercamiento a Cas- 
tilla queda, por tanto, expedita. 


La paz dura poco. El papa, Julio II, cabeza de los llamados Estados 
pontificios que ocupan el centro de la península italiana, se enfrenta 
al rey de Francia Luis XII, que está a punto de provocar un cisma en 
la Iglesia, y pide ayuda a Fernando. Éste se une por ello a la Liga San- 
ta en 1511. A cambio recibe la promesa de ser investido por el papa 
como rey de Nápoles. Aprovechando la situación, Fernando invade 
también el Reino de Navarra, vinculado desde tiempo atrás a dinas- 
tías francesas, en 1512. Después de varios intentos frustrados, consi- 
gue su incorporación definitiva a la Monarquía Hispánica. 

La diplomacia ha jugado también su papel con la práctica matri- 
monial. Objetivo: cercar a Francia. Para ello, como ya vimos, los Re- 
yes Católicos dispusieron para sus hijos matrimonios con príncipes 
borgoñones e ingleses. Algunos de ellos conllevan acuerdos de carác- 
ter militar, pero también económico, como el realizado con Inglate- 
rra. Esta política antifrancesa, unida a las vicisitudes del destino, re- 
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sulta a medio plazo decisiva para el acceso de un linaje extranjero (los 
Habsburgo) al trono español, en la persona de Carlos 1. 


En efecto, ya sabemos como se hunde progresivamente el proyecto 
de los Reyes Católicos, al socaire de una cadena de desgracias. Juan, 
el príncipe heredero, fallece temprano sin descendencia. El trono de- 
be de pasar a su hermana primogénita Isabel, pero ésta fallece en 
1498 y su hijo, Miguel, dos años después. La hipotética unión con 
Portugal fracasa por tanto. En cuanto al trono español, éste viene a 
recaer ahora sobre Juana, casada con Felipe de Borgoña, pero la nue- 
va reina manifiesta síntomas de desarreglos mentales, y su esposo 
muere también en fecha temprana. Con anterioridad al evento, las 
fuerzas sociales del país estaban divididas entre los partidarios de Fer- 
nando y los de su yerno Felipe, lo que provoca una separación tem- 
poral de éste con relación a los asuntos castellanos. El acuerdo firma- 
do entre ambos en Salamanca (1505), que venía a ratificar esa situa- 
ción (Fernando quedaba tan sólo como Gobernador de Castilla), no 
había logrado apaciguar los ánimos. Cisneros la salva y consigue que 
Fernando regrese a Castilla en 1507. Temporalmente las cosas vuel- 
ven a su ser. Ello permite la acción conquistadora sobre el norte de 
África arriba aludida, así como la campaña de Navarra. Muerto Fer- 
nando (1516), regresa Cisneros a hacerse cargo del poder; en realidad 
no le da tiempo sino a disponer las cosas para que Carlos venga de 
Flandes a hacerse cargo del trono español. Entretanto, la iniciativa de 
aproximación a Inglaterra parece condenada también al fracaso. Ar- 
turo muere y Catalina se casa de nuevo, esta vez con el rey Enrique 
de Inglaterra, pero éste no tardará en repudiarla para casarse con la 
hermosa Ana Bolena. 


Apartado especial merecen el descubrimiento y conquista de Amé- 
rica, que vienen a situar a la Monarquía Hispánica ante una experien- 
cia de carácter planetario, así como en un entramado de relaciones 
internacionales que, con variaciones en la correlación de fuerzas, dura 
toda la Época Moderna, determinando el conjunto de la política in- 
ternacional española. No es aquí el lugar de explicar con detalle todas 
las vicisitudes del proyecto colombino hasta su realización en 1492. 
A punto de concluir la Guerra de Granada, en el campamento de 
Santa Fe, los Reyes Católicos lo habían hecho por fin suyo, amplian- 
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do así el flanco atlántico y abriendo a la par para la Monarquía un in- 
menso campo de posibilidades, progresivamente desveladas, a medida 
que se despliega la presencia española, en especial castellana, en el 
Nuevo Continente, puesto que se adscribe a los súbditos de esta Co- 
rona. 


Tras la fase de exploración inicial que suponen los cuatro viajes de 
Colón a América, comienza a principios del xvi el verdadero Descu- 
brimiento. De la etapa antillana se pasa sin solución de continuidad a 
la de Tierra Firme y, en 1513, el conquistador Núñez de Balboa se 
encuentra ya en los Mares del Sur, nombre con el que se conocía an- 
tes al océano Pacífico. 


Pero el camino iniciado, refuerza y amplía la expansión europea 
comenzada por Portugal y supone un atractivo ejemplo para otras 
potencias (Inglaterra, Francia y, más tarde, Holanda), que desean par- 
ticipar en ella, entrando en competencia con la Monarquía Hispáni- 
ca, y sin que el acuerdo firmado entre los dos países ibéricos sobre sus 
derechos exclusivos a la conquista sea capaz de desanimarlos. Lo vere- 
mos al analizar la política exterior de los sucesores de los Monarcas 
Católicos. 


En todo caso, Isabel y Fernando establecen un régimen obligado 
de monopolio para encauzar las relaciones de España con sus Indias. 
Esta medida implica a su vez varias determinaciones: el comercio a 
través de un puerto único, el de Sevilla, y, por tanto, el establecimien- 
to allí de las instituciones mercantiles de la Carrera de Indias (la Casa 
de Contratación en 1503 y, ya fuera de su reinado, el Consulado en 
1543); en segundo lugar, el derecho en exclusiva de los castellanos a 
comerciar con el Nuevo Mundo, desobedecido en la práctica, y, por 
último, el sistema de flotas como base fundamental de las relaciones 
mercantiles entre ambos lados del Atlántico (los navíos sueltos debían 
previamente obtener autorización de la Corona para hacer el viaje). 

El Ejército y la Hacienda se erigen en soportes fundamentales de la 
política exterior de los Reyes Católicos. La unión de las dos coronas 
peninsulares va unida, según afirmábamos, a una política más ambi- 
ciosa y compleja, que pondrá a prueba la solidez de ambos pilares. A 
medida que los frentes a cubrir son más numerosos y distantes, los 
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esfuerzos para obtener recursos humanos y económicos han de au- 
mentar en consecuencia. La aportación de los particulares, sobre todo 
de los miembros de la nobleza, será insuficiente a este respecto. Sólo 
el Estado moderno, a cuya configuración asistimos, tendrá la fuerza y 
capacidad suficientes como para llevar a cabo la necesaria moviliza- 
ción. Ya en las Cortes de Madrigal del año 1476, se había dispuesto 
la forma de aumentar la eficacia en la percepción de los impuestos y 
en los ingresos. La reestructuración de las Contadurías Mayores obe- 
dece asimismo a ese deseo. También la llamada Acta de Reasunción, 
aprobada por las Cortes reunidas en Toledo en 1480 y que pretende 
desposeer a los nobles beneficiarios de las llamadas mercedes enrique- 
ñas, es decir, de las rentas enajenadas o usurpadas por ellos desde 
1464. Y en el mismo sentido apunta la incorporación a la Corona de 
los maestrazgos de las Órdenes Militares. 


En lo relativo al Ejército, los Reyes Católicos deberán echar mano 
de la nobleza, así como de las milicias concejiles, para hacer frente a 
las costosas campañas que emprenden. Las levas, durante esta época, 
quedan a cargo de ambos. Sin embargo, paralelamente, se pone en 
marcha una importante reforma del Ejército. La experiencia de las 
guerras de Granada e Italia le sirve de punto de apoyo. En primer lu- 
gar, se busca un Ejército más profesional, donde no falte la pericia en 
el combate y el espíritu de cuerpo. En cuanto a las armas, las propias 
de la infantería cobrarán una gran importancia. Los hombres van do- 
tados de armaduras de protección, de largas picas (el cincuenta por 
ciento del contingente), lanzas cortas y jabalinas (un treinta por cien- 
to) y arcabuces (sexta parte), en sustitución de las ballestas medieva- 
les. Se intercalan con los piqueros. Esas armas de fuego, debido a su 
carácter portátil, cobran un excepcional interés. El objetivo es el de 
conservar la fuerza, combinada a una gran movilidad. Se ha de poder 
deshacer la formación, sin perder el orden siempre que convenga. 

Las formaciones se reorganizan. Cada cuatro compañías aproxima- 
damente, equivalentes a dos tercios de infantería, conforman una co- 
ronelía, que combate apoyada por unidades de caballería y de artille- 
ría. Dos coronelías componen una división formada por unos doce 
mil hombres armados de picas y arcabuces en proporción de dos a 
uno. 
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El poder demoledor de la artillería y su importante efecto psicoló- 
gico sobre el enemigo fueron puestos a prueba durante los largos ase- 
dios a las poblaciones fortificadas durante la guerra de Granada. Esta- 
ba dividida en dos ramas: de sitio —la más eficaz— y de campaña. 


Con la llegada de Carlos al trono de España tras las vicisitudes 
arriba analizadas, la política exterior española experimenta un impor- 
tante retoque. El escenario mediterráneo, sin perder del todo impor- 
tancia, comparte lugar en las preocupaciones del Habsburgo con el 
centroeuropeo. Aquí se concentra una parte importante de los puntos 
calientes del reinado. La explicación es sencilla. Carlos es heredero de 
la rica herencia borgoñona; además, al poco de llegar a España, es co- 
ronado emperador y asume como propios los problemas del Sacro 
Imperio Germánico, justo en el momento en que éste, por la reforma 
protestante, se encuentra en ebullición. Se mantiene, por otro lado, el 
enfrentamiento con Francia y contra el avance turco; el escenario 
americano, en general todavía tranquilo, continúa ampliándose. 


Comencemos por los viejos enfrentamientos. Italia, sobre todo, y 
la difusa frontera pirenaica seguían constituyendo zonas de conflicto 
entre dos países con aspiración a convertirse en grandes potencias de 
la Europa Moderna. Los intereses hispanos de una parte, resultado de 
la antigua presencia aragonesa en la Península, complicados ahora 
por la expansión turca, y, de otra, los de Francia, producto a su vez de 
un extenso frente costero en el Mediterráneo y de sus aspiraciones ex- 
pansionistas sobre una Italia débil y fragmentada, terminan chocando 
de nuevo. Navarra, conquistada por Fernando el Católico, y el propio 
Ducado de Borgoña, cuyo núcleo fundamental había quedado en 
manos francesas, constituían a la par motivos de desavenencia. La ri- 
validad entre una y otra potencia se simboliza en la de sus dos mo- 
narcas, Carlos 1 y Francisco I, alrededor de la corona imperial con 
victoria final del primero. También en el frustrado intento galo de 
ganar Navarra para sus posesiones (ocupación de Pamplona en 
1521), aprovechando el conflicto de los comuneros. A partir de esa 
fecha se abren todos los frentes donde podían contender ambos Esta- 


dos. 
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Tras los acuerdos de 1504, Fernando había dejado que Francia 
abrigase esperanzas de influencia sobre esa región del Norte de Italia 
denominada el Milanesado. Ahora, con Carlos en el trono, la zona se 
había convertido para la Monarquía Hispánica en una pieza clave pa- 
ra la comunicación entre las diferentes partes de su disperso Imperio, 
en especial de la herencia borgoñona de los Países Bajos con la italia- 
na, y de ésta con los territorios patrimoniales de los Habsburgo en el 
Sur de Alemania y Austria. Esta última conexión cobró especial im- 
portancia a raíz del conflicto protestante. 


En 1525 se produce la victoria del emperador contra Francisco 1 
en la batalla de Pavía. Una coalición de soldados españoles, italianos 
y alemanes armados de picas, alabardas y los temidos arcabuces logra 
que el ejército franco-suizo ponga pies en polvorosa y hacen prisione- 
ro nada menos que al propio rey, quien, cual caballero medieval, ha 
acudido a la batalla al frente de sus tropas. Carlos le lleva preso con 
todos los honores hasta Madrid, le encierra muy cerca de su actual 
Ayuntamiento en la torre de los Lujanes y le hace firmar un tratado, 
que lleva el nombre de la futura capital, en 1526. Pero se trataba de 
un acuerdo poco realista, pues se obligaba en él a que Francia renun- 
ciase a sus pretensiones sobre el Milanesado, Génova y Nápoles, y a 
que entregase al emperador la cabecera de su herencia borgoñona, es 
decir, la propia Borgoña. Por eso, al poco de ser devuelto Francisco y 
llegar a su tierra, pone manos a la obra para deshacer lo acordado. Es- 
tando el emperador en Sevilla, donde celebra a la sazón su boda con 
Isabel, le llega la noticia de que el rey de Francia acaba de firmar un 
pacto con el papa Clemente VII, Milán y las repúblicas de Florencia, 
Venecia y Génova (Liga de Cognac, 1526) en contra de él. Por si fue- 
ra poco, Inglaterra, con cuyo rey Enrique VIII firmara el emperador 
un acuerdo de mutua ayuda en Windsor (1521), se muestra ahora 
también recelosa de cumplirlo. Carlos 1 está, pues, prácticamente so- 
lo. 


En este contexto se sitúa el llamado Saco de Roma ( 1527), que 
conmueve la cristiandad y es utilizado por la propaganda protestante. 
En él, las tropas imperiales mandadas por el condestable Carlos de 
Borbón, aunque francés aliado del emperador, asaltan la Ciudad 
Eterna y la someten a saqueo y pillaje durante varios días. A conse- 


147 


cuencia de ello, el papa debe abandonar la coalición, pero la propa- 
ganda enemiga recorre los países europeos, acusando a Carlos y sus 
tropas de sacrílegas y criminales. Al fin obtiene eco en el rey de Ingla- 
terra, que se une a los aliados en contra del emperador. 


Los acontecimientos se suceden con rapidez, en medio de las tri- 
bulaciones de Carlos Í, con varias acciones bélicas, de las que, sin du- 
da, la más importante es el cerco francés a Nápoles y su posterior 
abandono a causa de la epidemia. Este fracaso, unido al cambio de 
bando que realizan los genoveses por mano de su Almirante Andrea 
Doria, pasando a convertirse durante un larguísimo periodo de tiem- 
po en aliados “naturales” de los monarcas españoles, permiten al em- 
perador tomar de nuevo aliento. La Paz de las Damas (Margarita, tía 
de Carlos, y Luisa de Saboya, madre del rey de Francia) cierra el ciclo 
en la localidad de Cambrai (1529). Las dos potencias llegan a un 
nuevo acuerdo, que, en síntesis, consiste en la renuncia de Francia a 
sus pretensiones italianas y de España sobre Borgoña. Por su parte, el 
papa Clemente VIT perdona el asalto a Roma y coloca sobre la cabeza 
de Carlos la corona imperial, ratificando así, de su propia mano, el tí- 
tulo boloñés. La paz sería duradera (unos siete años) en comparación 
con las anteriores, permitiendo al emperador atender otros frentes, 
cuya solución se había hecho acuciante. Nos referimos, claro está, 
creado por el avance de la Reforma en Alemania y por los turcos en el 
Mediterráneo. 


Pero la inestabilidad en Italia era un permanente acicate para la in- 
tervención de los dos rivales en el territorio, y, por tanto, para que 
ninguno de ellos aceptase el cumplimiento tácito de lo pactado en 
acuerdos anteriores. En 1536, tras la muerte de Francisco Sforza, es- 
taba en juego la sucesión en el pretendido Ducado de Milán, pieza 
clave, según vimos, en el sistema político occidental. La disputa por 
el mismo enfrenta de nuevo a Francisco 1 con Carlos I durante casi 
dos años. Al margen de los diferentes combates, la novedad estriba en 
esta nueva fase de la guerra en la alianza que, contra natura, establece 
Francisco 1 con los turcos para derrotar a su oponente español. Para 
ello ofrece a su flota los puertos en el Mediterráneo. El conflicto se 
alarga durante casi dos años, tomando entre otros escenarios el de la 
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Provenza, donde se libran importantes batallas que dejan exhaustos a 
ambos ejércitos. 


Entretanto, Gante, la ciudad natal del Emperador, a pesar de su le- 
janía con respecto a la zona de guerra propiamente dicha, se ve invo- 
lucrada en una rebelión cuya causa última no es sino el esfuerzo fiscal 
a que obliga la guerra. Carlos acude a la villa flamenca, a través de 
Erancia, donde, paradójicamente, se le agasaja a pesar de ser enemigo. 
Una vez en ella reprime el movimiento y reinstaura el estátus. La fir- 
ma de una tregua entre España y Francia se impone por sí misma. En 
Niza se reúnen ambos contendientes en 1538 para darse un respiro; 
por supuesto, las causas del conflicto siguen sin solucionarse. Pero, al 
menos en principio, tiene Carlos las manos libres para dedicar sus es- 
fuerzos y sus recursos al problema que se ha convertido en un cáncer 
con el paso de los años: el asunto protestante. Por poco tiempo, pues- 
to que, en 1542, volvía a encenderse la llama que terminaría, como la 
anterior, por apagarse en falso en 1545. Quedaba claro que era impo- 
sible reducir a Francia con tantos flancos abiertos al mismo tiempo y 
tantos intereses enfrentados a los del Emperador dispuestos a unirse, 
fuera sólo temporalmente, para impedir su hegemonía en Europa. 
Pero vayamos ahora al otro frente. 


Los otomanos estaban creando en el Levante Mediterráneo, el Pr- 
óximo Oriente y la parte sureste de la Europa Central un poderoso 
imperio que amenazaba la seguridad de los países cristianos, a pesar 
de las alianzas temporales de algunos de ellos con el turco (Venecia, 
Francia) para contrarrestar al Imperio Carolino. Estamos en una épo- 
ca de grandes caudillos otomanos, el más famoso de los cuales será 
Soleimán el Magnífico. Los casi siete años de paz entre España y 
Francia con motivo del “Tratado de las Damas de 1529 permiten a 
Carlos 1 hacerse cargo, en tanto que Emperador del Sacro Imperio 
Germánico y rey de un país con presencia en el Mediterráneo, siquie- 
ra parcialmente, del problema. Es en dicho periodo cuando se aco- 
mete con éxito la conquista de Túnez (1535). No sucede lo mismo 
con Argel, ante cuyos muros los imperiales fracasan. A pesar de todo, 
los peligros y la inseguridad continúan en esta zona del Mediterráneo 
y en sus poblaciones costeras. Las islas de Malta y Sicilia colaboran a 
contrarrestar el poder otomano, pero tampoco son suficientes sus es- 
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fuerzos para traer la paz. Ocupado de nuevo en los asuntos europeos, 
el emperador abandona prácticamente este escenario, que debe espe- 
rar a su sucesor para que se establezca en él una nueva correlación de 
fuerzas. 


Los asuntos de Centroeuropa acaparan de forma decidida los es- 
fuerzos de Carlos. El enfrentamiento entre protestantes y católicos es 
allí muy agudo y tiene dividido al Imperio, a sus príncipes y súbditos 
entre sí. Los desvelos del emperador se dirigen a restablecer la paz y la 
unidad religiosa: 

“Al disponerme a pensar en mi situación —confiesa el rey enton- 
ces—, me parece que lo primero que debo manifestar es que su mejor 
remedio sería la paz, si a Dios le pluguiera concedérmela”. 


Carlos era un hombre piadoso, con una religiosidad sencilla, cris- 
tológica y, como tantos hombres de su tiempo, estaba preocupado 
por el problema del pecado y la salvación. Al igual que los reformistas 
y los humanistas de la época (especialmente Erasmo), con quienes 
mantuvo no escasos contactos, sentía como necesaria la reforma de la 
Iglesia. Sin embargo, y a pesar del desafío que había lanzado uno de 
sus súbditos (Lutero), ahora muy afamado, no quería romper la uni- 
dad eclesial. A comienzos de su reinado, en 1521, había oído al ex 
monje agustino defender sus posiciones en la ciudad de Worms, pero 
no se dejó ganar por ellas; antes bien, consideró necesario 
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Tiziano, Emperador Carlos V a caballo en la batalla de Muúblberg, Ma- 
drid, Museo del Prado 


llegar a alguna forma de compromiso entre los distintos conten- 


dientes que pusiera fin al conflicto abierto. No otro es el objeto del 
ínterin que dio a firmar a los protestantes, por el que se seguía man- 
teniendo la jerarquía de la Iglesia y los siete sacramentos católicos, si 
bien a cambio de hacer algunas concesiones no doctrinales a los lute- 
ranos: comunión bajo las especies de pan y de vino y del matrimonio 
para los sacerdotes. Pero tampoco esta fórmula dio resultado. 
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Las cosas cambiaron, cuando en la Dieta convocada en Augsburgo, 
el emperador se dio cuenta de la imposibilidad del acuerdo. La junta 
de teólogos reunida en Ratisbona durante las sesiones, después de la- 
boriosos debates, había llegado a un acuerdo sobre la doctrina acerca 
de la justificación por la fe que propusiera Lutero, pero ni éste ni el 
papa lo habían aceptado. Los representantes de los protestantes se re- 
tirarían de la reunión, constituyendo a continuación una liga que re- 
cibió el nombre de la ciudad de Smalkalda (Turingia) donde tuvo lu- 
gar. Sus objetivos eran tanto políticos (frenar el poder del emperador) 
como religiosos. Consiguió, incluso, atraer hacia ella algún príncipe 
católico, como sin duda sucederá con Francisco 1 de Francia. 


Entretanto, Carlos esperaba que el papa convocase un concilio, 
pues sólo con él se podría poner fin al cisma. Anunciado desde 1535 
por Paulo III, no logró inaugurarse hasta 1545. Para entonces ya era 
demasiado tarde. El que será llamado Concilio de Trento no logró 
convocar a ningún representante de la Reforma y, en general, la parti- 
cipación alemana en él fue bastante reducida. Entretanto, sólo queda- 
ba ya lugar para la guerra abierta. 


Dos fases la caracterizan: la primera, hasta el término del año 
1546, que toma como campo de operaciones la región del Danubio; 
la segunda, en pleno año 1547, en la del río Elba, con apenas unos 
pocos meses de respiro entre una y otra. La última campaña del pe- 
riodo podemos relacionarla con el famoso retrato de Tiziano, en don- 
de aparece el emperador Carlos, con su armadura, lanza en ristre y a 
caballo. En él se refleja la victoria que había conseguido contra sus 
enemigos en Mihlberg, a orillas del Elba en dicho año de 1547, ca- 
yendo por sorpresa sobre las tropas protestantes allí acampadas, des- 
pués de atravesar el río. Al siguiente se firma la paz en Augsburgo, 
que le es favorable. 


Sin embargo, esta victoria no había conseguido apaciguar los áni- 
mos. Y lo que es peor, el emperador estaba psíquica y físicamente 
agotado. En 1552 se decide por fin a dejar la herencia alemana y aus- 
triaca en manos de su hermano Fernando, quien a la sazón era ya rey 
de Hungría, Bohemia y Austria, y mucho antes, en tiempos próximos 
a la llegada de Carlos a la Península, competidor de éste a ocupar el 
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trono de España. La tarea era ardua, pues era preciso más que nunca 
lograr una paz definitiva, ahora que los protestantes alemanes habían 
pactado con el nuevo rey de Francia, Enrique Il, la continuación de 
la lucha, a cambio de recompensarle con la entrega de tres plazas 
fuertes del Imperio próximas a la frontera francesa (Metz, Toul y Ver- 
dún). El propio Carlos, antes de regresar a España, a punto estuvo de 
caer en poder de Mauricio de Sajonia. 


La situación era delicada y, además, amenazaba con comprometer 
en la lucha a los territorios de donde era oriundo Carlos, es decir, los 
propios Países Bajos. Objetivo prioritario era, pues, mantener expedi- 
to el que luego será llamado Camino de los españoles entre Génova y 
los Países Bajos a través del Franco Condado, afectado por la entrega 
de las tres localidades citadas a los protestantes, y que servía para el 
traslado de tropas de una a otra parte de Europa. Fallido el intento de 
recuperación de Metz, era preciso entonces buscar aliados contra 
Francia y los príncipes luteranos. Carlos lo intenta a través de una 
aproximación a Inglaterra. Pero ésta se encontraba también amenaza- 
da por el cisma. Convenía lograr, previamente, la adhesión de este 
país al catolicismo; de lo contrario se convertiría en un enemigo más, 
con posibilidades de asociarse al resto en contra del emperador. Éste 
recurrió, por tanto, como sus abuelos habían hecho, a la política ma- 
trimonial: la boda del príncipe Felipe con la católica María Tudor po- 
día lograr a corto plazo el objetivo pretendido. 

Concertada la boda, entregada la corona imperial a su hermano 
Fernando y con ello trasladados a éste los problemas provocados por 
la guerra de religión en la Europa Central, Carlos, ahora sí, podía de- 
jar las responsabilidades de poder, previa abdicación del trono de Es- 
paña en su hijo Felipe, y retirarse según era su deseo a un lugar apar- 
tado en los aledaños de la Sierra de Gredos, al monasterio jerónimo 
de Yuste, donde pasaría los últimos años de su vida (1557-1558). 


A la muerte del emperador, los compromisos españoles en el exte- 
rior habían desbordado el marco tradicional, ceñido prácticamente al 
Mediterráneo, el mantenimiento de buenas relaciones con los Esta- 
dos del Norte (Inglaterra, Flandes y los Países Bajos en general) y la 
prosecución de la empresa descubridora y colonizadora que había ini- 


153 


ciado Colón. Casi de la noche a la mañana, España se había converti- 
do en la primera potencia europea y en un Imperio de dimensiones 
universales. El país donde los problemas “domésticos” (la guerra 
contra el islam, los vínculos y roces entre las coronas peninsulares) 
habían ocupado un lugar prioritario, se transformaba en una poten- 
cia supranacional, obligada a conservar sus territorios patrimoniales, 
legítima herencia que no se podía de forma gratuita disminuir ni me- 
noscabar; velar por la unidad religiosa en el seno de la Christianitas 
herida y proseguir su expansión al otro lado del Atlántico, integrando 
al mismo tiempo los nuevos territorios en la Monarquía Hispánica. 
Carlos, a pesar de las innumerables dificultades que encontró (una 
parte influyente de sus súbditos, los castellanos agrupados en las Co- 
munidades, no veían en los compromisos traídos por su rey sino una 
amenaza), había logrado unos resultados aceptables pero modestos en 
los dos primeros ámbitos referidos, y llamativos en el tercero. En 
agosto de 1521, Hernán Cortes había conquistado Tenochtitlán, co- 
razón del Imperio azteca; en 1529, se había ocupado también, con 
carácter definitivo, Michoacán. Un año después, se inicia el asalto al 
Imperio de los incas: en noviembre de 1532, Francisco Pizarro y sus 
hombres entraban en Cuzco, y, en 1535, se fundaba la Villa de los 
Reyes, es decir, la ciudad de Lima. Ese mismo año Almagro organiza 
una expedición a Chile, último confín de la conquista. A finales de 
los treinta y principios de los cuarenta Francisco de Orellana recorre 
el río Amazonas. En ese mismo periodo, Pedro de Valdivia realiza 
una nueva expedición a Chile. El balance americano no podía ser 
más positivo. 

Sin ser un gran estratega ni un eficiente político, Carlos 1 había lle- 
vado con una gran dignidad sus obligaciones de rey y de Emperador. 
Viajero infatigable de un lado a otro del Continente, llegaría a abri- 
gar en su mente, aconsejado probablemente por intelectuales y perso- 
nas que le eran próximas, una idea global de Imperio. Pero ésta fue 
modificándose con el paso del tiempo. Hay en el origen un optimis- 
mo de base humanistaerasmiana: una res publica cristiana integradora 
de los Estados europeos, con un importante componente moral y de 
reforma religiosa, auspiciada por el emperador, que aparece como ele- 
gido por Dios al respecto. Pero, progresivamente, al contacto con la 
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realidad, pasa a otra idea más pragmática, inspirada en la obra de Al- 
fonso de Valdés y fray Antonio de Guevara, y, más tarde en la de Gi- 
nés de Sepúlveda, de corte mucho más descarnado. El fundamento 
de la misma estriba en la interdependencia político-económica de las 
diferentes partes del Imperio, la necesidad de conectarlas bien entre sí 
y la preocupación por la correlación de fuerzas internacional. En 
otras palabras, en un Imperio basado en el dominio político-militar y 
económico efectivo de la zona comprendida entre España, Milán y 
Flandes, para, desde ella, imponer la hegemonía a los territorios cir- 


cundantes (J.A. Maravall, Estado y mentalidad social, , p. 198). 


La realidad era, sin duda, más obtusa. Los príncipes europeos, aún 
cuando aspiraran y disputaran la corona imperial, pensaban antes en 
el desarrollo de sus propios Estados y la afirmación de su propio po- 
der, que en las fuerzas y pretensiones de carácter universalista. La di- 
visión provocada por el desarrollo del protestantismo ahondaba toda- 
vía más estas tendencias. El Imperio de Carlos con su extenso domi- 
nio de territorios (algunos disputados por otras potencias) y su voca- 
ción unitaria en lo religioso era antes un obstáculo que una fuerza lla- 
mada a aglutinar un Continente, progresivamente ganado por los 
modelos nacionales. 


A la muerte, enfermo y casi minusválido, del emperador, su hijo 
Felipe II tenía que habérselas con compromisos muy similares a los 
que tuviera su padre. Estos, sin embargo, al menos en principio, le 
habían sido aligerados. La entrega a Fernando de la corona imperial 
suponía dejar el problema alemán al cuidado de la otra rama de los 
Habsburgo. El Imperio, por tanto, tenía ahora una base sustancial- 
mente española y atlántica. Sin embargo, a los enemigos tradicionales 
del mismo —Francia, los turcos y los protestantes alemanes—, se unían 
ahora otros, que al irrumpir en el panorama internacional, mostra- 
ban también su enemistad contra España. Nos referimos a los ingle- 
ses, una vez fracasada en las islas Británicas la causa católica y puestos 
los ojos de su clase dirigente en las riquezas americanas, así como 
también a los súbditos rebeldes de los Países Bajos, decididos a com- 
batir a Felipe II y, más tarde, a proclamar su independencia. En este 
sentido, podemos decir que su padre le dejaba una herencia envene- 
nada. 
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El nuevo monarca ( 1556-1598) no carecía de experiencia en el ar- 
te de Gobierno. Carlos le había ido involucrando en diferentes tareas 
relacionadas con él: cuando apenas tenía once años, recién fallecida 
su madre, la emperatriz Isabel, le encargó de gobernar los reinos de 
Castilla, aunque bajo normas muy estrictas: 


“Guardaos de seguir consejos de mozos ni de creer los malos de los 
viejos. Apartad de vos todo género de gente deste arte y lisonjeros, y 
huid de ellos como del fuego, porque son más peligrosos y entran por 
muchas maneras (...) Las cosas que de las consultas (de los consejos) 
que hicieren resultarán, ya en las instrucciones está declarado cómo 
las habéis de mirar con el cardenal de Toledo, Presidente y Cobos, y 
en eso lo ejecutareis así (...). Habéis de tener cuidado en mirar se 
nombren muy buenos corregidores (...). Que esas visitaciones (de sus 
hermanas) sean moderadas, y que cuando allá fuérades no os tratéis 
con ellas sino como hombre y con las maneras honestas que conviene 
(...). Habéis de mandar que se tenga gran cuidado y vos le ternéis en 
que se consuman las capitanías que vacaren y se metan en las otras 
Caja 

Más tarde, cuando sea unos años más mayor, ampliará sus respon- 
sabilidades. Y siendo ya un joven maduro, ayuda al emperador en sus 
tareas de gobierno desde Bruselas y Augsburgo, e interviene igual- 
mente en los asuntos de Inglaterra, como rey consorte que es de este 
país por su matrimonio con María "Tudor. Una vez ya en el trono, 
aprovecha dicha experiencia para dirigir desde España y, más concre- 
tamente, desde Madrid —convertida a la sazón en capital-, a diferen- 
cia de su padre, la política exterior de la Monarquía Hispánica. 


El enfrentamiento permanente con Francia tiene ahora ribetes 
nuevos que favorecen a España. “Tras un comienzo marcado por la 
continuidad: ofensiva gala en Nápoles, en línea con lo que venía sien- 
do tradición de ese país, repelida por su virrey, el duque de Alba, vie- 
ne ahora la división interna entre protestantes (los hugonotes), de 
confesión calvinista, y católicos, con sus respectivas fuerzas sociales 
de apoyo, que obligan a Francia a preocuparse en prioridad de sus 
asuntos internos. 
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Antes de ello, su rey, Enrique de Guisa es derrotado en varios pun- 
tos del frente Norte: por las tropas de Felipe, dirigidas por Manuel 
Filiberto de Saboya, en San Quintín, no muy lejos de París, en 1557, 
y por los ingleses, un año después, ante las Gravelinas, después de 
que tomara la plaza de Calais. 


Estabilizada luego temporalmente la lucha en uno y otro frente, 
Enrique se plantea la firma de la paz con España como una necesidad 
imperiosa ante el avance protestante en su país y la falta de recursos 
económicos para continuar la guerra. De este deseo resulta el Tratado 
de Cateau-Cambresis de 1559, donde se plantea el regreso a la situa- 
ción anterior al conflicto (devolución de las plazas ocupadas por uno 
y otro contendiente a lo largo de él, y la reposición del duque de Sa- 
boya en sus Estados, ganados a la sazón por Francia) y la consolida- 
ción del acuerdo mediante matrimonios (el duque de Saboya se casa 
con una hermana de Enrique y Felipe II se promete con Isabel de Va- 
lois, hija del rey de Francia). Esto suponía en el fondo la renuncia ga- 
la a sus pretensiones en Italia y, a consecuencia de ello, dejar las ma- 
nos libres allí a España. Tal situación, a diferencia de la que había re- 
sultado de anteriores acuerdos, se mantendría durante bastante tiem- 
po, prácticamente hasta la intervención francesa en la Guerra de los 
Treinta Años. Pero ahora Felipe II no tenía que combatir contra los 
franceses (aunque no renunciase a intervenir en sus asuntos internos, 
favoreciendo la causa católica) y podía consagrar sus esfuerzos a otros 
problemas acuciantes. 


En el Mediterráneo oriental, el Imperio Otomano había llegado a 
su apogeo. Carlos I, imposibilitado por los asuntos europeos, apenas 
había podido dedicar tiempo y recursos a frenar su avance. En 1555 
cayó en poder del islam Bugía y, en 1560, Djerba, en tanto se ponía 
cerco a la isla de Malta; en cambio, Orán, la conquista del cardenal 
Cisneros, y Mazalquivir lograron resistir. Era precisa una interven- 
ción contundente del paladín de la catolicidad, Felipe Il, aprovechan- 
do la muerte de Soleimán el Magnífico. Gracias en parte a la tregua 
con Francia se lograrían algunas pequeñas victorias por parte del vi- 
rrey de Nápoles, García de Toledo, en pleno mar y, lo que es más im- 
portante, se consigue salvar Malta. 
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Pero este paréntesis dura poco, pues el nuevo sultán, Selím II, llega 
a ocupar otra isla estratégica del Mediterráneo, Chipre (1571), po- 
niendo a su vez en guardia a la República de Venecia. No es ésta, sin 
embargo, el único Estado que se encuentra alarmado: el temor se ex- 
tiende hasta el papado, que dejará temporalmente su querella contra 
el Rey Prudente, y, por supuesto, a España. Se conviene, pues, en ac- 
tuar con decisión. El vehículo no puede ser otro que un acuerdo en- 
tre las partes afectadas para crear una liga, a la que se pondrá el apela- 
tivo de “santa” para bien marcar su contenido religioso, que pusiese 
en pié una flota a sus expensas, y detener con ella el avance turco in- 
fringiéndole pérdidas importantes. Tal fue el logro de la batalla de 
Lepanto en octubre de 1571. 


Una enorme flota (más de doscientas naos y unos 30.000 hom- 
bres, en su mayoría con cargo a la Monarquía Hispánica) al mando 
de Juan de Austria, hermanastro del rey, se enfrentó a los turcos en 
las proximidades del golfo de Lepanto. “Tras un choque fortísimo, los 
otomanos fueron derrotados y sólo 30 de sus naves lograron escapar 
en buen estado del escenario de la batalla. La alianza aprovechó luego 
para tomar Túnez y Bizerta y afianzar así el poder de los Estados cris- 
tianos en el Mediterráneo. A pesar de lo llamativo de la victoria, no 
se pudo, sin embargo, redondearla, consiguiendo de esta forma una 
mayor eficacia en el control de dicho mar. Los otomanos retomaron 
Túnez muy pronto (1574) y conquistaron el puerto de La Goleta. 
Por otro lado, los asuntos en la parte continental europea, como le 
sucediera a Carlos 1, se encrespaban de nuevo y había que firmar la 
paz con Selím. Así se hizo, a costa de parar el proceso de formación 
de una nueva flota a cargo del mismo vencedor de Lepanto, eso sí, es- 
ta vez ya sin el apoyo de los venecianos, que habían abandonado la 
Liga, ni, de momento, del papado, pues Pío V acababa de morir. 
Afortunadamente, a los turcos también se les había complicado su 
frente con el Imperio Persa, y tampoco estaban en mejores condicio- 
nes para ofrecer una contraofensiva sólida tras la derrota de Lepanto. 
No hubo, pues, nuevos enfrentamientos como la batalla pasada; pero 
la piratería y el corso continuaron su acción en el Mediterráneo y las 
localidades costeras siguieron afrontando los riesgos que provocaba la 
inseguridad. 
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Mapa de los Países Bajos del Norte y del Sur hacia 1560 


Al tiempo de la preparación de la flota que iba a actuar en Lepan- 
to, a Felipe le había surgido un problema nuevo, cuyo alcance traspa- 
sará los límites de su reinado. Nos referimos a los Países Bajos. Situa- 
dos en una de las zonas estratégicas, política y económicas, más im- 
portantes de la Europa Occidental, patrimonio muy querido de los 
Habsburgo españoles, las ansias de autonomía unidas al calvinismo 
habían penetrado en el territorio provocando inquietud. La paz esta- 
ba amenazada, aunque Felipe II contaba aún con muchos partidarios 
católicos en el país. Pero la manera como afrontó la crisis parece, se- 
gún el punto de vista de algunos contemporáneos influyentes y de la 
historiografía actual, alejada de la necesaria prudencia y del tacto que 
hubiera sido preciso aplicar allí para apaciguar los ánimos. Antes 
bien, el rey, que esta vez no hizo honor al sobrenombre de Prudente 
que se le había dado, optó por la fuerza y la represión sin apenas con- 
templaciones, en tanto que el malestar aumentaba y la rebelión se ex- 
tendía como la pólvora. 
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Mientras tanto, la gobernadora de los Países Bajos, Margarita de 
Parma, se hallaba desbordada. Enfrente se situaba un sector influyen- 
te de la alta nobleza flamencoholandesa, encabezada por el príncipe 
Guillermo de Orange y el conde de Egmont, en el que participaban 
también otros nobles pertenecientes a sectores más bajos dentro del 
estamento. Unos y otros, por el Compromiso de Breda de 1566, lo- 
graron detener la política religiosa de la monarquía, pero los ánimos 
seguían sin apaciguarse. Al siguiente año se produjo la destrucción de 
iglesias y conventos, mientras se proclamaba a los cuatro vientos la li- 
bertad de culto y de conciencia. 


Fue en este momento cuando Felipe II se decide a intervenir por la 
fuerza. Para ello sitúa al mando de su ejército al duque de Alba, anula 
la autonomía política de los Países Bajos y establece el Tribunal de los 
Tumultos, al que se le encomienda llevar a cabo la represión. El obje- 
tivo de ésta consiste, en principio, en anular a los cabecillas de la re- 
vuelta: Egmont, en compañía de Hornes, es decapitado. La nobleza 
en bloque se pone en contra de los españoles y la burguesía, molesta 
por el aumento de impuestos y la dinámica generada, cierra filas en 
torno de aquélla. El rey se ve forzado a decretar la amnistía en 1570, 
pero sólo consigue establecer una leve calma. 


Desde el exterior, Guillermo de Orange, que ha salvado la vida, or- 
ganiza la resistencia. Entre sus objetivos ha pedido que: 


“todos los decretos contrarios a la conciencia y a las leyes sean anu- 
lados y que todo aquel que lo desee, sea libre para adoptar las ense- 
ñanzas de los profetas, de Cristo y los apóstoles que la Iglesia ha ense- 
ñado hasta ahora y que aquellos que rechacen estas doctrinas puedan 
hacerlo sin ningún tipo de perjuicio a sus bienes, siempre y cuando 
tengan voluntad de comportarse pacíficamente y puedan demostrar 
que así lo hicieron en el pasado”. 

Más tarde, sus hombres se apoderarán de varias plazas de los Países 
Bajos del Sur, entre ellas la de Mons. Pero las acciones más atrevidas 
provienen de un sector que los textos señalan con el nombre de 
gueux, traducible por la expresión “pordioseros* o Mendigos del Mar. 
Pertenecientes a los estratos bajos de la sociedad, su arrojo les permi- 
tió apoderarse de nuevas plazas, entre ellas La Brielle y Flesinga, así 
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como mantener en jaque a las tropas de Felipe 11 durante mucho 
tiempo. 

La opción dura patrocinada por el duque de Alba, si bien consigue 
la recuperación de las provincias del Sur para el rey, no logra la pacifi- 
cación del país. Es entonces (1573) cuando Felipe decide un cambio 
de rumbo. El hombre para esta nueva 


Sánchez Coello, Isabel Clara Eugenia y Catalina Micaela, Madrid, 
Museo del Prado 


etapa no es otro que Luis de Requesens, un militar prestigioso, al 
que se nombra gobernador de los Países Bajos. La elección irá acom- 
pañada de medidas conciliadoras: nueva amnistía y desaparición del 
odiado tribunal. Pero tampoco éstas sirvieron para lograr la paz. Los 
enfrentamientos continuaron, siendo sin duda el fruto más llamativo 
e importante de los mismos el asalto a la rica ciudad de Amberes 
(1576) por parte de las fuerzas reales, que provocaría muerte (inclui- 
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da la del propio Gobernador), destrucción y, posteriormente, el blo- 
queo de uno de los puertos más activos del Norte y del Flandes his- 
pano. Tras el golpe siguió la política de concesiones, simbolizada en 
la Pacificación de Gante del año 1576, la retirada del nuevo Gober- 
nador, el héroe de Lepanto Juan de Austria, y la libertad religiosa en 
dos provincias ganadas para el calvinismo. 


Tras el nombramiento de Alejandro de Farnesio como nuevo go- 
bernador, en lugar de pacificarse, los bandos enfrentados se redefinen. 
La nobleza valona católica ha abandonado el bloque estamental, y 
ahora nace, casi a la par, el partido de los Descontentos, formado por 
católicos opuestos a Guillermo, quien, a pesar del propósito de los 
calvinistas de acabar con el culto católico en Flandes, sigue abogando 
por la tolerancia religiosa. 


En 1579-1580 tienen lugar dos acontecimientos importantes: la 
firma de la Unión de Arrás, que agrupa varias provincias de los Países 
Bajos del Sur mayoritariamente católicas, y la de Utrecht, que reúne a 
las provincias del Norte, además de algunas importantes localidades 
flamencas (Gante, Amberes, Brujas, etc.), con carácter temporal. 
Mientras los miembros de la primera son partidarios de un entendi- 
miento con el rey y del respeto a los privilegios de las provincias apo- 
yándose en la Pacificación de Gante; los segundos mantienen su opo- 
sición a Felipe II. En esos años, sin embargo, se producen avances 
notables de Alejandro de Farnesio por el sur y el este de los Países Ba- 
jos, recuperándose gracias a ello plazas de una gran importancia: 
Gante, Bruselas, Amberes, Nimega y Groninga. Pero, en otros frentes 
(Inglaterra y Francia), se presenta paulatinamente la ocasión de ac- 
tuar, y ello decide a Felipe II a frenar el avance de sus tropas cuando 
están en su mejor momento, y enviarlas a ellos. 


Los rebeldes están dispuestos a poner toda la carne en el asador. 
Para ello logran tejer alianzas con los enemigos de la Monarquía His- 
pánica (Francia e Inglaterra), y aprovechando la menor presión de los 
realistas en los Países Bajos, iniciar una contraofensiva, que permite a 
Mauricio de Nasau, hijo y sucesor de Guillermo, y los suyos recupe- 
rar las provincias del Este. En 1598, Felipe II llegaba a una fórmula 
de compromiso, sellada en la Paz de Vervins. Dejaba los Países Bajos 
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a su hija, la infanta Isabel Clara Eugenia, casada con el archiduque 
Alberto; es decir, renunciaba a la soberanía directa sobre aquellos te- 
rritorios, si bien se mantenía el catolicismo en ellos. Sólo en el caso 
de que los príncipes no tuviesen descendencia, esas provincias volve- 
rían a España. Para que el acuerdo se respetase, se mantendría a los 
tercios en ellas. Sin embargo, la situación no mejoró del todo, pues 
las luchas se prolongaron más allá de la época de Felipe II, fallecido 
en 1598; al menos hasta 1609. Eso sí, había amanecido un tiempo 
más prometedor y menos violento. 


Mientras los tercios españoles daban la batalla en los Países Bajos, 
el rey se preparaba para un golpe mortal contra Inglaterra. Antes de 
su retirada, don Juan de Austria había recabado la atención de Felipe 
TT acerca de la vinculación que existía entre ambos frentes: 


“el verdadero remedio para los Países Bajos a juicio de todo el 
mundo —expresará el hermanastro del rey en 1576— es que Inglaterra 
se halle bajo el poder de una persona devota y afecta al servicio de su 
Majestad, y si esto no se hace, la población de aquellos países está 
convencida de que serán destruidos, arruinados, y se perderán para la 
Corona”. 
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Alonso Sánchez Coello, Felipe 1, Madrid, Museo del Prado 


Los esfuerzos por ligar ambas coronas, la de Inglaterra y España, 
por vía de los matrimonios, habían fracasado. Muchos ingleses gana- 


dos por el anglicanismo temieron la presencia de Felipe II como rey 
consorte de su país, al estar casado con la católica María Tudor. Pero 
ésta moriría sin descendencia, y los esfuerzos por contraer matrimo- 


nio con Isabel y ayudarle a ganar el trono frente a las pretensiones de 
María de Escocia resultaron también fallidos. La desconfianza creció 
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entre los ingleses, a la par que sus deseos de mantener en jaque al Im- 
perio filipino, especialmente en Ultramar. El giro en la política exte- 
rior inglesa con respecto a España se produce precisamente a comien- 
zos de los setenta. 


Entronizada Isabel, la hostilidad es ya evidente, sin que nada ni 
nadie sea capaz de pararla. La reina decide actuar doblemente. Por un 
lado, mediante alianza con Francia (que fuera antes aliada de Esco- 
cia) y las Provincias rebeldes del Norte; por otro, mediante la pirate- 
ría apoyada desde el poder y golpes selectivos contra ciudades portua- 
rias hispanoamericanas (Vigo, Santo Domingo, Cartagena de Indias 
y San Agustín en 1585; Cádiz en 1587). El enfrentamiento se signifi- 
ca con la expulsión del embajador español en Londres. 


La respuesta española se centra en el apoyo a los elementos disi- 
dentes de dentro del país (nobleza católica, irlandeses católicos, aspi- 
raciones al trono de María de Escocia) y, más tarde, en la preparación 
de una acción contundente contra Inglaterra. Esta última se erigirá, 
de hecho, en uno de los proyectos más importantes y arriesgados del 
reinado. 


La idea de un desembarco en las Islas viene, pues, de lejos, pero no 
cuaja hasta finales de los ochenta, cuando el avance de los tercios en 
los Países Bajos parece imparable. El proyecto inicial de Álvaro de Ba- 
zán, Marqués de Santa Cruz, quedó paralizado por su muerte el año 
de 1588. Aparte del importante número de barcos y de hombres pre- 
visto, lo más específico del mismo consistía en el desembarco directo 
de los tercios veteranos en las costas inglesas, a las que habrían llega- 
do transportadas precisamente en cerca de ochocientos barcos de dis- 
tinto tipo y calado. La decapitación de María Estuardo en 1587, la 
amortiguación de los enfrentamientos en el Mediterráneo tras la vic- 
toria de Lepanto y la pacificación en el interior de la Península tras el 
levantamiento morisco de las Alpujarras, permiten a la postre acelerar 
el proyecto. 


Fallecido don Álvaro, la expedición fue puesta por fin bajo las ór- 
denes del duque de Medina-Sidonia. El año 1588 se hizo a la mar en 
el puerto de Lisboa la flota, con 130 naves, 300 embarcaciones pe- 
queñas y 19.000 soldados De ahí pasaría a La Coruña, para luego, a 
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través del canal de la Mancha, situarse frente a las costas de Flandes y 
recoger a los tercios de Alejandro de Farnesio, duque de Parma, tras- 
ladándose todos juntos hasta las costas inglesas. Unos 27.000 vetera- 
nos de los tercios aguardaban en 1588, según Parker, hacinados en 
sus alojamientos para ser embarcados (La gran estrategia, p. 388). Pe- 
ro el viaje estuvo lleno de vicisitudes desde el primer momento. Tar- 
daron casi dos meses en llegar hasta el puerto gallego y en el canal tu- 
vieron las primeras escaramuzas con la Marina enemiga. Los buques 
españoles se vieron obligados a virar al septentrión y dar un largo ro- 
deo por el norte de Escocia. Ello, unido al mal tiempo y al acoso per- 
manente de los ingleses, hizo naufragar la expedición. El regreso a 
puerto de los que quedaron (76 naos y 10.000 hombres aproximada- 
mente) daba cuenta de la magnitud de la tragedia. La mayoría de los 
hombres de Felipe II había perecido en el mar, otros habían sido 
apresados, algunos en tierra al intentar el desembarco. La tristeza se 
apoderó del Rey Prudente. Afortunadamente se habían salvado los 
tercios, al haberse negado Parma a embarcarlos sin garantías de segu- 
ridad en el canal. 


Las causas del fracaso de la Armada Invencible, nombre con que se 
conoce tradicionalmente a la expedición, han sido objeto de debate a 
lo largo del tiempo. Magnificado por la propaganda enemiga, justifi- 
cado como un imponderable por la 
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Francisco de Zurbarán, Defensa de Cádiz ante los ingleses, Madrid, 
Museo del Prado 


propaganda oficial (“No he venido a combatir contra los elemen- 


tos”, dicen que exclamó Felipe II al conocer la noticia), los especialis- 
tas en el tema (Parker, GómezCenturión, Mattingly, etc.) han puesto 
de manifiesto, desde diferentes planteamientos, los errores de base 
que se cometieron a la hora de poner en marcha el proyecto. Aunque 
no quepa atribuirle al duque de Medina-Sidonia la culpa de todo, sí 
parece cierto que sus dudas, su impericia en algunos momentos, fue- 
ron factores importantes en la derrota. Hubo, además, crasos errores 
de coordinación entre él en cuanto Almirante y las tropas de tierra 
que debían embarcar al mando de Farnesio. También desigualdad en 
los medios de unos y otros. La táctica española se fundamentaba en 
un plan complicado y un tanto enredoso (ir hasta la altura de Flan- 
des, recoger las tropas, navegar al punto elegido y realizar allí el des- 
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embarco) por su duración, exigencias de coordinación y precisión, en 
una época de medios para realizar estas acciones todavía precarios, 
que podían complicarse además con el mal tiempo. Por si fuera poco, 
los barcos españoles se enfrentaban a unos enemigos diestros en las 
aguas y con navíos más marineros y mejor artillados que los españo- 
les. Su táctica era, por otro lado, más eficaz: combinación de manio- 
bras rápidas con fuego artillero. La pericia española, por el contrario, 
descansaba sobre las maniobras terrestres; pero, para llevarlas a cabo, 
había primero que desembarcar. Se concibieron, pues, barcos pesa- 
dos, para el transporte de tropas esencialmente y no para enfrentarse 
al enemigo en alta mar. El mal tiempo, habitual en esas latitudes, pu- 
so el resto. 


Los años siguientes conocieron las represalias inglesas. El de 1596 
Cádiz sufrió un devastador ataque de las fuerzas combinadas an- 
eloholandesas al mando del conde de Essex. Un año después Drake, 
pirata-marino al servicio de la Corona, atacó frustradamente La Co- 
ruña y Lisboa e intentó interceptar la ruta que conducía las flotas es- 
pañolas desde la Península a las Indias. Con independencia del escaso 
éxito logrado en estas acciones, quedaba claro, después de la derrota 
de la Invencible, que el dominio de los mares pertenecía a los ingle- 
ses, aún cuando los tercios pudieran continuar su primacía en tierra 
durante algunas décadas más. En todo caso, la hacienda pública esta- 
ba exhausta y, en 1590, el rey se vio compelido a solicitar de las Cor- 
tes de Castilla el impuesto llamado de millones, que ya conocemos, 
como ayuda para hacer frente a la situación. Sin embargo, en 1596, 
se vio obligado a suspender el pago de la deuda contraída con sus 
banqueros. 


Pero no todo han de ser malas noticias. Unos años atrás, en 1580, 
el Rey Prudente conseguía uno de los sueños dorados de la Monar- 
quía Hispánica: la unión de toda la Península Ibérica, asociando la 
Corona de Portugal a las de Castilla, Aragón y Navarra. ¿Cómo fue 
posible esto? 


Ya nos hemos referido a los intentos que, a través de los matrimo- 
nios, habían realizado los reyes de Castilla para lograr a corto o me- 
dio plazo la unión. “Tras varias bodas estratégicamente programadas, 
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que no es del caso repetir aquí, en 1578 parecía llegado por fin el 
momento esperado. Ese año moría el joven rey don Sebastián sin 
descendencia, en la empresa que él mismo había protagonizado junto 
a sus mejores caballeros. Más propio del arte de la guerra del Medioe- 
vo que la de los estertores del siglo xvi, cuando tantas modificaciones 
en las tácticas y armamentos se habían ya introducido, la ofensiva pa- 
trocinada por los portugueses en el actual Marruecos, discutida por 
algunos consejeros del monarca, estaba llamada casi de antemano al 
fracaso. En efecto, la muerte esperó al rey en Alcázarquivir, llevándo- 
se con él las pretensiones de asegurar el trono en dinastía portuguesa, 
y permitiendo con ello su acceso de los monarcas españoles. 


En torno a don Sebastián, con posibilidades para la sucesión, sólo 
existían tres personas: el viejo cardenal Enrique, su tío, hijo de Ma- 
nuel; Antonio, prior de Crato, por tanto, religioso también, y Felipe 
IT, ambos nietos, el primero por línea bastarda, de Manuel el Afortu- 
nado. El monarca español, desde el primer momento, quiso hacer va- 
ler sus derechos al trono. Enrique, el candidato menos discutido, fa- 
lleció pronto debido a su avanzada edad, y, además, al ser célibe, no 
tenía sucesores. En cuanto al segundo, a pesar de su bastardía, era el 
preferido de amplios sectores populares, que veían en él a quien me- 
jor podía salvaguardar la independencia portuguesa. Por la unión con 
España a través de Felipe II, en cambio, estaba una parte influyente 
de la sociedad lusa, que calibró con pragmatismo las ventajas que de 
la misma podrían derivarse para el comercio, la estabilidad, la defensa 
en general (frente a los poderosos enemigos del Imperio ultramarino 
portugués) e, incluso, de la fe católica. Por otro lado, la situación eco- 
nómica de Portugal, tras el desembolso realizado en la cruzada anti- 
musulmana, los gastos para pagar el rescate de varios nobles portu- 
gueses prisioneros de los moros y el alza de los precios, no era nada 
boyante. Aún así, Felipe IÍ tuvo que librar batalla contra su oponente 
y sus seguidores (los aliados franceses e ingleses comprendidos), en al- 
ta mar, junto a las Islas Azores. Y, sobre todo, entrar en Portugal y 
vencer con su ejército las resistencias. En 1593 moría el prior Anto- 
nio en el destierro. 


Para el combate, Felipe contó con la inestimable ayuda de dos de 
sus mejores generales: el duque de Alba, a quien responsabilizó con 
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éxito de la campaña terrestre (en un corto espacio de tiempo logró 
franquear la frontera portuguesa y colocar sus tropas, con escasos en- 
frentamientos, en la capital), y el marqués de Santa Cruz, encargado 
de la acción marítima, que, combinada con la anterior, situó la flota 
española en las puertas mismas de la capital lusa. Despejado, pues, el 
camino, sólo faltaba que el Rey Prudente hiciese su entrada solemne 
en Lisboa el año de 1580. 


Pero hubo también una acción pacificadora. En 1581, Felipe Il 
daba seguridades a los representantes lusos reunidos en las Cortes de 
Tomar. Se comprometía a respetar la soberanía portuguesa en lo que 
se refiere, entre otros, al control de su comercio ultramarino y el acu- 
ñamiento de su propia moneda; a residir todo lo más que pudiese en 
Portugal (y así lo hizo durante los dos primeros años); nombrar virrey 
en su ausencia entre los miembros de la familia real (al poco de irse, 
la representación quedó a cargo del archiduque Alberto) o nativos 
(estos debían de ocupar también los cargos principales de las colonias 
lusas y tener acceso a la Casa Real); a la creación de un Consejo espe- 
cializado en asuntos portugueses y a la abolición de barreras aduane- 
ras durante los primeros años de su reinado. Tampoco desdeñó la ac- 
ción diplomática. Buscó un portugués ilustre a la par que hombre de 
confianza: Cristóbal de Moura, a quien confió las, a veces arduas, ne- 
goclaciones. 


Salta a la vista que se trata de un modelo más flexible, en la línea 
de lo que era la tradición de la Monarquía Hispánica, que el aplicado 
a los Países Bajos, quizás porque aquí se interferían problemas religio- 
sos (el avance calvinista), que era preciso resolver con contundencia. 
Hubiera sido, tal vez, el momento de afrontar la articulación de este 
poderoso Imperio marítimo, que unía las extensas posesiones españo- 
las en América con las portuguesas en Brasil y las Indias Orientales, y 
de darle preferencia, incluso, a la hora de afrontar la política exterior. 
¿Quizás un traslado de la capital y de la misma Corte de Madrid a 
Lisboa, tan vinculada ésta a las expediciones y al comercio ultrama- 
rino? Ello hubiera obligado a replantear las bases mismas de la Mo- 
narquía Hispánica, cuyos compromisos en el norte de Europa eran 
fuertes y no fáciles de eludir. De la forma que sea, los historiadores 
portugueses (António Sergio, V. Serráo, O. Marques, H. Saraiva, 
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etc.) han valorado la época filipina en general de manera positiva y la 
relacionan con una política liberal, el respeto a los acuerdos pactados, 
la buena administración, la mejora económica, el trasvase de portu- 
gueses a la Administración española, etc. 


Tampoco resultó desacertada del todo la política desplegada en 
torno a Francia, sujeto de uno de los viejos contenciosos con la Mo- 
narquía Hispánica. Desde la muerte de Enrique II en 1559, el calvi- 
nismo hugonote se había extendido por el país vecino. Las facciones 
católica y protestante necesitaban del apoyo exterior para imponerse. 
Felipe II supo ver en ello las posibilidades que se le abrían. Después 
de varios contactos con el “partido católico”, que encabezaban Catali- 
na de Médicis y el duque de Guisa, el Rey Prudente se comprometió 
a apoyarlo con armas y dinero. La tercera esposa de Felipe II, Isabel 
de Valois, francesa de nacimiento, desempeñó un papel importante 
en la mediación. 


Con la muerte del duque de Anjou y la posibilidad abierta de acce- 
so al trono galo del calvinista Enrique de Navarra en 1584, las cosas 
se complicaron para la causa católica. La ayuda de España se hizo en- 
tonces más contundente. Para ello no sólo se continuó con el envío 
de dinero, sino también de tropas, que se pusieron al mando del 
prestigioso Alejandro de Farnesio. A su vez, la región de Bretaña, mal 
avenida con el centralismo de París, bastión del catolicismo galo, se 
convirtió en una buena plataforma para la intervención española en 
el conjunto del país. Los hugonotes franceses buscaron por su parte 
apoyo en Isabel de Inglaterra para combatir a su adversario. 


Los enfrentamientos convierten la sucesión al trono en un auténti- 
co galimatías, con dos aspirantes diferentes al mismo tiempo apoya- 
dos por los bandos en liza que desemboca en la guerra de los tres En- 
riques. La Liga Católica cuenta con Carlos, los hugonotes con Enri- 
que de Borbón. Felipe II presenta también su propia propuesta: la 
boda de su hija amada Isabel Clara Eugenia, hija de Isabel, y, por tan- 
to, nieta del que fuera rey de Francia Enrique Il; pero los Estados 
Generales, temiendo una influencia excesiva de España en su país, re- 
chazaron este matrimonio en una reunión del año 1593. 
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Por fin se llegará a un acuerdo, no del todo contrario a los intereses 
de Felipe II, en la Paz de Vervins de 1598. El monarca no había con- 
seguido, ciertamente, el pretendido matrimonio (Isabel Clara Euge- 
nia se convertirá a la sazón en gobernadora de los Países Bajos, tras su 
matrimonio con el archiduque Alberto), pero si detuvo los progresos 
de la herejía. Se aceptaba la candidatura al trono de Enrique de Bor- 
bón (que reinará con el nombre de Enrique IV), no sin que antes ab- 
jurara del calvinismo (recordemos el dicho, tantas veces citado, de 
“París bien vale una misa”). 


El motor de una parte considerable de la política exterior española 
en estos años fueron los tercios, considerados tradicionalmente como 
nervio del Ejército. Al principio (por los años treinta), se concibieron 
para atender los compromisos políticos de la monarquía en Italia, en- 
lazando de esta forma con la labor allí llevada a cabo con anterioridad 
por el Gran Capitán. A estos tercios primitivos se les consideró des- 
pués veteranos y muy avezados. Pero su fama llegaría, sobre todo, por 
el papel que desempeñaron en Flandes y los Países Bajos en el com- 
bate contra los súbditos rebeldes de esos territorios. En tiempos de 
auge llegaron a la treintena. Poseyeron una gran capacidad de manio- 
bra, suficiente para permitirles crear diferentes tipos de formaciones 
según las necesidades del combate en cada momento. Pero, ¿en qué 
consistían estas unidades militares? 


Se estructuraban en torno a compañías, coronelías y cuadrillas. El 
número de las primeras ya utilizadas en Italia por Gonzalo Fernández 
de Córdoba, y de las segundas, cuyo nombre deriva de los coroneles 
que estaban al frente de ellas, llegó a situarse en torno a doce y tres 
unidades respectivamente, con una composición variable de unos 
3.000 hombres (unos 250 por cada compañía), si bien este número 
podía llegar a reducirse. Su especialidad era el combate en tierra, me- 
diante la utilización de las armas de fuego, arcabuces fundamental- 
mente, cuyo peso aumentó en el conjunto a costa de otras armas me- 
nos contundentes pero más numerosas. Dentro de ellas destacaron 
también las picas, para cuyo uso llegaron a constituirse, en los tiem- 
pos de su apogeo, hasta diez compañías. Su poder se reforzaría cada 
vez más con el de los temidos mosqueteros. En cuanto a las cuadri- 
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llas, célula básica de los tercios, estaban formadas por unos 25 hom- 
bres con un cabo al frente 


Constituidos por soldados voluntarios, aunque en la práctica los 
hubiera también forzosos, asalariados o no, los tercios contaban con 
unos cuadros amplios de mandos y cargos. El principal era el maestre 
de Campo, responsable último de los mismos. A su lado estaba el sar- 
gento mayor, encargado del adiestramiento y la disciplina de los sol- 
dados. Más abajo, los capitanes iban al frente de las diferentes com- 
pañías y se ayudaban cada uno de otro sargento y de un alférez (éste 
encargado de portar el pendón) que les asistían. Añadamos la figura 
del cabo, así como otras, variables en número, pero también impor- 
tantes, como el furriel o intendente, los miembros del personal jurí- 
dico (juez y auditor), los notarios y escribanos, los músicos (tambor 
mayor, tambor, pífano), etc. 


Felipe IL, como antes su padre, se había ido a la tumba fatigado 
por los desvelos y esfuerzos realizados a lo largo de su gobierno. Aun- 
que había cerrado o casi algunos frentes (Mediterráneo, Portugal, 
Erancia), tenía aún sin resolver dos grandes contenciosos: el de sus te- 
rritorios patrimoniales de los Países Bajos y la lucha con Inglaterra. El 
primero suponía una enorme sangría en hombres y dinero; el segun- 
do, al presentarse disperso en zonas geográficas diferentes y alejadas, 
exigía un mayor esfuerzo para la dotación de barcos (más necesario 
tras la derrota de la Invencible) y una acción diplomática más eficaz, 
que consiguiese alianzas capaces de dejar aislado a su pertinaz enemi- 
go. Sin embargo, quienes podían ofrecerse a ellas (Francia, Países Ba- 
jos) no eran proclives a aceptarlas, enfrentados como estaban al poder 
del coloso hispano. Por si fuera poco, las arcas estaban exhaustas y los 
flujos metalíferos americanos descendían. 


Afortunadamente, la generación de reyes y hombres de gobierno 
que sustituía a la de Felipe II llegaba con aires pacifistas. En Inglate- 
rra reinaba Jacobo Í, mucho menos hostil con España que su antece- 
sora, con quien se pudo establecer un acuerdo de paz, por mano del 
conde de Gondomar, en 1604. Algo parecido sucedió con Holanda. 
La paz que pidiera el Rey Prudente para este territorio en su testa- 
mento y que ya preludiara el envío de Isabel Clara Eugenia y el archi- 
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duque Alberto allí, fue posible, finalmente, en 1609, gracias a contar 
en los Países Bajos del Norte con la figura de Oldenbarneveldt. Por 
último, la muerte de Enrique IV de Borbón en Francia alivió las ten- 
sas relaciones de la Monarquía Hispánica con el país vecino, permi- 
tiendo obtener un acuerdo de paz en 1610 con su sucesora la reina 
María de Médicis. Para consolidarlo se había estipulado un doble 
matrimonio: el del príncipe, futuro Felipe IV, con Isabel de Borbón, 
y el de Ana de Austria con quien sería rey de Francia con el nombre 
de Luis XIII. De esta forma se llega a lo que la historiografía denomi- 
na globalmente como “Tregua de los Doce Años, en realidad la paz 
con Holanda de 1609, que permite un respiro a Felipe TIL, aunque 
deba pagar a cambio un fuerte tributo, según denunciará el conde de 
Gondomar, a punto de concluirse el periodo de paz: 


“la tregua se acaba con Holanda y no parece que está aún resuelto 
lo que hemos de hacer; y lo que veo es el cuidado con que los holan- 
deses se previenen por mar y tierra y como han ensanchado su estado 
y comercios con la paz, y lo mismo han hecho los mercaderes y esta- 
do común de Inglaterra, que es grandísimo el tesoro y riquezas que 
tienen y no hay donde no comercien”. 

Pero España había necesitado este respiro, sólo roto por algunas es- 
caramuzas en Italia. La primera de ellas tiene como protagonista a 
Carlos Manuel de Saboya, yerno de Felipe II, quien al ver anuladas 
sus pretensiones a conseguir para su pequeño Estado un estatus simi- 
lar al de Holanda, presiona sobre Mantua (1611) en defensa de los 
derechos de su nieta a la sucesión, que la Ley Sálica impide. Como 
alternativa exige el Montferrato, pequeño territorio vinculado a Man- 
tua, en donde dicha restricción no rige. Al no ser atendida su peti- 
ción, ataca Milán, país aliado de España. Éste se ve obligada a inter- 
venir, pero triunfa de nuevo el talante pacificador y se firma ensegui- 
da la paz en Asti, que, sin embargo, pone temporalmente en entredi- 
cho el prestigio de España como potencia, al reconocer a Saboya una 
categoría política similar a ella. 


La segunda escaramuza tiene a Venecia como protagonista. La Re- 
pública se alía con Saboya para conseguir hacer frente a los Habsbur- 
gos austriacos, que provocaban la reacción de los otomanos. Estos 
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sembraban de piratas el Adriático desde su protectorado de Segna, di- 
ficultando el comercio veneciano en la zona. Este hecho les hace in- 
tervenir también en el contencioso saboyano en contra de España, si 
bien no rompen del todo con la rama hispana de la Casa de Austria. 
El embajador veneciano en Madrid, Gritti, arranca de Lerma un 
acuerdo en contra del “partido españolista” en Italia (dirigido por 
Osuna, Villafranca y Bedmar), en 1617. Tras una escabrosa conjura, 
dicho “partido” será desmantelado con ayuda del Gobierno, pero la 
posición española en la República y en la zona salen debilitadas (Car- 
los Seco, “La España de Felipe III”, en Menéndez Pidal (dir.), Histo- 
ria de España, introd., LIX). 


Los aires de paz cesan en la medida que la crisis centroeuropea, 
origen de la Guerra de los Treinta Años, se aproxima. La estabilidad 
lograda en el Sacro Imperio Germánico en los últimos años de Carlos 
I comienza otra vez a hacer aguas, al converger en él los intereses po- 
líticos contrapuestos de los Estados y la querella religiosa nunca del 
todo apagada. Los influyentes núcleos católicos, presentes sobre todo 
en Bohemia y en la propia corte de Rodolfo II en Praga, se vertebra- 
rán en torno a la Liga Católica. En ellos se hallan implicados, entre 
otros, el propio rey, el futuro canciller de Bohemia Wratislao, los em- 
bajadores en España, el marqués de San Clemente y el conde de 
Oñate; la Compañía de Jesús en Praga y un importante número de 
miembros de la nobleza. Por su parte, los protestantes se agrupan en 
torno a la Unión Evangélica. 

Este grupo, al sentirse desprotegido, intenta vanamente la promul- 
gación de una Carta de Majestad que preserve su libertad religiosa. 
La ocasión de reivindicarla con más éxito sobreviene con motivo de 
la muerte de Rodolfo sin sucesor en 1612 y la elección del emperador 
Matías como rey de Bohemia. Las potencias que están detrás ven lle- 
gada la ocasión de movilizarse. Desde entoncces, hasta la llamada 
Defenestación de Praga de 1618, los enfrentamientos se suceden. En 
ese tiempo accede al trono Fernando de Estiria, candidato católico 
apoyado por España. Al principio, el nuevo rey se preocupa de sus 
súbditos protestantes (reconocimiento de la Carta), pero luego, pre- 
sionado por los núcleos católicos, les prohíbe la construcción de tem- 
plos. La reacción, con Enrique Matías de Thurn a la cabeza, no se ha- 
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ce esperar. Coincidiendo con la presión veneciana en Madrid ya refe- 
rida, tiene lugar la Defenestación, en la que resultan agredidos los re- 
presentantes católicos. Se abandona entonces el atemperado pacifis- 
mo para retomar las armas. La muerte de Matías y la elevación al 
trono bohemio de Fernando II en 1619 propician finalmente este gi- 
ro. 


Los protestantes proponen un candidato alternativo, el Elector del 
Palatinado Federico V, yerno del rey de Inglaterra Jacobo 1. El apoyo 
que pensaban obtener de éste, queda, sin embargo, neutralizado por 
la intervención del embajador español en Londres, conde de Gondo- 
mar. Por el contrario, Fernando IÍ consigue un acuerdo de no agre- 
sión con Francia. Los españoles cuentan a la sazón con miembros 
cualificados del “partido español”: Zúñiga desde el Consejo de Esta- 
do, el archiduque Alberto en Flandes (que envía tropas hacia el frente 
del Palatinado al mando de Ambrosio de Spínola); el duque de Osu- 
na y el conde de Oñate desde el virreinato de Nápoles y la embajada 
de Viena respectivamente. En 1620, el candidato protestante, Federi- 
co V, es derrotado junto a Praga, en la batalla de la Montaña Blanca. 
La que luego se denominará Guerra de los Treinta años ha comenza- 
do, arrastrando a ella las potencias europeas. La Monarquía Hispáni- 
ca se verá compelida a participar; el periodo de paz introducido por 


los hombres de gobierno de Felipe IIT llegaba a su fin. 


En 1621 moría a su vez el monarca español, después de un reinado 
no demasiado largo si lo comparamos con el de sus dos antecesores. 
Europa entraba ahora en uno de sus periodos más críticos: cambio 
climatológico, vaivenes económicos, revueltas de diversa índole y 
guerras. En los Países Bajos del Norte triunfaba el belicoso partido 
orangista, y el Consejo de Portugal presionaba al rey a fin de que in- 
terviniese en contra de los holandeses, cuyos ataques reiterados po- 
nían en riesgo los territorios luso-brasileños. Los hombres de la Ad- 
ministración española se mostraban cada vez más escépticos sobre las 
bondades de la paz: con lo que ahorraban los holandeses durante ella 
en la defensa de su país —recordemos el texto de Gondomar— mante- 
nían una actividad en los mares mucho mayor, por supuesto en 
contra de los intereses ibéricos. La disminución de gastos en la Ha- 
cienda pública tampoco era demasiado significativa: costaba casi lo 
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mismo mantener la presencia de los tercios en Flandes en tiempos de 
guerra que en los de paz. En 1621, atendiendo la petición del duque 
de Osuna de aumentar la flota del Atlántico, se decretaba que la mis- 
ma llegase hasta las 46 unidades. Se iniciaba, pues, una nueva época 
belicista, que obligaría a los Estados europeos a redoblar sus esfuerzos 
para salir airosos del conflicto. 


En España, el fin de la Tregua exigía incrementar los recursos asig- 
nados al Ejército y la Armada, pues los compromisos internacionales 
de la monarquía continuaban siendo grandes, sobre todo a raíz del 
reforzamiento del eje Madrid-Viena y, por lo tanto, de las relaciones 
amistosas entre las dos ramas de los Habsburgo, la española y la aus- 
triaca. La tarea iba a corresponder en España, en parte, a una nueva 
generación de políticos, encabezados por Gaspar de Guzmán, el con- 
de duque de Olivares. Hemos estudiado en otro capítulo su proyecto 
de Unión de Armas y las reacciones que provocó en el interior de la 
monarquía. De esta forma, el valido de Felipe IV tuvo a corto plazo 
que atender dos frentes, interior y exterior, que se imbricaban mutua- 
mente. 
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Diego de Velázquez, Felipe IV con armadura, Madrid, Museo del Pra- 
do, 


En los primeros años de la Guerra, la Monarquía Hispánica cose- 


chó éxitos importantes en el segundo. Para proteger el Camino espa- 
ñol, el gobernador de Milán, duque de Feria, se encargó de establecer 
guarniciones a lo largo del Valle de la Valtelina, uno de los tramos 
claves del mismo para el paso de las tropas. En cuanto al Palatinado, 
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foco de conflicto en el arranque de la Guerra de los Treinta Años, el 
general Ambrosio de Spínola protegía con su ejército los pasos del 
Rhin. En otras palabras, la Monarquía Hispánica había asegurado sus 
comunicaciones con Flandes. Ello permitirá lograr algunas resonantes 
victorias. 


Sin embargo, la situación empezó a cambiar alrededor de 1627. El 
control, esencial, del Norte de Italia, volvía a ponerse en cuestión con 
la sucesión de Mantua, que podía ahora recaer sobre el candidato 
francés. La ayuda prestada a la sazón por Olivares al gobernador de 
Milán resucitaría la guerra entre los dos países vecinos en Italia. Por si 
fuera poco, la situación alemana se ponía mal para la monarquía, tras 
la intervención en apoyo de los protestantes del rey de Suecia Gusta- 


vo Adolfo II. 


Estos acontecimientos coincidieron con una ofensiva más intensa 
en el flanco atlántico, que tendría sus repercusiones también sobre el 
continental. En 1628 era capturada por los holandeses en el océano 
la flota de Nueva España cargada de metales preciosos, reduciendo 
los ingresos de la Corona, justo cuando más falta le hacían. Olivares 
se vio obligado a confiscar a los particulares la plata y el oro prove- 
nientes de la flota de 1629. Pero, con el dinero capturado, los holan- 
deses mantuvieron sus ataques contra intereses hispano-portugueses 
en el noroeste del Brasil entre 1630 y 1635, justo cuando las cosas se 
ponían mal para España en Europa con la entrada en guerra abierta 
de Francia este último año, y se necesitaba liberar recursos del frente 
americano. En 1639 se producía la derrota naval española de las Du- 
nas y, en 1640, otra de carácter similar en aguas brasileñas. Este an- 
nus horribilis estallaba, como ya sabemos, la revuelta en Cataluña y 
Portugal, en tanto que los tercios retrocedían, sus soldados pagados 
con retraso, en Flandes. Los signos del esfuerzo bélico son evidentes. 
La producción de material bélico de los altos hornos de Liérganes y 
La Cavada (Santander), que, en el periodo 1628-1634, había sido de 
232 cañones y 38.000 balas pasaba a 939 y 195.000 respectivamente 
en el de respectivamente en el de 1640 (Alcalá Zamora, Los altos hor- 
nos), en tanto que las sumas recibidas por los tercios, de los 5,8 millo- 
nes de florines anuales del periodo 1626-1630 se pasaba a los 10,1 de 
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1636-1638 y los 9,3 de 1639-1641 (G. Parker, Poder y sociedad, pp. 
138-140). 


En la década de finales de los cuarenta y principios de los cincuen- 
ta, Francia padeció una grave crisis interna, conocida con el nombre 
de Fronda. Esta situación permitió a los españoles un cierto respiro y 
algunas pequeñas victorias, pero en lugar de aprovecharse de ella para 
forzar la paz, el duque de Haro, nuevo valido de Felipe IV, decidió 
continuar la guerra. La debilidad de los franceses fue advertida por 
Inglaterra, que se obligó a intervenir en su favor. La fuerza unida de 
ambos países y la agobiante situación hacendística española (nueva 
bancarrota de 1653 y captura de la flota del tesoro en 1657) fuerza a 
la Monarquía Hispánica, ahora sí, a buscar la paz. La rúbrica de la 
misma tiene lugar en la isla de los Faisanes, sobre el río Bidasoa, en 
1659. Ella supone para España la pérdida, entre otros, de sus territo- 


rios de Artois (Flandes): 


El Señor Rey Cristianísimo mantendrá tomado y gozará efectiva- 
mente de las plazas, ciudades, países y castellanías, dominios, tierras y 
señoríos siguientes. Primeramente en el condado de Artois, de la villa 


y ciudad de Arras (art. 35). 


A la que es preciso sumar la de una parte de la Cerdaña y del con- 
dado del Rosellón. Se trata, pues, de un acuerdo, probablemente me- 
nos ventajoso del que hubiera podido resultar de haber sido firmado 
antes; pero, en todo caso, no demasiado duro para España, dadas las 
circunstancias en que se encontraba el país. Con vistas a una paz sos- 
tenida en el tiempo, este Tratado de los Pirineos acuerda el matrimo- 
nio de la hija de Felipe IV, María Teresa, con el futuro rey de Francia 
Luis XIV, de importantes consecuencias para el futuro de España. 
Tanto las conclusiones anteriores de Westfalia como éstas de los Piri- 
neos, suponían la ruptura del eje Viena-Madrid, o lo que es lo mis- 
mo, la de la alianza entre las dos ramas eurpeas de los Habsburgo. 

Entretanto, la guerra de Portugal por su independencia continua- 
ba. Los acuerdos con Francia permitían a España consagrar mayores 
esfuerzos a este frente. Gracias a ello se logró reunir tres cuerpos de 
ejército comandados por Juan José de Austria, hijo bastardo del rey, 
el duque de Osuna y el marqués de Viana. Sin embargo, no se consi- 
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guió la victoria: los portugueses rebeldes se impusieron en Amexial a 
un ejército mal pertrechado y dirigido con la ayuda de Francia e In- 
glaterra, y, más tarde, en Villaviciosa (1665), sellando con ello la se- 
paración de su país con respecto a España. Para asegurar el apoyo in- 
glés, los portugueses habían acordado el matrimonio de Carlos II con 
Catalina de Braganza, que aportaba como dote las ciudades de Tán- 
ger y Bombay, así como la liberalización comercial en las Indias 
Orientales lusas. En tiempos de la regencia de Mariana de Austria 
(1668), madre de Carlos II, la Monarquía Hispánica tuvo que reco- 
nocer finalmente la independencia de Portugal. Sólo la villa de Ceuta 
quedó en manos españolas como recuerdo de tan buscada como a la 
postre malograda unión. 


Dicho periodo de la regencia no trajo, sin embargo, la anhelada 
paz. Apaciguado el frente portugués después de largos años de lucha, 
la llegada de Luis XIV al trono reavivaba las diferencias con el país 
vecino, justo en el momento, y no es mera casualidad, en que Francia 
alcanzaba su máxima hegemonía en Europa, hasta el punto de llegar 
a sustituir a la Monarquía Hispánica como potencia dominante en el 
Continente. Todo ello coincide con un periodo de inestabilidad en 
España, donde la nobleza se convierte en árbitro de la política y el 
poder del rey, niño tutelado y luego monarca enfermizo, se debilita. 


Las guerras emprendidas por Luis XIV tienen como escenario fun- 
damental la frontera de los Países Bajos Españoles con Francia y de 
ésta con Alemania. Su objetivo consiste en ampliar su territorio por 
este flanco, a fin de contrarrestar la tenaza española y alejarla de la 
cercanía de París. Gracias a estas acciones, el rey francés se asegura, en 
la Guerra de Devolución (1667), varias plazas de los Países Bajos Me- 
ridionales. En contraposición, consigue aglutinar en su contra a Es- 
paña y varias potencias antaño enemigas de ella, como Inglaterra, 
Holanda y Suecia, que consideraban este avance galo en Europa a 
costa de sus vecinos una provocación. Gracias al apoyo mutuo, se 
obliga a Luis XIV a firmar la paz en Aquisgrán en 1668: Francia se 
compromete por ella a respetar los acuerdos suscritos con España en 
el Tratado de los Pirineos, violados con la guerra, y a devolver el 
Franco Condado, antiguo territorio patrimonial hispano, así como 
los ocupados en los Países Bajos; pero mantiene sin embargo impor- 
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tantes plazas fuertes en la región (Lille, Tournai, Douai, Charleroi y 
Courtrai). 


Mas como los afanes expansionistas de Luis XIV no se apaciguan 
con ello, la guerra no tarda en reanudarse, teniendo esta vez como es- 
cenario el Rosellón. En 1678 se firma una nueva paz en la ciudad de 
Nimega, forzada para España por la revuelta siciliana de 1674 y el 
abandono de sus aliados, que obliga a sus tropas a abandonar ese 
frente. Se trata de un mal acuerdo para la monarquía, puesto que se 
han de entregar a Luis XIV importantes ciudades de los Países Bajos, 
así como el propio Franco Condado, ocupado por los franceses con 
motivo de este conflicto, que hasta entonces había logrado retener. 


España no se halla en condiciones de pedir más. Aún cuando, len- 
tamente, su “periferia” se recupera, Castilla está hundida y la Monar- 
quía en manos de sucesivos gobiernos aristocráticos (Juan José de 
Austria, el duque de Medinaceli, el conde de Oropesa). Por ello, a pe- 
sar de las reformas emprendidas, no logra alcanzar la estabilidad que 
necesita. Esta situación es aprovechada una vez más por Luis XIV pa- 
ra recortar en mayor medida el poder de los Habsburgo en Europa. 
Así, enfrasca de nuevo a Carlos II en una nueva confrontación, que 
se desarrolla entre los años de 1687 y 1697. El malhadado monarca 
intenta un nuevo acercamiento al coloso continental por medio de su 
matrimonio con María Luisa de Orleáns, pero ésta muere temprana- 
mente (1689) sin darle descendencia. 


Carlos II intenta entonces una aproximación a Alemania, a través 
de su segundo matrimonio con Mariana de Neoburgo, hija del elec- 
tor del Palatinado. Mas este personaje figura entre los enemigos del 
rey de Francia, quien pretende ese territorio. Así pues, en lugar de la 
paz, es la guerra quien se afirma de nuevo. Los franceses, en repre- 
salia, entran por Cataluña y ocupan Barcelona en 1697. En ese mis- 
mo año el monarca español se ve obligado a firmar la paz en Ryswi- 
ck. Entretanto, a medida que su salud, siempre en precario, empeora 
y la descendencia no llega, las potencias europeas urden estrategias 
para poner fin al dominio español en Europa. Austria y Francia pujan 
por la herencia hispana; Inglaterra y Holanda por impedirlo: la dis- 
puta está servida. 


182 


Hay varios candidatos al trono, cada uno con sus respectivos parti- 
darios en la Corte española. Por un lado está José Fernando de Bavie- 
ra, bisnieto de Felipe IV, cuyos derechos defienden la reina madre y 
Oropesa y, en el exterior, Inglaterra y Holanda. El segundo candidato 
es el archiduque Carlos, segundo hijo del emperador, quien podía 
asegurar la continuidad de la rama de los Austrias, que cuenta a su 
vez con el apoyo de la reina y el almirante de Castilla. Por último, el 
candidato de Francia, Felipe de Anjou, nacido en ese país y nieto de 
Luis XIV, perteneciente a la familia de los Borbones, cuyo derecho al 
trono español se halla obstaculizado por su renuncia que había reali- 
zado María Teresa, casada con el rey francés. Felipe, sin embargo, re- 
presenta la novedad que implica la entronización de una nueva dinas- 
tía, pero está a la vez estrechamente asociado a uno de los monarcas 
con mayor número de enemigos en Europa. En algún momento 
(1698) parece que las potencias europeas van a ponerse de acuerdo 
para repartirse la herencia española. Y, entretanto, Carlos II ¿qué di- 
ce? 

Su opinión fue variando en parte al compás de las presiones que, a 
través de sus intermediarios, junto a la Corte, cada candidato ejercía 
sobre su debilitada voluntad. Por lo tanto, si en un primer momento 
se mostraba proclive a José Fernando y así lo expresó en su testamen- 
to inicial, al cabo, fallecido éste y presionado por los partidarios del 
candidato francés, entre ellos, lógicamente, el embajador de Francia, 
más el propio Consejo de Estado, elegirá al duque de Anjou para su- 
cederle, en contra de la opinión de su propia mujer Mariana de Neo- 
burgo. 

Declaro —expresa el monarca en esta nueva disposición testamenta- 
ria— ser mi sucesor (en caso de que Dios me lleve sin dejar hijos) al 
duque de Anjou, hijo segundo del Delfín, y como tal le llamo a la su- 
cesión en todos mis reinos, y dominios, sin excepción de ninguna 
parte de ellos. 


Con ello se rompía un nuevo intento de acuerdo entre las poten- 
cias implicadas para retomar la idea del reparto territorial, al tiempo 
que se buscaba preservar la unión de la monarquía. 
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Muerto Carlos II, Felipe asume por tanto el título de rey y, con el 
nombre de Felipe V, hace su entrada en la capital en abril de 1701. 
Pero este cambio de dinastía iba a implicar, a la corta y a la larga, un 
giro sustantivo paralelo en las relaciones internacionales y la política 
exterior de España. 


Hemos visto cómo la Monarquía Hispánica, desde la llegada al 
trono de Carlos 1 de Habsburgo y su configuración como Imperio 
Universal, había asumido unos compromisos internacionales, que 
iban más allá de los intereses específicos de la monarquía en tiempos 
de los Reyes Católicos. De esta forma, a la enemistad tradicional en- 
tre Francia y España (anteriormente de Francia y Aragón) y a la ame- 
naza turca en el Mediterráneo, se había sumado la guerra de los Paí- 
ses Bajos e Inglaterra y, desde 1640, la de Portugal. Ahora las tornas 
cambiarán. Una vez asegurada la presencia de Felipe en el trono espa- 
ñol, Francia se convierte en un asiduo aliado, en tanto que Austria y 
el Sacro Imperio y, por supuesto, Inglaterra pasan a ser enemigos re- 
currentes. Pero antes de que el panorama cambiase de esta manera, 
fue preciso que el contencioso en torno a la sucesión española se so- 
lucionase. Para ello, España y Europa en general entraron en una 
nueva época de conflictos entre 1702 y 1713, que se conoce en el ar- 
got historiográfico con el nombre de Guerra de Sucesión. Veamos sus 
aspectos más significativos. 

Ante el hecho consumado de la instalación de un miembro de la 
dinastía Borbón, la misma que reinaba entonces en Francia, en el 
trono de la Monarquía Hispánica, las potencias descontentas con esta 
solución (Inglaterra, el Imperio y Holanda) se unieron para declarar 
la guerra a Luis XIV y su candidato, temiendo la unión de las dos 
grandes potencias del Continente y su consiguiente poder hegemóni- 
co desmesurado. 


Tras los momentos iniciales de dudas y vacilaciones, los combates 
se fueron extendiendo en 1702 desde Italia a otras partes de Europa, 
incluyéndose en ellos un desembarco inglés en los Países Bajos y la 
amenaza de la flota anglo-holandesa contra las poblaciones de la 
bahía de Cádiz. Poco después era saqueado El Puerto de Santa María. 
En 1704, los aliados controlaban buena parte de las entradas y salidas 
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de las localidades del litoral peninsular. De esta forma conseguían 
desarticular la Carrera de Indias, hundiendo paralelamente la flota en 
la ría de Vigo, y conquistando Gibraltar. Este mismo año, los enfren- 
tamientos se trasladaron a la frontera hispano-portuguesa, a conse- 
cuencia del acuerdo firmado el año anterior entre Portugal e Inglate- 
rra en Methuen. 


El balance de 1706 no podía ser más pesimista para los aliados del 
Borbón. El rey estaba emparedado entre dos frentes: a Levante por 
los partidarios del Archiduque en la antigua Corona de Aragón, al 
Oeste por los portugueses apoyados por Inglaterra. Por si fuera poco, 
las tropas francesas habían tenido que abandonar Italia y los Países 
Bajos españoles y, en el interior peninsular, el archiduque, finalmen- 
te, había hecho su entrada en Madrid. Sólo una concurrencia de fac- 
tores podía salvar a estas alturas la causa de Felipe, y aquélla se pro- 
dujo. Los castellanos reaccionaron uniendo sus fuerzas contra las tro- 
pas de Carlos, hasta lograr su retroceso a Levante. Apoyados por 
Francia conseguirán en 1707 la derrota de los aliados en Almansa. 
Es, como sabemos, el punto de arranque de los Decretos de Nueva 
Planta. Más tarde se lograrán nuevas victorias en Brihuega y Villavi- 
ciosa, cayendo a continuación de ellas los Reinos de Valencia y de 
Aragón. 

A finales de 1710, tras algunos breves éxitos aliados, la coalición 
está rota. La posibilidad de una reconstrucción del viejo imperio ca- 
rolino, ahora que el archiduque había obtenido el título imperial, po- 
ne nerviosos a los ingleses, que abandonan finalmente la coalición. 
En la Península, entretanto, sólo Cataluña resiste, pero tras la caída 
de Gerona en 1711 y el consiguiente abandono del Principado por 
parte de Carlos, la oposición a los Borbones queda prácticamente re- 
ducida a Barcelona. En 1712, con los catalanes aún en pie de guerra, 
comienzan las negociaciones, que culminan en Utrecht. España de- 
mostró en ellas sus carencias. La monarquía aparecía como una po- 
tencia sin política exterior coherente y sin una conciencia verdadera 
de sus intereses nacionales, lo que se pagaría con pérdidas territoriales 
importantes. 
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La alianza se había ido, así pues, debilitando en la medida que el 
poder de uno de sus miembros, Austria, salía reforzado. En efecto, el 
acceso al título imperial (1711) del archiduque Carlos introdujo un 
elemento de distorsión, ya que si ése llegaba a ocupar el trono, la he- 
gemonía hispano-francesa que se combatía podría ser sustituida por 
otra, la hispano-austriaca, que se consideraba ya fenecida, provocan- 
do a la corta parecido efecto de desequilibrio político al que se pre- 
tendía evitar. Para combatirlo, la coalición se aseguró la renuncia de 
Felipe V al trono francés. En los acuerdos de Utrecht y de Rastald de 
1713 y 1714 respectivamente queda sellada la división del Imperio 
de los Habsburgo, tal y como se había mantenido hasta entonces, y 
se establecía un nuevo reparto de poder en Europa: a Francia se la 
contentaba con las perspectivas de una mayor influencia en España a 
raíz de la entronización en ella de la casa de Borbón; en cambio, la 
mayoría de los territorios españoles o filo hispanos en Italia (Nápoles, 
Cerdeña, Ducado de Milán, etc.); y los Países Bajos del Sur pasaban a 
Austria. En cuanto a Inglaterra, que había combatido en nombre de 
uno de los candidatos al trono, se quedará con algunas plazas ocupa- 
das durante la guerra, en concreto con Gibraltar, 

“la propiedad (...) sin jurisdicción alguna territorial y sin comuni- 
cación alguna abierta con el país circunvecino por parte de tierra” 
(art. 10). 


además de la isla de Menorca, y obtiene ventajas económicas en la 
América hispana (el navío de permiso y, por treinta años, el asiento 
de negros). Por último, Sicilia era entregada a Saboya (la trocará por 
Cerdeña después) y la colonia del Sacramento, en la orilla del Río de 
la Plata, a Portugal. 


Concluida la guerra, la paz estable siguió brillando por su ausen- 
cia. España continuaba siendo una gran potencia, con todo un impe- 
rio ultramarino a sus espaldas, cuya importancia destacaba más tras la 
pérdida de los territorios europeos. Además, la Monarquía Hispánica 
no se resignó a aceptar los acuerdos de Utrecht, que habían produci- 
do el desmembramiento de partes muy queridas de su territorio. La 
presencia en la Corte de Isabel de Farnesio y de su hombre de con- 
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fianza, Alberoni, ambos italianos, impulsará la reacción frente a los 
tratados. 


Por otro lado, a raíz de la nueva correlación de fuerzas en Europa, 
las alianzas tradicionales hicieron aguas. Ya no existía un poder in- 
contestado en el continente como había sucedido durante mucho 
tiempo con el Imperio de los Habsburgo. En su lugar emergían ahora 
nuevas potencias, cuyo protagonismo había sido inexistente o, en to- 
do caso, muy limitado hasta entonces. La ascensión de Prusia al ran- 
go de gran potencia durante el xviii, coloca a Rusia y Austria en una 
situación de vigilancia entre desconfiada y expectante. Por su parte, 
Erancia fluctúa entre Prusia y Rusia, al tiempo que cree llegado el 
momento, favorable a sus intereses, de establecer una sólida alianza 
con España para tener mayor fuerza de cara al común enemigo britá- 
nico, ahora que el cerrojo de los Habsburgo sobre su territorio ha 
desaparecido. 


En términos generales, los problemas de las colonias —en una épo- 
ca de notable desarrollo económico— pasan ahora a ocupar un lugar 
relevante en la estrategia internacional, y, con ello, en la política naval 
de las grandes potencias. “Tres países importantes pugnaban por al- 
canzar en Ultramar un mayor control, especialmente en lo que se re- 
fiere al comercio: Gran Bretaña, Francia y España. Sin duda, la pri- 
mera de ellas ejerce un dominio marítimo incontestable, que debe ser 
contrarrestado por las fuerzas unidas de las dos restantes. Junto al 
mar, el escenario de las disputas son los espacios coloniales: el Canadá 
actual, el arco antillano y Oriente, especialmente la India. En Euro- 
pa, la política británica se dirige como siempre a impedir la constitu- 
ción de una potencia hegemónica, urdiendo para ello alianzas con los 
enemigos de ella. 


El reinado de Felipe V está determinado por la situación descrita. 
En primer lugar, la presencia de Isabel de Farnesio, segunda esposa 
del rey, anima, tal y como hemos afirmado, al desacato de los acuer- 
dos suscritos en Utrecht relativos a Italia. Es éste un territorio, espe- 
cialmente en su parte sur (el Reino de las Dos Sicilias), estrechamente 
vinculado a la Monarquía Hispánica, sobre el que, además, gravitan 
pretensiones hereditarias. Isabel sabe que sus hijos varones difícil- 
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mente podrán llegar a reinar en España, al estar mejor situados para 
ello los habidos en el primer matrimonio de su marido (Luis y Fer- 
nando) con María Luisa de Saboya. Madre solícita y preocupada por 
el porvenir de sus vástagos, busca, pues, Estados en su Italia natal, a 
fin de situar en sus tronos a sus hijos. Para Felipe es también una for- 
ma de ejercer la acción tutelar sobre aquella península de nuevo, aun- 
que la presencia de España allí, una vez perdidos los territorios fla- 
mencos y convertido el Camino español en historia, haya perdido to- 
do sentido estratégico. 


En 1717-1718 se realiza la primera operación con vistas a recupe- 
rar territorios italianos. Tiene como objetivo la isla de Cerdeña, que 
logran tomar los españoles, y la de Sicilia, ante la cual fracasan. La 
reacción de las potencias firmantes de la Paz de Utrecht no se hace es- 
perar. Para ello establecen una “cuádruple alianza” entre Francia 
(muerto ya Luis XIV), Inglaterra, Austria y Saboya, antiguos enemi- 
gos, ahora unidos para frenar el avance español. El resultado de la 
misma es la derrota de la flota española en Passaro (1718), junto a Si- 
cilia. España se verá ahora obligada a negociar. Los aliados hacen una 
oferta generosa: se le entregarían los ducados de Parma y Toscana, a 
cambio de que respetase los acuerdos de Utrecht. 


La respuesta española no fue nada amistosa. Presionado por Isabel 
y su hombre de confianza, Alberoni, Felipe V intenta atacar a los bri- 
tánicos por su retaguardia. Para hacerlo anima a los partidarios de la 
Casa Estuardo, escoceses e irlandeses, a sublevarse contra los de la 
Casa de los Hannover, y no contento con esto, apoya una conjura 
contra el nuevo hombre fuerte de Francia, el duque de Orleáns. Para- 
lelamente intenta atraerse a Rusia, Suecia y el papado para su causa, 
por mediación del propio Alberoni. El resultado no pudo ser más ne- 
gativo para los intereses españoles: los ingleses impidieron el desem- 
barco de la flota española en Escocia y, en represalia, aquéllos 
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Isabel de Farnesio en el cuadro La familia de Felipe V 
de Louis-Michel van Loo, Madrid, Museo del Prado 


atacaron los puertos de Vigo y de Pontevedra en 1719. Por su par- 
te, los franceses lo hacen también en Sicilia y traspasan su frontera 
con el País Vasco invadiendo Gupúzcoa. Con la colaboración de la 
flota inglesa, asaltan también Santoña. 

El fracaso de las operaciones obliga a Felipe V a la negociación, 
previa despedida de Alberoni, a la sazón convertido en cardenal, co- 
mo chivo expiatorio de tan infausto resultado. La paz se sella en 
Cambrai, que da nombre al tratado, en 1719. Felipe se compromete 
a devolver los territorios conquistados, pero, paralelamente, se forja la 
alianza, luego renovada y, duradera en su alcance, con Francia. Como 
es habitual, para afianzarla, se acuerda el matrimonio del príncipe he- 
redero Luis con la hija del duque de Orleáns. 


Tras el breve interregno del reinado de Luis I en España ( 1724), 
Felipe V se hace de nuevo con el trono (el reinado de su antecesor 
apenas duró unos meses, por su muerte temprana) y emprende una 
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política exterior con algunos cambios, muy determinada todavía por 
la Farnesio. Esta nueva fase se caracteriza por el acercamiento a Aus- 
tria (Tratado de Viena de 1725), a cambio de ofrecer ventajas mer- 
cantiles a su Compañía de Ostende y de otorgar una amnistía a los 
austracistas, es decir, a quienes se habían enfrentado a Felipe V du- 
rante la Guerra de Sucesión. El pacto se debe a la mano del barón de 
Ripperdá, rocambolesco personaje del que Isabel se ha valido para el 
acuerdo. Entretanto, se realizan infructuosas operaciones en el estre- 
cho con vistas a recuperar Gibraltar (1727). 


El acuerdo con Austria dura prácticamente lo que Ripperdá. En 
1729, un nuevo tratado, está vez suscrito en Sevilla, produce un giro 
temporal en la política exterior del reinado. Se renuncia al acuerdo 
con Austria para intentar acercarse a la Gran Bretaña, a quien se ofre- 
cen las mismas ventajas que se concedieran antes a los austriacos, así 
como el respeto a sus conquistas territoriales y a los acuerdos comer- 
ciales suscritos con ella. ¿Qué se pretende con ello? Asegurarse la no 
intervención del coloso naval y tener las manos libres para poder ope- 
rar de nuevo y sin sobresaltos en Italia, sobre la que Isabel no ceja en 
su empeño. 

Entretenido el Imperio con el problema sucesorio polaco, los in- 
gleses se inquietan ante la perspectiva que se abre sobre el continente 
y el impulso dado en España por José Patiño, a la sazón secretario de 
Estado, a la política naval y comercial (En 1732 tiene lugar la recon- 
quista de Orán). La monarquía cree, pues, llegado el momento de fi- 
jar un acuerdo más sólido con Francia, con vistas a contrarrestar las 
iniciativas hostiles del enemigo británico. De ello resulta el primer 
Pacto de Familia, suscrito entre las dos potencias en 1733. 


La iniciativa española da fruto: se logra recuperar Nápoles y Sicilia 
en contra de los intereses de Austria, y se proclama por fin a Carlos, 
el hijo de la Farnesio, futuro Carlos III de España, rey de las Dos Si- 
cilias. En 1736 muere Patiño, habiendo logrado con su esfuerzo los 
objetivos pretendidos por los monarcas. 


Los mayores enemigos siguen siendo ahora los británicos. Los aus- 
triacos se mantienen ocupados con sus problemas internos (sucesión 
al trono) y la alianza con Francia se refuerza con la firma de un nuevo 
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pacto, el segundo, en 1743. En él, España le ofrece apoyo, a cambio 
de que los franceses sigan haciendo la vista gorda ante sus iniciativas 
en Italia (A Isabel le queda aún por colocar a su hijo Felipe, y lo quie- 
re hacer en el Ducado de Milán). Sin embargo, no interviene directa- 
mente en la guerra. 


Tras una primera obnubilación, los británicos reaccionan contra 
España y sus aliados, según era habitual en ellos, con acciones pun- 
tuales sobre puntos estratégicos hispanos en América (ataques a Por- 
tobello y Cartagena de Indias, este último fracasado, en 1739) y el 
apoyo a Austria en la Guerra de Sucesión al trono imperial, en contra 
de Francia y Prusia. 


Los tiempos más belicosos de Felipe V no detuvieron los afanes de 
los Borbones, desde su misma llegada al trono, por mejorar y engran- 
decer el Ejército de la Monarquía. El que habían heredado de la épo- 
ca de los Habsburgo estaba desacreditado por las derrotas, la extrac- 
ción social de sus componentes y la fama de mal pagador a que se ha- 
bía hecho acreedor a lo largo de la segunda mitad del siglo xvii. 


La Guerra de Sucesión permitió a Felipe de Borbón y sus colabora- 
dores, a pesar de las urgencias de la misma, iniciar un cambio de ima- 
gen en sus tropas. Una de las piezas fundamentales de la transforma- 
ción, el servicio militar obligatorio, fue abriéndose paso, si bien con 
una gran lentitud. En plena Guerra, las disposiciones de 1702 y 1704 
(complementada por otra de 1705) ordenaban reclutas forzosas aun- 
que selectivas en los territorios que controlaba Felipe. Se elegiría un 
mozo por cada cinco, mediante sorteo y en presencia del párroco co- 
rrespondiente. Los ayuntamientos debían aportar un soldado por ca- 
da cien vecinos, soltero, sin importar la condición social, cuya edad 
estuviese comprendida entre los dieciocho y los treinta años. Estu- 
diantes, labradores con dos arados, padres con cuatro hijos, algunos 
maestros y otros oficios varios quedaban exentos. Los que fuesen ele- 
gidos servirían durante dos años, y junto a los veteranos conforma- 
rían los regimientos, unidad sustitutoria de los tercios, que pasaba 
ahora a aumentar su contingente de los quinientos a los mil hombres 
y que fundamentaría la base de un Ejército más estable. Sin embargo, 
su creación implicaba unos recursos hacendísticos fijos más elevados, 
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nada fáciles de conseguir. Por otro lado, la recluta tampoco resultaba 
tarea sencilla: apenas existía convencimiento en el pueblo y en las au- 
toridades locales acerca de las ventajas que se derivarían para el Co- 
mún de su implicación en las reclutas. Para animar al alistamiento, 
las leyes referidas otorgaban a los enrolados fuero militar, exenciones 
de servicios públicos, así como facilidades para el acceso a órdenes 
militares. 


La Real Cédula de 1704 se proponía formar nada menos que cien 
regimientos con la contribución de diecisiete provincias del reino. La 
nobleza tendría en ellos un papel fundamental, formando parte de 
sus cuadros y sirviéndoles de escuela (sic). La nomenclatura de los 
mandos había cambiado. Los coroneles, uno por cada regimiento, se 
escogerían por el rey entre “los más calificados y titulados de cada 
partido; los jefes y oficiales restantes entre los caballeros hidalgos, o 
los que vivieren noblemente” (hijos de comerciantes incluidos). Esta 
nobleza, no sólo recuperaría la vieja tradición de conformar los cua- 
dros del Ejército real, sino que restablecería también su decaído pres- 
tigio. Para reforzarlo, formaban parte del mismo diez cadetes nobles, 
a los que se distinguía en el vestuario y la paga. En 1734, además, se 
creaban las llamadas milicias provinciales, cuyo principal destino no 
era otro que la defensa del interior peninsular. Constituidas por sol- 
dados no profesionales y mandos eventuales, estaban llamadas a de- 
sempeñar un papel muy importante en las décadas siguientes. Sin 
embargo, su artífice, el marqués de la Ensenada, no lograría implan- 
tarlas en los territorios de la antigua Corona de Aragón. 

Con el fallecimiento de Felipe V en 1746 se abre una nueva fase 
de la política exterior española. La llegada al trono de su hijo Fernan- 
do VI (1746-1759) permite una pausa después de décadas de conflic- 
tos bélicos, similar a la que estableciera con respecto al reinado de Fe- 
lipe II su hijo Felipe TIL. Los anhelos de paz vienen ahora sostenidos 
por cambios ministeriales, que permiten el acceso al Gobierno de los 
ministros Carvajal y Ensenada. No obstante, la lucha continuará to- 
davía hasta la firma del Tratado de Aquisgrán de 1748, que pone fin 
a la guerra denominada de la Oreja de Jenkins. España no logra obte- 
ner en él Milán, pero sí Parma, Piacenza y Guastalla, que pasan a ma- 
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Borbón-Parma, con una claúsula de reversión según la cual Parma 
pasaría a Austria y Piacenza a Cerdeña si llegaba a extinguirse la línea 
dinástica o el infante pasaba a Nápoles. En compensación por esta 
entrega, nuestro país se verá forzado a aceptar por cuatro años más, 
que no llegarían a cumplirse, las ventajas que concediera en Utrecht a 
la Compañía británica de los Mares del Sur. 


A partir de entonces se inaugura, ahora sí, una etapa de paz, que 
llega hasta el final del reinado. Su punto de apoyo está en la propia 
correlación de fuerzas existente en la Corte y el Gobierno. El rey Fer- 
nando, haciendo honor a su dinastía, y Ensenada eran más proclives 
a aceptar los compromisos con Francia, apoyándolos en su enfrenta- 
miento secular con Inglaterra; por el contrario, la reina Bárbara de 
Braganza, portuguesa, y José de Carvajal y Láncaster se mostraban 
partidarios del acercamiento a Gran Bretaña, en parte considerando 
que más valía ganarse la simpatía del enemigo que ponérsele en 
contra. Así pues, las diferencias entre unos y otros se neutralizan mu- 
tuamente, sintonizando a la larga con el pueblo en sus deseos de paz. 


Pero dicha paz es también el resultado de una reducción de com- 
promisos políticos por parte de la Monarquía. Mientras los conflictos 
que toman como pretexto los problemas sucesorios se extienden por 
el Continente, España cree llegada su hora, una vez conseguidos los 
anhelados territorios de Italia, de atender el frente atlántico, donde a 
la sazón se juega ahora el futuro del país. Es ahí precisamente, en el 
Nuevo Mundo, donde tiene lugar el único enfrentamiento importan- 
te que enturbia la paz del periodo. Nos referimos al contencioso de la 
colonia del Sacramento. Situada sobre uno de los bordes del Río de la 
Plata, en el Uruguay actual, en ella se libra un conflicto, cuyos orí- 
genes remontan más atrás, entre españoles y portugueses por el con- 
trol de la desembocadura del Plata, zona que, durante el xviii, ha au- 
mentado su importancia estratégica en el comercio de contrabando 
con la América hispana. La presencia portuguesa cercana a dicho mar 
amenazaba la de los españoles en Buenos Aires y da origen a la fun- 
dación de Montevideo para contrarrestarlo, justo en la orilla de en- 
frente de la gran ría. El Tratado de Madrid o de Permuta del año 
1750 entre las dos potencias ibéricas, forzado por Carvajal en contra 
de la opinión de Ensenada, intentaría resolver el problema sin conse- 
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guirlo. La falta de acuerdo entre quienes lo consideraban lesivo para 
España (el propio Ensenada) y los que no (los anglófilos) dieron fI- 
nalmente al traste con el acuerdo en 1761 (El Pardo). Los verdaderos 
afectados serían los jesuitas y los indios que éstos tenían a su cargo en 
las numerosas reducciones que salpicaban el territorio, objeto de 
trueque a los portugueses a cambio de la Colonia. La sublevación de 
los indígenas residentes en ellas será utilizada como argumento 
contra los jesuitas, acusados de promoverla, en los años previos a su 
expulsión en 1767. 


En la medida que la política atlántica pasa a un primer plano, se 
aviva también el sentimiento de potenciar una flota, que todavía se 
considera insuficiente para afrontar los compromisos españoles en el 
Nuevo Mundo. Por ello, preocupación continua de los ministros de 
Felipe V y de Fernando VI será la de asegurar una Armada capaz de 
defender con eficacia los principales puntos estratégicos de España en 
ambas orillas del Atlántico, ante los ojos siempre vigilantes de los ob- 
servadores británicos. 


Pasados los primeros años de marasmo de la Guerra de Sucesión, 
donde la dependencia de la Armada francesa produjo concesiones 
onerosas para España con respecto al país vecino, los ministros ya 
hispanizados de Felipe V y de Fernando VI aprovecharon la situación 
para introducir una serie de reformas de diversa índole, conducentes 
a la mejora de la Marina en general. La figura clave en los momentos 
iniciales y durante varias décadas es José Patiño. Nadie como él llega- 
ría a acumular tantos cargos relativos a la Armada y el comercio ul- 
tramarino. Nombrado en 1717 intendente general de Marina, sus 
competencias se extienden también a la Casa de la Contratación y la 
Superintendencia de Sevilla. En 1726 es elevado a la Secretaría de 
Marina e Indias y Hacienda, puesto que será redondeado más tarde 
con la obtención de las de Guerra y Estado, que le colocan a la postre 
en la cúspide del poder. 

Tres son los pilares sobre los que se sostiene su política de refor- 
mas: la construcción naval, la administración de la Marina y la for- 
mación de los marinos. Tras crear la Armada Real, transfiere el eje 
vertebrador del comercio a la bahía de Cádiz en 1717, en contra de 
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los intereses de Sevilla. Allí funda igualmente la Real Academia de 
Guardias Marinas, en el viejo castillo medieval de la ciudad. Pero 
junto a estas medidas, se toman otras motivadas por la falta de bu- 
ques, especialmente de los llamados de línea, máxime tras la derrota 
naval de Passaro de 1718. A tal efecto se crean los tres astilleros reales 
de Cádiz, El Ferrol y Cartagena, que se suman a los privados de 
Mahón, Guarnizo y Pasajes (ambos en Santander); San Feliú de Guí- 
xols; La Habana y Guayaquil en América y Manila en las Islas Filipi- 
nas, que trabajan también para la Marina. Para cubrir las necesidades 
de pertrechos nacen paralelamente las fábricas de velas y aparejos de 
Cádiz y Sada; las de brea y alquitrán de Galicia y Cataluña; las de 
corderaje de la misma Galicia. Por su parte, a los bosques pirenaicos 
se les asigna el papel de suministradores de madera. A la larga esto 
causará un negativo efecto de deforestación que ha de ser compensa- 
do con la creación de bosques de repoblación y la importación de 
maderas procedentes del Báltico y de los territorios americanos. La 
idea rectora se dirige, no obstante, a obtener una autonomía suficien- 
te, que permita prescindir de suministros ajenos. Todo ello se acom- 
paña con medidas legislativas destinadas a aumentar la eficacia de la 
Carrera y evitar los abusos extranjeros en ella: mayor control sobre es- 
tos últimos, sistema de palmeo que sustituya el de ad valorem, medi- 
das contra el fraude, etc. Ciertamente, estos esfuerzos no siempre se 
vieron recompensados con unos resultados satisfactorios. La política 
belicista del reinado, la presión extranjera, la falta de competitividad 
y de recursos estuvo en el fondo de esta limitación. Sin embargo, el 
propósito fue de continuar adelante con las reformas. El mismo año 
de la muerte de Patiño, en 1737, se crea el Almirantazgo, organismo 
todavía poco estudiado, probable imitación del existente en Francia, 
que perdura hasta 1748. 


La obra de Patiño tiene su continuación durante el gobierno del 
marqués de la Ensenada, que, desde el primer momento, se plantea 
adelantar en la reconstrucción de la Marina ya emprendida por su 
antecesor. Como él, Ensenada también reúne en sus manos la Secre- 
taría del Almirantazgo y, tras la muerte de Campillo en 1743, las Se- 
cretarías de Hacienda, Guerra, Marina e Indias y Estado. Su compro- 
miso en 1748 es la fabricación de veintiocho navíos, según los mode- 
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los británicos en auge, que combinaban maniobrabilidad con poten- 
cia de fuego. La contratación de especialistas y de mano de obra ex- 
perimentada, sobre todo de artesanos y diseñadores de barcos, inclu- 
so procedentes del extranjero, aparece entonces como indispensable. 
Además, el Estado debía poner a punto los arsenales y astilleros reales 
recientemente creados, optándose al respecto por la reconstrucción y 
ampliación de los mismos. El impulso a la fabricación, que diera co- 
mo resultado la creación de setenta nuevos barcos entre 1700 y 1750, 
se acelera después de esta última fecha, a pesar de la breve interrup- 
ción motivada por la caída del ministro en 1754 y las consiguientes 
medidas de desaceleración aplicadas. El refuerzo de la flota viene 
complementado por otras iniciativas que afectan al comercio de Ul- 
tramar: leyes antimonopolio (así, la apuesta por el desarrollo de la na- 
vegación en navíos de registro), regulación más estricta del comercio, 
incluida la vigilancia del contrabando; creación del Real Giro (com- 
pra de productos extranjeros para reexportación por parte del propio 
Estado) y reducción de los gastos de defensa en Indias. 


En 1759 fallece, al borde casi de la locura, el rey Fernando VI. Fal- 
to de descendencia, le sustituye en el trono su hermanastro Carlos, 
hijo de Isabel de Farnesio. Existe una continuidad manifiesta entre la 
política exterior de los dos primeros Borbones y la de este último, 
que tras ser rey de Nápoles y Sicilia, se embarca al cabo para serlo de 
España. El frente atlántico seguirá dominando el panorama exterior 
en su reinado, y en función de él se establecerán las alianzas y se re- 
doblarán esfuerzos para afrontar los peligros de un ámbito, tan exten- 
so y difícil de controlar, como es América. 

A pesar del esfuerzo realizado por Patiño, Campillo y Ensenada, la 
Armada española sigue siendo deficitaria frente al coloso británico. 
La rivalidad de Francia con éste (caída de Québec en manos inglesas 
en 1759), permite a Carlos III sumar esfuerzos mediante un nuevo 
pacto de familia. España podrá así hacer frente a su principal compe- 
tidor y enemigo con garantías de éxito, en tanto que Francia, por su 
parte, piensa en las ventajas militares que puede obtener para sus in- 
tereses de la ayuda española, pero también en las que se derivan de 
ampliar su penetración comercial en la América hispana: 
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“El Rey Católico y el Rey Cristianísimo declaran que, en virtud de 
sus estrechos vínculos de parentesco y amistad, y en consecuencia de 
la unión que contratan por el presente tratado, mirarán en adelante 
como enemiga común la potencia que viniere a serlo de una de las 
dos Coronas.” (art. 1.9) 


La firma del pacto tiene lugar en 1761 en plena Guerra de los Sie- 
te Años, conflicto que decidirá a medio plazo la hegemonía colonial 
de uno de los tres grandes contendientes. 


Aunque la renovación del acuerdo se había venido buscando desde 
unos años atrás, el momento no parecía en principio más propicio 
para los intereses españoles. La guerra en marcha, los reveses experi- 
mentados por los franceses no auguran buenos resultados. Sin embar- 
go, cuando tiene lugar en París la firma del tratado de paz apenas dos 
años después (1763), España no sale mal parada, a pesar de encon- 
trarse del lado perdedor. Obligada a devolver la conflictiva colonia 
del Sacramento a los portugueses y Florida a los británicos, estos la 
recompensan a su vez reintegrando dos plazas importantes a la Mo- 
narquía Hispánica, La Habana, pieza clave para las flotas de la Carre- 
ra de Indias, y Manila, capital de las Filipinas. Además, a fin de resar- 
cirla de las pérdidas y mantener el Pacto, Francia entrega a España la 
Lousiana, en los actuales Estados Unidos, junto a la desembocadura 
del río Missisipi, por su participación en el conflicto y la pérdida de 
la Florida. En cambio, los británicos se niegan a devolver Gibraltar, 
logran el monopolio de pesca en aguas de Terranova y libertad para la 
corta de palo campeche en Belice. 


Pero al poco de firmarse la paz, la enemistad hispano-británica 
vuelve a hacer acto de presencia con motivo de la Guerra de las Mal- 
vinas. Pretextando ser tierra de nadie, los ingleses habían desembarca- 
do en ellas en 1766, restableciendo la tensión entre las dos grandes 
potencias. Sin embargo, la proximidad al conflicto de los Siete Años 
y el cansancio de él derivado permitirán una solución rápida al con- 
tencioso, aceptando Gran Bretaña finalmente la devolución a España 
del archipiélago. 

Tampoco le irá mal a la monarquía en el asunto del Sacramento, 
tema que, como hemos visto, viene de lejos. En efecto, la colonia es 
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devuelta por el Tratado de San Ildefonso junto a unos pequeños terri- 
torios africanos (Fernando Poo y Anobón), entregados a cambio de 
algunas concesiones territoriales a los portugueses. 


Entretanto, la rivalidad hispano-británica apenas se concede tre- 
gua. En 1776 estalla la revuelta de las colonias británicas en la costa 
atlántica de Norteamérica. Este conflicto, que dará luego origen al 
nacimiento de una nueva nación, los Estados Unidos, llamados a de- 
sempeñar un papel de primer orden en la Historia Contemporánea 
mundial, permite a Francia y España aprovechar la coyuntura para 
herir al enemigo en su tendón de Aquiles. Para ello, ambos países de- 
ben apoyar decididamente a los rebeldes en su lucha contra la metró- 
poli, dejando de lado la incongruencia que supone esta ayuda, en 
quienes, como Francia y España, tienen territorios coloniales, donde 
las sensibilidades autonomistas habían comenzado a desarrollarse, co- 
mo el ejemplo de las colonias británicas venía a demostrar. España 
enviará armas, municiones y apoyo económico, al principio clandes- 
tinamente, a los rebeldes, declarando en 1779 la guerra a Gran Breta- 
ña. Había llegado el momento de la revancha. El ministro Florida- 
blanca negociará con el representante galo Vergennes, a fin de consti- 
tuir una flota común que invadiese las islas, aprovechando la situa- 
ción de debilidad de los británicos. El proyecto naufragará, incluso 
en sus derivaciones (conquista de Gibraltar). En 1782 había recono- 
cido la independencia a los ex colonos. El Tratado de Versalles sella la 
guerra en 1783. España recupera Menorca, que le arrebataran los bri- 
tánicos durante la Guerra de Sucesión, así como la Florida, que fuese 
canjeada en su día por Louisiana. Con ello, el Imperio español en 
América alcanzaba su máxima extensión; pero el coste de la guerra 
había sido muy elevado en lo económico (interrupción de la Carrera 
de Indias) y, en cambio, la Gran Bretaña no parecía demasiado afec- 
tada. 

Aparte de las relaciones con Francia y el Reino Unido, la política 
exterior carolina afronta de nuevo un viejo contencioso, pero desde 
una óptica diferente. Nos referimos al Mediterráneo, donde la pirate- 
ría endémica musulmana y los barcos británicos continúan estando 
muy presentes, máxime después de la toma de Gibraltar. Quedan 
atrás los resabios de la cruzada contra el infiel. Carlos III suscribe un 


198 


acuerdo con Marruecos con vistas a establecer intercambios comer- 
ciales más sólidos entre ambas orillas del estrecho, así como un trata- 
do de alianza contra Gran Bretaña, a la sazón muy poco efectivo. El 
acuerdo, a pesar del intercambio de embajadores, da poco fruto, de- 
bido en parte a la poca solidez institucional del lado marroquí. 


Paralelamente, en 1782, se establece un acuerdo con los turcos, 
cuya presencia se hace notar oculta tras las frecuentes operaciones su- 
sodichas de corso y piratería en el Mediterráneo y las amenazas a las 
zonas costeras peninsulares. El pacto sirve también de poco y la Mo- 
narquía Hispánica opta por la fuerza. En 1783-1784 se envían sendas 
expediciones contra Argel, cuyos barcos bombardean la ciudad. Un 
año después se restablece la paz. 


El balance de la política exterior carolina es en general aceptable. 
Consciente del juego entre las dos potencias, Francia de un lado, 
Gran Bretaña de otro, España se arrimó a la primera ante la amplitud 
de sus compromisos atlánticos y la imposibilidad manifiesta de res- 
ponder a ellos con sus solos recursos. Pero también intentó que dicha 
alianza no se convirtiese en un mero contrato de dependencia o que 
diese sin más la supremacía a Francia. Por eso, José María Jover ha 
querido ver en ello la búsqueda de la neutralidad por parte española, 
ahora por nuevos medios, si se quiere más sibilinos (Historia del mun- 
do moderno, YX, pp. 27 y 28). Este espíritu lo resumirá muy bien el 
conde de Floridablanca en su Instrucción Reservada: 


“De aquí nace —nos dice— la necesidad de vivir siempre atentos, vi- 
gilados y desconfiados de la Inglaterra, para no contraer empeños con 
ella que no sean muy necesarios y sin consecuencia, y para aumentar 
nuestro poder marítimo cuanto sea dable, a fin de hacer respetar los 
tratados o empeños ya contraídos y mantener nuestros derechos, po- 
sesiones ultramarinas y libertad de comercio interno y externo. Y 
añade: A estos deben limitarse los objetos de la España, sin pensar en 
una ruina total del poder inglés, la cual dejaría a la Francia sin dis- 
tracción y la haría más orgullosa y más dispuesta a las funestas em- 
presas de la ambición sobre nosotros y sobre todos” (párrafos 336 y 


337). 
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Realismo o pragmatismo hispano en definitiva. Al final, la monar- 
quía no sólo ganó territorios, sino que recuperó otros, que, como 
Menorca o la Florida, que habían ganado sus enemigos. 


Carlos II profundizó en las reformas militares acometidas por sus 
antecesores. Su aportación gira alrededor de las Ordenanzas, publica- 
das en 1768, pero que debido a su minuciosidad (regulan hasta los 
aspectos más nimios de la vida militar), pertinencia y bello estilo, es- 
tuvieron en vigor durante más de dos siglos. El texto pretendía un 
Ejército profesionalizado (lo que no impide que, contra la voluntad 
de algunos militares encabezados por el conde de Aranda, se mantu- 
viesen las milicias, cuya reforma se acomete en los sesenta), jerarqui- 
zado, centralizado y sometido a una disciplina exigente. La recluta de 
sus hombres apuntaba hacia el servicio militar obligatorio, que, en 
realidad, tardará aún en llegar, como también ocurre con la aplica- 
ción práctica de las Ordenanzas. Por su parte, Floridablanca, a cuyo 
cargo estuvo el Ejército hasta su caída en 1792, abogaba por una de- 
fensa basada en la colaboración entre milicias y Ejército profesionali- 
zado. Ambos se repartirían la protección del interior, orden público 
incluido, y la acción en el exterior respectivamente. A las milicias en 
su vertiente urbana, a la sazón recientemente creadas, correspondería 
la defensa de las costas y fronteras. En 1785 se adopta por primera 
vez la que luego será bandera nacional como pabellón para los barcos. 


En la última década del siglo xviii se produce un giro brusco en la 
política internacional europea. El origen está en la Revolución Fran- 
cesa, cuyo estallido tiene lugar en 1789. Las críticas y la violencia 
desatada contra el Antiguo Régimen y la Monarquía a cuyo amparo 
ha vivido ponen en guardia a las cancillerías europeas; la ejecución 
sumaria de los miembros de la familia real francesa al comienzo de 
1793 las obliga al fin a movilizarse. Europa entra, en definitiva, en 
una profunda convulsión, y España, por la proximidad geográfica al 
lugar de los sucesos, se verá seriamente afectada. 


Carlos MI ha muerto justo un año antes del gran estallido. El hasta 
entonces Príncipe de Asturias accede al trono con el nombre de Car- 
los IV (1788-1808). Sin embargo, la política internacional española 
estará mediatizada durante mucho tiempo por el valido de la familia 
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real, Manuel Godoy, quien, a pesar de su ascendencia modesta, logra 
llegar a la cúspide máxima del poder, ganándose numerosos enemigos 
alrededor. 


Ya las Cortes de 1789, además de abolir la Ley Sálica que impedía 
reinar a las mujeres, habían hecho notar su temor a que el contagio 
de los Estados Generales convocados en Francia prendiera en España. 
A finales de ese mismo año se reavivaba la acción inquisitorial, al 
prohibirse la lectura de libros y folletos provenientes de Francia. En 
marzo del año siguiente se reforzó el control sobre aquellos viajeros 
que iban a pasar a otros países y se intentará poner trabas para trasla- 
darse a Francia. Por fin, en 1791, se ordena que se matricule a los ex- 
tranjeros y que los residentes en España juren fidelidad al rey y la reli- 
gión católica, so pena de ser expulsados del país. 


En 1792 se produce el relevo del conde de Aranda por Godoy, ya a 
la sazón duque de Alcudia y Teniente General de los Ejércitos, plan- 
teándose de nuevo la conducta que España, tradicional aliado de 
Erancia, debía de seguir en adelante con respecto al gobierno del país 
vecino, a la vista de la evolución que iban tomando allí los aconteci- 
mientos. Al final prevaleció la idea de ruptura del valido sobre la de 
Aranda, tras la decisión de la Convención francesa de cortar la cabeza 
del rey y la reina. El nombre de la asamblea da nombre a la guerra 
que se inicia entre los dos viejos aliados en 1793. 


Las regiones fronterizas de la Península son las más afectadas. El 
ataque español por el Rosellón es contestado por los revolucionarios 
con el asedio de Figueras, cuya rendición fuerzan en 1794. El am- 
biente de cruzada se extiende, sobre todo, por las zonas en guerra, y 
Cataluña se moviliza para hacer frente a la invasión, utilizando inclu- 
so las guerrillas. Por fin se logra que el ejército francés se repliegue, 
pero éste intenta ahora la penetración por el País Vasco. Varias locali- 
dades de la zona (Fuenterrabía, San Sebastián, Vitoria, Bilbao, etc.) y 
de Navarra ceden a la presión francesa. El avance llega hasta Miranda 
del Ebro. Pero, hostigados por las fuerzas contrarrevolucionarias en 
su propio país, el ejército francés se ve obligado a llegar a una tregua 
que le permita controlar su retaguardia. El pacto tiene lugar en Basi- 
lea el año de 1795. Francia devuelve los territorios ocupados, pero pi- 
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de en compensación la parte española de la isla de Santo Domingo 
(los franceses ya poseían la zona oriental de la isla, la futura Haití), 
que el débil Gobierno español le entrega: 


“La República Francesa restituye al rey de España todas las con- 
quistas que ha hecho en sus estados durante la guerra actual (...) En 
cambio de la restitución, (...) el rey de España por sí y por sus suce- 
sores cede y abandona en toda propiedad a la República Francesa to- 
da la parte española de la Isla de Santo Domingo en las Antillas” (ar- 


ts. IV y IX). 


Se añaden, asimismo, algunas ventajas comerciales. También se 
consigue un acuerdo entre ambas partes para limitar el influjo aus- 
triaco sobre Italia. El tratado, aunque no totalmente favorable para 
España, le vale a Godoy redondear su carrera, con el retórico título 


de Príncipe de la Paz. 


Apaciguados los ánimos, flexibilizada la actitud de las autoridades 
españolas frente a la difusión de las ideas revolucionarias, los viejos 
aliados vuelven a encontrarse. La situación de apuro que vive Francia 
en su lucha con los británicos sirve a España para forzar el encuentro 
de la Granja de San Ildefonso. La primera tiene necesidad de lograr 
apoyo contra Gran Bretaña, cuyo dominio en el mar continúa siendo 
incuestionable. 

“Uno de los principales motivos que me determinaron a concluir 
la paz con la República Francesa luego que su gobierno empezó a to- 
mar una forma regular y sólida —explica el rey a sus consejos— fue la 
conducta que Inglaterra había tomado conmigo durante todo el 
tiempo de la guerra y la justa desconfianza que debía inspirarme por 
la sucesión de experiencias de su mala fe”. (Gaceta de Madrid, 


11.10.1796). 


Pero dicha unión, sellada en agosto de 1796, supone a la vez para 
España ponerse en el punto de mira de los ingleses. La guerra contra 
el coloso marítimo está de nuevo servida. 


Este enfrentamiento tiene consecuencias muy negativas para los 
intereses españoles en el Atlántico. Tras la derrota de la flota española 
junto al cabo de San Vicente en 1797, la Gran Bretaña consigue inte- 
rrumpir el tráfico regular entre España y las Indias, mediante el blo- 
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queo de la bahía de Cádiz; de él se sigue la consiguiente caída de los 
suministros de materias primas y de metales preciosos americanos. 
Los efectos económicos son graves y España se ve forzada a intentar 
un acuerdo con los ingleses a espaldas de sus aliados franceses. Estos 
responden retirando su apoyo a Godoy, al considerarlo responsable 
del pacto. El valido, cuya impopularidad no había cesado de aumen- 
tar en el interior y seguía careciendo de sólidos apoyos entre la noble- 
za y la Iglesia, cayó en desgracia. 


De poco sirvieron los esfuerzos por mantener la paz. En momen- 
tos de crisis política internacional, no quedaba a España otro remedio 
sino regresar a sus alianzas tradicionales, es decir, al pacto con Eran- 
cia, enfrentada a su vez con media Europa. Sin embargo, el país ve- 
cino estaba sumido en una profunda crisis, que hizo abrigar esperan- 
zas a Carlos IV de poder encumbrarse como rey de Francia. El golpe 
de Napoleón en el mes de brumario (que equivale al mes de noviem- 
bre) de 1799 acabaría con esta pretensión, aunque, hombre fuerte del 
país ahora, renovase el pacto con España por un nuevo Tratado de 
San Ildefonso el año 1800. 


En él, el militar ofrece a Carlos una pieza envenenada: España de- 
vuelve La Louisiana y, en recompensa, Napoleón se compromete a 
dar al infante y duque de Parma el Reino de Etruria con capital en 
Florencia, cuya creación pretendía. En reciprocidad, consigue para 
sus fines el apoyo de la flota española (campaña de Malta, reembar- 
que francés en Egipto). Mientras, en el interior, la oposición al acuer- 
do, encabezada entre otros por el ministro Mariano Luis Urquijo, 


exige la purga del Gobierno. 


El pacto viene ratificado por otros dos de enero y febrero de 1801, 
este último con sede en Aranjuez, en los que Carlos IV, maniatado 
ante las pretensiones francesas, se comprometía, de un lado, a que- 
brar la tradicional alianza entre Portugal y Gran Bretaña, permitien- 
do, si no lo conseguía, la entrada de las tropas francesas para llevarla a 
cabo; de otro, a formar una flota conjunta con Francia capaz de ope- 
rar en el Atlántico, el Mediterráneo o el Índico. Coincidiendo con es- 
tos acuerdos, el indispensable Godoy fue rehabilitado. Se le puso al 
frente de las tropas que habían de ocupar Portugal, en tanto las fran- 
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cesas se mantenían a la espera. El valido logra algunas victorias, sien- 
do la más señalada la ocupación de Olivenza, que pasará desde en- 
tonces a engrosar los territorios de la Monarquía Hispánica. Portugal 
se ve obligada a firmar la paz con Francia y España, comprometién- 
dose a cerrar sus puertos a los buques ingleses. A cambio, la integri- 
dad territorial del país y de sus territorios ultramarinos sería preserva- 
da por las dos potencias aliadas. Godoy, odiado, pero de nuevo en la 
cúspide de su poder, recibe los honores de Generalísimo de los Ejérci- 
tos en 1802. 


Sin embargo, los éxitos británicos (Algeciras, 1801) y las dificulta- 
des de los españoles para mantener expeditas sus comunicaciones con 
América, obligan a estos al acuerdo. El 25 de abril de 1802 se concre- 
ta el mismo en la ciudad francesa de Amiens. Para hacerlo posible, 
los españoles truecan con los ingleses la isla de Trinidad por Menor- 
ca, que pasa a reintegrarse a la Corona española. 


La duración del tratado no supuso más que un respiro. El expan- 
sionismo francés por Europa, creando a manera de repúblicas vasa- 
llas, y la perenne rivalidad comercial entre Francia y Gran Bretaña, 
abocaron en un corto espacio de tiempo a la ruptura. Pero como la 
situación española era calamitosa (agotamiento de la Hacienda, malas 
cosechas seguidas de crisis de subsistencia, ruina de la industria y del 
comercio), Godoy se mostraba remiso a entrar de nuevo en guerra. 
Las presiones francesas se acrecentaron entonces. Unidas a las accio- 
nes británicas contra intereses españoles forzaron finalmente el acuer- 
do con Napoleón en 1805. 


En medio de esta nueva fase del conflicto, se produce el desastre de 
Trafalgar, que afecta, con graves consecuencias, a la flota hispano- 
francesa. Ésta no había tenido éxito antes en su acción de las Antillas 
contra intereses británicos, ni luego en su intento de atacar a Inglate- 
rra en su propio territorio. La represalia británica tuvo lugar en 1803 
junto al cabo Finisterre, obligando a la armada conjunta a buscar re- 
fugio en la ría de Vigo. Tras lograr escapar, será bloqueada de nuevo 
en la bahía de Cádiz y, después, derrotada por Nelson junto a Trafal- 
gar el 25 de octubre de 1805. 


204 


El dominio de la Gran Bretaña en el mar coincide con el máximo 
apogeo de Napoleón en el Continente (Austerlitz, Sena, Friedland, 
Jena, etc.). En medio de esta situación, España, debilitada por den- 
tro, con un valido, Godoy, en la cima de su impopularidad, no tiene 
ante sí una opción clara que tomar. Si, por un lado, Francia sigue 
amenazando a ese para que mantenga su alianza, la misma inercia ex- 
pansionista de Napoleón la hace manifiestamente peligrosa. Por otro, 
la opinión pública parece contraria a ella y el fracaso del plan de 
adhesión de Portugal (se pretendía dividirla en dos reinos, uno para 
Godoy y otro para la reina de Etruria) amenazaba con provocar la in- 
tervención de los franceses, no contentos con la actitud lusa con res- 
pecto a los ingleses, sus sempiternos aliados. Por último, en estas con- 
diciones, el acuerdo con Gran Bretaña parece prácticamente imposi- 
ble, aunque llegue a contemplarse. Godoy se convierte entonces en 
rehén del emperador, obligándose a participar en el bloqueo decreta- 
do por éste contra los ingleses y a enviar tropas a los frentes europeos. 
En octubre de 1807 se firma el Tratado de Fontainebleau, que cierra 
este acuerdo forzado. 


El mismo contempla la entrada de las tropas francesas por territo- 
rio español para ocupar Portugal. En 1807 llegaban a Lisboa y, casi 
un año después, en 1808, a Madrid. La situación es crítica: los fran- 
ceses perseveran en quedarse y, entretanto, la corte española es pasto 
de toda suerte de intrigas. El príncipe de Asturias, futuro Fernando 
VIL apoyado por algunos nobles (duques del Infantado y de San 
Carlos) había intentado recientemente un golpe de Estado contra 
Godoy y los propios reyes. La iniciativa se sustancia en el proceso de 
El Escorial (1807): Fernando es apresado y, después, tras arrepentirse, 
perdonado. Pero, en poco tiempo, los acontecimientos se aceleran. La 
ocupación francesa es ya un hecho; Godoy, acusado de traidor, tiene 
que vérselas con un motín popular apoyado por la nobleza en contra 
suya (asalto a su palacio en marzo de 1808). Por fin es destituido y 
Carlos IV obligado a entregar el trono a su hijo para, finalmente, salir 
de España. El 2 de mayo de 1808, el pueblo de Madrid se levanta en 
armas contra las fuerzas francesas ocupantes. La Guerra de la Inde- 
pendencia había comenzado. 
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Capítulo séptimo 
Sociedad y familia 


La población de España osciló durante la Edad Moderna entre 
los siete y los once millones de habitantes. No son unas cifras 
grandes si las comparamos con las actuales, máxime si tenemos en 
cuenta que su territorio es hoy ligeramente menor que en dicha 
época. Tampoco si las relacionamos con las de otros países más pe- 
queños o, incluso, algo más extensos, en ese mismo tiempo (Fran- 
cia varió entre los 16,4 y los veintisiete millones y Alemania entre 
los doce y los 24,5). Suma de individuos al fin y al cabo, pero que, 
en la vida cotidiana, se articulaban orgánicamente en colectivos de 
distinto tamaño y nivel. 


Actualmente, más que a través de sus estamentos, clases o gru- 
pos, se tiende a estudiar las sociedades considerándolas estructuras 
reticulares constituidas por vínculos de sangre, de paisanaje o de 
intercambio de servicios y favores En ellas se establecen entre sus 
miembros relaciones de clientela y dependencia; en definitiva, soli- 
daridades verticales que suelen desbordar las específicas de esta- 
mento o clase tradicionales. Esta realidad no anula, sin embargo, la 
clásica estructura social en estamentos, brazos u órdenes, tal y co- 
mo fue establecida, por los principales historiadores sociales, a par- 
tir de la década de los sesenta del pasado siglo. 


Desde este último punto de vista, como no podía ser menos, la 
sociedad española de la Edad Moderna, soporte de la acción del 
Estado, participó de unos rasgos de carácter general, similares a los 
del resto de la Europa Occidental. Fue, por lo tanto, una sociedad 
estamental, formada por los tres órdenes tradicionales (nobleza, 
clero y estado llano), si bien dicho esquema, como en la mayor 
parte del resto del Continente, evolucionaría hacía fórmulas más 
complejas, que terminarán difuminando sus contornos interesta- 
mentales, a pesar de las inercias subyacentes en el esquema teórico. 
En el caso hispano, además, intervendrá un elemento propio (la 
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presencia de grupos sociales de costumbres y religión diferentes, 
considerados de menor pureza religiosa), que dará su sesgo a la so- 
ciedad resultante, diferenciándola, en parte, del resto de las perte- 
necientes a su mismo ámbito cultural. 


El modelo trimembre de tres brazos u órdenes se configuraría en 
la Edad Media. El Proemio de la II Partida del rey Alfonso X el Sa- 
bio es taxativo al respecto: 


Defensores son uno de los tres estados porque Dios quiso que se 
mantoviesse el mundo. Ca bien assí como los que ruegan a Dios 
por el pueblo, son dichos oradores; e otrossí los que labran la tie- 
rra, e fazen en ella aquellas cosas, por que los omes han de vivir, e 
de mantenerse, son dichos labradores; otrossí los que han de de- 
fender a todos son dichos defensores”. 


El esquema se repetirá hasta la saciedad a lo largo de los siglos 
xiv y xv, adentrándose en plena Época Moderna. Pero a medida 
que avanzamos cronológicamente en ella, nos percatamos, al igual 
que lo hacen los propios observadores y tratadistas de la sociedad 
en ese tiempo, que el modelo va dejando de reflejar la compleja 
realidad, surgiendo, en algunos casos, como paliativo, otros mode- 
los alternativos basados en tipologías diferentes (profesionales, por 
ejemplo) de las estamentales, o, sencillamente, manteniendo el tra- 
dicional, mediante agregación de nuevas figuras sociales de natura- 
leza similar. 

En lo que se refiere al componente castizo, aparece sustentado 
en la presencia de un sector converso importante, el de los cristia- 
nos nuevos, procedentes del judaísmo o del islamismo ellos mis- 
mos o algunos de sus antepasados directos. También en los recon- 
ciliados que han sido procesados por la Inquisición y descendien- 
tes de quienes lo fueron sus progenitores y ancestros en general. 
De esta forma se constituye una división añadida a la específica de 
la sociedad estamental, la que proviene de la presencia de tres tipo- 
logías de españoles: los cristianos de toda la vida, descendientes a 
su vez de cristianos, denominados cristianos viejos; los neófitos o 
procedentes de antecesores conversos, también llamados cristianos 
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nuevos, y los que se mantienen a escondidas en la fe de sus antepa- 
sados. En definitiva, nos encontramos ante una sociedad que, du- 
rante una parte de la Época Moderna, aunque aminorando su in- 
tensidad con el paso del tiempo (el fenómeno se debilita notable- 
mente en el xvii), se estructura no sólo en brazos o estamentos, 
sino en función del mayor o menor grado de pureza religiosa de 
sus miembros, lo que quedará consagrado en los estatutos de lim- 
pieza de sangre, a que luego nos referiremos, y en determinadas 
prácticas endogámicas. De esta forma, la limpieza de sangre, como 
la antigúedad en la fe verdadera, sirven bien de agravante, bien de 
amortiguador, según los casos, en el reconocimiento social del in- 
dividuo. Uno cualquiera, adscrito a una profesión, por ejemplo, de 
las signadas con cierto desprecio social —muchas de las relacionadas 
con el estado llano— se verá aún más deshonrado por su pertenen- 
cia a ella si, además, es converso o sus predecesores lo fueron. Y, vi- 
ceversa: un sujeto de bajo rango social, un campesino o artesano, 
pueden impetrar en su favor su condición de cristiano viejo si lo 
es, y, por tanto, no manchada, a pesar del humilde origen que po- 
see. 


En todo caso, la sociedad española mantiene en los tiempos mo- 
dernos unos rasgos generales que debemos recordar. Entre el Esta- 
do y el individuo existen los llamados cuerpos intermedios o cuer- 
pos (estamentos, linajes, gremios, cofradías, corporaciones) que 
contrapesan el poder del primero y se erigen para sus integrantes 
en instrumentos de sociabilidad, identidad y defensa. Dentro de 
ellos existen sus propias normas y reglas que se superponen, a veces 
no sin tensión, a los intereses individuales y del Estado emergente. 
De esta forma, cada uno será socialmente lo que su grupo de ads- 
cripción sea. 

La sociedad estamental, al margen de las tensiones a favor de la 
igualdad que surgen en su seno (sobre todo desde planteamientos 
cristianos y humanistas), se fundamenta en la desigualdad. Ésta se 
apoya a su vez, básicamente, en una diferente valoración y aprecia- 
ción de los roles que cada grupo desempeña en el conjunto de la 
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sociedad. Sin lugar a dudas, tales diferencias dimanan en última 
instancia de unos presupuestos sociales previos acerca de la mayor 
o menor dignidad de las tareas desempeñadas (el trabajo de tipo 
mecánico o manual es, en general, poco valorado) y, por tanto, de 
la apreciación que se haga de su valor; en última instancia, del 
ideal religioso y humano que subyace. La asociación, con frecuen- 
cia injusta, de ciertas profesiones con determinados grupos sociales 
(médico y cristianos nuevos), creará una valoración muy peyorati- 
va de algunas de ellas. 


Una parte fundamental de los elementos de desigualdad sancio- 
nados por la ley provienen de los antecedentes familiares. Se dife- 
rencia así entre nobles y plebeyos, cristianos viejos y cristianos 
nuevos y legítimos e ilegítimos o bastardos. Otra parte importante 
proviene del sexo. Ciertamente, la consideración social y las posi- 
bilidades difieren según se sea hombre o mujer. Por último, el 
componente que revuelve las desigualdades anteriores, el más in- 
novador, el dinero, creará a su vez otras nuevas, aunque su peso so- 
cial como elemento determinante de promoción social tenga más 
que ver con la Época Contemporánea que con la nuestra. 

La diferencia es recogida por la ley y, en última instancia, reco- 
nocida por el monarca y las instituciones, que no tienen empacho 
en repartir prebendas de diversa índole (o mejor, privilegios) y, por 
lo tanto, en crear y/o respetar jurisdicciones especiales. De ahí que, 
el paso a una de éstas, en definitiva la promoción social, actúe co- 
mo estímulo para el ascenso entre aquellos que se sienten cualifica- 
dos o con posibilidades para ello. No pocas estrategias matrimo- 
niales se establecen precisamente con esta finalidad. 


Las exigencias de la sociedad española moderna no difieren bási- 
camente de los de la sociedad europea en general. Las más impor- 
tantes, por su arraigo y alcance social (no podemos olvidar al res- 
pecto el éxito que cosechó el tema en las comedias populares del 
xvii), corresponden al honor y la honra. En la realidad es práctica- 
mente imposible distinguir entre ambos. Covarrubias, en su Tesoro 
de la lengua española, así lo expresa: “honor” —dice— “vale lo mes- 
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mo que honra”. Él mismo los define como reconocimiento social 
que se hace a la virtud y la potestad de la sangre, de la edad, etc., y 
a veces también al dinero, que se expresa mediante signos diversos, 
tales como cortesías, reverencias, etc. Paralelamente reconoce que, 
una vez perdidos, su restitución resulta cosa grave y dificultosa de 
hacer”. Con todo, es obligado repararlos o restituirlos. Esto explica 
la preocupación casi obsesiva que muestran hacia ellos los sujetos, 
así como la vigilancia y el celo con que se protegen. 


Sin embargo, a pesar de este componente individual, la honra, 
el honor tienen un carácter eminentemente social: si el sujeto se 
mantiene en ellos o los pierde, corresponde en última instancia va- 
lorarlo a la colectividad; dependen, en definitiva, de la opinión pú- 
blica. Por ello, honor y fama se imbrican y tienen un cierto pareci- 
do con el fatum de los griegos, en cuanto que su pérdida puede so- 
brevenir en cualquier momento, casi inesperadamente, condicio- 
nando el presente y el futuro del sujeto y, en última instancia, de 
su grupo, sobre todo del grupo familiar. 

Su fuerza se hace notar especialmente en el tema amoroso. Afec- 
ta sobre todo a la mujer. De ahí que el Diccionario de Autoridades 
refiera en el siglo xviii que la honra se toma por la integridad virgi- 
nal en las mujeres y que el honor se refiera también a la honestidad 
y recato de éstas. La honra, el honor, constituyen, pues, valores 
fundamentales, capaces de provocar tensiones y de movilizar es- 
fuerzos en la sociedad moderna. Su estatuto, vinculado a lo tras- 
cendente, puede servir, y de hecho así lo hace muchas veces, para 
sustraer el asunto a la obediencia de las leyes positivas y, por ende, 
a la propia jurisdicción real. “Al rey la vida y la hacienda se han de 
dar, pero el honor es patrimonio del alma, y el alma sólo es de 
Dios”: tal es la defensa que hace el labrador Pedro Crespo en El Al- 
calde de Zalamea de Calderón de la Barca, ante el honor mancilla- 
do a través de su hija, y la consiguiente obligación de repararlo que 
toma por su cuenta. 


La sociedad moderna no sólo cultiva la desigualdad, sino que 
respeta la jerarquía. Vinculados a ella están el rango y la autoridad. 
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Esta última constituye otra de las piezas clave del sistema. No sólo 
asegura el cumplimiento de las normas legales, sino también, y por 
lo que a nosotros concierne, de las sociales. Provee asimismo al or- 
den y la justicia social. Constituye un elemento de vertebración de 
la sociedad, aunque, a veces, la falta de definición de sus límites, 
tan propia del Antiguo Régimen, propicie cierta confusión e, in- 
cluso, pueda verse contestada. En dicho principio beben las dife- 
rentes autoridades concretas (del rey, del prelado, del señor, del pa- 
ter familias, etc.). Su posesión confiere al sujeto un rango, una 
preeminencia, unos privilegios, pero también la responsabilidad 
que deriva del llamado “peso de la púrpura”. Se expresa mediante 
signos de diversa índole (tratamientos, puestos, gestos, etc.). 


A la autoridad debe acompañar otro elemento muy importante: 
el decoro. Según Bances Candano, consiste en “que ninguno de los 
personajes tenga acción desairada ni poco correspondiente a lo que 
significa”. La autoridad exige, por tanto, una correspondencia en- 
tre rango, en sus distintos niveles, y los signos externos que lo ob- 
jetivizan socialmente (el vestir, por ejemplo, es uno de ellos). 

La imagen que los individuos en general tienen de esta sociedad 
es la de algo inmóvil. Los cambios que se perciben en ella no sue- 
len contemplarse con benevolencia; antes bien, significan desnatu- 
ralizaciones, rupturas más o menos graves de lo que ha sido defini- 
do y establecido para siempre, a las que no conviene dar alas. Gas- 
par Lucas Hidalgo expresa en sus Diálogos de apacible entreteni- 
miento, en 1695, “que cada cosa se ha de medir con su fin, para 
que fue criada, y de allí se ha de colegir lo que tiene de bueno o 
malo”. Y es que los hispanos de la Edad Moderna, al igual que sus 
contemporáneos de otros territorios, no estaban como nosotros fa- 
miliarizados con la idea de cambio. Cualquier intento al respecto 
quedaba bajo sospecha o era, sencillamente, rechazado. Porque la 
sociedad no iba a cambiar, por ejemplo, se disponía en las cláusu- 
las testamentarias, un tanto ingenuamente, que las misas por el di- 
funto fuesen celebradas a perpetuidad, considerando que la fe y las 
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costumbres religiosas iban a ser siempre las mismas, como ellos las 
habían recibido de sus padres y estos, a su vez, de sus antepasados. 


Esta visión tiene que ver con la idea de un cosmos presidido por 
el orden, un orden que se vincula estrechamente a la estabilidad. 
Por eso la novedad se mira con recelo, como un elemento pertur- 
bador y de discordia. El propio Covarrubias expresa este senti- 
miento a la hora de referirse al concepto: “novedad es cosa nueva y 
no acostumbrada. Suele ser peligrosa por traer mudanza de lo anti- 
guo”. Y es que la autoridad de lo antiguo constituye un serio obs- 
táculo en la época cuando se trata de modificar las ideas sobre algo 
o de cambiar una situación. Los proyectos ambiciosos de modificar 
las bases de la sociedad estamental pertenecían al ámbito de la uto- 
pía literaria (pensemos en la Sinapia del xviii) o se concebían para 
los territorios “vírgenes” (América y sus reducciones o, más cerca- 
nos a nosotros, las nuevas poblaciones de Sierra Morena, de conte- 
nido más reformista que revolucionario). 

Sin embargo, la realidad social de la España Moderna fue, como 
no podía ser menos, una realidad cambiante, hasta el punto de 
trastocar el “intocable” modelo estamental. Desde la percepción 
anteriormente expresada, quienes estaban comprometidos de dife- 
rente manera con el orden que se pretendía mantener, considera- 
ban ciertos elementos disolventes en el mismo como auténticos 
atentados contra natura, producto de excesos y del pecado huma- 
no, que convenía combatir. En el fondo de ello, evidentemente, 
había no poco de defensa del propio estátus y de sus prerrogativas, 
en la medida que beneficiaban al interesado y a los suyos. 


Los caminos para el “desorden” de este orden estamental dima- 
nan de la propia dinámica de la Edad Moderna, que termina des- 
cubriendo a la postre el carácter temporal y, por tanto, provisional 
del mismo. A veces, medidas e instrumentos aparentemente ino- 
cuos desde una perspectiva ortodoxa, terminan convirtiéndose en 
elementos de su degradación. En cada periodo de los tiempos mo- 
dernos iremos viendo en qué medida afectaron al orden estableci- 
do; conviene ahora una simple aproximación. 
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Lo que provoca mayor convulsión es, ya lo hemos dicho, la ri- 
queza. El dinero no dejó de llegar a manos de los particulares y 
grupos a medida que nos adentramos en la Época Moderna y la 
economía monetaria se hizo más sólida. Los tesoros americanos 
contribuyeron en no escasa medida a ello. Los contemporáneos co- 
nocían de su valor para el ascenso social y cuantos pudieron lo 
aplicaron a conseguir o mejorar su rango. Cada vez se veía con ma- 
yor nitidez cómo el dinero —*poderoso caballero” le llama Francis- 
co de Quevedo— tendía a remplazar a la sangre en su carácter jerar- 
quizador. O que nobleza y dinero discurrían íntimamente unidos. 


El dinero era, pues, la base; se necesitaba el medio de emplearlo 
para que surtiese el efecto referido. Y la Corona proporcionó algu- 
nos reclamos, dentro del propio orden estamental buscando atraer 
recursos hacia las arcas del Fisco. Ya nos hemos referido a las ven- 
tas de títulos de caballero de alguna Orden Militar y de nobleza en 
general. A invertir en ellos acudieron los miembros del patriciado 
urbano, que los necesitaban para ingresar en el cabildo municipal; 
pero también los comerciantes y hombres de negocio en general 
para ellos o sus hijos. En el Coloquio de los perros, Cervantes simula 
una conversación paradigmática a este respecto entre dos canes, 
Ciprión y Berganza, en el que el primero le enseña al segundo 

“que es costumbre y condición de los mercaderes de Sevilla y 
aun de las otras ciudades, mostrar su autoridad y riqueza, no en su 
persona, sino en las de sus hijos, porque los mercaderes son mayo- 
res en su sombra que en sí mismos. Y como ellos —añade Ciprión— 
por maravilla atienden a otra cosa que a sus tratos y contratos, trá- 
tanse modestamente; y como la ambición y la riqueza muere por 
manifestarse, revienta por sus hijos, y así los tratan y autorizan co- 
mo si fuesen hijos de algún príncipe; y algunos hay que les provo- 
can títulos y ponerles en el pecho la marca que tanto distingue la 
gente principal de la plebeya”. 

Los militares y miembros de la Administración en sus diferentes 
niveles también sintieron esta llamada. A medida que la necesidad 
de técnicos y facultativos, los famosos letrados, o de militares pro- 


213 


fesionales, se hacía más acuciante para el Estado, tanto más éste les 
ofrecía como atractivo y reconocimiento algún título nobiliario o 
hábito de Orden Militar. Y parecido sucederá en relación a las ven- 
tas de cargos y oficios. No se puede olvidar tampoco la compra de 
tierras como base para la obtención del señorío. Llegar a ser señor 
de vasallos, siquiera con carácter fundamentalmente simbólico, 
constituía para muchos una meta atractiva en el camino hacia el 
reconocimiento social. 


Fuera del dinero que permitía comprar lo que la naturaleza no 
proporcionaba, en medio de las quejas incesantes, desde el xvi al 
xviii, de los “puristas” o escandalizados de turno, las estrategias 
matrimoniales inteligentemente urdidas podían llegar a cosechar 
éxitos gratificantes en forma de ascenso social. Los matrimonios 
entre nobles de igual o diferente rango fueron frecuentes, querien- 
do con ellos reforzar el linaje o engrandecerle. Así taqmbién los de 
gentes del estado llano con miembros de la pequeña o mediana 
nobleza. Muchas dotes tuvieron como objetivo allanar el camino 
hacia un matrimonio ventajoso. Con frecuencia las estrategias, és- 
tas y otras con fines similares, debieron armarse luego de paciencia, 
pues sólo a medio o, en algunos casos, largo plazo llegaban a dar 
fruto. Mientras tanto era preciso colocar inteligentemente las pie- 
zas, de forma que la fruta cayera del árbol en cuanto estuviese ma- 
dura. 


Los valores de la sociedad fueron cambiando en paralelo con la 
sociedad misma, aunque con un ritmo mucho más lento que lo 
hacía ésta. El ideal nobiliario o hidalgo, tras su reforzamiento en el 
siglo xvii, se iba lentamente apagando, si bien hasta el xix al me- 
nos, permanecen aún sus resabios. Aupado por quienes no siempre 
eran de sangre noble, el mérito —nunca del todo olvidado— se con- 
virtió en un valor en alza. Sólo faltaba que la Corona lo reconocie- 
se taxativamente y sería Carlos II, en 1771, al crear la Orden de 
su mismo nombre, el encargado de hacerlo, queriendo recompen- 
sar así el ejercicio personal de la virtud y del mérito conjuntamen- 
te. La virtud, viejo ideal clásico, fue también utilizado con frecuen- 
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cia, queriendo significar que, por muy buen nacimiento que se tu- 
viera, si el sujeto en cuestión no la cultivaba, de poco le servía la 
sangre. Lógicamente, los contenidos de uno y otro valor fueron 
cambiando al paso de los años. A la nobleza se le pidió, sobre todo 
en el xviii, que diese pruebas de haberlos asumido. 


Estos valores (mérito, virtud) y otros (laboriosidad) han sido 
tradicionalmente considerados como propios de la mentalidad 
burguesa. Sus promotores no sólo pretendían con ellos el reconoci- 
miento social que les faltaba, sino también un cambio de actitud 
que favoreciera el desarrollo de las actividades productivas. Los 
ilustrados españoles los presentaron como muy deseables. Sin em- 
bargo, ¿qué acogida tuvieron en realidad en España? Aquí es don- 
de ha surgido con frecuencia el debate. Para unos, el predominio 
de los valores nobiliarios (limpieza de nacimiento, honor, valentía, 
suntuosidad, escaso sentido de la rentabilidad) a lo largo de los si- 
glos xvi y xvii, incluso en buena parte del xviii, habría sido a la lar- 
ga la causa del retraso hispano en general y de la modernización 
del país en particular. Por causa de ello, España habría venido 
arrastrando un lastre muy grande, cuyos negativos efectos se harían 
sentir de forma particular en el periodo contemporáneo. Hoy en 
día esta tesis, o es rechazada de plano o ha sido muy matizada. 

Sabemos que el tirón de la llamada vida nobiliaria fue siempre 
muy fuerte; pero esto no fue una exclusiva española: estuvo pre- 
sente en toda la sociedad europea. Negociante, leguleyo, propieta- 
rio o de otro oficio, lo que el sujeto deseaba en última instancia era 
alcanzar el estatus nobiliario a través de los instrumentos que he- 
mos visto, y retirarse a continuación a las posesiones propias a go- 
zar de las rentas sin sobresaltos o merodear alrededor del poder en 
busca de prebendas. Era lógico que así fuese, pues, además de la 
tranquilidad, de dicho estatus derivaba un mayor reconocimiento 
social, personal y familiar. Encontrar desde estos planteamientos 
quienes, generación tras generación, prefiriesen voluntariamente 
las inquietudes y zozobras del negocio a la placidez de la finca, re- 
sulta una tarea difícil. En un texto ya antológico de principios del 
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siglo xvii, el arbitrista González de Cellorigo se quejaba de la debi- 
lidad de las clases medias españolas y de sus negativos efectos, por 
causa del atractivo ejercido por la vida nobiliaria y los privilegios y 
exenciones que la acompañaban. 


Porque en su desigualdad —expresaba dicho autor— se han pasa- 
do muchos al número de los ricos que no estuvieran mal en el de 
los medianos: y otros que se han puesto en el de los caballeros, que 
estuvieran mejor en los tratos, en las ocupaciones, en los oficios y 
en la medianía, que siguieron sus (ante)pasados (...) A la parte de 
los pobres, han salido también muchos de la medianía, por haber 
de ella querido tantos saltar al tercio de los ricos, y por él al de los 
caballeros, y dar tan en vacío, que se han vuelto a la primera clase 
(...) Con verse todo esto (el valor social de la medianía), está tan 
desamparada, tan aborrecida, tan débil y flaca la medianía, que lle- 
vando como lleva el peso de la república sobre sí, no es menos sino 
que ha de hacer el sentimiento, que todos vemos. 

Así pues, ¿traición de la burguesía? Si por ello entendemos este 
deseo de asimilarse a la anhelada nobleza, sin duda. Pero esto no 
quiere decir abandono inexcusable de rentables negocios, ni tam- 
poco que la nobleza, incluso la de alto rango, no los tuviese. En es- 
te sentido, la frontera es difusa entre ambos grupos. Comerciantes 
y hombres de negocios en sus diferentes tipologías no faltaron, en 
importante número a veces, en la Península. Algunas ciudades y 
puertos fueron ejemplares a este respecto: Sevilla, Cádiz, Valencia, 
Barcelona, Madrid, Bilbao, etc. contaban con núcleos activos de 
ellos. No digamos ya si nos extendemos hacia los artesanos y fabri- 
cantes. Eso sí, el reconocimiento social pleno hacia sus actividades 
se hizo esperar. 


Tampoco es claro que la vinculación de los judíos a ciertas acti- 
vidades profesionales (prestamista, asentista, médico, etc.) produ- 
jese un abandono significativo de las mismas por parte de los cris- 
tianos viejos, al menos después de la primera mitad del siglo xvi, 
que viniera a reforzar con ello la imagen de una España fundamen- 
talmente ahidalgada. 
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A pesar de todo, el universo nobiliario dominó en general sobre 
la sociedad española, en buena parte por las exigencias fiscales de la 
Corona, que animaron a muchos ahorradores a escapar de ellas en- 
trando en las filas del primer estado. La paralela “persecución” de 
toda riqueza particular, en menor medida la generada por la noble- 
za, a la sazón exenta de muchas cargas; la pobre valoración social 
del trabajo productivo, y la escasa consideración de los intereses 
económicos de sus conciudadanos por parte de la monarquía, a la 
hora de plantear su política exterior, reforzaron el fenómeno. Con 
este panorama era mejor acudir a los “bienes refugio” (tierras, cen- 
sos, inmuebles urbanos, títulos, etc.) y alcanzar un estatus noble, 
que bregar en el día a día con un ambiente, sino hostil, cuanto 
menos poco motivador. 


La escasa participación de la mayoría de la población en los 
bienes de consumo —limitados ciertamente por el nivel tecnológico 
propio de la época— por falta de recursos para ello, y la difícil dis- 
tribución de los mismos, produjeron una gran desigualdad social y 
una vida por lo general bastante dura y llena de carencias de todo 
tipo. La Iglesia, con sus enseñanzas, contribuye a paliar la situa- 
ción. La práctica de la caridad es obligada, especialmente entre 
quienes más poseen. Las limosnas, a veces enjundiosas, las funda- 
ciones y obras pías afloran con facilidad en la España Moderna. La 
propia Iglesia colabora con sus bienes a esa obligación prioritaria 
de todo cristiano. La imagen del pobre y de la pobreza, no obstan- 
te, se modifica a lo largo de los tiempos modernos. Del pobre co- 
mo otro Cristo doliente, se pasa en el xviii a la consideración del 
pobre como peligro social y de la pobreza como pereza. Se revisan 
igualmente los términos en que se ejercita la caridad. Con todo, 
aunque cambie su carácter, las obras que ésa motiva no cesan. Sal- 
vo en la mente de algunos ilustrados, la idea dominante es que la 
pobreza es consustancial a la sociedad de los hombres. No se trata, 
por tanto, excepción hecha de algunos visionarios, de erradicar la 
pobreza y la desigualdad, tareas a la postre imposibles de llevar a 
cabo, sino de paliar los efectos de la misma en la forma arriba refe- 
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rida. Eso sí, en el xviii, se empieza a fijar la mirada, preludio del 
tiempo presente, en las raíces psico-sociológicas (mendicidad co- 
mo modus vivendi) y económicas de la pobreza. Por eso resulta tan 
importante, entre otras cosas, el fomento económico, así como 
asociar población y trabajo (algunos arbitristas y el propio Campo- 
manes se vinculan a ello). 

7.1 El estamento noble 


La nobleza de la Edad Moderna procede de los antiguos “ricos 
homes” del Medioevo. Constituye como estamento una fuerza so- 
cial de gran importancia. Sin embargo, aunque unidos sus miem- 
bros por intereses comunes, están lejos de formar un grupo com- 
pacto. Dentro de él se distinguen habitualmente cuatro subgrupos: 
en la cúspide se halla la creme de la créeme, los grandes; un poco 
más abajo, los títulos, y en la base de la pirámide, los caballeros e 
hidalgos. Los dos primeros, debido a su relieve y escaso número de 
miembros, fueron objeto de recuento por parte de la Administra- 
ción. A principios de los tiempos modernos (1520), un registro fa- 
moso, en plena guerra de las comunidades, establece en 25 el nú- 
mero de familias dentro de la categoría de grandes y en 35 el de tí- 
tulos. Mucho después, con motivo del Catastro de Ensenada, ya 
en pleno siglo xviii, los primeros son más de cien y los segundos 
sobrepasan los quinientos. Ha habido, pues, un incremento nota- 
ble en uno y otro caso, sobre todo en las filas de estos últimos 
(multiplican casi por quince). 

Las diferencias entre esta élite de los grandes y títulos y el resto 
de la nobleza son muy grandes: a aquellos tocan las altas responsa- 
bilidades de la monarquía Hispánica, en especial durante la época 
de los Austrias, y sus componentes son considerados familia del 
rey en segundo grado. Por ello pueden codearse con el monarca, 
utilizando una serie de signos de preeminencia (por ejemplo, man- 
tener la cabeza cubierta delante de él). Un listado de las grandes fa- 
milias nobiliarias españolas, con probabilidad de la época de Felipe 
Il, nombra catorce grandes de Castilla y cinco de Aragón y Nava- 
rra. Dentro de los primeros cita los Velasco y los Enríquez, condes- 
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tables y almirantes de Castilla respectivamente; los Álvarez de To- 
ledo, duques de Alba; los Mendoza, del Infantado; los Guzmanes, 
de Medina Sidonia; los Zúñiga, de Béjar; los Manríque y Lara, de 
Nájera; la Cerda, de Medinaceli; los Cobos, de Alburquerque; los 
Ponce de León, de Arcos; los Cárdenas, de Maqueda; los Córdoba, 
de Sexa; los Fajardo, adelantados de Murcia y los Pimentel, ade- 
lantados de León. Por lo que respecta a los segundos, se enumeran 
los Viamonte, condestables de Navarra; los duques de Luna, de 
Cardona, de Segorbe y Gandía. Las cinco casas más ricas pertene- 
cen a la Corona de Castilla: Velasco, Enríquez, Álvarez de Toledo, 
Mendoza, y Guzmanes. Las rentas de las tres últimas se estiman 
entre los 120.000 y los 170.000 ducados a finales del siglo xvi. 


La conservación de la nobleza en general y, muy particularmen- 
te, de la alta nobleza (grandes y títulos) se considera interés de Es- 
tado. Por eso, el rey se reserva la posibilidad de intervenir, como 
miembro destacado de esa gran familia que es, en las estrategias 
matrimoniales de sus miembros. Entre ellos la endogamia es fuer- 
te, pues se trata de conservar e incrementar sus grandes patrimo- 
nios y de mejorar la “calidad” de sus linajes. La mayoría de ellos 
(los Mendoza, Carrillo, Manrique, Guzmán, La Cerda, Alba, So- 
tomayor y Zúñiga, Pimentel, Fajardo, Feria, etc.) tienen presencia 
social durante todo el periodo moderno, de principio a fin. 

El grupo de los caballeros tiene su origen también en el Medioe- 
vo. Los llamados “de alarde y de guerra”, al igual que los “cuantio- 
sos”, estuvieron estrechamente vinculados con la empresa de la Re- 
conquista; pero, en realidad, tenían una posición prenobiliaria has- 
ta que, avanzada la Edad Moderna, fueron integrados en el esta- 
mento A los primeros los armaba el rey con vistas a que participa- 
ran en las guerras, a cambio de que se comprometiesen a mantener 
a su costa las armas y el caballo con los que habían de combatir. A 
los segundos correspondía poseer de antemano el caballo y las ar- 
mas. Unos y otros debían comprometerse a hacer varios “alardes” 
al año. Para recompensar a unos y otros por este servicio, se les 
otorgaban privilegios fiscales y jurídicos. 
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Pero a lo largo de la Edad Moderna, a medida que los ejércitos 
se profesionalizan, estos caballeros irán perdiendo su razón de ser. 
En su lugar cobran vigor los de las órdenes militares (Santiago, Al- 
cántara, Calatrava y Montesa), transformado su sentido original en 
un reconocimiento meramente honorífico, que se expresa median- 
te el hábito de que les hace entrega el rey, desde que Fernando el 
Católico asumiera el control de las mismas. Previamente, el candi- 
dato debía demostrar que no estaba incluido en ninguno de los su- 
puestos que impedían la nobleza, y salir airoso del interrogatorio 
que las autoridades competentes debían de formular sobre su per- 
sona y orígenes familiares entre sus vecinos y paisanos. En todo ca- 
so, poco o nada tenían que ver estos nombramientos de caballero 
con las obligaciones que correspondieron a sus antepasados del 
Medioevo, cuando estaban compelidos a contribuir en las campa- 
ñas frente al infiel y en otros menesteres a que fuesen llamados por 
el monarca. La posesión del hábito de una de las cuatro Órdenes 
Militares era un camino más fácil hacia la adquisición del título 
nobiliario. 


Por último, en la base de la pirámide, se situaban los hidalgos, la 
pequeña nobleza por excelencia, coincidente con los barones cata- 
lanes y los infanzones aragoneses. Al no requerir necesariamente 
unas buenas condiciones económicas, su número era grande, sobre 
todo en la zona Norte (excepción hecha de Galicia), en el medio 
rural, donde, en territorios como las Vascongadas, Cantabria y As- 
turias podían llegar a alcanzar más de las dos terceras partes de la 
población. Es lo que se ha dado en llamar la “hidalguía universal”, 
que tanto enorgullecía a estos españoles frente al resto. Porque, en 
efecto, a medida que nos desplazamos hacia el Sur, los hidalgos 
eran más raros. Al llegar al territorio andaluz, donde la presencia 
de las grandes casas nobiliarias es fuerte, de hecho, se convierten 
en un grupo minoritario. En contrapartida, son mucho más ricos 
que los del Norte (algunos tienen, incluso, grandes fortunas) y 
ocupan los cargos municipales. 
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Su misma precariedad les convierte en actores por excelencia de 
la emigración a América, donde esperan mejorar su posición social 
y su fortuna. Pero también aparecen asociados a la picaresca (el 
personaje de El Lazarillo de Tormes resulta paradigmático al respec- 
to) y al bandolerismo endémico en zonas como Galicia, Cataluña 
o Mallorca. 


La créeme nobiliaria marca la pauta de los comportamientos en el 
conjunto del estamento, que tiene una gran capacidad para la ex- 
portación de conductas hacia la sociedad en su conjunto. Su vida 
en general está rodeada de riqueza, boato y ostentación. A través 
de sus miembros se ejerce una parte fundamental del mecenazgo 
artístico y cultural de la época, con encargos tan brillantes como, a 
veces, vanguardistas. 


Paralelo a su tren de vida discurre su poder y capacidad de in- 
fluencia. A través de la alta nobleza, las redes clientelares son muy 
tupidas, alcanzando a otras familias nobles de menor rango, cléri- 
gos y numerosos miembros del estado llano. En sus territorios, el 
rey delegaba una parte considerable de la justicia, que a él tocaba 
en última instancia, así como de los nombramientos realizados, 
por supuesto entre los abundantes clientes del titular noble. 


El orgullo por el linaje acompañaba a estos personajes hasta la 
misma tumba. Así se demuestra en la proliferación de escudos — 
signo nobiliario por excelencia—, la atención a la vestimenta, la po- 
se de que rodean sus exequias y el acendrado sentido del honor de 
que hacen gala. 


Mal que bien, su estilo de vida debió irse adaptando a los cam- 
bios operados a lo largo de la Época Moderna. En general, el es- 
píritu de milicia de la primera hora fue cediendo terreno a las ma- 
neras y el estilo propios de la vida civil; las funciones militares a las 
diplomáticas y administrativas. Ya en el alborear de dicho tiempo, 
el castillo y la fortaleza fueron dejando paso a la mansión y el pala- 
cio, mientras que el hábitat rural propio de los grandes linajes me- 
dievales era reemplazado asimismo por el urbano (con preferencia 
en la propia Corte), a medida que el poder del monarca y, por en- 
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de, del Estado alcanzó un mayor reconocimiento; la violencia se 
hizo también más sofisticada y los hábitos ciudadanos se fueron 
imponiendo. La nobleza andaluza levantisca, por ejemplo, fue po- 
co a poco poblando de palacios la ciudad, como sucederá en el ca- 
so de Sevilla. Con el advenimiento del régimen liberal, ya en el xix, 
encontraron también su puesto en la sociedad, a veces mediante 
alianzas de conveniencia con la burguesía. 


Así pues, las funciones militares que le habían dado tradicional- 
mente a la nobleza su razón de ser, se fueron difuminando de for- 
ma progresiva. En el siglo xvii los testimonios al respecto de esta 
deserción son numerosos. Los Borbones se sintieron obligados a 
atraer a los nobles a la milicia, lo que lograron a la postre. En efec- 
to, ya en el Setecientos, la nobleza aumenta de forma gradual su 
presencia en ella, en proporción al ascenso de rango: ocupa prácti- 
camente la totalidad de la cúspide militar (oficiales generales) y de 
la oficialidad, en tanto que la tropa queda bajo dominio casi exclu- 
sivo del estamento llano. Éste, por el contrario, vio cerrarse las 
puertas del ascenso. De esta manera, cabe hablar de un proceso de 
aristocratización del Ejército a lo largo del xviii, pero como “noble- 
za de servicio”, en este caso, al del propio Estado (Francisco Andú- 
jar, Los militares en la España, pp. 425-426). 

Según la teoría estamental, para ser noble convenía la riqueza. Y 
si bien ésta no era elemento tan determinante como la sangre, la 
nobleza poseía una parte muy jugosa de los recursos de la Monar- 
quía y del territorio (casas, tierras, oficios, cargos, dinero contante 
y sonante, etc.). En cabeza, obviamente, se encontraban los gran- 
des. Conocemos aún mal las haciendas nobiliarias, pero las cifras 
globales y posesiones de las que han sido estudiadas alcanzan unas 
rentas muy elevadas. 


A finales del xvi, la Casa de Medina-Sidonia era la más rica de 
España. Sus ingresos anuales se estimaban en unos 160.000 duca- 
dos, repartidos a partes casi iguales entre los tres ámbitos funda- 
mentales del Señorío: el Ducado de Medina-Sidonia propiamente 
dicho, con Sanlúcar de Barrameda como centro; el Marquesado de 
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Niebla, y la costa gaditana, cuyas almadrabas de atún, explotadas 
con carácter de monopolio, suponían a la Casa unos importantes 
ingresos. Las rentas de Osuna eran muy similares a las percibidas 
por los Medina-Sidonia; Alba, con importantes posesiones en Ávi- 
la y Salamanca, e Infantado, dueño de casi toda la región de la Al- 
carria y con dominios dispersos en Santander, Viñuelas, etc., se si- 
tuaban en torno a los 120.000 ducados anuales cada una, y así su- 
cesivamente. 


La procedencia de las rentas era también diversa. A finales del 
siglo xvi, la Casa de Alba obtenía más de la mitad de sus ingresos 
de la tierra, sea de forma directa o indirecta (a través de las tercias 
de diezmo); el resto proviene de los monopolios que tiene estable- 
cidos en sus tierras (pan, carne, hornos, etc.), la deuda pública (al- 
rededor del diecinueve por ciento) y los gravámenes sobre las tran- 
sacciones comerciales que controla (cerca del seis por ciento). Ha- 
cia 1630, el duque de Béjar obtenía un 35 por ciento de sus ingre- 
sos de las tierras y un 45 por ciento de los derechos fiscales. Algu- 
nas tierras nobiliarias eran riquísimas: el marqués de Aguilar obte- 
nía 3.000 ducados al año por la encomienda de Guadalcanal. Otra 
nobleza de menor alcurnia, así la del Reino de Valencia en el siglo 
xviii, aparte de las cuantiosas rentas procedentes de los derechos 
señoriales, obtenía el fuerte de sus ingresos de los bienes raíces, in- 
muebles urbanos, mayoritariamente situados en la ciudad de Va- 
lencia y tierras fértiles en las huertas de Valencia y Alicante; los 
préstamos, generalmente de difícil cobro, suponían una fuente 
añadida de ingresos (Catalá Sanz, Rentas y patrimonios, pp. 88 y 
89). En cuanto a la nobleza media sevillana, el capital medio ronda 
1.091.734 reales de vellón en el mismo siglo y principios del xix. 

Durante el reinado de Felipe III y comienzos del de Felipe IV, 
las grandes casas nobiliarias experimentaron una importante crisis 
financiera. Unas, como las de Alba, Feria, Arcos, Béjar, Osuna o 
Medinaceli redujeron sus rentas anuales a lo largo de todo el perio- 
do o, al menos, durante una parte de él; otras las vieron estancarse 
de la misma forma (Escalona, Nájera, Alburquerque, etc.), y muy 
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pocas crecieron (Frías y, sobre todo, Lerma, que lo hizo de manera 
espectacular, gracias al valimiento). Las diferencias existentes entre 
ingresos y gastos, favorable a los segundos en virtud del ornato y la 
pompa exigidos por el estatus, en coincidencia con el aumento de 
la presión fiscal, el descenso de las rentas agrarias, las pérdidas de 
mano de obra de los señores por la caída demográfica y la expul- 
sión de los moriscos, junto a otros factores coyunturales, explican 
la situación de penuria. 


El paso por los siglos xvi y xvii supuso un incremento del núme- 
ro de nobles. Los grupos medios se vieron, como sabemos, espe- 
cialmente afectados por las ventas llevadas a cabo por los monarcas 
españoles. En una época de fuerte crisis económica del erario, 
coincidiendo con los reinados de Felipe IV y Carlos II, se crearon 
413 nuevos títulos. El fenómeno se ve favorecido, apuros econó- 
micos de la monarquía aparte, por la simplificación de las pruebas 
de nobleza y limpieza de sangre introducidas por los Austrias Me- 
nores y la compatibilidad que se establece entre nobleza y ciertas 
actividades económicas y lucrativas. Aunque, paralelamente, se 
provoquen reacciones de recelo. 

La hidalguía, el grupo más numeroso, alcanzó en 1768 la cifra 
oficial de 722.794 miembros, lo que representaba cerca del ocho 
por ciento de la población total. Pero, en los años siguientes, des- 
cenderá de forma gradual, ante la pérdida de importancia de la 
misma, en favor de otros niveles nobiliarios más altos y más desea- 
dos: 402.059, equivalentes al 3,4 por ciento de la población, en 
1797, cota en la que permanecerá a lo largo del xix. La zona Nor- 
te, donde los hidalgos eran abundantes, será la más afectada. En 
este mismo último año se calcula que existían en España 1.323 ti- 
tulados (frente a los algo más de quinientos de mediados de la cen- 
turia). La Monarquía Hispánica creó en el xviii un importante nú- 
mero de ellos, a veces de nombre realmente pintoresco, como pre- 
mio a los servicios prestados y para ganarse su apoyo posterior. Así, 
los marquesados del Real Transporte, de la Real Defensa, del Real 
Tesoro, del Real Agrado, de la Real Proclamación, de la Corona o 


224 


de la Real Piedad, entre otros. Pero no fue sólo el privilegio real o, 
incluso, la ejecutoria el origen de las hidalguías. Como demuestra 
el caso de Cuenca durante la segunda mitad del siglo xvi, la inter- 
vención de las oligarquías nobiliarias municipales desempeña tam- 
bién un papel importante en su dispensa, a través del control que 
ejercen sobre las mismas (Rafael Carrasco, “Los hidalgos de Cuen- 
ca, en Hidalgos” en Hidalguía, pp. 185 y 186). 

Sin embargo, a pesar de la creación de nuevos títulos y de la re- 
modelación del estamento, los datos de los censos del xviii nos 
muestran una disminución progresiva del número de nobles, desde 
los 800.000 aproximados que había a mediados de la centuria a los 
poco más de 400.000 del censo de 1797. Además, el porcentaje de 
nobles disminuye con relación al conjunto de la población, duran- 
te esta época de crecimiento demográfico. 

El norte peninsular en general (excepción hecha, tal vez, de Ga- 
licia) continúa siendo el vivero de la hidalguía. En los obispados de 
Santander y de Oviedo el 93 y el 70 por ciento respectivamente se 
consideran exentos en 1768 por hidalgos, mientras que, en el de 
León, la cifra ha descendido ya hasta el once por ciento. Más al 
Sur, como sucediera antaño, el número de nobles es menor, pero 
su poder mayor que en el Norte y Centro. El hidalgo se identifica 
con profesiones ejercidas por los pecheros y, habitualmente, su 
presencia servía más como signo de pertenencia a un cuerpo respe- 
table que como elemento de diferenciación social. A medida que 
nos adentramos en la centuria, el hidalgo va perdiendo progresiva- 
mente peso social. ¿Radica aquí el desinterés mostrado hacia la hi- 
dalguía y, por lo tanto, la disminución del número de sus miem- 
bros, que hace caer a su vez el de nobles en general? 


No obstante su poder económico y su ascendencia social, la no- 
bleza como tal no logró articular un órgano de entidad corporativa 
capaz de representar al estamento y de ejercer desde él una mayor 
presión política en su favor. A ello contribuyó notablemente, al 
menos en el caso castellano, además de la propia fragmentación in- 
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terna, su incomparecencia en las reuniones de Cortes a partir de 


1538. 
7.2 El estamento eclesiástico 


Otro de los estamentos que compartía con la nobleza exencio- 
nes, privilegios y consideración social era el clero. La Monarquía 
Hispánica fue reafirmando su catolicidad a lo largo de la Edad 
Moderna, desde el final de la Reconquista concluida con los Reyes 
Católicos, hasta la Constitución de 1812 que proclamaba a la sa- 
zón la religión católica como la única autorizada y verdadera (cap. 
Il, art. 12). Entre uno y otro acontecimiento, los reyes españoles se 
habían erigido en defensores de la Iglesia, combatiendo a los ene- 
migos de la misma (protestantes, musulmanes, herejes de distinta 
índole) con la fuerza de las armas en el exterior y las de la pastoral 
y la Inquisición en el interior de los reinos. De ahí que, protegida 
por el Estado, la Iglesia constituyera una institución clave en la so- 
ciedad y la cultura españolas, y que sus miembros cualificados, los 
sacerdotes en sus diferentes grados y adscripciones, gozasen en am- 
bas de un gran protagonismo. Por otro lado, la población en gene- 
ral se expresaba en “lenguaje cristiano”, ya sea en sus sentimientos 
y creencias más íntimas como en sus manifestaciones lúdico-festi- 
vas. 


De la confesionalidad de la Monarquía, se derivarán beneficios 
para la Iglesia española. Además del acceso a numerosos resortes de 
la sociedad y del Estado para llevar a cabo su tarea evangelizadora 
y proponer a ambos los modelos normativos, la Iglesia obtendrá la 
capacidad, a través de algunos de sus miembros más conspicuos, 
para intervenir en los asuntos de la monarquía (además de ser con- 
fesores de los reyes estarán presentes en los Consejos y otros im- 
portantes órganos de la misma). A su vez, el Estado se apoyó en la 
Iglesia para sus empresas, buscó reconocimiento e influyó en ella 
por medio del sistema de patronazgo que ejercieron los monarcas, 
tanto en América como, más tarde, en el interior de España. 

Tales aspectos, pero también los anhelos de un mayor perfeccio- 
namiento personal, hacían que muchos jóvenes se sintieran atraí- 
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dos por el sacerdocio. Evidentemente, es prácticamente ilusorio 
que el historiador pueda expresar con objetivad qué motivos pre- 
dominaron sobre otros en este paso de la vida secular a la religiosa. 
La relativa estabilidad económica, las ventajas fiscales y judiciales, 
la ascendencia social, su carácter de refugio y, en algunos casos, sus 
posibilidades para el ascenso jugaron indudablemente a favor de 
nutrir las filas del estamento eclesiástico; pero también la conside- 
ración de la fugacidad de las cosas terrenas, el deseo de una mayor 
proximidad a Dios o el espíritu de servicio a los hermanos. Cargar 
sólo las tintas en la vertiente más material y pragmática de la *vo- 
cación” supone, con los datos en la mano, la plasmación de un 
prejuicio, de una visión antropológica previa no abiertamente con- 
fesada por el historiador. A pesar de la falta de cifras fiables, el cle- 
ro aumentó el contingente de sus miembros, cuanto menos, hasta 
el siglo xviii. Felipe Ruiz Martín (Diccionario de Historia Eclesiásti- 
ca, 2, 1972) ofrece un total de 91.085 eclesiásticos, regulares y se- 
culares, para finales del siglo xvi (1591). Aventajan ligeramente los 
primeros a los segundos, pues mientras estos no sobrepasan el 45 
por ciento, aquellos se sitúan alrededor del 55,4 por ciento. Du- 
rante el siglo xviii, como ya señalaran algunos escritores de la épo- 
ca, el contingente clerical debió de crecer. A finales de los sesenta, 
ya en pleno siglo xviii, el número de eclesiásticos había alcanzado 
la cifra de 148.805, pero volvía casi a repetirse el mismo reparto 
entre seculares y regulares, alcanzando estos últimos aproximada- 
mente el 55,5 por ciento del total. Un mayor porcentaje, por tan- 
to, de clero regular, que se mantiene, prácticamente, a lo largo de 
los tiempos modernos. Esta supremacía se apoya en la creación de 
nuevas órdenes religiosas, la reforma de otras y la penetración en 
España de algunas antiguas. La máxima efervescencia tiene lugar 
entre 1550 y 1650. A partir de los años sesenta del siglo xviii, y co- 
mo ya sucediera con la hidalguía desde el 97, los clérigos se estabi- 
lizan alrededor de esa cifra. 


¿Qué representan los eclesiásticos sobre el total de la población? 
En torno del 1,5 por ciento, lo que sitúa a España, si la relaciona- 
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mos con otros países europeos de la época, en un lugar intermedio 
(Arturo Morgado, Ser clérigo, p. 30). Al comparar las regiones pen- 
insulares entre sí se observa un reparto desigual: el predominio del 
clero secular en el Norte (en parte debido al elevado número de 
pequeñas parroquias allí existente), contrasta con un mayor núme- 
ro de regulares en el Centro y Sur. Dentro de estos últimos, las ór- 
denes mendicantes (franciscanos, dominicos, etc.) alcanzan un alto 
porcentaje. Cuando, como consecuencia de las medidas desamorti- 
zadoras llevadas a cabo en el siglo xix, desaparezcan muchos con- 
ventos como tales, estas zonas de la Península se resentirán espe- 
cialmente. El anticlericalismo, a veces violento, que allí se va a dar 
en ese tiempo, puede que tenga que ver con el vacío dejado por las 
órdenes religiosas. 


A su vez, alrededor de los eclesiásticos propiamente dichos pulu- 
ló un importante número de aspirantes a las órdenes y laicos ocu- 
pados en tareas de asistencia y administración. El propio censo de 
1768 recoge, junto a los 148.805 clérigos referidos, un total de 
66.987 sujetos, entre sirvientes, “hermanos de religiones”, síndicos 
laicos de religiosos y exentos “por real cruzada” y “por inquisición”. 

El marco jurisdiccional eclesiástico quedó fijado en España a fi- 
nales del siglo xv, con motivo de la conclusión de la Guerra de 
Granada. Después de este tiempo sólo se crearon algunas diócesis 
no muy extensas en la época de Felipe II (Orihuela, Barbastro, Ja- 
ca, Albarracín, Teruel, Solsona y Valladolid), la mayoría en territo- 
rios expuestos a la herejía, y unas pocas más durante la segunda 
mitad del xviii (Santander, Ibiza y Menorca). El espacio asignado a 
cada una, ni que decir tiene que no respondía a criterios de pro- 
porcionalidad, sino a las necesidades pastorales que fueron sur- 
giendo sobre la marcha, particularmente al socaire del avance de la 
Reconquista. En total se crearon ocho arzobispados y 47 obispa- 
dos. Dentro de ellos se formaron otras tantas unidades administra- 
tivas constituidas por vicarías, arcedianatos y arciprestazgos, desti- 
nados a una mejor administración de la diócesis y a un mayor con- 
trol impositivo. En el interior de cada una de estas unidades existía 
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una burocracia más o menos grande, según la importancia de la 
diócesis en cuestión. 


Como la nobleza, el clero estaba lejos de constituir un bloque 
compacto. También en él existían gradaciones y situaciones muy 
diferentes. En la cúspide estaban los prelados, encabezados por los 
cardenales y los arzobispos de las grandes sedes episcopales españo- 
las: la Primada, Toledo; la de Santiago de Compostela, tumba del 
Apóstol y Patrón de las Españas, y la de Sevilla, la gran archidióce- 
sis del Sur. Hay un antes y un después en lo que se refiere a los 
prelados, que viene dado por el Concilio de Trento, cuya clausura 
tuvo lugar en 1563. Allí se fijó el modelo de obispo que debía te- 
ner la Iglesia, obligándole a residir en su diócesis, algo que, con an- 
terioridad, no estaba asegurado. 

Tras los prelados, dentro todavía de la cima eclesial, se descendía 
hasta los miembros de los cabildos catedralicios (dignidades —con 
el deán a la cabeza—, canónigos, racioneros y medio-racioneros), 
ocupados en los oficios del coro, el gobierno de la catedral y la ad- 
ministración de sus ingresos. Su número era variable, dependiendo 
de los recursos económicos de las diócesis. El de la catedral de San- 
tiago —sin duda el mayor— alcanzaba en el xviii el número de 124 
miembros, entre dignidades, canónigos propiamente dichos y ra- 
cioneros, a los que habría que sumar más de veinte capellanes y 
multitud de músicos y subalternos de diversa índole; en cuanto al 
del arzobispado de Sevilla llegaba a los noventa, sin contar los que 
pertenecen a estos últimos grupos. A los miembros de los cabildos 
se añadían los superiores de las órdenes religiosas y abades de mo- 
nasterios. 


Además de esta élite, el estamento eclesiástico contaba mayorita- 
riamente con los clérigos seculares, sometidos a la autoridad del 
ordinario correspondiente, y los clérigos regulares (jesuitas, francis- 
canos, dominicos, jerónimos, clarisas, etc.), que lo estaban a la re- 
gla de su orden y al provincial de su zona. Las diferencias eran 
también aquí notables. La adscripción a una u otra diócesis u ar- 
chidiócesis, monasterio o parroquia determinaba también los in- 
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gresos económicos del cura en cuestión. Una primera distinción 
que se establecía era entre los beneficiados y los que no lo son. Los 
primeros estaban adscritos habitualmente a una parroquia y perci- 
bían las rentas o emolumentos asignados a su oficio, así como una 
parte del diezmo. Las capellanías creadas por particulares consti- 
tuían una fuente muy importante para su sostenimiento, pero no 
todos tenían acceso a este tipo de prebenda, debiendo practicar co- 
mo ayuda alguna clase de oficio, aunque fuese poco apropiado a su 
ministerio sacerdotal. En el último nivel de la pirámide quedaban 
aquellos que, iniciada la carrera sacerdotal, no quisieron o no pu- 
dieron recibir las órdenes mayores, el presbiterado, permaneciendo 
de por vida en la categoría de “minoristas”, aunque ella no les im- 
pidiese recibir algunas rentas, por ejemplo de capellanía. Por últi- 
mo, quienes aún no habían llegado al sacerdocio, pero podían ha- 
cerlo: diáconos, subdiáconos, acólitos y lectores. 


Dentro de los monasterios se establecía una suerte de jerarquía 
relacionada con la importancia de los mismos y si se habían recibi- 
do las órdenes o, por el contrario, se pertenecía al grupo de los le- 
gos. Así, mientras los primeros podían desempeñar las tareas pro- 
pias del sacerdote y ayudar en calidad de tales en las iglesias próxi- 
mas, o detentar cargos dentro de la orden; los segundos apenas 
salían del convento y se ocupaban de los trabajos domésticos que 
se generaban en el mismo. 


Para poder desempeñar sus tareas y llevar una vida acorde con la 
dignidad de sus miembros, la Iglesia española contaba con un sis- 
tema propio de ingresos que la Monarquía Hispánica, salvo algu- 
nos momentos de disputa, reconoció. Ello le permitía una impor- 
tante independencia con respecto al poder temporal, aunque am- 
bos colaborasen conjuntamente en la salud espiritual y moral de 
los súbditos. 

Los ingresos dependían de la diócesis. En ello también existían 
notables diferencias. Al término de la Época Moderna, las que los 
tenían mayores seguían siendo, por orden de importancia: Toledo, 
Valencia, Santiago, Sevilla y Zaragoza, cuyas rentas anuales se ha- 
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llaban entre el millón y los 3,5 millones de reales. Santiago, con- 
cretamente, extendía su jurisdicción por toda Galicia y sus obispa- 
dos, además de algunos otros castellanos (Zamora, Salamanca, 
Ciudad Real) y extremeños (Coria y Plasencia). Seguían luego 
Granada, Tarragona (otra de las sedes históricas), Burgos y Carta- 
gena, entre 800.000 y un millón. Un buen número de diócesis po- 
dían considerarse de tipo medio: Canarias, Córdoba, Cuenca, Má- 
laga, Mallorca, Orihuela, Osma, Oviedo, Plasencia, Sigienza y 
Tortosa, cuyos ingresos eran aún elevados. Alrededor de los 
100.000 reales estaban Ciudad Rodrigo, Guadix, Solsona o Vich. 
Y las más pobres, con rentas inferiores a esta cifra, eran Albarracín, 
Barbastro, Cádiz, Ibiza, Jaca, Menorca, Tudela, Tuy, Urgel y Valla- 
dolid. 


Una parte jugosa de los ingresos correspondía al diezmo; es de- 
cir, en teoría, a la décima parte del producto bruto de las cosechas, 
aunque de él también dedujeran una porción algunos seglares y la 
propia Corona (las “tercias reales”). Junto al diezmo, la Iglesia per- 
cibía otras rentas derivadas de las donaciones de bienes que los fie- 
les le habían ido entregando a lo largo del tiempo y que hacían de 
ella una de las propietarias más ricas en tierras (algunas de las me- 
jores del Reino) e inmuebles de la época. En zonas como Extrema- 
dura, La Mancha, Palencia o Salamanca superaban con creces el 
veinte por ciento y, en algún caso (la segunda y la cuarta), se acer- 
caban al treinta por ciento del total de las tierras a mediados del si- 
glo xviii (Callaham, lglesia, poder y sociedad, p. 46). Por un lado se 
cobraban los derechos señoriales, que se percibían en zonas de se- 
ñorío eclesiástico; además del producto del alquiler de casas, los 
arrendamientos de tierras, las hipotecas y censos. Cuanto más am- 
plio y más rico fuese el territorio asignado, tanto mayores serían 
los ingresos percibidos. Más difíciles de contabilizar eran los ingre- 
sos que derivaban de las primicias, el voto de Santiago, las misas y 
celebraciones, así como los salarios que percibían los sujetos asimi- 
lados al clero. 
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Las economías de los monasterios dependían también de sus 
posesiones. Al estar situadas en su gran mayoría, aunque no en ex- 
clusiva, en una región, la riqueza de la misma y la calidad de sus 
tierras eran componentes fundamentales. Aquélla se concretaba en 
forma de limosnas y donaciones de todo tipo; ésta en la importan- 
cia de las rentas que de ellas se obtenían por concepto de arrenda- 
miento, venta de los productos agrícolas y ganaderos o derechos 
fiscales. Algunos monasterios encabezaban el escalafón de los más 
ricos de la Península: Guadalupe, El Escorial, San Martín Pinario, 
la Cartuja de Jerez, Sahagún, etc. El siglo xviii en general, con mo- 
tivo del aumento progresivo de los precios agrícolas, supondrá para 
los monasterios y la Iglesia en general, en tanto que poseedora de 
tierras, un importante incremento de sus rentas. Pero a finales de 
la centuria, con la crisis fiscal de la Monarquía y el inicio de las 
desamortizaciones eclesiásticas, las haciendas monásticas se verán 
seriamente afectadas. 


Dentro del clero nos encontramos, como no podía ser menos, 
con distintos niveles formativos. De sus filas salieron, en la Época 
Moderna, algunos de nuestros mejores pensadores y literatos. Por 
lo general, su perfil formativo estaba por encima de la media na- 
cional. Ello era debido a las exigencias del propio ministerio sacer- 
dotal, que, cuanto menos después del Concilio, requería capacidad 
para leer, escribir y comprender, aparte de algunos rudimentos de 
latín y de materias más específicas (Filosofía, Teología Escolástica y 
Moral). La carrera eclesiástica era larga, y hasta culminar en el 
presbiterado, era preciso pasar por distintos grados y órdenes (me- 
nores y mayores) con sus correspondientes exigencias formativas. 
De ahí también que muchos no llegasen a concluirla. 

Los seminarios conciliares surgidos de Trento para la prepara- 
ción de sacerdotes no cubrían plenamente todas las necesidades a 
este respecto. Por ello, a veces, era preciso completarla acudiendo 
fuera, a centros de órdenes religiosas —la mayoría de ellas los te- 
nían— y universidades. La presencia de libros en los inventarios 
postmortem de los eclesiásticos, en mayor número y con mayor 
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frecuencia que entre los laicos, nos muestra la superioridad cultu- 
ral del clero en la España de la época. Los datos conocidos hacen 
variar los porcentajes de eclesiásticos poseedores de libros, pero en 
ninguno de los casos bajan del 67 por ciento en relación al total 
del estamento. En cuanto al número medio de ejemplares, se sitúa 
entre los veinticinco de Barcelona y los 369 de Sevilla para la Edad 
Moderna en su conjunto (Arturo Morgado, Ser clérigo, p. 109). Se 
trata de un buen número de obras de contenido “profesional” (teo- 
logía, patrística, moral, oratoria sagrada, espiritualidad, etc.), pero 
no faltan en la biblioteca otras de temas diferentes (derecho, histo- 
ria, literatura, ciencia, etc.). Obispos y conventos, en especial los 
más antiguos, contaban con frecuencia con espléndidas coleccio- 
nes de libros, no pocas veces verdaderas joyas de arte. Todos estos 
aspectos explicarían la importancia adquirida por los eclesiásticos 
en la cultura en general y, más particularmente, en las corrientes 
reformistas y liberales patrocinadas por la Ilustración (pensemos en 
Feijoo, Florez o Sarmiento) y las Cortes de Cádiz. 


Pero el clero, además de en hombres de cultura, fue pródigo en 
modelos de santidad. España contribuyó de manera generosa, so- 
bre todo durante el xvi y principios del xvii, a aumentar el ya nu- 
trido grupo de los santos (Pedro de Alcántara, Teresa de Jesús, 
Juan de la Cruz, Ignacio de Loyola, Francisco de Borja, Francisco 
Javier, Juan de Ávila, Juan de Dios, Juan Grande, Juan Bautista de 
la Concepción, reformador de los Trinitarios, etc.), canonizados 
por la Iglesia Católica en este siglo o en tiempos más próximos al 
nuestro. Otros estuvieron cerca de serlo (Francisco de Osuna, Ana 
de San Bartolomé, compañera inseparable de Teresa de Jesús, etc.). 
Sus vidas, junto a los milagros y prodigios, supuestos o reales, que 
se les atribuyeron, están íntimamente ligadas a la religiosidad mo- 
derna, y algunas en especial al espíritu que dimanó de la reforma 
católica y del Concilio de Trento. 

El estamento eclesiástico gozaba de una enorme popularidad y 
ejercía una notable ascendencia sobre sus feligreses. Encuadrados 
en sus respectivas parroquias, éstas constituyeron algo familiar para 


233 


la mayoría de los españoles de la Edad Moderna. En ellas se cele- 
braban los acontecimientos principales de la vida del ser humano, 
el nacimiento y la boda, y se acompañaba el tránsito a la vida eter- 
na a través de las exequias propias y de los seres queridos. 


En la iglesia se obtenía consuelo, al tiempo que se inquietaban 
los espíritus con los pecados ciertos e imaginados. En los medios 
rurales, pero a veces también en los urbanos, ritmaba el curso del 
día y del año con sus campanas y celebraciones. Durante el siglo 
xviii, los ilustrados se mostraron por lo general combativos con la 
Iglesia y el estamento eclesiástico, en especial con los miembros de 
las órdenes regulares, a quienes resultaba más difícil de controlar 
desde el Estado, debido a su obediencia a sus propios provinciales 
y generales o, como en el caso de los jesuitas, a través del llamado 
cuarto voto, al papa. Se criticaba también el abundante número de 
bienes raíces, tierras en especial, que habían ido acumulando y que 
se sustraían al mercado (“manos muertas”); por lo tanto, a la posi- 
ble adquisición de las mismas por parte de los particulares laicos. 
En cambio, el clero secular, directamente dependiente del Ordina- 
rio del lugar, obispo o arzobispo, sobre cuyo nombramiento los re- 
yes españoles llegaron a intervenir (derecho de patronazgo) podía 
ser controlado más fácilmente. Ni que decir tiene que, en general, 
los contenidos de la fe que predicaba la Iglesia y ésta como tal, 
apenas fueron criticados o puestos en entredicho. Algunos prelados 
(el obispo de Cuenca durante la época de Carlos II, por ejemplo) 
y miembros de órdenes religiosas, sin embargo, se sintieron agredi- 
dos por el Estado y sus ministros reformistas en el siglo xviii. Pero, 
hasta la llegada del liberalismo en el xix, no comenzó a abrirse len- 
tamente una fisura entre las dos instituciones. 

7.3 Un enorme “cajón de sastre”: el Estado llano 

El Estado llano o, según terminología de la época, el “común” 
estaba compuesto por una heterogénea amalgama de miembros, de 
actividades, profesiones y oficios, cuya única característica compar- 
tida era su carácter de pecheros y, por tanto, el no pertenecer a los 
estamentos noble o a eclesiástico, los sectores privilegiados por ex- 
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celencia. Pero este hecho no quiere decir que sus componentes, 
por concesiones otorgadas a su propia actividad u otras circunstan- 
cias coyunturales, no gozaran también de ciertos privilegios de di- 
ferente naturaleza. Por otro lado, con independencia de su oficio, 
entre los elementos mejor colocados por su riqueza, influencia o 
poder, es decir entre los que podríamos denominar las clases me- 
dias altas o la alta “medianía”, la movilidad social hacia la nobleza 
se vislumbra como un horizonte alcanzable. De ahí la frontera di- 
fusa a que antes aludíamos, situada entre la cima de este sector he- 
terogéneo y complejo y las filas bajas de la propia nobleza. Es en 
esa cima donde los esfuerzos por el reconocimiento social de la la- 
bor que desempeñan sus miembros son mayores, no tanto para 
conseguir un estatus propio, cuanto por facilitar su ennobleci- 
miento. Porque, ¿qué tenía que ver, socialmente hablando, por 
ejemplo, un rico comerciante sevillano con un jornalero de su mis- 
ma región, aunque ambos fuesen englobados en el mismo esta- 
mento? Sin duda, muy poco. Una vez conseguido el estatus nobi- 
liario se podía continuar ejerciendo la actividad habitual, sobre to- 
do cuando se trataba del comercio a gran escala, siempre que no 
estuviese rechazada socialmente de plano (lo que si ocurría, entre 
otras profesiones, con el comercio en tienda o al por menor). 


En la cúspide del estado llano, en esa zona fronteriza arriba cita- 
da, se encontraban los grandes comerciantes y hombres de nego- 
cios, los asentistas y prestamistas, los fabricantes, los miembros de 
la Administración en sus diferentes niveles, las profesiones libera- 
les, los medianos propietarios de tierras no nobles y los artistas de 
renombre. Sus posibilidades de promoción no dependieron sólo de 
ellos, sino de los cambios de mentalidad que tuvieron lugar en el 
seno de la sociedad española y de la actitud que la Corona mani- 
festó hacia su trabajo, en forma de premios y reconocimiento. 

Los grandes comerciantes y hombres de negocio tendieron a 
concentrarse en los puertos importantes de la Península y en algu- 
nas ciudades del interior (Madrid, Valladolid, Segovia, Zaragoza, 
Burgos, Medina del Campo, Toledo, etc.), dependiendo de los 
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tiempos. En muy pocos lugares (Cádiz o Barcelona por ejemplo), 
sin embargo, fueron capaces de dar la tónica a la ciudad en que se 
insertaban de forma sostenida. Con frecuencia se agrupaban alre- 
dedor de los consulados marítimos, cuyos modelos siguieran de 
cerca levantino y burgalés, y se multiplicaron a raíz de los decretos 
de libre comercio en el xviii (1765 y 1778). La suerte de esos per- 
sonajes, la mayor parte de las veces estuvo ligada a la evolución 
económica de sus lugares de asentamiento. Así, la caída de las fe- 
rias de Medina en el último cuarto del siglo xvi arrastró la de mu- 
chos cambistas y mercaderes que vivían a expensas de la misma. Y 
parecido sucedió con Segovia en el xvii, tras la crisis de su industria 
pañera; o con Cádiz después del bloqueo marítimo de finales del 
Setecientos. 


Sus actividades se vincularon a la compra-venta de materias pri- 
mas y manufacturas, llevándolas por su cuenta o haciéndolas llevar 
en su nombre hacia los mercados o los correspondientes centros de 
producción, de cuyas posibilidades y ventajas debían estar infor- 
mados directamente o a través de correspondientes. De forma pa- 
ralela ejercieron labores crediticias, imprescindibles para el funcio- 
namiento de estos negocios y de otros de diferente cariz, en una 
España donde las instituciones bancarias, hasta muy tarde, fueron 
prácticamente inexistentes. En todo caso, sus mismas disponibili- 
dades monetarias tentaron su suerte, permitiendo a no pocos la 
compra de los títulos nobiliarios que la Monarquía ofrecía, aunque 
no siempre llegaron a dar con esta operación un giro redondo a sus 
vidas. Sus casas en la ciudad o en medio del campo podían rivali- 
zar con las de la nobleza, cuyo modus vivendi imitaron. 


Un importante grupo emergente en la sociedad de la época es el 
representado por los asentistas. Los suministros fundamentales de- 
bían de ser encargados a personas con el crédito y los contactos ca- 
paces de asegurarlos. Así ocurrió, a partir de Felipe II, en relación 
con el importante mercado de esclavos. La Corona concertará con 
asentistas portugueses, probablemente de origen judío, el abasteci- 
miento de esta mano de obra para la América hispano-portuguesa. 
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El primer contrato se firmará en 1595, teniendo como protagonis- 
ta a Pedro Gómez Reynel. A éste siguieron los de los hermanos 
Vaez-Cutiño, Rodríguez Delvás, Rodríguez Lamego, etc., ya en 
pleno reinado de Felipe III. Por el asiento se comprometían a en- 
tregar una cantidad de dinero variable a la Corona, en pago del 
permiso que ésta les otorgaba para introducir un determinado cu- 
po de esclavos en sus dominios americanos, por mediación de va- 
rios puertos habilitados al efecto. Se estima que, desde 1595 a 
1640, fecha de la sublevación portuguesa, se introdujeron así en 
Iberoamérica unosfecha de la sublevación portuguesa, se introduje- 
ron así en Iberoamérica unos 250.000 esclavos. A la conclusión de 
la guerra, los asentistas genoveses y holandeses les reemplazaron en 
la trata. 


Una trayectoria similar cumple también a quienes proveen de 
víveres a los ejércitos. El grupo de los navarros forma en la primera 
mitad del xviii un auténtico lobby 
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Grabados relativos a oficios artesanales y al comercio correspon- 
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Aragón, y el segundo, de los víveres del Ejército en su conjunto. 
También a Pedro Fermín de Goyeneche y Urbán Ruiz Velarde, és- 
te último predecesor en el cargo de Francisco Mendinueta hijo. Se 
trataba de hombres con buenas relaciones en la Corte, contactos 
en las Secretarías, que se apoyaban en las relaciones de parentesco 
y paisanaje para lograr el éxito en tales actividades. Todo ello sin 
que éstas les obligaran a dejar otro tipo de negocios, para los que 
su condición de “funcionarios” podía en realidad ayudarles. Sus 
posibilidades de promoción social y de ennoblecimiento eran altas. 


Otra actividad económica muy dinámica, vinculada estrecha- 
mente al comercio, era la industria. Si bien ésta, como más adelan- 
te veremos, tenía en gran parte un marcado carácter rural, también 
encontró acomodo en el medio urbano (recordemos a los pañeros 
segovianos del xvi), donde sus miembros llegarían a gozar en algu- 
nos casos de un excelente tren de vida. Su función estuvo ligada a 
los textiles y paños en la mayor parte de las ocasiones. Otros seg- 
mentos de la producción (armas, minas, siderurgias, etc.) estaban 
más vinculados al patrocinio estatal y, por lo tanto, con frecuencia 
tuvieron cargos administrativos al frente. Más reducidos en cuanto 
a número que los comerciantes, su actividad dentro del sector se- 
cundario no gozaba, sin embargo, del mismo grado de reconoci- 
miento que la de aquellos para su ascenso a la nobleza, al menos 
hasta avanzado el xviii. 


Dentro de la actividad industrial, un sector minoritario pero 
importante era el formado por los grandes maestros de las corpora- 
ciones artesanales. En unos gremios por lo general bien jerarquiza- 
dos, ellos formaban la cúpula de los mismos, estando a su cargo 
una amplia y numéricamente importante gama de oficiales y 
aprendices. 


Al margen del control gremial surgen también prototipos de 
personas, que, a veces, a pesar de sus modestos orígenes y de las di- 
ficultades de toda índole para el desempeño de su función que en- 
cuentran en el camino, proliferan en las capas altas del estado llano 
o, al menos, pretenden hacerse un hueco dentro de ellas. Este es el 
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caso de aquellos empresarios que surgen al calor del apoyo que les 
presta el Estado al margen de las corporaciones. Figuras como Go- 
yeneche, Juan Pedro Laserre y otros pueden adscribirse al sector. Es 
el ejemplo, igualmente, de los comerciantes-fabricantes, que, de 
forma independiente, conectan las tareas productivas de las fábri- 
cas con la distribución y venta de sus productos. Justamente en es- 
te sector se va abriendo paso también, en el xviii, la figura del “em- 
presario individualista” (González Enciso). Este posee por lo gene- 
ral una fábrica de su propiedad que gestiona personalmente, ven- 
diendo luego sus productos en el mercado libre, a través de unas 
redes comerciales que le son conocidas. Es el principal protagonis- 
ta de la manufactura algodonera barcelonesa y prototipo de una 
auténtica burguesía industrial. Sus hombres menudean en la zona, 
pero también en otras partes de España (González Montenegro, 
Arboré, Manuel Yagie, Gregorio García, Rafael Serrano, Blas Ló- 
pez, etc.). Trabajan, pues, como maestros independientes, al ampa- 
ro de la legislación poco favorable a las corporaciones, que se pro- 
mulga en el último tercio del Setecientos. 


Aunque la función pública se confundiese en la Época Moderna 
frecuentemente con el patrimonio familiar, el número de miem- 
bros de la Administración fue asimismo creciendo paulatinamente 
a lo largo de dicho periodo de tiempo. La monarquía consideró 
siempre los cargos y puestos destinados a trabajar en ella como una 
regalía de la Corona, aunque una vez creados y atribuidos a los 
particulares, estos pudiesen utilizarlos para transacciones y reforza- 
miento de sus patrimonios. De su venta se derivaban ingresos, 
siempre tan necesarios, para el Estado, y de su compra, estatus, in- 
fluencia y exenciones fiscales para los adquirientes. Al menos en lo 
que respecta al Setecientos estaban por lo general bien dotados 
económicamente. 

Los censos de 1768 y 1797 sitúan en 27.000 y 36.000 miem- 
bros respectivamente los que se denominan “empleados con sueldo 
del rey”, sin contar los representantes de la administración local. 
Con la excepción de Madrid, León y Extremadura, las zonas peri- 
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féricas de la Península, sobre todo del Sur, son las que acaparan un 
mayor porcentaje de ellos. Por orden de importancia se sitúan en 
primer plano: Murcia, Sevilla, Mallorca, Granada, Galicia y Valen- 
cia (J.M. González, Un ejército armado de pluma). De la Adminis- 
tración general formaron parte los consejeros, intendentes, jueces, 
alcaldes de Casa y Corte, presidentes y demás miembros de las 
chancillerías y audiencias, corregidores, visitadores, etc. Se les co- 
noce con el calificativo genérico de letrados, juristas o magistrados, 
aludiendo a su condición de hombres de leyes procedentes de los 
estudios universitarios, mayoritariamente de los colegios mayores, 
al menos en el siglo xviii. Se trataba en todo caso de un puesto pr- 
óximo a la esfera de lo público y, por tanto, con facilidades para la 
promoción social dentro y fuera de la institución a la que se perte- 
neciera y acceso a la nobleza. Era relativamente frecuente, por 
ejemplo, dar el salto a las chancillerías desde el puesto de Alcalde 
de hijosdalgo, de juez o de Alcalde del crimen (Pere Molas, La 
Chancillería de Valladolid en el XVII, pp. 238-239). Los presiden- 
tes de la chancillería de Valladolid tenían en el Setecientos un suel- 
do muy similar al de los consejeros de Castilla y superaban, inclu- 
so, a los de miembros de Consejos tales como los de Indias y Ha- 
cienda (1. Arias de Saavedra, Los colegiales en las chancillerías, p. 
139): 

Los Consejos de la Corona se nutrían de juristas, magistrados o 
letrados, que veían, con su nombramiento por el rey para el cargo, 
culminada su carrera. Mas dichas instituciones contaban asimismo 
con un número desigual de miembros de “capa y espada”, que no 
procedían del cuerpo de juristas, pero a los que el rey reconocía sus 
servicios. 

Uno de los Consejos más importantes a estos efectos era el de 
Castilla, cuyo poder se acrecienta en el siglo xviii. Sus miembros 
eran todos ellos magistrados, que, previamente, habían pasado por 
cargos en los órganos de justicia del Reino (chancillerías y audien- 
cias) e, incluso, por otros Consejos menos influyentes. En el Sete- 
cientos formaban una élite de poder con capacidad para controlar 
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los colegios mayores de las universidades, desde los cuales se acce- 
día a las cátedras de las mismas y, a partir de ellas, a los puestos de 
justicia. Con los Borbones se reforzaría la carrera administrativa, al 
escoger entre sus miembros a los Secretarios de Estado y del Des- 
pacho, a veces previo paso por las secretarías de los Consejos y, 
más tarde, de las propias Secretarías en calidad de simples oficiales 
o de oficiales mayores. En todo caso, sus familias pertenecían al es- 
tamento nobiliario en su grado más bajo, es decir, el de los hidal- 
gos, y ellos mismos consiguieron con frecuencia ser caballeros de 
órdenes militares más tarde. 


Los miembros de la administración local, básicamente los regi- 
dores, necesitaron esgrimir en la mayoría de los casos su adscrip- 
ción a la nobleza para poder acceder al cargo, lo cual les situará co- 
mo grupo dentro del amplio espectro de la hidalguía y de los caba- 
lleros. Con todo, las diferencias entre quienes estaban cercanos a la 
Corte y a los Consejos y quienes actuaban alejados de ellos en el 
ámbito local eran notables. 

En cuanto a las profesiones liberales, abarcan una gama bastante 
amplia de oficios: médicos, cirujanos, boticarios, abogados, nota- 
rios, maestros de primeras letras, etc. En general, su número fue 
aumentando con el paso del tiempo, y algunos (sobre todo los vin- 
culados a los oficios médico-sanitarios), poco a poco, se fueron 
abriendo camino hacia el reconocimiento social, a través de estatu- 
tos de limpieza de sangre para el ingreso en el cuerpo o de la for- 
mación académica que les distinguiría de los meros empiristas. 


Parecidos deseos de reconocimiento social de su profesión se en- 
cuentran entre los artistas, en especial en los de renombre. Algunos 
ya gozaron de reputación y fama en su tiempo; otros los alcanza- 
ron a su muerte. Entre los primeros, sólo unos pocos llegaron a 
aproximarse a los aposentos reales con el cargo de pintor, músico 
de cámara o de arquitecto real, y gozaron a la larga de algún hábito 
de Orden Militar. El caso de Velázquez es quizás uno de los más 
conocidos. Para conseguirlo había que ser un genio o casi y demos- 
trar que pintar un bodegón o un retrato no era sólo cuestión del 
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dominio de una serie de técnicas artesanales empiristas, sino de al- 
go más. 

Por lo que se refiere al medio rural siempre existió una clase me- 
dia formada por propietarios con un número suficiente de tierras 
como para, no siendo en puridad terratenientes, destacar al menos 
sobre la masa de arrendatarios y de pequeños propietarios. Se les 
conocía en la época con el nombre de villanos o de labradores ri- 
cos. Con frecuencia aparecen relacionados con los hidalgos locales. 
La literatura del Siglo de Oro incluye a este prototipo social en 
muchas de sus obras. En el xix, el caciquismo rural se nutría de los 
mismos. 


En los estratos intermedios, alejados ya de las posibilidades de 
encumbramiento nobiliario, figura una amplia masa de comer- 
ciantes al por menor, botiguers, tenderos, tratantes o mercaderes a 
secas, cuyo estatus era considerado menor al lado del de los gran- 
des comerciantes y prestamistas, puesto que despachaban en sus 
pequeñas tiendas, a veces dentro de su propia casa; pesaban y me- 
dían (mercaderes de vara) sus productos de venta. La legislación 
castellana los equiparaba a los trabajadores manuales (Pere Molas, 
La burguesía mercantil, p. 48). No obstante, algunos de ellos logra- 
ron posteriormente pasar a ejercer el comercio al por mayor, pu- 
diendo ser recibidos en las filas nobiliarias con la aquiescencia del 
Gobierno. A estos pequeños comerciantes debemos añadir los arte- 
sanos, generalmente agrupados en gremios, además de los peque- 
ños propietarios agrícolas. Al final de la escala hay toda una amplia 
gama de pescadores, marineros, campesinos arrendatarios y jorna- 
leros, arrieros y pastores. 


Una abrumadora mayoría de la población española de la Edad 
Moderna vivía directa o indirectamente del campo. El campesina- 
do era con diferencia el grupo social más numeroso, sin que esta 
realidad variase sustancialmente a lo largo de la Edad Moderna. 
Sin embargo, dentro de él existieron importantes diferencias. Ya 
nos hemos referido al sector de los medianos propietarios con po- 
sibilidades de ascenso social. 
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Respecto de los pequeños propietarios, su presencia era impor- 
tante en algunas zonas peninsulares. Así, por ejemplo, en Castilla- 
León (antigua Castilla la Vieja). Las cosechas, a veces insuficientes, 
les obligaban con frecuencia al endeudamiento y a la posterior 
enajenación de las tierras. Ello permitirá, en contraposición, que se 
formen propiedades medias a costa de la disolución de las peque- 
ñas. En épocas de crisis, así en el siglo xvii, este fenomeno fue fre- 
cuente. 


La vida del campesinado dependía básicamente de la tierra. De 
ahí que su relación con ella fuese a la vez soporte de su estatus so- 
cial. El acceso a la propiedad venía limitado por al abundante nú- 
mero de tierras amortizadas o sometidas a vínculos, que impedía 
su transferencia alternativa a otros titulares. La creación de seño- 
ríos, las tierras acumuladas por la Iglesia a lo largo del tiempo y la 
institución del mayorazgo ponían obstáculo a dicha operación. Las 
tierras de uso común (los llamados baldíos) eran abundantes, par- 
ticularmente en zonas donde su presencia era tradicional, pero 
tampoco conferían propiedad alguna al campesino, al pertenecer a 
los ayuntamientos respectivos. Así pues, una parte muy numerosa 
de labradores dependía para su sustento y el de su familia del 
arrendamiento de la tierra, cuyo propietario era otro. Y, por tanto, 
sus rentas estaban también en función del tipo de arrendamiento 
que se pudiese establecer según el lugar y los tiempos. 

La situación de los campesinos arrendatarios variaba, pues, de 
una comarca o región a otra. Los de Cataluña se vieron beneficia- 
dos por la concentración de tierras que allí se produjo entre los si- 
elos xiv y xviii a causa de una demografía en precario, así como 
por los contratos de larga duración, enfitéuticos (a veces, con ca- 
rácter perpetuo), y, en el caso de los viñedos, derabassa morta (has- 
ta la muerte de la cepa). Estas condiciones permitieron una opti- 
mización del trabajo agrario y, en consecuencia, la posibilidad de 
complementar la labor en el campo con ciertas actividades artesa- 
nas y comerciales susceptibles de permitir una mejora de su nivel 


de vida. 
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Pero, junto a ellos, existían otros campesinos en peores condi- 
ciones. Los gallegos tuvieron fácil acceso a los arrendamientos de 
tierras, provenientes en general de los grandes monasterios y de los 
señoríos eclesiásticos. Sus condiciones eran favorables: contratos de 
por vida, heredables, a cambio de una renta no demasiado grande. 
Sin embargo, estos “foros”, nombre con el que se les conocerá, al 
irse subdividiendo por la presión demográfica en propiedades más 
pequeñas (“subforos”), verdaderos minifundios, harán práctica- 
mente inviable este medio para subsistir, creando un prototipo de 
campesino pobre, obligado a ejercer otro tipo de actividades com- 
plementarias o, sencillamente, a emigrar. También dejará mucho 
que desear la situación de los campesinos aragoneses, por las cargas 
excesivas (similares durante bastante tiempo a las de la importante 
población morisca existente en la zona), unos contratos, incluidos 
los de aparcería, poco atractivos y unas tierras con frecuencia esca- 
samente favorecidas por la naturaleza. En cuanto a Andalucía Oc- 
cidental, la situación es con frecuencia dramática, según pusieron 
de manifiesto los intendentes del xviii en sus informes a la Corona: 
son pocos los que pueden participar en los arrendamientos de 
grandes fincas de tierras (cortijos y dehesas). Los que lo hacen se 
reservan las mejores para trabajarlas a través de jornaleros, dejando 
en general las tierras peores para el subarriendo mediante contratos 
a corto plazo (en general inferiores a los seis años) y precios eleva- 


dos. 


En lo más bajo de la escala social del campesinado hallamos los 
jornaleros. En el siglo xviii se constata el aumento de su presencia 
a medida que nos acercamos al Sur peninsular. Según el Catastro 
de Ensenada de mediados de la centuria, mientras en Galicia o 
León sólo un cinco por ciento del total de la población campesina 
podía considerarse jornalera, en Andalucía este porcentaje supera- 
ba el setenta por ciento, llegando en algunas localidades a una cifra 
superior al ochenta por ciento. 


7.4 El mundo de los marginados y no asimilados 
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El grupo de los marginados y no asimilados (conversos, moris- 
cos, gitanos, pasiegos, agotes, vaqueiros de alzada, esclavos, mendi- 
gos, hampones, etc.) es tan heterogéneo como el del estado llano 
que acabamos de analizar. Algunos miembros, como los pertene- 
cientes a determinados grupos étnicos o étnico-religiosos, aunque 
portasen el estigma de la exclusión, podían ejercer profesiones u 
oficios que los asimilasen, a pesar de sus ascendientes, a los restan- 
tes componentes de los mismos. Por otro lado, y como veremos 
más adelante, la actitud hacia ellos, aunque muy lentamente, fue 
cambiando con el paso del tiempo. Así sucederá, por ejemplo, con 
los descendientes de judíos, dedicados con frecuencia a actividades 
lucrativas y que, a lo largo del xviii, si bien excluidos aún por los 
estatutos de limpieza de sangre y discriminados por la opinión so- 
cial, se benefician de una legislación cada vez más favorable a que 
se les rehabilite (cédulas de los años ochenta a favor de los “chue- 
tas”, descendientes de judíos en las Baleares; propuesta guberna- 
mental del Secretario de Hacienda para que se admita la vuelta de 
los judíos a España, a fin de que ayuden a mejorar la precaria si- 
tuación del erario; etc.). 


Peor suerte tuvieron los gitanos, en parte por el carácter emi- 
nentemente trashumante de muchos y por su difícil adscripción a 
profesiones u oficios considerados dignos, pues los que ejercían 
tradicionalmente, eran juzgados sospechosos y poco fiables y ho- 
nestos. Las medidas represivas contra ellos se sucedieron desde el 
siglo xv hasta finales del xviii con diferentes momentos. Algunas de 
la época de Carlos III se mostrarían en general más benévolas que 
las de sus antecesores. Sin embargo, en la práctica, parece que ni 
unas ni otras llegaron a aplicarse. 


Por lo que respecta a los esclavos, aunque su importancia mayor 
correspondiese a los territorios americanos, especialmente las Anti- 
llas, tuvieron una presencia constante en la Península a lo largo de 
la Edad Moderna. De diferentes etnias y religiones (negros, berbe- 
riscos, cochos, mulatos, etc.), el porcentaje de cada una de ellas va- 
rió con el paso del tiempo. Los moros granadinos y del Magreb, 
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junto a los guanches canarios de comienzos de la Época Moderna, 
fueron cediendo paso a los esclavos negros, como corresponde a la 
evolución política de la monarquía en dicho periodo. El fácil acce- 
so a la mano de obra esclava negra a través de los asientos portu- 
gueses en el xvii y de los anglo-franceses en el xviii posibilita que se 
extienda esta etnia entre la población de esclavos hispana. El escla- 
vo era, sin embargo, un “producto” caro y de tardía amortización. 
En general, la mujer era más apreciada que el varón y la juventud, 
ciertamente, se pagaba mejor. 


Los esclavos serán utilizados por todos los grupos sociales en ge- 
neral, predominando su empleo para los trabajos domésticos y, a 
veces, en el caso de las mujeres, para el amamantamiento de niños. 
Algunos participaron también en trabajos públicos (así, construc- 
ción y mantenimiento de las murallas de Cádiz, el arsenal de Car- 
tagena O la carretera de Madrid-Segovia) o contribuyeron con ocu- 
paciones extras a la economía de sus amos (fabricación de sogas y 
jarcias o carga de bastimentos y artillería en Málaga). Con el paso 
del tiempo su carácter suntuario no sólo tendió a combinarse con 
otros usos, sino que llegó a dominar incluso sobre los demás. Sin 
embargo, no parece que el trato, grosso modo, fuese malo, siendo 
relativamente fácil la liberación del esclavo a la muerte de su due- 
ño, por expreso encargo de éste en el testamento. Los propietarios, 
además, contraían la obligación de mantenerlos y educarlos en la 
fe cristiana, bautizándoles y dándoles nombre, así como de for- 
marles doctrinalmente. La Iglesia diocesana se preocupa también 
con frecuencia de su salud espiritual. En algunos lugares donde 
fueron abundantes (Cádiz, Málaga, Valencia, Madrid, Granada, 
etc.) llegaron a constituir cofradías, las llamadas “de negros”. 

Adscritos a familias y grupos, los esclavos eran fácilmente con- 
trolables. No así los mendigos que la sociedad española de la Edad 
Moderna generaba. Las características de este colectivo nos son 
muy mal conocidas. Las medidas legislativas que se les aplicaron, 
así como la literatura de la época son los mejores aliados del histo- 
riador a la hora de paliar esta carencia. Aunque también estuvieran 
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presentes en el ámbito rural, se trata mayoritariamente de un fenó- 
meno urbano. No sólo por la atracción que la ciudad ejercía, al es- 
tar en ella ubicadas las instituciones (cofradías, iglesias, conventos, 
hospitales, etc.) y las personas con recursos suficientes para repartir 
limosnas, sino por constituir ésas también un refugio frente a las 
periódicas hambrunas del campo y las carencias anejas de abasteci- 
miento. 


A causa del progresivo cambio de mentalidad ya aludido, los 
ilustrados piden en el xviii que se aplique una “caridad bien enten- 
dida”, es decir, que se sustituya la limosna por la enseñanza de un 
oficio que permita a los mendigos valerse por sí mismos, aunque 
sea coactivamente. También se aboga por que las autoridades les 
destinen a las armas o a las obras públicas; de lo contrario, se orde- 
na su persecución (leyes de 1733, 1775, 1779 y 1781). 

Algunas ciudades, por su carácter portuario y su vinculación al 
comercio, fueron focos renombrados de hampones y buscavidas, 
que se pasaban la vida delinquiendo. Sevilla, durante el tiempo 
que ocupó la cabecera de la Carrera de Indias, tuvo esa condición. 
Sin otras aspiraciones que la de un socorrido “golpe de suerte” que 
cambiase de una vez su fortuna, se prestaban a toda clase de “tra- 
bajos sucios” o colaboraban en el contrabando, hasta que tenían 
que salir huyendo de la justicia embarcándose en el primer navío 
rumbo a las Américas o a otros puertos lejanos. Han llegado hasta 
nosotros, a través de la literatura, algunas de sus peculiares expre- 
siones, propias de lo que se ha dado en llamar el lenguaje de ger- 
manía. También sus hazañas, de forma imaginada, a través de la 
picaresca. 


Asociadas a este mundo de los bajos fondos están las prostitutas, 
a caballo entre la persecución y la condescendencia de las autorida- 
des. Las mancebías y las casas de cita existían en casi todas las po- 
blaciones de cierta importancia, con independencia de la función 
o actividad en ellas dominante. Bien es verdad, sin embargo, que 
algunas se mostraban más propicias que otras. Sevilla de nuevo, 
pero también localidades como Granada, poseyeron núcleos seña- 
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lados de prostitutas. Igualmente fueron frecuentes en zonas donde 
tenía lugar durante cierto tiempo alguna concentración importan- 
te de personas. Así, en las almadrabas de la costa gaditana, pertene- 
cientes al duque de Medina-Sidonia, donde acudían los atuneros, 
los compradores y conserveros, a la par que otros grupos variopin- 
tos al socaire de las diferentes tareas que allí se desarrollaban. 


De poco sirvió la Ley de 1623 en favor de la regeneración moral 
y del cierre de las mancebías, u otras leyes similares de carácter lo- 
cal: la prostitución gozó en general de buena salud, con algunos 
lapsus temporales motivados por la aplicación de las citadas leyes o 
por predicaciones exitosas. Una de éstas, precisamente, hizo perca- 
tarse a las prostitutas de Carmona (Sevilla), en 1504, de la situa- 
ción de pecado en que vivían y abrigar deseos de cambio de vida. 
Oigamos a la portavoz de las mismas: 

“Y muchas de nosotras, viendo la brevedad de esta triste vida 
que en este mundo vivimos, y ahora reconociendo nosotras estar 
en tan grande y grave pecado y muy abominable, y viendo el tan 
temeroso día de ayer Viernes Santo en el cual día Nuestro Señor 
obró la redención del género humano, se mostró tan triste, teme- 
roso y espantable que pensamos ser todos fundidos; y porque ya 
según las grandes señales, Nuestro Señor creemos quiere que pe- 
rezca el mundo, y si en este estado nos tomase nuestras ánimas se- 
rían perdidas por este tan feo pecado (...). A vuestra merced hu- 
mildemente suplicamos, en reverencia de su Santísima Pasión y 
por los méritos de su sagrada madre la Virgen María, les plega 
mandarnos sacar de este pecado en que estamos (...) (Francisco 
Vázquez, Historia de la prostitución, pp. 28-29). 

La disposición de algunas mujeres para practicar la prostitución, 
la existencia de un mercado variopinto que demanda sus servicios 
y los intereses de particulares e instituciones en promoverla y man- 
tenerla como fuente añadida de rentas, darán al traste con los in- 
tentos de erradicación. La Iglesia, apoyada en buena medida en las 
órdenes religiosas (la Compañía de Jesús tuvo en ello un protago- 
nismo importante), llevó a cabo misiones específicas contra la 
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prostitución, quienes vivían de ella y quienes se beneficiaban. 
También promovió junto a particulares e instituciones las llamadas 
casas de recogidas, cuya función específica era la atención a las 
prostitutas arrepentidas y su regeneración moral. 


Por último, los condenados a penas diversas constituían, gene- 
ralmente con carácter temporal, un sector importante dentro del 
mundo de los orillados o marginados socialmente. Es imposible 
describir aquí siquiera cada una de las situaciones con que nos to- 
pamos. Un sector paradigmático de este grupo (y no sólo por la 
obra cervantina) era el compuesto por los galeotes, cuya dura vida, 
“amarrados al duro banco”, constituye una muestra de la extremo- 
sidad del castigo con que se pagaban ciertas condenas. Inicialmen- 
te eran voluntarios; pero a medida que las necesidades de las gale- 
ras crecieron (144 remeros en 1539, 290 en 1709), el número de 
esos resultará insuficiente. No debemos olvidar que alrededor de 
un setenta por ciento de los remeros de la galera eran galeotes. De 
ahí la conveniencia de echar mano de los presos. A través de dicho 
servicio, los afectados podían llegar a conmutar penas mayores 
(destierro o castigos corporales por ejemplo). Pero, en cambio, el 
tiempo que habían de permanecer en el barco era por lo general 
demasiado largo, habida cuenta de las condiciones de su ejercicio 
(esfuerzo físico extenuante, sobre todo en momentos de combate, 
persecución o huida del barco; exposición a los elementos atmosfé- 
ricos, mojaduras permanentes, castigos, etc.). Eso sí, la pena, en 
compensación, no era considerada infamante (J.L. de las Heras, 
Los galeotes de la Monarquía hispánica, p. 291). A partir de 1748, 
con la desaparición oficial de la galera, la demanda bajaría drástica- 
mente; de hecho, ya en el xvii, este tipo de barco había caído bas- 
tante en desuso en el combate naval. 

El origen de la culpa que les adscribió a las galeras varió con el 
paso del tiempo. El cuatro por ciento de condenados por vagancia 
de la época de los Austrias pasa al catorce por ciento en la de los 
Borbones. Sin embargo, la mayoría de los galeotes habían sido an- 
tes acusados de robo. Además, la presencia de estos crece como la 
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anterior en el tiempo: del cuarenta por ciento se pasa al 65 por 
ciento de la primera mitad del xviii. Sigue la de los acusados de 
homicidio y de causar heridas varias a terceros con el 25 y el diez 
por ciento aproximadamente. La horquilla de edades se amplió 
también oficialmente con el paso de los años, tanto en su máximo 
como en el mínimo de edad, pero extraoficialmente encontramos 
lo mismo ancianos que casi niños entre los galeotes. Por el contra- 
rio, la permanencia máxima como tales se redujo oficialmente, gra- 
cias a las limitaciones establecidas al respecto por el Concilio de 


Trento (Ibídem, p. 293). 
7.5 La familia 


La familia es el fundamento de la sociedad. La idea de un mo- 
delo imperante de familia extensa y muy amplia en el Antiguo Ré- 
gimen se ha visto reemplazada en las últimas décadas por otra, ba- 
sada en un número más reducido de miembros. Sin embargo, si lo 
comparamos con el modelo europeo actual, la familia hispana mo- 
derna resulta ser bastante más grande. En ésta conviven varias ge- 
neraciones, unidas frecuentemente por lazos de solidaridad y de 
sangre muy estrechos, aunque su fuerza disminuya con el paso del 
tiempo. A la familia cumple una función procreadora, de defensa y 
asistencia de sus miembros, de afectos, también de transmisión y 
conservación de valores y cosmovisiones. En un texto antológico, 
Cervantes describe algunas funciones y valores esenciales a la fami- 
lia por boca de Don Quijote: 


“Los hijos, señor, son pedazos de las entrañas de sus padres, y 
así, se han de querer, o buenos o malos que sean, como se quiere 
las almas que nos dan vida; a los padres toca el encaminarlos desde 
pequeños por los pasos de la virtud, de la buena crianza y de las 
buenas y cristianas costumbres, para que cuando grandes sean bá- 
culo de la vejez de sus padres y gloria de su posteridad” (Vol Il, 
xvi). 

El interés de la historiografía sobre el tema se ha desplazado en 
los últimos años hacia el estudio del papel de la mujer, de la rela- 
ción marido-esposa y de ambos con los hijos, de la sexualidad y de 
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las estrategias familiares para el mantenimiento y mejora del esta- 
tus. 


Como ocurre en las diferentes instancias sociales del Antiguo 
Régimen, también en la familia la autoridad, en este caso del mari- 
do, proviene de Dios. Pero la igual dignidad de ambos esposos, se- 
gún defendía el cristianismo, permite poner frenos a los abusos de 
autoridad del marido con respecto a la mujer. Para argumentar esta 
realidad, se echará también mano de componentes teóricos proce- 
dentes de ámbitos no estrictamente religiosos (el pacto, la obedien- 
cia como exigencia de la concordia, etc.). Al convertirse el marido 
en vicario de Dios con respecto a su familia, las decisiones tomadas 
por éste eran, en teoría, similares a mandamientos divinos, si bien, 
en la práctica, entraban en el juego de poderes y contrapoderes, as- 
tucias y fingimientos frecuentes en las relaciones entre esposos, que 
atenuaban la rigidez de su cumplimiento. Por otro lado, no se po- 
día mantener permanentemente la autoridad a través del “ordeno y 
mando”. En caso de abuso manifiesto, la Iglesia podía dejar exenta 
a la mujer de la obligación de obediencia debida. Además, la auto- 
ridad podía a su vez escorarse del lado de la esposa en situaciones 
especiales (si el marido estaba viejo y enfermo, la esposa tenía un 
mayor nivel educativo o pertenecía a una familia de más alto rango 
que el marido), aunque los peligros de desavenencias pudieran ser 
entonces mayores. 


La madre fue ganando posiciones en su autoridad con respecto 
a los hijos a lo largo de los tiempos modernos. Al igual que el pa- 
dre, debía de ser honrada por esos (“Honrarás a tu padre y a tu 
madre”, obligaba uno de los mandamientos divinos). Pero tam- 
bién, la ley fue reconociendo su derecho a intervenir en el reparto 
de la herencia entre los hijos. La constituía, además, en tutora y 
curadora (sic) de ellos para velar por sus intereses. Otros cambios, a 
su vez, afectaron a la responsabilidad en la educación de los vásta- 
gos, de forma particular en lo que se refiere a la religión católica. 
La ascendencia materna sobre los hijos podía —y, de hecho, así 
ocurrió no pocas veces— extenderse a toda la vida, como si de un 
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auténtico patronazgo se tratara. Al igual que ocurría con la socie- 
dad en general, también con relación a la familia existió una clara 
dicotomía entre lo propugnado y escrito por los teóricos del tema 
y la práctica cotidiana. De ahí que convenga siempre contrastar 
ambos niveles para no caer en una apreciación estereotipada de la 
familia y sus miembros. 


A la mujer correspondía la parte del león en la guarda del ho- 
nor. Éste se vinculaba de forma muy especial, según hemos visto, 
con el sexo y la procreación. Un hijo nacido fuera del matrimonio, 
unas relaciones sexuales mantenidas en el mismo ámbito, no sólo 
procuraban la mancha y deshonra del culpable, sino que ambas re- 
caían sobre la familia en su conjunto. La mujer, más que el hom- 
bre, se hacía responsable en última instancia de ello. Por eso era 
preciso una vigilancia cuidadosa de la misma por parte del resto de 
las mujeres de la casa y del propio pater familias, evitando todo 
riesgo de tentación y las situaciones de peligro. 

Al marido y la esposa tocaban en el seno de la familia tareas di- 
ferenciadas. A ésta última, además de las ya citadas, correspondía 
preparar el camino para la llegada del hijo y, más tarde, todo lo re- 
lativo a su atención durante los primeros años de vida. La fecundi- 
dad era considerada en última instancia responsabilidad de la espo- 
sa, aunque menudeen a veces las alusiones, en tono jocoso no po- 
cas de ellas, a la impotencia masculina como causa atenuante. La 
mentalidad popular relacionaba con facilidad el tema de las posibi- 
lidades de tener o no tener hijos con supersticiones o represalias 
ante determinados comportamientos. Los remedios caseros y otros 
con gran contenido mágico para atraer la fecundidad, debieron ser 
relativamente frecuentes, sobre todo en el medio rural. Faltos de 
rigor científico, a veces complicaron más las cosas que las arregla- 
ron, si es que no condujeron, simple y llanamente, a la muerte de 
la madre o de su hijo. La íntima relación de la mujer con la vida 
naciente, la fragilidad de la misma en los tiempos modernos y la 
importancia de asegurar la descendencia conferían a la esposa una 
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enorme responsabilidad ante el resto de los miembros de la familia 
y de la sociedad. 


La historiografía ha abordado también el tema del control de la 
natalidad. Desde que Stone lo tratara con relación a Inglaterra, re- 
firiéndose a descensos en las tasas de natalidad motivados, no sólo 
por la mortalidad ordinaria y extraordinaria, sino por un retrai- 
miento consciente de los esposos a la hora de tener hijos, las inves- 
tigaciones al respecto, no siempre fáciles, se han extendido tam- 
bién a otros países, entre ellos a España. 

La edad media de la mujer en España a la hora de contraer ma- 
trimonio en primeras nupcias fue retrasándose con el paso del 
tiempo, aunque en menor medida que en otros países de la Europa 
Occidental. Así, mientras en el xvi la media no superaba los veinte 
años, en el xvii se situaba entre los 21 y los 23. En el siglo xviii 
(1787) se situaría en los 23 (frente a los 25 para los hombres), ele- 
vándose de Sur a Norte (cerca de 22 en Extremadura y 26 en el 
País Vasco, debido en este caso, con probabilidad, a las característi- 
cas propias de su sistema hereditario). Durante su tiempo de fe- 
cundidad, y con independencia del periodo que tomemos, rara vez 
la mujer daba a la familia más de ocho vástagos, situándose, en los 
casos que conocemos, alrededor de una media de cinco; algo más 
bajo si contamos las mujeres que interrumpen su fecundidad co- 
mo consecuencia de la viudedad y los matrimonios estériles. Exis- 
tían, con todo, diferencias entre el medio rural y el urbano a favor 
del primero. También influían en los retrasos las dificultades para 
el amamantamiento, el trabajo agrícola y la mayor o menor permi- 
sividad moral del lugar en cuestión. Los intervalos entre uno y 
otro nacimiento se situaban normalmente entre los dos y tres años. 


Por supuesto, las prácticas abortivas, aún cuando existiesen en 
casos contados (así lo expresan, por ejemplo, algunos procesos in- 
quisitoriales), eran taxativamente condenadas. Otras formas de 
control de carácter no letal, generalmente relacionadas con dife- 
rentes formas de abstinencia, debieron ser más frecuentes. Las au- 
toridades morales de la época animaban a que esta solución se 
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adoptara por mutuo acuerdo entre los esposos. Pero la abstinencia 
venía obligada con frecuencia por las propias exigencias de la lac- 
tancia y los cuidados del recién nacido. Entre las familias acomo- 
dadas, en especial del medio urbano, las posibilidades de echar 
mano de los servicios de una madre de alquiler para amantar al ni- 
ño debieron permitir el acortamiento de los espacios ínter genési- 
cos, es decir, entre el nacimiento de un hijo y el del siguiente. 


Los riesgos de muerte para el niño al poco de nacer eran gran- 
des. Así, la alta mortalidad infantil, unida a un número de hijos no 
excesivo, producían un débil crecimiento vegetativo. Los temores 
de los padres y el dolor ante lo inevitable aparecen expresados con 
frecuencia en los textos de la época. Sin embargo, acostumbrados a 
la omnipresente presencia de la Parca, las dosis de aceptación pare- 
cen ser altas. Las memorias del comerciante saboyano Raimundo 
de Lantery, afincado en Cádiz en el último tercio del siglo xvii, son 
un vivero de testimonios acerca de la vida cotidiana y, por supues- 
to, del dolor y la resignación ante la muerte de los hijos. Merece la 
pena nos detengamos ahora leyendo un breve relato tomado de 
ellas: 

“A la mañana siguiente se llamó el médico, porque no abría los 
ojos (su hijo Nicolasito), estaba muy asopido como en un gran le- 
targo. Informósele al médico lo que había pasado (...). No obstan- 
te, al segundo día se lo llevó Dios, con gran sentimiento de su ma- 
dre y mío, aunque está mejor que nosotros, pues está fuera de este 
mal mundo. Enterrose en las Descalcitas, en la misma bóveda (...) 
adonde está su abuela”. (Manuel Bustos, Un comerciante saboyano, 
p. 200). 

La cultura, los valores, los modelos y el “arte de vivir” se trans- 
mitieron a través de la familia, correspondiendo a la mujer en esta 
tarea un importante protagonismo. El aprendizaje de los roles o 
papeles de cada uno de los miembros dentro de ella le debe mucho 
a la esposa/madre. También el de determinados oficios y habilida- 
des, en particular los considerados propios de la mujer. 
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Es evidente que el matrimonio y, por extensión, la familia no 
siempre estuvieron presididos por la armonía y la comprensión en- 
tre sus miembros. Bodas celebradas por motivos de conveniencia u 
obligadas podían resultar en el futuro foco de tensiones entre los 
cónyuges y trascender, incluso, a los hijos. Otras veces eran dife- 
rencias de carácter, celos, infidelidades, etc. los motivos de la falta 
de entendimiento y causa de rupturas. La violencia, de uso fre- 
cuente en la época, podía intervenir, agravando notablemente el 
problema. Mas debido a la falta de documentación válida y cuanti- 
ficable al respecto, el historiador no puede ir mucho más allá de su 
constatación. 


¿Qué porcentaje representaron los matrimonios y las familias 
desavenidas sobre el conjunto? ¿Dónde establecer el límite entre lo 
que puede considerarse normal, referido a tensiones dentro del 
matrimonio, y lo crítico? Suponiendo que pudiéramos trazar una 
línea divisoria entre una y otra situación, es posible afirmar que los 
matrimonios en general se mantuvieron dentro de un nivel de 
concordia aceptable para la época y que, a pesar de las abundantes 
ocultaciones de los problemas, cumplieron la función para la que 
habían sido constituidos. En ello jugó un papel relevante la pre- 
sión ejercida por la autoridad, tanto civil como eclesiástica (en par- 
ticular después del Concilio de Trento, es decir, de 1563), en favor 
de la estabilidad matrimonial, aun cuando lo hiciesen defendiendo 
principios de desigualdad y jerarquía, según corresponde a la vi- 
sión ya comentada, propia de los tiempos modernos. Sin duda, la 
mujer solía constituir en ello la parte débil. El adulterio, por ejem- 
plo, era fuertemente penalizado cuando quien lo cometía era la es- 
posa y mirado con benevolencia cuando el responsable era el mari- 
do. La legislación española, desde el Fuero Juzgo a la Novísima Re- 
copilación, permitía al marido o al padre matar a la adúltera y a su 
cómplice, si bien la propia ley irá introduciendo progresivamente 
recortes a dicha práctica (M. Victoria López-Cordón, Familia, sexo 
y género, p. 128). Otros problemas concernían a la familia en su 
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conjunto y venían dados generalmente por temas de herencia, que 
las autoridades y la jurisprudencia trataron de regular. 


Regulada por las Partidas de Alfonso X y las leyes de “Toro de 
1505, la mejor carta de presentación de la mujer para el matrimo- 
nio era la dote (dinero y ajuar) que le suministraba la familia, aun- 
que también podía servir para su ingreso en la vida religiosa como 
monja en un convento. Con frecuencia la dote no era sino un ade- 
lanto de la parte de la herencia que le correspondiese por la legíti- 
ma. De alguna manera, “exhibía” también la posición económica 
familiar a través de las hijas. Era como dar a conocer a la sociedad 
el estatus social y el patrimonio de que se gozaba. A mayor impor- 
tancia de la dote, mayores posibilidades para el casamiento. De ahí 
el esfuerzo que los padres debían de hacer para, llegado el momen- 
to, proveer de una dote, lo más jugosa y atractiva posible, a la hija. 
Una vez casada, al continuar perteneciéndole después del matri- 
monio, la dotada podía disponer de la misma en caso de viudedad, 
separación o desgracia. Si la titular moría sin descendencia, pasaba 
al patrimonio de su familia de origen que la había entregado. Sin 
embargo, como no siempre se cumplía el compromiso de entrega 
por parte de los padres según se había estipulado en el contrato co- 
rrespondiente, esta disponibilidad podía llegar a ser inexistente. De 
la misma manera sucedía cuando la dote era dilapidada en el ma- 
trimonio o había debido resarcirse con ella la quiebra de la econo- 
mía familiar; si bien, en algunos territorios, como en Cataluña, la 
viuda posee la llamada opción dotal, por la que podía defender su 
derecho a la dote frente a los acreedores de su marido. 

Pero si, en el asunto de la dote, existían en España algunas va- 
riantes regionales, en el de la herencia los elementos diferenciales 
son aún mayores. En términos generales, mientras en Castilla to- 
dos los herederos legítimos, a partes iguales, participaban de la he- 
rencia (la legítima); en Cataluña correspondía ésta a uno solo (el 
hereu), generalmente el hijo mayor o, en su defecto, la hija primo- 
génita (la pubilla). A pesar de estas normas, en la práctica, los pa- 
dres se reservaban por ley algunas libertades. Éstas venían de la 
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mano de las llamadas “mejoras”. En Castilla se realizaban a través 
de la quinta parte de los bienes heredados, el llamado “quinto de 
libre disposición”, así como del tercio de mejora, que la ley preser- 
vaba, y por la cual se podía favorecer al hijo que deseasen por los 
motivos que fueren o, simplemente, podía compensarse a aquel 
que hubiera quedado en peores condiciones a la hora de repartir la 
herencia. Por tanto, en realidad, la legítima sólo comprendía cua- 
tro quintas partes de la herencia; además, únicamente se entrega- 
ban a cada heredero las dos terceras partes del total, preservando 
de este modo la iniciativa de los padres. En Cataluña, a pesar de la 
primacía del heredero único, esos se reservaron también alguna po- 
testad; en concreto, la de disponer de siete de las quince partes en 
que se distribuía la herencia, aunque sólo dos de ellas en realidad 
estaban al margen de las obligaciones hereditarias, y aplicarlas a 
quien los progenitores quisiesen (el resto debía de ir a mejora de 
los herederos). Distintas variantes con respecto a la castellana y ca- 
talana se arraigaron igualmente en otras partes de la Península. 
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Capítulo octavo 
Sociedad, cultura y religión renacentistas 


La sociedad europea en general y la española en particular se ven 
afectadas en el siglo xvi por una de las consecuencias más importan- 
tes del descubrimiento y colonización de América: la llegada de las 
remesas de metales preciosos a nuestro continente y la consiguiente o 
paralela elevación de los precios de los productos. Por vez primera se 
es consciente en España del fenómeno de la inflación. Éste va unido 
al aumento de posibilidades económicas que propicia la ampliación 
de los mercados y el crecimiento de la población, impulsando la mo- 
vilidad social. El número de los enriquecidos alrededor del comercio 
de las Indias permite a corto o medio plazo ampliar las filas nobilia- 
rias con nuevos miembros, a la vez que la relación con los negocios 
de no pocos de los que ya forman parte de ellas, amenazado con “des- 
cafeinar” la nobleza al vincularla más estrechamente a la burguesía 
mercantil. Fray Tomás de Mercado será, entre otros muchos, testigo 
en Sevilla de este proceso: 


“Así deste tiempo acá —expresa el dominico— los mercaderes desta 
ciudad se han aumentado en número, y en sus haciendas y caudales 
han crecido en número. Hase ennoblecido y mejorado su estado: que 
hay muchos entre ellos personas de reputación y honra en el pueblo, 
de quien con razón se hace y debe hacer gran cuenta. Porque los ca- 
balleros por codicia, o necesidad del dinero han bajado (ya que no a 
tratar) a emparentar con tratantes: y los mercaderes con apetito de 
nobleza, e hidalguía, han trabajado en subir, estableciendo y fundan- 
do buenos mayorazgos”. 


De otro lado, las críticas por parte de los defensores del modelo es- 
tamental no cesan a lo largo de la centuria, rechazando el proceso. 
Al mismo tiempo, la nobleza abandona su carácter levantisco para in- 
corporarse lentamente a las tareas del Estado, sin dejar por ello sus 
posesiones, ni el cuidado que las mismas comportan. Tarea de los Re- 
yes Católicos será la de apaciguar la nobleza, dividida en banderías 
enfrentadas entre sí durante la época de los Trastámara, y alejarla del 
control del Estado. Para ello se lleva a cabo un acuerdo tácito entre la 
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monarquía y las grandes familias nobiliarias, a veces tras un alarde de 
fuerza por parte de la primera frente a ellas. Isabel y Fernando conce- 
den señoríos, algunos importantes en los nuevos territorios ganados 
en el Reino de Granada, de los que se benefician algunos linajes (Ma- 
queda, Vélez, Fajardo, etc.); refuerzan la institución del mayorazgo 
(Cortes de Toro de 1505) y crean nuevos títulos (duques de Medina- 
celi, Nájera, Infantado y Gandía). Pero también recortan algunos de 
los poderes medievales de la nobleza. Así, por la Sentencia Arbitral de 
Guadalupe (1486), imponen a los señores de Cataluña la libertad de 
los “payeses de remensa”, hasta entonces sujetos a la tierra; así como 
la supresión de los llamados “malos usos”, a cambio de garantizarles 
el pago de rentas, censos y derechos que les son debidos, pena de re- 
presión de los rebeldes por parte de la Corona. La medida contribuyó 
a crear un campesinado estable en el principado, y sus efectos sobre la 
vida rural en su conjunto se harían a largo plazo sentir beneficiosa- 
mente. Los Austrias mantienen asimismo el estatus nobiliario. 

La monarquía no quiere la desaparición del estamento, cuya existen- 
cia es consustancial al Estado, sino apartarla de sus veleidades belico- 
sas y encauzar sus energías hacia la prestación de servicios a la Coro- 
na, que ésta a su vez remunerará generosamente en forma de dona- 
ción de tierras y de puestos y cargos relevantes en la Corte, el sistema 
polisinodial, la Armada, el Ejército u otros ámbitos administrativos. 
Ni que decir tiene que los Reyes se comprometen asimismo a respetar 
el ámbito de decisión de la nobleza en sus posesiones. Sin embargo, 
las exigencias de la Corona en el plano fiscal, la inflación y la crisis 
generalizada de finales del siglo xvi provocan en los grandes linajes 
una difícil situación económica que repercute fuertemente, según vi- 
mos, en los patrimonios familiares. 

En lo que respecta a las relaciones con la Iglesia, si bien, en un primer 
momento, algunos prelados aristócratas (Alfonso Carrillo, Mendoza 
y otros) se hallan divididos en el apoyo a la causa de Isabel o de Juana 
la Beltraneja, tras consolidarse la unión entre Isabel y Fernando se co- 
locan al servicio de la monarquía. A su vez, el papado, favorable por 
lo general a la causa de Isabel casi desde el primer momento, por en- 
cima de algunas breves discrepancias (así, con respecto a la Inquisi- 
ción), protege a los esposos y les otorga el título de Católicos que, de 


260 


manera estable, se vinculará a la Monarquía Hispánica. La colabora- 
ción es estrecha tanto en lo que concierne a la elección de los prela- 
dos en las tierras recién descubiertas (patronazgo regio) como a su 
evangelización y a la defensa de la fe católica. La Iglesia adquiere así 
una notable ascendencia social en España, que perdurará durante si- 
glos. La aconfesionalidad del Estado es, en realidad, un fenómeno re- 
ciente. 

Pero donde el reinado de los Reyes Católicos y de sus sucesores en el 
Quinientos hace sentir más el peso de su poder es en el ámbito de los 
grupos étnico-religiosos minoritarios, judíos y musulmanes, de pre- 
sencia antigua en la Península. Su intervención en él supone un cam- 
bio sustancial en la sociedad y la cultura hispanas de la Edad Moder- 
na. 

La España de comienzos de esta época era una sociedad mayoritaria- 
mente cristiana. Sobre el conjunto de la población, el elemento judío 
era influyente pero reducido. Las cifras que se barajan para comien- 
zos del reinado de los Reyes Católicos se sitúan en torno al medio 
millón de individuos sobre un total de poco menos de siete millones 
de habitantes, lo que significa un porcentaje alrededor del siete por 
ciento. No todos ellos eran judíos practicantes. Se estima al respecto 
que los confesionalmente hebreos estarían alrededor de los 200.000. 
El resto pertenece al grupo de los llamados judeoconversos o cripto- 
judíos, oficialmente convertidos al cristianismo tras las persecuciones 
sufridas por ellos o sus antepasados a lo largo de los siglos xiv-xv, pero 
que, en un número variable de casos (¿en qué grado?), practicaban la 
religión mosaica ocultamente. Eso sí, unos con otros, su porción lle- 
gaba a ser importante en algunas localidades, núcleos urbanos en su 
mayoría, como Toledo o Sevilla, donde podían alcanzar el treinta por 
ciento de su población. Además, su actividad y su presencia en orga- 
nismos diversos y junto a linajes poderosos les hacía gozar de una 
gran influencia social. 

En cuanto a los musulmanes, la situación era diferente. Unos vivían, 
convertidos al cristianismo, con el nombre de mudéjares, en los terri- 
torios que los reyes cristianos habían ido incorporando a la Corona 
durante la Reconquista. Al caer su último bastión peninsular, el 
Reino de Granada, una parte de sus habitantes huyó hacia el norte de 
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África, pero otra permaneció aún en sus tierras, sus miembros, a ve- 
ces, reducidos a la condición de esclavos, practicando su religión. 
Otros se convirtieron al cristianismo formando una nueva comuni- 
dad de mudéjares. A diferencia de los judíos, habitantes urbanos por 
excelencia, su hábitat natural era el medio rural. 

La reunión de las tres religiones y de las tres culturas (tan arraigadas 
en lo religioso) en el suelo peninsular confería a España un carácter 
plural y mestizo, mayor que en otras partes de Europa, que había de 
influir a la postre en su cultura, entendida ésta siempre en un sentido 
amplio, así como en otros ámbitos de la vida nacional (social, por su- 
puesto; pero también económica y política). Sin embargo, tema éste 
como el que más susceptible de preconceptos, resulta difícil de medir 
el grado de esta influencia sobre el conjunto, así como la concreción 
práctica de la misma. Recordemos al respecto el debate, a veces agrio, 
entre el historiador Claudio Sánchez Albornoz y el filólogo Américo 
Castro. 

En todo caso, esta situación (no olvidemos: dos importantes comuni- 
dades minoritarias y una tercera mayoritaria), aunque duradera, estu- 
vo lejos de ser estable y armónica. A pesar de las mutuas influencias, 
que, sin duda, enriquecen el patrimonio común hispánico, los roces y 
las tensiones se sucedieron en el tiempo, intercalados con momentos 
de calma, que en vísperas de los tiempos modernos se convirtieron en 
explosivos. Unos años después de celebrarse el matrimonio de los Re- 
yes Católicos (1474) se desató una ola de violencia antijudía en An- 
dalucía, que terminó en un baño de sangre. De manera casi paralela, 
las Cortes celebradas en Madrigal y Toledo en 1476 y 1480 respecti- 
vamente determinaron medidas represivas contra los judíos (reduc- 
ción a guetos, prohibición de signos distintivos, etc.). Todo ello 
cuando aún no se había apagado del todo el eco de la revuelta toleda- 
na de 1449. A pesar de las numerosas conversiones al cristianismo, 
los neófitos, a ojos de la comunidad cristiano vieja, seguían siendo 
sospechosos de practicar ocultamente el judaísmo, ahora de manera 
más peligrosa, aprovechándose para ello de su nuevo estatus. 

A este argumento se unían otros ya antiguos, pero reavivados periódi- 
camente en el imaginario colectivo en la ocasión propicia: la muerte 
del Salvador como obra de judíos, la usura de estos y su capacidad 
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para situarse en puestos sociales de relevancia. A todo este ambiente 
de fondo, en el que se plantean eternos problemas de relación con el 
otro, con el diferente, se unen consideraciones religiosas y políticas 
que los Reyes Católicos, especialmente Isabel, hicieron suyas. Las exi- 
gencias de la fe profesada, considerada como verdadera, obligaban 
por pura coherencia a combatir el error con sus nefastas influencias 
sociales y a extender el cristianismo; en otras palabras, no se podía ni 
se debía ser condescendiente con el mal, ni con todo aquello que to- 
caba a la salvación o la condenación del alma, implicada como estaba 
la Corona también en colaborar a la salvación de sus súbditos. La Di- 
vina Providencia había mostrado su asistencia a los Reyes en asuntos 
tan decisivos como la guerra civil sucesoria o la campaña de Granada: 
¿acaso ello no merecía una correspondencia de su parte? Por otro lado 
contaba la imposibilidad de gobernar sobre unos súbditos divididos, 
permanente foco de tensiones, en una época como la Moderna don- 
de aún no se ha desarrollado la idea de tolerancia como base de la so- 
ciedad y del Estado. Si a todo ello unimos que el uso de la violencia 
para la defensa de causas consideradas nobles y necesarias al bien co- 
mún es habitual en este tiempo, tendremos, si no todos, los principa- 
les ingredientes que explican la política religiosa de los Reyes Católi- 
cos, luego continuada, con exigencias nuevas, por sus sucesores. Y 
ello a pesar del gran servicio que, en calidad de tesoreros y de otros 
cargos administrativos, venían desempeñando los judíos junto a los 
monarcas. 

La primera medida de calado tomada por Isabel y Fernando es la im- 
plantación de la Inquisición para combatir a los falsos conversos en 
sus territorios por bula del papa Sixto IV el 1 de noviembre de 1478. 
No se trataba de una institución nueva: había ya un procedimiento 
inquisitorial romano con apoyo del brazo secular para ejecutar las pe- 
nas, que, durante el Pleno Medioevo, tuvo un importante papel en la 
lucha contra las herejías; además, en la antigua Corona de Aragón, 
existía otra inquisición desde el siglo xiii, ahora prácticamente inacti- 
va, subordinada también a Roma. La de los Reyes Católicos, sin em- 
bargo, era diferente: ni el papa ni la Iglesia tenían jurisdicción directa 
sobre ella; ésta, por el contrario, correspondía al poder secular, a tra- 
vés de los miembros del Consejo de la Inquisición y del inquisidor 
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general, a la sazón nombrados por la Corona. Sixto IV se mostraría 
vacilante al principio, pero al final terminó claudicando. 

En tiempos de Enrique IV hubo ya escarceos del rey con el papa para 
introducir la Inquisición en Castilla, habida cuenta de la grave situa- 
ción creada por los enfrentamientos entre judíos, judeoconversos y 
cristianos viejos. Sin embargo, la Santa Sede entonces, como también 
hará después, se resistió, y la petición del monarca no fue escuchada. 
Ahora, por el contrario, los Reyes Católicos habían conseguido cam- 
biar las tornas. La situación descrita, así como los informes recibidos 
por ellos del prior de los dominicos de Sevilla, un converso, y del 
propio arzobispo de la diócesis de que se avecinaba una conspiración, 
debieron animar a los reyes a la toma de una pronta decisión. 

Los dos años posteriores a la Bula fueron de relativa calma, mientras 
el aparato inquisitorial se ponía en marcha. Pero, a partir de octubre 
de 1480, actuó con una dureza extrema. En Sevilla, donde el número 
de judíos y de conversos era elevado, se produjo un éxodo masivo y 
una conspiración que, al ser descubierta, acentuó la represión. El am- 
biente se enrareció y la situación trascendió a otras partes de la mo- 
narquía. 

En la antigua Corona de Aragón, la nueva Inquisición iba a toparse 
con problemas. Los pasos dados para reavivar la vieja a principios de 
los ochenta estaban resultando infructuosos. El papa hubo de inter- 
venir (bula de 1482) ante los excesos que se detectaron, y se propuso 
la intervención episcopal, de forma que actuase conjuntamente con 
los inquisidores; pero el rey Fernando la rechazó. Se planteó entonces 
la unificación de los dos reinos (Castilla y Aragón) bajo la jurisdic- 
ción del Consejo y del Inquisidor General, en medio de claros signos 
de oposición. En consecuencia, Fernando tomaría a su cargo el nom- 
bramiento de los inquisidores. En 1485 los ánimos se exaltaron con 
motivo del asesinato en plena Seo zaragozana del inquisidor Pedro de 
Arbués. La represión no se hizo esperar; algunos linajes aragoneses de 
origen converso se vieron especialmente afectados por ella. 

A pesar de las quejas que llegaron hasta Roma, poco a poco, se fue 
creando el aparato burocrático que debía servir de soporte a la insti- 
tución. Se empezó funcionando con los dos inquisidores (San Martín 
y Murillo) que preveía la bula de 1478. A los dos dominicos escogi- 
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dos se debe las primeras acciones represivas, en particular las de Sevi- 
lla. Una nueva bula permitió en 1482 ampliar el número de inquisi- 
dores a siete, en tanto se constituían los primeros tribunales provin- 
ciales en Córdoba, Jaén y Ciudad Real. No obstante, el papa intentó 
recortar la autonomía de los inquisidores y poner freno a sus excesos, 
obligándoles de nuevo a actuar de acuerdo con los obispos o sus re- 
presentantes en la diócesis; durante el proceso, el defensor debía co- 
nocer quiénes eran los testigos, así como las pruebas presentadas. Un 
año después de la Bula, en 1483, se crea el Consejo de la Suprema y 
General Inquisición. A la cabeza estará el Inquisidor General, cargo 
para el que se nombra a fray Tomás de Torquemada. Con posteriori- 
dad, los tribunales provinciales se multiplican y para el 92 existe ya 
una tupida red de ellos extendida por el territorio peninsular. 

En las Instrucciones que Torquemada da a los inquisidores provincia- 
les se establece el método que la Inquisición ha de seguir en sus ac- 
tuaciones: publicación del edicto y exposición del mismo en lugares 
públicos, plazo variable (treinta, cuarenta u otro número de días) pa- 
ra confesar y abjurar de los errores propios o denunciar los de terce- 
ros, “penitencias públicas o secretas, según la infamia o calidad del 
delito o albedrío de los inquisidores y dénseles algunas penitencias 
pecuniarias que paguen en cierto tiempo”; por último, procedimien- 
to contra quienes no dijeren la verdad u ocultasen parte de ella. 
Durante el reinado de los Reyes Católicos, las actuaciones más con- 
tundentes se efectuaron en el susodicho tribunal de Sevilla, en el de 
Córdoba, de la mano del inquisidor Rodríguez Lucero, y en el de To- 
ledo, al batirse por sorpresa los núcleos de judaizantes. El problema 
se había agudizado, después que los monarcas decidieran la expulsión 
de los judíos que no se convirtiesen al cristianismo, pues el número 
de los falsos conversos aumentó. La pena capital, es decir, la hoguera, 
fue más frecuente en esta época que en ninguna otra de la larga histo- 
ria de la Inquisición; sin embargo, a partir de 1530 se convierte prác- 
ticamente en excepcional. En el breve reinado de Felipe el Hermoso y 
Juana I hubo, incluso, un acercamiento a los conversos. 

La persecución de los criptojudíos por parte de la Inquisición no ter- 
minaba con la presencia judía. Los hebreos seguían oficialmente per- 
mitidos en España, aunque sometidos a fuertes presiones para llevar- 
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los a la conversión. Los Reyes Católicos se dieron cuenta de que el 
problema continuaba sin resolver. No pocos conversos se sentían mo- 
vidos a volver a su antigua fe al contacto con sus viejos correligiona- 
rios. Era preciso, pues, acabar de una vez por todas con dicha presen- 
cia. Sin embargo, los monarcas valoraban también la calidad de la 
misma. No era sólo que los judíos, al igual que los conversos en gene- 
ral, intervinieran en sectores clave de la economía peninsular, sino 
que los propios monarcas les habían colocado a su lado en algunos 
puestos de importancia. Los nombres de Lope Conchillos, La Caba- 
llería, Santángel —de gran importancia en la puesta en marcha de la 
empresa descubridora— y Pérez de Almazán, entre muchos, son casi 
obligados a la hora de abordar el periodo. Otros, como al alguacil 
mayor de la aljama de Segovia, Abrahán Señero, o el abastecedor de 
las tropas durante la guerra de Granada, Samuel Abolafia, eran perso- 
nas relevantes. No sin vacilaciones, pues, se optó finalmente por la 
expulsión. El Decreto correspondiente se promulgaba el 31 de marzo 
de 1492, el mismo año del Descubrimiento y de la caída de Granada. 
El texto obligaba a los judíos, en un plazo de cuatro meses, a conver- 
tirse o abandonar los territorios de la monarquía. Así pues, los que 
habían decidido marcharse tuvieron que desprenderse de muchos de 
sus bienes, a veces malvendiéndolos, en un corto espacio de tiempo. 
Ellos formarán el grueso de la diáspora de judíos españoles (sefardíes, 
de Sefarad, España) repartidos por diversas zonas, la mayoría de ellas 
alrededor del Mediterráneo, cuyos descendientes han mantenido has- 
ta nuestros días la cultura y la lengua (el ladino) de sus antepasados. 
Es difícil calcular la cifra de los exiliados. Se maneja la de unos 
80.000, lo que supondría un cuarenta por ciento aproximadamente 
de los judíos existentes en suelo peninsular; los 120.000 restantes de- 
bieron convertirse al cristianismo. 

Aún se discute sobre las consecuencias a corto, medio y largo plazo 
de este exilio. Las referentes a los judeoconversos son más fáciles de 
concretar; las abordaremos más adelante. No así las de los que se fue- 
ron. Para algunos, la salida de tantos judíos supuso para España, en el 
momento de construcción del Estado y de su expansión ultramarina, 
una derrama de nefastas consecuencias socio-económicas, duraderas 
en el tiempo. Su principal punto de apoyo estriba en el relevante pa- 
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pel que en la sociedad en general, en las actividades mercantiles y, de 
forma particular, en las prácticas financieras desempeñó la comuni- 
dad judía. A ello ya nos hemos referido más arriba. Es cierto que la 
mayoría de la población hebrea representaba algo más que una mano 
de obra asalariada. Sus conocimientos, habilidades y capacidad para 
las relaciones les habían convertido, cuanto menos en el sector credi- 
ticio, en una pieza importante de la economía y la política española. 
Y no debemos de olvidar que las necesidades en este campo, en la 
época de los Reyes Católicos, pero también después, fueron crecien- 
do paulatinamente. Otros colectivos cubrieron, en parte, el terreno 
que ellos dejaron: genoveses, alemanes, portugueses u holandeses. 
¿Qué hubiese ocurrido de seguir ellos en España? 

Otras profesiones (médico, por ejemplo) se vieron también afectadas, 
al quedar estigmatizadas en parte por la fuerte presencia de hebreos 
en ellas. Pero, ciertamente, esta realidad no debe de exagerarse. Si la 
sociedad y la economía hispanas mostraron en los años sucesivos im- 
portantes carencias, no se debe tanto al abandono obligado de ciertas 
actividades por parte de los judíos, como a otras causas. Este mismo 
libro ha dado a lo largo de sus páginas varias claves al respecto (políti- 
ca practicada, presión fiscal, predominio de los valores nobiliarios, 
etc.). Más importantes efectos parece tener el propio fenómeno con- 
verso, es decir, el de los judíos pasados al cristianismo que se queda- 
ron en España. La propia Inquisición se había creado, no lo olvide- 
mos, por desconfianza hacia ellos. 

Los judeoconversos desempeñaron sin lugar a dudas un importante 
papel en la configuración de la cultura española del Renacimiento. 
No pocos nombres de autores del siglo xvi y de lo mejor de nuestro 
patrimonio se relacionan con familias conversas (Luis Vives, Fernan- 
do de Rojas, “Teresa de Jesús, Antonio de Nebrija, Juan de Vergara, tal 
vez El Brocense, Fray Luis de León, Francisco López Villalobos, An- 
drés Laguna, etc.). Sus aportaciones expresan con frecuencia sus in- 
quietudes y las de sus correligionarios, siempre bajo la espada de Da- 
mocles de la sospecha. Sin embargo, se trata más de un enriqueci- 
miento del acerbo cultural hispano, de hondas raíces cristianas, que 
de una cultura alternativa desde planteamientos diferentes. Por te- 
mor, pero sobre todo por convencimiento, estos herederos de cristia- 
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nos nuevos, en definitiva, ampliaron y enriquecieron la cultura espa- 
ñola común en diversos campos. La Filología en sus diferentes ramas, 
los estudios bíblicos y la Medicina constituyeron terrenos científicos 
muy frecuentados por las primeras generaciones de conversos (Anto- 
nio Domínguez Ortiz, Los judeoconversos, p. 171). 

El número de estos se había incrementado notablemente después de 
1492: los cristianos nuevos recientes se habían añadido a los antiguos 
conversos y sus descendientes. Y aunque la figura del judío tolerado 
había pasado a la historia, la problemática conversa, es decir la del 
cristiano bajo sospecha, seguía aún viva. La Inquisición debía de em- 
plearse a fondo y la sociedad, mayoritariamente cristiana, reaccionar 
en consecuencia. De la actuación de la primera conocemos ya las lí- 
neas maestras; en cuanto a la segunda, su acción se concretará en los 
llamados estatutos de limpieza de sangre. 

Desde el momento en que la presencia judía fue más combatida, tan- 
to por los cristianos viejos, cuanto, no lo olvidemos, por los neófitos 
cristianos, esto es, por sus antiguos correligionarios, los intentos de 
poner obstáculos al ingreso de los judíos y conversos en ciertos ofi- 
cios, profesiones e instituciones habían ido arraigándose en el cora- 
zón mismo de la sociedad hispana. Ya en la Edad Media se venían es- 
tableciendo restricciones para su acceso a determinadas instituciones, 
puestos y oficios. Toledo, con una importante presencia conversa, in- 
tentó en 1449 imponerlas en el cabildo municipal, pero no obtuvo la 
sanción regia. Cuando, más tarde, el arzobispo de Toledo Juan Martí- 
nez de Silicio trata de introducirlo en la ciudad, tras haber obtenido 
la aprobación del papa en 1555, en evitación de que pudieran ingre- 
sar en el poderoso cabildo catedralicio los conversos, su acción se 
convertiría en ejemplo a seguir por otros sectores sociales y profesio- 
nales, avivándose su recuerdo. 

Con los judíos exiliados y los judeoconversos bajo vigilancia inquisi- 
torial, quedaba por resolver el problema de la otra minoría religiosa 
mal asimilada: losmudéjares o moriscos. Los Reyes Católicos habían 
dado ventajas a los habitantes de Granada a la hora de ocuparla en 
1492: podían permanecer en sus tierras practicando su religión y 
obedeciendo en lo cotidiano a sus propias leyes. Sin duda se pensaba 
entonces en una próxima conversión de los mismos al cristianismo. 
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Para ayudarla se encargó al primer arzobispo de Granada, fray Her- 
nando de Talavera, confesor y hombre de confianza de la reina Isabel, 
de las tareas evangelizadoras. Pero los frutos tardaban en recogerse y 
la impaciencia crecía entre las autoridades. Para algunas, el momento 
era llegado de forzar la situación y tomar medidas más contundentes. 
Estas se desgranaron coincidiendo con la llegada a la Sede Primada 
de Toledo, en 1495, del futuro cardenal Cisneros, hombre más estric- 
to que su antecesor. Pero las acciones represivas condujeron finalmen- 
te a la revuelta de los musulmanes del Albaicín a partir de 1499, ex- 
tendiéndose luego al resto del Reino de Granada. Tras doblegarlos 
debieron abandonar sus casas y dispersarse por las Alpujarras. En 
1502, los Reyes decretaron la salida obligada si no se convertían; casi 
todos lo hicieron. La medida no afectó, sin embargo, a los muy nu- 
merosos que existían en la Corona de Aragón. Como en el caso ju- 
dío, aunque, por su volumen, menos traumático, algunos cruzaron el 
estrecho con rumbo al Magreb, otros se dispersaron por otras zonas 
peninsulares que habían quedado excluidas de la medida; pero hubo 
conversiones masivas, que el escultor de la Capilla Real de Granada 
supo captar con gran realismo. A la vez, la Inquisición se vio en la ne- 
cesidad de emplearse a fondo también con esta minoría. 

A diferencia de lo ocurrido con los judíos, el mantenimiento de la 
presencia de los moriscos en España hasta 1609 provocó otros pro- 
blemas, además de los propios derivados de las falsas conversiones. 
Como continuaban con sus formas tradicionales de vida, ocupaban 
oficios y trabajos deseados a veces por los cristianos (así, en el ámbito 
rural) y constituían en algunos lugares una amenaza para la seguridad 
del reino, la represión contra ellos fue una constante a lo largo de la 
centuria. Recordemos el momento de las germanías, cuando el poder 
de los menestrales se aplique de esta forma. 

Un nuevo levantamiento, éste de mayor intención y calado que el del 
Albaicín, tuvo lugar en tiempos de Felipe II (1568), en la abrupta zo- 
na de las Alpujarras, a dónde, en tiempos, habían llegado muchos de 
los que fueran expulsados de Granada. Como otras anteriores, esta 
rebelión vino precedida por decretos restrictivos para los moriscos. 
Los intentos de aplicarlos suscitaron la reacción de estos, en su mayo- 
ría agricultores (los de las urbes y sus inmediaciones se mantuvieron 
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por lo general al margen), en coincidencia esta vez con un periodo de 
seria amenaza turca en el Mediterráneo y de preparativos para contra- 
rrestarla. Había, pues, que actuar con rapidez. Las tropas del rey fue- 
ron dirigidas por el tercer marqués de Mondéjar y, más tarde, por 
Juan de Austria. La lucha fue encarnizada y las tropas reales debieron 
actuar en lugares de difícil acceso para acabar con la revuelta. Felipe 
IT ordenó la dispersión de los moriscos por toda Castilla (se calcula 
que afectó a unos 80.000) y sus puestos fueron ocupados los años si- 
guientes por repobladores llegados del Norte peninsular. 

El colectivo de los moriscos era abundante en la zona del Levante. 
Allí, además de la artesanía, cultivaban la tierra, la mayor parte de las 
veces sometidos a régimen señorial. Era en general una mano de obra 
apreciada y, en determinados sectores, como el sedero, mostraban 
una especial destreza en el manejo. Pero, en tiempos de Felipe III, el 
mismo año de la firma de la Tregua de los Doce Años, el rey aprove- 
chó la coyuntura para poner el punto final a la presencia de los mu- 
sulmanes en España. La medida no gustó en ciertos sectores de la no- 
bleza que se servían con buen aprovechamiento de la mano de obra 
morisca. Sólo las aldeas valencianas contaban con una población de 
23.045 familias moriscas (James Casey, El Reino de Valencia, p.6). Por 
eso, en el decreto de expulsión, se incluían medidas severas contra 
quienes ocultasen moriscos en sus casas y propiedades. Tras abando- 
nar el país, fue preciso repoblar la zona, que, como ocurriera con el 
Reino de Granada en su día, se resintió del vacío creado por el exilio. 
El Reino de Valencia perdía aproximadamente un tercio de su fuerza 
de trabajo. Salieron en total unos 300.000 moriscos (A. Domínguez 
Ortiz y Bernard Vincent, Historia de los moriscos, p. 201). Fueron 
reemplazados con gentes procedentes de los lugares próximos. El 
nuevo siglo veía así culminar el proceso de desmembración de las dos 
minorías religiosas herencia del Medioevo. 

Entretanto, durante toda la centuria, la Inquisición había venido 
acompañando el proceso. Ya hemos aludido a su actuación contra los 
criptojudíos, sobre todo en tiempos de los Reyes Católicos. Cuando 
este tema quedó un tanto agotado, los moriscos pasaron (junto a los 
protestantes, erasmistas e iluminados) a ocupar una posición relevan- 
te entre los encausados. Los tribunales levantinos de Valencia y Zara- 
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goza desplegaron una actividad importante sobre el colectivo entre 
1586-1596 en el primer caso y 1581-1585 y 1586-1590 en el segun- 
do. Los años anteriores a la expulsión, y los primeros después de la 
misma, conocieron también una gran actividad en ambas institucio- 
nes. 

La aportación de los moriscos a la cultura española del Renacimiento 
fue más débil que la de los judeoconversos y la de sus antepasados 
musulmanes de la Edad Media. A diferencia de estos, se situaron 
prácticamente al margen de ella, ocupados en oficios y menesteres 
considerados de menor rango desde el punto de vista social. Pocos 
nombres de personajes importantes de antiguas familias conversas 
musulmanas se pueden reconocer en ese ámbito. Perduró en la arqui- 
tectura y las artes decorativas cierto gusto por el mudéjar, en el siglo 
xvi ya más atenuado. Algunos autores descubren también en la místi- 
ca española de la época influencias sufíes, es decir, de una secta mu- 
sulmana. Pequeños relatos y leyendas moriscas penetraron en la lite- 
ratura. Cervantes es, quizás, el ejemplo más significativo a este res- 
pecto, como se deduce de la lectura de su Quijote y de algunas otras 
obras suyas. Su larga estancia en el Norte de África influyó sin duda 
en ello. No obstante, donde la huella morisca caló más es en la cultu- 
ra popular. Elementos lingúísticos y, sobre todo, determinadas tradi- 
ciones culinarias dejaron su impronta en la cocina hispana, algunos 
de los cuales llegan hasta nuestros días; pero lo más probable es que 
esta influencia actuase más fuertemente en los tiempos de la Recon- 
quista. 

El Santo Oficio, nombre con el que también se conocía a la Inquisi- 
ción, recibió nuevo ordenamiento en 1561, época del inquisidor ge- 
neral Fernando Valdés, en tanto se adaptaba para los nuevos tiempos. 
En 1559, este personaje había mandado publicar un Índice de libros 
prohibidos, que se unía al de 1551 y recogía nuevas obras y autores 
que no podían leerse sin autorización expresa, so pena de condena. El 
aparato inquisitorial se había puesto a prueba con eficacia a lo largo 
del extenso periodo que había transcurrido desde su creación. Para 
1570, fecha de la puesta en marcha del tribunal de Logroño, la red 
estaba prácticamente cerrada. Sus actuaciones contra los falsos con- 
versos judíos, durante la época de efervescencia del problema, habían 
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sido implacables y ahora lo estaban siendo también con los moriscos 
que seguían practicando su religión. Pero el siglo xvi no sólo conoció 
problemas de relación entre la mayoría cristiana y las minorías de ori- 
gen judío y musulmán; en el interior de aquélla existieron también 
fuertes tensiones. 

La Europa de finales del Medioevo y comienzos de la Edad Moderna 
había sido testigo de una gran efervescencia religiosa y espiritual. Los 
grandes cambios en el ámbito de la cultura que tuvieron lugar en la 
época, unidos a la situación de crisis en que vivía la Iglesia, sirvieron 
como telón de fondo a una gran inquietud que recorrió de cabo a ra- 
bo nuestro continente. España, como no podía ser menos, participó 
también de este ambiente. 

De entre los movimientos religiosos y de espiritualidad que surgieron 
al calor del mismo, el de la reforma protestante fue, sin duda, el más 
espectacular y el de alcance más duradero; pero, junto a él, incluso 
precediéndole, emergieron otros que no se deben olvidar, aunque su 
influjo general haya sido más limitado. Nos referimos al erasmismo, 
el iluminismo y la mística, ésta última profundamente renovada a 
través de España. Además de la relevancia que en el campo religioso- 
espiritual tienen, ellos mismos suponen también un componente es- 
encial de la cultura europea. Acompañando su resurgir, la Iglesia Ca- 
tólica había iniciado una reforma, tímida al principio, que más tarde 
se ahondará, al verse animada y reforzada por el Concilio de Trento 
(1545-1563). 

Todos estos movimientos, a pesar de la diversidad de planteamientos, 
temas, experiencias y actitudes, parecen tener un denominador co- 
mún: la interioridad espiritual (Melquiades Andrés, Alumbrados, eras- 
mistas, luteranos y místicos). Beben del manantial descubierto por la 
Devotio Moderna, que sugiere el abandono de lo espectacular y mecá- 
nico en el comportamiento religioso y su sustitución por una religio- 
sidad más íntima, simplificada, interior y sincera. El ambiente ha ve- 
nido siendo preparado por escritores como Groote y Radewijns, am- 
bos del siglo XIV y considerados padres del movimiento. Pero, sobre 
todo, es Tomás de Kempis y su libro Imitación de Cristo el que más 
influye en España. De las cuatro ediciones que, cuanto menos, se ha- 
cen de su obra entre 1488 y 1495, tres son en castellano y una en va- 
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lenciano. Junto a este autor, otros tantos se popularizan entre los es- 
pañoles, alcanzando un importante número de lectores: Dionisio Ri- 
cjkel, cartujo flamenco del siglo xw conocido vulgarmente como 
Dionisio el Cartujano; Ludolfo de Sajonia, autor de una muy difun- 
dida Vida de Cristo y Gerardo de Lieja, que lo es a su vez de un curio- 
so libro titulado Ensañamiento del corazón. 

Tampoco podemos olvidarnos de la mística oriunda de Flandes y de 
la cuenca del Rin, cuyos máximos representantes son el Beato Suso, 
primero que, al parecer, es conocido en España; Juan Tauler y el ma- 
estro Eckhact, a caballo todos ellos entre los siglos xiii y xiv. Sin em- 
bargo, su influencia en España fue menor que la de los promotores 
de la Devotio, nutriéndose la mística hispana de fuentes autóctonas. 
La corriente humanista en nuestro país está marcada por la presencia 
de la obra de Erasmo (m. 1546), figura que pasó de tener entre noso- 
tros el más alto reconocimiento a la condena y el ostracismo. Su hue- 
lla fue con todo profunda en nuestra cultura renacentista. El empera- 
dor Carlos lo consideró durante algún tiempo como una lumbrera. 
Pero, más tarde, con la revuelta protestante ardiendo, la aparición de 
textos del humanista entre los libros de algunos herejes apresados por 
la Inquisición (caso de fray Alonso Ruiz de Virués), el espíritu refor- 
mista y crítico del humanista holandés se convirtió en una amenaza. 
Hacia 1516 había sido invitado por el propio cardenal Cisneros para 
que visitara ese foco de renovación humanista que creó en la Univer- 
sidad de Alcalá de Henares; pero Erasmo declinó la invitación. A pe- 
sar del rechazo, su fama crece en los cenáculos intelectuales y refor- 
mistas y su obra se difunde rápidamente por una España abierta cul- 
turalmente al resto de Europa. En 1518 y 1524 se publican respecti- 
vamente la Institución (Valladolid) y su famosa e influyente obra el 
Enquiridión, tras recibir en 1526 el visto bueno del Santo Oficio. A 
su calor surge una pléyade de escritores influidos por la obra erasmia- 
na: Juan de Vergara, autor del Viaje a Turquía, Luis Marlani, Alfonso 
de Valdés (Diálogo de Mercurio y Carón), el mismo poeta Jorge de 
Montemayor, y ya más lejano en el tiempo, el propio Cervantes. 
¿Cuáles son las razones de este éxito? 

La situación española, sin ser dramática como en otras partes de Eu- 
ropa, era de inquietud en lo religioso y espiritual. En algunos centros 
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se había ya iniciado un proceso de reforma y renovación antes de que 
Lutero desafiase al papa. Recordemos el llevado a cabo dentro de la 
orden franciscana en Castilla, uno de cuyos miembros cualificados, el 
cardenal Cisneros, había creado ya la citada Universidad. O el de los 
benedictinos en Valladolid y, en general, el de las órdenes contempla- 
tivas de la antigua Corona de Castilla. El proceso se avivó después 
con Trento, incorporándose también a la reforma los carmelitas. Las 
inquietudes de algunos miembros de las minorías religiosas se encau- 
zaron, pues, a través de las reformas de Erasmo. El desarrollo de la 
imprenta en nuestro país, base primordial para la divulgación de su 
obra, y el respaldo que el emperador había conferido al holandés en 
las primeras décadas de su reinado, ayudaron igualmente a la difusión 
de sus ideas. 

Erasmo proponía básicamente —como nos sugiere el Enquiridión— el 
hermanamiento de la cultura clásica con el cristianismo, una síntesis 
sin duda propia del espíritu renacentista. En el fondo se trataba de 
mantener la concordia entre fe y razón, alianza combatida por el no- 
minalismo, cuyos seguidores habían aumentado en la época. En el 
plano más estrictamente personal era necesario purificar las costum- 
bres y practicar la virtud, tema éste muy querido de los clásicos. En 
lo espiritual, abogaba por una religiosidad interiorizada, a la manera 
de la Devotio, sobria en las afirmaciones dogmáticas, que gusta de la 
sencillez y, por lo tanto, donde los aspectos litúrgicos y externos apa- 
recen como secundarios. Se trata de una religión cristológica, es decir, 
centrada en la persona de Jesús, donde la Biblia, la palabra de Dios, 
adquiere una gran importancia y, dentro de ella, toma prioridad el 
Nuevo Testamento sobre el Viejo. No se desdeña tampoco los escri- 
tos de los Santos Padres (Orígenes, San Ambrosio, San Jerónimo, San 
Agustín, etc.), cuyas aportaciones tienden a colocarse por encima de 
las de los escritores escolásticos. En última instancia se propone la 
perfección del cristiano, el triunfo del espíritu sobre la carne, que nos 
permite elevarnos sobre las cosas terrenas. Para lograrlo, el cristiano 
necesita de la gracia divina, que, por otro lado, se muestra accesible a 
quien la solicita. Todo ello apoyado en la oración, cuya práctica ha de 
acompañarse —según propone Erasmo en su Enquiridión— de la cari- 
dad. Quien así obra es un ser libre, cuya autonomía proviene en par- 
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te de su capacidad para enjuiciar la realidad por medio del discerni- 
miento personal, apoyado en la luz de Cristo. 

El erasmismo, como hemos expresado, se extendió por los cenáculos 
intelectuales hispanos. Pero, para muchos, se trataba de una religiosi- 
dad demasiado racionalista y fría; por ello encauzaron sus inquietu- 
des espirituales a través de otros movimientos más intuitivos, afecti- 
vos y espontáneos. Esta tarea cumplió en nuestro país al movimiento 
alumbrado o iluminado en sus diferentes variantes. 

Los comienzos del mismo son muy tempranos, anteriores a la Refor- 
ma: remontan a principios de la década de los diez. Se vincula en 
torno a algunos palacios de la nobleza castellana, incluida la de un 
cierto pedigrí (duque del Infantado y marqués de Villena, en sus cen- 
tros respectivos de Guadalajara y Escalona, en Toledo; también, tal 
vez el duque de Alba en su palacio de Piedrahita en Avila), pero con 
algunos judeoconversos entre sus miembros. Otras ramas del movi- 
miento penetran en Castilla la Vieja hasta Valladolid, con sendos fo- 
cos posibles, en Ávila y Salamanca, de carácter menos aristocrático. 
Pero el núcleo fuerte se mantiene en Castilla la Nueva: a los ya cita- 
dos hay que sumar Cuenca, Pastrana y Madrid. Aparte de los nobles, 
se trata por lo general de gentes que proceden de oficios y profesiones 
diversas (Gaspar de Bedoya es cura y Pedro Ruiz de Alcaraz —cerebro 
del grupo— es contador), y hay también algunas mujeres (Isabel de la 
Cruz, de la Orden Terciaria franciscana y de origen burgués; María 
Cazalla, hermana de fray Juan; la beata Francisca Hernández, devota 
de ésta, etc.). 

Tan restringido grupo se caracteriza, en general, por su escaso conte- 
nido intelectual (a pesar de la lectura de libros y del influjo de Juan 
de Valdés sobre el que era su paje, Ruiz de Alcaraz), así como por una 
marcada sensibilidad. Sus puntos en común con los místicos han lle- 
vado a considerarlos como miembros de un mismo movimiento. En 
efecto, también ellos pretenden a su manera una unión íntima con 
Dios basada en el amor desinteresado y la experiencia personal, y pa- 
ra ello utilizan algunas de las vías propuestas por la mística. Sin em- 
bargo, a diferencia de lo que ocurre en ésta, los iluminados adoptan a 
la larga una actitud pasiva, de inacción, que les lleva a querer abando- 
narse (de ahí el nombre que también se les da de dexados) a la quie- 
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tud que espera recibir todo del Otro (algunos les asimilan a los “quie- 
tistas”). Por eso todo esfuerzo por parte del hombre resulta espiritual- 
mente vano. De ahí su desprecio hacia las obras y acciones humanas; 
también hacia el culto, las ceremonias, los ritos, las penitencias exter- 
nas y la oración recitada. El énfasis se pone en la comunicación per- 
sonal y directa con Dios por medio del amor, no por la razón, sino, 
simplemente, a través de ese abandono o dejamiento para que Él ac- 
túe y opere en el cristiano, que lleva a dejar en suspenso el entendi- 
miento, a acallarlo. Además, el móvil no puede ser el castigo o la re- 
compensa final. 

Las connotaciones teológicas de esta actitud son fáciles de deducir: el 
sujeto se sitúa en lo trascendente, por encima del bien y del mal; libre 
por tanto de tentaciones (no es preciso por tanto resistirlas) y de pe- 
cado (“impecabilidad”), que hace innecesario por tanto el sacrificio 
redentor de Cristo, su carácter mediador entre el hombre y el Padre: 
“El amor de Dios en el hombre es Dios”. Se ha llegado a hablar en 
este sentido de “autodidactismo moral y espiritual”. 

Por lo que se refiere a la mística hispana, se decanta hacia 1530 por la 
vía del recogimiento. Hasta entonces, desde finales del xv al menos, 
había recibido la influencia de la mística flamenco-renana, cuyos au- 
tores más importantes hemos referido más arriba. Tampoco es descar- 
table la suffí. La codificación de la mística hispana, en todo caso, se 
realiza en la época ya mencionada a través de los franciscanos Bernar- 
dino de Laredo y, sobre todo, Francisco de Osuna, aunque también 
interviene Bernabé de Palma. Su culmen se alcanza con las grandes fi- 
guras del Carmelo reformado, santa Teresa de Jesús y san Juan de la 
Cruz; san Pedro de Alcántara, y con nombres habitualmente menos 
conocidos como fray Juan de los Ángeles, el beato Nicolás Factor o 
Antonio Sobrino. El propósito de los místicos es el mismo que el de 
los iluminados: la unión espiritual del hombre con Dios; pero el ca- 
mino y las consecuencias teológicas son diferentes. Un relativista de 
nuestros días, sin duda, tendería a minimizarlos a favor del común 
objetivo perseguido por unos y otros. Sin embargo, las diferencias 
existen. 

El camino de la unión con Dios pasa, para Osuna, —del que bebe 
santa Teresa y san Juan de la Cruz— por la entrada del hombre en sí 
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mismo, en su interior. Es allí donde éste encuentra el apetito natural 
de ir a Dios. Según sus propias palabras: 


“Y esto se hace tornando el hombre sobre sí, para desde sí mesmo 
subir a Dios; ca ninguno puede subir a Él si primero no entrase den- 
tro de sí; e con cuanta más fuerza o más profundamente entrare, tan- 
to subirá más alto (...), y le acontece como a la pelota, que tanto su- 
be más alto cuanto da mayor golpe consigo en tierra (Tercer abeceda- 
rio espiritual, tr. 18, cap. IL, 522). 

Por tanto, la fuerza del hombre se halla en su núcleo más íntimo, 
desde donde se trasciende para entrar en la esfera del encuentro con 
Dios. Mediante esta operación de recogimiento (de ahí el nombre 
que reciben de “recogidos”), el hombre vive una experiencia personal, 
que es, al mismo tiempo, intransferible. Parangonándolo con los li- 
bros de caballerías que hacían furor en la época, diríamos que la mís- 
tica propone una aventura interior, en tanto la de aquellos es exterior, 
hacia fuera. 


Pero este camino de ascenso no es fácil ni directo como en el caso 
de los alumbrados; es escalonado: cada momento de él es síntesis de 
los anteriores y permite la capacidad de auto trascenderse que prelu- 
dia el siguiente. Por eso, alguien ha hablado de un camino oblicuo, 
en espiral o parabólico. En la tradición mística sigue tres vías: la pur- 
gativa, la iluminativa y la unitiva. A través de dicho camino, el hom- 
bre descubre la nada de su ser; pero al encontrarse en el centro del al- 
ma con la verdad divina como luz y vida palpitante se trasciende. 
Dios, según san Juan de la Cruz: 

“esencial y presencialmente está escondido en el íntimo ser de tu 
alma (...) ¿Cómo no lo hallo ni lo siento? (...). Porque está escondi- 
do y tú no te escondes (...) hasta lo escondido donde él (...) está. 
Quedando escondido con él te sentirás como escondido (...) y le 
amarás y gozarás en escondido y te deleitarás con él escondido” 
(Cántico espiritual, 1, 6-0). 

A diferencia de los alumbrados, la mística nos propone un queha- 
cer, una empresa que pertenece al hombre completo: persona, espíri- 
tu, entendimiento, memoria y voluntad. La afirmación de la integra- 
ción del hombre en sí mismo para unirse con Dios es pieza funda- 
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mental en la mística española de la Edad de Oro (Melquíades An- 
drés). Se sigue, pues, a Jesucristo con todo el ser. No separa como in- 
conciliables vida activa y vida contemplativa, Marta y María; refle- 
xión y experiencia mística, teología mística y escolástica. Finalmente, 
los místicos se consideran insertos en la Iglesia y obedientes a sus en- 
señanzas e instrumentos de salvación. 


Delante de estos movimientos de espiritualidad, la Inquisición se 
mostró ojo avizor, para después actuar. Aunque las sospechas se ex- 
tendieron a los místicos, y los grandes reformadores del Carmelo 
(santa Teresa y san Juan de la Cruz) estuvieron durante algún tiempo 
en su punto de mira, al final obtuvieron el reconocimiento debido e, 
incluso, terminaron siendo elevados a los altares. Sin embargo, no co- 
rrieron la misma suerte los erasmistas y alumbrados. Sobre ellos des- 
cargó el aparato inquisitorial su fuerza. En los primeros, incluyendo 
algunas obras de Erasmo en el Índice, censurando otras y persiguien- 
do, en su calidad de judeoconversos, a algunos de sus seguidores. En 
1533 es detenido Juan de Vergara, aunque después del juicio quedara 
absuelto del delito de herejía y reintegrado en su estatus social. No 
obstante, el influjo cultural del erasmismo continuó subrepticiamen- 
te a lo largo del siglo xvi, según hemos expresado. En cuanto a los 
alumbrados, el movimiento resultará prácticamente erradicado muy 
pronto, evolucionando con posterioridad hacia actitudes de corte vi- 
sionario, ilusiones e, incluso, histerias. En 1524 se apresó a los dos 
cabecillas del mismo: Ruiz de Alcaraz e Isabel de la Cruz. 

La actitud entre desconfiada y represiva del Santo Oficio hacia es- 
tos movimientos debió mucho a la reforma protestante. La amenaza 
de nuevos cismas o de que terminasen evolucionando hacia los presu- 
puestos luteranos inquietaba al Tribunal. Por otro lado, la extensión 
de la Reforma a varios países europeos, ¿no parecía avisar también de 
su pronta aparición en España? El reino estaba abierto a los contactos 
con el resto de los países del continente, incluidos aquellos donde la 
herejía protestante había prendido. "Tampoco debían de rechazarse 
posibles peligros de infiltración en la propia Iglesia española. Sin em- 
bargo, durante algún tiempo, en plena efervescencia de la ola protes- 
tante, resultaba difícil a las autoridades religiosas e inquisitoriales dis- 
cernir las diferencias entre los diversos movimientos, máxime cuando 
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compartían elementos comunes, las diferencias teológicas y pastorales 
no estaban bien fijadas todavía y la información de que se disponía 
no era aún muy completa. No será por tanto hasta el reinado de Feli- 
pe II, cuando se detecten los focos de Sevilla y de Castilla la Vieja 
(Valladolid, Palencia, Zamora y Toro), que el Santo Oficio se decida 
a actuar con contundencia. 


El de la capital andaluza estaba representado por un cuerpo selecto 
de seguidores filo protestantes. Una parte de él se articularía en torno 
al monasterio jerónimo de San Isidoro del Campo, próximo a Sevilla. 
Se trataba de los monjes Antonio del Corro, a la sazón sobrino del 
inquisidor del mismo nombre; Casiodoro de la Reina y Cipriano de 
Valera. A ellos debemos añadir los nombres de Juan Pérez de Pineda, 
Pedro Núñez Vela, Juan Gil, llamado el doctor Egidio, canónigo de 
la catedral de Sevilla, y Constantino Ponce de la Fuente entre otros. 
La mayor parte de ellos consiguieron huir a tiempo de la Inquisición 
y llegar a tierra segura. Juan Pérez a Ginebra, aunque murió más tar- 
de en París; Corro a Francia y después a Inglaterra, donde obtiene la 
cátedra de Teología de la Universidad de Oxford; Nuñez Vela pasa a 
Suiza desde Italia y allí se convierte en profesor de griego en la Uni- 
versidad de Lausana. En fin, Casiodoro hace un largo periplo por va- 
rios países protestantes y, en 1569, publica en Basilea la primera tra- 
ducción al español de la Biblia, creando posteriormente en Amberes 
una congregación literaria. En cuanto a Valera, se refugia en Inglate- 
rra y publica en Londres una traducción del Nuevo “Testamento; más 
tarde, en Amsterdam, realiza una nueva edición de la Biblia de Casio- 
doro, convirtiéndola plenamente en protestante (supresión de los li- 
bros deuterocanónicos — Tobías, Macabeos, Eclesiastés, etc.— y prima- 
cía de los textos griegos y hebreos originales sobre la traducción de 
san Jerónimo). Casi todos, así pues, se convirtieron en figuras rele- 
vantes de la reforma europea a través de sus enseñanzas, comentarios 
a los libros sagrados y publicación de obras de carácter teológico, 
donde se divulgarán los puntos fundamentales del protestantismo. A 
Juan Pérez se debe una Epístola consolatoria, publicada en 1560, que 
trata de consolar a los protestantes españoles ante la persecución su- 
frida; a Corro un comentario a la Epístola a los Romanos, donde rea- 
liza una apología de la justificación por la fe luterana; en tanto que 
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Núñez Vela, más moderado, aboga por la revisión de los textos anti- 
guos con criterios científicos. A Reina y Valera corresponde, según vi- 
mos, la traducción castellana de las Sagradas Escrituras más divulgada 
entre los protestantes españoles. 


La presencia de este foco se relaciona con las características de la 
ciudad de Sevilla en la primera mitad del siglo xvi: apertura al exte- 
rior gracias a su puerto, cosmopolitismo, presencia de círculos eras- 
mizados, buen mercado de libros, imprenta y reforma del arzobispo 
Alonso Manrique. Pero también con los vínculos de amistad e inte- 
lectuales que se establecieron entre los implicados. Algunos llegarían 
a Sevilla impregnados de ideas luteranas; otros, sensibilizados por las 
reformas a través de las obras de Erasmo, se dejaron ganar por las 
ideas que les ofrecían los ya convencidos (éste debió de ser el caso del 
doctor Egidio, al que trató Valera). 

La Inquisición no pudo cebarse sobre ellos, pues, como hemos 
afirmado, la mayoría escapó antes. Sin embargo, algunos fueron apre- 
sados y condenados: Egidio, en 1552, a abjurar de varias proposicio- 
nes consideradas heréticas que había manifestado, a un año de cárcel 
y a otras penas leves; por su parte, Ponce muere en prisión, siendo 
quemado simbólicamente, en efigie, al igual que otros que habían 
huido (Vargas). 

Mucha peor suerte tuvieron los miembros del foco castellano. Se 
trataba también de varios clérigos: Agustín Cazalla, canónigo de la 
catedral de Salamaca y capellán de la Corte; Pedro Cazalla, párroco 
de Pedrosa; fray Domingo de Rojas, dominico de San Esteban de Sa- 
lamanca, y, en general, los religiosos del monasterio de Belén. Junto a 
ellos, Carlos de Sessa o Seso, el abogado Antonio de Herrezuela, etc. 
Había también varios nobles con antecedentes judíos. Era, por tanto, 
un foco más difuso geográficamente que el sevillano, y, en general, 
formado por elementos de menor talla intelectual. En contraposi- 
ción, los contenidos de su pensamiento al momento de ser detenidos 
son nítidamente protestantes. No hay pruebas de conexión con el fo- 
co de la ciudad andaluza. 


Los contactos tradicionales de Castilla con la Europa del Norte, 
fortalecidos con la llegada de Carlos 1 al trono de España, están, sin 
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duda, en la base de esta presencia en la zona (Agustín Cazalla había 
pasado algún tiempo en Alemania antes de venir a la Península). Las 
relaciones personales fueron ampliando el círculo de conocidos, aña- 
diéndole nuevos miembros. Pedro Cazalla extendió la nueva doctrina 
entre sus feligreses y, a través de él, debió también de pasar a Vallado- 
lid, infiltrándose en centros religiosos y nobiliarios de la ciudad con 
raíces conversas. En general penetró menos en los medios populares 
que el sevillano. El método fue también diferente, pues el papel que 
en éste correspondió al púlpito, tocaría en Castilla a los coloquios y 
discusiones cerradas. En ellos se debatía principalmente sobre el pur- 
gatorio, el valor de la misa y la eucaristía, según nos precisan las fuen- 


tes del Santo Oficio. 


La Inquisición descubrió a sus miembros, empleándose después se- 
veramente con ellos. Como conclusión del proceso, en mayo y octu- 
bre de 1559 y 1560 respectivamente, tuvieron lugar sendos magnos 
autos de fe en la Plaza Mayor vallisoletana. Este tipo de actos, a la sa- 
zón extremadamente costosos, se celebraban a la luz pública y con la 
máxima solemnidad y teatralidad. Felipe II en persona, junto a otras 
autoridades, los presidió en esta ocasión. 


Estas se situaban normalmente sobre un tablado, donde se senta- 
ban también los notarios. El comienzo del auto tenía lugar el día an- 
tes, con la procesión por medio de las calles de los condenados y los 
“familiares” del Santo Oficio acompañándoles, portando la cruz ver- 
de de la Inquisición. Al siguiente se celebraba misa solemne, donde se 
pronunciaba un encendido sermón, y a continuación se leían los de- 
litos de cada uno de los acusados, así como la pena que les había to- 
cado o si eran objeto de reconciliación. Algunos, arrepentidos o te- 
merosos, confesaban sus pecados al religioso encargado a la sazón. A 
quienes correspondía la pena máxima se les separaba del resto de los 
condenados, entregándoles al poder civil para que éste procediese a 
su ejecución (la hoguera), acto que tenía lugar en zona apartada. El 
auto cumplía así tres funciones importantísimas: de exaltación públi- 
ca del catolicismo triunfante, de expresión colectiva del rechazo social 
de la herejía, así como de sometimiento público a la más estricta ob- 
servancia. En definitiva, el auto estaba “encaminado a mover senti- 
mientos colectivos, a sobrecoger corazones y a provocar un fuerte im- 
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pacto psicológico en las conciencias” (M. Victoria González de Cal- 


das, Nuevas imágenes del Santo Oficio en Sevilla: el auto de fe, p. 239). 
El de Valladolid, sin duda, lo consiguió. Dividido en dos partes, la 


primera se desarrolló en mayo de 1559. Las ejecuciones sumarias tu- 
vieron lugar inmediatamente después de la celebración del auto. Sin 
embargo, a los principales cabecillas del movimiento, entre un total 
de treinta personas, no les tocó hasta la segunda fase. Carlos de Sessa 
o Seso aparece como el principal teórico de la Reforma en Castilla. 
Condenado a la pena máxima, hace profesión de fe protestante por 
escrito y muere. De los que fueron entregados a la justicia, unos 
ochenta sufrieron la pena capital, pero sólo doce fueron quemados 
vivos. 


Con la extirpación rápida de los focos protestantes, el peligro de 
extensión de la herejía quedó conjurado. Hubo algunos brotes más 
de menor importancia en Logroño, Murcia y Toledo, que fueron ata- 
jados con la misma contundencia. En estas circunstancias, no pode- 
mos saber lo que hubiesen dado de sí de haber sobrevivido. El núme- 
ro total de los procesados no debió superar los 200, aunque se llegara 
a pensar que eran más. Entre ellos figura variedad de oficios: hay al- 
gunos sacerdotes entre los cabecillas, además de monjas, nobles, 
miembros de oficios públicos, artesanos varios, mujeres, etc. Los de 
origen converso están presentes en éste al igual que en los anteriores 
movimientos analizados, incluido el comunero. Se trata por lo gene- 
ral, como ya vimos, de elementos inquietos, de buen nivel cultural y, 
a veces, mal integrados en la sociedad cristiano vieja. 


El mismo año que se celebraba el auto de fe de Valladolid, el Santo 
Oficio detenía al arzobispo de la Sede Primada Bartolomé Carranza, 
dando origen a un larguísimo proceso de unos diecisiete años, hasta 
1576, de los que el prelado pasaría ocho en la cárcel. Se acusaba al 
dominico de connivencias doctrinales con el luteranismo y de en- 
cuentros con luteranos, entre ellos un condenado perteneciente al fo- 
co castellano que había logrado escapar. La importancia del personaje 
(profesor, teólogo de prestigio, participante en el Concilio de Trento, 
consejero religioso de la reina católica de Inglaterra María “Tudor, 
hombre de confianza de Felipe II al comienzo de su reinado, sucesor 
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en el arzobispado de Toledo de Silicio), la duración del proceso y el 
desenlace del mismo tuvieron un enorme impacto, convirtiendo el 
caso en una pieza clave de la actuación inquisitorial en la época y del 
conflicto entre el rey y el papado de cara a asegurarse el control de la 
vida religiosa e intelectual ante los progresos de la herejía. 


El arzobispo aparecía implicado en los testimonios de varios pro- 
testantes del foco de Castilla. Además, sus Comentarios al catecismo 
cristiano, obra publicada en Amberes en 1557, se mostraban a ojos de 
sus detractores contaminados de luteranismo. Por si fuera poco, va- 
rios monjes le habían acusado de confortar al emperador en sus últi- 
mos momentos, a su paso por Yuste, con expresiones de dudosa orto- 
doxia. 


Como Carranza conocía los métodos de la Inquisición, para esca- 
par a su condena, actuó en dos direcciones: prolongando el proceso e 
intentando poner su causa en manos del papa. Lo primero, en efecto, 
se logró, si bien no en los términos deseados por el arzobispo, pues 
moriría antes de que se diese a conocer el fallo. Lo segundo, en cam- 
bio, llevó a la pugna entre Felipe II y el papa Pío IV, ya que aquel no 
aceptaba que la causa fuese vista fuera de sus dominios, ni que la In- 
quisición española viese menguada su autoridad. Los padres concilia- 
res encargados de revisar los Comentarios se expresaron mayoritaria- 
mente a favor de exculparlos de sospechas de herejía. Ello, unido a la 
presión del nuevo papa, Pío V, consiguió que el monarca cediese, pu- 
diendo Carranza viajar a Roma (1567). 


La tensión entre Felipe II y la Santa Sede debió de hacer un flaco 
favor a la causa de la reforma católica. El proceso se prolongó aún 
por nueve años en Roma, sin que el prelado conociese los resultados, 
pues murió en la Ciudad Eterna en 1576. La sentencia, con todo, no 
le fue del todo favorable: se consideraba que su obra estaba “contami- 
nada” por Lutero y Melanchthon, razón por la que era considerado 
“vehementemente” sospechoso de herejía y se le condenaba a abjurar 
de dieciséis proposiciones; además, el Catecismo quedaba prohibido. 
Aceptado lo cual, era absuelto, si bien no podía volver a ocupar el Ar- 
zobispado hasta pasados cinco años; mientras, debía vivir en el con- 
vento dominico de Orvieto (Italia). 
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Con independencia de los contenidos teológicos de sus escritos, la 
historiografía que se ha ocupado del tema considera que, en el suce- 
so, intervinieron otros agentes. Carranza, cuyo prestigio y poder ha- 
bían llegado a ser enormes, tenía no pocos enemigos. Es posible que 
Fernando Valdés, arzobispo de Sevilla e Inquisidor General, intervi- 
niese a fin de que le procesasen, aunque el Santo Oficio necesitara 
para hacerlo, por tratarse de un miembro del episcopado, autoriza- 
ción del papa y el visto bueno del propio rey. Otros obispos (entre 
ellos el propio Valdés que lo había sido también de Oviedo y Sigien- 
za) pudieron sentirse aludidos por las acusaciones que Carranza había 
lanzado contra el absentismo de los prelados en su Controversia de 
1547. Tampoco se descarta la intervención de sus rivales teológicos 
en los debates, a veces acalorados, de la época, como Melchor Cano y 
algunos considerados tradicionalistas, ante las posturas mantenidas 
por el Arzobispo en ciertos temas controvertidos. Por último, Felipe 
IT se sentía ofendido con las acusaciones de herejía que algunos mon- 
jes de Yuste habían vertido contra Carranza, cuando éste auxiliaba es- 
piritualmente al Emperador, su padre. Ello explica que diese el visto 
bueno para que se iniciara el proceso. Sin embargo, en cuanto a los 
contenidos doctrinales se refiere, el estudioso del tema, Telechea Idí- 
goras, considera que no hay dudas acerca de la ortodoxia de Carran- 
za. 


El Concilio de Trento, donde la participación de los españoles, en- 
tre ellos el propio Carranza, había sido tan decisiva, cerró sus sesiones 
en 1563. La Iglesia Católica fijaba sus posiciones con respecto a las 
propuestas protestantes en temas como la justificación por la fe, el 
sacerdocio universal, la sola Escriptura o los sacramentos. A pesar de 
las vicisitudes por las que había pasado el Concilio durante su desa- 
rrollo, al final se había dado un fuerte impulso para su conclusión. Se 
marcaban las líneas de la pastoral, se reformaba la liturgia, se estable- 
cían los cánones y se proponía el modelo de sacerdote y de obispo 
que quería la Iglesia Católica. Todo ello representaba un fuerte im- 
pulso para la consolidación del Catolicismo y para su avance en Eu- 
ropa y los territorios ultramarinos. El último tercio del siglo xvi se 
anunciaba como menos permeable a nuevas ideas y propuestas que lo 
había sido la primera mitad de la centuria en general, pero más ho- 
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mogéneo y estable para afrontar el reto de la reforma protestante y re- 
novar la Iglesia por dentro, recogiendo las ansias reformistas de mu- 
chos. ¿Cómo fue la recepción del Concilio en España? 


A diferencia de otros países europeos, en España Felipe II se apres- 
tó a aprobar los decretos conciliares al año siguiente de su publica- 
ción, como correspondía a quien había heredado el título de Monar- 
ca Católico y había hecho de la defensa del catolicismo su causa. 
Unos años antes había pedido a los superiores de las distintas órdenes 
religiosas, mediante circulares, que rezasen y alertasen a sus fieles para 
remediar el estado con que se hallan las cosas de nuestra religión. Tan 
sólo se mostró algo reservado en lo que podía afectar a las regalías de 
la Corona: por ejemplo, el derecho de patronazgo. 


En este contexto, las diócesis españolas intentaron igualmente apli- 
car con prontitud las decisiones de “Trento, convocando para ello sí- 
nodos diocesanos. No pocos obispos estaban ya imbuidos del espíritu 
reformista. Las posiciones de intransigencia contra los considerados 
heréticos (alumbrados, falsos conversos, erasmistas, visionarios y pro- 
testantes) se reforzaron, si bien ya vimos que la persecución se había 
iniciado con anterioridad. 


Pero el camino, ciertamente, no fue de rosas. Era preciso remover 
obstáculos, a veces poderosos por su tenaz enquistamiento. El absen- 
tismo episcopal, frecuente en los tiempos preconciliares, había confe- 
rido poderes, más allá de lo que correspondía a su función, a los ca- 
bildos catedralicios. Los obispos del Concilio se vieron y desearon pa- 
ra recuperarlos. Frente a la estabilidad en el tiempo de los cabildos, 
los prelados sólo ocupaban habitualmente el cargo unos cuantos años 
(hasta su muerte o traslado), y ello daba a los primeros una mayor ca- 
pacidad de actuación. En algunos casos (Cádiz, por ejemplo) se llegó 
al final a un acuerdo entre ambas partes, pero, en otras diócesis, las 
tensiones continuaron durante bastante tiempo. Esa misma pugna 
por recuperar privilegios y competencias perdidas enfrentaría a algu- 
nos obispos con los cabildos seculares, es decir, con las oligarquías 
municipales ansiosas de preservar su control sobre los cargos eclesiás- 
ticos diocesanos. 
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Labor no menos ardua fue la de mejorar la formación y cristianizar 
las costumbres de no pocos sacerdotes y religiosos. Uno de los instru- 
mentos importantes previstos por el Concilio era la creación de los 
seminarios diocesanos. En ellos se cursaría la mayor parte de la carre- 
ra sacerdotal de los futuros clérigos seculares, mediante régimen de 
internado, enseñanza específica, disciplina —casi siempre severa— y de- 
voción llevar a cabo supervisados por el propio obispo. Y aunque al- 
gunas diócesis se retrasaran en la medida, la mayoría de ellas la apli- 
caron sin mediar mucha dilación: veinte seminarios se habían creado 
antes de terminar el siglo xvi, frente a sólo ocho en todo el xvii. Ade- 
más de otras razones particulares, el obstáculo mayor parece haber si- 
do la existencia de los colegios mayores, que tradicionalmente habían 
atendido, entre otras, la formación sacerdotal. 


Al impulso del espíritu de Trento se multiplicaron las iniciativas 
fundadoras de nuevas órdenes religiosas, en tanto que otras ya exis- 
tentes se animaron a tomar los caminos de la reforma. Los resultados 
no pueden ser más favorables en este punto. En 1578 aparecen los 
capuchinos; en 1588, los agustinos descalzos; en 1594, los clérigos 
regulares menores; en 1597, los trinitarios descalzos, los hermanos de 
San Juan de Dios por ese mismo tiempo; en 1603, los mercedarios 
descalzos, etc. 

Los carmelitas descalzos constituyen un símbolo preclaro de los 
deseos de cambio asumidos en ciertas Órdenes, que, previamente, se 
han desgajado de sus respectivas comunidades matrices (aquí, de los 
carmelitas calzados). La reforma del Carmelo tuvo su punto de apoyo 
en lo más granado de la mística hispana del xvi. Así, los monasterios 
de nuevo cuño, es decir, aquellos cuyos miembros deberían de vivir 
según la regla primitiva de la orden del Carmelo sin mitigaciones, 
surgieron en los tiempos de santa Teresa de Jesús y de san Juan de la 
Cruz. Y lo hicieron, mayoritariamente en tierras de Castilla, en un 
tiempo record, pues, para 1582, diecinueve años después de iniciada 
la reforma, se habían ya creado diecisiete, casi a uno por año. 


La experiencia primera del pequeño convento de San José de Ávila 
servirá a la Santa para que el General de la Orden, durante su visita a 
la ciudad castellana, ratifique el anuncio divino que Teresa previa- 
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mente había recibido y le dé “cumplidas patentes para que se hiciesen 
más monasterios, con censuras para que ningún provincial me pudie- 
se ir a la mano” (Libro de las fundaciones, pp. 2, 3). Animada por el 
espíritu primitivo del Carmelo, la inspiración divina y el apoyo de al- 
gunos prelados, religiosos y teólogos de prestigio (san Pedro de Al- 
cántara, san Juan de Ávila, Domingo Báñez, Álvaro de Mendoza, 
obispo de Ávila, Martínez de Ripalda, etc.), Teresa de Cepeda y Ahu- 
mada, mujer de orígenes judeoconversos, se lanza a la reforma de la 
orden en la que ingresara apenas unos años antes. Abandona el con- 
vento de la Encarnación donde había profesado y funda el ya citado 
primer convento reformado de clausura, San José, vulgarmente cono- 
cido como el Palomarcito, en la ciudad de Ávila, donde había nacido 
y entrado en el Carmelo después de una agitada juventud. Animada 
por sus confesores, se lanza más tarde a una infatigable empresa fun- 
dadora por la antigua Corona de Castilla, fruto de la cual serán los 
conventos de nuevo cuño arriba referidos. Combina esta labor con la 
escritura, dando origen a algunos textos de la mejor literatura de 
nuestro Siglo de Oro, donde la espontaneidad, el testimonio de épo- 
ca y el lenguaje escrito como si fuese hablado se combinan con la 
profundidad de los contenidos. En 1567 conoce al que luego se con- 
vertirá en san Juan de la Cruz, un padre de poca edad, que estaba es- 
tudiando en Salamanca, natural de Fontiveros (Ávila) y de familia de 
origen judío, apoyo inestimable de la Santa e impulsor de la reforma 
carmelita masculina junto a Antonio de Heredia. 


Todo ello les costará a ambos no poca oposición, que en el caso de 
Juan le lleva a permanecer encerrado en un exiguo receptáculo duran- 
te cerca de un año, así como, por algún tiempo, a tener la espada de 
Damocles inquisitorial pendiendo sobre su cabeza. Sin embargo, los 
deseos de recuperar el espíritu de los fundadores de la orden por par- 
te de los reformistas, se vieron respaldados por el propio Concilio, 
que abogaba por lo mismo. Así, la bula de 1566 pedía la observancia 
de la clausura en aquellas órdenes que la hubiesen elegido como nor- 
ma. Pero, sin duda, la institución por excelencia que surge de la re- 
forma católica es la Compañía de Jesús. 

Nace en torno a Ignacio de Loyola, hidalgo segundón de una fa- 
milia vasca, que emprende un largo periplo que le lleva hasta Tierra 
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Santa, además de Cataluña (Monserrat), Italia (Roma) y Francia (Pa- 
rís, la Sorbona). Se le une un grupo de jóvenes arrojados (Francisco 
de Borja, de ilustre linaje; Francisco Javier, hidalgo de origen navarro; 
Pedro Fabro, saboyano, de origen humilde; Diego Laínez, descen- 
diente de conversos y maestro por Alcalá de Henares; etc.). La orden 
se pone al servicio del papa y, por tanto, de la catolicidad. 


“Nosotros, todos cuantos colegiados en esta Compañía estamos 
(escribe Fabro en nombre de Ignacio al rey de Portugal), nos hemos 
ofrecido al Sumo Pontífice, por cuanto es el Señor de toda la mies de 
Cristo; y en esta oblación le significamos estar preparados a todo 
cuanto de nosotros en Cristo dispusiese, de modo que si él nos envía 
donde vos nos llamáis, gozosos iremos. La causa de esta nuestra reso- 
lución, que nos sujeta a su juicio y voluntad, fue entender que él tie- 
ne mayor conocimiento de lo que conviene a todo el cristianismo”. 


En 1539, la Compañía había obtenido la autorización papal para 
constituirse, extendiéndose rápidamente por Europa y el mundo. 
Desde Portugal saltarían a España (primero a Aragón, pasando des- 
pués a Castilla y Andalucía) y de allí a la India; vendrá luego Italia, 
Erancia, Brasil, Etiopía y Alemania. Entre 1556 y 1600, los jesuitas 
pasan de los 938 miembros, entre sacerdotes, estudiantes y coadjuto- 


res, a 8.272 (Ignacio Telechea, Solo y a pie, p. 403). 


Junto a la purificación del clero, se precisaba también la de los lai- 
cos. Para ello se establecieron exigencias relativas a conocimientos 
doctrinales, sin los cuales no se podía participar de los sacramentos. 
¿Cuáles fueron los resultados obtenidos en estas tareas formativas? A 
falta de estadísticas seguras, si consideramos extrapolables los datos 
obtenidos a través de las fuentes inquisitoriales (tribunales de Toledo 
y Cuenca), los resultados que conocemos son altamente positivos. 
Las oraciones básicas del cristiano (Padrenuestro, Credo, Ave María y 
Salve) pasaron de ser rezadas correctamente por algo más de la tercera 
parte de los procesados en Toledo, a un setenta y cinco por ciento 
después del Concilio. Y en cuanto al conocimiento de los Diez Man- 
damientos, en un corto espacio de tiempo (1580-1585/1600), se pa- 
saba del cuarenta por ciento al setenta por ciento. En el de Cuenca 
los datos son parecidos: del treinta por ciento aproximado que cono- 
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cía dichas oraciones y los Mandamientos antes de Trento, se pasa al 
ochenta por ciento de la década de los ochenta; al mismo tiempo que 
se difuminan en este punto las diferencias sociales (Jean-Pierre De- 
dieu, Christianisation en Nouvelle Castille, 1979; Sara T. Nalle, God in 
La Mancha, 1992). 


La capacidad demostrada por las masas para comprender y entu- 
siasmarse por los contenidos doctrinales en la representación de co- 
medias y autos sacramentales o ante la contemplación de los miste- 
rios de la fe católica ofrecidos por las artes, parece avalar estos progre- 
sos de igual manera que lo hace la documentación inquisitorial. Cier- 
tamente, los sincretismos religiosos y la supervivencia de viejas creen- 
cias precristianas subsistieron en los territorios peninsulares más aisla- 
dos (Galicia, valles cantábricos y vascongados, espacios abruptos en 
general), con débiles estructuras pastorales y comunicaciones compli- 
cadas; pero difícilmente puede negarse que el esfuerzo realizado por 
cristianizar amplios segmentos de la población hispana y encuadrar- 
los dentro de la Iglesia al impulso de Trento no obtuviera importan- 
tes resultados. De otra forma parece imposible entender el fuerte 
arraigo social del catolicismo hispano hasta bien avanzada la Época 
Contemporánea. 


De forma paralela, el Concilio se cuidó de uniformizar la liturgia. 
Para ello había publicado en 1568 y 1569 respectivamente el Brevia- 
rio y el Misal, que se intentó también introducir en España con no 
escasas dificultades, habida cuenta de la variedad de rituales en vigor, 
entre ellos el mozárabe, que continuó subsistiendo. 


Pero de estos esfuerzos surgió también una propuesta de modelos 
de vida para la sociedad hispana, cuya importancia veremos en toda 
su amplitud en la siguiente centuria. Las vidas de santos (hagiogra- 
fías) habían demostrado su eficacia como orientadoras de conductas, 
junto a los libros de caballerías, desde mediados del siglo xv hasta 
mediados del xvi aproximadamente. Santa Teresa de Jesús fue una 
lectora apasionada de ambos durante su infancia y juventud. En su 
autobiografía nos confiesa que, siendo niña, se juntaba con su herma- 
no Rodrigo a leer Vidas de Santos y, más adelante, que, al igual que su 
madre, era aficionada a libros de caballerías (Libro de su vida, 1,5 y 
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2,1). También san Ignacio de Loyola e Isabel la Católica, entre otros, 
bebieron de este mismo género bibliográfico. Sus casos, ciertamente, 
no fueron únicos, si nos atenemos al importante número de edicio- 
nes publicadas. 


La lectura de las biografías de santos estaba muy extendida en la 
España del siglo xvi. Pero los hombres de la época no se limitaron a 
imaginarlas, sino que, de entre ellos mismos, salió un número impor- 
tante de vocaciones a la santidad. Aunque el clima religioso del país 
lo propiciara, no eran pocas las tentaciones desmovilizadoras que 
existían, animando a la búsqueda de las alegrías mundanas, en una 
época de crecimiento económico y de fácil formación de fortunas al 
amparo del mismo. Ningún tiempo como éste, sin embargo, ofrecerá 
a la Iglesia Católica, según vimos, tal número de santos españoles de 
proyección internacional. De sus vidas se podía deducir la pluralidad 
de caminos por los que se podía alcanzar la santidad: desde la clausu- 
ra y la introspección propias del Carmelo, al cuidado de los pobres, 
enfermos y esclavos de hombres como Juan de Dios, Juan Bautista de 
la Concepción o Juan Grande. A la postre, la vía de la renuncia, la 
humildad, la obediencia, la confianza 
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Catequésis y predicación a cargo de la Compañía de Jesús (Ignacio de 
Loyola aparece representado). Vita beati patris ignatii, Roma, 1609 
en Dios y la consagración a Él serán elementos comunes a todos ellos 
en medio de la diversidad de personalidades y actuaciones. 

En cuanto a los libros de caballería exitosos afloraron por doquier 
en las primeras décadas del Quinientos (Amadís de Gaula hacia 1500, 
Sergás de Esplandián y Belisardo en 1511, etc.). Desde la Península 
viajaron a América, pero antes contribuyeron a estimular el espíritu 
de aventura y el arrojo de los futuros conquistadores. Cuando estos, 
una vez en el Nuevo Mundo, debían dar nombre a las tierras que 


291 


conquistaban y a las nuevas fundaciones, echaron mano de los apela- 
tivos fantásticos que habían aprendido en los libros de caballerías. 


Además de proponer los modelos de vida, la Iglesia española ejer- 
ció, junto a otros particulares (nobleza y, en menor escala, el estado 
llano) y los reyes, una espléndida labor de mecenazgo. Una parte va- 
riable pero importante de las rentas obtenidas se invertía en pagar en- 
cargos a los artistas y en obras maestras. La espléndida colección que 
lega el Rey Prudente manifiesta asimismo el interés de la realeza por 
rodearse de piezas de arte que sirvan a su prestigio, recuerdo, gusto 
estético y devoción. La suya es, en este sentido, la primera de una se- 
rie de grandes colecciones (la de la Reina Católica, con ser importan- 
te, estuvo determinada por el carácter itinerante de la Corte en este 
tiempo), que se enriquecerá en el futuro a través de sus descendien- 
tes. Gracias a dicho mecenazgo, España conoció durante el Renaci- 
miento la llegada a su territorio de los principales estilos europeos, la 
formación de algunas variantes autóctonas y el trabajo de numerosos 
artistas y artesanos dedicados a dar forma al encargo. Sus obras han 
llegado en general hasta nosotros. 


El gótico europeo, aunque ya en declive, se prolongó en España 
hasta bien avanzado el Quinientos. En la época de los Reyes Católi- 
cos adquirió forma propia al mezclarse con algunos elementos autóc- 
tonos, dando así a luz lo que se ha dado en llamar el gótico isabelino, 
término que alude a la época en que alcanzaba su apogeo. Se trata de 
un estilo perteneciente al último periodo del gótico (flamígero), que 
mantiene elementos específicos, de éste (arco conopial, horror vacui, 
etc.), junto a otros propios como la simbología heráldica y política. 
Algunos ejemplos notables de este estilo los encontramos en San Juan 
de los Reyes (Toledo) y el palacio de los duques del Infantado (Gua- 
dalajara), ambos de Juan Guas; o en el Hospital de la Santa Cruz 


(Toledo) y la Capilla Real de Granada de Egas. 


Pero el Renacimiento como tal pujaba por entrar en la Península. 
Los contactos de España con el Mediterráneo, a través, sobre todo, 
de la antigua Corona de Aragón, fueron intensos y, por medio de 
ellos, con Italia, donde a la sazón se había realizado una auténtica re- 
volución artística, de la mano de florentinos, venecianos, paduanos, 
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etc. Sus artífices (Giotto, Boticelli, Masaccio, Ucello, Bruneleschi, 
Miguel Ángel, Rafael, Leonardo, etc.) raramente habían trabajado 
para España, pero algunas de sus obras llegaron aquí de la mano de 
los reyes y de algunos nobles o eclesiásticos; también sus modelos. 
Carlos Í, en sus periplos europeos, se dejó ganar por la obra de Ti- 
ziano, a quien encargaría su propio retrato como príncipe victorioso 
en la batalla de Múlberg. Imbuidos de la revolución renacentista en 
marcha, algunos artistas españoles decidieron seguir los cánones ita- 
lianos en pintura (el Divino Morales), escultura (Berruguete) y arqui- 
tectura (Machuca), pero rara vez alcanzaron la importancia de los ita- 
lianos. 


Mas los contactos no sólo eran con Italia: desde muy atrás, los lle- 
vados a cabo entre Castilla y los países del Norte de Europa venían si- 
do intensos, también en el plano artístico. A ellos se añadían ahora 
los llevados a cabo con el otro lado del Atlántico, es decir, con los in- 
dios americanos; pero el verdadero influjo de su arte no llegará hasta 
el Seiscientos, cuando el auge del estilo barroco. 


De la Europa septentrional vinieron, a caballo entre los siglos xv y 
xvi, los influjos pictóricos procedentes del otro gran foco renacentista 
importante del periodo: 


293 


Ilustración de uno de los libros de caballerías de mayor fama en los 


comienzos de la Edad Moderna: Los cuatro libros del virtuoso caballero 


Amadís de Gaula 


Flandes en un sentido amplio. Desde los talleres del país, esta mo- 
dalidad de Renacimiento, menos volcada hacia la mitología y con 
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mayor carga dramática y mística que la italiana, se difundió en forma 
de obras pictóricas por iglesias, conventos, palacios y palacetes hispa- 
nos, formando a veces espléndidas colecciones, como la que poseyera 
Isabel y, en parte, el propio Felipe II. Compañía inestimable de la de- 
voción, sus imágenes cuadraban bien con la sensibilidad que dimana- 
ra de la Devotio moderna. A los místicos en particular les servía como 
estímulo para iniciar el camino de ascenso hacia Dios. Por tanto, el 
peso de la iconografía religiosa era abrumador, frente a todo tipo de 
carga de contenido pagano o paganizante. En España surgieron tam- 
bién artistas autóctonos dispuestos a imitar el estilo del Norte. Así, en 
Cataluña, Luis Dalmau, expresamente enviado a Flandes por Alfonso 


V el Magnánimo. Y, en Castilla, Jorge Inglés y Fernando Gallego. 


En el ámbito arquitectónico destacan por su fuerza los núcleos re- 
nacentistas de Úbeda —muy vinculado a la figura de Francisco de los 
Cobos, secretario del emperador— y Baeza, ambos en la provincia de 
Jaén, y, sobre todo, Santiago de Compostela y Salamanca. En ellos se 
explayarán los arquitectos Valdelvira, Egas, los Gil de Hontañón, etc. 
Fuera de estas ciudades, el Renacimiento se desparramó por villas y 
lugares de la Península en forma de catedrales, iglesias y, sobre todo, 
de palacios, con los que una nobleza más sedentaria venía sustituyen- 
do sus viejas fortalezas de corte medieval. En Granada, Carlos I quiso 
honrar la memoria de sus padres y abuelos encargando a Fancelli sus 
tumbas para la Capilla Real; pero sobre todo, recuerdo de su paso en 
viaje de novios por la ciudad, mandó construir a Machuca un magní- 
fico palacio en la Alhambra. 

Vinculado a este estilo, aunque algo posterior, es el llamado estilo 
herreriano (de su artífice, el arquitecto Juan de Herrera), que dará pié 
al mito del rey austero hasta el extremo que se aplica, no sin cierta ra- 
zón por otro lado, a Felipe II. La arquitectura de este periodo y, en 
parte, de la época de Felipe III, está en buena parte marcada por la 
influencia de este estilo, como puede apreciarse en la catedral de Va- 
lladolid, la iglesia de San Isidro de Madrid y, sobre todo, en la iglesia- 
monasterio de El Escorial. Obra totémica del reinado de Felipe Il, 
aunque realizada por varios arquitectos, ha pasado a la posteridad co- 
mo paradigma del hispánico estilo herreriano. Pero su significado va 
más allá de lo artístico: se trata también de toda una simbología de la 
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concepción del poder y de la Monarquía, mezcla de teocracia, curio- 
sidad científica, ascética religiosa y mecenazgo artístico. La reforma 
carmelitana hará también del estilo herreriano retocado un elemento 
expresivo de su concepción del mundo. 


Sin embargo, no será este estilo sobrio y un tanto frío el único que 
predomine en el Renacimiento español. Junto a él se extenderá la va- 
riante plateresca del mismo (fachadas de San Esteban y de la Univer- 
sidad en Salamanca; ayuntamientos de Sevilla y Jerez de la Frontera y 
Capilla Real de Sevilla entre otros), de mayor profusión decorativa 
(grutescos, medallones, figurillas, jarrones, etc.) y preludio de la apo- 
teosis barroca que llegará más tarde. 


Monasterio de El Escorial, ordenado construir por Felipe II cuyas 
obras comenzaron en 1563 


El salto cualitativo y cuantitativo hacia el barroco se produjo den- 
tro, evidentemente, de elementos de continuidad, en lo que se ha da- 
do en llamar por los historiadores del arte el Manierismo, cuyas ca- 
racterísticas son hoy un tanto discutidas. Movimiento de transición, 
expresión de la crisis de fin de siglo, reajuste de modelos a la par, el 
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hecho es que el Manierismo sirve de gozne hacia la época dorada (si- 
glo xvii) del arte español. 


A pesar de sus influencias, especialmente bizantinas y venecianas, 

de su personalidad única, la figura de El Greco representa en pintura 
el cambio a que estamos aludiendo. En Toledo, ciudad donde se sitúa 
definitivamente el pintor, da a luz su más genuina y elaborada pro- 
ducción artística, fruto de los encargos eclesiásticos (Entierro del Con- 
de de Orgaz para Santo Tomé o El expolio para la Catedral) y del pro- 
pio Felipe II, quien, a pesar de la heterodoxia pictórica del pintor, le 
hace algún encargo (£l martirio de San Mauricio o La legión tebana) 
para la decoración del palacio-monasterio de El Escorial. Con una 
pintura de peculiar colorido y, sobre todo, formas sorprendentes, El 
Greco conecta muy bien con el espíritu de la España confesional que 
culmina en la época de Felipe IL, donde la cruzada contra la herejía se 
acompaña de una espiritualidad profunda y renovada, que la Iglesia 
Católica encauza. 
En literatura se combinan igualmente los elementos autóctonos con 
las corrientes que llegan de otras zonas de Europa. Ciertamente, el 
Renacimiento de corte clasicista deja su huella en la España del siglo 
xvi. Los ejemplos de Garcilaso de la Vega, de Boscán o del propio 
fray Luis de León son bien elocuentes, con su gusto por los metros 
greco-latinos. Otro tanto sucede con la novela pastoril, género que 
rezuma platonismo, adquiere cierta ascendencia popular y se extiende 
a lo largo de la centuria a través de los nombres encadenados de Jorge 
Montemayor, Gil Polo y del propio Cervantes, que, en La Galatea, 
hace una brillante incursión en él. 

De la misma forma, los libros de caballerías se erigen en auténticos 
éxitos literarios de la época (el Amadís de Gaula consigue unas treinta 
ediciones entre 1508 y 1517), y el género, según hemos visto, se con- 
vierte en muy popular a finales del siglo xv y durante la primera mi- 
tad del siglo xvi. Que £l Quijote, obra culmen de la literatura españo- 
la, se considere, entre otras muchas cosas, una parodia del poder ejer- 
cido sobre los lectores por los libros de caballerías, no deja de ser un 
reconocimiento a la influencia de este género en la España de la épo- 
ca. Sabemos de qué forma esas obras fueron alimento de las iniciati- 
vas guerreras y descubridoras de una parte importante de la juventud 
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hispana. Difícilmente puede explicarse el arrojo y el valor que impri- 
men sus protagonistas a sus empresas a través de meros intereses eco- 
nómicos y de promoción social, aunque estos, sin duda, existiesen; 
antes bien, las ensoñaciones producidas por este tipo de lecturas, al 
igual que ocurriera con Teresa de Jesús y su hermano Rodrigo o con 
Don Quijote en la ficción, debieron calentar la imaginación de no 
pocos esforzados conquistadores de la primera época. 


Sin embargo, el peso de la realidad española no tarda en imponer- 
se entre escritores y lectores. El siglo xvi es el tiempo en que recibe 
impulso un género llamado a hacer fortuna entre nosotros. Nos refe- 
rimos a la Picaresca. Iniciada por El Lazarillo de Tormes (1554), no 
deja ya de desarrollarse a lo largo del xvi y, sobre todo, en la primera 
mitad del xvii. El fondo de la historia es siempre parecido: un joven 
procedente del mundo de la marginación o de situaciones familiares 
irregulares, que ha de ganarse la vida sirviendo a diferentes amos, 
practicando distintos oficios y recorriendo mundo, valiéndose de ar- 
gucias y mentiras que le ayuden a sobrevivir en medio de una socie- 
dad muy dura, a veces cruel con los marginados de todo tipo, cuyas 
normas el protagonista se empeña constantemente en burlar. 


“Pues siendo yo niño de ocho años —recuerda Lázaro—, achacaron a 
mi padre ciertas sangrías mal hechas en los costales de lo que allí a 
moler venían, por lo cual fue preso, y confesó y no negó, y padeció 
persecución por la justicia (...). Mi viuda madre (...) vínose a vivir a 
la ciudad, y alquiló una casilla, y metióse a guisa de comer a ciertos 
estudiantes, y lavaba la ropa a ciertos mozos de caballos del comenda- 
dor de la Magdalena, de manera que fue frecuentando las caballeri- 
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A dicha obra sigue, ya casi al concluir el siglo, Guzmán de Alfara- 
che (1599) de Mateo Alemán. 
Los estudiosos se han preguntado acerca del significado último de es- 
te género y de su éxito en la España del Quinientos. ¿Mero diverti- 
mento? ¿Larvada protesta social? Hace años se propuso la literatura 
picaresca como contrapunto de la España Imperial: en tanto que la 
literatura oficial exaltaba las glorias patrias en la defensa de la fe cató- 
lica y del Imperio donde jamás se ponía el sol, los autores de obras de 
pícaros manifestarían con sus fabulaciones la otra cara de la moneda, 
la de una España menesterosa, con grandes bolsas de marginación y 
con otros ideales más pegados a la tierra, si se quiere más cicateros. 
Sin negar del todo esta versión, la literatura picaresca tiene hoy dife- 
rentes lecturas desde el punto de vista social, que no podemos entrar 
a analizar aquí. Sin duda, hay en ella no poco de diversión, de escape, 
que casi toda literatura en el fondo tiene (las bufonadas de los pícaros 
producirían la hilaridad del lector), pero también puede tomarse co- 
mo una denuncia de que no todo en la sociedad estamental había si- 
do bien fijado y de que sus valores eran con relativa frecuencia como 
una cáscara vacía, huera y sin consistencia. 
El siglo casi se inauguraba con una obra fundamental de la literatura 
renacentista. Nos referimos a La Celestina (1499). Libro también de 
diferentes claves, cuyo autor (Fernando de Rojas), como el de El La- 
zarillo, permanece en la penumbra, es, en opinión de Maravall, “el 
drama de la crisis y transmutación de los valores sociales y morales 
(...) en la sociedad del siglo xv” (£l mundo social de La Celestina, p. 
20). Se mueve, así pues, por el ámbito de la sociedad periférica, don- 
de pululan personajes como la alcahueta Celestina haciendo valer sus 
artes. Pero, al mismo tiempo, la obra es testimonio de un motivo 
muy renacentista: la fuerza del destino, la arbitrariedad que rige el 
mundo entregando a los hombres a suertes no deseadas; pero tam- 
bién, del ambiente de inseguridad y de desamparo en que se mueven 
los judeoconversos (pues como tal ha sido conceptuado el autor de la 
obra), en una España que se reafirma en su identidad cristiana y cató- 
lica. 
A caballo entre lo épico, el testimonio, el simple relato de aventuras y 
la obra científica, los escritos de los conquistadores y cronistas de 
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América dieron a luz entre nosotros un género original (a pesar de los 
antecedentes portugueses al respecto) de suma importancia para el 
conocimiento de las vicisitudes de la conquista, del paisaje, la flora y 
la fauna del Nuevo Mundo, así como de las características, creencias 
y costumbres de sus habitantes. Las obras de Las Casas y su Diario de 
a bordo de Colón, Hernán Cortes, Cieza de León, Fernández de 
Oviedo, Bernardino de Sahagún, José de Acosta y otros constituyen 
piezas fundamentales al respecto, aunque algunas de ellas (como la de 
Sahagún) no viera la luz hasta mucho después de ser escrita. Gracias a 
sus descripciones y a la Arqueología podemos hoy tener un conoci- 
miento bastante profundo de aquellas civilizaciones, sin olvidar por 
ello que, en sí mismas, tales obras constituyen a veces relatos de aven- 
turas, que poco tienen que envidiar en poder de atracción a los libros 
de caballerías. 

La otra cara de la moneda es la literatura religiosa. Nos hemos referi- 
do a la manera en que algunas obras de espiritualidad (por ejemplo, 
el Tercer Abecedario de Osuna o la Imitación de Cristo de Kempis) in- 
cidieron sobre los renovadores de órdenes religiosas y miembros de 
movimientos de espiritualidad, incluidos los considerados heterodo- 
xos. Sin embargo, las obras de estos no siempre fueron publicadas en 
vida de sus autores. Así sucedería con las de los reformadores del Car- 
melo. Otros, como fray Luis de Granada y su Guía de pecadores o la 
Introducción al símbolo de la fe, se imprimieron al poco de ser escritas. 
Con independencia de ello, este género estaba muy extendido por la 
sociedad lectora en general. Si bien referida a los siglos xvi y xvii, de 
la magna obra de Nicolás Antonio se deduce el peso de este tipo de 
literatura (aproximadamente el sesenta por ciento del conjunto de li- 
bros reseñados por este autor) (García Cárcel, La cultura, p. 121). Las 
bibliotecas de instituciones y particulares siguen una pauta parecida: 
abundan las obras de contenido religioso, incluso entre quienes no 
pertenecen al clero. Ello tiene ciertamente que ver con las inquietu- 
des de los hombres de la centuria y con el protagonismo que asume 
la Iglesia en el mundo de la cultura, en este caso de la literatura. Así, 
una mayoría de los autores de dichos libros son eclesiásticos. 

Libros de caballerías, tratados religiosos, crónicas de Indias, relatos de 
pícaros constituyen un compendio del heterogéneo y, en parte 
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contradictorio, espíritu hispano del Quinientos, que culminará luego 
en El Quijote. Idealismo y realismo, espiritualismo y pragmatismo se 
contrarrestan mutuamente en la obra para ofrecernos una tensión 
subyacente en la sociedad hispana. 

La imprenta hizo posible la profusión de libros. Apenas unos años 
después de que comenzara la impresión del primero en Alemania, en 
1452, el nuevo se extendía por Europa y, más tarde, por América. En 
España, el primer libro debió de editarse allá por los años setenta. 
Durante la primera mitad del siglo xvi su progreso fue bastante rápi- 
do, favorecido por el clima de libertad para imprimir entonces impe- 
rante y el desarrollo económico, y, por tanto, de la demanda. Esto 
cambió, sin embargo, durante la segunda mitad de la centuria, como 
consecuencia de la lucha contra la herejía. En los cincuenta comien- 
zan a verse con claridad los estrechos vínculos entre la difusión de 
ideas (en este caso, las protestantes) y la lectura de libros. Por eso, la 
pragmática de 1558 toma una importante decisión al respecto para 
asegurarse el control: además de figurar los datos correspondientes a 
la edición y al autor de la obra con nitidez, el Consejo de Castilla de- 
bía intervenir en el proceso de autorización e impresión de la misma. 
Por supuesto, también lo haría la Inquisición. Pero, a pesar de los 
obstáculos puestos a la libre edición tras esta medida y las que le si- 
guieron, el número de publicaciones continuó su imparable incre- 
mento. Así lo expresan los datos de producción de imprentas como 
Madrid, Valladolid o Sevilla (García Cárcel, Ibídem, pp. 131-32). 
Otros libros llegaron en cambio de fuera, de impresores como el pres- 
tigioso Plantin Moretus de Amberes, al que los monarcas españoles 
habían concedido privilegio real. Algunas obras y autores, a pesar de 
las dificultades económicas de su publicación, se convirtieron en los 
grandes éxitos, como ocurriría con las Institutiones de Nebrija o los 
Salterios de Eiximenis. Fueron textos muy leídos en la época y, a ve- 
ces, pasaron de mano en mano manuscritos (el caso, ya citado, de las 
obras de los místicos u otras como la Crónica burlesca sobre el reina- 
do de Carlos 1, de Francesillo de Zúñiga). También funcionó el boca 
a boca, razón por la que muchas obras fueron antes escuchadas, en 
todo o en parte, que leídas; pero, falto de testimonios documentales, 
resulta difícil al historiador de calibrar el fenómeno con precisión. En 
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todo caso, no podemos olvidar que, a pesar del avance del relato es- 
crito, nos hallamos ante una cultura en gran medida oral, donde la 
mayor parte de las informaciones y las historias, verídicas o de fic- 
ción, se transmiten de unos a otros a través de la palabra. 

A lo largo del siglo xvi se produjo también un cambio sustancial en el 
uso de las lenguas en la literatura. Se abandona progresivamente el la- 
tín en favor de las lenguas romances. En cuanto al griego, apenas se 
ve afectado, pues se trataba de una lengua sólo cultivada por una mi- 
noría de autores. Algunos escritores importantes (el caso de Fray Luis 
de León) defienden abiertamente la utilización del romance, incluso 
en temas (científicos, teológicos, bíblicos, etc.) en donde habían veni- 
do dominando tradicionalmente las lenguas clásicas. Mientras, el cas- 
tellano, que contaba con importantes valedores (Nebrija, Juan de 
Valdés), se impone sobre el resto de las lenguas peninsulares, inicián- 
dose un proceso de castellanización de la cultura en aquellos reinos 
donde no era la forma de expresión natural. El gozne del cambio de- 
be situarse alrededor de los años centrales de la centuria. 

¿Cuántas personas eran capaces de leer y escribir en el xvi, y, por lo 
tanto, podían acceder a esta fuente de información, reflexión y cono- 
cimiento que prodiga la imprenta? El estudio del analfabetismo cons- 
tituye uno de los temas que más interés ha suscitado en las últimas 
décadas, a pesar de las dificultades inherentes a la documentación so- 
bre la que ha de basarse. Prácticamente la mayoría de los trabajos se 
muestra de acuerdo en el avance de la alfabetización en la España del 
Quinientos; por supuesto, con matices. Como era de esperar, es en 
los estamentos privilegiados y determinados segmentos del estado 
llano donde se dan las tasas más altas de alfabetizados; como también 
entre los hombres y en el medio urbano. El clero, por su oficio, rela- 
cionado con la lectura y la escritura; la nobleza, los sectores vincula- 
dos a la Administración, a los cuadros del Ejército y al comercio (so- 
bre todo el comercio al por mayor), así como las profesiones liberales 
y ciertos segmentos del artesanado figuran entre los beneficiados. Por 
lo que respecta a la mujer, salvo excepciones, el porcentaje de lectoras 
y escritoras es siempre menor y depende del medio social al que per- 
tenezca por su nacimiento y/o matrimonio. 

A pesar de que el número de lectores continuara siendo en el siglo xvi 
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reducido y de que la cultura oral estuviese bien arraigada, la imprenta 
actuó en general como vehículo de difusión de ideas. Ya hemos visto 
cómo, a través del decreto de 1558, fecha próxima a la de extirpación 
de los focos protestantes, las autoridades intentaron asegurarse un 
control eficaz sobre los escritos impresos. Ello se completará, pasando 
al ámbito de la enseñanza, con la prohibición a los españoles de cur- 
sar estudios en universidades extranjeras, excepción hecha de las de 


Bolonia, Roma, Nápoles y Coimbra, de 1559: 


“ Mandamos (...) —dice el texto de la ley-, que de aquí adelante 
ninguno de los nuestro súbditos y naturales, eclesiásticos y seglares, 
frailes y clérigos ni otros algunos, no puedan ir ni salir de estos reinos 
a estudiar ni enseñar ni aprender, ni estar ni residir, en universidades, 
estudios ni colegios fuera de estos reinos; y de los que fasta agora y al 
presente estuvieren y residieren en las tales universidades, estudios y 
colegios, se salgan y no estén más en ellos dentro de cuatro meses 
después de la data y publicación de esta nuestra ley”. 

En cuanto a la Inquisición, a la que tanto importaba el asunto, 
tampoco se quedará atrás; antes bien, se empleó a fondo en el terreno 
de las publicaciones, a través del establecimiento de un índice de li- 
bros prohibidos periódicamente revisado (1547, 1551, 1559 o Índice 
del Inquisidor Valdés y 1583), la consiguiente confiscación de las 
obras incluidas en él y la interdicción expresa de la lectura de la Bi- 
blia traducida al romance. Las causas que se enjuician tienden a esco- 
rarse del lado de las herejías, mientras que las persecuciones a los con- 
versos, a principios de siglo tan vigorosas, van quedando en un se- 
gundo plano, excepción hecha de los moriscos levantinos. 


Las prohibiciones afectaron a la larga al pensamiento y la ciencia 
españolas, a pesar del brillante quehacer de ambos y de su aptitud de 
apertura, desde los estertores del siglo xv hasta bien avanzado el xvi. 
Así, a pesar del importante influjo que tuvieron en el resto de Euro- 
pa, su repliegue hacia posiciones más estáticas disminuyó la potencia- 
lidad española para participar en la profunda renovación que se iba a 
producir a lo largo del Seiscientos en el Continente, situando a nues- 
tro país en este terreno en un lugar que bien podemos calificar de se- 
cundario. 
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Las primeras décadas de la Época Moderna no podían haber sido 
más esperanzadoras. España, durante siglos vinculada a los saberes 
del mundo clásico y musulmán, se había convertido en una potencia 
marítima. El estímulo americano, a pesar de la tardía recepción de 
muchos de los elementos procedentes del Nuevo Continente, fecun- 
dó particularmente la reflexión y el análisis, tanto teórico como cien- 
tífico. El desarrollo de la ciencia europea en diversos campos no pue- 
de entenderse sin la aportación española a partir de lo aprendido en 
América. La batalla entre lo que López Piñero llama el escolasticismo 
arabizado y el humanismo científico se saldará finalmente con el ago- 
tamiento de ambos, ante la necesidad de afrontar el reto proveniente 
de los ámbitos extraacadémicos y técnicos. Pero, en el intento de lle- 
varlo a cabo, no se encontró en España terreno abonado, pues la op- 
ción que en ella se había hecho era la de combatir la herejía por todos 
los medios. De ahí que el panorama de la ciencia comenzase a cam- 
biar en la Península a partir del último tercio del siglo xvi aproxima- 
damente. Cuando aparecieron, las innovaciones técnicas tuvieron 
que arroparse bajo los planteamientos ideológicos tradicionales. 
Como correspondía a la experiencia marítima acumulada y al legado 
árabe recibido, España realizó importantes contribuciones en el lla- 
mado arte de navegar y en la astrología aplicada a éste. Ya Colón ha- 
bía llevado a cabo algunas observaciones interesantes al respecto. Por 
otro lado, alrededor de la Casa de la Contratación, creada por los Re- 
yes Católicos en 1503, se instituyeron algunos cargos y puestos (Pilo- 
to y Cosmógrafo Mayores, así como Catedrático de Navegación y 
Cosmografía), a fin de impulsar dichos campos. También se editaron 
una serie de tratados, que traducidos a otras lenguas, propiciaron la 
expansión europea de comienzos de la Edad Moderna: los de Pedro 
de Medina (1545) y Martín Cortés (1551), formulador éste último 
del concepto de “polo magnético”. Otro autor español, Diego García 
de Palacio, publicó en otro medio diferente (México) un importante 
texto sobre ingeniería naval (1587). 

Pero la experiencia acumulada en los viajes hacia América, impulsó 
igualmente, como no podía ser menos, la crítica hacia la herencia 
cosmográfica aristotélico-ptolemaica. La mayoría vino, sin duda, de 
manos de Copérnico y de Galileo, pero algunos españoles colabora- 
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ron también en la acción disolvente de la tradición (Jerónimo Mu- 
ñoz), y la Universidad de Salamanca permitió, antes que cualquiera 
otra de Europa (1561), la inclusión de la obra del astrónomo y canó- 
nigo polaco en la bibliografía utilizada por sus alumnos. Sin embar- 
go, no se sacaron las consecuencias teóricas de su obra, aunque algu- 
nos autores se dieran cuenta de las contradicciones que se estaban 
produciendo con respecto a la visión cosmológica tradicional. 


Los viajes descubridores obligaron también a la reestructuración 
del mapamundi y desarrollaron los conocimientos de historia natu- 
ral. La geografía ptolemaica, de carácter geocéntrico, se fue quedando 
poco a poco obsoleta. Por otro lado, los afamados portulanos mallor- 
quines resultaban claramente insuficientes. El preludio del nuevo ho- 
rizonte iniciado vino de la carta impresa de Colón a Santángel de 
1493, dando cuenta del Descubrimiento. Juan de la Cosa elaboró un 
mapamundi famoso (1500), donde a la sazón se incluye la primera 
representación de América. La Casa de Contratación tomó luego el 
relevo en parte, dando a luz varias cartas, mapas y planos de nuevo 
cuño. La aportación que supuso el mapa de Ribero (1529) resulta es- 
encial en este campo. 


Entretanto, las noticias llegadas sobre la naturaleza del Nuevo 
Mundo se precipitaron en cascada sobre Europa. A la curiosidad por 
lo nuevo se unió el interés por la aplicación práctica de las plantas y 
animales hallados, especialmente en asuntos médicos, de labor y de 
carácter culinario. La obra de Gonzalo Fernández de Oviedo sumi- 
nistró una fuente inagotable de conocimientos al respecto, tras la pu- 
blicación de la primera parte de su Historia General y Natural de las 
Indias en 1535. De alcance más modesto, la obra de dos discípulos 
de Sahagún (Martín de la Cruz y Badiano, 1552) sobre las plantas 
curativas de los aztecas, constituye una pieza única de un saber desco- 
nocido de los europeos. Por los años setenta tiene lugar, por fin, la 
primera expedición científica patrocinada por la Corona, en esta oca- 
sión bajo los auspicios de Felipe IL, a fin de captar una parte de la ri- 
quísima historia natural de las Indias. El resultado será una abundan- 
te colección de semillas, plantas, dibujos (entre ellos el del tomate) y 
pinturas, además de 38 volúmenes de texto. 
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El Consejo de Indias, creado en 1524, se vio obligado a intervenir 
a fin de recoger la variedad de datos, ordenarlos y darlos a conocer. A 
la institución se debe, entre otras, la iniciativa de una magna encuesta 
sobre la descripción de las Indias, la creación del cargo de cosmógrafo 
cronista y la publicación de una Geografía en 1574. 


Sin embargo, como sucediera en el ámbito cosmográfico, a la hora 
de sacar las consecuencias, los estudiosos apenas alteraron los sistemas 
explicativos heredados en aquellos puntos en que hacían aguas. Se li- 
mitaron en la mayoría de los casos a insertar los datos nuevos en las 
cosmovisiones y relatos tradicionales. Una notable excepción viene 
representada por la Historia natural y moral de las Indias del jesuita 
José de Acosta, publicada en 1590. Ésta, como otras obras, alcanzó 
una notable difusión por Europa (hasta 32 ediciones en seis lenguas 
diferentes llegó a tener la de Acosta), permitiendo la ampliación de 
los conocimientos, la modificación de los conocidos e, incluso, la 
preparación del cambio de paradigma científico. Entre otras cosas, 
abordó el problema del origen de los indios americanos con un enfo- 
que muy moderno, negándose a aceptar el vínculo de estos con las 
diez tribus hebreas, por entonces tan extendido, y abogando por la 
entrada de los mismos en el continente americano a través del estre- 
cho de Bering. Aplica para ello un método especulativo. : 

Cosa cierta es —refiere el religioso— que vinieron los primeros in- 
dios por una de tres maneras a las tierras del Pirú. Porque o vinieron 
por mar o por tierra; y si por mar o acaso, o por determinación suya 
digo acaso, echados con alguna gran fuerza de tempestad, como acae- 
ce en tiempos contrarios o forzosos; digo por determinación, que 
pretendiesen navegar o inquirir nuevas tierras. Fuera de estas tres ma- 
neras, no me ocurre otra posible si hemos de hablar según el curso de 
las cosas humanas y no ponernos a fabricar ficciones poéticas y fabu- 


losas (cap. XVD. 
En cambio, más alejados del interés de los españoles, los conoci- 
mientos relativos a otros continentes no suscitaron entre ellos un in- 


terés similar al americano en las publicaciones. Con todo, estas tam- 


poco faltaron: el libro sobre China de González Mendoza (1585) al- 
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canzó un alto número de ediciones, incluidas algunas en lugares ex- 
tranjeros. 


Pero tan importante al menos como la Geografía y la Historia Na- 
tural era el conocimiento de las culturas americanas como base de lo 
que mucho más tarde serán disciplinas como la Antropología, la 
Etnografía, la Lingúística y la propia Historia. El relativo a las cultu- 
ras del México actual tiene en el ya citado Bernardino de Sahagún 
(Historia General de las cosas de Nueva España, 1558-1569) una pie- 
dra angular, que no sólo afecta a los contenidos, sino también a los 
métodos. En estos se erige en precursor de los utilizados hoy en día 
en diferentes campos del saber (así el de la antropología cultural). De 
menor riqueza, pero igualmente importante para el conocimiento de 
las culturas indígenas, esta vez de la maya, es la obra de Diego de 
Landa. Y estas contribuciones no se agotan en las descripciones y 
análisis de las culturas a cargo de los cronistas e investigadores, sino 
que se extienden también a la publicación de elementos elaborados 
por los propios indios, aunque a veces ya un tanto aculturados (Códi- 
ce mexicanus, Chilam Balam, Crónica de Huamán Poma, etc.). 


Como las minas, productoras de los metales precisos enviados a la 
metrópoli, eran también objeto de interés, los científicos españoles se 
aplicaron a la investigación de los métodos de extracción y de mejora 
de los minerales. Los avances en ambos campos no dependieron tan- 
to de invenciones geniales, cuanto de pequeños avances encadenados. 
Las diversas técnicas de amalgamación para mejorar la pureza de los 
metales se lograron en el periodo que discurre a lo largo de la segun- 
da mitad del siglo xvi, con algunos hitos importantes (metalurgia de 
amalgamación de Bartolomé Medina, 1555-1565). Constituían sin 
duda un tema prioritario para el Estado y los particulares, cuyos be- 
neficios por participar en el comercio indiano se traducían en metales 
preciosos. Gracias a las experiencias acumuladas durante años en este 
campo, pudo llegarse a la obra magna de la minerometalurgia, el Arte 
de los metales, de Álvaro Alonso Barba, publicada en 1640, fuera pues 
del marco cronológico renacentista. Otras cuestiones relacionadas de 
manera indirecta con los metales (por ejemplo, la ley del metal amo- 
nedado) acapararon el interés de los españoles y repercutieron fuera 
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del país a través de la publicación de los correspondientes tratados 
mediante su traducción a diversas lenguas. 


Fuera del ámbito privado, tanto Felipe II como su padre estimula- 
ron el conocimiento científico y el desarrollo técnico, aunque a veces 
sólo fuera como mera curiosidad. El primero creó en El Escorial lo 
que hoy denominaríamos un centro de datos sobre diferentes saberes 
(la ya vista Historia Natural, las lenguas, la historia de las civilizacio- 
nes, etc.), mediante la recogida de muestras y el fondo bibliográfico. 
De la misma manera, a instancias del arquitecto-ingeniero y artista 
Juan de Herrera, creador a su vez de poderosas grúas, el monarca per- 
mitió, en plena corte, la creación de la Academia de Matemáticas en 
1582, para la enseñanza, no sólo de dicha materia, sino también de la 
Astronomía, la Geografía y la Mecánica, en un tiempo en que toda- 
vía las respectivas materias científicas apenas se habían autonomiza- 
do. De ahí salieron científicos y técnicos (Cedillo, García de Céspe- 
des), autores de tratados sobre diferentes temas (hidráulica, técnicas 
de medición y precisión, etc.). En esta época, la aplicación técnica de 
las matemáticas ya se había impuesto sobre la vertiente especulativa, 
que tan buenos inicios tuviera en España con la figura de Pedro Sán- 
chez Ciruelo y, más tarde, de Juan Pérez de Moya. 

En cuanto a la física, identificada aún con la filosofía natural, logró 
algunos avances por mano de hombres como Celaya y Diest, a partir 
de la crítica del aristotelismo imperante; o de Domingo de Soto, Pe- 
reda y Toledo, esta vez dentro de un aristotelismo renovado. Las apli- 
caciones prácticas de la teoría encontraron un terreno abonado en el 
ámbito militar, especialmente en el campo de la balística (Collado) y 
la mecánica en general (Villalpando). 


Por su parte, al emperador Carlos le había dado tiempo de fomen- 
tar la invención, acogiendo a personajes como Juanelo Turriano, cuya 
obra ha sido recientemente revalorizada. A él se debe un número im- 
portante de ingenios y artificios aplicables a la vida civil, algunos, co- 
mo el que permitía elevar el agua desde el Tajo a la ciudad de Toledo, 
de gran utilidad práctica. 

Pero como no podía ser menos en un siglo belicista como el Qui- 
nientos, las técnicas de defensa y armamento se desarrollaron con vi- 
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gor. La contribución española, relevante potencia militar de la época, 
fue a este respecto de gran importancia, y, como ocurriera con las 
obras arriba referidas, de fuerte influjo en el extranjero, gracias a las 
traducciones. Algunas fortificaciones de Cádiz y, en general, las de 
Pamplona debieron mucho de su factura a tales avances. 


Sin embargo, la España de los tercios era también la España del 
comercio con Europa y las Indias, que, como sabemos, en el siglo xvi, 
experimentó un notable desarrollo. Las posibilidades financieras y de 
intercambio hicieron posible el de la aritmética comercial, donde, de 
nuevo, los españoles ocuparon un lugar importante. La obra pionera 
de Sanct Climent (1485) tuvo continuidad a lo largo de la centuria 
en otras, sobre todo en el Tratado subtilissimo de Arismetica y Geome- 
tría (1512) de Juan de Ortega, ampliamente divulgado en Europa. 


Por último, la medicina y la cirugía aparecen en un lugar privile- 
giado en el ámbito del Renacimiento. La renovación que Andrea Ves- 
alio introdujera en el conocimiento del cuerpo humano vino precedi- 
da del estudio de textos españoles como el de Andrés Laguna (m. 
1560), probable autor literario del Viaje a Turquía. Muy importante 
también fue la disección de cadáveres en beneficio del saber anatómi- 
co, que ya se practicaba en España con anterioridad a la publicación 
de la obra vesaliana. Las olas de peste y su secuela de muertos, fueron 
una ocasión de oro para la autopsia de cadáveres. Con todo, la estan- 
cia del flamenco en la Península durante algunos años favoreció entre 
nosotros el desarrollo de la nueva Anatomía, vinculada a la Universi- 
dad de Valencia por los años cuarenta (Jimeno y Collado) y, más tar- 
de, a las de Salamanca y Alcalá de Henares o a otras instituciones de 
menor relieve. 


Sin embargo, esta difusión empalidece con el descubrimiento de la 
circulación menor de la sangre, la circulación pulmonar, llevada a ca- 
bo por el español Miguel Serveto (1553) en un texto de carácter teo- 
lógico de poca difusión, inserto dentro de las controversias de la épo- 
ca entre protestantes y católicos, que, al menos aparentemente, poco 
tenían que ver con el tema. La difusión de este conocimiento se de- 
bió, pues, a la obra de Juan Valverde. 
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Las críticas a Hipócrates y Galeno, cuya obra dominaba la práctica 
médica de la época, no sólo se hallan en la obra de los anatómicos, 
sino también en la de los tratadistas de las enfermedades viejas y nue- 
vas, algunas de estas últimas producto del Descubrimiento. Merece la 
pena recordar el estudio dedicado a la sífilis por Gaspar Torrella, al ti- 
fus exantemático por Luis de Toro, a las enfermedades de las vías uri- 
narias por Francisco Díaz o a una de las variedades de la difteria por 
Juan de Villarreal, apenas comenzado el siglo xvii. En cuanto a la ci- 
rugía, considerada por lo general como un saber meramente empíri- 
co, recibió un importante respaldo como ciencia en España, al incor- 
porarse a su práctica algunos médicos, incluso profesores de Universi- 
dad (Andrés Alcázar). Ésta, unida al ámbito de la milicia y de la aten- 
ción hospitalaria, dio un notable empuje a dicha especialidad durante 
el xvi. 


El balance del Renacimiento español en el terreno científico no 
puede ser más positivo. El acicate de los viajes descubridores y explo- 
ratorios y el ansia del saber propios de la época encontraron en Espa- 
ña su caldo de cultivo. Además de los análisis aportados y de las expe- 
riencias llevadas a cabo en los diferentes ámbitos de la ciencia, las 
obras de los españoles influyeron a través de las traducciones en el de- 
sarrollo científico del continente. Por ello fueron punto de referencia 
obligado para los estudiosos europeos en diferentes campos. Esta si- 
tuación, sin embargo, cambiará en la siguiente centuria, según vere- 
mos más adelante. 

Entretanto, el despliegue de los saberes científicos tuvo su correlato 
en el del pensamiento. La experiencia americana, junto a la tradición 
escolástica, fueron a este respecto importantísimas, al plantear cues- 
tiones inéditas y fecundar otras antiguas. Las podemos articular en 
torno a cuatro temas dominantes: los derechos humanos, el derecho 
internacional, el origen del poder y de la sociedad y la Economía. La 
aportación española fue en todos ellos de gran valor y poco a poco va 
siendo reconocida como tal por la historiografía europea, que antes 
apenas la había tomado en consideración. 


El tema de los derechos humanos aparece vinculado al de derecho 
p 
de conquista y al de los llamados “justos títulos”. La incorporación 
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progresiva de los territorios americanos a la Corona española, planteó 
a los religiosos y a la “intelectualidad” de la época no pocos proble- 
mas que hoy adscribiríamos al tema de los derechos humanos. Pre- 
guntas tales como las relaciones de los colonos con los indígenas y el 
trato que habían de darles, o los derechos de los españoles a imponer 
su gobierno sobre el “natural” de los autóctonos, fueron objeto de 
controversia, a veces acalorada. Ello llevó a una reflexión teórica de 
carácter general sobre el diferente, así como sobre los derechos del 
hombre (en este caso del considerado “bárbaro”, según la tradición 
clásica), cuyos planteamientos sobrepasan con creces los determinan- 
tes coyunturales y de época. 


Los reyes se hicieron eco de los análisis realizados por los teóricos, 
promulgando leyes, que intentarán atajarar los abusos, como las de 
1542, auténtica carta universal de los derechos del indio. Sin embar- 
go, como no podía ser menos, entre la teoría y la práctica existió un 
foso profundo que se mantuvo a lo largo del tiempo. Quedaba, bien 
es verdad, el hecho en sí mismo del pensamiento, así como la capaci- 
dad para la autocrítica, fruto de un espíritu y de una sensibilidad, 
inspirados por la fe cristiana, poco frecuentes en la época. 

Los problemas surgieron cuando, pasados los primeros momentos 
de admiración y de asombro de los conquistadores ante la novedad 
de lo que se les ponía a la vista, se iniciaron los esfuerzos por apode- 
rarse de las tierras y bienes de los indios, y colocarlos al servicio de los 
españoles mediante las fórmulas del “requerimiento” y de la “enco- 
mienda”. Se suele citar la homilía de Antonio de Montesinos de 1511 
doliéndose de la situación de los indios, y su eco inmediato en la Pe- 
nínsula, como punto de arranque de dicha autocrítica. En el debate 
sobre la actitud que debía de adoptarse con respecto a ellos se enfren- 
taron básicamente dos posiciones: la de Juan Ginés de Sepúlveda y la 
del dominico Las Casas. 


La primera consideraba a los indígenas como “bárbaros”, es decir, 
como no civilizados, a la par que “gentiles”, que debían ser llevados a 
la fe cristiana, incluso, si era necesario, mediante la fuerza. Quedaba 
bien implícito que la conquista de los españoles había sido no sólo 
justa, sino también necesaria, para cumplir tan importante misión. 
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Los atentados constantes de los indios contra la ley natural y la ley 
divina, cometidos además de forma pública, al igual que su idolatría, 
les hacía merecedores de sometimiento y, por tanto, de la pérdida de 
sus propiedades. Sepúlveda recordaba cómo entre ellos tenía lugar la 
“matanza de seres inocentes, que se sacrifican en muchas regiones, y 
como por doquier (domina) entre aquellos el culto de los ídolos, que 
es el más grave de todos los pecados”. 


La posición de Las Casas ( 1474-1566), a la sazón nombrado obis- 
po de Chiapas, fue opuesta a la de Sepúlveda. La situación de los in- 
dios era dramática: exterminio, abusos y atrocidades de los encomen- 
deros —él mismo lo había sido antes—, depredación, etc. Su voz se al- 
zará en defensa de los que él considera seres racionales y libres, miem- 
bros de pleno derecho de la Humanidad. En cuanto súbditos del rey 
de España tendrían los mismos derechos que los demás, sin que pu- 
diera privárseles de ninguno de ellos. 


“Porque cosa justa y razonable es” —expresa Las Casas— “que, pues 
aquellas gentes son libres y nunca merecieron ser cautivas (como los 
Reyes Católicos declararon y el emperador muchas y diversas veces lo 
declaró con parecer de sus consejeros y letrados) y de su voluntad de- 
sean ser súbditos de vuestra majestad, que vuestra majestad los reciba 
y no los venda a particulares, porque manifiesto está cuánto más ale- 
gres viven los pueblos y cuánto mayor amor tienen a sus reyes y 
cuánto más prontos están a poner las vidas y las haciendas por su ser- 
vicio los que están en la Corona Real, que los que viven sólo el regi- 
miento de sus particulares señores”. 


Debe de respetarse, al mismo tiempo, la obediencia a sus jefes na- 
turales. Las autoridades españolas se limitarían a ejercer tareas de tu- 
telaje. La presencia en Indias sólo se justifica en tanto que agentes de 
evangelización, como delegación del papa. Al tratarse de pacíficos la- 
bradores, se les podría convertir con facilidad en buenos cristianos. 
En definitiva, la colonización será justa si es pacífica y permanece su- 
bordinada a la labor misionera. 

En el fondo, como dijimos, latía el problema de los indios y de sus 
derechos, de si podían ser sometidos a otras autoridades (el papa, el 
emperador, el rey o su encomendero particular) diferentes de las su- 
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yas tradicionales. La posición de Francisco de Vitoria (1539) se alinea 
aquí con la de Las Casas, aunque es mucho más moderada y matiza- 


da: 


“Para él los españoles no tenían justa causa para declarar la guerra 
a los indios, tanto si se quiere fundar su título de legitimidad en que 
el papa donó aquellos reinos al Emperador como si se invoca el poder 
universal del papa que no quieren reconocer”. (CHP, 5, 53). 


Cuando los españoles llegaron a América ningún título previo les 
avalaba para apoderarse de esos territorios. Previo a ello, los indios te- 
nían sus propios derechos de soberanía. Si los indios negaban la de 
los españoles no podían ser castigados con el uso de las armas; ni 
tampoco podían utilizarse éstas, alegando la necesidad de combatir la 
idolatría, de cristianización o de castigo de sus pecados. Sin embargo, 
matizaba el dominico, las exigencias espirituales, es decir, de evangeli- 
zación, permitían al papa encomendar la soberanía a los reyes espa- 
ñoles y no a otros, para así evitar confusión en la tarea y resarcirles de 
los esfuerzos de toda índole desplegados en el descubrimiento y la 
conquista de América (Luciano Pereña, Carta, pp. 25-28). En su Re- 
lección de las Indias, Vitoria terminaba estableciendo una especie de 
carta de derechos básicos de los indígenas (hominidad, libertad, con- 
servación de sus legítimos bienes, etc.). La interpretación del domini- 
co, aunque terminara justificando la presencia y la acción de los con- 
quistadores hispanos, obligó a las autoridades y tratadistas a buscar 
argumentos diferentes a los de la simple y llana conquista. La ley de 
1556 terminará por prohibir las guerras que tuvieran su origen en tal 
motivo. Pero las reflexiones de Vitoria sobre los indios promoverán a 
su vez otras que afectan al derecho internacional. El reconocimiento 
del hombre y, por lo tanto, del indígena como sujeto de derechos, 
obliga a una renovación sustancial del concepto de derecho interna- 
cional. El punto de apoyo para el cambio se halla en un derecho uni- 
versal basado en el natural y no exclusivamente en el positivo (la ley 
humana). Se encuentra, pues, por encima de las diferencias culturales 
y afecta, incluso, a quienes no conocen tales derechos. Tiene que ver 
con la idea de una “universitas” que comprende a todos los hombres 
creados por Dios, a la humanidad entera. 
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El tema económico estuvo presente también entre nuestros autores 
—la mayoría vinculados a la llamada Escuela de Salamanca y a la esco- 
lástica tardía— como teoría propiamente dicha, pero también, si- 
guiendo la línea planteada por la tradición cristiana, como problema 
social. En relación a lo primero, las aportaciones de los tratadistas se 
refieren a la teoría del valor y a los efectos de la llegada de metales 
preciosos a Europa (lo que se ha dado en llamar la teoría cuantitati- 
vista). 

En la determinación del precio de los diferentes bienes, continúan 
siendo fieles a la preocupación por el fjusto precio”, tantas veces rei- 
terada entre los escolásticos. Sin embargo, el tema se matiza ahora 
más. Autores como Martín de Azpilcueta, Diego de Covarrubias o 
Tomás de Mercado, empiezan a tomar en consideración factores tales 
como la mayor o menor oferta y demanda, el factor tiempo, los ries- 
gos de distinta índole que afectan a la mercancía, etc., a la hora de es- 
tablecer el “justo” valor de las cosas objeto de compra-venta. De ahí 
se deriva la consideración del carácter productivo del dinero y, por 
tanto, el que éste tenga un valor en sí mismo. Así, Azpilcueta llega a 
justificar la función social del cambista (C. Flórez Miguel, La Escuela 
de Salamanca, 133). 


Por lo que se refiere a la teoría cuantitativista, la historiografía in- 
ternacional ha reconocido finalmente el papel de precursores que, en 
su formulación, les cupo a los tratadistas hispanos (Martín de Azpil- 
cueta, conocido como el doctor Navarro; fray Tomás de Mercado, 
etc.). El desigual comercio establecido entre Europa y América 
(bienes manufacturados, mayoritariamente, de la primera, a cambio 
de materias primas de la segunda) había llevado a un flujo cuantioso 
de oro y plata hacia las metrópolis de nuestro continente, dando ori- 
gen a un proceso inflacionista prácticamente desconocido hasta ese 
momento en Europa. ¿Cómo era posible que los precios aumentasen 
casi ininterrumpidamente, y que, al mismo tiempo, el valor de com- 
pra de la moneda quedase de continuo por debajo de los mismos? La 
experiencia conducía a considerar en el dinero dos valores distintos, 
uno intrínseco, dependiente de la importancia del metal en él conte- 
nido, y otro de cambio, vinculado a la estimación social que tuviera; 
pero también llevaba a la relación de la abundancia de metales pre- 
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ciosos en curso —según expresarán los cuantitativistas— con el fenó- 
meno inflacionista. ¿Razón de todo ello? La pérdida progresiva de va- 
lor de cambio de la moneda, al depreciarse por abundancia de la mis- 
ma. Por ello, los precios de los bienes son más altos donde hay mayor 
presencia de plata y oro; es decir, en Sevilla —capital del monopolio 
de Indias—, son más elevados que en Burgos y, en Burgos, a su vez, 
más altos que en Saint-Malo (Francia) y, en esta ciudad, más que en 
Amberes..., y así sucesivamente. 


Pero si la explicación del fenómeno era unánime, no lo eran de la 
misma forma las soluciones propuestas. Para unos (bullonistas), al 
confundir riqueza con abundancia de plata y oro, la captación de me- 
tales preciosos y su retención resultaba positiva para el país. Para 
otros, en cambio, había que dejarlos salir en operaciones beneficiosas 
para impedir la inflación. Mientras tanto, la Corona parecía incapaz 
de atajar el problema y los efectos sociales que producía, cuando no 
actuaba condicionada por las clásicas recetas de intervención para po- 
ner tasa o tope a los precios de los productos básicos. 


También se produjeron algunas innovaciones en el terreno del 
pensamiento político. De nuevo, la Escuela de Salamanca (cuya cris- 
talización tiene lugar hacia 1525- 1530), dominicos y jesuitas, desta- 
caron por sus explicaciones a viejos temas. Sus miembros (Vitoria, 
Suárez y Mariana básicamente) aceptaron el principio aristotélico-to- 
mista de la sociabilidad natural del hombre. No existía, pues, en la 
historia humana un estado previo al de sociedad. El hombre siempre 
ha vivido agrupado porque, de alguna manera, lleva en sus genes esta 
necesidad de su naturaleza y porque no puede prescindir de los de- 
más, tanto para su realización personal como para su misma supervi- 
vencia. El Estado y el poder ejercido por el mismo se convierten, por 
tanto, en una consecuencia lógica de esa sociabilidad humana. Pero 
como ésta constituye una ley natural y, por consiguiente, forma parte 
del proyecto divino (el orden natural y el sobrenatural no se oponen, 
sino que se complementan), también su concreción, el Estado y el 
poder, constituyen algo natural. 


“Si, pues, Dios” —dirá Vitoria—, infundió esta necesidad e inclina- 
ción a los hombres, que no pudiesen estar sin sociedad y sin un po- 
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der que los rigiese, este poder tiene a Dios por autor, y a Él hay que 
atribuirlo (De Potestate civili). 


De esta forma, el poder en sí tiene un doble origen: humano y di- 
vino. Por una parte se explica en función del pueblo (la res publica) a 
quien sirve; pero es al mismo tiempo voluntad de Dios que exista y es 
en Él, precisamente, dónde, en última instancia, se halla su origen y 
justificación (“Ningún poder tendrías si no te hubiera sido dado de 
lo alto”, responderá Jesús a Pilatos). Pero este poder no llega al mo- 
narca directamente, sino a través de la comunidad que se lo delega. 
Venimos así a la llamada teoría del poder indirecto. Los miembros de 
la sociedad lo reciben del Creador, pero ante las dificultades para 
ejercerlo por sí mismos, lo transfieren al rey, que es quien, en última 
instancia, lo posee, pues una vez realizado el traspaso, el poder no re- 
gresa a la sociedad, salvo que el monarca contraviniera la ley natural 
o la ley divina. Así, Lorenzo de Santayana Bustillo puede decir que: 

“sólo al rey pertenece, por derecho, nombrar los oficios de la repú- 
blica, porque los pueblos, en la creación de sus príncipes, les transfi- 
rieron toda la potestad y jurisdicción que tenían”. (Gobierno político, 
p. 17) 

Así, contra las tendencias absolutistas de las monarquías de su épo- 
ca, nuestros neoescolásticos defenderán el compromiso que el rey tie- 
ne, y del que habrá de dar cuenta a Dios, de obedecer la ley natural y 
divina, de cuidar para que sean obedecidas en su reino, de respetar 
los derechos de los “cuerpos” que componen la res publica y de servir 
él mismo al bien común, que es quien justifica la potestad conferida. 
Para Domingo de Soto (1556), a los monarcas no sólo les convenía 
vivir sujetos a razón, “sino sobre todo a las leyes de Dios”. Si las con- 
culcaran (Suárez y Mariana), los súbditos quedarían exentos del de- 
ber de obediencia a su rey y, si fuera necesario, para evitar un mal 
mayor, podrían ejercer el derecho de defensa, combatiéndole y lle- 
gando, incluso, a darle muerte. Este regicidio permitido tendrá en 
Europa un amplio eco y, en algunos casos, la doctrina será condenada 
por algunas instituciones señeras, como la Sorbona de París. O, en 
contraposición, esgrimida más tarde por algunos monarcas del siglo 
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xviii como fundamento, entre otros, para forzar la expulsión de los 
jesuitas. 


La influencia de esta escolástica tardía en el pensamiento político y 
económico europeo ha sido, pues, fundamental, aunque no siempre 
se reconociera así. En los Países Bajos se difundió a través de Lessio y 
de Grocio, y en Alemania por medio de Pufendorf. Desde allí, más 
tarde, se trasladó a Gran Bretaña, reflejándose en la obra de Hutche- 
son y su discípulo Adam Smith, ya en el xviii; en Italia en la de Diana 
y Bonacina y, en Portugal, en la de Rebelo. También pasó a América 
a través de Matienzo y Oñate. 


El pensamiento español del xvi aborda asimismo otros temas es- 
trictamente políticos. A este respecto, al valenciano Furió Ceriol 
(1527-1592), además de por su proximidad a las ideas protestantes, 
se le recuerda por su propuesta de limitar el poder absoluto, justo 
cuando éste, amparado en la crisis, intentaba acrecentarse. Su teoría 
se recoge, básicamente, en El consejo y consejeros de príncipes, publica- 
do en Amberes en 1559. Allí aboga, básicamente, por una cierta se- 
paración entre el poder civil y religioso, y por establecer junto al 
príncipe un consejo de pocos miembros con autoridad pública, reu- 
nidos expresamente para debatir aquellos asuntos que importan al 
reino. De esta forma, el monarca, aunque guardase el poder ejecuti- 
vo, tendría que contar con dichos consejeros antes de tomar una de- 
cisión que pudiera comprometer los intereses de sus súbditos. Línea 
que, en su planteamiento aristocrático (poder del rey compartido con 
la nobleza) se mantendrá viva a lo largo de la Edad Moderna, reapa- 
reciendo en determinados periodos con fuerza. 


La época del Renacimiento, por encima de su heterogeneidad e, 
incluso, de sus contradicciones, se nos aparece como un tiempo de 
una vitalidad extraordinaria, sea en el ámbito literario, científico, del 
pensamiento en general, de la religiosidad o de la economía. Este ca- 
rácter contrasta en buena medida con la época que le sigue cronoló- 
gicamente, la del Barroco, bajo un espíritu diferente, más preparada 
para conservar o desarrollar en parte lo ya logrado, que para introdu- 
cir nuevos cambios e innovaciones. 
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Capítulo noveno 
Sociedad, cultura y religiosidad barrocas 


La situación socioeconómica y política comenzó a empeorar en al- 
gunas zonas de España antes de que se extinguiera el siglo xvi. El in- 
terior peninsular fue uno de los más afectados por las epidemias, la 
recesión demográfica, la carestía y el aumento de la presión fiscal, que 
se fueron extendiendo paulatinamente. El Barroco como concepto 
que designa a toda una época, básicamente la del xvii, se identifica, 
pues, con un tiempo de crisis y/o estancamiento en la mayor parte de 
Europa y también, como no podía ser menos, en España. Su dura- 
ción es, sin embargo, más corta en la periferia peninsular, mientras 
que, en Castilla, se arrastra, como más adelante veremos, hasta entra- 
do el siglo xviii. 

Desde el punto de vista social puede hablarse de un repliegue en 
algunas de las tendencias innovadoras aparecidas en la centuria ante- 
rior. Los avances hacia la ampliación del número de miembros dedi- 
cados a ciertas actividades productivas, como, por ejemplo, la manu- 
factura, quedaron de alguna forma cercenados o, como en el caso del 
comercio, mediatizados por la presencia extranjera. Las posibilidades 
para el desarrollo de una “mentalidad burguesa” se enfrentaron a 
unos tiempos malos y poco propicios al cambio. Los valores y formas 
de vida nobiliarios tradicionales se reforzaron convenientemente. El 
despliegue científico del Quinientos, que hemos analizado más arri- 
ba, experimentó de la misma forma una contracción importante —de- 
cisiva incluso— de su capacidad para la innovación. La inquietud reli- 
giosa en general redujo su efervescencia anterior y la creatividad en 
los temas de espiritualidad y sus escritos del xvi dio paso al agota- 
miento de los mismos y a su sustitución por retórica. En contraste 
con todo ello, la cultura de calidad, lejos de conocer tiempos de baja, 
alargó a casi todo del siglo xvii su época dorada. 

Para denominar el periodo se ha acuñado la expresión Siglo de 
Hierro [ Iron century], y para el de transición hacia él, que se inicia 
con el cambio de tendencia, la de “tiempo de El Quijote”, ya que la 
magna obra de Cervantes, además de aludir al desencanto producido 
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por la crisis, se enmarca entre la fecha de publicación de su parte pri- 
mera en 1605 y la de la segunda en 1615 (Pierre Vilar), hitos que, 
por otra parte, coinciden, grosso modo con la época manierista de la 
historia del arte. 


La sociedad española del Barroco fue, en general, una sociedad 
más uniforme que la del siglo xvi. Tras la salida sucesiva de judíos y 
moriscos, la huella de estos dos grupos étnico-culturales quedaba 
prácticamente reducida al recuerdo. La actividad inquisitorial, una 
vez su empeño en perseguir a los falsos conversos y a los protestantes 
se fue agotando, dirigió de forma progresiva su acción hacia los deli- 
tos de índole moral u otro tipo de herejías, incluso hacia asuntos po- 
líticos, con anterioridad mucho menos frecuentes. El giro se notó ya 
en el reinado de Felipe III. El Santo Oficio se convirtió paralelamente 
en víctima de su propia estructura y la burocracia fue ahogando poco 
a poco su ímpetu inicial. La media anual de procesados, en torno a 
los quinientos de tiempos del Rey Prudente, descendió a unos 130 en 
el siglo xvii. Por otro lado, la limpieza de sangre, aunque todavía fue- 
se un componente importante de la realidad social, adquirió un ca- 
rácter menos conflictivo que en el xvi. De esta forma, la española se 
había convertido en una sociedad católica con algunos ribetes precris- 
tianos, donde la vieja herencia medieval de presencia de minorías 
quedó difuminada entre los componentes culturales de la sociedad 
cristiano vieja. Se trataba, pues, de una sociedad estamental, más pa- 
recida al modelo del resto de Europa. ¿Pero de qué manera quedó es- 
tablecida la correlación de fuerzas y cuáles fueron los valores que se 
impusieron en ella? 

Como testimoniara Tomás de Mercado primero y Miguel de Cer- 
vantes más tarde, la participación de algunos mercaderes en la Carre- 
ra de Indias había facilitado su acceso a la nobleza. La venta de títulos 
por parte del Estado, en especial la llevada a cabo durante el reinado 
de Felipe II, ayudó, como ya vimos, a ello. Paralelamente, las exigen- 
cias organizativas y administrativas de la monarquía Hispánica ha- 
bían impulsado la promoción de muchos advenedizos procedentes 
del estado llano, en particular de letrados. Apoyados por los reyes, 
que tenían necesidad de ellos, tanto para el gobierno de la monarquía 
como para contrarrestar el poder de la nobleza con hombres de su 
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hechura, fueron ocupando puestos importantes, tanto en la Corte, 
consejos, chancillerías y audiencias, como en la propia Administra- 
ción local. La nobleza había copado tradicionalmente esos oficios y 
cargos, y se sintió llamada a proteger ese derecho frente a sus compe- 
tidores. Su reacción, aunque no consiguiera parar del todo el ascenso, 
si fue capaz en cambio de provocar una ralentización del mismo. Para 
ello, según han propuesto algunos historiadores (José Antonio Mara- 
vall entre ellos), fue preciso que la nobleza redefiniese su cometido. 


Hemos mencionado que el Quinientos había servido para estable- 
cer una alianza duradera con el monarca. De esta forma, los nobles 
nunca se verían desplazados del todo de sus conquistas políticas y so- 
ciales durante la formación del nuevo Estado, ni, por supuesto, de la 
posesión de sus dominios y patrimonio. Al contrario, los Austrias 
Menores (Felipe III, Felipe IV y Carlos ID) fueron conscientes de la 
importancia que esto tenía para la conservación del orden y el respeto 
debido a la institución monárquica, máxime en un periodo como és- 
te del Barroco, de grave malestar social. Las grandes revueltas de la 
época de Felipe IV, además de otras menores de carácter local, mues- 
tran un componente importante de descontento en amplios sectores 
de la población, ante la situación de crisis y la inagotable presión fis- 
cal. De ahí que para asegurar el orden fuese preciso reforzar la alianza 
con la nobleza, así como el modelo de conducta que ésta proponía. 
La reiteración del tema de la honra en la comedia del Siglo de Oro, 
las soluciones “conservadoras” a muchos de los dramas personales y 
colectivos en ella planteados, la simbología del poder en diferentes 
ámbitos responden a ese mismo propósito. 

Las salidas de carácter “conservador” fueron, por tanto, mucho 
más frecuentes ahora que en el xvi. Los comerciantes —había observa- 
do Cervantes— morían por proyectar sus anhelos de grandeza sobre 
sus hijos, procurándoles en la medida de lo posible el acceso a la no- 
bleza. Ésta, por su parte, aún cuando no abandonase del todo las ga- 
nas de hacer negocios lucrativos (recordemos el caso de los duques de 
Medina Sidonia), reforzó su presencia en los llamados “bienes refu- 
gio” y atrajo también hacia ellos a los miembros enriquecidos del es- 
tado llano. Recordemos la denuncia del arbitrista González de Cello- 
rigo en esta época, que hemos introducido a la hora de analizar la 
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tendencia de la sociedad hispana. Buscando igualmente salida a la pe- 
nosa situación, algunos entraron en el convento o el sacerdocio. El 
número de clérigos se acrecentó a lo largo de la centuria, provocando 
la crítica y la queja de algunos observadores de su tiempo. 


Pero la crisis, aunque más a unos que a otros, afectó a la mayoría. 
Las propias casas nobiliarias se sintieron implicadas y sus haciendas 
acusaron el golpe, al debilitarse el valor de sus rentas y créditos. El 
conde de Benavente sufriría pérdidas en el rendimiento de sus bienes 
raíces de más de un veinte por ciento entre 1638 y 1643. Sus ingresos 
brutos pasaron entonces de los 60.837 ducados a los 48.269 de 
1643. Para enjugar el déficit tuvo que colocarse bajo la tutela de ad- 
ministradores y tomar una pensión fija a expensas de sus acreedores 
(Ch. Jago,La crisis de la aristocracia en la Castilla, p. 267). Igualmente 
se estanca el valor de los arrendamientos de las dehesas propiedad del 
duque de Arcos y del marqués de Priego y las alcabalas percibidas por 
ambos disminuyen. Tampoco salió mejor parado el duque de Béjar, 
quien, en 1642, se encontró con un déficit presupuestario de 8.000 
ducados. Por último, la contabilidad de la Casa de Feria pone de ma- 
nifiesto que, tras un crecimiento de los ingresos de un siete por cien- 
to entre 1623 y 1635, esos cayeron en un 44 por ciento en los seis 
años siguientes (Ibídem, 263, 265 y sigs). 

Para afrontar la situación, la nobleza no dudó en aumentar la pre- 
sión sobre sus arrendatarios y trabajadores, que, en algunos casos, se 
rebelaron y, en otros, emigraron a diferentes lugares. De la misma 
manera, los bienes comunales de los pueblos y tierras de particulares 
menos poderosos conocieron presiones similares por parte de algunas 
casas nobiliarias. En Cataluña, incluso, un sector de la nobleza se de- 
dicó al bandolerismo, fenómeno que se agudizó muy pronto, en las 
dos primeras décadas del siglo xvii, y, que, en algunas parte de la anti- 
gua Corona de Aragón, llegó a convertirse en un mal endémico. 


Tampoco le fueron a la nobleza muy favorables los aires que sopla- 
ban a veces desde la propia Corte. Los validos no sólo desalojaban de 
la cercanía del poder real a las familias que les hacían la competencia 
para colocar a los suyos, sino que, alguno, como el conde duque de 
Olivares durante los primeros tiempos de su gobierno, se permitió 
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crear su círculo de personas de confianza, prescindiendo de otros no- 
bles que habían estado antes bien afianzados en la Corte y en los ór- 
ganos del sistema polisinodial. “Todo ello, unido a la presión que des- 
de el Estado ejerció sobre la nobleza en general, a fin de conseguir los 
recursos humanos y económicos requeridos por una Hacienda agota- 
da y atender los compromisos propios de la política internacional, le 
granjeó la enemistad de una gran parte del estamento. Sin embargo, 
el influjo nobiliario, su peso en las instituciones del país, lejos de re- 
ducirse, continuó siendo grande y, en el último tercio de la centuria, 
incluso, se convirtió, con los gobiernos aristocráticos de Carlos II 
(Juan José de Austria, Medinaceli, Oropesa), en políticamente decisi- 
vo. La promoción susodicha de los valores de la nobleza, tan estre- 
chamente vinculada al espíritu del barroco hispano, contribuyó de la 
misma forma al predominio de la aristocracia en la sociedad de la 
época. 


En medio de este ambiente, la burguesía mercantil no encontró 
precisamente el mejor terreno para prosperar y desarrollarse. El aban- 
dono de las actividades productivas fue denunciado tenazmente por 
los arbitristas una y otra vez, y, más tarde, los tratadistas del siglo xviii 
tuvieron que retomar la crítica de tal actitud y dedicar una parte de 
sus esfuerzos a reconciliar a la sociedad hispana con las mismas. Alre- 
dedor de las ciudades marítimas vinculadas al monopolio mercantil 
con América (Sevilla, Sanlúcar, El Puerto, Cádiz, Jerez) pervivió, no 
obstante, un prototipo de comerciante-cargador, agrupado general- 
mente en el Consulado de Indias, que se beneficiaba de la cobertura 
proporcionada por el Estado para desempeñar lucrativas tareas finan- 
cieras y de mediación a favor de los hombres de negocio y manufac- 
tureros extranjeros interesados en el comercio con América, a la par 
que se preocupaba de extender el ámbito de sus intereses hacia los 
bienes raíces, en particular los de tierras aledañas. Repartidos por 
otros puertos peninsulares, continuaron también su existencia nú- 
cleos de comerciantes relacionados con la importación y reexporta- 
ción de productos extranjeros y la saca de los procedentes del propio 
hinterland y del interior peninsular, de densidad variable. Algunos de 
ellos (así, entre otros, los catalanes) consiguieron penetrar en el co- 
mercio con América, a través de la figura del correspondiente situado 
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en los puertos andaluces. En consecuencia, el ambiente se mostró por 
lo general más propicio a la actividad económica en la periferia pen- 
insular que en el interior. Ello explica el repunte del comercio allí ex- 
perimentado antes de que se termine el siglo. Con todo, el clima ge- 
neral continuó siendo desmotivador para el desarrollo de las activida- 
des industriales y mercantiles en general. 


Un importante elenco de tratadistas fueron conscientes de esta du- 
ra realidad (la “conciencia de la crisis”), antes o después de que llegase 
a tocar fondo allá por los años cuarenta. Para ello analizaron profusa- 
mente las causas de la situación, que vincularon a aspectos tan dife- 
rentes como el despoblamiento, los perniciosos efectos del desigual 
comercio de España con Europa y América, la expulsión de los mo- 
riscos o, incluso, el alto número de clérigos, por tanto de célibes. A 
esos hombres, de profesiones y oficios diversos, con carácter genérico 
y no sin una cierta carga peyorativa por parte de los ilustrados del 
xviii, se les denominará en este siglo con el nombre de arbitristas, 
aunque el término aparezca mucho antes. En las últimas décadas del 
pasado siglo, su obra, no obstante, ha sido revalorizada por la histo- 
riografía, tanto por el testimonio y algunas lúcidas reflexiones sobre 
la sociedad, la economía española y sus endémicos males que aporta, 
como por el análisis de teoría económica que en ella se lleva a cabo. 
Así, la Ley de Rendimientos Decrecientes de Caxa de Leruela: 


“no se mide la cosecha de los frutos y efectos de la agricultura con 
la muchedumbre de yugadas, no con la multitud de ganados, sino 
conforme al cuidado, industria, beneficio y maña del padre de fami- 
lia, cuya felicidad y prosperidad está en el número mediocre, que es 
el perfecto, por la dificultad que consigo trae el gobierno en el in- 
menso número de ganado y desproporcionada heredad a las fuerzas 
de uno solo”. 


O la velocidad de la moneda y la teoría de los precios de Martínez 


de Mata: 

“gastando una familia un ducado, es cierto que se queda con él, 
porque le dan por ello lo que vale un ducado; si este ducado pasa por 
cien familias en una semana, en un mes o en un año, que es posible 
el que pase por ellas en un día, las mercaderías o frutos que hicieron 
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que mudase poseedor este ducado, valen cien ducados, dejando bene- 
ficio general en todos y no se puede negar que de sólo el alcabala y 
dos por ciento, y los demás derechos, hizo este ducado que le tocasen 
a la Real Hacienda cien ducados de provecho, ni se puede dudar que 
si este ducado se dejase de gastar se habían de poder causar (...)”. 
(Discurso séptimo) 


El “pistoletazo de salida” lo había dado, anticipándose a lo que se 
diría más tarde, el contador Luis de Ortiz, poco antes de que termi- 
nase el reinado de Carlos V, al señalar la paradoja —tema éste reitera- 
do luego por la mayoría de los arbitristas— de una nación rica en teso- 
ros como España, pero dependiente de la producción extranjera para 
el consumo propio y el de sus Indias. Los textos posteriores en el 
tiempo reiteran esta misma idea. Caxa lo resume de la siguiente for- 
ma: 


“Pues cuanto oro y plata le entra de Indias parece tesoro de duen- 
des, y que el mismo viento que lo trae lo lleva, después, que los espa- 
ñoles pusieron su felicidad temporal en adquirir estos metales, me- 
nospreciándose el mejor género de acrecentar y conservar su patrimo- 
nio, y el que carece de todo crimen, que son sus labores y pastorías 
con que han perdido lo uno y lo otro”. 


También Sancho de Moncada incide en el mismo punto de vista, 
en su capítulo II del discurso 1: “La pobreza de España ha resultado 
del descubrimiento de las Indias Occidentales”. E invoca a continua- 
ción la tesis cuantitativista de Salamanca como justificación de su an- 
terior aserto: 
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porque con la abundancia de plata, y oro ha bajado su valor (co- 
mo suele bajar con la abundancia el de cuanto hay) y consiguiente- 
mente ha subido el de lo que se compra con la moneda: y ansí se esti- 
ma el oro, y plata en poco, y se gasta pródigamente, y se introducen 
altos precios en todas las cosas, y faltando la plata y oro quedan los 
hombres obligados a tan grandes gastos, imposibilitados de alcanzar 
las grandes cantidades que son menester para ellos”. 


La visión sobre las Indias ha cambiado, pues, de tono: la preocupa- 
ción por los aspectos morales ha dado paso a la preocupación por los 
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beneficios económicos de la conquista, muy en la línea, por otro la- 
do, con los temas prioritarios del Mercantilismo. 


Al igual que Ortiz, casi todos los arbitristas vienen a proponer me- 
didas proteccionistas de uno u otro género que afectan a los arance- 
les, la regulación de las exportaciones e importaciones, las actuaciones 
sobre los impuestos, las restricciones a los extranjeros o la creación de 
compañías privilegiadas de comercio. Pero también inciden en que se 
actúe sobre los diversos frentes de la actividad económica. Martínez 
de Mata pide que se estimule la industria nacional: 


“los lugares se despueblan, los vecinos se ausentan y se huyen, se 
dejan las mujeres, se descarrían los hijos, se pierde el aumento de la 
generación, se quedan las hijas sin casar, los varones no se atreven a 
echar sobre sí la carga del matrimonio, por no haber quedado el jugo 
de las artes —es decir, de la industria— con que pudieran cumplir con 
sus obligaciones” (Memorial sobre la despoblación). 


Caxa de Leruela y Francisco Centani hacen lo mismo con la agri- 
cultura y la ganadería (los ganados —expresa al respecto el primero— 
son riquezas sólidas, y 
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tanto más excelentes que el oro, y que la plata); Osorio y Redín pi- 
de lo mismo con varias actividades a la vez. Casi todos hacen hinca- 
pié en el área fiscal. Así, Mata habla de “desempeñar la Real Hacien- 


da”, Cellorigo de racionalizarla, y éste a la vez, junto a Sancho de 
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Moncada, de reducir el número de recaudadores. La idea de un im- 
puesto único que sustituya en parte la amplia gama de los existentes 
está en Moncada, Dávila (sobre la renta personal), Centani y Osorio. 


Aún cuando sus análisis y las medidas propugnadas pecaron a ojos 
de los ilustrados (que, sin embargo, se inspiran extensamente en 
ellos) de parciales y de no tener en cuenta la Economía como un to- 
do, estudios posteriores sobre estos autores han hecho ver cómo algu- 
nos, no sólo compartían la idea de interacción, sino que llegaban a 
vincular las diferentes ramas de la Economía con la población, el tra- 
bajo, la riqueza e, incluso, las buenas costumbres. De esta forma, 
aunque todavía existan quienes, como Cellorigo, relacionen la crisis 
con tesis explicativas de carácter organicista (las naciones, como orga- 
nismos vivos que son, tienen sus fases de auge y luego de decadencia) 
o de carácter metafísico (castigo por la infidelidad de España a sus 
compromisos y la corrupción), la mayor parte de los arbitristas la 
vinculan a causas humanas, es decir, a errores sociales y económicos 
que necesitan ser corregidos. 


El problema estriba para nosotros en saber de qué manera y en qué 
medida se relaciona la crisis y la conciencia de la misma con lo que, 
más estrictamente, se ha denominado cultura barroca, cuyo alcance 
va más allá de las meras manifestaciones plásticas o de las llamadas 
bellas artes. En efecto, tradicionalmente se ha identificado el Barroco 
con una visión del mundo y del hombre, por lo tanto antropológica, 
de carácter pesimista, en contraste con la propuesta, de signo contra- 
rio, propia del Renacimiento. Resumiendo mucho las cosas, el mun- 
do sería como una especie de valle de lágrimas o, en el mejor de los 
casos, un mar de vanidades, y el hombre un ser tocado por el pecado, 
frágil y amenazado por el dolor y la muerte. Las numerosas tragedias 
ocurridas en Europa y España durante la centuria (epidemias graves, 
hambres, revueltas, derrotas, etc.) serían, en parte, causa de esta vi- 
sión, pero también un buen testimonio de la situación. Sin embargo, 
las cosas no fueron tan simples. 


El Concilio de “Trento, como el Barroco en general, mantenía la 
compresión que del hombre y el mundo daba el catolicismo, aunque 
resaltando ahora algunos aspectos menos tenidos en cuenta en la an- 
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terior centuria y minusvalorando otros, ante la necesidad de dar res- 
puesta al reto que estos llamados “tiempos recios” habían planteado. 
Tras la clausura de las sesiones, los temas acerca de la fugacidad del 
tiempo (tempus fugit), de la vanidad de vanidades (vanitas vanitatis), 
de la omnipresencia de la muerte, se combinaron con los de la liber- 
tad del hombre y la profunda responsabilidad de éste en sus acciones, 
que habían resurgido con fuerza en dicha asamblea eclesial, hasta 
convertirse, junto a los anteriores, en comunes a la cultura barroca. 


Al hacer hincapié en tales ideas, como un corolario natural, la vida 
y las acciones humanas adquirían ahora un tono más dramático que 
el habitual, y no sólo por los aspectos citados, sino por el importante 
relieve conferido a la responsabilidad de cada hombre, en contraposi- 
ción con la postura protestante, que venía a situarle en una actitud 
prácticamente pasiva, al depender su salvación en exclusiva de la vo- 
luntad divina (la predestinación), sin que el creyente pudiese poner 
de su parte más que la confianza y la fe (sola fides). Por el contrario, 
en las conclusiones del Concilio, se ponía de relieve que dicha salva- 
ción era el resultado de la libertad humana para elegir entre el bien y 
el mal (lo que se hacía depender de la voluntad personal) y de la sal- 
vación procurada por el sacrificio redentor de Cristo que se inmolaba 
como don gratuito a los hombres. Para vencer las dificultades en el 
camino hacia el bien, así como para el perdón de la falta en caso de 
una mala elección, el fiel contaba con la inestimable ayuda de los sa- 
cramentos, cuyos beneficios habían sido prácticamente negados por 
los protestantes. 

La lectura de estos principios fue ciertamente diversa, pero se pue- 
de afirmar que el tono característico que el Barroco hizo de la misma, 
se complació con frecuencia en sus aspectos más dramáticos, lo que, 
por otro lado, se hizo acompañar con todo el abanico de exhuberan- 
cias, hipérboles y puestas en escena que le permitía (y lo hacía am- 
pliamente) el rico lenguaje barroco, tanto en su forma plástica como 
hablada o escrita. De ahí que el Barroco se identifique también con la 
proliferación de elementos y de gestos considerados susceptibles de 
amortiguar la falta de responsabilidad por parte del sujeto y, por en- 
de, la carencia consiguiente de obras buenas y meritorias en su haber. 
Tal papel cumple, en última instancia, a la Virgen, santos y ángeles 
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mediadores, cuya labor mediadora se añadía a los méritos consegui- 
dos por el sacrificio único de Cristo en la cruz, a la hora de enfrentar- 
se el sujeto con la muerte. Los datos que conocemos a través de los 
abundantes estudios realizados sobre testamentos son elocuentes a es- 
te respecto. Dicha intercesión se canaliza a través de las misas por el 
alma del difunto. Los monarcas, tal vez abrumados por la gran res- 
ponsabilidad de su cargo, dejan encargado un número muy elevado 
de ellas: 30.000 Felipe III y 100.000 su hijo Felipe IV. Pero los súb- 
ditos, a su manera, no se quedan tampoco atrás: hasta cerca de 3.000 
de media en la Huelva del xvii o más de 20.000 en Cádiz, en una 
época más tardía. Desde esta perspectiva, el hincapié, a veces excesi- 
vo, en la condenación y las penas del infierno, descritas con frecuen- 
cia con tintes terribles para llevar al creyente al buen camino, se con- 
vierte en un tema de predilección del barroco hispano, sólo amorti- 
guado en su dramatismo por la posibilidad reiterada del perdón, in- 
cluso in extremis. 


Para mejorar la formación religiosa de las masas y concitar su con- 
curso en torno a las verdades de la fe, la Iglesia española desarrolló 
también en este siglo un amplio programa pastoral, que tomó como 
medio el aprovechamiento de todas las circunstancias posibles de 
contacto con el pueblo, a través de las manifestaciones de la religiosi- 
dad popular tradicionales (algunas ahora recreadas o potenciadas), el 
sermón y el confesionario. Todo sin olvidar las magníficas posibilida- 
des que le brindaba el arte en sus diferentes ámbitos como transmisor 
de mensajes y contenidos y provocador de sentimientos. 

“Enseñen diligentemente los obispos —pedirá el Concilio en su se- 
sión número 25— que por medio de las historias de los misterios de 
nuestra redención, representadas en pinturas u otras reproducciones, 
se instruye y confirma el pueblo en el recuerdo y culto constante de 
los artículos de fe”. 


Para esto contaba España con una magnífica cantera de artistas, ar- 
quitectos y artesanos, cuyo número y cualificación no habían cesado 
de progresar a lo largo de la anterior centuria. Bastaba con dedicarles, 
mediante el mecenazgo y los encargos, una buena parte del dinero de 
las instituciones y los particulares, desviándolo de derroteros más ren- 
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tables. Obviamente, para ello hubo que contar no sólo con una Igle- 
sia poderosa, sino también con la voluntad de numerosas gentes, dis- 
puestas a enriquecer, por medio de donaciones, mandas y, en definiti- 
va, encargos a su costa, el patrimonio religioso, aunque sea como 
ayuda a su salvación. 


Esto se simultaneó con el engrosamiento del patrimonio artístico 
individual. Así, el marqués de Leganés, primo del conde duque de 
Olivares, dejó un enorme legado de obras de arte. Según el balance 
que se realizó en 1655, al tiempo de su muerte, un total de 1.333, al- 
gunas de gran calidad. Con todo, por su repercusión posterior, mere- 
ce la pena destacarse el legado de los monarcas de la Casa de Austria, 
muy importante, tanto por el número de obras cuanto por sus auto- 
res. Si a finales del siglo xvi, el Alcázar real de Madrid daba acogida 
en sus salones a 358 cuadros, a los que debían sumarse los 250 de El 
Escorial y los 117 de El Pardo; el posterior enriquecimiento de las co- 
lecciones reales posibilitó, antes de que mediara el Seiscientos, el au- 
mento del número de cuadros en el primero hasta 385, sin contar la 
importante decoración que se hizo por todo lo alto en los demás pa- 
lacios (el del Buen Retiro por los años treinta, además de Aranjuez y 
El Pardo). Virreyes y enviados especiales del rey se encargaron de 
contratar a los mejores artistas de la época y de captar para el monar- 
ca español algunas significativas obras de arte. Felipe IV en especial, 
se mostró a este respecto como un magnífico coleccionista. En 1634- 
1635 ordenó reunir varias series pictóricas de los mejores artistas (Ve- 
lázquez, Zurbarán, Maíno, Carreño, etc.), relacionadas con los reyes, 
la familia real y las victorias militares, con vistas a la decoración del 
nuevo Salón de Reinos del Buen Retiro. 


Si bien el Barroco no va estrictamente ligado al catolicismo (exis- 
tieron también manifestaciones propias de él entre los protestantes), 
podemos afirmar que la Iglesia encontró en su lenguaje la horma de 
su zapato para expresar las realidades divinas y provocar en el fiel un 
sentimiento profundo de adhesión a las verdades de la fe católica, tras 
la conmoción sufrida por la cristiandad con motivo de la revuelta lu- 
terana. Pero no bastaba con las formas y los medios propios del len- 
guaje barroco, sino que era preciso también la humanización de lo 
divino o, lo que es igual, que los contenidos religiosos, teniendo obli- 
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gadamente un claro componente sobrenatural, no pareciesen alejados 
de la realidad, de lo natural, incluso de la más estricta cotidianeidad. 
El acierto de los grandes pintores del siglo xvii hispano estriba en la 
perspectiva naturalista con que afrontan la temática religiosa, incluso 
cuando se trata de mostrar teofanías, es decir, manifestaciones o 
irrupciones de lo divino en la vida diaria. El San Hugo visitando el re- 
fectorio de Zurbarán, donde lo sobrenatural hace acto de presencia 
entre los mismos pucheros de la casa, en medio de lo cotidiano, es 
una muestra fehaciente en el artista de este deseo. Como también la 
abundante y 
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Juan Carreño, Magdalena penitente, Madrid, Real Academia de Bellas 
Artes de San Fernando 


magnífica imaginería procesional de autores como Gregorio Fer- 
nández, Juan de Mesa, la Roldana, Martínez Montañés, etc., donde 
no se escatiman, en los cristos, vírgenes y santos, las huellas del sufri- 
miento, de la soledad y de la impotencia, junto a la preocupación o la 
esperanza propias del ser humano. Expresión, en definitiva, de la en- 
carnación de Dios llevada hasta el extremo. Las imágenes, aunque 
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idealizadas, son por sí mismas una muestra palpable de la anatomía y 
de la psiquis humana. Pero, sin duda, la creación barroca alcanzó las 
cotas más elevadas en la pintura. Aquí los nombres de los artistas (Ve- 
lázquez, Murillo, Ribera, Zurbarán, Carreño, etc.) están unidos a la 
historia del arte universal y sus obras constituyen, como sabemos, 
puntos de referencia obligada en la misma. 


Sin embargo, resulta difícil a la larga deducir quién sirvió a quién: 
si la Iglesia y sus necesidades pastorales crearon ex profeso y desarro- 
llaron este lenguaje, o, por el contrario, ya existente, se ajustó a las 
exigencias evangelizadoras de la Iglesia Católica. Sea como sea, él 
mismo se caracteriza por el movimiento frente a la armonía y el equi- 
librio serenos que había manifestado el Renacimiento; por la esceno- 
grafía, ampulosa a veces, en que sitúa sus mensajes; por la búsqueda 
del contraste a través del juego de luces y sombras; o por el recarga- 
miento y la ostentación, que no regatea el uso de todo material noble 
que se ponga al alcance de la mano (oro, plata, maderas preciosas, 
mármoles, etc.). 


En ese afán del barroco hispano por llevar sus mensajes a la socie- 
dad, se supo introducir, esta vez en la literatura, un número abun- 
dante de cuentos, relatos, dichos y proverbios de la tradición oral y 
popular española, que ayudaron en la tarea. El mismo Góngora, uno 
de nuestros más grandes escritores barrocos, a pesar de su clara apues- 
ta por la poesía culta, y, dentro de ella, por el juego de símbolos y 
metáforas, por el artificio de éstas y el virtuosismo latino en la sinta- 
xis, gustará también de los romances y letrillas populares, que hila a 
la manera tradicional en muchas de sus poesías. Y otro tanto hace 
Quevedo, representante del Conceptismo, en ámbito diferente, quien 
no duda, a veces, en utilizar el lenguaje agermanado o de los bajos 
fondos en sus romances. 


Sin embargo, el paradigma de ese recurso a lo popular será el rico 
teatro del Siglo de Oro, particularmente las comedias y los autos sa- 
cramentales, estos últimos representación alegórica de un misterio re- 
ligioso; lo que, por otro lado, supone colocar la teología en el escena- 
rio compartido por el teatro. De ahí que esa literatura pueda conside- 
rarse con razón un inmenso tesoro folclórico. La utilización del ro- 
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mance ayudará también, como ya lo hiciera en la Época Medieval, en 
la empresa divulgadora. A través de los teatros, iglesias y corrales de 
comedias, se llevaba hasta amplias capas de la sociedad, incluidas las 
populares, los mensajes más queridos de la cultura barroca (el sentido 
del honor y de la honra, la justicia suprema de los reyes, el tema de la 
salvación o la condena, los diferentes dogmas de la fe católica, etc.), 
considerados en parte por la historiografía como afirmación de los 
valores propios de la sociedad estamental. La demanda de representa- 
ciones llegó a ser tan masiva, que algunos autores, como Lope de Ve- 
ga, verdadero profesional de la comedia, llegó a escribir más de 300 
obras. Pero más llamativo fue el éxito alcanzado por algunas de ellas, 
a pesar de su denso contenido teológico. Así ocurrió con El condena- 
do por desconfiado, de otro de los grandes autores teatrales de la épo- 
ca, Tirso de Molina, centrada sobre el debate acerca del papel de la 
gracia divina en la salvación personal. En definitiva, al igual 
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que el teatro inglés contemporáneo, el hispano es considerado por 
los estudiosos como creador del teatro moderno, el cual, a su vez, se 
fundamenta en la primacía del texto, la diversidad de tiempos y espa- 
cios, la variedad de personajes, el importante papel concedido en él al 
tema de las pasiones del hombre y la invención, tanto del lenguaje 
como de las situaciones. 


Esa misma modernidad literaria es compartida por Cervantes en lo 
que se refiere a la novela, particularmente en su Quijote, donde los 
personajes y la historia que se nos cuentan adoptan ya los caracteres 
propios de la novela moderna. Todo ello sin restarle a la obra su valor 
de arquetipo de la oposición ideal-realidad, idealismo-pragmatismo, 
o de muestra de la inesquivable realidad del mundo. “Poderosa arqui- 
tectura de símbolos”, llamó con razón a la obra hace tiempo Hauser. 
Sin por ello olvidar tampoco, en lo que a nosotros más interesa, el va- 
lor de £l Quijote como muestra de la época y de la crisis en que se en- 
marca (el desengaño de los ideales imperiales, la imposición de la 
cruda realidad sobre el proyecto, la inadecuación de ciertos valores, 
etc.). 


Por otro lado, la obra magna de Cervantes puede considerarse el 
epitafio de las novelas de caballerías, cuya lectura causara furor en el 
siglo xvi. Su gradual extinción coincide con el gusto de los lectores 
por la novela picaresca, que, durante el Barroco, continúa dando fru- 
tos granados, quizás como muestra también de ese mismo desengaño 
y de la inadecuación de valores que se vive en amplios sectores de la 
sociedad. El Quinientos se cerraba con la publicación de la obra del 
Guzmán de Alfarache de Mateo Alemán (1599), y el nuevo siglo se 
abría contemplando su éxito, no sólo en el mundo hispánico, sino 
también en el extranjero. El género se mantiene luego a lo largo de la 
centuria con la publicación de La pícara Justina en 1605, atribuida a 
Francisco López de Úbeda, donde la figura del pícaro encarna en una 
mujer; la Vida y hechos de Estebanillo González de Vicente Espinel 
(1618) y, sobre todo, la Historia del Buscón de Francisco de Quevedo, 
publicada en Zaragoza el año de 1626. El éxito, y no sólo la pervi- 
vencia, del género tiene, como se ha visto, varias lecturas: la del mero 
divertimiento, haciendo mangas y capirotes del orden establecido, re- 
saltando sus contradicciones y sus paradojas, y escapando de la dura 
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realidad; la de crítica necesaria frente a los valores dominantes, más 
agudamente planteados como propuesta social ahora en el xvii, si los 
aceptamos como parte de la reacción de las élites y de la cultura ofi- 
cial a la crisis. 


Bajo su talante crítico y su humor, estas obras destilan una cierta 
acritud, cuando no desengaño y escepticismo. 


“La vida del hombre” —expresa Guzmán-, “milicia es en la tierra; 
no hay cosa segura ni estado que permanezca, perfecto gusto ni con- 
tento verdadero; todo es fingido y vano”. 


Sin embargo, quien aparece como compendio más elocuente de 
estas actitudes, tradicionalmente ligadas al espíritu del Barroco, es la 
figura de Baltasar Gracián, en el momento álgido de la crisis. Sus 
obras (sobre todo El Criticón, 1651) tuvieron una importante difu- 
sión y una influencia internacionales. El análisis del hombre y de la 
sociedad que hace este autor es bastante sombrío, aunque venga de- 
terminado por las duras vicisitudes de su vida, que estuvieron a pun- 
to de costarle el abandono de la orden religiosa a que pertenecía. 


Paralelamente, la imprenta, que hacía posible esta difusión de 
ideas, prosigue su actividad sin interrupción, a pesar de los zarpazos 
periódicos de la censura a las obras. Ello, unido a los deseos de saber 
y a la profesionalización de ciertos oficios, permite que las bibliotecas 
eclesiásticas y de miembros de otros sectores sociales aumenten su vo- 
lumen. Al impulso de la Reforma Católica, los libros relacionados 
con la vida de los santos y la preparación a bien morir alcanzan su 
época álgida en las tres primeras décadas del siglo xvii; a continua- 
ción parece iniciarse un descenso en las ediciones y así, por los años 
sesenta-setenta, su número es comparativamente menor (cerca de tres 
veces menos) que a principios de la centuria. El género da, pues, se- 
ñales de agotamiento. No obstante, muchos de los éxitos anteriores 
continúan poseyendo una presencia importante en las bibliotecas es- 
tudiadas. Así ocurre con los catecismos de Astete (1576) y Ripalda, 
que tienen todavía una gran difusión. O con los Flos sanctorum de 
Alonso de Villegas y Pedro de Rivadeneyra, publicados a lo largo de 


la segunda mitad del Quinientos. 
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La ascendencia social de la Iglesia, unida al carácter de Estado con- 
fesional de la Monarquía Hispánica y a la religiosidad de sus súbdi- 
tos, conduce al predominio del tema sacro en el arte, que contrasta 
con la escasa presencia de otros de carácter profano (bodegones, pai- 
sajes, escenas de la vida cotidiana, retratos de particulares, etc.), al 
contrario, por ejemplo, de lo que sucede en Holanda por esta misma 
época. 

El barroco hispano vino precedido en este campo también de un 
periodo intermedio o de transición de carácter manierista. Los mol- 
des clásicos eran para algunos artistas incapaces de responder a las in- 
quietudes que la crisis del Renacimiento había suscitado. De ahí la 
búsqueda de nuevas experiencias plásticas, violando con ello las nor- 
mas del clasicismo que ellos se habían dado a sí mismos. Así, las for- 
mas tradicionales fueron recreadas y manipuladas, hasta convertirse 
con frecuencia en antinaturales (a la “maniera” de los grandes auto- 
res). El artista parecía más preocupado por la novedad, el efecto, lo 
lúdico, lo heterodoxo y experimental que por la función que cumple 
a su trabajo. Ello le da ese tono un tanto artificial y subjetivo que 
acompaña habitualmente a la obra de arte manierista. 


Así sucede con pintores como Navarrete el Mudo y Tibaldi, liga- 
dos a El Escorial y, por supuesto, El Greco. O en algunas obras de ar- 
quitectos como Vandelvira, Francisco de Villalpando o Alonso de 
Covarrubias. 


Sin embargo, durante la primera mitad del siglo xvii, pervive en 
España el purismo de corte herreriano, protagonista de la época de 
Felipe IL. Dicho estilo cuenta con el apoyo de la realeza y de las órde- 
nes religiosas como los carmelitas reformados, que lo toman, según 
hemos visto, como propio. La Plaza Mayor de Madrid, inaugurada 
en 1620, sigue dicho esquema estilístico, al igual que otros edificios 
de la capital, como la cárcel de la Corte, el palacio del Buen Retiro o 
el Ayuntamiento. Y otro tanto sucede con el convento de la Encarna- 
ción de la capital o el palacio del Duque de Lerma en su ciudad. En 
Madrid, la Corona escogió, por economía y gusto propio, ese estilo, 
prolongándolo en el tiempo, incluso cuando el Barroco estaba ya 
muy extendido entre nosotros. En la Villa y Corte, el ladrillo com- 
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plementa al granito y la arquitectura se decora con motivos escuetos 
y tenues apuntes de tipo barroco, si bien los edificios no están exen- 
tos de una cierta majestuosidad, que nos ayuda a imaginar la proce- 
dencia del encargo. 


Sin embargo, poco a poco, de forma inexorable, se extienden al fin 
los modelos del Barroco propiamente dichos, estilo que se prolonga, 
en combate abierto con el clasicismo, a lo largo de la primera mitad 
del siglo xviii, a través del churrigueresco. No es posible ni conve- 
niente fijar aquí las escuelas ni los hitos principales de este estilo, cu- 
yo vigor afecta a toda la Península, sin distinguir, incluso, entre me- 
dio rural (recordemos el ejemplo de Priego de Córdoba) y urbano. 


Si en el ámbito de las artes y de la literatura, España se erige en el 
siglo xvii, por su calidad y capacidad innovadora, en modelo, no hace 
otro tanto en el terreno científico. El impulso innovador de la ante- 
rior centuria se apaga y la Península prácticamente queda al margen 
de la llamada “revolución científica” que se ha puesto en marcha en el 
continente. A finales del xvii se inicia, casi obligadamente, un tímido 
intento de divulgación entre nosotros de algunos de los descubri- 
mientos producidos en Europa con anterioridad. Se hace en su ma- 
yor parte desde la periferia peninsular, de la mano de quienes son co- 
nocidos en la historiografía como novatores, cuya obra se prolonga 
en el Setecientos; pero, para entonces, el tiempo perdido no se ha re- 
cuperado. 


El impulso dado por la ciencia española a los campos más arriba 
analizados (navegación, mineralogía, historia natural, antropología 
cultural, etc.) permite todavía hablar de un comienzo de siglo xvii fe- 
cundo. Sin embargo, la apuesta de la ciencia europea en tal centuria 
había sido fuerte y afectaba a la propia filosofía del conocimiento y a 
la propia visión del cosmos (Galileo publica en 1638 sus Diálogos 
concernientes a Dos Nuevas Ciencias). Y aunque los hombres de cien- 
cia españoles llegaron generalmente a tener pronto noticia de ella 
(pensemos en Daza Valdés con respecto a la obra galileana), sin em- 
bargo no dieron el paso necesario para su asimilación, bien sea por 
desacuerdo, bien porque chocaba con puntos de vista arraigados y las 
instituciones que los sostenían. No obstante, las evidencias lograron 
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imponerse y fue preciso introducir rectificaciones, tanto de método 
como de contenido, so pena de caer en flagrantes contradicciones. 


El influjo de la tradición galénico-hipocrática pesaba todavía enor- 
memente en obras de médicos como Francisco Morelló, Caldera de 
Heredia, Bravo de Sobremonte o Heredia, aunque casi todos ellos 
hubieran introducido en sus sistemas matizaciones a la doctrina tra- 
dicional. Y algo similar sucedía con algunos aspirantes a físicos, como 
Cardoso y Arriaga. En unos y otros tuvo más fuerza el temor a la no- 
vedad y sus consecuencias, el sentido de la responsabilidad si se quie- 
re, que el empuje clarificador de la verdad científica. 


Las cosas cambiarían con los novatores. Aunque bajo la capa de la 
ciencia oficial subyacieran posiciones más o menos veladas a favor de 
la ciencia moderna, habitualmente se considera el Discurso político y 
physico, publicado en 1690, como culmen del movimiento que aque- 
llos protagonizaron. Su autor, Juan Bautista Juanini, médico y amigo 
personal de Juan José de Austria, se centró en realidad en un tema 
monográfico, que interesaba a la salud pública. Sin embargo, la ma- 
nera como lo afrontó resulta ser un aval de los métodos que venía 
utilizando la ciencia moderna, lo que no hizo sino corroborar des- 
pués, al indagar la causa de un fallecimiento, mediante la autopsia al 
cadáver. 


El movimiento se hizo fuerte en las áreas médica y química, to- 
mando más tarde cuerpo, a partir de 1687, cuando, según López Pi- 
fiero, se detecta la existencia de un grupo “novator” alrededor de la 
Facultad de Medicina de Zaragoza. Ese mismo año se traslada desde 
Valencia a París, becado por su Universidad, el grabador y microsco- 
pista Crisóstomo Martínez, precedente, a través de sus observaciones 
y escritos, de la moderna histología; y, además, se publica el que pue- 
de considerarse manifiesto de los novatores: la “Carta filosófica, mé- 
dico-chymica” del valenciano Juan de Cabriada, donde nuestro autor 
asimila los científicos a los descubridores y conquistadores de Améri- 
ca, y los terrenos de la materia aún inexplorados por la ciencia a nue- 
vos mundos. Ni que decir tiene que, para él, la ciencia no puede fun- 
damentarse en otra cosa que en la experiencia. Conocedor de los 
avances científicos producidos en otras partes de Europa, denunciaba 
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el atraso español, al tiempo que era consciente de las dificultades exis- 
tentes en el país para aceptar la novedad. En medio de la polémica 
suscitada por su Carta, se crea en Sevilla la primera institución cientí- 
fica moderna al margen de la propia Universidad; nos referimos a la 
Regia Sociedad de Medicina y otras ciencias, cuyo origen se remonta 
al año 1697, y que parece ser una respuesta práctica a las pretensiones 
de Cabriada de crear este tipo de instituciones. Su lema resulta alta- 
mente significativo: “Emite lucis tuae radios. Te duce salutem”. 


En otros campos diferentes del médico-químico resultó más difícil 
sostener con nitidez tesis contrarias a las tradicionales por parte de los 
novatores, por el menor carácter práctico de tales ciencias, pero tam- 
bién por las connotaciones extracientíficas que ello tenía. Con todo, 
sin hacer descubrimientos importantes, a efectos del cambio de acti- 
tud por asimilación de los nuevos métodos experimentales, conviene 
destacar las figuras de ciertos novatores. Nos referimos al jesuita radi- 
cado en Valencia y Madrid, José Zaragoza, dentro del campo mate- 
mático y, sobre todo, en el astronómico, cuya actividad incluye, a la 
manera de otros sabios europeos de la época, la construcción de ins- 
trumentos. También al madrileño José Caramuel, de nuevo en el te- 
rreno de las matemáticas y, particularmente, en el de la física, aunque 
la mayor parte de su trabajo lo realizase fuera de nuestras fronteras. 
Por último, Vicente Mut, maestro de José de Zaragoza, que destacará 
en el campo de la física aplicada a la astronomía y la ingeniería mili- 
tar. 

El ambiente creado en Valencia permitió que emergieran en la ciu- 
dad otras figuras de novatores (Corachán y Tosca), antes de que se 
extinguiera el siglo. A este centro se unieron también otros de la An- 
dalucía atlántica, donde al amparo del monopolio de Indias y de las 
instituciones comerciales, surgieron algunos científicos prominentes 
como el matemático Antonio Hugo de Omerique en Cádiz, a la sa- 
zón elogiado por Newton, o el cartógrafo náutico Antonio de Gazta- 
ñieta en Sevilla. En algunos virreinatos españoles de América (Nueva 
España, Perú) se produjo en este último tercio del siglo xvii un rena- 
cimiento similar al de la Península, que, como éste, tendría continui- 
dad en el xviii. 
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Con esos y otros científicos, España podía intentar en principio la 
recuperación del tiempo perdido. Sin embargo, éste no había pasado 
en balde; además, aunque algunos de sus trabajos tuvieran eco en Eu- 
ropa y América, no por ello dejaban de ser producto de individuali- 
dades y de núcleos aislados en medio de una sociedad, cuyas institu- 
ciones (pensemos en la mayoría de las universidades) y élites presta- 
ban escaso apoyo a los nuevos planteamientos y métodos científicos, 
de los que los novatores, en grado diverso, eran albaceas. 


Tampoco el pensamiento tuvo la brillantez y el alcance del Qui- 
nientos. Los ecos de algunos miembros de la escolástica tardía, espe- 
cialmente en lo que se refiere a las tesis del regicidio, penetraron en 
las primeras décadas del siglo xvii, originando el correspondiente de- 
bate. Pero el fuerte reto que había planteado la teoría política de Ma- 
quiavelo en el Quinientos y el desarrollo de las tesis del poder absolu- 
to que acompañaba el desarrollo del Estado moderno, al igual que las 
necesidades de gobierno del príncipe cristiano, fue desplazando el 
punto de interés hacia otras regiones del intelecto político. El grueso 
de la teoría se concentró entonces alrededor de posiciones que inten- 
taban compaginar las exigencias morales, incluidas las de tipo religio- 
so, con las de la razón de Estado, frente el órdago que había lanzado 
al respecto el italiano. También lo hizo alrededor de ideas que limita- 
ban de alguna forma el poder absoluto del monarca mediante la ob- 
servancia de las virtudes en su conducta (así lo hizo, por ejemplo, el 
jesuita P. Rivadeneyra). 

A estas posiciones se las conoce con el nombre de tacitismo (de Tá- 
cito, historiador romano). Abarcan un importante número de escri- 
tores (Antonio de Herrera, Juan Pablo Mártir, Baltasar Rico, Eugenio 
de Narbona y, sobre todo, Álamos de Barrientos), pero el más desta- 
cado es, sin lugar a dudas, Diego de Saavedra Fajardo. Para él, el mo- 
narca ideal debía de aunar la habilidad del buen político, es decir de 
conocedor de la técnica política (ya que la malicia de los hombres y la 
dificultad del gobierno así lo exigían), y la esencia del buen cristiano 
que debe aspirar a ser. Una adecuada educación del monarca resulta- 
ba a este respecto imprescindible. Su mayor virtud debía de ser la 
prudencia, que, en su obra /dea de un príncipe políticocristiano de 
1640, en una de sus “empresas”, representa con una serpiente. 
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“No solamente haga vuestra alteza esta comparación de sus virtu- 
des y acciones —aconseja Saavedra—, sino también coteje entre sí las 
de sus antepasados, poniendo juntas las púrpuras de unos, mancha- 
das con sus vicios, y las de otros resplandecientes con sus acciones he- 
roicas, porque nunca mueven más los ejemplos que al lado de otros 


opuestos”. (Empresa XVI). 


Como cristiano no debía mentir y sí, en cambio, ser ecuánime, sin 
favoritismos. Su experiencia política personal, a través de numerosos 
e importantes encargos diplomáticos, le sirvió enormemente a Saave- 
dra a la hora de redactar sus escritos. 


En otra línea diferente y de menor incidencia política, se halla Ma- 
teo López Bravo. Su preocupación casi prioritaria por la igualdad, le 
lleva a expresar una crítica muy fuerte contra la injusticia y las insti- 
tuciones, que, en su opinión, contribuyen a perpetuarla, como son 
los monopolios en general o el mayorazgo. Esta crítica desde los pre- 
supuestos de la tradición cristiana, le hace un precedente socorrido 
de algunas futuras propuestas socialistas, incluso de planteamientos 
liberales más tardíos, aunque este autor les concibiera con un sentido 
distinto al que tendrán luego. 


No podemos olvidar tampoco la abundante literatura que suscita- 
ron las figuras de los validos en el xvii. Su presencia en la vida pública 
y, sobre todo, su proximidad al rey no dejaron indiferentes a sus con- 
temporáneos; al contrario, suscitaron las reflexiones de numerosos 
tratadistas, la mayoría con escasa influencia en el devenir del pensa- 
miento político. Como es lógico, los hubo de todas las tendencias: 
desde los que defendían su presencia por considerarla necesaria a la 
compleja administración del reino o a la tarea de consejo al monarca, 
particularmente útil en momentos de toma de decisiones urgentes; a 
quienes se mostraban claramente en contra de su presencia, alegando 
que cometían todo tipo de abusos a la sombra del poder (favoritis- 
mos, enriquecimiento, nepotismo, etc.), interrumpían el funciona- 
miento ordinario de las instituciones e impedían el derecho del mo- 
narca a la soberanía plena. Sin olvidar aquellos autores que, no adop- 
tando una actitud frontal de rechazo, convenían en el control de los 
poderes del valido. En el primer grupo se alineaban algunos autores 
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de renombre como Solórzano, Ortega Robles o Martín Rizo, en tan- 
to que otros de no menor prosapia (Portocarrero y Juan de Santa Ma- 
ría) se situaban entre los contradictores, o, como Quevedo y el pro- 
pio Saavedra Fajardo, se resignaban a su presencia, si bien dentro de 
unos límites. La moderación de esta última tendencia (el caso de 
Francisco de Quevedo es el más notorio), sin embargo, no evitaría a 
alguno de sus valedores las represalias correspondientes. 
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Capítulo décimo 
Sociedad, cultura y reformas ilustradas 


Si el Barroco se identifica habitualmente con el siglo xvii, la Hus- 
tración lo hace con el xviii; si el primero se asimila a la crisis, el se- 
gundo al crecimiento. Esta última identificación, al igual que la ante- 
rior, aunque válida en general, presenta algunos problemas, y, por 
tanto, conviene alguna matización. 


En primer lugar, hemos visto que no es posible identificar sin más 
la crisis con el conjunto del siglo xvii: en algunas zonas peninsulares 
se adelantó al Quinientos, en otras se inició en realidad más tarde; de 
la misma forma, los signos de recuperación son ya visibles en muchas 
partes en el último tercio del Seiscientos, en tanto que en otras se re- 
trasan, sin que aparezcan en ellas síntomas claros de mejoría hasta 
bien entrado el xviii. En el ámbito cultural sucede algo parecido, co- 
mo hemos visto al tratar de los novatores. 


Por otro lado, el crecimiento del xviii tuvo sus lapsos económicos, 
así como sus fisuras sociales, y en lo cultural no se puede hablar de 
Ilustración propiamente dicha hasta la segunda mitad de la centuria. 
Pero ya hemos convenido que utilizar el término Barroco o Ilustra- 
ción para referirse a uno y otro siglo responde a una práctica usual en 
la historiografía y a criterios didácticos fundamentalmente; también a 
la necesidad de singularizar los tiempos con aquello que les es más 
propio, sin romper las fronteras cronológicas tradicionales. 

En todo caso, y tras el bache de comienzos de la centuria con mo- 
tivo de la Guerra de Sucesión, la tendencia general del Setecientos es 
de desarrollo, de crecimiento en casi todos los campos; de vigor, de 
cambio y de optimismo en el de las ideas, las cosmovisiones y las ac- 
titudes. En una fecha significativa (1788), Jovellanos celebraba la lle- 
gada del nuevo siglo con palabras encomiásticas: Se trata de la gran 
utopía ilustrada. 


“ Cansado al fin (el hombre) de perderse en la oscuridad de las in- 
dagaciones metafísicas, que por tanto tiempo habían ocupado estéril- 
mente su razón, vuelve hacia sí, contempla la Naturaleza, cría las 
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ciencias que la tienen por objeto, engrandece su ser, conoce todo el 
vigor de su espíritu, y sujeta la felicidad a su albedrío” (Discurso ante 
la Sociedad Económica Matritense en elogio del rey Carlos III, 1789, 
29). 

Tras la profunda fisura de los primeros años del siglo, los viejos rei- 
nos peninsulares viven un tiempo de bonanza, armonía y entendi- 
miento entre sí que concurre a crear, hasta finales de la centuria, un 
ambiente de estabilidad general. En medio de él, América abre sus 
puertas, ahora de forma oficial, a las distintas regiones de la metrópo- 
li, a través de la liberalización del comercio, y se benefician sus eco- 
nomías. 


En el seno de la nobleza tienen lugar variaciones importantes. La 
victoria borbónica en la Guerra de Sucesión permite a algunas fami- 
lias pertenecientes al citado estamento, que se han mantenido fieles a 
Felipe de Anjou, mejorar su posición social e influencia política. Faci- 
litado por los Decretos de Nueva Planta, que prevén el trasvase de 
súbditos de una a otra de las dos antiguas Coronas para tareas de go- 
bierno y administración, se producen algunos enlaces importantes 
entre casas nobles de Aragón y de Castilla (así, los Cardona y los Me- 
dinaceli). El texto de uno de los Decretos (1707) así lo certifica: 


“Pudiendo obtener por esta razón (uniformidad de las leyes de los 
territorios de Aragón y Valencia con las de Castilla) mis fidelísimos 
vasallos los Castellanos oficios y empleos en Aragón y Valencia, de la 
misma manera que los Aragoneses y Valencianos han de poder en 
adelante gozarlos en Castilla sin ninguna distinción”. 

A otros, su fidelidad borbónica les valió la recompensa de la noble- 
za anhelada, que no poseían hasta entonces. Algunas familias, en 
cambio, cayeron en desgracia por el motivo contrario. Pero, por enci- 
ma de todo, es el desarrollo de las actividades económicas y la mejora 
en general de las rentas agrícolas lo que permite ampliar con la com- 
pra de nuevos títulos las filas nobiliarias. De igual manera que el en- 
grosamiento de la burocracia, mediante recompensa por parte de la 
Corona de los servicios prestados. Existen casos notables, como los de 
Francisco Zenón y Somodevilla, elevado al título de marqués de la 
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Ensenada, o de Pedro Rodríguez Campomanes al de conde de Cam- 
pomanes. 


Tales circunstancias no dejan de crear en sectores de la nobleza 
(con frecuencia también entre los plebeyos por diferente motivo) un 
sentimiento de rechazo. A mediados de la centuria, recordemos, se 
contabiliza un total de más de cien grandes y más de quinientos títu- 
los; antes de que expire el siglo estos últimos alcanzan ya el número 
de 1.323. Puede hablarse de una remodelación del estamento favora- 
ble a los niveles altos y, sobre todo, medios de la nobleza, a costa de la 
base hidalga. Con el paso del tiempo, el peso del título nobiliario se 
atenúa y pierde gradualmente interés, si bien la llamada sociedad de 
clases, sustitutoria a la sazón de la estamental, no será todavía una 
realidad plena hasta bien el siglo xix. 

La nobleza, en parte, ha experimentado de forma paralela un cam- 
bio cualitativo importante. Por parte de los sectores más aburguesa- 
dos, sin querer destruir el estamento como tal, existe presión a favor 
de que los privilegios nobiliarios se justifiquen en razón de su utilidad 
social. 


¡Ah, sepan que con sus timbres/ y con sus carrozas doradas/ la vir- 
tud les aborrece,/ y la razón los infama,/ sólo es noble ante sus ojos/ 
el que es útil y trabaja;/ y en el sudor de su frente/ su honroso susten- 
to gana. 

Los esfuerzos de algunas casas (el duque de Béjar por ejemplo) res- 
ponden a esa necesidad, cuando se preocupan de invertir en activida- 
des económicas productivas, introducir cambios para la mejora de sus 
fincas o, sencillamente, participar en las Sociedades Económicas de 
Amigos del País, creadas por el Gobierno con el fin de encauzar las 
inquietudes reformadoras de las fuerzas vivas de las ciudades y del 
medio rural y de prestar apoyo a su programa de reformas. Sin em- 
bargo, su adaptación plena a la nueva realidad socioeconómica no es 
todavía un hecho en el xviii. 


El Gobierno no deja de interesarse en dicha transformación. Por 
un lado levanta legalmente el estigma que pesaba sobre la mayoría de 
los oficios, y permite sus miembros puedan solicitar título. Por otro, 
favorece la creación de una nobleza de nuevo cuño que sirva al Esta- 
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do y, como si de funcionarios (a veces lo son) se tratara, le sean fieles. 
Pero, al mismo tiempo, pretendiendo separar esta nobleza de sus tra- 
dicionales puntos de apoyo, busca poner límite también a algunas 
instituciones que han venido favoreciéndola, aunque no de manera 
exclusiva. Así sucede con el mayorazgo, al que Floridablanca había 
responsabilizado de ser: 


“un seminario de ociosidad y de vicios y de que puebla a España 
de holgazanes, y arruina con su vanidad y pobreza muchas ramas po- 
bladoras” (Instrucción Secreta). 


O con las medidas de control estatal aplicadas a los señoríos. 

En lo que se refiere al clero, sigue manteniendo una gran ascendencia 
social, aunque el número de sus miembros parece estancarse en las 
últimas décadas de la centuria. Con todo, la presencia de eclesiásti- 
cos, en diferentes tipos y grados, es notable en el conjunto de la Pe- 
nínsula. Según el censo de Aranda de 1768, existen repartidos por 
España 3.030 conventos, atendidos por 83.118 religiosos y religiosas, 
sin contar el abundante personal “paraeclesiástico” que habita junto a 
ellos. Algunas ciudades, especialmente en Andalucía, poseían un ele- 
vado número de conventos: 84 estima “Townsend que existen en Sevi- 
lla en los ochenta, además de las parroquias correspondientes (trein- 
ta) y hospitales (veinticuatro), algunos mantenidos por eclesiásticos, 
para 80.268 habitantes que piensa posee entonces la ciudad; 44, 
aparte de catorce parroquias, hay en Córdoba para unas 32.000 al- 
mas, y veinte tocan a la vecina villa de Écija, según ese mismo autor, 
a los que se deben de sumar ocho ermitas, seis hospitales y seis parro- 
quias que atienden a 28.176 personas (Viaje por España, pp. 261, 
263 y 267). A los eclesiásticos regulares sería preciso añadir también 
el clero secular del censo: 66.687 para ese mismo año, lo que da un 
total de 149.805 eclesiásticos. Por el censo de 1787 sabemos también 
que cerca del noventa por ciento de las 18.922 parroquias existentes 
en España tenían párroco. En esta fecha el clero había descendido li- 
geramente en relación al 68 y de nuevo volvería a hacerlo, aunque en 
menor cuantía, en 1797 (148.409). 

La riqueza de los eclesiásticos se incrementa a lo largo de la centuria, 
animada por el aumento de los precios, especialmente de los produc- 
tos agrícolas. Sin embargo, si tomamos como punto de referencia las 
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respectivas diócesis, nos encontramos, como vimos antes, con pareci- 
das diferencias a las observadas en la anterior centuria, derivadas de la 
forma como habían ido surgiendo a lo largo del Medioevo, que se ve- 
nía arrastrando desde entonces. 

Estas mismas diferencias se mantienen también entre los eclesiásticos 
procedentes del medio rural y urbano respectivamente, a favor de los 
segundos, tanto en lo que se refiere a ingresos económicos como a 
cultura. Eso sí, los altos cargos eclesiásticos son más permeables en 
este siglo para acoger en su seno a clérigos de origen plebeyo, incluso 
humilde; si bien, la mayoría de los prelados proceden de la nobleza 
media y baja. 

Sin embargo, los aires reformistas y, más concretamente, del regalis- 
mo, soplan desde el Estado en contra de ciertos “privilegios” de la 
Iglesia y de la Inquisición. Nada más abrirse el nuevo siglo, aparecen 
las primeras querellas. El apoyo de la Santa Sede (Clemente XD) a la 
causa austracista provocará tensiones, resultado de las cuales es la ex- 
pulsión del nuncio apostólico en España de 1710 y el envío de un 
memorial al papa que contempla la posibilidad de supresión de este 
cargo de embajador de la Santa Sede y su sustitución por un prelado 
español propuesto por el rey. Por el derecho de patronazgo que los 
papas habían concedido a sus antepasados, a semejanza de lo que hi- 
ciera con la nobleza, Felipe V promovería para obispos y arzobispos a 
aquellos que se habían mantenido fieles a su persona durante la gue- 
rra. 

Consecuencias más importantes y duraderas en el tiempo tendrán las 
posiciones regalistas, presentes en la anterior centuria, pero que ahora 
se hacen más combativas. Algunos hombres próximos al poder, como 
nos muestran los casos de Melchor de Macanaz, defensor de los inte- 
reses económicos de la Corona frente a la Iglesia, y, más tarde, del Se- 
cretario de Gracia y Justicia Manuel de la Roda, de Pedro Rodríguez 
Campomanes y del conde de Floridablanca, ponen sus plumas y su 
acción al servicio de la Corona en su pulso con la Iglesia. Los abun- 
dantes textos en defensa de las regalías culminan con la publicación 
por Campomanes de su Tratado de la regalía de amortización en 
1765. En él fundamenta la autoridad del rey para intervenir en asun- 
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tos dirigidos al bien común, aunque, en ellos, aparezca de manera 
más o menos directa implicada la Iglesia: 


“Y como todos los fieles deben respetar la autoridad espiritual en 
quanto mira a sus funciones; justo es que en los negocios temporales 
se respete la de los reyes y sus magistrados; porque cada uno en su lí- 
nea es independiente. Lo demás sería confusión y desorden (...); a 
fin de que asi el pueblo, como el clero se mantengan en la reverencia 
debida a los reyes, y a los ministros, que en su real nombre están obli- 
gados a mirar por el bien de la patria, y a promoverle”. (VID). 


Pero la búsqueda de un entendimiento por ambas partes, lleva por 
primera vez a la aparición de la figura jurídica del concordato entre la 
Santa Sede y la Monarquía Hispánica. Los dos únicos habidos en el 
xviii se suscriben en 1737 y 1753. Con anterioridad, en 1717, hubo 
un intento frustrado de llegar a un acuerdo, interrumpido por el re- 
chazo del papa a nombrar al ministro Alberoni, arzobispo de Sevilla. 


El primero de los concordatos ( 1737) no satisfizo a ninguna de las 
partes intervinientes, dejó para otra ocasión el delicado tema del pa- 
tronato regio y apenas tuvo efecto. Se trataba, pues, de un arreglo 
provisional. El segundo (1753), que retoma las cuestiones importan- 
tes del concordato anterior, es obra del equipo ministerial que rodea 
a Fernando VI (Carvajal, Ensenada y Muñiz Caso) y, en cierta mane- 
ra, de su confesor, Francisco Rávago. En contraste con el primero, 
Domínguez Ortiz lo considera el logro más importante de la “escuela 
regalista española”. 


Las negociaciones que llevaron a cabo Manuel Ventura Figueroa, 
en nombre del Gobierno español, y los representantes vaticanos (Va- 
lenti y el Datario) fueron complejas y no estuvieron exentas de reco- 
vecos. Al final, la Corona española se llevó el fgato al agua”, consi- 
guiendo avanzar en dos asuntos fundamentales para sus intereses. El 
tema relativo a las rentas que se seguían generando en una diócesis 
mientras permanecía sin ocupar, es decir, vacante entre la muerte o 
traslado de un prelado y el nombramiento de su sustituto, se resolvía 
a favor del Real Erario, aunque condicionado a su uso por parte de 
éste para fines píos. Los ingresos de tal concepto, sobre todo cuando 
se trataba de una diócesis rica o de un periodo de tiempo largo va- 
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cuo, podían llegar a ser importantes. En segundo lugar, se ampliaba 
el patronato del monarca o presentación regia de candidatos a cargos 
eclesiásticos. Si este derecho había contemplado ya desde antes la de 
los prelados, con el Concordato se extenderá también a una parte 
considerable de los canónigos, prebendados y beneficiados de las dió- 
cesis. Para R. Olaechea: 


“las concesiones hechas por el papa eran un pingúe negocio para la 
Corona y la nación española”. (Política eclesiástica, p. 177). 


Opinión que era compartida por protagonistas del evento como 
Ensenada y Rávago. Sin embargo, los resultados prácticos fueron en 
realidad más exiguos de lo que se esperaba. Eso sí, la Iglesia, al ser 
ahora más dependiente del brazo secular, limitaba algunas de sus pre- 
rrogativas tradicionales y tomaba un sesgo mucho más burocratizado 
que antaño. 


Pasados los tiempos de los concordatos, la máxima tensión Iglesia- 
Estado se produce en tiempos de Carlos III con el asunto del obispo 
de Cuenca, el “pase regio” y la expulsión de los jesuitas en 1767. 


El prelado referido, Isidro Carvajal, se opuso a la pragmática de 
1762 o de Exequatur, reaprobada en 1768, que otorgaba poder al 
monarca y al Consejo de Castilla para autorizar o denegar el pase en 
España de los escritos papales que no fuesen de contenido dogmático 
o doctrinal. El obispo anunció la llegada de una época de persecucio- 
nes contra la Iglesia por culpa de los promotores de la ley, Carlos III 
y sus ministros. Al final hubo de retractarse, aunque su opinión refle- 
jara la de todo un sector del país. El siguiente asunto parecía avalar su 
temor. 


La expulsión de los jesuitas de los territorios de la Monarquía His- 
pánica se vincula estrechamente a los motines acaecidos en la Semana 
Santa del año 1766, ya analizados en otro lugar. Sin embargo, hoy 
parece claro que dicha acción se hubiera producido con independen- 
cia de tales movimientos y que estos no fueron sino la excusa que sir- 
vió a la política regalista (encabezada en ese momento por los fiscales 
Campomanes y Roda) para llevarla a cabo. De hecho, en varios países 
europeos (Portugal, Francia) se había ya procedido, sin una causa si- 
milar a la española, a su expulsión. Acusados por dichos próceres de 
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formar un Estado dentro del propio Estado, de conspirar contra los 
intereses de la Monarquía, actuar de manera independiente con los 
indios en sus reducciones del Paraguay y de otros “pecados” similares, 
mediante pesquisa secreta y el correspondiente dictamen ante el rey, 
les hicieron responsables asimismo —prueba decisiva— de haber insti- 
gado la sublevación del año referido, que tantos quebraderos de cabe- 
za y temores había causado en la realeza, además de la huída del sú- 
per ministro Esquilache. 


El jesuita ni la Compañía —se expresa en el citado dictamen— no se 
miran como súbditos; es enemigo de la soberanía, depende de un go- 
bierno despótico residente en un país extranjero, allí remite sus ri- 
quezas, de allí recibe instrucciones; no es dueño de resistirlas jesuita 
alguno ni de apelar ni reclamar, sean de la clase que quisieren, porque 
las debe respetar por profesión como dimanadas del mismo Jesucristo 
(Dictamen fiscal, 4, 226). 

La revuelta habría venido, pues, a dar un magnífico pretexto. En 
abril de 1767 se publicaba la Pragmática Sanción ordenando la salida 
de los territorios de la monarquía de los hijos de San Ignacio, coadju- 
tores y legos incluidos, así como la confiscación de sus bienes existen- 
tes en ellos. Las causas de tales medidas, sin embargo, no aparecen 
explicitadas en la ley; tan sólo se habla allí de “gravísimas causas”, que 
afectan al orden público, y de “otras urgentes justas y necesarias, que 
reservo en mi real ánimo”. Y, más adelante (ID), el monarca repetirá la 
misma idea al expresar que: 


“quedan reservados los justos, y graves motivos, que á pesar mío 
han obligado mi real ánimo á esta necesaria providencia”. 

La expulsión de los jesuitas tuvo importantes consecuencias. Dejó 
un espacio vacío en la enseñanza media y superior, que los hijos de 
San Ignacio de Loyola habían atendido casi desde la fundación de la 
Orden (La relación de la Compañía con los colegios mayores, donde 
a la sazón solían estudiar los hijos de los nobles, es bien conocida); 
puso en circulación valiosos bienes (“temporalidades”), no pocos de 
ellos relacionados con el campo de la cultura, que les habían pertene- 
cido, y dejaron abandonado un número considerable de inmuebles 
(conventos, residencias, iglesias, casas en general, etc.), tanto en la Pe- 
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nínsula como en América. No contentos con la expulsión, los citados 
fiscales presionaron ante el rey para que éste, con la ayuda de Florida- 
blanca, su embajador ante la Santa Sede, demandase del papa la su- 
presión de la Compañía. Clemente XIV se resistió, pero al final ter- 
minó cediendo. 


Los prelados españoles, cuyo nombramiento, según vimos, había 
dependido del patronato regio, opusieron en general una escasa resis- 
tencia a la medida gubernamental. Tampoco el resto de las órdenes 
religiosas, algunas secularmente enfrentadas en el campo teológico a 
los jesuitas y con sus máximos responsables previamente depurados, 
mostraron una resistencia mayor. En la citada Pragmática, Carlos 11 
se había ya anticipado a tranquilizar a los religiosos en general, enco- 
miando su vida monástica, su fidelidad y doctrina (1). En 1773, pues, 
desaparecía oficialmente la Compañía de Jesús, después de más de 
dos siglos de servicio a la Iglesia y la sociedad. 


Las crisis entre la Iglesia y el Estado van acompañadas generalmen- 
te de medidas gubernamentales contrarias a los intereses de la prime- 
ra, con intervenciones de la jurisdicción civil en las testamentarías de 
los clérigos, sustitución de los jueces nombrados por el papa por 
otros de nombramiento real en el tribunal que había de juzgar los 
asuntos relativos a los matrimonios (Tribunal de la Rota), limitacio- 
nes al derecho de asilo en iglesias y conventos, supervisión de cuentas 
en obras pías, etc. Por fin, en tiempos de Godoy (1798), coincidien- 
do con la crisis de la Iglesia motivada por los ataques del Directorio 
francés a la Santa Sede, se producen como remate las primeras des- 
amortizaciones de bienes de la Iglesia (capellanías, memorias, funda- 
ciones caritativas, obras pías, etc, es decir, de aquellas obras que no 
tenían encomendada cura de almas), con el fin de dedicar su produc- 
to a enjugar la deuda de la Corona. La acción regalista de los Gobier- 
nos borbónicos se ve facilitada casi siempre por la pobre oposición 
que presenta a ella el episcopado español, con la excepción del referi- 
do obispo de Cuenca y, más tardíamente (1793), en circunstancias 
diferentes, del arzobispo Fabián y Fuero. El caso de la expulsión de 
los jesuitas lo había mostrado bien a las claras. 
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Por lo que a la Inquisición se refiere, sus poderes se verán igual- 
mente limitados en la centuria. De hecho, la institución que llegaba 
hasta el siglo xviii, no era sino una pálida sombra de lo que había si- 
do antaño. Desde su talante liberal, Townsend consideraba que: 


“sin duda, la Inquisición es menos terrible en la actualidad que en 
otros tiempos, pues la razón está más extendida ahora que en las épo- 
cas oscuras en las que reinaba la superstición; y los inquisidores ac- 
tuales, si no más humanos, son al menos más humildes que sus pre- 
decesores.” (Viaje por España, p. 276) 

Hubo, no obstante, algún episodio esporádico de dureza, como el 
llevado a cabo contra criptojudíos en la década de 1720. Pero, a lo 
largo del Setecientos, y hasta la extinción del Santo Oficio en 1834, 
su inicial preocupación religiosa había dado paso abiertamente a otra 
de claro corte político, como se demostrará en el caso de Macanaz, 
defensor de las tesis regalistas durante las negociaciones entre la Co- 
rona y la Santa Sede previas a 1714; de Pablo de Olavide, responsable 
de la política de nuevos poblamientos en Sierra Morena; del propio 
Jovellanos, y, sobre todo, en la represión de las ideas revolucionarias 


de la época de Carlos IV. 


La institución era cada vez más aborrecida, sobre todo por parte de 
los ilustrados en el poder, que no dudaron en lanzar sus críticas más o 
menos veladas en contra de la misma. Tal vez por eso, celoso de sus 
competencias, el Tribunal respondió con intentos de procesamiento, 
que, en la mayoría de los casos, salvo los de contenido político ya re- 
feridos, no llegaron a cuajar. Al sentirse fuerte, el Gobierno de Carlos 
III recortó algunas de sus prerrogativas. A partir de 1769, lógico co- 
rolario del “pase regio” o Exequatur, la censura de escritos correspon- 
dería al Estado, en sustitución del Santo Oficio. Unos años más tar- 
de, en 1771, se dictaba que los delitos de adulterio y bigamia pasaran 
a la jurisdicción civil, al tiempo que se prohibía al Santo Oficio el en- 
carcelamiento de aquellos a quienes no se les hubiese probado estar 
incursos en delitos de herejía. Para tales operaciones no faltó el con- 
curso de algunos inquisidores reformistas como es el caso de Lorenza- 
na o de Juan Antonio Llorente. Este último propugnó en su Discurso 
sobre el orden de proceder la Inquisición, entre otras cosas, que se diese 
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publicidad a los juicios, a semejanza de lo que se hacía en los tribuna- 
les eclesiásticos ordinarios. El propósito de Godoy a favor de la refor- 
ma con cautelas parece claro a finales de los noventa. Sin embargo, el 
poder de la Inquisición había crecido tanto, que los propios represen- 
tantes del Estado, aun cuando, a veces, lo utilizaban a favor de sus in- 
tereses, se veían en la obligación de actuar al respecto con sigilo y 
hasta secretamente. 


En medio de este ambiente no es extraño que el clero, especial- 
mente el regular, por ser el más atacado, vea menguar su prestigio en 
el decurso de la centuria, y que los donativos y fundaciones, en com- 
paración con el siglo precedente, sean globalmente más reducidos en 
número y cuantía. A finales del Setecientos comienzan a multiplicar- 
se las resistencias del campesinado al pago del diezmo, justificándolas 
en las exenciones de las tierras, el uso que se hace de esa renta o en 
medidas legislativas varias. Veamos ahora las transformaciones opera- 
das en el ámbito del estado llano. 


Si todavía se puede seguir hablando de “revolución burguesa”, ésta 
como tal no se produjo en España durante el xviii. Las pautas de 
comportamiento de los sectores acomodados del estado llano, siguie- 
ron mimetizando las de sus antepasados en la centuria anterior. Los 
deseos de ennoblecimiento, las posibilidades abiertas por la Corona 
para el acceso a nuevos títulos, obstaculizaron como antaño una al- 
ternativa global al modelo estamental imperante y a sus fundamentos 
ideológicos, a pesar de las perspectivas de desarrollo económico que 
se habían abierto en el país. Las iniciativas innovadoras de algunos 
propietarios (más bien nobles que burgueses propiamente dichos) en 
sus tierras, así como las inversiones industriales de algunos nobles y 
comerciantes no pasaron de ser una anécdota, a veces ciertamente in- 
teresante, en medio de un panorama general poco alentador. 


Hubo asimismo otras iniciativas de signo diferente, protagonizadas 
en general por comerciantes, como las que buscaban la penetración 
en el cabildo municipal de su ciudad, aprovechando las medidas *de- 
mocratizadoras” del Gobierno carolino para los ayuntamientos, parti- 
cularmente en ciudades mercantiles como Cádiz, donde las figuras de 
procurador síndico personero y diputado del Común, así como las 


356 


regidurías añales sirvieron para catapultar a los comerciantes matricu- 
lados en el Consulado de Indias hasta el corazón mismo del gobierno 
municipal, a partir de 1766. En otras ciudades peninsulares sucedió 
un fenómeno similar, pero estamos aún lejos de conocer su extensión 
y significación última. 

Los comerciantes al por mayor, como se ha dicho, constituían una 
comunidad numéricamente importante y poderosa en las grandes ca- 
pitales y urbes portuarias de la Península (Cádiz, Valencia, Málaga, 
Barcelona, Bilbao, Santander o de las Canarias). Una parte nada des- 
deñable de ellos eran extranjeros o de origen extranjero. Pero, inclu- 
so, en dicho sector, se dieron tendencias “conservadoras”, como de- 
muestra la pretensión de los cargadores a Indias matriculados en el 
Consulado de convertirse en nobles. Además, el afán de los comer- 
ciantes al por mayor por distinguirse de los comerciantes al detalle, 
como signo de jerarquía y de mayor honra, seguía todavía vivo, como 
muestran los casos de las burguesías mercantiles de numerosas pobla- 
ciones españolas. 

Aún más cuantiosos, los artesanos se extendían a lo largo y ancho 
de la Península, la mayoría formando gremios. Campomanes, cerebro 
del gobierno carolino durante los años sesenta y setenta, abogaba por 
este tipo de asociaciones, aunque la aprobación de sus respectivas or- 
denanzas la remitiese a la potestad del Estado: 


“No pueden de propia autoridad asociarse tales gremios, formar 
estatutos, ni establecer convenciones, sin noticia y aprobación de la 
autoridad legislativa”. (Discurso sobre la educación popular de los arte- 
sanos, 1775, xiii, 239). 

Pero, por otro lado, defendía también la extensión del trabajo arte- 
sanal a domicilio (domestic system), complemento económico en el 
medio rural, y, en mucha menor escala, el trabajo en fábricas en las 
ciudades populosas. 


La Corona, en especial durante los años ochenta, quiso potenciar y 
prestigiar los oficios, considerados ahora como parte fundamental de 
la reforma socioeconómica que se deseaba acometer. Por un lado alla- 
naba el camino a quienes quisiesen dedicarse a ellos, incluidos los hi- 
jos habidos fuera del matrimonio, las mujeres y los extranjeros, y les 
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protegía contra algunas eventualidades molestas (arresto en caso de 
impagos o faltas de escasa importancia); asimismo, fomentaba su en- 
señanza (creación de escuelas de hilar en los pueblos, 1786) y liberali- 
zaba la actividad industrial, sobre todo en la manufactura textil (no 
limitación del número de talleres y libertad para elegir el lugar de ins- 
talación de los mismos, iniciativas personales en la fabricación e imi- 
tación de las manufacturas extranjeras, etc.). Además, se valorará el 
trabajo de los artesanos, mediante una legislación que favorezca su 
participación en la vida pública y el ascenso social (vía libre para que 
ciertos oficios menestrales tuviesen acceso a los cabildos municipales, 


en 1783). 


Pero, a medida que transcurría el siglo xviii, las ideas liberales iban 
ganando terreno, afectando, como no podía ser menos, a la actividad 
industrial y, más concretamente, a las asociaciones gremiales. De he- 
cho, algunas de las medidas liberalizadoras tomadas por el Gobierno 
tocaban los fundamentos mismos de la organización gremial, caracte- 
rizada por un sistema rígido de control y de supeditación de las ini- 
ciativas particulares a las normas del gremio. En fechas avanzadas, 
cuando los aires del liberalismo soplaban con fuerza en Europa, el 
Gobierno dispuso (1798) la libertad de trabajo, de manera que el 
ejercicio de un oficio no impidiese el de otro. 

Por lo que respecta al campesinado, continuaba siendo en el Sete- 
cientos el sector más numeroso de la población y, probablemente, el 
más olvidado desde el punto de vista social. Según el Catastro, sólo 
en las 22 provincias de Castilla censadas, el número de sus miembros 
ascendía a 1.169.201; pero sus salarios estaban en torno a los 2/2,5 
reales día, en general muy por debajo de los percibidos por los arte- 
sanos. Ello les incitaba en algunas zonas a buscar fuentes comple- 
mentarias de ingresos, por ejemplo en el sistema doméstico. Las si- 
tuaciones, como ya se ha visto en otro lugar, eran muy diferentes de 
unas a otras regiones, tanto en lo que se refiere a la relación del cam- 
pesino con la tierra, a la duración de los contratos cuando los había, 
como en lo referente a censos y formas de trabajo. 


El crecimiento demográfico del siglo xviii produjo varios efectos 
importantes: un aumento casi generalizado de las rentas y precios ag- 
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rícolas, que benefició sobre todo a propietarios y arrendatarios, e im- 
pulsó el interés por los cultivos y las tierras; una renovada preocupa- 
ción del Gobierno por la situación del agro (animado también por las 
tesis fisiocráticas y agraristas en vigor) y no pocas tensiones de diversa 
índole (por la posesión de la tierra, por ampliar la superficie cultivada 
en contra de los intereses ganaderos o por la duración y condiciones 
de los contratos de arrendamiento). De estas últimas hay valiosos 
ejemplos en la Cataluña del último tercio de siglo entre los arrendata- 
rios o rabassaires, interesados en prolongar la duración de sus vides 
condicionadas por el contrato, y los propietarios. 


En cuanto al interés por las tierras, los ejemplos son numerosos. 
Sin salir del principado, el deseo de roturar nuevos espacios lleva a los 
propietarios a repoblar la región del río Segre. Algo similar acontece 
en la región de Valencia con la implementación de los rendimientos 
en las huertas, la sustitución de cultivos (por ejemplo, arroz por ce- 
real) y el desarrollo de otros más productivos (seda, lino, cáñamo, 
maíz, entre otros, y, en tierras de secano, particularmente viñedos y 
olivar). En Andalucía, el afán de posesión de tierras favorece la espe- 
culación, al tiempo que se extiende el subarriendo y aumenta el nú- 
mero de braceros y jornaleros. En Galicia, donde los foros estaban ya 
generalizados con anterioridad, se desarrollan ahora los subforos en 
las mismas condiciones que aquellos, aunque con un canon o renta 
incrementado. Sin embargo, la situación de muchos campesinos ha- 
bía empeorado considerablemente. 

La coyuntura agrícola y las mejores perspectivas de ésta como con- 
secuencia del crecimiento de la demanda, animaron al Gobierno, so- 
bre todo en tiempos de Carlos III, a dedicar una mayor atención al 
campo. La crisis de los años sesenta, agravada por la liberalización del 
comercio interior de cereales y la abolición de la tasa de granos decre- 
tada en julio de 1765, ante la escasez de alimentos y el alza de precios 
de los productos básicos que había provocado, dio, sin embargo, ar- 
gumento a los enemigos de las reformas. Los motines que estallaron 
por la mayor parte de la Península en 1766 tuvieron mucho que ver 
con dicha crisis. 
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Las actuaciones gubernamentales se dirigieron, así pues, en varias 
direcciones. Por un lado, había que crear a largo plazo una pequeña 
clase media campesina, facilitando el acceso de los labradores a las 
tierras y poniendo trabas a la acumulación de las mismas; por otra, 
motivar el interés del propietario por un cultivo más competitivo, fa- 
cilitando los cercamientos (lo que implicaba chocar con los intereses 
de la poderosa institución ganadera de la Mesta) e interesándole por 
la rentabilidad de las innovaciones agrícolas. 


De ambas, las medidas de acceso a la tierra en régimen de usufruc- 
to son, sin duda, las más llamativas. A lo largo de los sesenta habían 
llegado a manos de los ministros del rey los informes de los intenden- 
tes de algunas provincias de Andalucía y otros similares del diputado 
con voto en Cortes por Extremadura (Vicente Paino) y los corregido- 
res de la zona, que mostraban con crudeza la triste realidad agraria de 
su región. Los problemas que unos y otros apuntaban eran parecidos: 
abundancia de campesinos sin tierras o con parcelas insuficientes, si- 
tuación miserable de los mismos, abusos a cargo de los grandes arren- 
datarios, ocupación de tierras de labor por los ganados de la Mesta 
(esto último especialmente importante en Extremadura). 


Era preciso conseguir tierras disponibles para ponerlas al alcance 
de los campesinos. Pero, en su mayor parte, tenían ya propietarios, 
fueran los municipios, la Iglesia o los particulares seculares, especial- 
mente los miembros de las casas nobiliarias. Las tierras que menos 
problemas podían causar al Gobierno a la hora de lanzar medidas 
eran las de titularidad municipal. 


Los comienzos del reinado de Carlos III, así como los de sus dos 
antecesores en el trono, se caracterizaron básicamente por el deseo de 
preservar los bienes de Propios y Arbitrios de los pueblos, incluidas 
lógicamente las tierras, y ejercer sobre ellos un mayor control desde el 
poder central. Sin embargo, esta actitud se matizará a partir de la cri- 
sis referida. Así, en mayo de 1766, ya se contemplaba la posibilidad 
de reparto de las tierras baldías y concejiles en Extremadura entre los 
vecinos más pobres, sin que ello conllevase transferirles la propiedad 
de la tierra. Otras medidas de junio de ese mismo año, que extendían 
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la acción a Andalucía, y de noviembre del 67, apuntarán en la misma 
dirección. 

Las dudas que surgieron en torno a dicha acción son numerosas, 
como demuestra la Real Provisión que el Gobierno se vio obligado a 
promulgar en 1768. Esta no bastó, sin embargo, para vencer las difi- 
cultades que los repartos planteaban. En no pocos pueblos, los 
miembros del cabildo municipal utilizaban los repartos en beneficio 
propio o en el de sus deudos y clientes; en otros, los propietarios y los 
grandes arrendatarios temieron la pérdida de una mano de obra que 
les era muy necesaria. Además, la puesta en marcha de la ley implica- 
ba al principio una caída, lógica, de las rentas agrícolas, así como de 
la productividad. 

En mayo de 1770, el Consejo de Castilla hubo de recordar que las 
tierras debían repartirse bajo condición de que el agricultor no las de- 
jase sin cultivar y de que estuviera al corriente del pago de la renta al 
municipio correspondiente; de lo contrario se debía de proceder a la 
confiscación de la tierra entregada y a un nuevo reparto de la misma. 
También se establecía el orden de prioridades, dando preferencia a 
quienes tenían a su servicio yunta o yuntas con las cuales ayudarse al 
cultivo. Esta condición, curiosamente, excluía del reparto en la prác- 
tica a muchos campesinos pobres (braceros, pelentrines, etc.), necesi- 
tados de aval para obtener un crédito con el cual 


361 


Francisco e Goya er Carlos TE, Madrid, Museo del Prado 
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comprar la yunta. Por ello, para estos últimos, los resultados no 
fueron muy satisfactorios; no así para otros grupos beneficiarios de 
los repartos (campesinos con yunta, labradores propietarios, adinera- 
dos pertenecientes a otros sectores profesionales, etc.), que con sus 
medios para poner en valor las tierras recibidas o por las posibilidades 
intrínsecas de las mismas las retuvieron en sus manos. 


Así, en zonas como Jerez de la Frontera, algunos braceros favoreci- 
dos por el reparto, renunciaron a su lote al no poder labrarlo “en la 
conformidad que S.M. manda por ser mero brazero y no tener fon- 
dos”. O, como replicarán otros, “así por el sitio [que les había tocado] 
como por la cuota”. Algunos alegarían, en cambio, “la mala calidad 
de tierra”. Allí, pues, en 1769, el 78 por ciento de las suertes que ha- 
bían tocado a los braceros se hallaban en erial. Sin embargo, en una 
de las zonas (El Algar), donde las mismas correspondieron a yunte- 
ros, el 78 por ciento de las tierras había sido sembrado. La Junta de 
Propios y Arbitrios procedió a desahuciar a quienes dejaban yermas 
las tierras repartidas. Se repitió el reparto y, de esta forma, al igual 
que en otros lugares sucedería, las tierras pasaron a sujetos mejor do- 
tados económicamente (Cabral Chamorro, Propiedad comunal, p. 
178). Sin embargo, hubo otras que, por su calidad y posibilidades 
consiguientes (viñedos, huerta, frutales), fueron mucho más disputa- 
das desde el principio. Así sucedió en algunas zonas, donde los pode- 
rosos y adinerados del lugar, mirando su alta rentabililidad, se hicie- 
ron finalmente con ellas, iniciándose a la par una concentración de 
estas propiedades en menor número de manos. 


Por otra parte, la protección de los arrendatarios se concretó a fina- 
les del 1768 en la promulgación de una ley que congelaba los cáno- 
nes pagados por ellos a los propietarios de tierras, transformándolos 
en contratos a perpetuidad. Sin embargo, la reacción de los afectados 
obligó a la liberalización, dejando en suspenso el decreto. Años des- 
pués, en 1775, se prohibía a los propietarios el desahucio si estos no 
podían asegurar el cultivo de las tierras por sus manos y residir en el 
mismo término municipal donde aquéllas se localizasen. Por lo que 
hace a los subarriendos, también se vieron afectados por las medidas 
gubernamentales. En 1786 se dictaron algunas en contra de los mis- 
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mos, al tiempo que se pedían informes a los intendentes sobre las 
condiciones que se debían establecer para su puesta en marcha. 


El Gobierno decidió también afrontar el polémico tema de los cer- 
camientos de tierras, que desde hacía tiempo había constituido una 
de las piezas claves del cambio social en Inglaterra. Tal posibilidad era 
sin duda la que permitiría al agricultor interesarse por sus tierras, a 
sabiendas de que podía disponer de ellas sin temor a la pérdida de la 
cosecha por invasión de las mismas. En 1788 se decidió ampliar a to- 
das las propiedades rústicas la autorización de cercar, sólo aplicada 
anteriormente a terrenos de viña y olivar. Años después, reinando ya 
Carlos IV, se quiso actuar en lógica correspondencia en contra de la 
Mesta, aun cuando todavía no había llegado con ello la hora de su di- 
solución. Las medidas afectarán a la supresión del cargo de Alcalde 
Entregador, en realidad el defensor de los intereses de la institución, 
y, en 1804, se procedió igualmente a fijar las rentas de los pastos, to- 
mando como referencia de su valor varios años de la segunda mitad 
del siglo xvii, cuando los precios estaban sin duda mucho más bajos. 


Sin embargo, los ministros de Carlos III no perdían de vista la ne- 
cesidad de acometer una reforma agraria de más altos vuelos. El Con- 
sejo de Castilla poseía para ello una importante masa de información 
procedente de diferentes instancias, incluida la ya referida de los in- 
tendentes. A partir de la misma, el Consejo de Castilla elaboró un 
grueso expediente, conocido con el nombre de Memorial ajustado, al 
que se puso término en octubre de 1771. Con todo, no se publicaría 
hasta mucho después, concretamente hasta 1784. 


Mientras tanto, Campomanes remitiría el Memorial, en unión de 
otro motivado por un expediente consultivo, para su discusión en la 
Sociedad Económica Matritense el año de 1771. El texto resultante 
lo redacta Jovellanos a instancias de dicha institución, tomando en 
consideración las observaciones de los socios; en 1794, ya en pleno 
reinado de Carlos IV, se concluye lo que da en denominarse Informe 
de ley agraria, donde se recogen las directrices que habrá de seguir la 
reforma. La tardanza en su elaboración es buena prueba de la dificul- 
tad del tema, sobre el que existían diferentes posiciones. La de Jove- 
llanos, más propia de un liberal, abogaba por la venta de las tierras 
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concejiles a particulares, en tanto que la de hombres como Olavide se 
situaba a favor de su mantenimiento en manos del municipio. Expre- 
sa el ilustrado asturiano al respecto: 


“protegiendo la libre acción del interés privado, mientras se con- 
tenga en los límites señalados por la justicia, sólo debe salirle al paso 
cuando empiece a traspasarlos. En una palabra, Señor, el grande y ge- 
neral principio de las leyes respecto de la agricultura se debe cifrar en 
remover los estorbos que se oponen a la libre acción del interés de sus 
agentes dentro de la esfera señalada de la justicia” (ed. 1982, p. 162). 


En cuanto a las tierras de la Iglesia, aún cuando se consideraban 
sus perjuicios, la propuesta se limitaba a favorecer la desamortización 
de las mismas, pero sin llegar a afrontarla plenamente. Y otro tanto 
ocurría con respecto a las tierras de laicos. En todo caso, el Informe 
llegaba en un mal momento, preocupado el Gobierno como estaba 
por la guerra y la inestabilidad interior. Entretanto, según hemos vis- 
to, se habían llevado a la práctica algunas medidas parciales, pero la 
reforma agraria propiamente dicha había quedado postergada. El In- 
forme, sin embargo, pasaba a la posteridad como un monumento de 
la literatura socioeconómica ilustrada y punto de referencia obligado 
para otros intentos posteriores de reforma. 


El agravamiento de la situación en los últimos años del xviii obligó 
al Gobierno de Carlos IV a la búsqueda de soluciones para encontrar 
recursos monetarios con vistas a enjugar el montante de los vales rea- 
les. Los bienes eclesiásticos pasan, por tanto, ahora sí, a ponerse en el 
punto de mira de sus ministros. En 1798 se ordena la arriba referida 
venta en pública subasta de los pertenecientes a las instituciones cari- 
tativas, hospitales, orfanatos y algunas fundaciones piadosas. La des- 
asistencia a los necesitados derivada de ello se compensaría con li- 
mosnas, así como con la aplicación de algunas rentas para paliarla. 

Años atrás, desde las Sociedades Económicas de Amigos del País, 
por los años sesenta, el Gobierno de Carlos III, a través de su minis- 
tro Campomanes, había hecho una llamada a los propietarios de tie- 
rras a interesarse por las mismas, a mejorar su productividad median- 
te la adopción de medidas adecuadas y a la introducción de métodos 
e instrumentos susceptibles de mejorarlas. Las clases de agricultura de 
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las Sociedades, al igual que se hiciera en la Matritense, servirían para 
debatir y estudiar lo más conveniente al respecto, justo cuando, a tra- 
vés de las corrientes agraristas y fisiocráticas, una parte importante de 
Europa volvía los ojos hacia el agro y se preocupaba de beneficiar sus 
tierras. 


Las medidas de los gobiernos de Carlos III y Carlos IV afectaban a 
un asunto difícil de enderezar, tan arraigados como estaban los usos y 
costumbres agrarios. Quedaba, sin embargo, una opción para llevar a 
término el proyecto ilustrado de reforma agraria: el aprovechamiento 
de los despoblados. El objetivo consistía en repoblar estas tierras, pe- 
ro mediante una operación controlada por el Gobierno. Su ámbito 
de aplicación serían los campos situados en torno del Camino real de 
Cádiz a Madrid, alrededor de las montañas de la Sierra Morena, así 
como de ciertas tierras de Extremadura y Andalucía en general. De 
esta forma, bajo la justificación de mejorar las condiciones de tránsito 
por dicha ruta, se podía llevar a cabo la utopía ilustrada, apoyada en 
tierras usufructuadas por campesinos en pequeños lotes; es decir, en 
un modelo social basado en familias campesinas dotadas de tierras 
con las cuales mantenerse y pagar impuestos, teniendo capacidad pa- 
ra ejercitarse complementariamente en determinadas manufacturas 
llamadas bastas y poseer ganado. Estos labriegos, en teoría, no esta- 
rían viciados como los que trabajaban las viejas tierras cultivadas y los 
pueblos que se crearan junto a ellas no caerían en las lacras sociales de 
los ya existentes. 


Los hombres clave de la operación fueron el asistente de Sevilla Pa- 
blo de Olavide, en calidad de superintendente, y el encargado de su- 
ministrar los nuevos pobladores (6.000 en un principio), un coronel 
bávaro de nombre Gaspar de Thurriegel, que los reclutará, básica- 
mente, entre los católicos de Alemania y Flandes. En 1767 se pro- 
mulga el Fuero que debía servir de base a las nuevas poblaciones, en 
el que se percibe con nitidez la mano de Campomanes. Cada una se 
erigirá en sitios que: 

“sean sanos, bien ventilados, sin aguas estadizas, que ocasionen in- 
temperie; tendrá quince, veinte, o treinta casas a lo más, dándoles la 
extensión conveniente (...), contiguas unas a otras, O inmediatas a la 
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hacienda que se asigne a cada poblador; para que la tenga cercana, y 
la pueda cerrar y cultivar, sin perder tiempo en ir y venir a las labo- 


res” (artes. V, VI y VID). 


A partir de dicho Fuero surgen, pues, pequeños núcleos de pobla- 
ción, cuya trama urbana se traza con tiralíneas, y cuyos nombres vie- 
nen inspirados en el del rey Carlos II y su familia (La Carolina, que 
será la capital, La Carlota, Louisiana, Santa Elena). Casi todos ellos 
poseerían un amplio término municipal, con extensos baldíos, posi- 
bilidades de desarrollo ganadero y escasa densidad de población. 

A cada poblador se le entregarían 50 fanegas de tierra de labor, 
“por dotación y repartimiento suyo”. Pero siendo aquéllas de regadío, 
se repartirán proporcionalmen 
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Nuevas poblaciones de Sierra Morena: plano en damero de La Caro- 
lina (Jaén), capital de las mismas 
te entre cada uno de ellos. A su cuenta quedaría “el abrir la zanja o 
acequia para el riego, y acudir a sus reparos con igualdad”. (p. 289) 
En los collados y laderas se distribuirá igualmente algún terreno 
para plantar árboles y viñas, aprovechando los pastos de los montes 
para sus ganados y leña. (arts. VIII y IX). En los terrenos público y 
baldío cada poblador plantará sus árboles para uso propio. Finalmen- 


te, se dice en el apartado LXVIT del Fuero: 
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“cada vecino se aprovechará privativamente con sus ganados de los 
pastos de su respectiva suerte, sin perjuicio de introducirlos en los 
exidos y sitios comunes demarcados, o que se demarcaren a cada lu- 
gar”. 

Ni este proyecto ni la reforma agraria en su conjunto surtirán el 
efecto deseado por sus promotores. El de las nuevas poblaciones, a 
pesar de sus circunstancias especiales, encontrará serias dificultades 
para que se cumplan los presupuestos del Gobierno y del Fuero: mala 
adaptación de los pobladores europeos a las duras condiciones de la 
zona (de los seis mil llegados sólo sobrevivirá un tercio); reacciones 
de las poblaciones vecinas por la ocupación de tierras que decían per- 
tenecerles y por cierta competencia introducida en las condiciones de 
trabajo y de vida, que les producían tales fundaciones; dispensas de 
dinero cuantiosas para el Erario, resistencias a la integración y enjui- 
ciamiento de Olavide por el Santo Oficio. Eso sí, las nuevas pobla- 
ciones han subsistido hasta nuestros días y los pobladores extranjeros 
pudieron ser integrados en un tiempo breve. En algunos pueblos 
(Prado del Rey por ejemplo), la estructura de la propiedad de la tierra 
es diferente a la de los pueblos de alrededor, con fincas de pequeño y 
medio tamaño. Sin embargo, quedó sin culminar el intento de crear 
un campesinado de tipo medio. 


En cuanto a la reforma agraria en su conjunto, sin despreciar los 
esfuerzos de los Gobiernos de Carlos III y de Carlos IV por mejorar 
la situación de los campesinos, no se puede decir que se viera culmi- 
nada por el éxito tampoco. La privatización de las tierras concejiles, 
en las zonas donde fue llevada a cabo, no aseguraba una mayor esta- 
bilidad a las familias campesinas de la zona, ante la falta de control 
sobre la pureza de las operaciones. De hecho, la población de jornale- 
ros y braceros en la parte suroccidental de la Península continuó au- 
mentando, y, en contraposición, los bienes de uso común fueron en 
buena parte enajenados. Las tierras más importantes del país, las co- 
rrespondientes a la nobleza y el clero, quedaron prácticamente intac- 
tas, y sólo en el último momento se rompió el hilo por la parte más 
frágil y menos comprometida para las autoridades: la de los bienes 
que cumplían fines caritativos. Tardó mucho tiempo en salir el pro- 
yecto, y cuando lo hizo, inmersa España en la guerra y con el go- 
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bierno republicano violentamente establecido en el país vecino, resul- 
taba más difícil su puesta en práctica. La situación de una parte im- 
portante del campesinado español no mejoró mucho en el xix, en 
sintonía con lo que había sido en la centuria anterior; es más, proba- 
blemente, en algunas zonas peninsulares, llegó incluso a empeorar. 


Pero la acción social de los Borbones no sólo se encaminó hacia los 
sectores mayoritarios vinculados a la tierra, sino que también se 
orientó hacia los grupos de marginados de la sociedad. Dos de ellos 
acaparan un interés especial: los gitanos y los mendigos. Aquí tam- 
bién se parte de un cambio de mentalidad. 


A lo largo del Setecientos, según vimos, la valoración de la pobreza 
se había transformado. Los pobres, los mendigos, dejan de ser los lá- 
zaros de la parábola bíblica para convertirse en ociosos voluntarios. El 
valor moral de la pobreza, por su identificación con el Jesús sufriente 
y el desposeimiento de los bienes terrenales para llenarse con los im- 
perecederos, se pierde gradualmente en favor de una revalorización 
del papel redentor del trabajo productivo. La marginalidad se relacio- 
na con el ocio y éste, a su vez, con la vagancia; ambos adquieren con- 
notaciones negativas. En contraposición, el trabajo se relaciona con la 
virtud. Con ello se revisa también la caridad: la verdadera es sólo 
aquélla que, en lugar de retener al pobre en la mendicidad, lo eleva a 
la situación de trabajador o laborioso. 


Propósito de los ilustrados en el Gobierno, con Campomanes al 
frente, es el de acabar con los mendigos mediante un cambio de la 
mentalidad social y la acción de gobierno. Nuestro prócer asturiano 
llega a pensar que: 

“como la fatiga es desagradable a los hombres desaplicados, fácil- 
mente se multiplican los ociosos voluntarios: persuadidos que la pie- 
dad de la nación no les dejará perecer. (...) Acostumbrados a vivir en 
este modo se han acrecentado de un modo que ya no es posible sufrir 
el número de los mendigos voluntarios. Producen en el estado una 
carga a que ya no alcanzan sus fuerzas”. (Archivo Campomanes, leg. 


22/9). 


Las cifras que barajaba el Gobierno a la altura de 1778 se hallan en 
torno a unos 100.000 mendigos, expósitos incluidos, repartidos de 
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forma mayoritaria por Castilla, La Mancha, Aragón y Andalucía. El 
dinero que se obtenía mendigando alcanzaba, según sus estimaciones, 
a más de cinco reales diarios por persona, en tanto que el sueldo de 
un soldado era de aproximadamente la mitad (Carta de Campoma- 
nes a Floridablanca, 1778, A.C., leg. 32/12). Las causas de este ex- 
tendido número de mendigos las atribuía Campomanes, lógicamen- 
te, a las limosnas (“que equivalen al mayor jornal que pueden sacar 
las gentes del trabajo”), así como a la ruina de las manufacturas espa- 
ñolas, sobre todo de seda y lana. De este diagnóstico puede deducirse 
que la solución pasaba por sacar al pobre “de la clase de mendigo” (y 
llevarlo) a la de industrioso (Discurso sobre la educación popular, ll, p. 
153). Y, en consecuencia, la necesidad de una nueva definición de 
pobre (verdadero se entiende) como: 


“el que está aprendiendo oficio, o industria de su agrado; y el que 
por diligencia del Gobierno ha dejado de mendigar, y está destinado 
a la enseñanza”. (Ibídem, vol. IL, pp. 105-106). 


Las leyes del Gobierno carolino apuntarán en la dirección expresa- 
da. Medidas de reinados anteriores habían establecido ya la posibili- 
dad de que las justicias del Reino pudiesen detener a los vagabundos, 
destinando a las armas a aquellos que fuesen hábiles y tuvieran la 
edad conveniente para ello. En la Real Cédula de mayo de 1775 se 
añadieron las levas periódicas de vagos, cuyo sentido se amplía algu- 
nos años más tarde para acoger a otros sectores sociales y darles traba- 
jo en el Ejército y la Armada, o bien destinarles a los hospicios y 
obras públicas. Durante los años siguientes se desarrolla la norma y se 
hace hincapié en esta medida. 


Los hospicios, así pues, se transforman en lugar de acogida de los 
desheredados y no sólo de los niños abandonados. Según precisa 
Campomanes, deben convertirse en “la escuela de los expósitos y de 

bd 
los mendigos”. Allí se debe enseñar las artes y oficios con el mismo ri- 
gor y método que en los talleres ordinarios. Una vez aprendidos, los 
beneficiarios debían obligarse a tomar estado, y trabajar de por sí; de- 
8 y 
jando hueco a otros pobres y huérfanos. Algunos hospicios, como los 
de Madrid (puesto bajo la advocación del rey san Fernando) y Barce- 
lona, adquirirán desde la acción del Gobierno una gran importancia. 
q 8 
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Las leyes afectan igualmente al ejercicio de la caridad. La de junio 
de 1779 prohíbe a los pobres pedir en la puerta de los templos y con- 
ventos, intentando romper así con una costumbre inveterada. La de 
diciembre de 1780 da normas sobre la manera de recoger a los pobres 
y darles socorro. Madrid se convierte en los años ochentanoventa en 
un hervidero de bandos municipales, a favor de la expulsión de men- 
digos y vagabundos, forasteros incluidos, de las calles y lugares públi- 
cos. 


La tenacidad con que el Gobierno fue afrontado el problema de 
los vagabundos y mendigos tiene su reciprocidad en los gitanos. Se 
les acusaba de enemigos de la sociedad, que daban mal ejemplo, aten- 
taban contra la propiedad, la religión y las buenas costumbres y se 
mantenían al margen de la ley y del Estado. Desde comienzos de la 
Época Moderna se venían sucediendo las medidas restrictivas y repre- 
sivas contra ellos, a veces de una gran dureza: pena de galeras, destie- 
rro e, incluso, esclavitud. 


La actitud de los gobiernos del siglo xviii no será muy diferente, si 
bien evoluciona en el tiempo a través de dos vías principales, que he- 
mos visto ya en parte proponerse con respecto a los vagabundos: la 
inserción social por medio del trabajo y, asimismo, en el caso de los 
gitanos, el abandono de las peculiariedades propias de su cultura. De 
esta forma se desgranan, a partir de 1717, hasta el año 1783, una se- 
rie de leyes dirigidas al control de los gitanos (restringiendo el noma- 
dismo y, fijando su vecindad, censarles) y a su represión. Una redada 
en tiempos de Ensenada (1749) produjo la detención de un impor- 
tante número de ellos; pero coincide con una época de especial dure- 
za. El momento álgido tiene lugar, precisamente, en 1783, cuando se 
les pida de nuevo establecerse y se prohíba asimismo el uso de signos 
distintivos de su condición (lengua, traje, etc.); pero, al lado de esto, 
se intentará también remover los obstáculos que se oponen a su inte- 
gración social. Para ello se prohíben los vocablos injuriosos proferidos 
en su contra, al tiempo que se rechazan las impurezas de origen y se 
les permite ingresar en los gremios y oficios en condiciones similares 
a las del resto. A continuación se les pasa a considerar como pobres 
ociosos a los que hay que incorporar al trabajo, pena de detención, al 
igual que a los verdaderos, si no lo hacen. Sin embargo, los castigos 
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propuestos para los refractarios continúan siendo muy duros: “pena 
de sello”, es decir, marca a fuego sobre las espaldas y pena de muerte 
a los reincidentes y, por tanto, ya sellados. 


Las medidas aplicadas, sobre todo ésta del 83, obtuvieron en gene- 
ral buenos resultados. Tal vez en ello influyó el que su supervisión co- 
rrespondiera al Consejo de Castilla. El tema gitano no quedó cerrado 
en absoluto, pero la integración social mejoró. Las cifras que barajaba 
el Gobierno rondaban a mediados del Setecientos las 10.000 perso- 
nas, de las que la mayoría estaban ya avecindadas y el resto, la prácti- 
ca totalidad, lo haría tras la citada pragmática. El nomadismo, con 
sus problemas de control, había, pues, prácticamente desaparecido. 
En todo caso, la reiteración de medidas ya propuestas con anteriori- 
dad, demuestra que los problemas seguían existiendo y que la repre- 
sión, en general, no se llevó a efecto en la forma prevista por la ley. 


Otra de las minorías tradicionales, los criptojudíos, sufre el coleta- 
zo final de la Inquisición hacia 1720 con diversos autos de fe. Las re- 
servas de la sociedad con respecto a ellos son aún patentes, como se 
puede comprobar por los estatutos de limpieza de sangre para el in- 
greso en ciertos oficios todavía vigentes. Sin embargo, también en es- 
to la acción del Gobierno de Carlos III intentó cambiar una actitud 
tan arraigada, según ponen de manifiesto algunas leyes promulgadas 
a lo largo de los ochenta, que toman especialmente a los judíos de las 
Baleares (los “chuetas”) como centro. La de 1788 les permite desarro- 
llar su vida fuera del gheto a que se les había reducido, y al igual que 
sucediera con los gitanos, se prohíbe injuriarles de palabra. Pueden 
asimismo acceder a determinados oficios en la milicia, la Administra- 
ción en general, la agricultura o los oficios artesanales. Al término de 
la centuria, existen pocos argumentos válidos para mantener la discri- 
minación, a pesar de los resabios sociales. “Tan sólo la delicada situa- 
ción política de principios del xix posibilita, de forma temporal, la 
reincidencia en algunas medidas discriminatorias contra el grupo. 


La acción de los gobiernos borbónicos durante la segunda mitad 
del siglo xviii, en el ámbito social y económico que hemos analizado, 
se enraíza en el cambio cultural que la llegada de la nueva dinastía 
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había hecho posible en España. En su Elogio de Carlos 11, Jovellanos 


ensalza la importancia de la misma como inicio de una nueva época: 


“A tan triste y horroroso estado habían los malos estudios reducido 
nuestra patria quando acababa con el siglo xvii la dinastía austriaca. 
El Cielo tenía reservada á la de los Borbones la restauración de su es- 
plendor y sus fuerzas”. (pp. 20 y 21) 


Y más adelante, nuestro ilustrado ensalza igualmente el papel de 
Carlos TI como culmen del cambio: 


Determinado este piadoso soberano a dar entrada a la luz en sus 
dominios, empieza removiendo los estorbos que podían detener sus 
progresos. Este fue su primer cuidado. La ignorancia defiende todavía 
sus trincheras: pero Carlos acabará de derribarlas. La verdad lidia a su 
lado, y a su vista desaparecerán del todo las tinieblas”. (pp. 22 y 23). 


Hay, pues, y el caso de Jovellanos no es el único, conciencia de que 
ha llegado un nuevo tiempo, mejor que los anteriores (idea de pro- 
greso, tan querida a los hombres del Setecientos), que promete a la 
Humanidad tiempos de desarrollo y felicidad, siempre que la acción 
de los reyes y de los gobiernos se atengan en sus acciones a las leyes 
que rigen la Naturaleza. 


“Nuestra edad —expresa en otro lugar Campomanes—, más instrui- 
da, ha mejorado las ciencias y los hombres públicos no se desdeñan 
de extender sus indagaciones sobre los medios de hacer más feliz la 
condición del pueblo, sobre cuyos hombros descansa todo el peso del 
Estado”. (Discurso sobre el fomento, V) 


La época de los Austrias, en particular la de los Austrias Menores, 
no sale de esta mirada hacia adelante bien parada. Todo ello se vincu- 
la, evidentemente, al fenómeno que denominamos la Ilustración, de 
cuyos caracteres y vicisitudes para el caso español conviene dar cuen- 
ta ahora. 


Durante años se ha discutido la singularidad y el alcance de la Ilus- 
tración hispana. Hoy, de entrada, se la entronca mucho más que an- 
tes con las ilustraciones mediterráneas, la italiana notablemente, de la 
que recibió importantes influencias, sobre todo por el tiempo en que 
el joven Carlos fue rey de Nápoles y Sicilia, hasta 1759, cuando co- 
menzó a serlo de España. Recordemos al respecto la presencia a su la- 
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do entonces de los ministros Tanucci y Esquilache, pero también de 
intelectuales como Genovesi o Vico, entre otros. En cambio, la Ilus- 
tración francesa, sin duda, ideológicamente, la más radical, aunque 
ejerciera también un importante influjo, según demostraran hace ya 
varios lustros Richard Herr y Jean Sarrailh, no se hizo presente de 
una forma nítida hasta el último tercio del xviii, cuando las ideas de 
la Revolución Francesa desbordaron las fronteras del país vecino, sal- 
tando luego más allá del Atlántico. Poco después de su estallido, los 
acontecimientos se precipitan, los esfuerzos conciliadores se estrellan 
y, entrados ya en el Ochocientos, los españoles se adscriben a uno de 
los bandos en liza, liberales y absolutistas, enfrentándose entre sí. 
Cualificados ensayistas contemporáneos se han formulado con no es- 
casa frecuencia la pregunta de cuál hubiera sido la evolución de Espa- 
ña en los siglos xix y xx, sin duda agitada y convulsa, de no haberse 
producido la conmoción del país vecino, precipitando de esta forma 
lo que pudiera haber sido un cambio gradual y sin grandes sobresal- 
tos hacia la sustitución del Antiguo Régimen. Sin resultar intelectual- 
mente ociosa la cuestión, el historiador debe de atenerse a los hechos 
tal como fueron en realidad. Y, en España, como sucediera también 
en otros países de nuestro entorno y de allende los mares, la Revolu- 
ción tuvo efectos, variables según los temas, pero sin duda trascen- 
dentes en su conjunto para el futuro nacional. 

Como sucede a menudo con los movimientos culturales, en senti- 
do amplio, en la Ilustración española es posible identificar varias fa- 
ses, aunque las transiciones cronológicas entre una y otra sean siem- 
pre discutibles. Al referirnos al Barroco analizá 
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Francisco de Goya, Ena Melchor ea Te lana: Madrid, nes del 
Prado 
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bamos el cambio de actitud que supuso, a partir del reinado de 
Carlos II, la entrada en escena de los llamados novatores, particular- 
mente en lo que a la aceptación de los presupuestos científicos mo- 
dernos se refiere. Su tiempo termina dentro de las primeras décadas 
de la nueva centuria, si bien dejan establecida una base de renovación 
sobre la que se construyen los periodos siguientes. 


La fase madura de la Ilustración, la Ilustración por excelencia, 
coincide con la llegada de los golillas, hombres procedentes del esta- 
do llano y de la baja nobleza, a puestos influyentes de la Administra- 
ción. Cultivados, con buenas relaciones y dispuestos a aplicar lo que 
Cassirer llama la mente sistemática” a los asuntos de gobierno y, en 
general, a la percepción de la realidad, contarán con el apoyo de Car- 
los II y, posteriormente, durante los primeros tiempos de su reinado, 
con el de Carlos IV. Es la época de los grandes prohombres de la Ilus- 
tración española: Campomanes, Floridablanca, Jovellanos, Cabarrús, 
etc. 


Por último hemos de aludir a un último periodo, transición del 
Setecientos al Ochocientos, sobre el que se hace ya sentir el impacto 
referido de la Revolución Francesa. Se trata en realidad de una gene- 
ración postilustrada, que participa de los debates propios de la Euro- 
pa del xix. La crítica se expande hacia lo político y religioso, produ- 
ciendo de forma gradual la radicalización de los debates entre libera- 
les y partidarios del Antiguo Régimen, preludio de las “dos Españas”, 
a que ya hemos aludido más arriba. La acción del Gobierno en gene- 
ral, con intensidad variable y algunos lapsos, se dirige hacia la repre- 
sión de las nuevas ideas. Los periódicos, que junto a los cafés, se han 
convertido en vehículos de difusión de las mismas, se ven con fre- 
cuencia sometidos a la censura. Sin embargo, el debate se populariza 
y alcanza a segmentos de la población cada vez más amplios. 


Al principio, acompañando a los novatores, aparece la obra de al- 
gunos autores, que recogiendo el espíritu crítico de sus antecesores, se 
lanzan a estudiar ámbitos apenas desbrozados hasta entonces (históri- 
co, social, religioso, etc.), como sucede, sobre todo, con el ejemplo 
del padre Feijoo, presidido en este caso por el afán divulgador. La 
obra principal de este autor, el Teatro crítico universal, aparecida a 
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partir de 1726, se convierte así en un fenómeno de masas, con nume- 
rosas ediciones en un corto espacio de tiempo. Lo más destacable de 
la misma no son tanto sus contenidos, aunque causaran un lógico 
impacto en las gentes de su época, cuanto la libertad de espíritu y la 
actitud crítica con que afronta temas muy diversos, algunos compro- 
metidos. En el prólogo de la obra explica someramente su objetivo y 
método: 


“De suerte que cada tomo, bien que el deseo de impugnar errores 
comunes uniformes, en cuanto a las materias parecerá un riguroso 
misceláneo. El objeto formal será siempre uno. Los materiales preci- 
samente han de ser muy diversos”. 


La generación del benedictino es también la del valenciano Ma- 
yáns y Siscar y de Andrés Piquer. El segundo, aunque aragonés y mé- 
dico de reyes, procede del ambiente universitario de la ciudad del Tu- 
ria, cuyo carácter innovador ya hemos estudiado. Su aportación cien- 
tífica, sin embargo, es prácticamente nula, pues su afán principal se 
dirige a deslindar el terreno científico de otros con los que venía sien- 
do confundido, como los de la filosofía y la religión. 


En cuanto a Mayáns, cuya larga vida (muere en 1781) le permite 
una obra fecundísima, afronta sobre todo el campo de la historia, 
conciencia identitaria del hombre de su tiempo como del presente, 
necesitada también de depuración. Su labor se centra, por tanto, en 
limpiarla de leyendas y supercherías, enlazando así con la obra de su 
antecesor Nicolás Antonio, editor de unaCensura de historias fabulo- 
sas. Esta actitud le vale la recriminación de algunas instituciones of1- 
ciales, como la Real Academia de la Historia (1738) y la Real Acade- 
mia de la Lengua (1713), y, más tarde, el tener que recluirse en Va- 
lencia mientras escampa el temporal. Ello no le impide presentar a 
Patiño una Carta-Dedicatoria, que A. Mestre considera “el primer 
proyecto de reforma de nuestra cultura de ámbito nacional” (Despo- 
tismo e Ilustración, 114). 

Con la obra de estos tres autores, el principio de autoridad en el 
saber quedaba seriamente tocado; pero su actitud revisionista tiene 
eco, sobre todo, en el siguiente periodo, durante los reinados de Fer- 
nando VI y Carlos MI. Corresponde esta fase a lo que podríamos de- 
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nominar la Ilustración madura, con figuras como la ya referida de Pe- 
dro Rodríguez Campomanes. El elenco de temas que se somete ahora 
a juicio crítico se amplía y, a excepción del sistema político y de la re- 
ligión, casi ningún campo quedará sin someterse a revisión. En esta 
época también, se percibe con claridad ese carácter eminentemente 
práctico que con razón se atribuye a la Ilustración hispana. El punto 
de arranque se halla en el padre Enrique Florez, incorporado como 
Nicolás Antonio y Mayáns a la tarea de depurar el pasado histórico 
de los españoles, en este caso su Historia Medieval, mediante la apor- 
tación de numerosos documentos inéditos procedentes de los archi- 
vos de la Iglesia y la publicación de su España Sagrada, monumental 
obra en varios volúmenes, que apareció en 1747. 


El descubrimiento de la economía política como ciencia, el desa- 
rrollo ya pleno del regalismo, unidos al carácter de hombres de la Ad- 
ministración de la mayoría de los autores de esta época y al sentido 
práctico de los mismos, permite que, sin embargo, sean los temas so- 
ciales y económicos los que predominen en ella. Es difícil un resu- 
men, siquiera somero, de las obras principales que se publican. 


Sin duda, los dos Discursos de Campomanes (Sobre el fomento de la 
industria popular y Sobre la educación popular de los artesanos), publi- 
cados por Sancha en 1774 y 1775 respectivamente y ampliamente di- 
fundidos con el apoyo gubernamental, constituyen un auténtico fe- 
nómeno social en la España carolina. El fiscal asturiano se halla en- 
tonces en la cumbre de su poder y los cargos de la Administración en 
los municipios y provincias, los miembros de las Sociedades Econó- 
micas y los reformistas en general rivalizan por acercarse al factotum 
de la monarquía en estos momentos. Aunque inspiradas sus ideas en 
otros autores (Rubín de Celis, Ward y, por supuesto, no pocos de 
nuestros arbitristas), Campomanes, junto al tema dominante de las 
obras (la promoción de una industria popular y de carácter domésti- 
co entre los españoles), no tiene empacho en abordar en ellas los te- 
mas claves del reformismo: el valor socioeconómico del trabajo (y las 
lacras que derivan de sus carencias), el desarrollo interrelacionado de 
las tres actividades productivas clásicas, la preocupación poblacionis- 
ta, los límites del corporativismo en sus diferentes manifestaciones 
(gremios, hermandades, Mesta), la liberación del comercio, etc. Todo 
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ello adornado con buenas dosis de fe en la razón (o mejor, en el senti- 
do común de los individuos), el progreso, la ciencia y el desarrollo 
técnico temas, todos ellos, estrechamente unidos a la Ilustración en 
su sentido más universal. En segundo lugar, la defensa de las regalías 
de la Corona, prototípica de la época, aparece, como vimos, expuesta 
en toda su magnificencia en el Tjatado de la Regalía de Amortización 
(1765) y el Juicio Imparcial (1768), tal vez las obras que más disgus- 
tos llegan a causarle por la polémica que llegaron a suscitar. 


Su paisano Jovellanos, a pesar de su importancia en la configura- 
ción de lo que podría llamarse el espíritu de la Ilustración española, 
no llega a tener la misma influencia de Campomanes. Aunque venga 
a compartir con él puestos importantes en la Administración, sus 
obras fundamentales tienen una difusión más reducida y son por lo 
general más tardías (la mayoría de tiempos de Carlos IV). Pertenece, 
pues, a un periodo mucho más convulso, tanto en el plano político 
como ideológico. Quizás el trabajo más conocido, el Informe sobre la 
ley agraria, tiene que ser publicado en 1794 a costa del propio editor 
(Sancha) (N. Glendinning, El siglo xviii, 39). Bien es verdad que, en 
él, se apuntan ya con nitidez los fundamentos del liberalismo, aplica- 
dos sobre todo a la agricultura, la propiedad y, de forma indirecta, al 
comercio. Jovellanos escribe también otras obras de más reducido al- 
cance, tema más específico y significación político-social menor que 
la comentada: la Memoria para el arreglo de la policía de los espectá- 
culos (que no verá la luz hasta 1812) y dos más durante su prisión 
mallorquina, el Zyatado sobre la enseñanza y la Descripción del castillo 
de Bellver, donde estuvo por algún tiempo encerrado, también en fe- 
chas tardías. Sus escritos literarios, si bien rezuman crítica social y se 
hacen eco de los tópicos reformistas, tienen a nuestros efectos un me- 
nor interés. 

Algunos sectores de la nobleza, el clero y la burguesía, así como los 
escritores en general, se identificarán con los puntos de vista ilustra- 
dos, colaborando en su difusión desde sus ámbitos respectivos. Para 
ello contarán con el auxilio de la prensa, cuyo cometido propiamente 
dicho no es informar, sino ejercer una actitud de crítica hacia los vi- 
cios de la sociedad y proponer en su lugar criterios de razón, hacién- 
dose eco a la vez de algunas ideas novedosas de curso en Europa. 
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El primer diario importante había aparecido en 1737 bajo el nom- 
bre de Diario de los literatos de España. Durante la segunda mitad de 
la centuria se amplia el número de títulos (£l pensador, La pensadora 
gaditana, El censor, El correo de Madrid, El seminario erudito de Valla- 
dares, etc.), la mayoría de ellos de duración efímera. Sirven como 
vehículo de algunos textos literarios de autores de la época: por ejem- 
plo de la Sátira II a Arnesto de Jovellanos, de El poeta de Moratín, de 
las Noches lúgubres y las Cartas marruecas de Cadalso, y, particular- 
mente, de los pensamientos de Clavijo y Fajardo. Este último aborda 
temas como el de la educación en los números II, VIII y XII de ellos, 
o la superstición en el XXXV. Alrededor de la prensa se reúnen perso- 
nas con ansias de cambio y de novedades, en calidad de socios o de 
simples lectores. La propuesta ilustrada en favor de la liberalización 
de la economía y de la sociedad, del valor de la laboriosidad, atrae a 
las capas medias de la burguesía, sobre todo mercantil. Pero, ¿qué al- 
cance real tuvieron verdaderamente estos periódicos? 


Un papel similar cumple a la tertulia, que debió desarrollarse a lo 
largo del Setecientos. Los testimonios acerca de sus componentes y 
de los temas de diálogo nos son conocidos, casi en exclusiva, de for- 
ma indirecta. No obstante, sabemos que algunas de ellas aglutinaban 
un cualificado número de nombres proclives a las reformas ilustradas. 
En la Fonda de San Sebastián de Madrid se reunía por los setenta 
una pléyade de escritores, entre ellos José Cadalso, Fernández de Mo- 
ratín, Tomás de Iriarte, Ignacio López de Ayala y algunos extranjeros. 

Otro vehículo paralelo son las Sociedades Económicas de Amigos 
del País, a dónde también se incorporan algunos miembros pertene- 
cientes a los sectores reformistas. Impulsadas por Campomanes, to- 
mando en consideración otras de carácter similar existentes en Euro- 
pa, al igual que la Vascongada que fundaran en Vergara (Guipúzcoa) 
los llamados *“caballeritos de Azcoitia” (1765), recibieron el espaldara- 
zo oficial a través del “Discurso sobre el fomento de la industria po- 
pular”. En esta obra se animaba a la implantación de las mismas, al 
tiempo que se especificaban sus contenidos, organización y funcio- 
nes. 
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“No es accesible a ningún Gobierno —expresa el asturiano en él-— 
velar inmediatamente en cosas tan extendidas que abrazan todo el 
Reino. Y esa reflexión obliga a pensar en las Sociedades Económicas, 
que sobre estas máximas vean lo que conviene a cada Provincia, cuá- 
les impedimentos lo retardan y los medios seguros de removerlos y 
establecer los modos sólidos que han de regir en este tipo de indus- 


trias”. (p. CVITD. 


El propio Campomanes se implica a fondo en el proyecto y los 
Amigos del País vienen a reconocer sus desvelos, premiándole con to- 
do tipo de títulos honoríficos. 

De las 108 solicitudes de fundación que se contabilizaron, no cuaja- 
ron más allá de 70. En 1804, sin embargo, existían 73. Los intenden- 
tes y el Consejo de Castilla se reservaron tanto el estímulo como la 
autorización para su puesta en marcha. Pero, con frecuencia, los no- 
tables locales fueron también sus propios promotores. 

Ha llamado la atención de los historiadores que se han acercado al te- 
ma lo arbitrario de la creación de estas Sociedades, pues mientras ciu- 
dades tan importantes y abiertas a los aires ilustrados como Barcelo- 
na, Cádiz, San Sebastián o Bilbao no poseyeron este tipo de asocia- 
ciones, otras menores (Baeza, Sanlúcar, Palencia, etc.) contaron con 
ellas. Se ha esgrimido al respecto la oposición de otras instituciones 
preexistentes, con competencias parecidas, como causa explicativa. 
Tal sería el caso del Consulado de Indias para Cádiz, de la Junta de 
Comercio para la capital catalana o de la Sociedad Vascongada para 
las ciudades vascas. Sin embargo, este tema, por lo que sabemos, has- 
ta el presente no ha sido estudiado de forma satisfactoria, como de- 
muestra el caso de Cádiz, donde hubo miembros del Consulado en- 
tre los promotores de su frustrada Sociedad. Lo importante para no- 
sotros es que, a través de sus reuniones, seminarios, escuelas y talleres, 
los Amigos del País convocaron a un número variable, a veces impor- 
tante, de fuerzas vivas de sus respectivas localidades en torno a las ini- 
ciativas reformistas, actuando asimismo, en algunos casos, como di- 
fusoras de las ideas ilustradas. 

Aunque se impulsen desde ellas planteamientos en favor de la bur- 
guesía, no está claro que sea este grupo quien lleve allí la voz cantan- 
te: nobles, clérigos y sujetos de diferente estopa, como hemos afirma- 
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do, se dan cita en las Sociedades con diferente protagonismo según 
los casos. La de Madrid, lugar de la Corte, adquiere en este sentido el 
carácter de paradigma para las demás. Se funda en 1775 con apoyo 
del rey, cuyos hijos se incorporan en calidad de socios junto a otros 
personajes importantes de la Administración (Campomanes y su hi- 
jo, Jovellanos, etc.). De ella surgen cuatro escuelas gratuitas de barrio 
financiadas por el monarca, así como la Junta de Damas de Honor y 
Mérito, que acoge a una élite distinguida de mujeres de la nobleza. 

Además de las escuelas y de otras iniciativas, las publicaciones econó- 
micas y las memorias de diversa índole se acumulan. Sus objetivos se 
dirigen a animar el trabajo productivo y a combatir el ocio y la men- 
dicidad; fomentar las economías locales interesando a sus agentes en 
las reformas e innovaciones y, en última instancia, asistir al Gobierno 
en su política reformista. Sin embargo, a finales de la centuria, las So- 
ciedades acusan también los temores de la Administración a las ideas 
revolucionarias y van perdiendo poco a poco el carácter innovador 
que las caracterizaba. Algunas, no obstante, al convertirse en Socieda- 
des Patrióticas a principios del Ochocientos, se transforman en hervi- 
deros de ideas liberales y llegan a tener algún influjo en la política. 

La Ilustración quería ser también una empresa pedagógica. La idea de 
que la erradicación de la ignorancia mediante las luces de la razón 
podía llevar al progreso y la felicidad humana tomó cuerpo entre sus 
seguidores hispanos. De ahí los intentos de renovación de la Univer- 
sidad y de creación de escuelas para el aprendizaje de las artes y ofI- 
cios. De esto último dan buena cuenta los Discursos campomanistas y 
alguna obra de Jovellanos. Sin embargo, no se trataba de una ense- 
ñanza universal e igual para todos, sino que discriminaba sus conte- 
nidos en función de los destinatarios de la misma. La enseñanza de 
carácter manual tocaría a los grupos sociales bajos y a las mujeres en 
general. Para éstas, a pesar de todo, esta propuesta suponía un reco- 
nocimiento oficial prácticamente inédito hasta entonces. Con todo, 
la enseñanza cualificada de ciertas materias (Naútica, Medicina, Ciru- 
gía, Historia Natural, Economía Política, Matemáticas, Astronomía, 
etc.) experimentó un notable avance, gracias al apoyo gubernamental 
a instituciones dispuestas a llevarla a cabo. De esta forma, surgen los 
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Reales Colegios de Cirugía (Cádiz, Madrid, Barcelona), las renovadas 
Reales 


Escudo de la Real Sociedad Económica Matritense 

Academias Militares de Matemáticas (Barcelona y Madrid), los ob- 
servatorios astronómicos (San Fernando, Madrid), las escuelas de 
Guardias Marinas (Cádiz), de Ingenieros de la Armada (Cádiz) o el 
Jardín Botánico (Madrid). Sin olvidar las Reales Academias de carác- 
ter más humanístico, que, como la de Bellas Artes de San Fernando, 
promueven los gustos ilustrados, en este caso en el campo artístico. 


Por otro lado, desde el Gobierno se promueve también la investi- 
gación, a través del método, ya antes probado, de las expediciones 
científicas. América, terreno todavía en buena parte virgen, constitui- 
rá a este fin una importante campo de búsqueda. Desde la Corte se 
insta a los virreyes a que favorezcan el estudio de los territorios de su 
gobernación. La historia natural, una de las áreas predilectas de los 
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ilustrados, encontró en la expedición de Pehr Loefing, discípulo de 
Linneo, por los años cincuenta, una eficaz manera de nutrir de plan- 
tas, traídas expresamente del Virreinato de Nueva Granada con vistas 
a la investigación, el recién creado Jardín Botánico de Madrid. Sin 
embargo, ésta y otras expediciones de similar carácter empalidecen al 
compararlas con la protagonizada en los sesenta por el polifacético 
personaje José Celestino Mutis en un ámbito más amplio, aunque 
perteneciente a la misma región. A su regreso a España después de su 
largo periplo, el estudio de las plantas acopiadas durante el viaje dará 
origen a la publicación junto a su equipo de los 51 volúmenes de su 
Flora. A la de Mutis siguieron luego nuevas expediciones (Ruiz y Pa- 
vón, y Martín de Sessé) a otros lugares del Nuevo Continente con re- 
sultados científicos igualmente importantes en lo que se refiere, sobre 
todo, a la clasificación y conocimiento de diferentes especies de plan- 
tas. Antes de terminar el siglo tuvo lugar otra gran expedición: la pro- 
tagonizada por Alejandro Malaespina. Con dos corbetas fabricadas ad 
hoc, recorrería con sus hombres un amplísimo territorio que com- 
prendía ambas costas americanas (atlántica y del Pacífico), así como 
una incursión en Filipinas y Oceanía. 


Las observaciones astronómicas, que tanto sirvieran a los viajeros y 
navegantes en la época de los descubrimientos, habían dejado proble- 
mas sin resolver. Uno fundamental consistía en conocer la medida 
del arco de meridiano terrestre, al objeto de conseguir una mayor 
precisión a la hora de determinar la posición del barco. A reclamo de 
la Académie des Sciences de París, se propuso realizar una expedición 
mixta al Perú, a la que España contribuiría con dos de sus mejores 
hombres, Jorge Juan, formado en la escuela de Guardias Marinas de 
Cádiz, de la que luego llegaría a ser su director, y Ulloa. Ambos salie- 
ron con rumbo a la zona a mediados de los treinta, regresando a Es- 
paña en 1744. De resultas de la misma, no sólo se lograba realizar di- 
cha medición, sino el acopio de un importante número de observa- 
ciones, utilizando métodos astronómicos, matemáticos y físicos mo- 
dernos sobre la geografía e historia natural de la región, posterior- 
mente publicadas. 

A punto de concluir la centuria, presidido por el mismo espíritu, 
pero dentro de otro orden de cosas, el tema de la vacuna se había 
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convertido en la Europa desarrollada en objeto de debate y discusión, 
cuyos flujos alcanzarán a terrenos más allá de los puramente científi- 
cos. No obstante, en España se hizo una apuesta temprana a favor de 
la misma. Dentro de este ambiente debemos situar la expedición de 
Balmis, denominada un tanto rimbombantemente Real Expedición 
Marítima de la Vacuna, con vistas a difundir la recién creada vacuna 
antivariólica por América y algunas partes de Asia, entre 1803 y 


1806. 


En contraste con estas acciones, la enseñanza y la investigación que 
se realiza a través del medio tradicional para ello, la Universidad, no 
surte los resultados apetecidos por los ilustrados. La reforma que se 
inicia en 1766 se enfrenta a las rígidas estructuras de esta institución 
centenaria y, en términos generales, sucumbe en el intento. De he- 
cho, el número de estudiantes, al menos de los pertenecientes a las 
Universidades clásicas (Salamanca, Valladolid, Granada, Alcalá, etc.), 
había caído considerablemente, sobre todo si lo comparamos con el 
de los matriculados en las mismas a lo largo del siglo xvi. 


Aprovechando la derrota de los catalanes en la Guerra de Sucesión, 
Felipe V había creado en Cervera una Universidad de nuevo cuño, 
como alternativa a las ya existentes, donde se intentará una reforma 
eficiente de la enseñanza superior. La experiencia duró poco y, ade- 
más, no pudo verse culminada. Este precedente tampoco serviría para 
que la llevada a cabo en tiempos de su hijo Carlos diese mayor fruto. 
La de Olavide y un grupo de ilustrados andaluces para la Universidad 
de Sevilla fue sin duda la más redonda. El proyecto que sirvió de base 
explicitaba bien a las claras lo pretencioso de su empeño: 


“Quiere que esta Universidad y Colegio florezcan, no en las Cien- 
cias inútiles y frívolas, sino en los verdaderos conocimientos permiti- 
dos al hombre, y de que puede sacar su ilustración y provecho. Su 
método se quería contundente: no se curan las gangrenas con coli- 
rios, sino con cauterios”. (Plan de Estudios, 1969, p. 79). 

Los cambios afectaban a las materias, sustituyendo las especulati- 
vas por las de contenido experimental; a la reorganización adminis- 
trativa, otorgando a la Universidad autonomía con respecto al colegio 
universitario, y a los profesores al remplazar parte de los religiosos 
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por docentes del estado secular. Además, la “Teología y la Filosofía 
abandonaban el preponderante tomismo. En la práctica, sin embar- 
go, el campo de aplicación de la reforma quedó constreñido. 


Los problemas eran numerosos y viejos a la vez: falta de recursos 
económicos, anquilosamiento de las enseñanzas, favoritismos en la 
provisión de plazas, etc. El Gobierno, a través del Consejo de Castilla 
y, dentro ya de los propios centros, de los directores y censores, desde 
los años setenta, intentó vanamente resolverlos mediante un mayor 
control sobre las Universidades. Estaba también el problema de los 
colegios mayores, vinculados estrechamente a las mismas y, en algu- 
nos casos (San Ildefonso de Alcalá de Henares), con gran influencia 
sobre ellas. El acceso a tales centros se había ido reservando progresi- 
vamente a una minoría, dentro de ella a no pocos nobles que pro- 
veían las cátedras y los altos puestos de la Administración. Hasta que, 
en la época de Carlos IV, se procediese a su cierre y a la incautación 
de sus bienes, la acción de su antecesor se limitó a “democratizar” el 
acceso a los mismos e impedir hasta donde fuera posible su influencia 
sobre las Universidades. Para esta tarea contó con la inapreciable ayu- 
da de los golillas, es decir, de todos aquellos graduados que, por su 
extracción social media o baja, no habían podido acceder a los pues- 
tos reservados a los colegiales. 

Centradas en las materias clásicas (Leyes, Cánones, Teología y Me- 
dicina), las de carácter científico y técnico estaban prácticamente ex- 
cluidas de las facultades y debían ser estudiadas fuera de ellas, en ins- 
tituciones muy variopintas que habían ido surgiendo al margen de la 
Universidad. La expulsión de los jesuitas en 1767 procuró a algunos 
centros universitarios un abundante número de obras bibliográficas. 


Los escritores se entusiasman con la crítica a los vicios de sus con- 
ciudadanos y la propagación de la moral y los ideales ilustrados. La li- 
teratura deja de esta forma la retórica y los temas del Barroco para 
ponerse al servicio de los valores y gustos ilustrados. El influjo de 
Quevedo (véase el caso de Torres y Villarroel y sus Sueños Morales) va 
cediendo el paso a otros estilos y temas diferentes. La retórica propia 
del último Barroco es tildada de huera y fútil, centrada en las formas 
sin importarle los contenidos o, en todo caso, sin preocuparse por re- 
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novarlos hasta convertirlos en un reflejo más fiel del mundo real. De 
ahí que una de las presas más acosadas de la literatura correspondien- 
te al Setecientos sea la oratoria, sobre todo la oratoria sagrada, a la 
que se atribuyen habitualmente los defectos arriba referidos. La obra 
paradigmática es a estos efectos el Fray Gerundio de Campazas (1758 
y 1770) del padre Isla. En su lugar se abre paso el gusto por la crítica, 
la reflexión y el debate, que lejos de quedarse reservados para el ensa- 
yo, el memorial o el periódico, se extienden también generalmente a 
la obra literaria. Tal puede verse con nitidez en£l Pensador, obra por 
entregas de José Clavijo y Fajardo, que se publica a partir de 1762. 
Sin embargo, al menos hasta, aproximadamente, el último cuarto de 
la centuria, los autores, por temor o convencimiento, no suelen si- 
tuarse en una posición de radicalidad, sino de moderación, dejando, 
a veces, tan sólo insinuados, los temas conflictivos. En él siempre, pe- 
ro más que nada en esta época, complicado juego entre tradición y 
novedad, fidelidad a lo nacional o atención a los cambios en el pensa- 
miento y la ciencia europeas, nuestros escritores se escoran hacia un 
lado u otro dependiendo de los casos. Pero, en general, la obra litera- 
ria del xviii adquiere un tono didáctico, educador y crítico, no exento 
a veces de ironía, que la convierte en parte en un instrumento al ser- 
vicio del cambio de mentalidad y de la reforma social, confiriéndole 
así un tono característico, donde la creatividad y el entretenimiento 
propios del género se supeditan con no escasa frecuencia al propósito 
de cambio y la reflexión. De esta manera sucede con autores como 
García de la Huerta y su Raquel o Fernández Moratín, especialmente 
en El sí de las niñas; en las fábulas de Iriarte, los sainetes de Ramón de 
la Cruz y los textos de José Cadalso (sobre todo en sus Cartas marrue- 
cas), y, ya más avanzado el siglo, enfrascados en la crítica liberal, en 
Juan Menéndez Valdés y Manuel José Quintana. En sus obras y en 
otras similares, la originalidad y la acción se sacrifican con frecuencia 
al afán crítico y moralizador, que conduce finalmente a la pérdida de 
popularidad de alguno de los géneros literarios, como el teatro, que, 
durante el xvii, había constituido un entretenimiento de gran arraigo 
entre las masas. De ahí que una parte importante de sus usuarios ha- 
bituales continúe demandando la comedia en verso tradicional, de la 
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misma forma que hará en arte con el Barroco, en lugar de obras de 
nuevo estilo, con frecuencia de carácter más frío y elitista. 


No debemos exagerar el alcance de la Ilustración escrita. Las esti- 
maciones sobre personas capaces de leer y escribir sólo excepcional- 
mente —así en determinadas ciudades importantes— supera el 35 por 
ciento de la población (frente al 60-90 por ciento de zonas como In- 
glaterra, Holanda, Normandía, París o Ginebra, hacia 1780), si bien 
la transmisión oral de contenidos estaba mucho más extendida que 
hoy en día, y no pocos habitantes accederían de esta forma a los de 
obras de moda y escritos de carácter crítico. 


La calidad de la impresión mejoró a lo largo de la centuria, sobre 
todo en su segunda mitad; pero hasta finales de la misma, la difusión 
de las obras dejaba mucho que desear. Ello explicaría, en parte, el re- 
curso de algunos autores a los diarios para llegar hasta sus hipotéticos 
lectores. En contraposición, es ésta la gran época de impresores cuasi 
míticos como Ibarra o Sancha. 


Tampoco crecieron significativamente las tiradas de cada obra con 
respecto a periodos anteriores, manteniéndose en torno de los 1.500 
y 1.750 ejemplares; las de algunas publicaciones singulares (el Teatro 
Crítico, por ejemplo) pueden considerarse excepcionales. Sólo ciertos 
catecismos y libros religiosos populares sobrepasaron la cifra de los 
2.000. Algunos textos, como antaño, siguieron circulando manuscri- 
tos de mano en mano; pero se trata con frecuencia de temas suscepti- 
bles de chocar con la censura (véase. A. Rodríguez-Moñino, La Im- 
prenta de Antonio Sancha, 1971). Por otro lado, el escritor se las veía 
y deseaba, también al igual que antaño, para poder imprimir su obra 
si no contaba con el mecenazgo de algún editor (el propio Sancha 
ejerció como tal) o particular que se prestase a colaborar en la empre- 
sa. Había autores, entre ellos algunos famosos, que se endeudaban 
para que su obra saliera a la luz. 

Los datos que se poseen indican, no obstante, un crecimiento ge- 
neral del número de obras, que llegó a cuadruplicarse entre 1730 y 
1815. También aumentó el de lectores. Y, lo que es más importante, 
dentro de ellos, lo hizo en mayor grado el de los sectores medios de la 
sociedad (artesanos, profesiones liberales, comerciantes, etc.). En las 
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últimas décadas de siglo era, pues, sentida la necesidad de ampliar las 
tiradas medias de las obras. Aunque el consumo de libros de conteni- 
do religioso y de autores clásicos greco-latinos continuará siendo el 
más relevante, destaca el incremento experimentado por los de conte- 
nido científico, educativo, económico, político, histórico y geográfico 


(Glendinning, Ibídem, pp. 201 y 202). 


Los gustos y el lenguaje artísticos, por tanto, se transforman. Si 
utilizamos los términos estilísticos consagrados, debemos hablar de 
una “degeneración” del Barroco, que llevando al paroxismo el recar- 
gamiento y el horror vacui propios de ese estilo, se transforma en el 
churrigueresco (de Juan de Churriguera, uno de sus más conspicuos 
representantes), equivalente hispano del Rococó, de significado equi- 
valente pero este último de alcance europeo. Aparece, sin embargo, 
desprovisto por lo general del sentido religioso que caracterizara al 
Barroco, predominando el carácter decorativo, palpable en cuantas 
obras se emprenden en dicho estilo patrocinadas por la realeza, como 
sucede en el Palacio Real de Madrid, particularmente en su Salón 
Gasparini. 

Pero, a su vez, aparece otro estilo arquitectónico, al que tradicio- 
nalmente se identifica sin más con la Ilustración; nos referimos al 
Neoclásico. Esta vuelta a los modelos greco-romanos, parangonable 
con los deseos de redescubrir los monumentos y las viejas ciudades de 
la Grecia y la Roma antigua (recordemos el papel de Carlos como rey 
de Nápoles impulsando las excavaciones de Pompeya), tiene que ver 
en última instancia con la admiración por el orden y el equilibrio, el 
alejamiento de los excesos y de lo puramente retórico, así como por 
cierto carácter secular que en dicho estilo parece subyacer, tan cer- 
cano de las pretensiones ilustradas en favor de la razón. 


El panorama del Neoclasicismo está en buena medida cubierto en 
España por la obra de los arquitectos reales, ocupados en la construc- 
ción de palacios a imitación de Versalles, así como de edificios públi- 
cos de particulares que embellecen la capital de España en torno a su 
cinturón urbano de la zona Este, sobre el actual Paseo del Prado, ver- 


dadero eje del Madrid borbónico. 
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Felipe V ordena la construcción del nuevo palacio que ha de susti- 
tuir al viejo Alcázar incendiado de los Austrias. Para ello se trae a Ju- 
vara, que no logra terminarlo; si lo hará en cambio Saccheti, arqui- 
tecto al servicio de Fernando VI. Éste, en contra de su maestro, sitúa 
su construcción en el sitio que ocupara el antiguo palacio habsburgo. 
La inauguración, sin embargo, tiene lugar ya en tiempos de Carlos 
III (1764). La capilla real del palacio es obra de Ventura Rodríguez y 
la gran escalera interior, más tardía, de Sabatini. En cuanto a su pala- 
cio de verano, el de San Ildefonso de la Granja, y sus jardines, en la 
falda norte del Guadarrama, Felipe V confía los trabajos a Ardemans, 
así como los de remodelación del de Aranjuez. 


La época gloriosa de la arquitectura neoclásica viene, sin embargo, 
de la mano de tres espléndidos arquitectos: el ya citado Sabatini y, so- 
bre todo, hispanizada la cantera, de Ventura Rodríguez y Juan de Vi- 
llanueva. Al primero de ellos se debe uno de los arcos más emblemá- 
ticos de acceso a Madrid: la Puerta de Alcalá (1778); a Villanueva el 
Museo de Historia Natural, posteriormente convertido en museo de 
pintura con el nombre de Museo del Prado; las puertas contiguas del 
Jardín Botánico en dicho paseo y el Observatorio Astronómico, su 
obra más acabada, sobre el cerro de San Blas que domina el Retiro y 
Atocha. Como se puede apreciar por el carácter de estos edificios, se 
trata de piezas que adaptan los gustos neoclásicos al interés científico 
que corresponde a la Ilustración. Por su proximidad entre sí y su fun- 
ción conforman una especie de campus universitario del siglo xviii. 
En él se puede incluir también el Hospital General de Atocha, cuyas 
obras se interrumpieron en 1788, hoy convertido en Centro de Arte 
Reina Sofía. 


Sin salir de Madrid y no lejos de estas obras, se halla el edificio de 
la antigua Aduana, junto a la Puerta del Sol, cuyo diseño corresponde 
a Sabatini. A él se debe también la remodelación de la iglesia de San 
Francisco el Grande, cerca del Palacio Real, que decora en parte otro 
artista de la época, Francisco de Goya. Fuera de la capital, pero en la 
misma provincia, Villanueva, nombrado arquitecto de El Escorial, le- 
vanta dos casitas, una para el príncipe de Asturias (la del príncipe), 
futuro Carlos IV, y otra (la de arriba) para el infante Gabriel, alrede- 
dor de la iglesiamonasterio. 
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Arquitecto de moda, Ventura Rodríguez recibe, fuera ya de la capi- 
tal, el encargo de remodelar el templo del Pilar en Zaragoza, erigir 
para la catedral gótica de Pamplona una nueva fachada, cuya fábrica 
neoclásica contrasta enormemente con el resto del templo, y cons- 
truir la iglesia de los Agustinos en Valladolid. 


El Neoclásico salta también, de la mano de otros arquitectos, a 
edificios civiles de ciudades españolas como Santiago (Palacio Rajoy), 
Barcelona (Lonja), Cádiz (Cárcel Nueva) o Sevilla (Fábrica de Taba- 
cos), así como a algunas iglesias, las menos, acogidas al nuevo estilo, 
como la catedral de Lérida y, en algunas de sus partes, la inacabada 


de Cádiz. 


Sin embargo, como ya hemos mostrado, el Barroco, con sus conte- 
nidos fundamentalmente religiosos y su lenguaje de la emoción, el 
sentimiento, el contraste de luces y sombras, las escenografías y los 
personajes atormentados, continúa siendo el estilo preferido de las 
masas y de algunos miembros de la Iglesia y de la nobleza, a pesar de 
los esfuerzos de las Reales Academias de Bellas Artes y del propio Go- 
bierno por ganarles para la causa del clasicismo. El transparente de 
Narciso “Tomé en la catedral de Toledo es un magnífico ejemplo de 
esta perseverancia, en la modalidad churrigueresca. De ahí que, a di- 
ferencia de Francia, el Neoclásico tarde en penetrar, y lo haga de for- 
ma insuficiente, en el panorama artístico hispano. 


El pictórico, incluso cuando se trata de los palacios reales, se vin- 
cula también al estilo barroco. La obra del pintor real, Rafael Mengs, 
a pesar del atractivo que siente hacia la Antigitedad, así lo demuestra. 
Su trabajo, como el de otros (Bayeu y Carnicero) que buscan en lo 
popular sus temas de inspiración, queda pronto preterido por el ge- 
nial de Francisco de Goya. Su pintura respira una gran libertad tanto 
en la técnica como los temas elegidos, y desborda ya el marco estilís- 
tico propio de una época. De alguna manera es el preludio de la gra- 
dual victoria de la libertad individual sobre la norma y la tradición, 
aunque en su caso, venga todavía matizada por la razón, que evita el 
desbordamiento de la pasión y de las emociones personales propio 
del Romanticismo. Sin embargo, la obra del pintor no deja por ello 
de ser un compendio de la tragedia española entre los años finales del 
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siglo xviii y principios del xix (Goya muere en 1828), cuando los vie- 
jos ideales ilustrados se vengan abajo gradualmente en medio del ma- 
rasmo que vive el país con el estallido de la Revolución Francesa y, 
sobre todo, con la invasión napoleónica y el posterior enfrentamiento 
entre liberales y absolutistas, del que él mismo será víctima. 


Capítulo decimoprimero 

Las bases demográficas y económicas: su evolu- 
.) 

ción 


En términos generales, los comportamientos de la demografía his- 
pana durante la Edad Moderna responden al llamado modelo anti- 
guo, que comparte con el resto de los países europeos. Sus caracterís- 
ticas son bien conocidas por los historiadores: tasas de mortalidad or- 
dinaria y extraordinaria muy altas, crecimientos poblacionales amor- 
tiguados por los frenos malthusianos (hambres, epidemias y guerras), 
que reconducen el movimiento poblacional hacia cotas más soporta- 
bles por los recursos alimenticios disponibles; tasas de reproducción 
más elevadas en general que las de hoy, población joven más numero- 
sa y corta esperanza de vida. 


La demografía hispana tuvo una evolución desigual a lo largo del 
periodo que aquí contemplamos. En una primera aproximación cabe 
expresar que los siglos xvi y xviii son de crecimiento y el xvii de estan- 
camiento e, incluso, de recesión. Sin embargo, una visión más mati- 
zada permite introducir ciertas precisiones. Comparando los datos 
que nos proporcionan dos grandes censos encargados en pleno siglo 
xvi (los de 1530 y 1591 respectivamente), se observa que el mayor 
aumento demográfico entre ambas fechas tuvo lugar en los territorios 
de la vieja Corona de Castilla (el 6,9 por ciento anual frente al 5,3 
por ciento de la Corona de Aragón), y ello a pesar de las pérdidas 
causadas por la expulsión de los judíos y las emigraciones hacia la 
América recién descubierta. Los crecimientos anuales más elevados 
serán los correspondientes a Galicia y Castilla la Nueva (aproximada- 
mente CastillaLa Mancha) con cerca del 14,8 por ciento y el catorce 
por ciento respectivamente. Al término casi de la centuria, el /nterro- 
gatorio realizado a instancias de Felipe II sobre algunas zonas de La 
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Mancha arrojaba unos resultados muy positivos: de un total de 370 
pueblos interrogados, la mayoría pertenecientes al arzobispado de To- 
ledo, 234 habían visto incrementar su población en los últimos años. 
A los dos territorios arriba referidos, seguían los de Asturias (10,4 por 
ciento), Murcia (nueve por ciento), y más alejados ya de estos por- 
centajes, los de Extremadura (7,8 por ciento), Andalucía (6,5 por 
ciento), Castilla la Vieja y León (Castilla-León), incluidos Santander 
y La Rioja, con el 3,5 por ciento y los de Navarra-País Vasco con un 
1,7 por ciento. (J. Nadal, La población española, pp. 74 y 75 y E. Ruiz 
Martín, La población española a comienzos de la España Moderna, p. 
199): 


En la vieja Corona de Aragón el territorio que más creció fue Ca- 
taluña con el 7,3 por ciento anual, mientras que los reinos de Valen- 
cia y Aragón sólo lo hicieron en un cinco y un 3,5 por ciento respec- 
tivamente (ibídem). Al final de la centuria, por tanto, Castilla no sólo 
poseía un territorio mucho más extenso que el de Aragón, sino que 
contaba con un mayor número de habitantes: unos 5,6 millones 
frente a poco más de un millón. Ello explica en parte el mayor peso 
político de la primera sobre el segundo. 


El crecimiento demográfico debe relacionarse con la elevada tasa 
de natalidad, situada entre el 35 y el 50 por mil, y la moderada inci- 
dencia de las epidemias, siempre omnipresentes. No obstante, algu- 
nas zonas castellanas quedaron seriamente afectadas. Así, el antiguo 
Reino de Granada. Antes del remate de la conquista cristiana, hacia 
1492, se hallaba superpoblada; pero la primera expulsión de los mu- 
sulmanes de la región en 1502 y la más tardía, resultante de la guerra 
del 68 en las Alpujarras, hizo descender el numero de vecinos (distin- 
to, no lo olvidemos, al de habitantes) de los 60.827 de 1561 a los 
47.325 de 1591. Con todo, la familia morisca solía tener un mayor 
número de hijos y así, en las regiones donde se asentaron sus miem- 
bros, aumentó su presencia en mayor proporción que la de los cristia- 
nos viejos: un 75 por ciento frente a un 45 por ciento en el caso del 
Reino de Valencia, entre 1523 y las vísperas de la expulsión de 1609. 


En el siglo xvii, dentro de una tónica general de atonía, el proceso 
se invierte, pues mientras la periferia peninsular parece responder 


393 


mejor y con más rapidez a la crisis, el interior se sumerge en ella más 
tempranamente (a finales del Quinientos) y no remonta de forma 
clara hasta muy avanzada la siguiente centuria. En algunas comarcas 
de la primera zona (caso de Galicia), la recesión se redujo en intensi- 
dad y duró menos; en otras (Cataluña por ejemplo), se observan sig- 
nos tempranos —desde 1660 aproximadamente— de mejora. En Nava- 
rra y las Baleares se notó poco la recesión poblacional. 


En cambio, la comunidad castellano-leonesa habrá de esperar has- 
ta después de 1750 para que se recupere la población perdida a lo lar- 
go del xvii. La caída demográfica llegará aquí a su momento cenital, y 
también en otras zonas del interior, sobre todo, en los años centrales 
de la centuria. La incidencia de las fuertes epidemias en la misma, 
iniciadas con el preámbulo de la de 1597, tradicionalmente conside- 
radas fundamento de la depresión, ha de relacionarse con otro tipo 
de factores, algunos de carácter comarcal, que puedan dar razón de la 
diversidad de comportamientos experimentada. Paralelamente, el di- 
ferente saldo de unas regiones con respecto a otras tiene que ver tam- 
bién con una redistribución de la población favorable a la periferia, al 
socaire de la crisis tomada en su conjunto. 

Sin embargo, no tenemos unos datos demográficos globales tan 
fiables como los del xvi, pues los censos y recuentos de población 
son, por lo general, en la nueva centuria más deficientes. Comparan- 
do los datos del último censo fiable del xvi (1591) con el primero 
más fiable del xviii (1787), se observa un crecimiento del 53 por 
ciento aproximadamente. Sin embargo, corresponde básicamente a 
esta última centuria, ya que el Seiscientos apenas aporta incremento 
demográfico alguno. Así, la población hispana general de finales del 
xvii debió de ser muy similar numéricamente hablando a la de finales 
del Quinientos. Tan sólo algunos núcleos urbanos escaparon, por su 
condición específica, a esta tónica. Nos referimos a ciudades como 
Madrid, convertida por Felipe II en Corte y capital del reino, o 
Cádiz, por su vinculación al monopolio de Indias. 


En el xviii la población española creció, pues, de forma clara, aun- 
que si comparamos con otros países de su entorno, no de una manera 
tan importante como en un principio se había pensado. Ateniéndo- 
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nos a los datos censales, el periodo más notable correspondería a las 
décadas de los sesenta-ochenta (A. Eiras Roel, “La demografía rural”, 
p. 54). El vecindario de Campoflorido de 1717, con la corrección in- 
troducida por Uztáriz, daba una población de alrededor de 7,5 millo- 
nes de habitantes. Dicha cifra alcanzó a mediados de la centuria los 
9,4 millones aproximadamente, si a los datos ofrecidos por el Catas- 
tro de Ensenada sobre dicha fecha para Castilla, se le añade para el 
resto de España una proporción similar a la de los censos posteriores. 


Criticada esa cifra por ser demasiado alta, los datos del censo de 
Aranda de 1768, considerados contrariamente bajos, alcanzan una 
cota parecida. Algo similar sucede al comparar entre sí los dos últi- 
mos censos de la centuria, el de Floridablanca de 1787 y el de Godoy 
de 1797, éste con una población en torno a los 10,5 millones. Entre 
uno y otro no existe más que un leve incremento demográfico (0,13 
por ciento), tal vez explicable por las dificultades hispanas en los años 
intermedios. 


Más recientemente, a través de un sofisticado método correctivo, 
esta cifra de 1797 ha experimentado una ligera elevación, hasta si- 
tuarse en un mínimo de 10,7 millones (Eiras Roel). Este dato subiría 
las de mediados de la centuria y de 1787 hasta los 9,9 millones y 
10,9 respectivamente. Sea como sea, el crecimiento del Setecientos se 
situaría alrededor de los tres millones de habitantes, lo que no signifi- 
ca un aumento excesivo, si bien, y esto es lo importante, se mantuvo 
a lo largo de la siguiente centuria, enlazando así con el nuevo modelo 
demográfico característico de la Época Contemporánea. Pero tam- 
bién en esta ocasión hubo diferencias de comportamientos según las 
zonas, aunque no tan acusadas como en el siglo precedente. 


En Galicia y el País Vasco en general, el crecimiento se une sin so- 
lución de continuidad con el del xvii, si bien no sigue con el mismo 
ritmo en la primera mitad (más vivo) que en la segunda (ralentizado) 
de la centuria. A finales de siglo, de hecho, la demografía de la zona 
conocerá la recesión. 

En otras partes de la cornisa cantábrica (Asturias, Cantabria), aun- 
que la recuperación de la crisis del xvii sea precoz, no se inicia un cre- 
cimiento decidido hasta la segunda mitad de la siguiente centuria. 
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Fue, pues, al Levante en general, a quien correspondió el crecimiento 
más espectacular del Setecientos, sobre todo al Reino de Valencia, si 
bien todavía se sigue discutiendo su verdadera magnitud. 


Muy diferente en cambio fue el comportamiento de la mayor parte 
de España (las dos Castillas, Extremadura, Canarias, Navarra y parte 
de Aragón y de Andalucía), cuyo crecimiento en general es bastante 
exiguo y, en la mayoría de los casos, tiene dificultades para recuperar 
el techo alcanzado en los mejores años del xvi. 


Aún se continúa debatiendo las causas que explican la diferencia 
de comportamientos ante la crisis. Dentro de un marco general de 
fuertes epidemias (1597, 1647, 1676), la mortalidad no afectó a to- 
das las partes por igual, de la misma manera que la presión fiscal fue 
diferente según las zonas peninsulares. A ello hay que sumar factores 
específicos de determinadas regiones (así, la expulsión de los moriscos 
de 1609 ó, con un efecto diferente, la adopción de ciertos cultivos 
para alimento humano), al igual que una redistribución de la pobla- 
ción que benefició por lo general a la periferia en detrimento del in- 
terior peninsular y, según los casos, al medio rural o al medio urbano 
alternativamente en perjuicio de su contrario. Ciudades como Sevilla, 
con sus cerca de 130.000 personas en el esplendor del Quinientos, 
perdió una parte sustancial de su población a raíz de la epidemia de 
los años centrales del xvii; por el contrario, Cádiz, su competidora en 
la Carrera de Indias, conocerá un crecimiento importante a lo largo 
del siglo de la crisis, no tanto por el aumento de la tasa de natalidad, 
cuanto por la llegada de emigrantes de la provincia y de la Andalucía 
Bética, en busca de las perspectivas que ofrece el tráfico comercial de 
forma directa o inducida. 


El crecimiento de la población en el xvi se tradujo en un aumento 
de la demanda, favorecido por la corriente de riqueza que generara el 
comercio con América. Una parte sustancial de la misma gravitó so- 
bre el campo, la tierra y sus productos. 

El panorama agrario de la Península en los tiempos modernos pre- 
sentaba, sin embargo, importantes contrastes. En la zona Norte (Ga- 
licia y la cornisa cantábrica), la familia de campesinos se ocupaba de 
sus propias tierras, por lo general cercadas y apenas sometidas a usos 
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comunales; por tanto, la mano de obra salía habitualmente de ella 
misma. Se practicaba un cultivo de carácter intensivo (al menos una 
cosecha al año), pero de escaso rendimiento. Más al Sur, en la zona 
mesetaria y en Andalucía Occidental, el carácter predominantemente 
familiar de las labores agrícolas se difuminaba, dando paso a la mano 
de obra asalariada, cuya existencia se fortaleció con el tiempo, sobre 
todo a lo largo del Setecientos. La presencia de campos abiertos era 
mayor que en la zona Norte, así como la de espacios de uso común. 
Sin embargo, mientras que los rendimientos por unidad de simiente 
podían considerarse normales (uno a cuatro, a excepción de las tierras 
marginales donde eran inferiores), los correspondientes a la unidad 
de superficie eran muy bajos, debido a los caracteres geográficos de 
dicho espacio y al uso de métodos de cultivo rudimentarios. Por últi- 
mo, dentro del Levante, alternaban los cultivos de escaso rendimien- 
to en las tierras de secano con otros de rendimientos más elevados en 
tierras de regadío, en buena parte dedicadas a la exportación y culti- 
vados en pequeñas parcelas. 

¿De qué manera respondió el campo peninsular del xvi a la presión 
de la demanda? Las formas de cultivo de la tierra no eran en general 
las más a propósito para hacerlo de una forma eficiente; no hubo a 
este respecto grandes sorpresas en cuanto a innovaciones o transfor- 
maciones significativas en el agro. Las respuestas fueron, pues, acor- 
des con la tradición: básicamente, el aumento de la superficie de tie- 
rra dedicada a cultivo, a fin de acrecentar así el volumen de la oferta 
de alimentos. En terrenos del antiguo Reino de Granada, a pesar de 
la sangría de hombres con motivo de las sublevaciones moriscas, la 
roturación de los bosques no se detuvo, al menos en la Serranía de 
Ronda y, según los expertos, hacia principios de los setenta, se extin- 
guieron aquí definitivamente los osos. 


Las repercusiones sociales fueron importantes. Entre las élites rura- 
les y urbanas crecieron los deseos de compra y expropiación de tie- 
rras, así como los de aumentar las exigencias por parte de los propie- 
tarios sobre sus arrendatarios. En la Corona de Aragón tuvo lugar un 
proceso de señorialización, que llevó a un número importante de 
campesinos a cambiar el marco jurisdiccional a que pertenecían. Las 
ventas de baldíos en Castilla, especialmente significativas en tiempos 
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de Felipe II, y de tierras pertenecientes a las órdenes militares por 
parte de la Corona, siguieron un proceso similar. La distribución de 
la propiedad de la tierra en el Reino de Córdoba entre 1530 y 1591 
es un ejemplo elocuente: entre ambas fechas, las tierras de señorío 
crecieron en aproximadamente un sesenta por ciento, mientras que 
las de realengo sólo lo hicieron en un 43,5. 


Ante la presión sobre el agro, algunos municipios reaccionaron 
reorganizando el aprovechamiento de las tierras de su jurisdicción, al 
objeto de optimizar mejor sus recursos. Las ordenanzas municipales 
de no pocos pueblos y ciudades recogen el cambio con nitidez. El 
reavivamiento de los choques, fundamentalmente dialécticos y jurídi- 
cos, entre los ganaderos de la Mesta y los agricultores debe situarse 
también en este mismo contexto. 


Uno de los tesoros más preciados de Castilla era la ganadería ovi- 
na. Cada año, un copioso número de ovejas atravesaba de Norte a 
Sur y de Sur a Norte los espacios de las mesetas, a la búsqueda de la 
necesaria protección frente a los fríos invernales o al encuentro de los 
pastos de verano. Una extensa red de calzadas y cañadas permitía su 
paso a través de las sierras, con frecuencia agrestes, y de las llanuras 
mesetarias. Alrededor de este trasiego surgió en Época Medieval un 
importante número de personas, ganaderos, pastores y leguleyos, cu- 
ya misión consistía precisamente en hacer posible el complejo funcio- 
namiento de la transhumancia. Para agruparlos a ellos y sus ganados 
se creó en 1273 el Honrado Consejo de la Mesta, que, con el tiempo, 
se convertiría en una poderosa e influyente asociación ganadera, en 
torno de la cual se interesaron diversos grupos sociales que iban, des- 
de la Corona, beneficiaria del comercio de las lanas y del cobro de va- 
rios impuestos derivados de la transhumancia, hasta algunos podero- 
sos hacendados, cuyas ovejas confiaron a la institución. Tal vez por 
ello se vio dotada de importantes privilegios que terminaron chocan- 
do con los propietarios y arrendatarios de tierras sobre todo en épo- 
cas, como la del Quinientos, de expansión agraria, máxime si el paso 
de los ganados impedía los cultivos o los deterioraba. 


Con los Reyes Católicos se vio culminado el proceso jurídico-insti- 
tucional iniciado en el Medioevo. Estos añadieron nuevos e impor- 
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tantes privilegios a la institución. Así, en 1489, se promulgaría la ley 
en defensa de las cañadas y, años más tarde, en 1501, otra muy im- 
portante relativa al arrendamiento de las tierras. Casi diez años des- 
pués se realiza la segunda gran recopilación legislativa de la Mesta a 
cargo del Dr. Juan López de Palacios Rubio, que, junto a la de 1492, 
conforma el marco regulador básico de su actividad. 


El aumento de la demanda afectó también, como no podía ser me- 
nos, a la producción manufacturera. El crecimiento de la superficie 
dedicada a algunos cultivos industriales (lino, cáñamo, rubia, etc.) 
debe vincularse a este hecho, y, sobre todo, el propio desarrollo de la 
industria. Sin embargo, tal aumento no bastó para atender al com- 
pleto la creciente demanda de fibras vegetales procedente de la misma 
y fue preciso recurrir a las importaciones desde la Europa del Norte 
(Brabante, Holanda, etc.). 


Los núcleos de población de la Corona de Castilla reflejan una 
gran vitalidad económica gracias a las manufacturas. Tres tipos de in- 
dustrias tienen en ella un valor destacado: la fundición de hierro en el 
Norte, la fabricación textil de la Meseta y la de la seda en el Reino de 
Granada, que recoge una vieja tradición morisca. A pesar de esta va- 
riedad, a medida que avanza el siglo, la industria peninsular es insufi- 
ciente para atender un mercado tan amplio, que incluye ya los nue- 
vos territorios americanos incorporados. 


Un ejemplo significativo de la manufactura textil castellana es la de 
Segovia. Su desarrollo es evidente en el xvi, particularmente entre los 
años 1540 y 1590, pero las bases sobre las que se halla establecida no 
son demasiado sólidas. En reiteradas ocasiones, los propios interesa- 
dos en ella constatan la escasa calidad de los tejidos resultantes (orde- 
nanzas de 1511 y quejas salteadas a lo largo de los cuarenta y cin- 
cuenta), realizados a partir de lanas bastas y, por tanto, obligados a 
dirigirse a un consumo poco exigente. Tampoco faltan comentarios 
críticos relativos a la falta de personal o a la exigua cualificación del 
mismo. 


La técnica de producción utilizada fue el sistema doméstico, es de- 
cir, el trabajo industrial en el medio rural de las familias campesinas, 
combinado con el que se llevaba a cabo en la ciudad, donde llegará a 
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constituirse un sector numeroso de obreros con claros ribetes proleta- 
rios. Segovia, la capital, llegó a convertirse en una auténtica metrópo- 
lis industrial, muy alejada de la imagen turística que hoy se tiene de 
ella. Allí existía un reducido grupo de pañeros poderosos, cuyo nú- 
mero fue aumentando a lo largo de la centuria (entre unos treinta y 
cuarenta a principios de los años veinte, unos 105 pañeros y comer- 
ciantes pañeros al comienzo de los sesenta), y una masa importante 
de operarios (alrededor del 45 por ciento de los vecinos censados en 
el último periodo, sin contar mujeres, jóvenes y niños que trabajaban 
también en la pañería). Se estima que funcionaron en la ciudad no 
menos de seiscientos telares en los años de apogeo. A veces, incluso, 
se recurrirá a los sectores marginales de la sociedad (vagabundos, 
mendigos, etc.) para realizar las diferentes tareas. 


En todo caso, existía una multiplicidad de núcleos textiles reparti- 
dos por la región, con un reducido número de telares por cada uno 
de ellos. Este modelo, semi rural y semi urbano, lo compartían tam- 
bién otras industrias textiles con centro en ciudades importantes de 


Castilla, como Cuenca, Córdoba, Palencia, Valladolid, Baeza o Úbe- 
da. 


La industria textil no iba referida exclusivamente a la manufactura 
de la lana, producto del que Castilla estaba muy bien surtida: las se- 
das constituyeron también un sector importante, establecido mayori- 
tariamente en la España del Sur y del Este, zonas donde existía aún 
una vieja tradición artesanal y una todavía abundante mano de obra 
morisca. El fundamento de este tipo de industria era el gusano de se- 
da, cuya crianza, junto a la del árbol de la morera, estaba muy exten- 
dida en la región. De esta manufactura en concreto existía una buena 
representación en la Córdoba del Quinientos (en alternancia campo- 
ciudad) y, sobre todo, en el antiguo Reino de Granada y en el Levan- 
te (Valencia, Caspe, etc.). Localidades como Alcañiz, la citada Caspe 
o Valencia se convirtieron así en importantes talleres de la seda. 


En cuanto a la industria del hierro en el Norte, el País Vasco ocu- 
paba un lugar preeminente. Un contemporáneo, Pedro de Medina, 
sitúa en 300.000 quintales la producción de dicho metal en la zona, a 
mediados de la centuria. En ese mismo tiempo, alrededor de una fe- 
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rrería podían vivir directa o indirectamente implicadas más de cien 
personas. Sólo en Guipúzcoa y Vizcaya, según otro autor, las 83 fe- 
rrerías que estima existen allí a principios del xvii, producen 120.000 
quintales al año. En ellas se consumía una cantidad abundante de 
madera procedente de los tupidos bosques septentrionales. 


La protección que dispensaba a los ferrones la Monarquía Hispáni- 
ca, reservándoles los mercados de Castilla y de América para sus pro- 
ductos, ayudó al mantenimiento de las ferrerías y a la superación de 
crisis, como la de finales del Quinientos; pero, en cambio, desanimó 
las innovaciones conducentes a hacerlas más rentables. Justo en aquel 
tiempo, con la subida del precio del combustible y de la mano de 
obra, sólo el acero encontraría salida hacia el exterior, a pesar de sus 
altos costes de producción, en tanto que otro tipo de productos no 
podían ni siquiera ser exportados. La competencia de otras siderur- 
gias extranjeras (por ejemplo, la de Lieja) obstaculizaba seriamente su 
venta. Ante ello, los ferrones vascos se limitaron a pedir más protec- 
ción al Estado. Esta fue una de las causas de que no llegasen a prospe- 
rar algunas iniciativas innovadoras referidas a la instalación de altos 
hornos. 


Ante la necesidad de su uso, el hierro en bruto o como objeto se 
había convertido en una pieza indispensable de las exportaciones ha- 
cia América, donde era demandada de los colonos, muy especialmen- 
te en la zona de las minas, para utilizarla en la amalgama del mineral, 
pero también para ingenios, aperos, morteros, herraduras para las 
bestias, clavazones, etc. A finales del xvi, solamente el Potosí requería 
unos 3.000-4.000 quintales de hierro por término medio. 


Pero la crisis general de la industria no tardaría en hacer su apari- 
ción. La fuerte demanda, superior en todo caso a la oferta, produjo la 
subida de precios de los textiles hispanos y la consiguiente pérdida de 
competitividad de los mismos. Las manufacturas extranjeras tenían 
un buen motivo para inundar los mercados españoles, incluidos los 
de allende el Atlántico. Las propias Cortes (así, por ejemplo, en 
1548) hubieron de dar el visto bueno a estas importaciones, al objeto 
de facilitar el abastecimiento de la población. Las medidas tomadas 
de cara a producir artificialmente la caída de precios concitaron opo- 
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sición y crearon un círculo vicioso alrededor de los textiles nativos. 
Tampoco sirvieron de mucho, como no podía ser menos, las destina- 
das a amortiguar la competencia a base de prohibir las importaciones 
de tejidos y paños. El Memorial del contador Luis de Ortiz, publica- 
do en 1558, se había anticipado a denunciar muchas de estas caren- 
cias, proponiendo soluciones. Entre sus propuestas figuraba: 


“el vedar que no salgan del reino mercaderías por labrar ni entren 
en él mercaderías labradas; con esto es visto que los mercaderes ex- 
tranjeros vendrán a comprar lo que les falta en sus tierras y como 
agora pagan por la libra de lana quince reales les pagarán por la obra 
que de ella resultare quince ducados, y ansí de todo lo demás (...).” 


Convenía, además, prohibir el consumo de productos suntuarios 
al igual que se hacía en otros países. 
No faltaron esfuerzos por cambiar la situación. Aparte de las prohibi- 
ciones referidas, el más trascendente consistió en reducir el trabajo 
disperso, es decir básicamente el referido al medio rural, concentran- 
do la producción en la zona urbana y sometiéndola al control de los 
gremios, cuando no anticipando a la par una especie de sistema fabril 
[factory system]. Durante los años sesenta a noventa, la industria sego- 
viana se embarcó en esta empresa. De la misma manera se intentó re- 
conducir una parte de la producción hacia los textiles de calidad, di- 
rigidos a un consumo más exigente, formado sobre todo por sectores 
pudientes de las ciudades castellanas y los colonos españoles de Amé- 
rica (A. García Sanz, Desarrollo y crisis del Antiguo Régimen, pp. 212- 
214). Para ello se disponía de otros tipos de lana, en concreto las pro- 
venientes de las afamadas ovejas merinas, especie abundante en Casti- 
lla. Pero este cambio de rumbo tenía que afrontar tres tipos de obstá- 
culos: el derivado del choque con los exportadores burgaleses de lanas 
crudas hacia la Europa septentrional, la falta de capital y, por tanto, 
de inversiones, y, finalmente, la incomprensión del Gobierno, cuya 
apuesta por la promulgación de leyes suntuarias (limitación del con- 
sumo denominado de lujo) no favorecía ciertamente los progresos de 
ese tipo de producto. 
La apertura de las rutas oceánicas desde finales del siglo xv según se 
ha dicho, estimuló notablemente el comercio, y lo que es más impor- 
tante aún, produjo un flujo incesante de metales preciosos hacia la 
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Península y, en parte, a través de ella, hacia Europa y otras partes del 
mundo. Desde mediados de los años treinta aproximadamente, las 
importaciones de oro y, cada vez en mayor volumen, de plata, au- 
mentaron de manera considerable, como pago de los productos en- 
viados a las Indias y de los derechos de la Corona. Los metales pre- 
ciosos americanos (150.000 kg de oro y 7.500.000 de plata registra- 
dos en el Quinientos, según Hamilton) venían así a unirse a los pro- 
cedentes de otras partes del mundo (oro africano y plata centroeuro- 
pea), de menor cuantía, creando un importante stock metalífero, que 
si bien favorecía la circulación monetaria y estimulaba los créditos y 
el comercio, animaba el atesoramiento y desencadenaba también un 
imparable proceso inflacionista que disparó a la postre los precios y 
aumentó la demanda en la forma arriba referida. Los verdaderos efec- 
tos sociales y económicos de dicho flujo han dado origen a una de los 
debates más fecundos de la historiografía (Hamilton, Nadal, Chau- 
nu, Cipolla, etc.). 

Aunque no fuese el único, el comercio americano suscitó el interés de 
manufactureros y comerciantes. Después de un tiempo inicial de va- 
cilaciones, la Corona optará por un régimen de monopolio como fór- 
mula para conducir este comercio. Ello significaba favorecer a Casti- 
lla y, sobre todo, a Sevilla, principal beneficiaria del mismo, al erigirse 
la ciudad en cabecera de la llamada Carrera de Indias. En menor me- 
dida, Sanlúcar de Barrameda e, incluso, las localidades de la bahía de 
Cádiz, participaban también, en calidad de antepuertos, de la opor- 
tunidad abierta. 

La ciudad andaluza se convertirá en un auténtico emporio del orbe, 
como muestra el vertiginoso aumento de su población, que, alrede- 
dor de los ochenta, la sitúa, con sus 130/150.000 habitantes aproxi- 
madamente, entre las primeras ciudades europeas, junto a otras tan 
importantes como Nápoles o París. Una parte considerable de ese 
crecimiento se debía a la emigración. Atraídos por las posibilidades 
de la Carrera de Indias, gentes de diferentes regiones de la Península, 
a comenzar por Andalucía occidental y el Norte peninsular, y extran- 
jeros (italianos, portugueses, flamencos, franceses, etc.) abandonaron 
sus tierras buscando allí o dando el salto a través del océano, la pro- 
moción social, una mejora de fortuna o, sencillamente, en el caso de 
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los religiosos, atender las necesidades espirituales de tan abundante 
número de almas. Algunos, al cabo, regresaron a su patria chica con 
lo conseguido, enriqueciendo de esta forma el patrimonio familiar y 
el de su aldea, pueblo o ciudad. 

La posición de Sevilla se reforzará a partir de los cuarenta con el esta- 
blecimiento del Consulado de Cargadores a Indias en 1543, según 
modelo del anteriormente establecido en Burgos. Las primeras orde- 
nanzas de la institución se promulgaron en 1556. En ellas se afirma- 
ba la exclusividad hispana para participar en el comercio con América 
y se regulaba el impuesto de avería (de uno a dos por ciento de la car- 
ga y la descarga de los barcos de la Carrera) como fondo para el soste- 
nimiento de la institución. Se abordaban asimismo otros temas, entre 
ellos, las normas relativas a los contratos de seguros. Con la creación 
del Consulado se completaba, en definitiva, la tríada institucional in- 
diana que agrupaba, junto a éste, la Casa de la Contratación, tam- 
bién establecida en Sevilla en 1503, y el Consejo de Indias, relaciona- 
do con los aspectos administrativos americanos, que se crea en 1524. 
Paradójicamente, la sede de este último estaría en Madrid como la 
mayoría de los consejos. 

Los intercambios se realizarán según el modelo elegido anteriormente 
por venecianos y portugueses, es decir, por medio de convoyes o flo- 
tas regulares, con un número de barcos variable, según las circunstan- 
cias políticas y económicas del momento. Pocas veces se cumplirán 
los planes al cien por cien. Sin embargo, las autoridades entendieron 
que éste era el mejor sistema para afrontar con garantías de seguridad 
los riesgos del mar y los ataques enemigos, aunque fuese costoso y 
encorsetase bastante el comercio. 

Al amparo del comercio de Indias surgieron mumerosas compañías 
formadas por pocos socios, según determinados grados de participa- 
ción de cada una de ellas, y por una duración breve de tiempo. Pero 
esta realidad fue dirigiéndose con el paso de los años hacia fórmulas 
más complejas, donde el componente extranjero acrecentó su presen- 
cia. Estas y otras fórmulas financieras y mercantiles (riesgos maríti- 
mos, letras de cambio, pólizas de seguro, etc.) permitieron un creci- 
miento de los intercambios, en determinados periodos espectacular. 
A partir de los datos oficiales de la Casa de la Contratación, es decir 
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sin tener en cuenta el creciente contrabando, se han señalado para es- 
ta centuria dos periodos fundamentales en el comercio hispanoameri- 
cano: uno de aumento hasta principios de los noventa, favorecido 
por la propia inflación generada por los flujos de metales preciosos 
que anima las inversiones en el comercio hispanoamericano desde la 
Península, con dos ciclos cenitales entre los años 1504 y 1550 y, ya 
en pleno reinado de Felipe II, entre 1562 y 1592, apoyado este últi- 
mo sobre el citado sistema de convoyes por entonces en alza. Sigue 
un segundo periodo de estabilización entre 1593 y 1622, con signos 
evidentes del cambio. 

En tiempos de Felipe IÍ este comercio quedó constituido en su forma 
clásica. Cada año saldrían dos flotas diferentes, una con destino a 
Nueva España y otra a Tierra Firme; la primera concluye su viaje en 
el puerto de la Veracruz, en tanto que la segunda llegaría hasta el de 
La Habana, ciudad donde se debían concentrar ambas al regreso, pa- 
ra, desde allí, navegar con rumbo a Cartagena de Indias o Nombre de 
Dios. Durante el trayecto podían hacer estadía en algún otro puerto 
intermedio y, al término del mismo, conectar con un nuevo viaje ha- 
cia otro puerto diferente. 

Sin embargo, el comercio de Castilla se dirigía tradicionalmente ha- 
cia Europa, en especial el norte del continente. Ya vimos de qué ma- 
nera este hecho había influido en la política secular de Castilla. La 
parte más sustanciosa del tráfico mercantil se realizaba alrededor de la 
excelente lana de las mesetas. Aunque Sevilla no era ajena del todo a 
ella, el eje fundamental de este comercio se situaba en torno a Bur- 
gos, Medina del Campo y Bilbao. La primera había erigido su consu- 
lado en 1494 para el control del tráfico de lanas, y hacía las veces de 
depósito central de las mismas. La segunda destacaba en cambio por 
sus ferias, donde tenían lugar las transacciones comerciales, y la terce- 
ra, en competencia con Burgos y Santander, se constituyó como 
puerto desde el cual se hacían los embarques. En 1511 creó también 
su propio consulado. Las dificultades para atravesar entonces los 
puertos que unían el litoral cantábrico con la meseta eran grandes 
por falta de vías adecuadas. A la vuelta del viaje, en justa correspon- 
dencia por el envío de lanas, Castilla importaba de Flandes objetos de 
valor considerable (imágenes religiosas, cuadros, tapices, libros, etc.), 
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de los que existía una significativa demanda entre las numéricamente 
crecientes clases acomodadas, la Corte y las iglesias; así como textiles 
—producidos con frecuencia con la propia materia prima que Castilla 
le enviaba— y productos de mercería en general, destacando entre 
ellos los encajes. Durante el xvi, a pesar del impacto americano, in- 
cluso gracias a él en parte, este flujo se mantuvo hasta la crisis econó- 
mica de los setenta-ochenta, cuando las ferias de Medina se vengan 
abajo y los puertos flamencos, particularmente el de Amberes, some- 
tido a devastador ataque, se vean inmersos en la larga guerra de Flan- 
des. 

Mucho más débil en comparación con el Atlántico era el comercio 
mediterráneo, donde la antigua Corona de Aragón tenía un papel 
destacado. A través de los puertos costeros se canalizaban los produc- 
tos del interior. Valencia era todavía heredera de una prosperidad an- 
tigua, que, durante buena parte del xvi, pudo mantenerse. Se debía 
sin duda a su campo feraz, rico en todo tipo de productos agrícolas, 
pero también a su importante industria sedera. Peor suerte tenía Bar- 
celona, cuya postración era evidente desde finales del Cuatrocientos. 
No obstante, esta ciudad canalizaba un buen número de productos, 
tanto agrícolas (miel, almendra, aceite o azafrán), como manufactu- 
rados (papel, vidrio, loza, cuchillos y armas). Fernando el Católico 
había tratado de reavivar la industria del Principado, dando medidas 
en favor del comercio catalán, o lo que es igual, reservando a sus teji- 
dos los mercados de Nápoles y Sicilia, territorios de los que era tam- 
bién rey, y dando nuevo impulso a la ruta de Alejandría. 

La situación catalana se veía agravada por el escaso protagonismo que 
se le concedía en la Carrera de Indias, donde el monopolio de Casti- 
lla, al menos en teoría, era patente. Los envíos, así pues, tuvieron que 
hacerse de forma indirecta, a través de los puertos andaluces, donde 
las casas de comercio catalano-valencianas tenían destacados sus re- 
presentantes. Hubo intentos de establecer en Sevilla un cónsul que 
defendiese los intereses de Cataluña, a la sazón dañados por acuerdos 
entre franceses y genoveses, para que los miembros de la antigua Co- 
rona de Aragón pudiesen introducir paños camuflados como italia- 
nos en territorio hispano. Con todo, los reinos que la componían, 
debilitados por los acontecimientos del siglo xv, carecían de la energía 
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necesaria para lanzarse a la conquista de América y de sus mercados. 
Aún así, una parte considerable de la producción textil catalana, se- 
gún hemos expresado, se dirigió hacia ellos a través de los puertos 
castellanos, especialmente los de Andalucía. 

Tanto los puertos de Castilla como los levantinos servían para impor- 
tar productos básicos, como los cereales en épocas de escasez y ham- 
brunas. Si Valencia constituía un importante puerto de entrada de los 
provenientes del granero siciliano en el Mediterráneo, los castellanos 
lo eran a su vez de los que venían de Flandes, Inglaterra y el norte de 
África. 

El tono climatológico del siglo xvii será muy similar al del xvi, pero 
agravado por sequías, riadas, fríos y lluvias desmesuradas. Se produce, 
en consecuencia, una degradación generalizada del cuadro agropecua- 
rio, resurgiendo la crónica subalimentación de la mayoría de la po- 
blación, ahondada a su vez por las plagas de langosta. Las rentas de la 
tierra reducen su cuantía, como se pone de manifiesto en las series de 
los diezmos. 

El panorama apenas sirve de estímulo para la renovación agrícola, 
siendo los cultivos y las técnicas, salvo excepciones notables, muy si- 
milares a los del Quinientos. Sin embargo, a medida que se avanza en 
la centuria, la pérdida poblacional y la mejor adaptación a la penuria 
permiten amortiguar el hambre. Entretanto, tienen lugar importantes 
movimientos migratorios desde el campo a las ciudades, buscando 
mejores posibilidades de alimentación. El crecimiento demográfico 
de muchas de ellas en el Seiscientos equivale, según hemos visto, al 
de la población que reciben de fuera, generalmente de su entorno. 
Los cambios más prometedores motivados por la demanda de ali- 
mentos tienen lugar, básicamente, en el norte peninsular. Nos esta- 
mos refiriendo a la “revolución agrícola” que impulsan la patata y el 
maíz. La primera inicia su expansión a principios de siglo y culmina a 
mediados de él. La transformación que impulsaba no afectó tanto a 
las estructuras agrarias, cuanto a la intensificación de los cultivos y a 
su consiguiente capacidad para atender un mayor poblamiento, aun- 
que, en cambio, no permitiese mejorar el nivel de vida del campesi- 
nado. 

La segunda “revolución” proviene de otro producto americano, el 
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maíz, que, previo cambio en las costumbres alimenticias (los campe- 
sinos acostumbraban a dárselo a comer al ganado), permite atenuar 
los efectos de las catástrofes y penurias alimenticias. El cultivo pene- 
tra a través de Portugal en Galicia —donde tienen lugar los cambios 
más importantes, sobre todo en el medio rural, a partir de finales de 
los veinte y principios de los treinta— y sigue por Asturias, pasando 
luego a la región francesa de Aquitania, de donde regresará a la Pe- 
nínsula para entrar en el País Vasco; pero aquí no parece todavía a es- 
tas alturas tener una gran influencia sobre la población, aunque si 
permita en cambio reducir las importaciones de productos básicos. 
Con respecto a los cultivos tradicionales, se produce un aumento del 
espacio dedicado a la vid, en zonas que, como la Rioja, adquirirán un 
especial protagonismo en la industria de los vinos; sin olvidar por ello 
la Galicia meridional y las dos Castillas, a pesar de que no lleguen a 
alcanzar la misma fama. En tierras agotadas por la superpoblación del 
Quinientos se recurre a introducir cereales. Así ocurre con el centeno, 
cuyo cultivo es menos exigente que otros similares. 

Mas, a medida que avanza el siglo, los efectos de la reducción en la 
demanda, permiten ir dejando las tierras más improductivas y/o 
abandonarlas en favor de las que son más ricas o se hallan en zonas 
con una población suficiente. Ello favorece el aumento de los rendi- 
mientos medios por unidad de superficie sembrada. De forma parale- 
la, al menos en Castilla, muchos terrenos podrán irse regenerando, en 
tanto aumentan su tamaño los espacios sin cultivar o, sencillamente, 
que forman dehesas. En el Levante, la expulsión de los moriscos de 
1609 deja tierras de regadío sin el suficiente aprovechamiento. 

Se restablece entonces un mayor equilibrio entre agricultura y gana- 
dería, roto en la anterior centuria por presión de la demanda de ali- 
mentos. Como afirma Le Flem, el aumento de la superficie liberada 
amplía las posibilidades de pasto del ganado transhumante. Se acre- 
cienta, así pues, el número de cabezas, especialmente donde la men- 
gua de la población permite una mayor disponibilidad de tierras. Ha 
llegado, en definitiva, el momento de la ganadería, que, entre otras 
cosas, obliga a la Mesta a reestructurarse. ¿De qué forma se acomete 
esta acción? Sin duda, favoreciendo a los grandes propietarios de re- 
baños, así como a los exportadores de lanas. Las cifras de la Cabaña 
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Real transhumante sitúan el número de cabezas en el xvii entre el 1,5 
y los dos millones, con unos rendimientos medios del capital por lo 
general altos. Paralelamente, los ganaderos amplían su capacidad de 
maniobra en la negociación con los propietarios de las dehesas donde 
han de pastar sus ganados, en la recuperación de terrenos que les es- 
taban antes vedados y en el adehesamiento de baldíos y terrenos per- 
tenecientes a los municipios. 

A partir de los años sesenta asistimos, en definitiva, a un desarrollo 
significativo de la ganadería en general, de forma particular la trans- 
humante. El incremento del número de cabezas del ganado ovino 
permitirá reducir el de reses sacrificadas para alimentación. La subida 
del precio de la carne en relación con el de los cereales, durante las 
primeras décadas de la centuria, constituye sin duda un aliciente para 
ello. Preocupada, la Corona se verá en la obligación de tomar medi- 
das restrictivas para paliarla. En algunos casos se producen tensiones 
con los cultivadores (así los viticultores) y con los propietarios de ga- 
nados estantes, muchos de los cuales terminarán incorporándose a la 
Mesta. El arbitrista Caxa de Leruela se convierte en defensor de los 
intereses ganaderos ante el Estado. 

Pero los titulares de señorío también compiten en la apropiación de 
tierras vacías, sean de baldío, favorecidas por las ventas de la Corona, 
o de pasto. En el Reino de Valencia intentarán compensar la caída de 
las rentas motivada por la salida de los campesinos moriscos, median- 
te un reforzamiento de las exigencias señoriales. James Casey se refie- 
re a una auténtica “quiebra de los señores”. En otros reinos de la anti- 
gua Corona de Aragón se experimenta fuertemente la crisis y se hace 
presente el fenómeno del bandolerismo. 

El bache agrícola, por las causas arriba mencionadas, había sido de 
breve duración en la cornisa cantábrica. La recuperación general de la 
producción agrícola se iniciaría en tiempos diferentes. Hacia los 
ochenta se puede hablar de un modesto crecimiento en la mayor par- 
te de la Península. En la costa levantina el cambio de la coyuntura se 
produce hacia 1650, siendo, quizás, el más temprano de España. En 
Andalucía se inicia también, según Pierre Ponsot, muy pronto, hacia 
1660; alrededor de 1665 lo hace en zonas de las Islas Baleares, etc. 
Pero en algunas provincias es más tardío, y, como en Álava, comienza 
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ya bien entrado el xviii. En todo caso, parece válida la hipótesis que 
lanzara Gonzalo Anes en 1970 (Las crisis agrarias, p. 428) sobre las 
diferencias entre la periferia peninsular, cuya recuperación se inicia 
antes, y el interior, de comienzo más tardío. Habrá, pues, que abrir la 
“horquilla” para el comienzo de la recuperación continuada a un pe- 
riodo comprendido entre 1670 y 1710 aproximadamente. 

La reducción de la demanda a que venimos aludiendo se traduce 
también en la del comercio interior, por lo menos hasta las décadas 
finales de la centuria, aunque las cifras de su evolución sean incom- 
pletas y, en cierta manera, ambiguas. 

Las dificultades de la industria se acrecentaron en el siglo xvii. La 
contracción de la demanda interior por la crisis demográfica y el 
afianzamiento de la presencia de los productos extranjeros en los 
mercados hispanos contribuyeron a ahondar los problemas que ya se 
venían experimentando incipientemente desde la centuria anterior. A 
partir de los años ochenta del Quinientos, la industria textil castella- 
na comenzó a restringir de forma clara su producción. La paradigmá- 
tica manufactura segoviana reducirá sus telares a la mitad entre 1580 
y 1640; su población disminuirá en paralelo en aproximadamente un 
tercio. Los esfuerzos realizados por los fabricantes para que las cualifi- 
cadas lanas castellanas no fuesen exportadas al extranjero y beneficia- 
sen sus industrias no lograron muchos resultados. 

Junto con esta caída se produce la de Burgos, en tanto que ciudad co- 
mercial, y las ferias de Medina del Campo. La primera redujo drásti- 
camente las exportaciones de lanas y los seguros marítimos entre fina- 
les del xvi y las primeras décadas del xvii; los algo más de 13.000 ha- 
bitantes que sumaba en 1591 quedaron reducidos a unos 3.000 a 
principios de los cuarenta. A su vez, Medina no le iba tampoco a la 
zaga. Las dificultades comenzaron en sus ferias hacia 1570 como con- 
secuencia de la caída de Burgos, los obstáculos constantes con que se 
toparon las flotas de Indias y las guerras, en especial la de Flandes. Se- 
villa también redujo su población hasta los 65/70.000 habitantes de 
los años posteriores a la peste de 1648 y no alcanzarían los 80.000 
hasta el siglo xviii. Por el contrario, urbes como Cádiz (unos 7.000 
en el año 1600, 22/23.000 en 1650, y 41.000 en 1700), gracias al 
comercio monopolítstico, y Madrid (90.000 a finales del xvi, 
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130.000 hacia 1630), por ser capital de la monarquía, absorbieron 
parte de las energías que se perdían en las viejas ciudades castellanas. 
Comerciantes y prestamistas se trasladaron a ellas en busca de mejo- 
res oportunidades. Pero, en todas las poblaciones con actividad eco- 
nómica importante, especialmente en las portuarias, existían influ- 
yentes colonias de extranjeros encargados de canalizar las importacio- 
nes de sus países, cuyos productos habían logrado imponerse en los 
mercados de la monarquía. Cada vez que se firmaba una paz impor- 
tante (así, tras la de Westfalia de 1648), los extranjeros obtenían de 
los españoles ventajas comerciales. En realidad habían llegado a do- 
minar la economía peninsular, y, de esta forma, ésta se convirtió en 
una economía dependiente. 

La crisis afectó mucho menos al comercio americano. Según la tesis 
tradicional, a la fase de estabilización ya referida, hasta 1622 aproxi- 
madamente, seguiría un ciclo depresivo, desde esta fecha hasta los 
años inmediatamente posteriores a la Guerra de Sucesión. Sin embar- 
go, esta última fase ha sido revisada por la historiografía. A partir de 
los veinte, no obstante las irregularidades observadas en las flotas y 
los cambios operados en las propias Indias, el pulso comercial estuvo 
lejos de convertirse en mortecino como se había creído, enlazando, 
contrariamente, tras el paréntesis de la Guerra de Sucesión, con el de- 
sarrollo propio del siglo xviii. Las reducciones observadas en el núme- 
ro de navíos y tonelaje cargado por los mismos se compensan con un 
plus en las exportaciones, que supone la tendencia a llevar mercancías 
de menor peso, pero de mayor valor que las usuales. Tampoco la pro- 
ducción minera americana y los metales preciosos importados avalan 
una depresión significativa en dicha época. Eso si, las divergencias 
entre las cifras oficiales que ofrece la Casa de la Contratación —en las 
que se fundamenta la idea de la crisis comercial— y las extraoficiales 
son bien notorias, pero ello no viene sino a indicar que el fraude y el 
contrabando crecieron y que la caída de los flujos metalíferos no se 
sostiene (M. Morineau). 

Por tanto, el comercio con América se canalizó en gran medida a tra- 
vés del contrabando, cuyo volumen, sobre todo en las últimas déca- 
das del Seiscientos, creció. La importancia progresivamente adquirida 
por la bahía gaditana en detrimento de los puertos del Guadalquivir 
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refleja el desarrollo que la práctica fraudulenta había adquirido en el 
tráfico. A ello se añadió también la relevancia que, en los cargamen- 
tos a las Indias, tomaron los productos de mayor valor, casi siempre 
de origen extranjero. Entre estos últimos destacan sobre todo los tex- 
tiles, dentro de una gama muy amplia de tipos y hechuras, en algo- 
dón (fustanes), lana (sargas, anascotes, bayetas, etc.), lino (holandas) 
o seda. Los hispanos propiamente dichos (aceite, vino, aceitunas, fru- 
tos secos, etc.), exportados en buena parte a través del llamado “tercio 
de frutos”, representaban en proporción a aquellos un valor pequeño. 
A cambio de unos y otros continuaba recibiéndose en la Península 
una cantidad importante de plata, en pago de las operaciones realiza- 
das por los particulares y de los impuestos de la Corona, aunque esta 
última partida, debido a la retención de una parte creciente de dicho 
metal en América para gastos de defensa, hubiera disminuido por- 
centualmente. De ahí el recurso del Gobierno a la fórmula del “in- 
dulto”, mediante la cual se soslayaba la confiscación de los bienes in- 
troducidos a través del contrabando, a cambio de una cantidad que 
entregaban al Estado los culpables en compensación. En todo caso, la 
plata que quedaba salía luego en cantidades importantes hacia el ex- 
tranjero, en pago de los artículos enviados desde allí. De la misma 
forma, los astilleros vascos vieron reducir su producción para la Ca- 
rrera de Indias ante el creciente protagonismo que tomaron en ella 
los navíos extranjeros. 

Una evolución similar experimentó el comercio exterior español con 
otras zonas. Los puertos de Levante dan muestras de cansancio du- 
rante la primera mitad de la centuria, iniciándose una tímida recupe- 
ración en la segunda (tal vez, con la excepción de Murcia), que se re- 
fuerza en el reinado de Carlos II. La crisis parece más acentuada en 
Cataluña que en los puertos de Alicante, Valencia o Málaga, que 
mantiene una situación aceptable como puerto de relevo. Sin embar- 
go, en el principado, se estaban poniendo las bases del crecimiento 
espectacular del xviii (importante participación de productos agríco- 
las en las exportaciones, orientación americanista de las mismas, pre- 
sencia más acusada en el comercio de puertos catalanes de menor ca- 
lado, etc.). 

El comercio a través del litoral cántabro se vio igualmente afectado 
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por la crisis, que, también en esta ocasión, obligó a realizar reajustes. 
Aunque se comerciaba con diversos productos, la lana constituía el 
principal. Con los importantes cambios experimentados en la indus- 
tria textil, su comercialización se vio notablemente afectada. La emer- 
gencia de tejidos de menor calidad, pero de un amplio consumo, de 
la mano de las manufacturas noroccidentales europeas, obligó a las 
lanas castellanas, cuya calidad era excelente, a buscar mercados alter- 
nativos a los tradicionales en ámbitos de consumo más reducido pero 
más selectos. Las guerras con Inglaterra y los Países Bajos del Norte, 
no obstante, condicionaron dicho tráfico mercantil. Entretanto, el 
puerto de Bilbao aseguraría su supremacía a costa del eje Burgos, 
Santander-Laredo, convirtiéndose en salida preferente de las lanas y, 
en menor medida, de otros productos como el hierro. Un grupo de 
comerciantes autóctonos adquirió con sus inversiones un papel rele- 
vante en el comercio de importación a cambio de las lanas, en parte, 
a costa del componente extranjero; pero dadas las carencias manufac- 
tureras hispanas, su protagonismo siguió subordinado a éste. 

El avance agrícola del siglo xviii no tiene parangón con el del xvi, al 
que, sin duda, dejó muy atrás. Y lo hizo muy tempranamente, recién 
iniciada la centuria, en el Levante, la cornisa cantábrica y algunas zo- 
nas de Andalucía; más tarde, mediando el siglo, en las mesetas. En su 
mayoría, el crecimiento va ligado a la agricultura extensiva, sobre to- 
do al cereal, pero ello no quita para que, gracias a una demanda acre- 
centada, se opte en algunas zonas por cultivos alternativos o por la 
potenciación de unos a costa de otros. En la costa mediterránea, la 
demanda internacional anima la extensión del viñedo para aguar- 
diente y pasas, así como de frutos secos. En Cataluña los precios del 
vino se sitúan en las dos segundas décadas del siglo por encima de los 
del trigo. Los beneficios obtenidos en la exportación son reinvertidos 
de forma remuneradora (G. Anes, Las crisis agrarias, p. 429). A me- 
diados del xviii, dentro de la misma zona de Levante, al igual que en 
las Islas Canarias, la competencia americana impulsa la sustitución de 
la caña de azúcar por la morera. Los productos del campo tienen por 
lo general un mayor trasiego, lo que permite una mejora de la ali- 
mentación a través de los intercambios. Pero una parte todavía im- 
portante del abastecimiento en épocas de crisis continúa como anta- 
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ño haciéndose por el mar. 

La presión de la demanda y los cambios introducidos en el medio ru- 
ral van acompañados del incremento de los precios de los productos 
agrarios, que al no detenerse prácticamente a lo largo del siglo, re- 
fuerzan el interés de los particulares por la tierra y la producción, de 
manera sostenida. Sin embargo, no se trata de un fenómeno unifor- 
me; al contrario, Anes observa en la evolución diferentes ciclos o fa- 
ses. “Tras el avance producido después de la Guerra de Sucesión, alre- 
dedor de los años cuarenta se aprecian muestras visibles de cambio de 
coyuntura, cuyos frutos se recogerán en la segunda mitad de la centu- 
ria. Así pues, en el periodo que discurre aproximadamente entre 
1754 (“el año de la mayor escasez que se ha visto en España”, según 
Campomanes) y 1774, son ya perceptibles los signos de la crisis, a 
pesar de las medidas liberalizadoras tomadas por el Gobierno: si, por 
una parte, los precios y las rentas agrarias continúan imparables su 
proceso de ascenso, la fuerte demanda de tierras consiguiente, anima 
de nuevo la extensión de la superficie cultivada, esta vez hacia espa- 
cios escasamente productivos, con la consiguiente disminución de los 
rendimientos medios agrícolas en buena parte de la Península y, en 
algunos casos, problemas de abastecimiento. Los años de 1763 y 
1764 serán de gran esterilidad y su efecto se hará notar en el estallido 
de los motines de 1766. Entre medias, una Pragmática de 1765 ha 
agravado el problema al mandar que: 


“no se observe en estos mis reinos la tasa de los granos y demás se- 
millas (...), que sea libre su venta y compra, y, en consecuencia, al 
permitir el libre comercio de los granos en todo el interior de mis rei- 
nos, renovando y confirmando todas las leyes que prohíben los mo- 
nopolios, los tratos ilícitos y los torpes lucros”. 

A consecuencia de la situación creada en dicho periodo, se abre 
uno nuevo que culmina en los años de la Revolución Francesa, mar- 
cado por el alza de precios (violenta en algunos casos) y rentas, que 
favorece a los propietarios de tierras y a los perceptores de diezmos, 
pero que llega a crear crisis de subsistencia, sobre todo en los núcleos 
urbanos. El conflicto entre agricultores y la Mesta alcanza su momen- 
to álgido con motivo de la importante expansión ganadera de la pri- 
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mera mitad de la centuria de un lado, y de la avidez de tierras de los 
particulares de otro. 


Los efectos de dichas crisis no son uniformes para toda España. 
Las fluctuaciones de los precios difieren de un lugar a otro, siendo 
más intensas en el interior que en la periferia, donde la posibilidad de 
importaciones atenúa el alza de precios y sus consecuencias negativas 
sobre la población disminuyen. La situación saca a la luz la falta de 
un mercado nacional articulado, en parte por la existencia de malas 
comunicaciones interprovinciales e interregionales, que, a duras pe- 
nas, los reformadores intentaron paliar. 


El problema de las comunicaciones interiores para el traslado de 
los productos era, en definitiva, un mal endémico. En el xviii se abor- 
daría de nuevo, y de los desvelos del Gobierno y de los particulares 
surgieron sendas rutas surcando las cordilleras septentrionales: la ca- 
rretera que une la Meseta a Santander a través de Reinosa entre 1748 
y 1753, y la que discurre entre la misma y el País Vasco por Pancorbo 
y el puerto de Orduña, entre 1764 y 1775, apoyada esta última por 
los intereses comerciales vascongados ante la preferencia guberna- 
mental, justificada por las exenciones fiscales de las provincias forales, 
por la carretera santanderina. Sin embargo, seguían existiendo peajes 
en los puertos interiores alrededor de la ciudad de Bilbao, que enca- 
recían los productos. En cuanto al llamado canal de Castilla, iniciado 
en el 51, para, entre otras cosas, romper el aislamiento del interior 
peninsular con respecto a la costa, no llegará a concluirse. El trayecto 
previsto quería unir Reinosa con Valladolid, Medina de Rioseco, Se- 
govia y Zamora, pero el primer tramo hasta la capital castellana no se 
pudo completar hasta bien avanzado el siglo xix. A principios de los 
noventa se habían habilitado poco más de 150 Km, lo cual no impi- 
dió que, a su alrededor, surgieran molinos de harina (que favorecía a 
su vez la saca de este producto desde la Meseta al Cantábrico a través 
de Santander) y pequeñas fábricas de diferente índole relacionadas 
con la agricultura (Juan Helguera, Aproximación a la historia, pp. 34 
y 60 y ss.). 

Las manufacturas también experimentaron el tirón de la demanda 
fruto del crecimiento poblacional, el incremento de las necesidades 
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militares, el fortalecimiento del comercio americano y de algunos sec- 
tores sociales cuyo nivel de vida había mejorado, ampliando a su vez 
el número de sus componentes. Sin embargo, la preponderancia de 
los productos extranjeros, en especial de los textiles y la mercería, en 
los mercados de la Monarquía Hispánica desde el periodo anterior, 
no favorecía ciertamente la apuesta por la industria peninsular. Así, 
reducida ésta en su mayoría a satisfacer a un consumidor de bajo ni- 
vel, los productos de mayor coste seguían siendo suministrados por 
lo general, al igual que antes, por los extranjeros. 


No obstante la situación, los Borbones intentaron favorecer un de- 
sarrollo industrial propio, al amparo del referido aumento de la de- 
manda, que, al menos en principio, podía atraer las inversiones priva- 
das. Para incentivarlas se otorgaron ventajas de carácter fiscal (ya ini- 
ciadas con Carlos II), se dictaron medidas proteccionistas (en 1718, 
1728,...) y, en definitiva, se intentó la necesaria conexión entre pro- 
ducción industrial autóctona y comercio. Pero apenas lograron con- 
trolar el fraude y el contrabando instalado alrededor del tráfico mer- 
cantil. 


Algunas manufacturas clásicas, así las industrias sederas de Toledo 
y Granada, no lograron remontar el vuelo. Pero otras tuvieron mejor 
suerte. La vieja pañería castellana inició a lo largo de la primera mi- 
tad de la centuria una cierta recuperación. En las cordilleras monta- 
ñosas que enmarcan las mesetas y en las sierras de la Demanda y Ca- 
meros o los montes de Soria, se establecieron lavaderos y mercados de 
lana, cercanos a las zonas de esquileo. La ciudad de Burgos sirvió de 
nuevo como encrucijada comercial. Allí, además de la lana, se reci- 
bían los vinos procedentes de las zonas del Duero y la Rioja, así como 
las harinas castellanas, para su envío a los puertos del Norte. 


Otra gama de productos fundamentales giraba en torno al hierro, 
fundido por métodos todavía muy artesanales (fragua y carbón vege- 
tal como materia prima). El contenido seguía siendo muy variado e 
iba desde los simples clavos hasta las anclas, pasando por los herrajes, 
armas de fuego y adornos. El decreto proteccionista de 1775 renovó 
el carácter de mercado cautivo de España y de las provincias ultrama- 
rinas para las ferrerías vascas. Ello, unido a las condiciones políticas 
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de las primeras décadas del xix, impidió transformaciones de fondo 
en esta industria hasta los años cuarenta de dicha centuria. 


Pero fuera de esta zona existían también importantes centros de 
producción de hierro colado estatales, particulares y mixtos, anima- 
dos por la industria de la guerra. No muy lejos del País Vasco, en Eu- 
gui (Navarra), cerca de la frontera francesa, la Real Fábrica de Muni- 
ciones producía una cantidad importante de piezas de armamento 
(bombas, balas, granadas). Sin salir del antiguo Reino, hacia 1788, 
funcionaba en Orbaicea otra fábrica. En el otro extremo de España, 
la fábrica de Ximena de la Frontera, durante un breve periodo de 
tiempo (años ochenta), producirá hierro para cañones y balas con 
destino a América, en un lugar abrupto de la serranía de Cádiz. Sin 
embargo, los altos hornos santanderinos de Liérganes y La Cavada, 
en medio de un bello paisaje atravesado por un pequeño curso fluvial 
rodeado de casonas nobles no lejos de la capital, eran los que más 
hierro fabricaban. En este siglo se habían beneficiado con el aumento 
de la demanda de armas, así como de la procedente de los palacios 
reales (cañerías). Intentaron por ello algunos cambios. Así, la utiliza- 
ción del carbón piedra en sustitución del vegetal como fuente de 
energía a principios de los noventa. Este tipo de mineral, abundante 
en Asturias, había iniciado un crecimiento imparable en las últimas 
décadas de la centuria, al socaire de las mejoras, por esa misma época, 
tanto de las instalaciones del puerto de Gijón, como de la comunica- 
ción de éste con Oviedo y la zona minera interior. De su presencia da 
buena cuenta Jovellanos en su Diario: 

“Los nuevos trabajos de la mina, cerrados con llave; por informes, 
es una muy larga galería, en plano inclinado, para evaluar las aguas 
(...). Dicen que por medio de esta galería sólo se trataba de desaguar 
la vieja que, en efecto, está más alta. Acaso se trataba de de atacar la 
vena negra más al fondo; pero esta vena negra, según los prácticos, 
no está en filones seguidos, sino en medio de la rubia y, por decirlo 
así, en bolsas. en la Cavada (...), se emplea en una parte séptima pues 
se echan para la fundición un capacho de ella, tres del Espinal, esco- 
gida, y otros tres de Pamamaes u otro sitio de la montaña”. (Martes, 
19 de septiembre) 
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Una parte de esa producción fue posible gracias a la creación de las 
Reales Minas de Langreo, aunque éstas no fuesen capaces de vencer 
la crisis de principios del xix. 

Otras industrias del hierro de menor enjundia se repartieron por Ge- 
rona (San Sebastián de la Muga), que trabajó durante cerca de tres 
décadas, entre el 68 y el 94; El Ferrol, poseedor de un horno de re- 
verbero, y Marrón. Estas dos últimas produjeron para la Armada. La 
segunda fabricó hierro dulce, así como anclas y clavos, también me- 
diante utilización de carbón mineral asturiano. Esta materia prima, a 
pesar del alto costo de su extracción y transporte, irá progresivamente 
desplazando, aquí y en otras fundiciones, al carbón de leña, logrando 
con ello una mayor energía calorífica y, en última instancia, una ma- 
yor producción de hierro. A finales casi de la centuria, Antonio Rai- 
mundo Ibáñez invertirá en la creación de un alto horno para la fun- 
dición en Asturias. El hierro así logrado se utilizaría en armamento 
(granadas, balas, bombas, etc.) y en la fabricación de objetos de dicho 
metal (sus potes llegaron a tener fama). 

Los astilleros tuvieron también su importancia, aunque no lograron 
cubrir del todo, como se ha dicho, las necesidades en barcos de las 
flotas y de la Armada. En cuanto a esto último, se notaba de manera 
especial en tiempo de guerra. Durante la de Sucesión, Felipe de An- 
jou se vio precisado a contar con los navíos franceses. No obstante, el 
número de astilleros se amplió. A los de Cádiz, El Ferrol y Cartagena, 
todos ellos bajo patrocinio real, se unían otros (Mahón, Guarnizo, 
San Feliú de Guíxols y Pasajes, además de los americanos), de carác- 
ter privado o mixto. Para la fabricación de aparejos se crearon tam- 
bién algunos centros próximos a los astilleros, así en Cádiz y Sada (La 
Coruña); además de otros situados más al interior, en Aragón, Anda- 
lucía y Cataluña. También se organizó la tala de árboles para madera 
en los bosques del Pirineo. España logró a la postre progresos consi- 
derables en lo que se refiere a la construcción de navíos de guerra, 
gracias a la conciencia que, de esta necesidad, se había creado entre 
los hombres del Gobierno, sobre todo de Patiño. A comienzos de los 
treinta, los observadores británicos calculaban que España contaba 
con cuarenta buques de línea y fragatas, es decir, los tipos idóneos pa- 
ra el combate naval, repartidos por América, el Mediterráneo y 
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Cádiz. Entre 1754 y 1756, los altos hornos de Liérganes y La Cavada 
se incorporaron a esta modalidad fabril colaborando con la produc- 
ción de 27 navíos de ese tipo más. 

La parte más sustancial de la industria correspondió a la acción pro- 
motora del Estado, y más concretamente a las llamadas manufacturas 
reales. La mayoría se crearon en tiempos de Felipe V y de Fernando 
VI, es decir, básicamente, en la primera mitad de siglo, y en las proxi- 
midades de la Corte, para que tuviesen cerca un mercado seguro. La 
de tejidos de lana al estilo holandés de Guadalajara se fundó en 1718, 
con sucursales en el Real Sitio de San Fernando, cerca de la capital; 
Vicálvaro y Brihuega. Esta última absorbería a la primera en 1768. A 
ella se sumarán la de Tapices de Madrid, la de Espejos y Cristal de 
San Ildefonso de la Granja (Segovia), la de Porcelanas del Buen Reti- 
ro, la de Sedas de Talavera de la Reina (1748) y, ya fuera de este pe- 
riodo, en 1763, la de Paños de alta calidad de Segovia, aprovechando 
la larga experiencia textil de la ciudad, y la de tejidos de algodón es- 
tampado de Ávila en 1787. 

No pocas de las ventajas y de los puntos débiles de las fábricas pue- 
den verse a través del ejemplo, bien conocido, de la de Guadalajara. 
Para la puesta en marcha de la producción (1719) se recurrió a exper- 
tos de Leiden, en Holanda; para la materia prima necesaria, la zona 
era rica en ella y, además, su calidad excelente. Por otro lado, la cerca- 
nía al gran mercado de la capital aseguraba la venta de sus productos 
sin grandes costes añadidos. Sin embargo, a los pocos años de su 
creación, la estructura de la demanda da muestras de la precaria si- 
tuación de la fábrica: la mayoría, cerca del 51 por ciento, iba dirigida 
a la tropa como compensación por los sueldos atrasados; algo más del 
39 por ciento a la exportación hacia América, pero se quedó sin ven- 
der, y sólo el diez por ciento fue adquirido por el público madrileño. 
Los objetivos, así pues, estuvieron lejos de cumplirse. Jerónimo de 
Uztáriz realizó por orden superior un informe al respecto, apuntando 
los males de la empresa: 

“En cumplimiento dela orden de V.S.I.” —dice el texto— “pasé a 
Guadalaxara para poderme informar con mayor fundamento, así del 
origen de los muchos defectos que se reconoscen en los paños que se 
labran en aquella real fábrica y que son causa dela corta estimación 
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que gozan, y poquísimo despacho que han tenido, como del gran 
gasto que motivan estas manufacturas, y que en millones de doblones 
excede anualmente el importe de los paños, aún quando éstos tubie- 
sen una regular salida y consumo”. 


El Estado debió enjugar a su cargo el déficit. Y lo hizo echando 
mano de las “rentas provinciales” de Guadalajara y de las zonas limí- 
trofes, así como de la venta de tejidos. 

Se había creado, no obstante, una importante mano de obra cualifi- 
cada; pero la salida de una parte de ella de la empresa, en puridad de 
procedencia extranjera, y la insuficiente calidad de los productos, in- 
fluyeron de forma negativa en su funcionamiento. Las mayores ven- 
tajas fueron para la propia ciudad y su entorno, al dar trabajo a un 
abundante número de artesanos (hasta 19.000), especializar a una 
parte importante de ellos y de oficios afines y desarrollar otras indus- 
trias subsidiarias. La Corona se vio igualmente favorecida con el au- 
mento del pago de impuestos y, en general, con cierta reducción de la 
salida de divisas. Con todo, el Estado se vio obligado a privatizar la 
empresa, y así, hasta el gremio de pañeros de los Cinco Gremios Ma- 
yores de Madrid, llegó a tomarla a su cargo durante un breve periodo 
de tiempo para mejorar su situación, reduciendo costos de mano de 
obra y materia prima. Al cabo volvió a la propiedad estatal. Su mejor 
momento llegaría coincidiendo con el desarrollo de sus paños de cali- 
dad en la segunda mitad de la centuria, tras haber abierto en Madrid, 
primero un almacén y luego (1745) una tienda de venta al por mayor 
y menor de sus productos, así como diversos almacenes más en ciu- 
dades de la periferia peninsular. 

La suerte de ésta y otras manufacturas parecidas fue varia. Evidente- 
mente, no lograron darle la vuelta a la situación de dependencia de 
España y de sus territorios ultramarinos con respecto a la industria 
europea, pero algunas de ellas consiguieron perdurar durante años y, 
en el caso de las de lujo que surtían a los palacios reales de vidrio, ta- 
pices, porcelanas y otros productos similares, llegaron a cubrir una 
parte de la exigente demanda de la realeza. La mayoría propició la 
concentración de una numerosa masa de mano de obra y de medios 
de producción en la zona: Guadalajara 
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Fachada del palacio de Goyeneche en el Nuevo Baztán y portada de 
la iglesia 

llegaría a tener unos 800 telares y cerca de 4.000 tejedores en la 
década de los ochenta; en la de Brihuega se contabilizan 254 telares 
de paños de alta calidad y 500 de sarguetas funcionando en 1784, y, 
en la de Talavera, se llegó al número de 4.000 obreros allá por los 
ochenta, época de máximo esplendor. Por si fuera poco, esta última 
siguió operando hasta su lejano cierre en 1851. 


En otras zonas de la antigua Corona de Castilla más alejadas de la 
Corte faltó en parte la iniciativa estatal y, por tanto, el desarrollo in- 
dustrial fue más restringido. No obstante, en Sevilla se creó la Real 
Fábrica de Tabacos, íntimamente vinculada al monopolio de la Coro- 
na sobre este producto, que llegó a acumular un considerable número 
de cigarreras en calidad de mano de obra principal. También existió 
en la ciudad hispalense una fábrica de cañones y algunas, menores, de 
loza y textiles. El traslado del monopolio de Indias a Cádiz termina- 
ría relegando a estas últimas. Pero en la bahía gaditana y en la propia 
ciudad de Cádiz, donde existían importantes capitales comerciales, 
los esfuerzos a favor de la industria por parte de la iniciativa privada, 
particularmente en torno de El Puerto de Santa María, resultaron in- 
fructuosos. 

En cuanto a la creada en el Nuevo Baztán por Juan de Goyeneche 
al término de la Guerra de Sucesión, con vistas al desarrollo de una 
industria varia (vidrio, aguardiente, pañuelos, gamuzas, etc,), dejó 
para la posteridad unas espléndidas instalaciones, pero los resultados 
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económicos fueron más bien pobres. Mejores los lograron las iniciati- 
vas del duque de Béjar en su señorío (unos 145 telares en 1745) y, so- 
bre todo, algunas industrias catalanas. 


En efecto, aunque de reducido impacto, los impulsos más notables 
a la iniciativa industrial privada vinieron de los antiguos territorios de 
la Corona de Aragón. En el Reino de Valencia (alrededores de la ca- 
pital, comarca de Requena, etc.), la agricultura de regadío convivió 
con la producción de seda y la industria consiguiente, favorecida por 
las restricciones legales a la exportación de la materia prima. Sólo la 
capital debía de producir al año, hacia 1800, cerca de dos millones de 
metros de seda. A ésta se unió una considerable industria de cerámica 
y azulejería. 


Pero fue sin duda en el Principado de Cataluña donde se alcanza- 
ron los resultados más espectaculares. El motor fue la industria textil, 
auxiliada por otras menores, de notable capacidad comercial, como 
los aguardientes, las armas, el papel o los barcos de pequeño calado. 
La primera se diversificó en una gama amplia de productos: seda, la- 
na, sombreros, etc.; pero donde más destacó fue en los tejidos de al- 
godón. Su historia arranca básicamente de los años posteriores a la 
Guerra de Sucesión y está jalonada por el apoyo estatal, a través de 
medidas proteccionistas (prohibición de tejidos de algodón extranje- 
ros, desgravamiento fiscal, autorización de importaciones de la mate- 
ria prima cuando hacía falta, etc.) y los envíos hacia los mercados 
americanos de forma cada vez más autónoma. 


Aprovechando la experiencia extranjera (salida de artesanos para 
aprender y copiar, llegada de otros venidos del exterior), las fábricas 
se extendieron a lo largo y ancho del principado (Mataró, Olot, 
Reus, etc.; por supuesto, Barcelona). No se dudó en introducir, cuan- 
do fue posible, la maquinaria más innovadora de la época. Las prime- 
ras spinning jennies datan de principios de los ochenta y la primera 
water frame de inicios de los noventa. La especialidad más comercial 
fue sin duda la de las indianas, que sirvieron de base a lo mejor de las 
exportaciones catalanas. Con todo, el estampado de estos tejidos con- 
tinuó durante bastante tiempo dependiendo del rodillo. Aún así, las 
cifras no dejan de sorprender: sólo en la capital existían, en la década 
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de los ochenta, cuarenta telares de lana, que producían 1.400 piezas 
al año, y 2.820 de seda (medias, velos, galones, cordones). Entre unas 
y otras se daba empleo a 12.730 personas, correspondiendo la mayo- 
ría (algo más del ochenta por ciento) a las segundas. A su lado se ha- 
llaba la estrella de las manufacturas, es decir los tejidos de algodón y 
los lienzos pintados, distribuidas en ochenta fábricas, sesenta de las 
cuales venían ajustadas a las Reales Órdenes de 1767, con 2.452 tela- 
res y una producción de 273.600 piezas de indianas y 161.750 de 
lienzos pintados al año. A ellas se adscribían 8.638 empleados (sin 
contar los dedicados a hilar el algodón), en su mayoría hombres y ni- 
ños, aunque también hubiera un contingente importante de mujeres 
(1.740). Finalmente existían 36 fabricantes de sombreros con 1.000 
empleados a su cargo y una producción anual de 310.000 piezas; 
además de catorce tintorerías para obtener los colores usados en las 
ropas de lana y veinticinco prensas (1. Miguel López, Perspicaz mira- 
da, pp. 281-312). La ciudad reflejó la importancia industrial y co- 
mercial que había adquirido, al multiplicar por tres su población en 
este siglo, pasando de los treinta a los 100.000 habitantes aproxima- 
damente (Pierre Vilar, Catalunya, 1, p. 240). 

Tal desarrollo industrial discurría de la mano del aumento general de 
la demanda, pero también de las posibilidades generadas por un co- 
mercio creciente. Sin emvbargo, resulta difícil determinar el destino 
final de los productos. En uno o varios barcos se mezclaban con fre- 
cuencia mercancías con destinos diferentes. Aquellos hacían escala en 
puertos intermedios, cargando unas y descargando otras. 


La existencia del monopolio con las Indias durante buena parte del 
xviii y sus exigencias contables nos permiten seguir con más preci- 
sión, en definitiva, conocer mejor el comercio realizado con ellas des- 
de la Península, en contraste con el que se hacía hacia otras partes de 
Europa o entre las provincias españolas, o con las Indias Orientales, 
por lo general bastante menos conocido. Muchos barcos cargados 
con productos americanos seguían su ruta desde el puerto español in- 
termediario hasta otros de nuestro continente. 


En su mayoría, los puertos servían para drenar los productos del 
interior, ya fuesen del traspaís próximo, ya de un área mucho más 
amplia del interior peninsular; a su vez, para llevar hacia tales zonas 
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productos procedentes de países más lejanos y de otras regiones pen- 
insulares. En los puertos levantinos, como Valencia y, sobre todo, Ali- 
cante y Cartagena tenían lugar los intercambios de productos del 
traspaís y del interior con los procedentes del exterior, Europa, Indias 
Occidentales y Orientales. Madrid, gran centro de consumo, atraía 
numerosas mercancías. De esta forma, artículos como los cítricos y el 
arroz de la feraz huerta próxima al litoral se consumían en Castilla, 
que enviaba a su vez cereal. El vino malagueño, por ejemplo, cumplía 
un largo periplo que lo llevaba hasta Cataluña, para luego, desde Bar- 
celona, una vez destilado y transformado en aguardiente, viajar hasta 
América, no sin antes haberse realizado una nueva carga de vino en 
barcos catalanes con rumbo a las Indias a su paso por el puerto anda- 
luz, los cuales, a su vez, dejaban aquí aguardiente como parte de sus 
exportaciones. Las mercancías de origen mallorquín (aceite, grano, 
aguardiente y textiles básicamente) se dirigían mayoritariamente, a 
mediados del xvii, hacia Ámsterdam y Barcelona, casi a partes igua- 
les, así como a Francia, las Canarias y el Levante en general. Con el 
tiempo se experimentó un cambio en el reparto de los productos ex- 
portados: los textiles fueron creciendo en participación en detrimento 
de productos agrícolas como el aceite o el trigo. Por otro lado ocu- 
rría, con otras partes del Levante peninsular, que los puertos menos 
importantes eran con frecuencia sufragáneos de otros de más peso. 


El comercio con América recabó del Gobierno, que había com- 
prendido su enorme importancia, una especial atención. Sin embar- 
go, sólo con dificultad se abandonaron las posiciones típicamente 
mercantilistas y proteccionistas (así en Gerónimo de Uztáriz), para 
dar paso a otras de carácter más liberal. En un primer momento, en 
paralelo con la creación de manufacturas reales, los dos primeros 
Borbones apuestan por erigir compañías privilegiadas de comercio, a 
semejanza de las ya utilizadas por los holandeses, británicos y france- 
ses. Las no escasas propuestas de finales del siglo xvii y principios del 
xviii, por circunstancias diversas, no habían llegado a cuajar. Estabili- 
zado el país tras el evento sucesorio, las cosas podían ir mejor para es- 
te tipo de iniciativas. 

La primera de las medidas se dirige a la creación de la Compañía 
de Honduras en 1714, a la que se reserva el comercio centroameri- 
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cano y, de forma particular, el monopolio de la caoba y del palo tin- 
torero. A continuación vendrá, en 1728, la erección de la de Caracas, 
de mucha mayor envergadura. Sus promotores fueron un grupo de 
comerciantes guipuzcoanos interesados en el comercio del cacao. 
Desde San Sebastián lograron reunir un capital de 2.250.000 reales, 
repartido en 300 acciones de 7.500 cada una, de las que dos tercios 
fueron suscritos por la Corona. Se proponían con ello enviar dos bu- 
ques por año (este número será aumentado con posterioridad) para 
abastecer las zonas de Cumaná, Margarita y Trinidad, comprome- 
tiéndose a la par a perseguir el contrabando de una franja costera 
comprendida entre la desembocadura del Orinoco y el río Hacha. 
Los cargamentos enviados saldrían desde los puertos de Pasajes y San 
Sebastián y los de importación (cacao, pero también metales precio- 
sos, tabaco, cueros, etc.) llegarían a este último. 


El poder de la Compañía no dejó de crecer, con la oposición fre- 
cuente de los propietarios criollos de la colonia. A principio de los 
cuarenta se había hecho con el monopolio comercial de Caracas e, 
iniciados los cincuenta, se anexionó también el de Maracaibo, aun- 
que sus privilegios fueran reduciéndose casi de forma paralela. La 
producción de cacao aumentó en consecuencia. Sin embargo, los de- 
cretos de liberalización del comercio, especialmente el de 1778, ases- 
taron un duro golpe a la Compañía, que, poco a poco, se fue extin- 
guiendo. 


El éxito logrado en sus días de esplendor animó a otros grupos de 
la zona, con experiencia a veces en el comercio desde la cabecera del 
monopolio, a solicitar la creación de compañías nuevas, en medio de 
la oposición de los comerciantes agrupados en los consulados de 
Cádiz y de Lima. Estas iniciativas no prosperaron, pero sí otras pro- 
venientes de regiones distintas. En 1731 se intentó crear una compa- 
ñía de Filipinas y un año más tarde otra de Galicia, sin que pasaran 
de un estado embrionario (la primera concretamente, hasta 1785, no 
sería una realidad). Mejor suerte le cupo a la Real Compañía de la 
Habana, erigida en 1740, también con apoyo estatal, que hasta el de- 
creto liberalizador de 1765 ejerció el monopolio del comercio de Cu- 
ba. De la isla se trajeron esclavos, azúcar y tabaco, intercambiándose 
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por telas, harinas y lozas, una parte variable de estos productos por 
vía de contrabando. 


Una modalidad dentro de este tipo de compañías privilegiadas tra- 
tó de combinar el comercio con la producción industrial propia, con 
vistas a la exportación de sus manufacturas por ella misma. Este fue 
el caso de la compañía de Zarza la Mayor, creada en 1746 con un ca- 
pital inicial de dos millones de reales. Sus fábricas, distribuidas por 
Extremadura, Valencia y Toledo, producirían tejidos de seda para ex- 
portarlos a Portugal, a pesar de que este país estaba surtido de tejidos 
ingleses. La Corona preveía una reducción de un 75 por ciento en los 
aranceles, pero la compañía apenas pudo arrancar. No muy diferente 
fue la suerte que sufrió la de Granada y Sevilla, fundada un año des- 
pués con fines y descuentos similares, aunque las exportaciones esta 
vez se dirigieran hacia América. Terminó fusionándose con la de la 
Zarza y se creó la compañía de Extremadura, que, a su vez, incorporó 
la de Toledo, fundada en 1748. El déficit de la compañía resultante 
fue in crescendo, hasta que, en 1754, se escindió de nuevo. 


Con posterioridad ( 1763), fuera ya del tiempo apropiado, se con- 
cedería autorización para crear una nueva compañía. Nos referimos a 
la General de Comercio, una iniciativa que parte, con un capital de 
quince millones de reales, de los Cinco Gremios Mayores de Madrid. 
Llegará a poseer fábricas de seda en Talavera de la Reina y Valencia, 
así como de paños en Ezcaray y Cuenca, y de estampados en Barcelo- 
na. Se trata, pues, de un proyecto ambicioso; en realidad, de una ra- 
mificación comercial de los referidos Gremios con el apoyo de la Co- 
rona. Sin embargo, al término del reinado de su promotor, el rey 
Carlos TIL, se puede ya decir que se encontraba en decadencia. 


Al poco de la caída del marqués de la Ensenada, con la promulga- 
ción del decreto de 1756, se iba abriendo la idea de la liberalización 
del comercio, uno de cuyos primeros pasos sería el de la abolición de 
los privilegios concedidos con anterioridad a las compañías. Sin em- 
bargo, todavía hubo tiempo, según hemos visto, para erigir algunas 
más. Una de las más importantes, junto a la referida de Caracas, será 
la Real Compañía de Barcelona de 1755. De entrada se contaría con 
un capital de un millón de pesos. Se le concederá el monopolio con 
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las islas de Santo Domingo, Puerto Rico y la Margarita, además de 
darle permiso para llevar hasta un total de diez navíos de registro con 
destino a Honduras y el derecho de flete en La Habana. Esta oportu- 
nidad permitió a los productos catalanes ampliar su mercado en 
América y aprovecharlo a favor de sus exportaciones después de 


1778. 


En cuanto a la de Filipinas es, en realidad, el producto de una fu- 
sión de otras tantas a instancias del conde de Cabarrús. Aprobada en 
fecha tardía, se le otorga el monopolio del archipiélago, cuyo comer- 
cio había sido atendido tradicionalmente por el galeón de Manila en 
viaje anual desde el puerto de Acapulco, en México. El capital inicial 
se estipuló en 160 millones, en acciones suscritas por el Banco de San 
Carlos, varias corporaciones y el propio monarca. Las guerras napo- 
leónicas y sus trágicos efectos restringirán sus enormes posibilidades 
económicas y darán finalmente al traste con ella. 


La formación de compañías privilegiadas de comercio respondía a 
una concepción de corte mercantilista, que chocaba con los senti- 
mientos liberales, arraigados no tanto entre las burguesías mercantiles 
beneficiarias del comercio hispanoamericano, cuanto dentro de la 
nueva generación de ministros con deseos de luchar más eficazmente 
contra la competencia extranjera, sacar mayor provecho económico 
de las relaciones con América y aumentar los ingresos del erario. La 
creación de estas compañías suponía, sin duda, fisuras en el modelo 
del monopolio gaditano, pero dentro de la misma concepción mono- 
polística ampliada. 


Más rupturistas fueron las leyes que, en los cuarenta, intentaron 
terminar con el sistema de flotas, apostando a favor de los navíos 
sueltos, y, sobre todo, las de 1765 y 1778 que abrían el comercio de 
Indias a otros puertos españoles distintos de Cádiz. Primero se aña- 
dieron Santander, Gijón y La Coruña en el Norte; Sevilla y Málaga 
en el Sur, y Cartagena, Alicante y Barcelona en Levante; más tarde, 
Almería, Los Alfaques, Palma de Mallorca y Santa Cruz de Tenerife. 
Todo ello venía acompañado de una serie de medidas conducentes a 
eliminar una serie de trámites e impuestos, que tendían a obstaculizar 
la actividad comercial. Sin embargo, no se trataba de liberalismo pu- 


427 


ro, sino de una libertad constreñida a ciertos puertos y a los súbditos 
de la monarquía. El preámbulo del decreto de 1778 es elocuente al 
respecto: se trata sólo de “un comercio libre y protegido”. 


La permanencia del monopolio en un solo puerto hasta los decre- 
tos de libre comercio, nos permite una estimación global de la trayec- 
toria seguida por el comercio hispanoamericano durante buena parte 
del siglo xviii. La tendencia es, ciertamente, y como no podía ser me- 
nos, de crecimiento; pero dentro de ella hemos de tomar en conside- 
ración las fluctuaciones habidas. El último tercio del xvii es una etapa 
de reajustes. Vienen luego los duros años de la Guerra de Sucesión, 
coincidentes con un tiempo de dificultades. Sigue un periodo de re- 
cuperación a dos tiempos: el primero, que abarca aproximadamente 
las décadas de los diez y de los veinte, de intenso crecimiento; el se- 
gundo, en las dos siguientes, de estabilización. A partir de 1748, 
coincidiendo con la puesta en marcha del sistema de navíos sueltos y 
la creación de algunas de las compañías privilegiadas de comercio 
apuntadas, nos encontramos ya con un crecimiento rápido e ininte- 
rrumpido hasta 1778. De esta forma, mientras en el segundo periodo 
las dos variables consideradas (número de navíos y toneladas de ar- 
queo) aumentan con respecto al primero en un 60,3 por ciento y un 
88,6 por ciento respectivamente; el tercero lo hace, con referencia al 
segundo, en un 86 y un 123,5 por ciento respectivamente. No se 
contabilizan aquí las cifras del contrabando, que podrían aumentar 
tales cifras (A. García-Baquero, Suma de la Contratación, pp. 326- 
327). 

El decreto de 1778, lejos de paralizar el crecimiento observado, lo 
activa de forma considerable, a pesar de ciertas crisis coyunturales, al- 
gunas tan importantes como la de los ochenta. Así, tomando como 
base ahora las exportaciones e importaciones, nos encontramos que, 
hasta el año del bloqueo marítimo de 1796, las primeras aumentan 
con relación a 1778 en un 403 por ciento y las segundas en un 1.111 
por ciento. En 1797, la Corona pretende hacer frente a la crítica si- 
tuación, autorizando el uso de barcos de países neutrales (decreto de 
“neutrales”) para llevar a cabo el comercio con las Indias. A partir de 
1799 éste adquiere su propia dinámica, con la complicidad de las au- 
toridades coloniales y las protestas de Cádiz, sin que el Gobierno sea 
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capaz de controlarlo. El decreto en cuestión desarrollaría un proceso 
irreversible de libre comercio por parte de los puertos hispanoameri- 
canos con los navíos extranjeros, sobre todo los provenientes de Esta- 
dos Unidos y de las colonias británicas caribeñas. Esta medida ayuda- 
rá así, sin quererlo, a poner punto final a la Carrera. Sin embargo, 
hasta la emancipación de las colonias, el comercio de los puertos his- 
panos con América, con Cádiz a la cabeza (entre el 76 y el 77 por 
ciento de las exportaciones españolas a Indias), logró en parte ser re- 
construido, aprovechando, entre otras, la tregua firmada en Amiens 
en 1802. Pero el volumen comercial descendió drásticamente y 
Cádiz, principal usufructuaria del monopolio, terminó sucumbiendo. 


¿Qué significó todo este comercio, que el decreto de 1778 vino a 
relacionar en su preámbulo con el establecimiento de la agricultura, 
la industria y la población a su antiguo vigor? Independientemente 
de la actividad mercantil en sí misma, los efectos de la apertura para 
España en su conjunto y sobre las economías regionales son aún ob- 
jeto de debate. Al margen de la extensión de ciertos cultivos con vis- 
tas a la exportación, como puede ser el caso de la vid en Cataluña y 
zonas próximas a la bahía de Cádiz, no parece que, en los años poste- 
riores a 1778, por otro lado interrumpidos por una cadena sucesiva 
de bloqueos, guerras e invasiones, se haya producido una transforma- 
ción significativa en el ámbito agrícola e industrial del país. Los in- 
tentos de un desarrollo industrial con los capitales generados por el 
comercio en algunas zonas peninsulares fueron en muchos casos an- 
teriores y, en este periodo postliberal, lejos de reforzarse o ampliarse, 
se vieron en general condenados al fracaso. Un miembro conspicuo 
del consulado y representativo del mismo, no podía dejar de mostrar 
su escepticismo al respecto: 


“Sobre la extensión del comercio, que ha causado la libertad del 
comercio de Indias y beneficio que haya producido en sus fábricas, 
agricultura y navegación no puedo deducir una razón demostrable, 
pero ¿qué adelantamiento podrán tener en agricultura y fábricas si 
generalmente padecen las plazas de comercio de España y de las In- 
dias? Cádiz y sus inmediaciones han logrado aumento, y los oficios 
más corrientes y mejorados; la navegación ha recibido también más 
aumento y más conocimiento naútico; pero si el comercio no se vivi- 
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fica, que es espíritu que todo lo pone en movimiento, caerán por sí 
mismas estas pasajeras ventajas (1787)”. 


En otras partes, la actividad mercantil se amplió, pero las manu- 
facturas continuaron básicamente en su tradicional secuencia. No po- 
cos capitales de origen comercial se invirtieron en legados caritativos 
o piadosos en los lugares de donde la familia era oriunda o en el for- 
talecimiento del mayorazgo y del patrimonio. Hubo, eso sí, en el lito- 
ral cantábrico, una mayor integración de sus puertos, preparada ya de 
antemano, en el sistema mercantil internacional. “Tan sólo Cataluña, 
con su industria de indianas y de aguardientes, y las exportaciones de 
estos productos a los mercados americanos, demuestra una vitalidad 
poco común, aunque no exista del todo acuerdo en si el libre comer- 
cio repercutió favorablemente en la industria del Principado, espe- 
cialmente en su industria textil, o, si por el contrario, al eliminar mu- 
chas barreras proteccionistas y facilitar la entrada de tejidos europeos, 
no fue una rémora para el desarrollo y la modernización de sus ma- 
nufacturas (Véase Delgado Rivas, Política 


ilustrada, 1983) 


Aunque menos espectacular que el americano, el comercio español 
con otras zonas de Europa dio también signos de prosperidad hasta 
finales del xviii. Vinculado a la expansión de la manufactura textil del 
noroeste continental, las exportaciones de lanas crecieron, y también 
lo hicieron las de otros productos procedentes del agro, así como las 
del hierro y las sedas. Pero el carácter dependiente de la economía 
hispana, impidió atender con manufacturas propias la demanda pen- 
insular, al igual que sucedía con la americana. En todo caso, dicha 
demanda se constreñía a los grupos sociales que habían visto aumen- 
tar sus rentas, es decir, aquellos cuyos excedentes dependían sobre to- 
do de la tierra. La mayoría de la población, limitada a una produc- 
ción de subsistencia, apenas tenía capacidad para actuar sobre la de- 
manda o, en todo caso, lo hacía sobre un mercado muy limitado y 
mal articulado con los demás. Así, el evidente crecimiento del comer- 
cio interior fue más bien el resultado de la mejora de esos grupos be- 
neficiarios de las rentas agrícolas (nobles y eclesiásticos vinculados a 
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la tierra, pequeños propietarios) y de un trasiego de productos agra- 
rios, materias primas y bienes de consumo nacional (vinos, cereales, 
pescados, paños, lienzos, etc.) de radio más amplio, destinados a sa- 
tisfacer una demanda agrandada por el crecimiento demográfico, pe- 
ro con frecuencia mediatizada por las autoridades centrales y locales. 
De las necesidades de venta y de consumo, así como de los deseos gu- 
bernamentales de favorecer las comunicaciones ya señalados, provino 
la puesta en marcha de obras viarias de cierta envergadura, así como 
el desarrollo de las ferias y del transporte, bien es verdad que, en este 
caso, siguiendo aún medios tradicionales (arrieros y carreteros). 


Por lo que se refiere a la balanza comercial española, era deficitaria. 
España, cuyo comercio a principios de los noventa era en un cin- 
cuenta por ciento aproximado de reexportación y, por tanto, con una 
escasa incidencia en la economía nacional, debió de reducir esta cuo- 
ta. En cuanto a la otra mitad, la mayor parte (el veintidós por ciento) 
correspondía a productos coloniales de importación para consumo en 
la Península, metales preciosos incluidos, y sólo un nueve por ciento 
a las exportaciones peninsulares a Indias. Similar porcentaje (alrede- 
dor del veinte por ciento) representaba el comercio hispanoameri- 
cano en vísperas de la emancipación colonial. Cuando ésta se produ- 
jo, se buscó alternativa en un aumento del comercio con Europa, que 
ya representaba alrededor del tercio del tráfico global de los noventa 
(Josep Fontana, Comercio y transformación, pp. 11-14 y 17-21). 


Las importaciones de productos extranjeros suplían las carencias 
de la industria peninsular, pero ahondaban al mismo tiempo su ane- 
mia. A finales de la centuria, Francia, sobre todo; Alemania y Gran 
Bretaña eran los países mejor situados, en tanto que el resto se repar- 
tía tan sólo el treinta por ciento de las importaciones. La política 
arancelaria —a pesar del esfuerzo de los Borbones por modificarla en 
nuestro favor—, los tratados suscritos al término de las guerras con di- 
chos países y los acuerdos económicos, en especial con Francia (re- 
cordemos, una vez más, los Pactos de Familia), sellarían dicha depen- 
dencia. De este último país seguían llegando, fundamentalmente, 
textiles; si bien, a medida que avanzamos en el tiempo, la competen- 
cia de los procedentes de otros países (a la sazón Inglaterra, Alemania 
y Holanda) limitó su liderazgo. De Gran Bretaña provenían también 
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minerales, salazones y algunas mercancías exóticas de las colonias 
orientales, que se cambiaban por bienes agrícolas y algunas materias 
primas para su industria. Una parte de los productos que llegaban a 
Alemania y Holanda desde España y sus colonias, se redistribuían 
luego por Europa, por medio, sobre todo, de los puertos de Ámster- 
dam y de Hamburgo. Los italianos servían asimismo como centros de 
reexportación de productos llegados de las colonias vía Cádiz o de los 
puertos del Levante. Las colonias británicas en América del Norte ad- 
quirieron un protagonismo creciente tras la Guerra de Independen- 
cia, convirtiéndose, tras los bloqueos de los noventa y principios del 
xix, en pieza indispensable para el envío de productos coloniales ha- 
cia la Península y de productos nacionales y extranjeros con destino a 
la América hispana. 


Capítulo decimosegundo 
La crisis del Antiguo Régimen 


Una convención centenaria sitúa el fin de la Edad Moderna espa- 
ñola en 1808, el mismo año que comienza oficialmente la Guerra de 
la Independencia. Obedece a esa práctica usual de la historiografía 
positivista del siglo xix de poner un hito o acontecimiento de carácter 
político al comienzo y final de cada edad histórica. Y a pesar de su 
más que discutible oportunidad, continúa siendo hoy en día general- 
mente bien aceptada, tanto en los libros de texto de historia como en 
la organización de congresos y coloquios especializados. Desde el 
punto de vista de nuestros conocimientos actuales, es evidente que 
nada se altera sustancialmente con un evento político, aunque sea de 
la envergadura del enfrentamiento de los españoles, paisanos y milita- 
res, con las avezadas tropas de Napoleón. Sin embargo, si cabe decir 
que la Guerra que entonces se inicia, constituye un eslabón impor- 
tante en una cadena de acontecimientos, que en la bisagra de los si- 
elos xviii al xix, preparan el hundimiento de un modelo político y so- 
cial de larga duración, aunque la alternativa al mismo no llegue a 
prosperar hasta mucho más tarde. 


En efecto, la crisis de 1808 es una de las crestas de la ola de un 
temporal cuyos efectos viene sufriendo la Península desde, al menos, 
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los comienzos del reinado de Carlos IV. Ya hemos aludido más arriba 
a los acontecimientos políticos que lo manifiestan: estallido de la Re- 
volución francesa e influencia de la misma en España y sus territorios 
americanos, crisis de la Monarquía, guerras hispano-británicas, rup- 
tura franco-española y consiguiente invasión napoleónica, Guerra de 
Independencia y, finalmente, pérdida de la mayor parte de las provin- 
cias ultramarinas americanas. Se trata, pues, de acontecimientos im- 
portantes, si bien unos de mucho mayor alcance que otros. Y todo 
ello, no lo olvidemos, se produce en medio de una de las crisis finan- 
cieras más agudas que ha experimentado la Monarquía, de un perio- 
do de epidemias y con una situación económica penosa, que resalta 
aún más las deficiencias del conjunto del sistema de Antiguo Régi- 
men, utilizando la terminología francesa. 


El fcerco sanitario” de Floridablanca, destinado a impedir la difu- 
sión en la Monarquía Hispánica de las ideas revolucionarias, no sólo 
tiene implicaciones políticas y culturales (censura de libros y escritos) 
de carácter general, sino también sociales concretas, a través de la ex- 
pulsión, temporal para algunos, definitiva para otros, de un contin- 
gente económicamente valioso de comerciantes extranjeros, particu- 
larmente franceses, cuya ausencia pondrá de manifiesto a corto plazo 
las insuficiencias mercantiles de la sociedad hispana. El esfuerzo béli- 
co (Guerra contra la Convención francesa desde 1793), unido a los 
bloqueos de los puertos peninsulares a cargo de los británicos (1796 y 
siguientes), constriñe el uso de las vías tradicionales de comunicación 
con los puertos americanos y obliga a las autoridades a la búsqueda 
de alternativas que impidan el colapso comercial. Las encuentran, se- 
gún hemos expresado, en la autorización dada a los navíos mercantes 
de países “neutrales” para que reemplacen a los españoles en el abaste- 
cimiento de las provincias ultramarinas. Pero lo que se concede como 
una fórmula necesaria para salir al paso de la crisis, se convierte a la 
larga en lastre para el monopolio reducido o ampliado, ejercido en 
ese ámbito por la Península, casi desde comienzos de la Edad Moder- 
na. Los territorios americanos se sienten cada vez más autónomos y 
aumenta entre las elites americanas el sentimiento de que sus obliga- 
ciones para con la monarquía y los compatriotas peninsulares, antes 
son una rémora y una carga, que una necesidad y una ventaja. 
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No debemos limitar, sin embargo, la crisis económica y política 
hispana a la pérdida paulatina, ahora agudizada, de los mercados 
americanos. La mayoría de las economías regionales de la Península 
no dependían de la fuerza de sus vínculos con los mismos; al contra- 
rio, frecuentemente pesaba más en ellas su tráfico mercantil con el in- 
terior de España, con otras zonas periféricas de la Península o con el 
resto de Europa. Más penoso para estas economías fueron, en gene- 
ral, los efectos devastadores de la guerra en territorio peninsular con 
su secuela de inestabilidad, pérdidas humanas, confiscaciones, arrasa- 
miento o abandono de cosechas y ganados, y caída del consumo. 
También lo fueron, con carácter más sostenido tal vez en el tiempo, 
los efectos políticos. 


El marasmo provocado por la Guerra condujo a la erección de jun- 
tas provinciales de diferente ámbito territorial repartidas por la Pe- 
nínsula, cuyo objetivo no era otro que organizar la lucha contra el 
enemigo y llenar de alguna manera el vacío de autoridad que se había 
producido. Pero, ante la situación excepcional creada por el conflicto, 
poco a poco se fue poniendo rumbo hacia la reforma política. Y ésta 
se contempló por algunos como una ocasión única para devolver al 
pueblo a la soberanía y para la puesta en marcha de un proyecto nue- 
vo. El alcance que cada uno quisiera darle dependería tanto de su 
ideología y de sus deseos de ponerla en práctica, cuanto de la circuns- 
tancia social en que él mismo se inscribiese. La mayoría no deseaba 
un borrón y cuenta nueva; por tanto, una ruptura con la tradición. 
Pero es verdad que el “virus” revolucionario, por muy desacreditado 
que estuviese Napoleón (o su representante en España José I) entre 
nosotros, había ya irrumpido en España, haciendo que la respuesta, 
de una u otra forma, lo hubiera de tener implícito. Las tres posicio- 
nes políticas clásicas (dos extremas y una centro) se propusieron, gro- 
sso modo, y con nombres variables, como alternativa. La reunión de 
las Cortes, a la sazón convocadas por la Junta Central, daría buena 
cuenta de ellas. 
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La crisis del Antiguo Régimen 


Francisco de Goya, Familia de Carlos IV, Madrid, Museo del Prado 


El texto legal que entonces emerge, la Constitución de 1812, se 
puede considerar una obra puente entre la tradición (el reconoci- 
miento de la fe católica, la conservación de la monarquía, los poderes 
a ésta atribuidos, el mantenimiento de viejas instituciones, etc) y la 
reforma (soberanía nacional, monarquía limitada, proclamación de 
libertades, milicias, etc.). Pero como sucede tantas veces, fueron po- 
cos a los que gustó. Comenzando por el propio rey, que no tardó en 
desdecirse de su inicial aceptación, y por la mayoría de la sociedad 
que la consideraba fruto espurio de mentalidades liberales. Por ello, 
salvo un corto periodo de tiempo de vigencia, la “Pepa”, nombre con 
el que popularmente se la conocerá, quedó prácticamente convertida 
en papel mojado, aunque le quepa la honra de haber inspirado no 
pocas de sus homónimas liberales en los nuevos países hispanoameri- 
canos e, incluso, de otras partes de Europa. Las primeras décadas del 
Ochocientos se convirtieron en un camino de espinas en lo político, 
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atravesado por el conflicto casi permanente entre absolutistas y cons- 
titucionalistas o, si se quiere mejor, entre absolutistas y liberales. 


Lo que parecía evidente era que el modelo de Estado de Antiguo 
Régimen hacia aguas por todas partes. En lo económico, porque no 
era capaz de arbitrar fórmulas eficaces de financiación sin tocar los 
fundamentos hacendísticos en que se basaba. De poco sirvió a este 
respecto el abusivo recurso a la deuda pública. Los vales reales inun- 
daron el mercado y se depreciaron a un ritmo muy similar al del des- 
gaste experimentado por el propio Gobierno. La reforma de mayor 
calado a este respecto, la Única Contribución, al fracasar, había arras- 
trado con ella las aspiraciones de los dirigentes ilustrados de introdu- 
cir ciertos criterios de racionalidad en la anquilosada Hacienda públi- 
ca española. El recurso a las primeras desamortizaciones, en época ya 
de Godoy, no logró más éxito que el de depauperar un poco a la Igle- 
sia y a sus instituciones afines, agravando el problema social. 


La sociedad española se venía transformando a lo largo del siglo 
xviii y, en consonancia con los aires nuevos que llegaban, había reali- 
zado algunos esfuerzos de adaptación. Es claro que la nobleza experi- 
mentó una importante transformación, al menos en sus sectores me- 
dios y bajos. Un toque más aburguesado y, paralelamente, una mayor 
preocupación por los problemas económicos, políticos y científicos 
en general se había extendido en este sector, y el aire, entre coqueto e 
ilustrado, de algunos retratos de aristócratas pintados por Goya, su- 
giere también dicho cambio. De la misma forma, los sectores altos de 
las clases medias (comerciantes al por mayor, asentistas, letrados en 
general, marinos, así como algunas profesiones liberales y los artistas) 
habían logrado un mayor reconocimiento social si lo comparamos 
con el de sus antepasados de los siglos xvi y xvii. De ahí que no fuera 
ya imposible un acercamiento, incluso la fusión, entre miembros per- 
tenecientes a una y otra capa social. A esta alianza no se le achaca, sal- 
vo honrosas excepciones, un carácter transformador de la realidad 
política y socioeconómica del país en su conjunto, aunque sí que sir- 
viera de base a la aparición de algunos grupos emergentes, con un 
gran protagonismo político a lo largo del xix. De la misma forma, 
que, en algunos casos, esgrimieron un interés por los negocios, sus- 
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ceptible a la larga de generar transformaciones económicas importan- 
tes en zonas concretas de la Península. 

Bibliografía 

La bibliografía sobre la historia moderna de España se ha dispara- 
do en los últimos cuarenta años, gracias al aumento en las universida- 
des españolas del número de licenciados que se han consagrado a su 
estudio, así como al trabajo continuado de los extranjeros interesados 
en el conocimiento del pasado de nuestro país. Es imposible y, ade- 
más, innecesario, dadas las características de esta obra, incluir en unas 
pocas páginas tales aportaciones. Dirigida al estudiante universitario 
y a un público cultivado en general, las líneas que siguen no tienen 
otro objetivo que orientar al lector interesado por conocer más a fon- 
do algunos temas aquí tratados u otros planteamientos sobre la época 
en su conjunto. Comenzaremos, así pues, por estos últimos. 


Existen dos tipos de manuales sobre la historia moderna española, 
los que responden a la mano y la iniciativa de un solo autor, como es 
nuestro caso, y los que son el resultado de la labor de varios especia- 
listas que se reparten los contenidos bajo la coordinación de uno de 
ellos. A nuestro juicio, el primero suele responder a un planteamien- 
to de la materia más redondo e integrador que los segundos, por lo 
general con una información más rica, pero con diferencias de cali- 
dad y contenido, a veces importantes, entre unos capítulos y otros, 
según quien sea el autor de los mismos. A pesar de que uno solo no 
pueda conocer con la misma amplitud que varios todos los temas, 
muy diferentes, que componen el periodo histórico elegido, si que 
puede dar, en cambio, una visión mejor trabada y homogénea del 
mismo, favoreciendo de esta forma la lectura del texto y la compren- 
sión del conjunto como un tiempo histórico coherente y con perfil 
propio. 

Varios manuales, a pesar de los años transcurridos, siguen mante- 
niendo un excelente nivel y permiten una lectura comprensiva del 
periodo moderno. Nos referimos a los que se editaron integrados en 
una historia de España dirigida por Miguel Artola, más tarde revisa- 
dos por sus propios autores y publicados en nuevo formato. El volu- 
men correspondiente a los siglos xv al xvii fue escrito por el maestro 
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de historiadores, Antonio Domínguez Ortiz, bajo el título El Antiguo 
Régimen. Los Reyes Católicos y los Austrias (Madrid, 1988); el relativo 
al xviii tiene como autor a Gonzalo Anes y lleva por título El siglo de 
las LucesíMadrid, 1985, 6? ed.). A Pere Molas Ribalta se debe tam- 
bién un excelente compendio de la época, Edad Moderna (1474- 
1808). Manual de Historia de España (Madrid, 1988). Referido en 
exclusiva al siglo xviii, sigue siendo provechosa y sugerente, a pesar 
del tiempo transcurrido, la lectura del libro de A. Domínguez Ortiz, 
Sociedad y Estado en el siglo XVIII español (Barcelona, 1976), con un 
planteamiento regionalizado del periodo. La América hispana cuenta 
con una espléndida monografía de G. Céspedes del Castillo (América 
Hispánica, 1492-1898, Barcelona, 1994, 142 ed.), dentro de la Histo- 
ria de España dirigida por M. Tuñón de Lara, que continúa siendo 
uno de los mejores compendios del tema. 


Por parte de los historiadores extranjeros existen también visiones 
de conjunto de calidad. La de J.H. Elliott, La España Imperial, 1469- 
1716 (Barcelona, 1969, 22 ed.) es un clásico, aunque necesitado de 
actualización en algunos temas y referido básicamente al periodo co- 
rrespondiente al reinado de los Reyes Católicos y los Austrias. Volca- 
do sobre todo a los aspectos socio-culturales de los siglos XVI y 
XVII, pero sin duda interesante, es el libro que publicara Bartolomé 
Bennassar, La España del Siglo de Oro (Barcelona, 1983; hay reedi- 
ción posterior en edición de bolsillo). De mayor envergadura por su 
extensión es la obra del J. Lynch en tres volúmenes, últimamente re- 
fundidos, sobre todo el periodo moderno (Los Austrias (1516-1598), 
Los Austrias (1598-1700) y El siglo XVIII), publicados dentro de la 
Historia de España dirigida por él mismo. A otro hispanista, Henry 
Kamen, se debe una síntesis asequible, breve y bastante completa de 
los siglos xv al xvii en edición de bolsillo, de título Una sociedad con- 
flictiva. España 1469-1714 (Madrid, 1984). 

Desde el criterio de la obra a cargo de varios especialistas, conviene 
resaltar un pequeño volumen, libro de síntesis de E. Martínez Ruiz, 
E. Giménez López y otros autores, titulado La España moderna, que 
cuenta ya con varias ediciones. Dentro del llamado Manual de Histo- 
ria de España, recomendamos los volúmenes dedicados a los Austrias 
(siglos xvi y xvii) por García Cárcel, Tarrés, Rodríguez y Contreras, y 
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a los Borbones (siglo xviii) por Roberto Fernández, publicados en los 
años 1991 y 1993 respectivamente. Con gran desigualdad entre uno 
y otro volumen, la Historia de España, bajo la coordinación de Mon- 
tenegro Duque, hace ya algunas décadas, dedicaba un ejemplar a ca- 
da siglo de la España Moderna, con los títulos siguientes: Los Austrias 
Mayores y la culminación del Imperio, a cargo de M. Fernández Álva- 
rez y Ana Díaz Medina; La crisis del siglo XVII bajo los últimos Aus- 
trias (1598-1700), al de Miguel Avilés y M. del Carmen Cremades, y 
Los Borbones en el siglo XVII (1700-1808), al de L.M. Enciso, A. 
González Enciso, T. Egido, M. Barrio y R. Torres. Esta misma edito- 
rial ha publicado en fecha más reciente dos volúmenes, referidos a los 
siglos xvixvii y al xviii respectivamente, coordinados por R. García 
Cárcel (Madrid, 2003). Se ha publicado Historia de España en forma- 
to de bolsillo, con magníficos estudios de síntesis sobre la Época Mo- 
derna a cargo de especialistas, bajo la dirección general de Alfredo Al- 
var. Para los instrumentos gráficos de los acontecimientos (mapas y 
planos en color de buena calidad), recomendamos el Atlas de Historia 
de España, publicado recientemente (año 2005) bajo la dirección de 
Fernando García de Cortázar. 


En cuanto a los estudios monográficos sobre reyes y reinados, es 
preciso recordar algunas obras importantes: la de Luis Suárez Fernán- 
dez sobre los Reyes Católicos, Madrid, 2004, la de B. Aram sobre 
Juana la Loca (La reina Juana. Gobierno, piedad y dinastía, Madrid, 
2001), de M. Fernández Álvarez sobre Carlos V (Carlos Y, el César y 
el hombre, Madrid, 2000), y de este mismo autor y Henri Kamen 
acerca de Felipe 11 (Felipe 1I y su tiempo, Madrid, 1998, y Felipe de Es- 
paña (Madrid, 1997), respectivamente), que representan dos visiones 
diferentes del personaje. Añadamos la pequeña pero enjundiosa obra 
de G. Parker: Felipe II (Madrid, 1984). De R.A. Stradling es otra, 
más voluminosa que la anterior, acerca de Felipe IV (Felipe IV y el go- 
bierno de España, 1621-1665, Madrid, 1989), referida sobre todo a la 
política de esa época. A Jaime Contreras se debe una síntesis sobre 
Carlos 11 (Carlos 11 el Hechizado, Madrid, 2003) y al propio Kamen 
una visión de este periodo y de su Gobierno, titulada La España de 
Carlos II (Barcelona, 1985). De nuevo, H. Kamen es autor de una 


monografía sobre Felipe V (Felipe V. El rey que reinó dos veces, Ma- 
439 


drid, 2000), y C. Martínez Shaw y M. Alfonso Mola conjuntamente 
de otra (Felipe V, Madrid, 2001), de carácter fundamentalmente di- 
vulgativo. En esta misma colección y con esa misma pretensión se 
han publicado en 2001 sendos trabajos sobre Fernando VI, Carlos 11 
y Carlos IV, cuyas autorías pertenecen a J.L. Gómez Urdáñez, Rober- 
to Fernández y “Teófanes Egido respectivamente. Aunque referido so- 
bre todo a Godoy y la crisis del Antiguo Régimen, el importante es- 
tudio de Emilio la Parra sobre el personaje (Manuel Godoy. La aven- 
tura del poder, Barcelona, 2002) ofrece también una amplia informa- 
ción sobre Carlos IV y su política, diseñada mancomunadamente con 
su valido. 


Los estudios sobre los diferentes órganos administrativos de la mo- 
narquía (Consejos, chancillerías, audiencias, etc.) han proliferado en 
las últimas décadas. A nosotros nos interesan aquí más las obras de 
conjunto sobre el tema, en particular las consagradas a la organiza- 
ción y gobierno de la Monarquía Hispánica. Recientemente, uno de 
los expertos en el tema, José Antonio Escudero, ha publicado un li- 
bro al respecto de título Administración y Estado en la España Moder- 
na (Valladolid, 2002). Merece la pena citar también los de Rogelio 
Pérez Bustamante (El Gobierno del Imperio español. Los Austrias 
(1515-1700, Madrid, 2000) y Miguel Artola (La monarquía de Espa- 
ña, Madrid, 1999). Pere Molas escribió una pequeña síntesis sobre el 
tema (La Monarquía Española (siglos XVI-XVIID), Madrid, 1990), de 
lectura muy recomendable. Análisis parciales pero sugerentes sobre el 
mismo asunto se hallan también en la recopilación de artículos de P. 
Fernández Albaladejo (Eragmentos de Monarquía. Trabajos de historia 
política, Madrid, 1992) y en Los Borbones. Dinastía y memoria de na- 
ción en la España del siglo XVIII (Madrid, 2001), obra dirigida por el 
mismo autor. 

Sobre los Decretos de Nueva Planta que afectaron a la Vieja Coro- 
na de Aragón es conveniente la consulta de las obras de J. Mercader, 
Felip Vi Catalunya (Barcelona, 1968); J.Morales Arrizabalaga, La de- 
rogación de los Fueros de Aragón (1707-1711) (Huesca, 1986) y E. Gi- 
ménez, Gobernar con una misma ley. Sobre la Nueva Planta Borbónica 


en Valencia (Alicante, 1999). 
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Para el pensamiento sobre el Estado y la Monarquía, su evolución 
y su relación con la sociedad sigue siendo necesario tomar en consi- 
deración los trabajos clásicos de J.A. Maravall, Estado Moderno y men- 
talidad social. Siglos XV a XVII (Madrid, 1972, 1.2 ed.), y Estudios de 
la historia del pensamiento español (Madrid, 1984), además del de L. 
Sánchez Agesta, El pensamiento político del Despotismo Ilustrado (Sevi- 
lla, 1979). 

La Hacienda pública en particular cuenta con un importante estu- 
dio de conjunto a cargo de M. Artola (La Hacienda del Antiguo Régi- 
men, Madrid, 1982) y varios parciales referidos a los diferentes reina- 
dos, comenzando por el ya clásico de R. Carande (Carlos V y sus ban- 
queros, Barcelona, 1990, reedic., 3 vols.), renovador en su época; y si- 
guiendo por los de M. Ulloa, La Hacienda real de Castilla en el reina- 
do de Felipe 1, (Madrid, 1977) (2.2); I. Pulido Bueno, La Real Ha- 
cienda de Felipe II, Huelva, 1996; A. Domínguez Ortiz, Política y 
Hacienda de Felipe IV, Madrid, 1960; E Ruiz Martín, Las finanzas de 
la monarquía hispánica en tiempos de Felipe IV (1621-1665, Madrid, 
1990; M. Garzón Pareja, La Hacienda de Carlos 1, Madrid, 1980; R. 
Pieper, La Real hacienda bajo Fernando VI y Carlos UI (1753-1788): 
repercusiones económicas y sociales, Madrid, 1992, y J.P. Merino: “La 
Hacienda de Carlos IV”, en Hacienda Pública Española, 91(1981), 
pp. 139-181. 

El conocimiento acerca de la figura del valido ha experimentado 
en las últimas décadas importantes progresos, desde el libro pionero 
que publicara en su día el malogrado E Tomás y Valiente, Los validos 
en la monarquía española del siglo XVII, (Madrid, 1982), hasta el más 
reciente, coordinado por José Antonio Escudero (Los validos, Madrid, 
2004). Lerma y el conde duque de Olivares, sobre todo este último, 
cuentan además con sendos estudios de la mano de Ferós y Elliott (£l 
duque de Lerma. Realeza y privanza en la España de Felipe UI (Ma- 
drid, 2002) y El conde duque de Olivares. El político en una época de 
decadencia (Barcelona, 1990) respectivamente. Este último historia- 
dor ha dirigido varios trabajos comparativos sobre la figura y función 
de los validos en Europa (£l mundo de los validos, Madrid, 1999, y 
Richelieu y Olivares, Barcelona, 1984). No olvidemos también el arri- 
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Para los aspectos militares y la organización de los Ejércitos de los 
Austrias y Borbones, recomendamos los estudios de varios especialis- 
tas, en particular G. Parker, La revolución militar: las innovaciones mi- 
litares y el apogeo de Occidente, 1500-1800 (Barcelona, 1991), de ca- 
rácter general; R. Quatrefages, La revolución militar moderna. El crisol 
español (Madrid, 1996) y 1.A. Thompson, Guerra y administración en 
la España de los Austrias (Madrid, 1982); así como los de J. Jiménez 
Martín, Tercios de Flandes (Madrid, 1999) y de J. Albi de la Cuesta, 
De Pavía a Rocroi: los tercios de infantería española en los siglos XVI y 
XVII (Madrid, 1999). Interesa también, aunque más bien referido a 
los aspectos sociales y económicos, el trabajo más reciente de E An- 
dujar, El sonido del dinero. Monarquía, Ejército y venalidad en la Espa- 
ña del siglo XVIII (Madrid, 2004). La Armada sigue aún necesitada 
de estudio. Su conocimiento para una parte tan sólo del periodo de- 
pende todavía básicamente del de J.P. Merino Navarro, La Armada 
Española en el siglo XVII (Madrid, 198). 


Por lo que se refiere a los señoríos, no contamos con un estudio de 
carácter general sobre los mismos. La monumental recopilación de E. 
Sarasa Sánchez y de E. Serrrano Martín (eds.), Señorío y feudalismo en 
la Península Ibérica, 1993, 4 vols, con sus trabajos parciales, permite, 
no obstante, acercarse a su realidad en diferentes zonas peninsulares. 
Siguen siendo aún valiosos los de E. Gilarte, El régimen señorial en el 
siglo XVI (Valladolid, 1987, 2.2) y S. de Moxo, La disolución del régi- 
men señorial en España, Madrid, 1965. 

Mucha mejor suerte ha tenido el municipio, objeto de numerosos 
estudios en las últimas décadas. Para la Corona de Castilla, conviene 
ver el de A. Hijano Pérez, El pequeño poder. El municipio en la Corona 
de Castilla: Siglos XV al XIX (Madrid, 1992). De carácter más general 
son los de M. Lambert-Gorges (ed.), Les élites locales et [” Etat dans 
Espagne moderne du XVe au XIXe siécles, París, 1993 y de A.C. Mer- 
chán Fernández, Gobierno municipal y administración local en la Espa- 
ña del Antiguo Régimen (Madrid, 1988). En cuanto a la Corona de 
Aragón destaca el libro de J.M.Torras i Ribé, Els municipis catalans de 
l'Antic Regim, 1453-1808 (Barcelona, 1983). 
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Entre los trabajos consagrados a acontecimientos que motivaron 
tensiones políticas, recomendamos la síntesis de Joseph Pérez sobre 
las Comunidades (Madrid, 1989) y el referido a las Germanías, ya 
clásico, de Ricardo García Cárcel, Las germanías de Valencia (Barcelo- 
na, 1975). El conflicto de Felipe II con Aragón por causa de Antonio 
Pérez cuenta con dos interesantes trabajos de E. Jarque Martínez, Las 
alteraciones de Zaragoza en 1591(Zaragoza, 1991) y M. Gracia Rivas, 
La invasión de Aragón de 1591. Una solución militar a las alteraciones 
del reino (Zaragoza, 1992). Mucho más numerosos son los dedicados 
a la crisis de los cuarenta del siglo XVII, fenómeno de verdadero al- 
cance nacional e, incluso, internacional. El estudio clásico sobre una 
parte sustancial de la misma, la revuelta de Cataluña, es de J. H., 
Elliott, La rebelión de los catalanes. Un estudio sobre la decadencia de 
España (1598-1640), Madrid, 1999 (5.2). Este mismo autor británi- 
co ha dirigido una serie de trabajos sobre los diferentes territorios que 
participaron en las revueltas, bajo el título 1640: la monarquía hispá- 
nica en crisis (Barcelona, 1992). Un visión de la crisis desde el ámbito 
catalán en A. Simón i Tarrés y otros; 1640: la Monarquía Hispánica 
en crisis, Barcelona, 1992. Distantes en el tiempo de estos aconteci- 
mientos, los llamados motines de Esquilache han sido objeto de una 
investigación exhaustiva y renovadora reciente por parte de José An- 
drés Gallego en su libro El motín de Esquilache, América y Europa 
(Madrid, 2003), que sintetiza, además, anteriores explicaciones del 
evento. 


Los estudios acerca de la sociedad española de la Edad Moderna 
basados en el análisis estamental se han visto cuestionados en los últi- 
mos años por la aplicación a la misma de la idea de redes y clientelas 
sociales, aún en fase de planteamiento teórico más que de aportación 
de conclusiones. Un compendio de tal posición y de sus fundamen- 
tos podemos encontrarla en la recopilación dirigida por J.P. Dedieu y 
J.L. 

Castellano (dirs.), Réseaux, familles e: pouvoir dans le monde ibéri- 
que a la fin de l'Ancien Régime (París, 1998). Para la visión tradicio- 
nal, siguen siendo sugerentes todavía los estudios globales, basados 
sobre todo en testimonios de carácter literario, de M. Fernández Ál- 
varez (La sociedad española del Renacimiento (Salamanca, 1970) y La 
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sociedad española del Siglo de Oro (Madrid, 1984, 2 vols.). Añadamos 
los de A. Domínguez Ortiz, Las clases privilegiadas en la sociedad del 
Antiguo Régimen (Madrid, 1973), y el ya citado, Sociedad y Estado en 
el siglo XVII español, del mismo autor. 


Por lo que respecta al tema de la familia hispana, carece aún, prác- 
ticamente, de conclusiones claras y de estudios de conjunto que va- 
yan mucho más allá de propuestas metodológicas. El de James Casey 
(Historia de la familia y La familia en la España mediterránea (siglos 
XV-XIX) (Barcelona, 1987) sigue sirviendo como visión de conjunto 
sustitutiva, aunque su marco cronológico vaya más allá de los tiem- 
pos modernos. Otro tanto cabe decir de la obra de M. Antonia Bel 
Bravo (La mujer en la historia, Madrid, 1998). Algunas recopilacio- 
nes de trabajos a cargo de E Chacón Jiménez contienen ricas infor- 
maciones sobre la familia hispana, aunque todavía fragmentarias. 
Nos referimos en particular a Poder, familia y consanguinidad en la Es- 
paña del Antiguo Régimen (Barcelona, 1992 y, en compañía de otros 
autores, a Familia, grupos sociales y mujer en España (siglos XV-XIX) 
(Murcia, 1991). Con características similares, J. Hernández Franco 
(ed.), Familia y poder: sistemas de reproducción social en España (siglos 
XVEXVIII) (Murcia, 1995). 

Los estudios sobre cada uno de los grupos sociales y estamentos 
son numerosos, pero no todos han tenido la suerte de contar con 
obras de conjunto. Para la nobleza hispana conviene recordar el libro 
colectivo Nobleza y sociedad en la España moderna (Madrid, 1996). El 
clero ha sido objeto de estudio en el trabajo de Arturo Morgado, Ser 
clérigo en la España del Antiguo Régimen, (Cádiz, 2000). Para la bur- 
guesía mercantil sigue siendo fundamental la síntesis de Pere Molas, 
La burguesía mercantil en la España del Antiguo Régimen, Madrid, 
1985. Los militares en su conjunto han sido objeto de estudio por 
parte de E Andujar Castillo, Los militares en la España del siglo XVIII. 
Un estudio social (Granada, 1991). No existe un número suficiente de 
trabajos sobre los artesanos y los gremios. Los de Pere Molas y Siro 
Villas (Los gremios barceloneses en el siglo XVIII: La estructura corpora- 
tiva del trabajo ante el comienzo de la revolución industrial (Madrid, 
1970) y Los gremios malagueños, 17001746 (Málaga, 1982), aunque 


referidos a zonas concretas siguen aún siendo imprescindibles. En 
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cuanto a las minorías, objeto de importantes investigaciones a partir 
de los años sesenta del siglo pasado, los moriscos cuentan con una es- 
pléndida monografía a cargo de B. Vicent y de A. Domínguez Ortiz, 
Historia de los moriscos. Vida y tragedia de una minoría, Madrid, 
1984. Por lo que respecta a los judíos, sigue siendo fundamental el 
trabajo de J. Caro Baroja, Los judíos en la España Moderna y Contem- 
poránea (Madrid, 1978, 2.2 ed.). Para los gitanos debe tenerse aún en 
cuenta el libro de M.E. Sánchez Ortega, Los gitanos españoles. El pe- 
riodo borbónico (Madrid, 1977). Los estudios parciales sobre esclavos 
en esta época son numerosos. Una visión de conjunto de carácter di- 
vulgativo sobre el tema es la de W.D. Phillips, Historia de la esclavi- 
tud en España, Madrid, 1990. 


La cultura española en los tiempos modernos cuenta con una sín- 
tesis reciente de varios autores, encabezados por Luis Gil y Luis Gó- 
mez, La cultura española en la Edad Moderna, Madrid, 2004, que co- 
rresponde al volumen n.* XV de la Historia de España. Es interesante 
leer también la síntesis de R. García Cárcel: Las culturas del Siglo de 
Oro, Madrid, 1988. Más reciente es la obra de D. García Hernán, La 
cultura de la guerra y el teatro del Siglo de Oro, Madrid, 2006, que 
abarca más de lo que el título indica. En cuanto a los aspectos rela- 
cionados con las artes plásticas y su significado conviene recordar los 
trabajos de carácter general de Checa y Cremades sobre el Renaci- 
miento y el Barroco. Acerca de la Inquisición destacamos la reactuali- 
zación que de su viejo libro, La Inquisición española (Madrid, 1973), 
ha hecho H. Kamen, así como el compendio de Ricardo García Cár- 
cel y D. Moreno Martínez, Inquisición: Historia crítica (Madrid, 
2000). La influencia del temido Tribunal sobre la cultura española se 
estudia en las obras de S. Muñoz Calvo, Inquisición y ciencia en la Es- 
paña Moderna, Madrid, 1977 y de A. Márquez, Literatura e Inquisi- 
ción en España, Madrid, 1980. En cuanto al análisis de la ciencia es- 
pañola en la Edad Moderna, su desarrollo, frutos y dificultades, son 
fundamentales los trabajos de J. M. López Piñero, particularmente: 
Ciencia y técnica en la sociedad española de los siglos XVI y XVII, Barce- 
lona, 1979. 

El tema de la muerte como expresión de creencias, cosmovisiones 
y mentalidades en general se ha desarrollado enormemente en las úl- 
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timas décadas gracias a la utilización de los testamentos. Hay dos sín- 
tesis importantes. Nos referimos a la de E. Martínez Gil, Muerte y so- 
ciedad en la España de los Austrias (Madrid, 1993), y la de M. García 
Fernández, Los castellanos, la muerte y el más allá en el Antiguo Régi- 
men: religiosidad, actitudes colectivas y comportamientos económicos, Va- 


lladolid, 1995. 


El pensamiento económico español, hoy revalorizado por la histo- 
riografía, cuenta con una recopilación de trabajos interesante y bas- 
tante completa, en los volúmenes dirigidos por E. Fuentes Quintana, 
Economía y economistas españoles, Barcelona, 1999-2001, y E. Gómez 
Camacho y R. Robledo, El pensamiento económico en la Escuela de Sa- 
lamanca (Salamanca, 1998). 

Para los temas demográficos y económicos debe consultarse el li- 
brito, ya clásico, sucesivamente reeditado, de J. Nadal, La población 
española (siglos XVI al XX) (Barcelona, 1984 (4.2), así como el más 
reciente, dirigido por V. Pérez Moreda y D.S. Rehr, Demografía histó- 
rica en España (Madrid, 1988. Sobre el tema epidemiológico y su in- 
flujo demográfico sigue siendo importante ver el, en su día, renova- 
dor trabajo de V. Pérez Moreda, Las crisis de mortalidad en España in- 
terior (siglos XVIXIX) (Madrid, 1980). Referido al xvi en exclusiva y 
al valor de sus censos hay que destacar A. Molinie-Bertrand, Au Siécle 
d'Or: Espagne et ses hommes. La population du Royaume de Castille au 
XVle siécle, París, 1985. El tema de la emigración cuenta con la obra 
de A. Eiras Roel (dir), quizás nuestro mejor demógrafo modernista, 
La emigración española a ultramar, 1492-1914 (Madrid, 1991) y de 
E. Mendiz Vega, Emigrantes a América (siglos XVI-XVII) (Mérida, 
1993): 

Los aspectos socioeconómicos generales de la Edad Moderna espa- 
ñola han sido objeto de un magnífico resumen actualizado en la obra 
de A. Marcos Martín, La España de los siglos XVL XVH y XVIII. Eco- 
nomía y Sociedad (Barcelona, 2000), que tiene en cuenta, además, los 
debates sobre algunos temas importantes. Referido en exclusiva al si- 
glo xviii, pero explicativo de las inercias y procesos que condujeron al 
desarrollo o estancamiento de las diferentes regiones: R. Fernández 


(dir.), España en el siglo XVII. Homenaje a Pierre Vilar, Barcelona, 
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1985. Estudios sectoriales, pero de carácter general son los de D.R. 
Ringrose, Los transportes y el estancamiento económico de España 1750- 
1850, Madrid, 1972. La agricultura y las estructuras agrarias en el 
xviii cuentan con la recopilación de estudios publicada bajo el título 
de Estructuras agrarias y reformismo ilustrado en la España del siglo 
XVIII (Madrid, 1989). La longeva institución de la Mesta posee dos 
meritorios trabajos de P. García Martín, La Mesta: Estudio de historia 
económica española (1273-1836) (Madrid, 1979), y otro más concre- 
to para el siglo xviii: La ganadería mesteña en la España borbónica, 
Madrid, 1986. Sin olvidar el clásico de J. Klein, La Mesta. Estudio de 
historia económica española, 12731836 (Madrid, 1979 (reed.)). 


La actividad minera y su relación con la industria en J. Sánchez 
Gómez, Minería y metalurgia en la Edad Moderna (Madrid, 1997). A. 
González Enciso nos proporciona una inteligente visión de conjunto 
del sector secundario en “La promoción industrial en la España Mo- 
derna: intervención pública e iniciativa privada”, publicado en un li- 
bro colectivo, fundamental para el tema, bajo dirección de L. A. Ri- 
bot García y L. Rosa, Industria y Época Moderna, Madrid, 2000, pp. 
15-45. En cuanto a la industria algodonera catalana se debe ver el ar- 
tículo de A. Sánchez Suárez: “La era de la manufactura algodonera en 
Barcelona, 1736-1839”, en la revista Estudios de Historia social, 48-49 
(1989). La metalurgia vasca ha sido objeto de varios trabajos, entre 
los que destacamos el de R. Uriarte Ayo, Estructura, desarrollo y crisis 
de la siderurgia tradicional vizcaína, 1700-1840 (Bilbao, 1988). Un 
clásico del estudio de las comunicaciones es la obra de Sánchez Ma- 
drazo, El sistema de comunicaciones en España, 1750-1850 (Madrid, 
1984, 2 vols). 

Para el comercio entre España y América contamos con la síntesis 
de A. GarcíaBaquero, La Carrera de Indias: Suma de la contratación y 
océano de negocios, Sevilla, 1992. Y sobre los efectos de los decretos de 
libre comercio, el volumen colectivo coordinado por A. M. Bernal, 
El comercio libre entre España y América Latina, 1765-1824 (Madrid, 
1987). Más volcado sobre los aspectos políticos que enmarcan dicho 
comercio: G. Walker, Política española y comercio colonial, 17001789 
(Barcelona, 1979). No existen que sepamos obras de conjunto sobre 
el comercio de España con otros ámbitos geográficos diferente del 
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americano. Es útil al respecto la lectura de los artículos contenidos en 
El comercio en el Antiguo Régimen. 11 Reunión científica Asociación Es- 
pañola de Historia Moderna, 1994 (M. Lobo y V. Suárez, eds., vol II, 
Las Palmas de Gran Canaria, 1995). Sigue siendo también interesan- 
te la consulta de un clásico del tema: H. Lapeyre, El comercio exterior 


de Castilla a través de las aduanas de Felipe II (Valladolid, 1981). 

La crisis del Antiguo Régimen en L. Prados de la Escosura, De ¿im- 
perio a nación. Crecimiento y atraso económico en España (1780-1930) 
(Madrid, 1988). El libro de David R. Ringrose, España, 1700-1900: 
el mito del fracaso (Madrid, 1996), está lleno de sugerencias y de inte- 
resantes propuestas. Asimismo, conviene la consulta de los trabajos 
reunidos bajo la dirección de J. Fontana, La economía española al fi- 
nal del Antiguo Régimen, (Madrid, 1982, 3 vols). 
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Protohistoria y Antigúedad de la Península Ibérica , vol. Y. De la 
Iberia prerromana a la Romanización Eduardo Sánchez-Moreno 
(coord.) Adolfo J. Domínguez Monedero 
Joaquín L. Gómez-Pantoja 

Medieval 
Territorios, sociedades y culturas Fermín Miranda García Yolanda Gue- 
rrero Navarrete 

Epoca Moderna 
De la Monarquía Hispánica a la crisis del Antiguo Régimen 

Manuel Bustos Rodríguez 
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Los siglos XIX y XX 
Javier Donézar Díez de Ulzurrun Pablo Martín de Santa Olalla Salu- 
des Pedro A. Martínez Lillo José Luis Neila Hernández Álvaro Soto 
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